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Dos palabras: 
En Historia, el investigador no se encuentra solo en el Universo. Depende 
-quizás más que en otras disciplinas- de lo que otros puedan aportar. 


Esta obra es por lo tanto tributaria de todo lo que han trabajado nuestros 
colegas por impulsar la ciencia, por avanzar en la acumulación de datos e in- 
terpretaciones. 


Deseamos expresar nuestro reconocimiento a José P. Barrán y Oscar Mourat, 


por las valiosas observaciones formuladas a anteriores trabajos nuestros. 


Е! mismo se hace extensivo a quienes generosamente destinaron su tiempo a 
evacuar algunas consultas técnicas: Danilo Astori, Horacio Martorelli, y Jorge 
- Notaro. Los probables errores corren por nuestra cuenta. 
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primera parte 





CAPITULO 1 
EL MERCADO INTERNO 


Introducción 


“La gran dificultad de expansión de nuestras industrias manufactureras, -decía en 
1930 en el Consejo N. de Administración el Dr. Martín C. Martinez- que no son exporta- 
doras, estriba en lo limitado de nuestro mercado, en que hay que producir para una pe- 
queña población, lo que obsta a la división del trabajo y el empleo de maquinarias, como 
lo que hace la grandeza de los Estados Unidos, más que ningún otro factor, es la extensión 
inmensa de su mercado interno” (1). 


Si en 1930 ése ега uno de los principales frenos al desarrollo industrial del Uruguay, 
en las décadas siguientes el panorama no iba a ser más alentador. 


Diversas cifras se manejan sobre cuál era la población ai llegar el país a su primer Cen- 
tenario, (en rigor, al siglo de su primera Constitución). 


El hecho de que efectuó su segundo censo de población en la década del sesenta, es 
decir que entre 1908 y 1963 no hubieron relevamientos generales, obliga a partir de supo- 
siciones. 


Las mismas son contradictorias. Van desde el millón seiscientos mil habitantes calcu- 
lados por Martínez Lamas, a los dos millones cincuenta y ocho mil cuatrocientos setenta 
y dos estimados por el Banco República (2). 


Estas eran las apreciaciones de los contemporáneos. Modemamente, Pereira y Traj- 
tenberg calcularon que en 1930 había aproximadamente un millón ochocientos mil habi- 
tantes, cifra a la que nosotros nos ceñimos (constituye la media de las antes nombradas, es 
fruto de un trabajo científico elaborado con técnicas más modemas) (3). 


Entre 1908 y 1930 la población habría aumentado casi un 80% Sin embargo, aquí 
terminan los índices optimistas. Ya en 1930 Martínez Lamas señalaba: 


“Todos los que en él vivimos, los que pertenecemos a la generación que ya viene de 
vuelta, constatamos el achicamiento de las nuevas familias, la reducción del número de 
hijos, esto es, la disminución de los índices de natalidad” (4). 








Se constataba un descenso de los índices de natalidad ya antes de la crisis de 1929. 
tendencia que las dificultades económicas acentuaría, 


Narancio y Capurro Calamet calcularon entre 1921 y 1925 un índice de natalidad del 
25,17%, entre 1926 y 1930 del 24,697, y entre 1931-35 del 21,55%(5). 


En la medida en que la inmigración seguía aportando contingentes humanos, el decai- 
miento se podía obviar. Pero cuando comienza a mermar, en la década del treinta, este 
guarismo resulta mucho más releyante. 


Es significativo que recién a comienzos de la década del cuarenta Uruguay alcanza los 
dos millones de habitantes. 


La población activa se calculaba en 696.000 en 1930, y 815.000 en 1940. Martínez 
Lamas en 1937 afirmó que la manufactura ocupaba a 80.000 y el comercio a 30.000, (a 
lo que debe agregársele más de cincuenta mil funcionarios públicos, y una población cam- 
pesina justipreciada en algo más de trescientos mil por el Censo Agropecuario de 1937) 
(6). Si bien estas cifras no son exactas, podemos alcanzar un panorama aproximativo. 


La cuantificación de la población interesa en un doble aspecto: por la oferta de mano 
de obra, y por la demanda de bienes industrializados. Es decir, que a mayor población, la 
industria tendrá mejores posibilidades de contar con una adecuada oferta de mano de 
obra y contará posibilidades para colocar sus productos. Aunque el habitante de un país 
se constituye en piedra angular de su mercado interno -no hay industria “interna” sin 
consumidores-, por cierto no es el único elemento a tener en cuenta. 


El poder adquisitivo de la masa de asalariados aumentará o disminuirá la demanda, las 
oportunidades ocupacionales bajarán o subirán los salarios. 


De la misma manera que las posibilidades de acrecentamiento de la población que en 
el caso uruguayo contempla по sólo sus índices de crecimiento sino el papel de la inmigra- 
ción. {дие fue en el siglo XIX y parte del ХХ, el gran multiplicador poblacional, además 
de jugar un rol preponderante en la formación del mercado de trabajo y en el aumento de 
la demanda}. 


Por otra parte, la integración territorial y el sistema de transportes que posibilita la 
circulación de mercancias, también influyen en la formación de un mercado interno, (el 
aislamiento tiende al autoabastecimiento). Hemos soslayado en nuestro panorama algunos 
puntos importantes, como la estructura de fletes, y el transporte fluvial, (importante este 
último en el siglo XIX еп que permitió el florecimiento del litoral uruguayo) (7). 


Y por último, cabe mencionar el papel del Estado como generador de empleos, como 
aglutinador, orquestador y manipulador de intereses económicos para los cuales el merca- 
do interno era vital. Un Estado que fue empresario, empleador, que debió de buscar solu- 
ciones para que los conflictos sociales se sohucionaran o se diluyeran y que con su presen- 
cia signará todo el siglo XX uruguayo. 

De alguna manera, esta historia debería comenzar con el fin de las guerras civiles 
(1904) y el tratado de límites con Brasil (1909). Paz interna y consolidación territorial 
permitirían, finalmente, mirar hacia adentro. 


La inmigración 
Con la crisis concluyó el ciclo de la inmigración. De la inmigración entendida como 
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multiplicadora asombrosa de la población, del “alud” inmigratorio. O sea de esa gran ma- 
sa de inmigrantes que permitió al Uruguay de la década del setenta, con su escaso medio ' 
millón de habitantes, comenzar el siglo XX con un millón, y concluir la década del veinte ' 
con aproximadamente un millón ochocientos mil pobladores. Este fin no significó el cese 
de la inmigración sino su enlentecimiento, y también la pérdida de vigor del proceso de 
crecimiento poblacional. En los años siguientes, el país no volvería a duplicar sus habitan- 
tes. 


Oddone señala que la primera postguerra acusa un aporte numérico de considerable 
volumen: entre 1918 y 1930, las cifras absolutas se elevarían a 195,844, La define como 
“ia última gran etapa de inmigración espontánea”, caracterizada en lo humano “por la va- 
riedad de nacionalidades, explicable en la medida de los reajustes políticos y las penurias 
económicas que se operaron en el mundo europeo luego de 1918” (3). 

Lo que sucederá en la década del treinta no será un fenómeno exclusivamente uru- 
guayo: la misma disminución se constatará en Argentina; similar política restrictiva a la 
entrada de pasajeros de “tercera clase” será tomada por Brasil. 

Millot, Silva y Silva cuantifican el saldo inmigratorio entre 1925 y 1929 en 54.400 
hombres y mujeres; y entre 1930 y 1939 en 14.190 hombres y mujeres (disminución del 
714%) (9). 

Los contemporáneos reaccionaron contra la inmigración, y esa animadversión encon- 
tró tres causas: ]) políticas, 2) raciales, 3) ocupacionales. 

Antes de manifestarse en Uruguay las consecuencias de la crisis mundial, diversos sec- 
tores protestaron contra los extranjeros portadores de ideologías políticas europeas que 
intentaban, como lo habían hecho ya en el siglo XIX, trasmitirlas, organizarse y luchar 
contra el orden constituido. En rigor era también una requisitoria a la política batllista 
que había admitido a conciencia el afincamiento de ácratas expulsados de otros países. 

“Por los datos de la policía <ditorializaba “La Mañana” е] 4 de octubre de 1929- y 
los de la justicia, la generalidad de los terroristas que han realizado aquí asaltos y atenta- 
dos y provocado crimenes gremiales, son europeos que expulsados de sus países de origen 
se han asilado en nuestra confiada democracia con el propósito de intoxicar al obrero con 
odiosidades nacidas de conflictos ajenos a nuestras luchas sociales...” 


Necesitamos trabajadores fuertes y no delincuentes ni hombres inválidos... (10). 


En la fundamentación de esta oposición existió también un componente racista 
(siempre negado pero siempre presente). 

El mismo que hizo exclamar a Martínez Lamas »ante la indocilidad indígena que “en 
la sangre uruguaya no hay, afortunadamente, una solá gota charrúa” (11). 

“Es preferible mantener nuestros campos desiertos -escribió el Dr. Pedro P. Вегто-. 
antes que poblarlos mal. No hay que permitir, pues, la inmigración espontánea, de cual- 
quier origen: escorias que expelen de su seno otras civilizaciones...” (12). 


El Dr. Juan B. Morelli, afirmó en la Cámara de Senadores: “Nosotros tenemos ahora 
una enorme inmigración de elementos que proviniendo como provienen de la Europa Cen- 
tral, de la Europa Oriental y del Asia Menor, con excepción de los libaneses, tienen diver- 
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gencias sociológicas tan profundas con la nuestra que explicas еш parte las dificultades 
con que nosotros los asimilamos o mejor dicho la resistencia que ofrecen para la asimila- 


Pues bien, yo, como nacionalista, declaro que preferiría seguir en la llanura, preferiría 
que mi partido estuviera siempre derrotado, antes que conseguir la victoria, pagando a es- 
tos elementos extranjeros el aporte que hubieran llevado a las urnas...” (13). 

Y por último, estaban las secuelas de la desocupación, resumidas con lenguaje florido 
por la Presidencia de la República: “En la limitada copa del trabajo nacional no puede 
verterse ilimitadamente el líquido de los inmigrantes porque el desborde es la fatal conse- 
cuencia que ha de producirse...” (14). 

La xenofobia de los sectores conservadores era por otra parte explicable, si se tiene 
en cuenta que la mano de abra extranjera competía con la aportada por el éxodo ru-urba- 
no hacia Montevideo, dificultando la absorción de excedentes laborales que había interés 
en alejar del campo. 


El Consejo Ма. де Administración -que en su momento opuso reparos а la ley de res- 
tricción inmigratoria-, aceptó nacionalizar el trabajo: en la mayoría de las obras públicas 
de este período se exigió que por lo menos el 80% de los obreros fueran uruguayos. 

Los sectores empresariales solicitaron también el cese de la inmigración indiscrimina- 
da. Ya a comienzos de 1931 la “Asociación Comercial del Uruguay” presentó al Ministe- 
rio del Interior una nota contra la inmigración indeseable, definida como “elementos de 
ideas sociales subversivas o de francos hábitos de delincuencia, que son expulsados de las 
naciones vecinas” (15). 

Idéntica posición asumieron las gremiales rurales. Algunos hechos que conmovieron 
al país omo la fuga del grupo que capitanesba Roscigna de la cárcel-, afirmaron en sus 
ideas a los partidarios de trabar la afluencia de nuevos inmigrantes. La Presidencia de la 
República propuso, que se concediera al país el derecho de aceptar o rechazar a los inde- 
seables. 


Y pese al veto del Ejecutivo colegiado (levantado en julio de 1932 por la Asamblea 
General), finalmente se aprobó una ley de inmigración que puso fin al espontaneismo que 
la había caracterizado desde el siglo anterior. 


Después del 31 de marzo de 1933 se mantuvo la misma política, lo que no sorprende 
sabida cuál era la posición de Terra sobre el tema. El 15 de abril de 1934, en su discurso 
en vísperas del acto de ratificación plebiscitaria dijo: 


“Los hombres del viejo régimen, en virtud de no sé qué concepciones de absurda li- 
bertad, proclamaban la obligación de recibir en nuestro territorio todos los desperdicios 
humanos, sin pensar que nos estábamos convirtiendo en una CLOACA de degenerados 
procedentes de todas partes del mundo. El Gobierno de la Revolución ha prestado al país 
un enorme servicio devolviendo al país de origen a cuatrocientos maleantes, ladrones, ase- 
sinos y proxenetas y a trescientos setenta y cinco inadaptados, inútiles para el trabajo, 
que infectaban nuestra ciudad vendiendo baratijas, principalmente corbatas, pidiendo li- 
moena, durmiendo la noche hacinados cinco o seis en una misma habitación y alimentán- 
dose en los comedores oficiales, cuando no convirtiéndose en cómplices de raterías para 
presentarse como habitantes de nuestras cárceles. 
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La población de nuestros hospitales, me lo confirmaba en una conversación ayer el 
Dr. Claveaux, está compuesta en un gran porcentaje por esa clase de inmigrantes que ve- 
nían a poner en peligro la salud de nuestra raza” (16). 

Otro reajusie normativo se efectuó en 1936, aunque ese año el toque de atención lo 
dio el Senador Carmelo Cabrera al proponer permitir la inmigración al país de 200 fami- 
lias japonesas, que con capitales y recursos, fundarían una colonia agricola. En la Exposi- 
ción de Motivos señalaba que el proyecto estaba inspirado en otro similar presentado en 
1933 por el entonces miembro de la Junta de Gobierno y Vice Presidente de la República, 
Dr. Alfredo Navarro. “En desuso existe -afirmó- una ley prohibiendo la inmigración asiá- 
tica” que “está sin duda en vigor, por lo que se impone su implícita derogación” (17). 

La sola idea de este tipo de inmigración levantó una ola de resistencia en la prensa, 
y también en el Senado. Allí, el legislador Dr. Juan F. Canessa se opuso por razones étni- 
cas (“son inasimilables”-, dijo) por razones económicas -producirían a un costo inferior al 
del agricultor nacional-, y por razones laborales -aún había más de 10.000 desocupados-. 
La ocasión sirvió para una invectiva contra el otro tipo de inmigración, de comerciantes: 
“Avaro por estirpe, egoísta y unilateral por hábito ancestral, vive en el país al lado del 
nieto del legítimo fundador del hogar nacional, gozando de todos sus derechos, fundando 
su familia y educando a sus hijos gratuitamente, sin haber sentido nunca nuestra naciona- 
lidad...” (18). En abril de 1937, el Senador Cabrera solicitó que su proyecto fuera elimi- 
nado del archivo. 


Lo cierto es que para grandes sectores de la vida nacional, influídos ahora de alguna 
manera por nuevas ideas en boga en el mundo, como las del racismo alemán, no podía ha- 
ber otra inmigración que aquella latina de la cual descendían. 

De todos modos, ese ciclo había muerto: España se debatía en guerra civil e Italia es- 
taba ocupada en su aventura imperial en Africa. 

Por otra parte, la crisis económica no sólo había erigido barreras aduaneras sino tam- 
bién inmigratorias. Las dificultades mundiales entorpecieron la radicación de brazos aje- 
nos en la mayoría de los países, que con celo, estaban abocados a sacar de la desocupa- 
ción a sus habitantes. 

En Uruguay, la inmigración había multiplicado el mercado de consumo, incrementa- 
do la mano de obra, y aportado una nueva mentalidad. 

Su enlentecimiento posibilitó ahora sí, que la industria aumentara la absorción de la 
mano de obra nacional, entre ella, los desplazados del campo. La ganadería extensiva so- 
breviviría. 


El éxodo rural. 


Los encargados de elaborar las conclusiones del Censo Agropecuario de 1937. com- 
probaron que “en nuestro país, se presenta como en tantos otros, el grave problema ya 
constatado desde bastante tiempo atrás por los economistas de las concentraciones ciuda- 
danas, como consecuencia del desplazamiento de los hombres de campo hacia los núcleos 
poblados...” (19). 

El problema no era nuevo en la sociedad uruguaya. En rigor era una de las tantas ma- 
mifestaciones del régimen ganadero extensivo y las condiciones que imponía, en el que. 
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usando la feliz expresión de Martínez Lamas “la población vacuna desplaza a la humana”. 


Si bien la gran estancia condenaba al estancamiento ocupacional, e] mismo no era es- 
tático. La introducción de nuevas técnicas ganaderas -alambrados, bretes, máquinas de es- 
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quilar- iban liberando “agregados”, “pastores”, “esquiladores” gue se sumaban a las otras 
victimas del “progreso”. Este proceso se fue dando a partir del último tercio del siglo 
XIX, y continuó en el siguiente. Si bien una porción importante de estos desocupados se 
refugiaron en los rancheríos que se iban formando a la vera de los caminos, otros optaron 
por desplazarse, encontrando de compañeros de ruta a todos aquellos que querían huir de 
la ley de hierro que la gran propiedad imponía a los habitantes de la campaña: a los que 
despedía y a los que no podía absorber. 


Los desplazamientos humanos se dan ya en el siglo anterior, y Benvenuto señala en 
un intento primario por medir la magnitud del fenómeno, que en 1884 el 5,9% de los resi- 
dentes de Montevideo habían nacido en el interior del país, en 1889 la cifra sube al 7,7% y 
еп 1908 llega al 14% (20). 


(En rigor conviene anotar que sobre este tema existe una gran imprecisión terminoló- 
gica: Montevideo по sólo canalizó el éxodo campo-<ciudad, también recibió aportes de los 
centros urbanos del interior del país. En tal sentido cabe consignar que las obras públicas 
actuaron como dinamizador laboral en el interior del país, ante las escasas posibilidades 
de trabajo que ofrecían pueblos, villas y ciudades). 


La desocupación rural, como todo proceso social, se dio gradualmente luego de un 
periodo de “shock” inicial. 

Según el informe de Santiago Dossetti (h) al “Primer Congreso de Escritores del Inte- 
rior” en 1938, que fuera publicado por el Ateneo de Montevideo con el conjunto de po- 
nencias y resoluciones de tal evento, un nuevo empuje despoblador se producirá a raíz de 
[а crisis de 1913: “Una pamperada de pobreza despobló los campos. Comenzó el trasiego 
humano, en chorros irrompibles. Familias organizadas huían hacia los núcleos cercanos, 
amparadas por una sola esperanza: encontrar a quien entregar los hijos. Conchabar a los 
mayorcitos por la comida. La campaña se desangraba por tremendos tajos. Masas de cam- 
pesinos, de todo sexo y edad, se arrastraban hacia los pueblos, ya saturados de población... 


El hombre de campo chupado por la ciudad, no pudo retornar al medio natural... 
El campesino se conformó con malvivir en la ciudad...” (21). 


Chiarino y Saralegui, sitúan entre 1920 y 1925 un nuevo ciclo de desocupación rural, 
esta vez originado en el “reajuste” de las condiciones de explotación del agro uruguayo 
ocasionado por la aguda crisis que sufrió el sector en la inmediata postguerra, “y la pers- 
pectiva más o menos próxima y coactiva de la Ley de Salario Mínimo Rural” (22). Afir- 
man, que sin perjuicio de que haya sido también determinada por la necesidad de una ex- 
plotación más estricta y ajustada durante la crisis de comienzos de la década del veinte, la 
desaparición de los “agregados” se produjo “en un período de tiempo no muy largo, 
CONTEMPORANEO CON LA PROMULGACION DE LA LEY” (15.2.1923). 

El fenómeno debe vincularse a la transformación que sufrió la ganadería a partir de la 
implantación del frigorífico y la primera guerra mundial, incentivando el mejoramiento de 
los rodeos, la mestización, y en definitiva la extensión de las técnicas capitalistas a un sec- 
tor más amplio de productores rurales, 
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Al decaer la rentabilidad de las estancias рот el descenso de los precios, forzosamente 
se debió prescindir de mano de obra. Estos desocupados, según Chiarino y Saralegui, pasa- 
da la crisis ganadera de 1921 no se reintegraron a las estancias. 


En la medida en que los tiempos cambiaron, fue más incierto el destino de los margi- 
nados rurales. En otras épocas habían constituido la levadura de todas las “patriadas”. Pe- 
ro este expediente parecia definitivamente archivado. El país se había encaminado a par- 
tir de la paz de 1904 en la afirmación de sus instituciones, o resumiéndolo mejor, “en el 
orden político, la balota suplantó al fusil”, al decir del ruralista Miguel Jaureguiberry. Pa- 
ra él, el paisano levantisco era el padre “del muevo paisanito que la escuela alimenta con 
las visiones de un nuevo mundo...” (23). 


Ricardo Paseyro constató que “a cada ciclo heroico de nuestra gestación institucional 
corresponde un evidente decaimiento del espíritu guerrero”. Y si Timoteo Aparicio se al- 
20 en 1870, cuando Uruguay contaba con aproximadamente 400.000 habitantes, con 
14.000 seguidores; Aparicio Saravia, en 1904, con un millón de habitantes el país, congre- 
gará bajo su mando 9.000 hombres; y en 1910, Basilio Muñoz sólo alistará 2.000, alcan- 
zando la República un millón doscientos mil pobladores (24). 


Martínez Lamas observará que antaño, el peón más pobre tenía un caballo, y que 
“hoy abundan los que no tienen ni aún ese principio rudimentario de capital”, con el que 
se habian movilizado todos los revolucionarios (25). 


Gustavo Gallinal, en 1938, definirá las guerras civiles como “formas, más o menos de- 
puradas, del culto del ideal”, luego de referirse a ellas en pasado (26). 


Sin embargo, Martínez Lamas advertirá sobre los peligros, ya no de un alzamiento 
caudillista tradicional, sino de una insurrección rural si alguien “injertara el fenómeno 
económico en la tradición política”, sin pretensiones de salvar las tradiciones, sino “para 
terminar de una vez por todas con una situación de pauperismo” (27). 


Por su parte, en el Mensaje que el Poder Ejecutivo envió a la Asamblea General a me- 
diados de marzo de 1933, afirmaba que desde 1904 el país no conocía horas más incier- 
tas, destacando que una gran parte de la población rural vivía de la caridad, del abigeato, 
de la caza y de la pesca: 


“La pobreza y la desocupación rural constituían también un nuevo factor de grave- 
dad al crear poderosos estímulos a la acción revolucionaria, pues los hombres sin esperan- 
za, perdida la confianza en sus destinos, se sienten naturalmente tentados a buscar su sal- 
vación por cualquier medio, aunque tengan que provocar antes la confusión y la anar- 
quia...” (28). 

El frustrado alzamiento de 1935, mostraría, además del enclenque contingente huma- 
no que adhirió al mismo, las inmensas posibilidades técnicas de la nueva época. Y si Batlie 
pudo contar con la rapidez del ferrocarril para movimientos sorpresivos, Terra podrá utili- 
zar una nueva arma: la aviación. 


A la comprobación palmaria de que los levantamientos motineros no serían más la 
válvula de escape para la presión social de los desocupados rurales, a la advertencia de los 
peligros de una “insurrección socia)”, se contrapone la necesidad de visualizar qué sucedió 
con este contingente humano. 


Un sector del mismo siguió vegetando en los rancheríos, los que sobrevivirán, con to- 
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dos sus males y sus lacras (miseria, analfabetismo, promiscuidad, enfermedades, delin- 
cuencia). 

Otro optó por abandonar su país, y buscar fuera de fronteras un futuro más digno. 
La magnitud de este desplazamiento hacia afuera fue cuantificado en forma dispar por los 
contemporáneos: Martínez Lamas calculó que 120.000 uruguayos “vivían en el extranje- 
ro” en 1930, aunque en rigor afirmó que vivían en los países limítrofes (90.000 en Argen- 
tina y 30.000 en el estado brasileño de Río Grande del Sur) (29). Frugoni, en 1933, habló 
de 220.000 emigrantes, sin discriminar destino (30). 


Si fijamos como cifra aproximada -y arbitraria ya que el último censo de población se 
efectuó en 1908- la población del Uruguay en 1:800.000 habitantes, según el cálculo más 
optimista un equivalente a casi el 7% de la población total del país había emigrado. 


La emigración по era algo peculiar de este período. Fue también un fenómeno que se 
dio gradualmente. Barrán y Nahum citan que en 1869 6.117 uruguayos residían en Bue- 
nos Aires, 11.136 en 1887, 18.976 en 1895 y 28.747 en 1904, advirtiendo que probable- 
mente las provincias más cercanas a nuestro país “mostraran guarismos todavia más espec- 
taculares” (31). 

Otros, por último, se desplazaron hacia la ciudad, migraron. Jaureguiberry en 1928 
había señalado: “Los distintos problemas de nuestra vida rural, que necesariamente ten- 
drían que ser resueltos por los respectivos Ministerios, y que por el momento gravitan so- 
bre el habitante de campaña, provocan el traslado de muchos elementos rurales hacia la 
capital de la República...” (32), | 

Martínez Lamas, comparando los censos industriales еп 1908 y 1930, concluyó: 
“Hace veinte años, en Montevideo, la casi totalidad de los artesanos y de los peones eran 
europeos, sobre todo italianos; hoy son mucho más numerosos y, en su casi totalidad uru- 
guayos...” (33), 


(El Censo Municipal de Montevideo de 1889 mostró que el 70% de los asalariados 
eran inmigrantes. El industrial de 1930 constatará que el 21.82 de los empleados y obre- 
ros eran extranjeros). 


También el Estado, como antaño, ofició de empleador: “En cuanto al Ejército -dice 
el citado testimonio de Martínez Lamas-, es el refugio de diez mil hijos de la campaña”, 


Obviamente, en el centro del problema se encontraba la falta de ocupación rural, en 
especial en los predios ganaderos, y la escasa densidad laboral con que podían ser atendi- 
dos: el discutible Censo Agropecuario de 1937 determinó que cada diez hectáreas dedica- 
das a la agricultura daba trabajo a un hombre, mientras que cada ciento dos hectáreas de- 
dicadas a la ganadería requerían un trabajador. 


En el cuadro adjunto se puede ejemplificar mejor las posibilidades laborales de la *“es- 
tancia”: cada estancia promedialmente era explotada con 14 personas, cifra por supuesto 
arbitraria ya que engloba tanto a la de 3.000 como a la de 30.000 hectáreas. 


“Cinco mil hectáreas de campo «escribió Jaureguiberry- admitirán ta vez cinco hom- 
bres y necesariamente de estado soltero para que la prole del hombre de familia no gravite 
contra el presupuesto anual...” (34). 
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CUADRO No. 1 
LA ESTANCIA GANADERA COMO FUENTE OCUPACIONAL 


Establecimiento con Personal Promedio por 
Departamento más de 2.000 hectáreas ocupado Establecimiento 
(cifras redondas) 
Artigas 156 1.907 12 
Сапе!опе$ 4 49 12 
Cerro Largo 144 1.655 11 
Colonia 12 874 73 
Durazno 101 1.405 14 
Flores 40 599 15 
Florida 69 1.412 20 
Lavalleja А 648 10 
Maldonado 5 65 (3 
Paysandú 163 2.642 16 
Río Negro 123 2.136 17 
Rivera 102 1.295 13 
Rocha 67 666 10 
Salto 168 2.067 12 
San José 15 217 t4 
Soriano 78 1.435 18 
Tacuarembó 181 2.379 13 
Treinta y Tres 91 1.408 15 
LA REPUBLICA 1.581 22.859 14 


— A ш 


(Las cifras del personal incluyen mujeres y menores de 14 años) 
Fuente: Censo Agropecuario de 1937, 


—— — -- жининин... ыл „аалы Жал. ыалы ыа аалы... 
m A ROO LL eÁ A y a Pu 


Claro que no sólo la falta de trabajo originaba el éxodo rural. También la falta de tie- 
rras, los mejores salarios que se vbtenían en los medios urbanos y todos los deslumbra- 
mientos que en su conjunto configuraban la “tentación urbana”. 


El problema de orientar a estos desplazados, de absorberlos, de darles una ubicación 
social, fue comprendido. 
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Luis A. Bouza, escribiendo sobre las escuelas industriales en un suplemento extraordi- 
nario de “El Día”, en 1928, entendió que se les debía inculcar “hábitos de trabajo y an- 
sias industriales orientándolos en su marcha de futuro por la senda recta, concreta y firme 
del trabajo”, En la misma edición, César Mayo Gutiérrez fue partidario de crear oportuni- 
dades de trabajo para el “hampa rural”, facilitándoles el acceso a la tierra (35). 


J. Américo Beisso, Presidente del “Frigorífico Nacional”, propuso en 1935 despoblar 
las ciudades “para devolverle a la campaña los hombres laboriosos y capacitados” (36). El 
diputado Alfredo Vigliola, al tratarse el proyecto de revalúo, propuso que 30.000 familias 
de los rancheríos suburbanos se radicaran, a razón de una por predio, en el medio rural 
(37). 

A nivel oficial se nombró una “Comisión Asesora Honoraria” -Decreto 20 de abril 
1933-, integrada entre otros por representantes de las gremiales rurales, para resolver la si- 
tuación de los pobladores de la campaña. 


En diciembre de 1936, un grupo de senadores blancos -entre los que se encontraba 
Luis A. de Herrera- propuso declarar “de necesidad nacional el inmediato estudio de los 
problemas económicos y sociales que afectan a la campaña, y la sanción de las leyes nece- 
sarias para resolverlos”, constatando que al no aumentarse la producción, “el número de 
trabajadores que ésta requiere, permanece siendo siempre uno mismo, debido a lo cual el 
continuo crecimiento vegetativo de la población de la campaña obliga al continuo despla- 
zamiento hacia Montevideo y los países limítrofes, del sobrante de cada generación, que 
llega а la edad adulta sin que haya trabajo рага él...”. Proponían además estados demos- 
trativos de impuestos recaudados, proyección del trazado de ferrocarriles, red de caminos 
vecinales, embarcaderos en los ríos navegables, etc, En abril de 1937 se denunció en la Cá- 
mara de Senadores que el proyecto había sido archivado (38), 


La magnitud del desplazamiento humano fue reconocida por los propios contemporá- 
neos, 


Las estadísticas para toda la década del treinta son relativas, lo que no excluye que se 
pueda tener una aproximación estimativa. 


e 
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CUADRO Мо, 2 
EXODO RURAL - 1916-1937 





Porcentaje sobre población 


Años Población de la República Población rural de la República 
1916 1:378.808 269.756 19.56% 
1930 1:903.083 330.849 17.38% 
1937 2:093.331 342.359 19.35% 


Fuente: Censo Agropecuario de 1937 











Los encargados de efectuar el censo compararon la población rural consignada por los 
censos agropecuarios anteriores -1916, 1930- con la probable población de la República, 
en base a la estimación de la tasa de crecimiento vegetativo. La cifra así obtenida muestra 
que en dos décadas el medio rural perdió, por desplazamientos internos y externos, 3,21% 
de su población. Estos cálculos son meramente aproximativos. Ignoramos si el criterio pa- 
ra medir la población rural en 1916 fue el mismo que en 1937, 


Por otra parte, los autores del censo insinúan que jugó en las cifras la “desnatalidad” 
del período. Aunque en líneas generales cuando baja la natalidad, ello se refleja más en el 
medio urbano que en el rural, y la misma debe haber sido tenida en cuenta al fijarse la ci- 
fra de crecimiento vegetativo conque fue calculada la población del país рага 1937. 


Para evitar errores de apreciación es interesante subrayar que e] medio rural en este 
período mantuvo cierta capacidad de absorción de su propio cretimiento vegetativo, si se 
considera que entre 1930 y 1937 -según el censo de este último año y partiendo de la base 
que se utilizó el mismo criterio cuantificador-, la población rural creció en 11.510 perso- 
nas (reflejando en 1937 una desocupación de casi 10.000 personas). 


Si multiplicamos la población estimada del país en 1937, por el porcentaje de pobla- 
ción rural de 1916, obtenemos que en 1937 los habitantes rurales por lo menos deberían 
haber sido 409.455, lo que permite estimar el éxodo rural en 67.096 personas para el pe- 
riodo 1916-1937. 


Si repetimos el procedimiento para un periodo más breve, pero igualmente significa- 
tivo por englobar las consecuencias de la crisis mundial de 1929, tenemos que entre 1930 
y 1937 la campaña habría perdido 21.461 de sus hijos. 


Los autores del Censo explicitaron que si se consideran exclusivamente a las personas 
mayores de 14 años, la disminución del porcentaje aparece amenguada, “pero no deja por 
ello de hacerse sensible”: del 14.22% en 1916 pasó al 12.81% en 1937 (disminución de! 
141%. 


Lo que permite afirmar que de los 67.096 habitantes que habrían emigrado del me- 
dio rural entre 1916 y 1937, 29.499 tenían más de 14 años (43 97%). Aunque presumible- 
mente se deben haber volcado al mercado laboral mucho antes de los 14 años. 


Los caminos eran dos, sólo dos. Emigrar o ir a la ciudad. Porque un levantamiento 
armado, del tipo de los de antes, era una ilusión. Al ferrocarril se le sumó el camión y el 
automóvil. A la ametralladora el tanque. Y cualquier desplazamiento podía ser visualizado 
desde el aire y comunicado por radio. 


Cabe suponer, que las posibilidades de emigrar entre 1930 y 1937 no habrán sido tan- 
tas. Las mismas dificultades económicas que aquejaban al Uruguay, la sufrían sus vecinos. 


“Puede asegurarse escribían los autores del Censo- de acuerdo con el extraordinario 
crecimiento de la población de la Capital de la República y el desarrollo de la industria 
manufacturera dentro de la misma que, posteriormente, lejos de paralizarse, han debido 
incrementarse los índices que señalan el desplazamiento del hombre rural” (39). 


Martinez Lamas al señalar la “nacionalización” registrada en los obreros y asalariados 
de la industria en el primer tercio del siglo, dejó ver que la inmigración, al cerrarse el ciclo 
que había permitido al país multiplicar asombrosamente su población, no cumplía ya con 
su función de proveedora de mano de obra. 
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Para los ganaderos, pese a su oposición doctrinaria, la industrialización обсіагіа de es- 
tabilizador social. 


La desocupación 


En todo el mundo las secuelas de la crisis se resumían en una temible frase: “paro 
forzoso”, Es que los “ejércitos de desocupados” eran el saldo más inmediato de la crisis y 
también su barómetro, ya que sólo su desaparición prmitiria la recuperación económica y 
evitaría los temidos cataclismos sociales. 


La sociedad uruguaya en la década del veinte parece no haber conocido el “pleno em- 
pleo”, si se consideran sus dos vertientes: la urbana y la rural. 


En la consideración de este problema hay que tener en cuenta que el país aún seguía 
recibiendo inmigrantes: Acevedo calcula el aporte migratorio bruto entre 1927 y 1931 en 
98.476 personas, de acuerdo al saldo de entradas y salidas de los puertos uruguayos (40). 


Si consideramos los cálculos de Mourat, entre 1926 y 1930 el promedio de la tasa de 
crecimiento natural de la ‚> fue del 13,98% anual y la tasa del crecimiento migra- 
torio del 11,31% (41). я. 


La Oficina Nacional de Trabajó llevaba una estadística de la oferta y la demanda de 
trabajo que si bien no incluía la totalidad del mercado laboral refleja una parte del mis- 
mo: en el quinquenio 1922-26 solicitaron colocación, tanto en la Oficina como en las 
agencias particulares de Montevideo, 30.664 personas, de las cuales fueron colocadas 
13.999. En 1927 la Oficina N. del Trabajo anotó un pedido de 3.698 obreros, de los cua- 
les colocó 1.113 (30,09%), y las agencias particulares colocaron 1.432 sobre un pedido de 
2.784 obreros (51,43%) (42). 


Esta cifra puede ser endeble si se considera que no especifica las contrataciones direc- 
tas, en un período que según el discutible Censo Industrial de 1930 fue de empuje empre- 
sarial: 1,136 establecimientos es el saldo entre 1926 y 1930, con un aumento de 30.066 
asalariados (43). Pero si a nivel urbano quedan dudas de cuál fue el destino de aquéllos 
que no encontraron trabajo por intermedio de las agencias particulares y oficiales, testi- 
тоша una dificultad, que se trastoca en certeza si se la traslada al medio rural, en el que 
el reajuste ocupacional de la ganadería fue cierto, lo que afectó a los centros poblados del 
interior del país, integrantes ellos también de lo que genéricamente se denomina “socie- 
dad urbana”. 


A lo que hay que sumarle los desocupados que iban generando las actividades no ru- 
rales, (el censo industrial de 1930, con un concepto muy generoso y amplio de lo que en- | 
tendía por actividad industrial, estimó el personal ocupado en el interior en 15.740 | 
(16.67% del total )). | 


Diversos testimonios coinciden en afirmar que el porcentaje de desocupados fue ma- 
yor en el interior que en la capital. 


Los contemporáneos entendieron, ante la gravedad de la hora, que la desocupación en 
Uruguay no adquirió la gravedad que en otras partes del mundo. 

Elbio Fernández dijo: “Es innegable que en cuadro de miseria que presents hoy el 
mundo, el Uruguay aparece como un oasis de modesto bienestar”. 
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Claro que antes había manifestado que en la campaña “aun cuando abundan los de- 
socupados, no hay desocupación propiamente”, y la de Montevideo era en gran parte 
“porque nos hemos empeñado en hacer de nuestra capital el RENDEZ-VOUS de los ina- 
daptados, tarados e inútiles de América y Europa...” (44). 


Frugoni, por su parte, admitió la existencia de unos cuarenta mil desocupados y reco- 
noció que en algunos lugares, como el Cerro, “la miseria sentaba ostensiblemente sus reg- 
les” aunque “no se había llegado al espectáculo de los campamentos de obreros sin traba- 
jo ni a ese desfile obsesionante de hombres jóvenes y fuertes que piden limosna por las ca- 
Шеѕ de Buenos Aires” (45). 


Eduardo Acevedo afirmó que la desocupación “carecía de gravedad entre nosotros” (46). 


El Presidente de la República, a comienzos de 1932, по era tan optimista: “una deso- 
cupación creciente amenaza traer grandes dificultades futuras...” (47). 


Los desocupados considerados eran, aunque parezca perogrullesco, los que habían de- 
jado de tener trabajo, y no los que aún no lo habían conseguido. En esto se podía estar 
tranquilo: se pensaba con la cabeza en Europa y Estados Unidos en los grandes contingen- 
tes industriales que se quedaron sin fuentes de trabajo. Como el desarrollo industrial del 
Uruguay era débil y orientado fundamentalmente al mercado interno, no a la exporta- 
ción, para los mentores de esta visión parcial de la desocupación, la misma no revestía la 
entidad de otros países. 


Las primeras noticias acerca de la desocupación en el interior del país llegaron al Con- 
sejo N. de Administración en febrero de 1930, pocos meses después del crac de la Bolsa 
de Nueva York, y venían del departamento de Lavalleja (48). En mayo de 1930 se calcu- 
laba que 6.000 obreros en el interior estaban sin trabajo, según la Oficina N. de Trabajo, 
el 6% de la población obrera del país: 400 en Tacuarembó, 2.000 en Paysandú, 400 en 
Florida 1.321 en Rocha y 500 en Lavalleja (49). 


Al año siguiente, en 1931, la Oficina N. de Trabajo calculaba que existían 15.000 de- 
socupados en el interior y 10.000 en Montevideo (50). 

La desocupación, según las cifras oficiales, llegó a su climax en 1933: 40.000 en total 
(25.800 en el interior). 

Descendió en 1934 a 27.976 (23.000 en el interior), y en 1935 а 26.583 (19.600 en 
el interior)(51). 


De acuerdo a estas cifras en 1933, aproximadamente no más del 2,5% de la población 
total del país había perdido sus tareas habituales. А los que habría que sumarle los que no 
las tenian de antemano. 


Por otra parte, la recuperación del interior habría sido mucho más lenta que la de la 
capital: en 1933 tenía casi el 65 % de los desocupados nacionales, en 1935 el 74% 


El diputado Alfredo Vigliola calculó en 1935 -año en que según cifras oficiales la de- 
socupación afectaba a 19,600 habitantes del interior- que 30.000 familias podían “sacarse 
de la infecunda y nefasta vida del rancherío suburbano” (52). 


Calculando la farnilia tipo en cuatro integrantes, dado el descenso de la natalidad en 
el periodo, el espectro abarcaría ипаз 120.000 personas. 


Chiarmo y Saralegui en Detrás de la ciudad, citan una encuesta policial de 1939 que 
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estima que la población de los núcleos poblados rurales alcanzó según el referido censo 
aproximadamente 105.000 habitantes, que con la que integra la población de 105 subur- 
bios de pueblos no censados llegan seguramente a 150.000, y con la que se refugió en los 
suburbios de las capitales y villas a no menos de 250,000: “De esa población, nativa toda 
del campo, y cuyos hombres y menores varones, no trabajan sino accidentalmente, hay se- 
guramente 100.000 personas aptas para el trabajo rural” (53). (En 1910, Daniel García 
Acevedo calculaba la población rural marginada en rancherios en 35.000). 


Sabemos que estas cifras son meramente aproximativas, pero nos ayudan a plantear 
otro problema, y es que además de los desocupados por la crisis económica, que también 
afectó al medio rural, estaban todos los que no tenían ocupación anteriormente, cuando 
al decir de Elbio Fernández en el campo existían desocupados pero no desocupación, con 
lo cual quedaría un importante contingente no computado oficialmente. 


La campaña, que había conocido falta de trabajo por el reajuste del personal de las 
estancias, seguirá acumulando excedente de mano de obra. 


“La Mañana”, en su edición del 6 de enero de 1931, apuntaba: “Los hacendados han 
empezado a disminuir sus personales porque las entradas de dinero son cada vez más redu- 
cidas, las exigencias sanitarias son también mayores en los establecimientos, demandando 
fuertes desembolsos, de manera que la situación difícil que se va creando, debe preocupar 
a los poderes públicos locales y nacional para conjurar a tiempo una época de miseria y 
desolación” (54). 

Dado que las explotaciones ganaderas habían sufrido la “racionalización” impuesta 
por la crisis de los primeros años de la década del veinte, es probable que el impacto de es- 
ta nueva haya sido menor. 


Por otra parte, “La Mañana”, vinculada por sus propietarios a la Federación Rural, 
celosa defensora de los productores rurales y antiestatista en lo económico, aceptó de que 
еј Estado buscara soluciones рага la desocupación, después de reconocer que se exagera- 
ban sus proporciones: “basta que exista esa situación desesperante de hombres de trabajo 
fuertes y capaces que por causas a las que зоп ajenas no encuentran manera de ganarse el 
propio sustento, aún en un número limitado de ellos, para que el Estado reconozca la 
obligación de ampararlos y lo haga...” (55). 

Diversas soluciones fueron esbozadas para conjurar el problema. Gabriel Terra, en su 
calidad de Presidente de la República advirtió en marzo de 1931 al Consejo Nacional de 
Administración el peligro que se cernía por la desocupación en los centros urbanos del in- 
terior del país, y por la paralización de algunas actividades mercantiles e industriales en 
Montevideo y recordó las bandas de mendigos de los siglos XIV y XVI, y la influencia de 
la falta de trabajo en la gestación de la revolución francesa, y en los movimientos de 1830 
y 1848. Entendió que el “derecho al trabajo”, consagrado explicitamente en la constitu- 
ción francesa de 1848, la mejicana de 1917 y la alemana de 1919, pese a no aparecer men- 
cionado expresamente en la uruguaya era un claro deber del Estado. Propuso organizar el 
“Mercado de Trabajo” que funcionaría en las comisarías seccionales con listas de oferta 
y demanda de brazos, la creación de la “Comisión de Lucha contra la Desocupación” con 
filiales en todos los departamentos, la asistencia a los desocupados, mientras el Parlamen- 
to estudiaría un plan presentado en 1925 que coordinaba la orientación de las obras pú- 
blicas, la organización del mercado de trabajo mediante un sistema de colocaciones públi- 
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co, la protección estatal a la industria nacional, el seguro contra la desocupación y otras 
medidas (56). El 29 de abril de ese año dispuso por decreto destinar diez mil pesos para 
atender las necesidades de los obreros o familias residentes en la República. y en octubre 
informó que un grupo numeroso de agricultores había solicitado tierras por lo cual enten- 
día que los predios exclusivamente ganaderos, en determinadas zonas del país, debían de- 
dicar una extensión a la agricultura (57). 


Diversas fueron las propuestas que se escucharon en el seno del Ejecutivo colegiado. 
lsmae! Cortinas fue partidario de impulsar las obras públicas ya financiadas, optando por 
las que requerían mayor mano de obra (58). 


El Dr. Lussich propuso normas para seleccionar la inmigración con la finalidad de evi- 
tar el número de desocupados (59). 


Baltasar Brum también apoyó el desarrollo de obras públicas, sustituyendo en lo posi- 
ble a las maquinarias por hombres; el mejoramiento económico sobre el financiero “sien- 
do más ventajoso que los artículos sean un poco más caros, exceptuando los del consumo 


popular, si en su lugar se evita la desocupación” (60). 


Tomás Berreta propuso la realización de obras públicas y la adquisición de tierras pa- 
ra intensificar la colonización (61). 


El Ing. Fabini se mostró partidario de las obras públicas, prefiriendo las que reque- 
| rian mucha mano de obra como los caminos sobre las que utilizaban pocos obreros, como 
los puentes; de reducir la jornada laboral y de resolver la desocupación mediante la crea- 

ción de trabajo y no con la concesión de subsidios (62). 


Antonio Rubio propuso gestionar ante los ganaderos y agricultores de “posición hol- 
gada” que emplearan por lo menos un peón más por cada establecimiento (63). Y la “Fe- 
deración de Empleados y Obreros de la Nación” presentó una exposición relacionada con 
el desarrollo de un plan tendiente a provocar la intensificación del trabajo rural (64). 


La Asociación Rural también propuso medidas para resolver la desocupación de cam- 
paña: restringir la inmigración, suspender la aplicación de la ley de salario mínimo, acep- 
tar la obra pública “como arbitrio de emergencia” ya que pesaba sobre el presupuesto na- 
cional, y como medida permanente la conquista y conservación de nuevos mercados exte- 
riores que absorbieran la totalidad de la producción nacional (65). 

Diversos fueron los paliativos que se intentaron llevar adelante para combatir іа se- 
cuela de la desocupación. que si bien algunos no la consideraron tan grave, las cifras per- 
miten vislumbrar lo contrario. Claro que en Uruguay no podía haber millones de desocu- 
pados, por la sencilla razón que tampoco los había de habitantes. Pero incluso las cifras 
oficiales abultan si se las relaciona no a la población en general, sino a sectores de la po- 
blación económica activa. Si pensamos que el censo industrial de 1930 consignó genero- 
samente 94,411 asalariados en el sector, que entre 1930 y 1933 transcurrió un período de 
falta de trabajo, y que en 1933 las cifras oficiales calculaban 40.000 desocupados, se ob- 
tiene otra proporción del drama. 


Entre las soluciones esbozadas figuró una ley social de amplio alcance, el “Seguro 
contra la desocupación”, que instauraría bolsas de trabajo para desocupados, integradas 
por obreros, patrones y representantes oficiales; que proponía la reducción de la jomada 
de trabajo para algunas actividades sin afectar el salario percibido; y un subsidio de paro 
financiado con aportes estatales, obreros y patronales. 


Esta propuesta galvanizó a los sectores empresariales y a las empresas extranjeras que 
sintieron amenazadas sus ganancias. Ya ел 1931, León Peyrou, presidente de la Cámara 
Nacional de Comercio” sugirió limitar el estudio de leyes sociales. como la de Jubilaciones 
у la semana laborable de 44 horas (66). 


En 1932, Aniceto Patrón, en una conferencia patrocinada por el “Comité М. de Vigi- 
lancia Económica” explicaba los porqués: *... buscando combatir la desocupación e incor- 
porar a nuestra vida social el instituto del seguro contra el paro, se deriva lamentablemen- 
te hacia el plano inaceptable de la mayor influencia del Estado, sobre las actividades priva- 
das para oficializar totalmente la distribución del trabajo con menoscabo de los derechos 
individuales más primarios y perturbando -a fondo- la independencia de las empresas par- 
ticulares...*(67). 

Eran los ideólogos del nuevo “alto”. Aunque esta vez, al revés de 1916, no рагагіап 
hasta el derrumbe de las instituciones. Aceptar que era el Estado el encargado de resolver 
el problema, ега además de todo, la solución más económica. Es decir, se democratizaba 
el problema, уа que todo el país por diversas tributaciones, directas о indirectas, confluía 
en el sostén económico de los gastos públicos. 


En julio de 193] fue integrada una “Comisión Nacional de Lucha contra la Desocu- 
pación”, presidida fugazmente por José Serrato. Al mes siguiente comenzaron a funcionar 
comisiones departamentales, integradas por autoridades locales y vecinos. Algunos parti- 
culares comenzaron a efectuar donaciones en dinero, о en especies. Tal el caso del “Banco 
Comercial” y su directorio, que donaron en conjunto 200 reses para los necesitados (68). 


El 26 de agosto de 1931 se inauguró en el Cuartel de Blandengues el primer comedor 
para desocupados, y el 7 de setiembre el segundo, en el Cuartel de la Guardia Republicana 
(69). 


Dejando de lado algunas medidas heroicas -como la devolución de las máquinas de co- 
ser pignoradas en el Monte de Piedad-, la acción se intentó canalizar por otras vías: Terra 
propuso una ley de cultivo obligatorio de la tierra, que recién después del 31 de marzo de 
1933 pudo instrumentar pos decreto; en 1932 el Parlamento aprobó una controvertida 
ley de inmigración, que restringía el ingreso al país de extranjeros; el Consejo Nacional de 
Administración promulgó la jomada laboral de cinco horas y la contratación de dos tur- 
nos de obreros para la construcción de obras públicas en 1931; y sobre todo la intensifica- 
ción de las mismas. 


Las obras públicas se erigieron así en la principal estrategia para combatir la desocu- 
pación, y constituyeron otra vertiente de la política de intensificación del gasto público, 
que también adoptarían innumerables países, desde Alemania a Estados Unidos. 


Para ello se contaba con el formidable espaldarazo legislativo de la ya aprobada ley de 
vialidad de hidrografía de 1928. Y también con la mística oficial: **.., el Uruguay en el 
año 1934 tendrá -decía el Ministro Benavídez antes de que la crisis se desencadenara- unos 
1.500 kilómetros de caminos pavimentados; 150 puentes importantes, más de 3.000 kiló- 
metros de vías férreas, habilitados todos los puertos para un servicio intenso y de amplia 
previsión, y estarán terminadas las obras sanitarias completas de todas las ciudades y pue- 
blos importantes, y dotadas de agua potable, aun las más pequeñas poblaciones, sin contar 
todavía las obras de la Asistencia Pública que, por sí solas, constituyen un progreso enor- 
me y de lo más honroso para un país y lo que puede resultar de las obras y aprovecha 
miento del río Negro...” (70). 








Si bien la crisis enlentecería la concreción del optimismo oficial, trasladando algunas 
obras para la siguiente década, aquéllas que contaban o consiguieron financiación fueron 
ejecutadas. Pero ahora el problema será justamente ese: tratar de conseguir los recursos 
necesarios. Las obras públicas se financiaban con empréstitos externos, deuda pública in- 
terna y partidas del Presupuesto General de Gastos. Todos estos caminos se veían entorpe- 
cidos por las consecuencias de la crisis, 


Eduardo Acevedo Alvarez calculó que entre 1931 y 1932 el Consejo N. de Adminis- 
tración invirtió en obras públicas 30 millones 471.629 pesos (aproximadamente el 19% de 
lo que el país invirtió entre 1903 y 1932) (71). 


El papel “social” de las obras públicas fue ensalzado por Pedro Cosio, asesor de la 
“Cámara de Industrias”. Citando un estudio francés sobre el tema concluyó que el Estado 
debe construir poco en los periodos de prosperidad, “para no hacer una concurrencia no- 
civa a la industria privada, acrecentando la demanda de materiates y mano de obra, y con 
ello subiendo los precios”. En cambio, cuando las crisis campean, y comienza la desocupa- 
ción. las obras públicas “vienen a ser un atenuante salvador”. manteniendo el nivel de los 
precios y dando ocupación (72). 


Voces se levantaron que pregonaron dudas acerca de que ese papel social se adaptaba 
a toda la masa de desocupados, El Dr. Caviglia entendió “que el trabajo de carretera a bra- 
zos dará lugar a una selección de trabajadores en la que resultarán favorecidos los elemen- 
tos más físicamente preparados; en general no nacionales o por lo menos ajenos a la po- 
blación agraria, desde que las tareas de vialidad no son trabajos habituales en el país y re- 
sultan odiosas y crueles para nuestros paisanos por lo pesadas de las mismas” (73). 


Algunas de las obras votadas tendrán destinatarios, como por ejemplo la de ciertos 
tramos viales en Río Negro y Colonia, pensadas para los desocupados del Frigorífico An- 
glo y de las canteras de piedra y arena, 


Terra, una vez disuelto el Consejo N. de Administración, continuó con la misma polr- 
tica supliendo el cese de empréstitos internacionales por el crédito interno. Así una ley 
promulgada el 19 de agosto de 1933 autorizaba al P.E. a disponer de rentas penerales los 
fondos que considerara necesarios para dar de inmediato trabajo a los desocupados supri- 
miendo transitoriamente la utilización de maquinarias (salvo las absolutamente imprescin- 
dibles) (74). 


En 1934 se destinó $ 20.000 para cada uno de los departamentos del interior para 
mejoramiento de caminos con la expresa finalidad de “combatir la desocupación”. En 
1934 el Presidente informaba que la Intendencia de Montevideo había empleado a más de 
5.000 obreros, y que la desocupación “casi había desaparecido en la Capital” (75). El Mi- 
nistro de Hacienda César Charlone afirmó en 1935 que el concepto de “socorro a los deso- 
cupados” llegó a amparar en el país 22.000 personas, asistidas con fondos de las diversas 
intendencias. “Esto по es -decía- ni más ni menos que lo que ha hecho, por ejemplo, el 
р Presidente Roosevelt con la diferencia que imponen los recursos de país a país” (76). 
Los comedores populares se institucionalizaron y se creó un organismo oficial, que 
' entre 1934 y 1936 asistió a 807,232 comensales (77). 


Gracias al Estado, las cosas comenzaban a encaminarse, coincidiendo con la gradual 
recuperación económica. 


А Lo mismo sucedía en la actividad privada. Sobre 20 empresas particulares (frigorúfi- 
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cos, servicios públicos, compañías de navegación, tiendas, fábricas de tejidos), de 26.064 
asalariados en 1930 se pasó a 21,638 en 1933 (17% de disminución), y a 22,994 en 1934 
(5% де aumento) (78). 


Eran éstas empresas representativas, con alto índice de asalariados. 


Con mucha claridad el Dr. Baltasar Brum definió la filosofía sobre el tema -que luego 
retomó Terra contando en ese momento con la publicidad de ta espectacularidad del 
“New Deal” roosveltiano-, en la que el Estado “empleador” complementaba los desniveles 
laborales de la actividad privada con la magnanimidad que pedía Cosio; “se debe ser previ- 
sor en el sentido de escalonar las obras públicas, de modo que sean más intensas en la épo- 
ca en que disminuyen las actividades privadas” (79). 


El Estado “EMPLEADOR” 


En 1938, Gustavo Gallinal apuntaba: 


“El Estado detenta, en número siempre creciente las mayores posibilidades de traba- 
jo del país. El Estado es el gran empresario, el gran patrón” (30). 


Esta constatación lleva a otro problema: ¿fue el estatismo la causa y el origen del bu- 
rocratismo? 


Faraone entiende que afirmarlo es erróneo: Uruguay contaba en 1905 ton aproxima- 
damente 20.000 empleados públicos, cuando su población llegaba al millón de habitantes. 
En 1932, había casi duplicado su población, y el Estado contaba con 52.000 funcionarios 
públicos. Para esta época el Estado había asumido nuevas funciones económicas y se ha- 
bían extendido la enseñanza, asistencia y prevención de la salud. En 1938 había 57.491 
empleados públicos, entendiendo Faraone que “el período de Terra no representó un in- 
cremento desmedido” (31). 


Campiglia, por su parte, anota que en 1930 los funcionarios públicos “apenas pasa- 
ban de 30.000”, у en 1932 totalizaban 52.000, “о sea que durante dos años crecieron a 
un ritmo cercano a los mil funcionarios mensuales”. Y si bien el Estado amplió su domi- 
nio -Ancap en 1931, monopolio de los servicios portuarios en 1932-, “el incremento de la 
actividad estatal ocurrido en esos dos años по alcanza para explicar una aceleración tan 
marcada”. Sugiriendo tener en cuenta que en 1929 se produjo el crac de la Bolsa de Nue- 
va York, y que sus consecuencias también las sintió Uruguay (82). 


O sea que el “gran salto” del período se habría producido entre 1930 y 1932 en que 
existirían más de 20.000 nuevos funcionarios públicos (33), de acuerdo a las cifras pro- 
porcionadas por los citados autores. 


Tal crecimiento desmesurado habría causado alguna reacción, o habria ocasionado un 
impacto entre los contemporáneos, que si bien admitieron el aumento de la burocracia es- 
tatal, no testimoniaron -en lo que sabemos- un aumento de tal magnitud. 


Existe un error de contabilización, ya que Eduardo Acevedo Alvarez en su libro 
La gran obra de los poderes constitucionales frente a іа crisis, sitúa, refiriéndose a una ley 
de agosto de 1931, el número de empleados de la Administración en 30.017, a los que 
agrega 13.205 de los Entes Autónomos (es decir 43.222 sin incluir a los de los Munici- 


pios). (84). 





Probablemente, la cifra que toman Campiglía y Еагаопе para 1932, sea la total, mien- 
tras que la de 1930 sea sólo parcial. 


En síntesis: entre 1905 у 1938 la población se multiplicó por 1.94 y el número de 
funcionarios públicos por 2.87. 


Por otra parte, si intentamos hallar una explicación para el aumento de los años 1930 
а 1932, concluimos con Campiglia que no se debió a los nuevos servicios que tomó el L:s- 
tado a su cargo. El presupuesto de ANCAP para el ejercicio 1934 registraba 523 cargos, 
entre funcionarios y directores (85). El presupuesto de sueldos y gastos de la Adminisira- 
ción General de las Usinas Eléctricas y los Teléfonos del Estado para el ejercicio 1932- 
1933 registra sólo 20 personas para la División Teléfonos (nueva función que asumió UTE 
еп 1931) (36). En 1931 la “Ста, Telefónica de Montevideo” y la “Sociedad Cooperativa 
Telefónica Nacional” contaban en conjunto con 1.153 funcionarios (87). Cabe suponer 
que al nacionalizarse los servicios fueron absorbidos. No encontramos, por otra parte, tes- 
timonios sobre la Administración Nacional de Puertos, pero a grosso modo este nuevo 
empuje estatista, en la década del 30, en conjunto, debe haber presupuestado a lo sumo 
2.500 nuevos funcionarios. 


¿Qué sectores públicos habría absorbido ese aumento de funcionarios” 


La respuesta que se puede esbozar resulta muy parcial. Si nos remitimos a los Presu- 
puestos de Gastos del país, no se incluyen en elfos ni Entes Autónomos ni Municipios. 


Sin embargo, un cotejo de las erogaciones presupuestales entre 1929-30 y 1931-32, 
permite visualizar crecimientos importantes en dos rubros: Instrucción Pública, que pasa 
de $ 8:917.132,00 a $ 10:779.796,15 (casi un 20%), y Departamento del Interior, que pa- 
sa de 5 4:379,396,76 a 3 5:560.543,47 (casi un 27%). (Pero, lamentablemente, estas cifras 
no desglosan sueldos de otros gastos) (88). 


Pero lo que queda claro es que el estatismo de los años 1931-32 no fue el culpable de 
la burocratización del pais. Obviamente. los contemporáneos sintieron la ampliación del 
gasto público. Charlone calculó en 1934 que el 33% del gasto público se destinaba a remu- 
nerar funcionarios (89). 


De los presupuestos de gastos de veinte y tantos millones de pesos de la década del 
diez, se habría pasado en la del treinta, a los de sesenta millones, sin contar Entes Autó- 
nomos y Municipios. 


El pacto político de 1931, que impulso algunas iniciativas parlamentarias que йог- 
mian su siesta en las carpetas de los legisladores, institucionalizó el reparto de cargos entre 
el batllismo y un sector del nacionalismo. Y este burocratismo tuvo un precio político, 
contra el que protestaron los contemporaneos. 


Gallinal señaló en 1938, mirando los hechos con perspectiva histórica, que “еп vispe- 
ras electorales se formaban ejércitos de funcionarios rápidamente disciplinados al servicio 
del gobierno. A la voz del que mandaba, el dócil rebaño burocrático era empujado a las 
urnas” (90). 


Frugoni afirmó que “los partidos del poder hacían la dádiva del empleo y del más de- 
sorbitado fomento de la burocracia pública sus expedientes predilectos para acrecer y 
consolidar su predominio en la trabazón de los intereses creados” (91). 


27 





28 


=, 
SP 


El dirigente ruralista J. Américo Beisso, Presidente del “Frigorifico Nacional”, dijo 
en 1935 en San José: 


“... Cuando se habilitaban los feriados para crear empleos y canongías y llenarlas si- 
multáneamente, cuando se hacian nombramientos, no para llenar las necesidades de la fá- 
brica, sino las exigencias de los sectores políticos, mancomunados en un pacto de triste 
memoria...” (92) 


Martínez Lamas caló más hondo. aunque sus reflexiones eran para el período anterior 
a 1930. Para él, el gasto obedecía a una ideología, “pues se procura realizar con & un be- 
neficio social, y aún, también un bien económico”. 

Lo vio como una forma de redistribución de las ganancias del sector rural, “como jus- 
ta contribución de los que lo poseen todo, hacia los que no tienen nada”: como la forma 
en que el Estado suplía la ausencia de trabajo determinado por el régimen económico, 
“evitando con ello la emigración hacia centros de mayor potencialidad que el nuestro” 
(93). 


Es decir que el Estado asumía la función que Batlle en algún momento atribuyó tam- 
bién a la industria: evitar que el Uruguay se transformara en una despoblada estancia. 


El Estado “empresario”, era también Estado “empleador”. Y en esta función cum- 
plía una doble finalidad: disminuía tensiones sociales en el medio rural, y dotaba de po- 
der adquisitivo a los consumidores de lo que la industria producía y el comercio distri- 
buia, 


En síntesis: permitía que las estructuras sociales y económicas funcionaran a pesar de 
sus limitaciones y de sus deformaciones, y de los factores desestabilizadores exógenos 
(crisis económicas). 

La oposición al estatismo y al burocratismo por parte de vastos sectores productivos 
debe analizarse en una doble faz. La doctrinaria, prístina, coherente, de enfervorizadas 
adhesiones a la defensa de la libre iniciativa, la detención de la legislación social, el cese о 
freno de las gabelas impositivas; y la otra. la de la aceptación tácita o cómplice de que el 
Estado debía asumir las funciones о empresas que el capital nacional no tenía interés o es- 
taba imposibilitado de desarrollar. y sobre todo admitir su papel en la configuración de un 
mercado interno mediante el asalariamiento de sectores sociales que el campo no absor- 
bía, y la industria, en la medida que se hallaba restringida por la estrechez del mercado de 
consumo no podía absorber. El primer nivel es fácilmente comprobable, está ahí, en los 
Órganos gremiales de comerciantes, ruralistas e industriales. 


El segundo, nebuloso, es más especulativo pero no por ello menos real, a pesar de las 
dificultades para hallar testimonios al respecto (algunas cosas los hombres las escriben, 
otras no, ¿debe la historia ignorar esta verdad?). 


51 se piensa el fenómeno en función de los desarraigados rurales, cabe concluir, que al 
revés de los países típicamente industriales como Inglaterra, existió una etapa en que el 
éxodo rural, frente al incipiente desarrollo industrial, contó con otras válvulas de escape 
(Levantamientos partidarios, emigración. Estado); que luego un sector encontrará efecti- 
vamente ocupación en la industria, pero entre ambos el Estado oficiará de епрагсе. sin de- 
sentenderse del problema en ninguna de las etapas, y absorbiendo por igual a elementos 
rurales y urbanos. 








Ver al burocratismo en función únicamente dé las clientelas electorales es la explica- 
ción más simple. ¿Es que acaso los sectores productivos no infuyen en el poder político? 


Nadie duda de que Herrera fue un ruralista lúcido. De él, dijo Санпа] en tono recri- 
minatorio: ©... el asentimiento, ya cercana la crisis, al presupuesto de 65 millones demues- 
tran que alguna participación le cabe en el inmoderado aumento de los gastos públicos...” 
(94). 

Y Herrera fue uno de los más agudos opositores políticos al pacto de redistribución 
de cargos públicos en 1931. 


Como en tantas otras cosas, cuando los efectos de la crisis mundial de 1929 se sintie- 
ron en Uruguay, se contó con un hecho peculiar: el país ya conocía la desocupación. 


Lu legislación social. 


La legislación social en la década del diez, cuya prodigalidad se extendió -en hechos o 
en intenciones- hasta el derrumbe de las instituciones en 1933, constituyó una forma de 
redistribución social de beneficios económicos que dotó a los sectores laborales de mayor 
poder adquisitivo, o tendió -cuando las circunstancias eran adversas- a mantenerlo. 


Aunque la misma nos interesa en función de su papel en el mercado interno, como in- 
centivadora del consumo, o como niveladora cuando el derrumbe del valor de la moneda 
deterioró su poder adquisitivo, no podemos soslayar que nació como una reivindicación 
social de las gremiales obreras, que despertó fuerte animadversión de los sectores empresa- 
riales, y que fue estratégicamente utilizada por el Estado. 


А ello no fue ajena, pese a que otros sectores políticos participaron en la elaboración 
de la legislación social, la concepción solidarista del batllismo, que buscó conciliar los ex- 
tremos, es decir los sectores beneficiados con los sectores perjudicados. 


Pedro Cosio, asesor aduanero de la “Unión Industrial Uruguaya”, escribió en 1920 en 
“El Siglo”: 

“Otra desigualdad es la de compensación del trabajo, que tienda a aproximar, siquiera 
sea lentamente, pero con resolución firme, las condiciones de vida del obrero hacia las de 
los más favorecidos en la distribución de la fortuna pública” (95). 


Resulta claro que estando la industria nacional orientada al mercado interno, los asa- 
lariados constituían un vasto sector social cuyas necesidades podrían ser satisfechas por el 
sector fabril en la medida en que estos pudiesen acceder a los productos, muchos de los 

p cuales por la elevada tarifa aduanera proteccionista eran más caros que los importados. 


Pese a ello, no todos los vinculados directa o indirectamente a la actividad industrial 
eran partidarios de este tipo de redistribución ya que sólo contabilizaban las erogaciones e 
hipotéticas pérdidas que el sistema les produciría. 

Esto quedó claro con el largo trámite que llevó a la aprobación de la jornada de ocho. 
horas, 


Numerosos proyectos se sucedieron en los primeros años del siglo para intentar el es- 
tablecimiento de un tope horario en el trabajo, ante los excesos de lo consuetudinario, 
que salvo excepciones, la extendía de sol a sol. Así en 1904 el diputado Dr. Ricardo Ate- 
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co propuso reducir la jornada laboral a diez horas. En 1905 los diputados Carlos Roxlo y 
Luis А. de Herrera elaboraron un proyecto proponiendo la jornada laboral en 11 horas 
durante el día, y 9 en la noche, prohibiendo el trabajo a los menores de 12 años y el tra- 
bajo nocturno a los varones menores de 15 y a las mujeres de 21 años. 


En 1906 el Poder Ejecutivo presentó otro, firmado por Batlle y Williman, con la fina- 
lidad de recabar ideas sobre la jornada de ocho horas y el descanso semanal obligatorio. 
Recién el 3 de octubre de 1911 la “Unión Industrial Uruguaya” elevó las respuestas a la 
Cámara de Representantes. 


De ellas surge que en papelerías, molinos y cervecerías se trabajaba doce horas, y en 
fábricas de ladrillos de “sol a sol”. Algunos no tenían inconvenientes en aceptar la jornada 
de ocho horas (“Sociedad Unión Industrial Metalúrgica”, “Fábrica de bebidas de Gambe- 
roni”). Pero en general, hubo una oposicición casi unánime. Las razones más comunes pa- 
ra ello eran: 1) que el trabajo infantil cumplia una función formativa, de aprendizaje, 
2) que se limitaría la libertad de trabajo garantida por la Constitución, 3) que se encare- 
cían los productos, 4) que se perdería competitividad con los similares extranjeros, 5) que 
se incrementaría la utilización de maquinaria, 6) que se perdería dinero, 7) que disminuj- 
ría la rentabilidasd de las empresas. 


Pedro Cosio encontró la solución. Presentó en 1912 un proyecto, -recogido en un fo- 
lleto titulado “Га Protección Industrial y la Jornada de Ocho Horas”-, sobre protección 
aduanera a varias industrias, como medio de solucionar Jos inconvenientes de carácter eco- 
nómico esgrimidos por algunas gremiales industriales (96). 


En octubre de ese año, se aprobó una ley de protección general a las industrias, lo 
que muestra la ductilidad estratégica del batllismo. Finalmente, a comienzos de 1916 en- 
tró en vigencia, luego de la sanción parlamentaria, la jornada labora) de ocho horas. 


De ella dijo en 1937 la Exposición de Motivos de un proyecto presentado en la Cá- 
mara de Representantes: 


“El máximum de ocho horas de labor no condenó a la bancarrota las empresas indus- 
triales y mercantiles. El índice de nuestra producción no disminuyó por eso. Sobrevino en 
momentos en que la guerra europea, impidiendo o encareciendo la importación de mate- 
rías primas, paralizaba muchos ramos de la actividad productora, especialmente la indus- 
tria de la edificación; pero favorecía los negocios ganaderos e impulsaba la exportación de 
los productos de los frigoríficos. En tales circunstancias, actuó como factor importante de 
mejoramiento de la distribución de la riqueza, porque defendió a muchos trabajadores de 
las penurias de la desocupación, obligando a emplear más brazos, con lo cual se contra- 
rrestaba la concentración de capital en manos de la ganadería, de los terratenientes y de 
las empresas exportadoras determinando una mayor difusión de los beneficios pecuniarios 
de la demanda externa...” (97). 


También la ley de jubilaciones, aprobada en 1919 cuando había desocupación, no só- 
lo tuvo el fin social de reconocer a quienes habían trabajado una vida el derecho a un des- 
canso pago, sino que dejó plazas laborales vacantes que debieron ser llenadas, es decir, ge- 
neró demanda de empleos. Basta comparar algunas cifras: en 1926 el número de jubilados 
se computaba en 6.667 (Jubilaciones y pensiones civiles y militares, escolares, empleados 
y obreros de servicios públicos) (98). En 1938, el Anuario Estadístico calculó en 30.769 
los jubilados (sin incluir a los diversos pensionistas que sumaban 42.566 beneficiados) 
(99). 











бе legisló ¿obre los más diversos temas: accidentes de trabajo, descanso semanal obli- 
gatorio, salari minimo rural, pensiones a la vejez, prohibición del trabajo nocturno en pa- 
naderías, etc. : 


“Nadie discute ya -escribía el industrialista Juan Carlos Quinteros Delgado- el hecho 
de que la intervención del Estado en defensa de la producción nacional, al mismo tiempo 
que aumenta el número de empleos ofreciendo a los obreros el medio fácil de satisfacer 
sus necesidades, eleva el precio de sus salarios...” (100). 


En 1928 se dio un paso importante en la extensión de la legislación social al aprobar- 
se la ley (16 de agosto) que concedió el derecho de la jubilación (que beneficiaba al sector 
estatal) a los empleados y obreros de las sociedades anónimas inscriptas hasta el año 1925, 
(quedaban excluídas las empresas ganaderas y agrícolas, remates ferias, empresas de cons- 
trucción, importadores de telas, bodegueros, еїс.). En 1930 (junio 18) se amparó a los 
asalariados de talleres mecánicos, metalúrgicos, industria textil, medidores de madera; y 
еп 1931 (octubre 23) al gremio de talabarteria. 


Las mismas provocaron la animadversión de los sectores empresariales, que en parte 
financiaban el cumplimiento de estas leyes. 


(Sin embargo, pese a las constantes quejas del sector patronal, el Censo Industrial de 
1930 consignó que las jubilaciones demandaban sólo el 1.22% де los gastos de explotación 
de ese айо). 


Ya a comienzos de 1930, en su Mensaje a la Asamblea General, el entonces Presidente 
de la República, Juan Campistegui, advirtió, refiriéndose a las leyes sociales, que “en 
nuestro país se marcha a un ritmo demasiado acelerado” (101). Por esa misma fecha el 
funcionario del Banco República, Octavio Morató, asesor económico de la “Unión Indus- 
trial Uruguaya”, se preguntaba si no sería el caso hacer un paréntesis a todo plan de ex- 
tensión de los beneficios sociales, mientras se estudiaba el resultado de las leyes en vigen- 
cia (102). 

En 1931 las empresas extranjeras protestaban de que la Cámara de Representantes 
había aprobado un proyecto de salario mínimo de setenta pesos, pese a que en la 10 Con- 
ferencia Internacional del Trabajo de Ginebra (1927) figuró como punto en el orden del 
día su fijación en las industrias (103). 


También ese año, 1931, el sector empresarial se aglutinó contra el proyectado “Segu- 
ro a la Desocupación” aprobado por la Cámara de Representantes. 


La Cámara de Comercio Uruguayo-Brasileña propuso que a los extranjeros desocupa- 
dos se le proporcionara pasaje para regresar a sus países de origen; los frigorificos nortea- 
mericanos llamaron la atención que sus costos de elaboración ya eran un 30% más alto que 
los argentinos; etc. (104). 


Los industriales lograron ser exonerados de la ley de semana inglesa, que se promulgó 
para el comercio en octubre de 1931 (44 horas de trabajo semanales). 


A partir del 31 de marzo de 1933 la situación cambió. Ese año, por decreto (26 de 
abril), se suprimieron algunos feriados (19 de abril, 18 de mayo, 19 de junio). Y la legisla- 
ción social prácticamente se interrumpió (el 21 de noviembre de 1936 se aprobó el cierre 
dominical de los almacenes de comestibles). Un nuevo empuje se iniciara a comienzos de 
la década entrante, en vísperas del gran salto de la industria nacional. 





El poder adquisitivo. 


En 1930 el país había festejado pomposamente su Centenario. Ese año se había inau- 
gurado el Estadio Centenario, y los uruguayos habían logrado salir campeones mundiales 
de fútbol. Numerosos proyectos harían de su capital una de las más bellas de América: la 
diagonal Agraciada, la rambla que bordearía la franja de playas. Los últimos modelos de 
automóviles cruzaban raudos por las calles recién pavimentadas. De alguna manera, ese 
optimismo vital también se traducía en las estadísticas. 


Una serie numérica publicitada por el Banco República en 1934 mostraba columnas 
asombrosas, que eran fiel reflejo de esa euforia que había inundado al país, y que ni los 
efectos adversos de la crisis pudo torcer totalmente. 


Alimentación, vestido, vivienda, total. He ahí los elementos tomados en cuenta para 
determinar el costo vital de estos años. De ellos consideraremos, como ejemplo, el total. 
Las comparaciones arrancan a partir del comienzo de la primera guerra: 1914. Al finalizar 
la misma, en 1918, la vida había aumentado un 17%. Sin embargo, la postguerra sería du- 
ra. En 1920, el aumento ега ya del orden del 49% para descender al 25%en 1923. Este en- 
durecimiento de las condiciones de vida manifestado en la primera crisis de la década del 
veinte, no se repitió -según esta estadística- en la siguiente, Milagrosamente se vivió en un 
oasis en el que el costo vital descendía, una especie de paraíso terrenal en un mundo su- 
mido en la desocupación, el hambre y la desolación. En 1929 el costo vital estaba un 23% 
por encima del de 1914, manteniéndose igual en 1930 (aquí no pasaba nada), y descen- 
diendo en 1931 al 20% Por supuesto, los años del gobierno ““marzista” fueron de acen- 
tuada baja: 1933 y 1934 acusan sólo el 16% de aumento con respecto a 1914 (105). 


Estos resultados, aunque fueron esgrimidos oficialmente, -anteriormente los utilizó 
Octavio Morató en sus análisis económicos, con ellos fundamentó una intervención parla- 
mentaria el ex-Ministro de Hacienda Pablo Minelli (28 de mayo de 1931), también fueron 
cuestionados. Ya en 1928, Eduardo Perotti en un suplemento extraordinario de “El Día” 
escribió que los cálculos de la Oficina Nacional de Trabajo “no corresponden con exacti- 
tud a la situación efectiva” (106). En 1936 el senador Otamendi afirmó en Cámara: “Los 
datos de la Oficina Naciona de Trabajo, son en general bastante optimistas respecto al 
costo de la vida, optimista en este sentido: se atribuye un menor aumento al costo de la 
vida en relación con el que nosotros constatamos en nuestros hogares” (107). 


En este descenso aparente, se trató de computar los efectos de las medidas tomadas 
para contrarrestar la crisis (control de cambios, importaciones), que teóricamente debían 
incrementar el poder adquisitivo de la población, 


Sin embargo, la politica aduanera de protección a la industria, aumentaba en muchos 
rubros el costo de los productos, ya que se privaba al consumo de la baja internacional de 
la mayoría de las materias primas (en los casos que estas descendían por debajo de la caí- 
da de la moneda, o este descenso era mayor que el de las monedas de los países proveedo- 
res). 

En febrero de 1930, el Dr. César Charlone -Director de la Oficina Nacional de Traba- 
jo- denunciaba la carestia de los artículos producidos en el país, “pues los precios de las 
mercaderías importadas han permanecido estables”. Los aumentos de mayor importan- 
cia correspondían a los artículos de consumo más general y frecuente: came un 11% hue- 
vos un 21%, papas el 45% (108). 
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En la Cámara de Representantes se denunciaba la suba exagerada de algunos elemen- 
tos de lo que hoy llamamos “canasta familiar” entre diciembre de 1930 y julio de 1931: 
azúcar un 14%, aceite entre un 13 y un 15%: harina un 12%; manteca un 19% kerosene un 
12%(109). 


Pedro Соѕіо por su parte, afirmó que pudo comprobar en el comercio que la tenden- 
cia era hacia la baja “siguiendo el ritmo universal”, pero había excepciones que “por des- 
gracia ocurrirán siempre contra el obrero”, como el del kerosene que entre 1929 y abril 
de 1931 había aumentado el 17%, y los alquileres que “tienden a bajar los de casas valio- 
sas, para gente pudiente, pero no se reducen los de casas modestas” (110). 


Nada más elocuente que la propaganda electoral del vocero herrerista “El Debate” en 
noviembre de 1931: 


“POBRES: Votad nuestra lista y tendréis la yerba, el azúcar, el kerosene, etc, al pre- 
cio que debiera tener, Nuestro lema y aspiración: rebajar los enormes derechos de Aduana 
que pagan los artículos de primera necesidad...” (111). 


También con respecto a los salarios, los índices económicos elaborados por el Banco 
República eran optimistas. Morató desglosó tres columnas: una para la industria, otra para 
los ferrocarriles y otra para los tranvías. De ellas nos interesa la correspondiente al sector 
industrial: entre 1914 y el fin de la guerra aumentaron un 15% al final de la primera crisis 
а н a 1914- habrían aumentado un 60%, guarismo que se mantiene hasta 

112). 


El Dr. César Charlone calculó el salario real industrial, dividiendo el nominal multipli- 
cado por cien por el costo de vida. Según ello se desprende que bajó un punto entre 1914 
y 1918, y que subió durante la primera crisis y el período siguiente, estando en 1929 un 
30% más alto que en el año básico. Sin embargo, decía Charlone en 1930: “En términos 
análogos subsiste la penosa situación que revelara en 1927 la encuesta de la Oficina Nacio- 
nal de Trabajo sobre “El Salario Real”. El 33 por ciento de la población trabajadora hálla- 
se por debajo del costo límite de la existencia individual y el 65% no podrían fundar un 
hogar con sus solos recursos...” (113). 


En la Administración Pública la situación no era mejor. Gabriel Terra, en mayo de 
1930, decía en el Consejo N. de Administración que las estadísticas de la Oficina de Tra- 
bajo mostraban que desde 1914 la alimentación había subido el 12%, la vestimenta el 
15%, la vivienda más del 20%: “Y nosotros nos hemos ocupado de aumentar los sueldos 
solamente en estos últimos tiempos de superávits de los presupuestos, y muchas veces en 
proporciones menores a esas subas de la alimentación, en el vestido y en la vivienda...” 
(114). Charlone denunció en 1934, que sobre 30.000 empleados y obreros estatales, 
25.000 tenían asignaciones menores a cien pesos (115). 


Por otra parte se proyectó fijar un salario mínimo de $ 70,00 (lo que a mediados de 
1929 equivalía a setenta dólares, y a principios de 1933 a treinta y cinco). En el campo, la 
situación era peor. En 1936, el sueldo de un peón rural fue estimado por un conjunto de 
parlamentarios en $ 15,00 mensuales (116). 


Los años de la crisis no trajeron grandes mejoras salariales. Para muchos, por el corr 
trario, significaron reducción de sus ingresos nominales (medida que tomó el Consejo N. 
de Administración para el grueso de la Administración Pública). 
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Еп 1936 denunciaba el diputado Arturo Artecona: “Para insistir acerca de la necesi- 
dad de disminuir el costo de la vida en una forma más apreciable, dado que es imposible 
por el momento, ir 21 mejoramiento de los salarios, yo quiero destacar el siguiente hecho: 
que con los salarios actuales y el costo de la vida actual, se estima que de los 100.000 
obreros urbanos, descontando de ellos los obreros del Estado y los de los servicios públi- 
cos, la tercera parte no cubren el costo límite de la vida individual; la cuarta parte de los 
obreros mayores de edad, tiene menos de lo indispensable para satisfacer sus necesidades 
y las dos terceras partes de esos obreros urbanos, no pueden con sus salarios, formar ho- 
gar...” (117). 

Según un cuadro del Instituto de Economía, en 1936 el salario real estaba por debajo 
del de 1930 (98.3); subiendo en 1938 (102.1); permaneciendo рог debajo del índice 100 
de 1939 a 1941 (118). 


El período de la crisis y de la depresión no fue de “buen pasar” para los sectores asa- 
laríados. 

Williman señala que las repercusiones en el sector obrero, más que en el nivel de in- 
gresos y de precios, parecen advertirse en la cantidad real de unidades consumidas: 


CUADRO No. 3 
DEMANDA DE ALGUNOS PRODUCTOS ALIMENTICIOS 


Productos Unidad 1330 1931 1932 1933 1934 1935 


Came animal 36] 311 300 294 307 314 
Leche litro 894 306 220 138 113 К 


Huevos - 47:3 17:6 31:6 26:8 24:5 20:4 


Fuente: José Claudio Williman, “La crisis de 1930 en el Uruguay”, en “La crisis de 1930 
en el Río de la Plata”, Myd., F.C.U., 1969. 


En 1937, el ex-Ministro de Hacienda Eduardo Acevedo Alvarez constataba: 


“El país estará bien en su conjunto, pero nunca ha habido tanta desocupación y tanta 
miseris en las clases modestas. 

Hemos asistido, en estos últimos tiempos, a un enorme encarecimiento de la vida...” 
(19). 


Comunicaciones terrestres y producción. 


Al comenzar la primera guerra mundial, en 1914, concluía la acelerada rielización del 
Uruguay impuesta por el capital británico. Entre 1903 y 1914 la red férrea uruguaya ha- 
bía crecido en 588 quilómetros 103 metros, alcanzando una extensión estimada en 2.57] 
quilómetros 320 metros. A partir de este momento, el ritmo decae sensiblemente. En los 
siguientes veinte años se agregarán 277 quilómetros 606 metros, alcanzando el sistema fe- 
rroviario uruguayo una extensión de 2.848 quilómetros 926 metros. Y si de 1914 se pue- 
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de decir que marca la desaceleración del proceso, 1934 lo encontrará casi detenido (2.975 
Kms. tendrá la red ferroviaria en 1969). 


También se puede afirmar que al comenzar la “gran guerra” el flujo de capitales britá- 
nicos, que al igual que en la mayoría de los países latinoamericanos había permitido la 
consolidación de la red férrea, se había detenido. El último incremento se puede visualizar 
entre 1900 y 1913 en que las inversiones británicas en ferrocarriles pasa de once millones 
de libras esterlinas a quince millones y fracción, según las estimaciones de Rippy (120). 


Por otra parte, el Estado concretó en 1914 la compra del “Ferrocarril y Tranvía del 
Norte”. Pocos años antes ya se había decidido la creación de un fondo para la construc- 
ción de ferrocarriles nacionales, que en la estrategia del equipo gobernante, permitiría al 
Estado el tendido de una red férrea para controlar dos aspectos vitales para la economía 
del país: fletes y comunicaciones (en rigor, ambos están inextricablemente unidos). Será 
el Estado el responsable del crecimiento de la red férrea nacional entre 1914 y 1934: tra- 
mos de San Carlos a Rocha, Rocha-La Paloma y Trinidad-Durazno. Aunque un hecho es 
de subrayar. Si se atiende al trazado se puede colegir que el ferrocarril estatal complemen- 
tó ramales de concesiones que no habían podido finalizar sus planes, o se abocó a trechos 
sin mayor entidad. O sea que en definitiva reforzó la red férrea existente, sin corregir su 
mayor falencia: el trazado radial con base en Montevideo. 


Si bien hacia 1918 había fracasado una iniciativa para nacionalizar los ferrocarriles 
británicos, a mediados de 1929 la principal empresa -el “Central”- con 1.584 quilómetros 
de extensión ofreció al Estado vender todas sus instalaciones y proponiendo mantener su 
administración hasta tanto los bienes fueran amortizados -lo que insumiría 35 años-. 
(121). 


Esta propuesta señalaría la falta de interés del capital británico por el negocio ferro- 
viario a finales de la década del veinte, cuando la crisis económica mundial aún no se ha- 
bía manifestado. Cabe suponer que las dificultades que sobrevendrán, especialmente рага 
las гетпе$а$ de utilidades, habrán acentuado este desinterés. Aunque ahora será necesario 
esperar que mejore la situación económica mundial y encontrar además un gobierno que 
bajo el rótulo de “nacionalización” se decida a tomar en sus manos el negocio (como efec- 
tivamente sucederá a fines de 1948). 


El problema vial del Uruguay se había manifestado ya en la década del ochenta, cuan- 
do el alambramiento acelerado de los predios rurales había cortado muchas de las sendas 
que desde la época colonial comunicaban distintos puntos del territorio nacional. Obvia- 
mente, dado el tipo de vehículos existentes, de tracción animal, la dimensión del mismo 
adquiría un cariz distinto. Por otra parte el Estado aún no había tomado en sus manos el 
control de los resortes básicos para trazar una política de comunicaciones, autorizando a 
los particulares a construir puentes y cobrar peajes. 


En la década del noventa cristalizarán algunos proyectos, en particular, la construc- 
ción de la primera carretera de macadam en el pais, que con sus escasos quilómetros unía 
Montevideo a su vecina Las Piedras. 

Será recién a principios de este siglo, con la utilización creciente de los motores a ex- 
plosión y la revolución mundial que ello aparejó en las comunicaciones, que los caminos y 
carreteras adquirirían importancia. 

El plan vial de 1905, encarado por el batllismo, y la posterior organización en 1911 
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del Ministerio de Obras Públicas, señalarán hitos en los que se puede vislumbrar los inicios 
de una política coherente, independientemente de sus resultados prácticos. Años después, 
la crisis del comercio de tránsito y el desarrollo industrial requerirán de la consolidación 
del mercado interno -imposible sin una adecuada infraestructura de transportes-, y las cre- 
cientes quejas de los sectores productivos rurales de los abusos cometidos por el ferroca- 
rril “inglés”, avalarán la importancia de contar con una herramienta para ello. 


En lo que tiene que ver con caminos y carreteras, 1915 será una fecha clave. La insta- 
lación de una sucursal del “National City Bank” y el primer empréstito norteamericano, 
marcarán el inicio de las relaciones con un nuevo mercado de finanzas, el de Estados Uni- 
dos, que será acompañado de una diferente modalidad económica y por supuesto, con 
otras peculiaridades, propias de su pujanza, agresividad y necesidad de expansión. 


El capital estadounidense tendrá interés en apoyar obras de infraestructura -entre 
ellas carreteras-, y en coadyuvar el intercambio comercial entre prestamistas y deudores. 
En ese sentido, cabe mencionar, que en estos años arriban algunas de las multinacionales a 
tas que esta política beneficiaría en sus negocios: 1911 la “West India Ой”, subsidiaria de 
la "Standard Oil”; en 1920 la “Ford Motor Company”; en 1926 la “General Motors”, etc. 


El notable incremento en las importaciones de combustibles -un nuevo rubro del co- 
mercio exterior-, y la de automóviles, camiones y ómnibus -otro nuevo rubro del comer- 
cio exterior-, debe vincularse a lo antedicho. Obviamente, si se piensa que entre 1910-31 
se importaron 67.771 automóviles, chassis, etc., y que entre 1928 y 1932 el 85 % de los ve- 
hículos armados, el 97% de los chassis de automóviles, el 93% de los camiones y el 85 % de 
los autobuses fueron importados de Estados Unidos, se puede afirmar que la construcción 
de una amplia red vial favorecía también los intereses económicos norteamericanos. 


El arreglo de los caminos «escribió el Dr. Celedonio Nin y Silva еп un opúsculo sobre 
el Uruguay publicado en 1929 por el Ministerio de Relaciones Exteriores- ha tomado un 
impulso extraordinario en el último cuarto de este siglo. A fines del XIX, no teníamos ca- 
rreteras, иі más puentes que los de los ferrocarriles. En cambio, de 1906 a 1925 se cons- 
truyeron 83 puentes y 322 Kms. de carreteras. Hoy, hay 134 puentes y cerca de 500 Kms. 
de carreteras” (122). 


La cifra impresiona si se la compara en un período determinado con los guarismos ex- 
tremos: 1896, 20 Kms. de carretera de macadamc 1929, 500 Kms. de carreteras mejora- 
das. 


Sin embargo, si se piensa que esa es la distancia aproximada entre Colonia y el Chuy, 
o entre Montevideo y Salto, se puede tener una noción más acabada de la realidad. Muy 
pocos puntos del territorio nacional estaban unidos entre sí, ya que la red vial carretera 
mejorada se limitaba a la región inmediata a Montevideo: San José (92 Kms.), Florida 
(101 Kms.), Tala (80 Kms.), Aiguá (172 Kms.) y Punta del Este (160 Kms.) (123). 


Fue la ley de recursos para Vialidad e Hidrografía de 1928 la que impulsaría decidi- 
damente la extensión de la red vial uruguaya cuyo logro más tangible va a ser la finaliza- 
ción de la carretera de hormigón entre Montevideo y Colonia en 1933 (177 Kms.). 


Sin embargo, a fines de la década del treinta, no se podía hablar aún de un territorio 
integrado por su red vial. Esta aseveración tenía sus puntos contrastantes entre el aisla- 
miento en que estaba sumido el norte del país, y las facilidades de comunicación existen- 
tes en el sur del territorio nacional. Recién en 1944 se inaugurará un segundo puente so- 
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bre el Río Negro, para vincular al litoral noroeste con Montevideo. 


En qué medida el sistema de comunicaciones terrestres se adaptó a las necesidades de 
la producción nacional en este período, es un punto digno de atención. Los ganaderos sin- 
tcron tempranamente la necesidad de opinar sobre el mismo, ya que en la última mitad 
del siglo XIX eran víctimas (de los altos fletes ferroviarios), y victimarios (al alambrar sin 
respetar los caminos). En abril de 1895, el Congreso Ganadero Agrícola celebrado por ini- 
ciativa de la Asociación Rural del Uruguay, opinó que “la verdadera solución de la viali- 
dad en las grandes distancias, no es la construcción de largas vías carreteras, concurrentes 
del ferrocarril, sino el facilitar con buenos caminos el acceso a las estaciones, y cooperar 
por todos los medios posibles a que los ferrocarriles den el mayor rendimiento” (124). 


Esta posición, enunciada cuando aún el motor a explosión estaba en sus pininos, 
fue mantenida inconmovibie por los rurales hasta que el transporte automotor revolu- 
cionó los transportes. En rigor, la principal riqueza del país, el ganado, si estaba cerca de 
los puntos de embarque o de las fábricas se transportaba a sí mismo. De lo contrario de- 
bia utilizar el ferrocarril. He ahí la razón por la que los ganaderos vieron claro que la red 
vial debía complementar la férrea, facilitándole el acceso а las estaciones del ferrocarril. 
Por otra parte, a partir de la primera guerra, “la prisa de los negocios” -al decir de Marti- 
nez Lamas-, volvió común el uso de los trenes para la conducción de reses (125). Años 
después este medio de transporte gozaba de la preferencia de los ganaderos. En 1931, el 
86.32% de los animales ingresados a la Tablada de Montevideo, utilizó el ferrocarril. En- 
tre 1926 y 1930 del 51% al 88% de la lana exportada en cada uno de esos años arribó a 
puerto por vía férrea (126). 


А nivel mundial, para transporte de grandes volúmenes de carga, incluso de cereales, 
el camión no había podido aún desplazar al ferrocarril. Sin embargo en los países manu- 
factureros, ya había vencido. En Uruguay, según Martínez Lamas, todavía en 1930, era 
más barato transportar por ferrocarril: en trayectos de 100 quilómetros, el ferrocarril re- 
sultaba un 50% más económico que el transporte automotor (127). Sin embargo en 1932 
el “Ferrocarril Central” debió de crear una línea subsidiaria de transporte carretero para 
atraer el tráfico de pequeños y medianos volúmenes hacia las estaciones de ferrocarril. 


Y, según Hanson, en setiembre de 1934, el Gerente del Central informaba al Directo- 
rio: “sin una legislación que imponga reglamentaciones apropiadas a los vehículos carrete- 
ros y que los obligue a pagar, directa o indirectamente, por el uso de las carreteras, des- 
truyendo de esta manera su privilegiada posición actual en comparación con los ferrocarri- 
les, no confío en que el ferrocarril y “La Uruguaya” estén haciendo más que librar una 
buena batalla de retaguardia contra los camiones, en lo concerniente al tráfico de los pro- 
ductos más remunerativos” (128). 


Martinez Lamas, en “¿A dónde vamos?”, escribió en la segunda mitad de la década 
del treinta, refiriéndose a que los ferrocarriles estaban arruinados: “Sin contar las líneas 
| del Central al Sud del Río Negro, cuya mala situsción financiera puede, еп parte, atribuir- 
| ш se a la competencia de los servicios por carretera, es decir, а un factor de progreso...” 
(129). 


El Estado no utilizó las posibilidades que le ofrecía la red vial de superar el rígido es- 
quema factoria-puerto impuesto por el ferrocarril. En ese sentido se tenía la palanca. Pero 
no se la utilizó. La red vial fue radiada, y también ella, confluyente con la capital-puerto. 
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Muchos ven en la construcción de caminos paralelos a las vías férreas una especial fo- 
bia del batllismo hacia los ferrocarriles ingleses, materializada por supuesto con el asenta- 
miento del capital norteamericano que buscaba desplazar ferrocarriles y carbón británico 
por sus automotores y combustibles. 


Sin embargo también había razones que la naturaleza imponía: 


“Si se observan sobre el mapa los caminos del Uruguay -escribió Martínez Lamas en 
1930-, vese que en general corren de Norte a Sud, aprovechando la altura de las dos cuchi- 
Nas matrices; son caminos naturales, construídos por el trabajo de erosión de las lluvías, 
que hs endurecido el terreno arrastrando consigo los materiales blandos de aluvión. Las 
vías férreas, casi todas tendidas en dirección Sur a Norte, resultan entonces paralelas a los 
caminos (...)” (130). 


La perspicacia de la observación de Martínez Lamas invierte los términos de la citada 
afirmación: fueron los ferrocarriles los que se construyeron paraletos a los viejos caminos. 
Cabe suponer que esta opción, que implicaba seguir las indicaciones de la naturaleza, de- 
bió ser además la más económica. 

Es verdad que muchas de las futuras carreteras serán antiguas arterias ensanchadas y 
mejoradas, o trazadas a la vera de las sendas tradicionales. 


Sólo una investigación minuciosa, que ubique los antiguos caminos y que permita ha- 
cer un estudio comparativo, afirmará o descartará esta hipótesis. Sin embargo, se pueden 
hacer otras consideraciones. Una red vial integradora -o sea la “ideal”-, debería haber te- 
nido el quilómetro cero en el centro del país (Durazno o Paso de los Toros), desde el cual 
tenía sentido el trazado radial. Pero se pagó tributo -una vez más- a Montevideo, la ciu- 
dad-puerto, capital administrativa del país y nexo con el mundo exterior, desde la cual 
partió inicialmente el ferrocarril, y también las carreteras macadamizadas. 


La coincidencia con el ferrocarril iba a ser -partiendo de este hecho- ineludible en va- 
rios aspectos. La red vial, al igual que antaño el ferrocarril, tendería a unir las cabezas de- 
partamentales, pasando por los centros poblados (muchos de ellos originados por el pro- 
pio ferrocarril). 

Además, los ingenieros debieron recurrir. para el trazado. -fijados los puntos y salvo 
mayores accidentes geográficos-, a las líneas rectas, (la menor distancia entre los extremos 
fue un principio que rigió para ambos medios de transportes), o sea que la superposición 
se produciría hasta por razones si se quiere “lógicas”. 

El aspecto más señalable de todo el asunto es la ausencia de una política coherente, 
mirada con perspectiva histórica claro está, que determinó cierta irracionalidad en el em- 
pleo de los recursos para las comunicaciones. 


Pues si bien el Estado trazó sus carreteras financiadas con deudas a las que tenía que 
hacer frente, (en amortizaciones e intereses), también había concedido concesiones para 
la construcción de ferrocarriles a grupos de inversionistas a los que hubo que pagarles inte- 
reses por concepto de garantías, lo que también era una forma -onerosa por cierto- de 
abonar el capital inicial. En ambos extremos, el problema era la dependencia externa, que 
obligaba al Estado uruguayo a financiar con plazos liberales el comercio externo de Gran 
Bretaña y Estados Unidos, ya sea directamente (rieles, locomotoras), o indirectamente in- 
centivando el consumo de ciertos productos (casbón, automotores, combustibles del pe- 
tróleo).- - 
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De todos modos lo que es real es que, independientemente de esta explicación que 
pudo ser válida para la mayoría de las carreteras existentes hacia 1930, lo cierto es que el 
Estado no optó ni por complementar con caminos los ferrocarriles, ni por unir las regio- 
nes más aisladas del territorio nacional. Por el contrrio, la red vial se comenzó a trazar, al 
igual que la férrea, de sur a norte. Esta coincidencia devino en una inicial distorsión de las 
comunicaciones en Uruguay: abundantes para unas regiones, escasas para otras. 


Los contemporáneos, entre ellos Martínez Lamas, clamaron por caminos vecinales, 
que comunicarian las unidades de producción con los medios de transporte. Miguel Jaure- 
gulberry sostenía en 1928 que era necesario incrementar la vialidad rural, pues era un pro- 
blema cruzar un insignificante pantano: 


“Así hemos pagado intereses ferrocarrileros, pero los caminos de acceso a las estacio- 
nes, en tal estado de abandono, que nos ha obligado a renunciar al aprovechamiento efi- 
ciente del transporte férreo; los grandes puentes tendido sobre los ríos, dominantes a las 
crecientes máximas, pero en el momento álgido de las aguas hinchadas, nadie pasa por 
esos puentes de altísimo valor, porque las modalidades de nuestra vida nacional así lo dic- 
tan: en la estancia no se apartan los ganados, la carreta o el camión no transitan por los in- 
convenientes del camino...” (131). 


En la década del treinta, el sistema de transporte, constituyó un freno al desenvolvi- 
miento económico nacional, particularmente para el desarrollo agrícola y granjero del 
país. En 1935 el Senador Carmelo L. Cabrera denunció que si el país importaba papas, era 
porque a los productores del norte, especialmente de Rivera y Tacuarembó, los altos fle- 
tes no compensaban el valor que se obtenía por el producto en Montevideo, En 1937, el 
Ing. José A. Otamendi denunció en el Senado que la escasez de comunicaciones y los altos 
fletes del ferrocarril desestimulaban a los productores citrícolas y arroceros (132). 


Superposición de trazados, extensión insuficiente, falta de caminos rurales, carestía 
de los fletes, oficiaron de corsé de la producción nacional. Uno de los tantos a que estaba 
sometida. 


(En general, cuando se habla de “industria nacional” no se tiene en cuenta las posibi- 
lidades efectivas de la misma para abastecer a la totalidad del país. En tal sentido resulta 
sugestivo señalar que recién después de 1917 todas las capitales departamentales estuvie- 
ron unidas a la capital por la red férrea, que en 1930 se inauguró el primer puente carrete- 
ro sobre el rio Negro, y en 1944 el segundo. Estas tres fechas dan la pauta de la lentitud 
de la integración territorial, aunque puede exceptuarse el litoral vinculado tempranamente 
por las arterias fluviales.) 


Consideraciones generales 


De alguna manera, todos los factores que pesaban y confluían en la estructuración 
del mercado interno se vieron -directa o indirectamente- enlentecidos por la crisis econó- 
mica. 

La disminución de la inmigración y de la natalidad, restaría toda posibilidad de espec- 
tacularidad en lo que se refiere al crecimiento numérico del mercado interno, reducido 
ahora sí, a lo que podría lograr por su propia dinámica vital. 

La inmigración por otra parte, si bien no pesaria ya mayoritariamente еп el mercado 
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laboral, encontraría de sustituto un verdadero ejército de reserva de mano de obra en los 


desplazados del medio rural. Por lo tanto, no quedaba afectada la provisión humana nece- 
saria para permitir el crecimiento industrial. 


Sin embargo, en esta etapa, la desocupación estará jugando y la industria manufactu- 
rera pese a su crecimiento debió de recuperar su nivel anterior, por lo cual la capacidad de 
absorción fue entre 1930 y 1937 de sólo 11.819 nuevos asalariados (133). 


El Estado seguirá jugando un rol importante en la generación de nuevos empleos, no 
tanto en el sector burocrático, como por el acrecentamiento del gasto público, particular- 
mente en la continuación de obras ya emprendidas, y el comienzo de otras nuevas. 


Los sectores asalariados no mejorarán su poder adquisitivo y se encontrarán con la 
detención de la legislación social y de la filosofía que la acompañaba. De alguna manera, 
la extensión del sistema jubilatorio, había oficiado de válvula de escape social al permitir 
fundamentalmente al Estado y en menor grado al sector empresarial sustituir el personal, 
о generar nuevos empleos, Será recién en la década del cuarenta, con la creación de los 
Consejos de Salarios y la reiniciación de la filosofía redistributiva que esta situación se in- 
vertirá. 

A comienzos de la crisis, los ferrocarriles ingleses estaban ya estancados, en extensión 
y en inversiones, por lo cual su ciclo estaba próximo al fin. Las dificultades económicas, 
enientecerán el cumplimiento de los planes viales, particularmente el de 1928. 


Recién en la década siguiente, se llegará a construir un segundo puente carretero so- 
bre el río Negro que unirá el М.О. con el 5.0. 


Todos estos factores pesarán, y de su evolución dependerá también, entre otras my 
diversas (y complejas) razones, el desarrollo industrial de la entrante década. 
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CAPITULO 1 


LA POLITICA ECONOMICA 
DEL CONSEJO NACIONAL DE ADMINISTRACION 





1 — LA CRISIS 


Si la historia comenzara con el hecho en sí, (como una novela policial, a partir del 
crimen) 1929 señalaría el punto de arranque de un cataclismo que sacudió al mundo. 


Sin embargo -sin dejar de reconocer la verosimilitud y el realismo del sacudón- su ges- 
tación sólo es explicable en relación a los cambios acaecidos a influjos de la primera gran 
guerra, а partir de 1914. 


El eje hegemónico mundial sufrió una corrección. Se cerraba el ciclo inglés, que a par- 
tir de la década del 70 había sido el gran impulsor de cambios económicos, asentados en 
textiles y acero barato, en barcos y ferrocarriles, y en el carbón. Comenzaba la era nor- 
teamericana, los tiempos heroicos del avión y del automóvil, del patróleo y la electricidad. 


Para los países dependientes «ambos términos, hegemonía y dependencia si bien no 
son los más felices permiten constatar -sin precisarlos- la existencia de lazos subordinato- 
rios)- los elementos antes mencionados alcanzaron para modelar nuevas realidades. 


Particularmente, para aquellos situados en cualquiera de las Américas. 


Lo que aconteció en Uruguay a raíz de la guerra mundial primero, y como conse- 
cuencia de ella después, merecería por cierto una investigación por separado, dada la ri- 
queza intrínseca del periodo. 


Sin embargo, al igual que el viejo principio jurídico, tampoco en este caso la ignoran- 
cia sirve de excusa. 


Aunque nos debamos conformar con juicios y conceptos de los contemporáneos, mu- 
chos de los que, a pesar de su lucidez no pudieron escapar de los efectos distorsionantes 
de la pasión, justificable en aquellos que no se resignan a ser testigos de las realidades. 


La guerra alteró las corrientes comerciales, cerró los mercados financieros, limitó las 
importaciones por falta de artículos y dificultades en los embarques. Según Octavio Mora- 
tó, repercutió “en la forma favorable de un ahorro violento e implacable” (1). 

Los primeros efectos de la guerra se manifestaron en carestía general, restricción mo- 
mentánea del crédito, agio sobre el oro. 
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El oro fue sustraido del tráfico internacional, y Uruguay al igual que muchos otros 
paises, recurrió a una medida que a la postre tendría gran influencia: la inconversión de 
las billetes del Banco República. De esta forma se ponía fin, sin desearlo, y obligados por 
las circunstancias externas, a una polémica que había sacudido al mundo decimonónico. 


Га economía de guerra, de una guerra que duró más de lo esperado, valorizó los pro- 
ductos agropecuarios y determinó saldos favorables en la balanza comercial, 

La prosperidad trajo la especulación, la valorización territorial, la elevación de alqui- 
leres y arrendamientos, el desarrollo del comercio, la actividad bursátil y valorización de 
los títulos inmobiliarios y el consumo. (Esto era por lo pronto lo que informaba, retros- 
pectivamente, el funcionario del Banco de la República Octavio Morató) (2). 


Morató -por décadas una de las cabezas más lúcidas en análisis económicos- resumió 
en uno de sus trabajos las coyunturas críticas por las que había atravesado el país. 


según él, el armisticio de 1918 dejó entrever los inicios de una crisis mundial que en 
Uruguay se sintió particularmente durante los años 1921 y 1922. Sin embargo, aquí “se 
vivía una prosperidad como si nada hubiera pasado ni ningún trastorno nos amenazara”. 
Esta prescindencia de la realidad ni siquiera se concretó en conciencia cuando a mediados 
de 1920 el Banco Italiano del Uruguay se vio obligado a suspender sus pagos. La crisis re- 
cién estalló en 1921, al producirse la caída de los precios internos del ganado, del valor de 
la moneda y del cambio internacional (3). 


En 1920 se detuvo la expansión de las exportaciones. La importación (tomando los 
valores de aforo) recuperó el nivel de 1913, cayó al año siguiente, para continuar “in cres- 
cendo” entre 1923 y 1930. 


El precio del ganado, pese a los vaivenes, continuaría deprimido durante toda la dé- 
cada, y así los encontraría la otra crisis. 

El crédito bancario apoyó la producción, y de acuerdo a la fuente citada “constituyó 
la fuerza principal que sostuvo La situación económica” (4). 

La banca privada perdió, entre 1921 y 1925 parte de sus recursos; el oficial Banco de 
la República aumentó algunos, en parte ampliando su límite emisor. 

La ganadería comenzó a gozar de los beneficios del crédito, encontrando en el Estado 
seguridad, y sobre todo estabilidad en los intereses bancarios. 


Sin embargo la escasez de capitales para la producción eran notorias. Se invirtieron en 
títulos de deuda, emigraron del país, se destinaron a construcciones, pavimentación, im- 
portación de automóviles, el Estado requirió mayores sumas para $us gastos, aumentaron 
los impuestos y contribuciones, se continuó aplicando leyes sociales (5). 

Entre los fenómenos económicos que la guerra había dejado, se encontraba la desva- 
lorización de las monedas más importantes, por las que se regía el intercambio mundial. 


fenómeno sorprendió a innumerables teóricos, entre ellos a Gustavo Cassel. 


Cassel estudió varios indicadores económicos, y elaboró su diagnosis a base del fenó- 
meno de la “inflazón”: creación artificial de capacidades de compra por medio de las emi- 
sones de billetes de curso forzoso, de empréstitos internos y externos, де la utilización de 
créditos bancarios e internacionales. 








Expuso su teoría en la Conferencia Internacional de Bruselas de 1920, y la misma fue 
divulgada aquí en 1923, por Pedro Cosio (6). 


El valor de la moneda en relación a las restantes unidades monetarias, comenzó a 
preocupar. Entre 1914 y 1919, la libra y el dólar estaban más desvalorizados que el peso 
uruguayo; a partir de 1919 Inglaterra y Estados Unidos retiran parte de su emisión con la 
finalidad de valorizar sus monedas; entre 1926 y 1929 Uruguay recurre a fondos propor- 
cionados por los préstamos externos para mantener el valor de su moneda (7). Esta sobre- 
valorización fomentará las importaciones, a expensas de los intereses del sector exporta- 
dor. 


El término “balanza de pagos” reforzó al otro, conceptualmente más sencillo, de “ba- 
lanza comercial”. Los resultados favorables o adversos al país, ya no se median por la sim- 
ple deducción del total de las importaciones de los resultados económicos de las exporta- 
ciones. 

El país se había endeudado, y había acogido al capital extranjero. Y por remesas de 
intereses, amortizaciones y dividendos se evadía una parte del capital nacional -to que difi- 
cultaba su acumulación interna-; (Acevedo Alvarez calculó que entre 1920 y 1923 se eva- 
dieron anualmente catorce millones de pesos por año) (8). 


Hacia 1929 el país tenía grandes problemas, que conviene resumirlos en líneas gene- 
rales: 


1) El sector agrario no se había recuperado de la depresión del precio de los ganados, 
y se encontraba endeudado (según Ricardo Cosio las colocaciones en campaña habían pasa- 
do de $ 20: a 52:, lo que no fue utilizado en mejorar la producción, sino que el “crédito 
apuntaló al latifundio” (9). 


El descenso de la rentabilidad rural, no alentaba la inversión en el sector (Pedro Cosio 
escribió que un estudio realizado en Londres para la Argentina, llegó a la conclusión de 
que los productores rioplatenses debían reducir el costo de producción, solución que im- 
plicaría disminuir personal, rebajar sueldos, descapitalizar el valor de los campos, etc.) 
(10). 


Para algunos productos agrícolas, caso del trigo y maíz, el Estado debía adquirir par- 
te de los excedentes, o fijar precios redituables, para no desalentar al productor. 


2) Las importaciones se incrementaron, mientras que las exportaciones no lo hicieron 

en la misma proporción. Se contó para ello con varios alicientes: el aumento del consumo, 

А la moneda sobrevalorada, el estímulo que para ciertos tipos de importaciones significaron 
los empréstitos, el aumento del crédito. 


3) El crecimiento del endeudamiento externo, cuya aplicación en obras públicas pro- 
vocó una dinamización interna, creó el espejismo de un bienestar pasajero, 






4) La emigración de capitales dificultaba su acumulación. 
5) La política monetaria sobrevaloró al peso ficticiamente. 
6) Las pautas inversionistas se mostraron proclives a enterrar” capitales en edificios, 


casas, automóviles, títulos de deuda (liberados de impuestos y contribuciones para el te- 
fñedor residente en el país, o en el extranjero). 


7) Aumentó el gasto público, el número de funcionarios estatales, las retribuciones y 
те expandió el sistema jubilatorio. 
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$) Se había incrementado el desarrollo fabril orientado a la sustitución de importa- 
ciones, aunque primaban los establecimientos de pequeño capital. 


La debilidad del mercado interno, los costos de producción, estimularon el proteccio- 
nismo aduanero como forma de permitir la expansión del sector industrial, lo que muchas 
veces redundó en privilegios de tipo monopólicos. 


9) La política energética era dependiente de los insumos extranjeros. 


10) Algunos servicios esenciales y resortes estratégicos del desarrollo económico esta- 
ban en manos del capital extranjero. 


Esa era, a grandes rasgos, la situación sobre la que incidiría la crisis mundial. 


El trauma de la inconversión. 


La sociedad contemporánea uruguaya se estremeció con la idea de la pérdida de uno 
de sus valores más absolutos: el patrón oro. 


Creado por Inglaterra para posibilitar el intercambio mundial de mercancías en base a 
un punto de referencia con valor ecuménico, surgido cuando el artiguismo peleaba en las 
cuchillas, adoptado en su plenitud después de la Guerra Grande, utilizado por el alto co- 
mercio montevideano como basamento de su orden regional, fue a partir de la década del 
setenta el punto controversial de sectores que apuntaban а un modelo de desarrollo sino 
opuesto, por lo menos diferenciado del ortodoxo agroexportador (las posibilidades del 
emisionismo sustentado por los partidarios del “curso forzoso” apuntaba entre otras cosas 
al uso pleno del crédito de acuerdo a las necesidades de algunos sectores productivos). 


Si en los años que transcurren entre la década del sesenta y los comienzos de la pri- 
mera guerra mundial existió un estilo de vida uruguayo, el mismo se asentaba en el oro. 


Claro que su valor vino desde el exterior, como desde afuera vinieron, en 1914, los 
sucesos que llevaron a la declaratoria de la inconversión de la moneda papel, necesidad 
sentida por los beligerantes para pasar de una economia abierta al mundo, a otra de gue- 
Іта. 


El oro había sido el basamento del comercio exterior del país. Pero también ега el pi- 
lar sobre el que se asentaba su sistema monetario. Y además, sobre su atesoramiento, des- 
cansaba una concepción conservadora, que hacía que guardado en grandes cantidades a ni- 
vel individual o familiar quedara inmovilizado, comportándose como si fuera un activo fí- 
sico similar a la posesión de una propiedad inmueble. 


El país tenía oro en sus entrañas, pero su extracción fue encarada por el capital ex- 
tranjero y sirvió para apuntalar otras economías, aunque siempre se esgrimió la debilidad 
de los yacimientos que ciclicamente franceses e ingleses -con su tecnología- rotaron en ex- 
pilotar. Tampoco hasta 1930 existió una moneda nacional de oro: circulaba la de otros 
países. 

El billete bancario nacional se emitió guardando una estrecha relación con el metal, 
dada la convertibilidad que salvo esporádicos sucesos se sostuvo como férreo dogma: en 
1855 se permitió emitir a las instituciones autorizadas hasta el doble de su capital, entre 
1857 y 1868 hasta el triple, entre esa última fecha y 1911 hasta el doble, entre 1911 y 











1929 hasta el triple, y a partir de 1929 se eliminó el tope. Pero transitoriamente, como 
aconteció en 1914 se determinó un máximo de emisión: hasta 26 millones de pesos, más 
4 adicionales (en el interín el Estado había concedido al Banco República el monopolio 
emisor de billetes). 


(En rigor el circulante superó estos guarismos, ya que se le adicionó la emisión de bi- 
lletes menores por un monto entre el 10% del capital (hasta 1868) al 50% (a partir de 1929 
y hasta 1938). 


Por otra parte este sistema no fue el único: se lo ligó a la existencia real de oro. Así, 
entre 1875 у 1883 se fijó la posibilidad de emitir billetes a la tenencia de un encaje en oro 
del 33% , entre esa fecha y 1896 se liberalizó al 25% , a partir de 1896 hasta 1935 se 
estipuló un 40% de oro frente al total de billetes y obligaciones a la vista y a partir de 
1935 se siguió el criterio de mantener una relación fija entre el oro y el billete (un peso _ 
por cada 0.585018 de oro) (11). 


La falta de racionalidad y organicidad del sistema monetario uruguayo puede servir 
para medir los distintos prados de intensidad del temor e inseguridad que la escasez о 
abundancia del metal ocasionaba a los sectores dirigentes de la sociedad. 

Basta recoger la opinión del Presidente de la Cámara de Comercio Joaquín C. Már- 
quez a “El Siglo”, en 1905: 


(El Banco República no) “podrá cambiar los hábitos de la plaza, las costumbres del 
país, y las funciones del billete de banco entre nosotros, el cual , .. sirve para representar 
una parte de la existencia de la moneda de oro y no para aumentar la circulación moneta- 
ria...” (12). 


En 1914 Gabriel Terra dirá “que solamente un ignorante en materia económica, un 
ignorante absoluto, puede ser partidario del régimen del papel como régimen regular” 
(13). 

Claro que los deseos de la sociedad uruguaya no tenían porqué coincidir con el entor- 
no externo al que el país estaba inserto. Al comenzar la guerra, las grandes potencias de- 
cretaron la interdicción del comercio del oro. 


Continuar con la libre conversión aquí, como si nada sucediera afuera, podía llevar a 
la sangría de oro. Razón por la que la inconversión, como tantas otras cosas, vino desde el 
exterior. 


La medida, adoptada por Inglaterra duró desde 1914 a 1925, en que el “curso forzo- 
so” fue sustituído por la convertibilidad, hasta que la crisis determinó en 1931 suspender 
el “patrón oro”. 


Ese año la libra esterlina fue devaluada. La medida fue aprovechada fugazmente por 
Estados Unidos, deseoso de sustituirla en la hegemonía mundial. Pero la crisis que comen- 
ző en su corazón financiero en 1929 determinó que hacia 1933 el dólar también descen- 
diera, ocasionando su devaluación, y la fijación de un nuevo precio para el metal en 1934: 
35 dólares la onza troy de oro. Lo que no quitaría que durante años ese precio, y el dólar 
como nueva “medida” mundial propiciaran y acogieran una reestructura mundial. 


La década del veinte comprobó el trastocamiento del antiguo orden. El sistema de 
conversión inglés -vigente desde 1925 a 1931- no fue el tradicional: el Banco de Inglaterra 
no convirtió los billetes en libras esterlinas, sino en lingotes de oro; y suspendió la acuña- 
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ción libre de moneda. Se intentaba dificultar la conversión, para evitar la emigración del 
oro. 

Por su parte, Alemania, Bélgica, Francia e Halia adoptaron el denominado “Gold 
Exchange Standard”, preconizado cn la Conferencia Financiera Internacional de Génova. 
El mismo buscaba extender los beneficios del patrón oro a los países que no poseían re- 
servas del metal y no podían implantar la libre conversión. Para ello, los bancos emisores 
además de sus encajes metálicos, atesoraban letras de cambio, y formaban fondos en mo- 
neda extranjera en otros países mediante la emigración de sumas de oro (14). 


De esta forma se mantenia la fluidez del comercio internacional, y los centros hege- 
mónicos mundiales se aseguraban la afluencia de oro. 


Sin embargo, pese a estas medidas, la crisis alteró el viejo orden. 


César Charlone decía en 1934 que el patrón oro era “menos universal” (según él, cua- 
renta y tres países lo habían abandonado) y su reestablecimiento sólo era factible “en un 
mundo absolutamente nuevo que todavía no se vislumbra” (15). Eran palabras sensatas. 


En Uruguay, la inconversión fue adoptada en 1914. La medida originalmente fue a 
término: una ley de enero de 1915 estableció que cesaría tres meses después de terminada 
la guerra. Además, durante este periodo el país actuó como prestamista internacional: el 
Banco República facilitó a los gobiernos francés y británico casi cuarenta millones de pe- 
sos a ser liquidados en los primeros años de la década del veinte. Por otra parte, el trasto- 
camiento del comercio fue tal, que para facilitar las exportaciones -que se pagaban en oro 
ahora inexportable- se habilitó a las legaciones uruguayas para recibir el metal en depósi- 
to, y al Banco República para emitir sobre las sumas radicadas en los locales diplomáticos 
del país en el extranjero (16). 


La crisis que sobrevino después de la finalización de la guerra obligó a prorrogar la in- 
conversión, lo que se hizo durante la presidencia del Dr. Baltasar Brum (1920). 


Octavio Morató escribió que “la vuelta a la conversión se haría siempre sobre la pari- 
dad tradicional”, sin desvalorizar el billete, ya que en ningún momento el legislador había 
autorizado a la institución a alterar su cantidad por unidad monetaria (17). 


Esta celosa sujeción al papel del oro, que según Fedro Losio ејегсза un atractivo “so- 
bre la imaginación vulgar”, determinó que a medida que el emisionismo crecía se poster- 
gara el regreso a la libre conversión (18). 


Manuel Bernárdez entendió que el régimen orista “representaba una tradición nscio- 
nal”, y el banquero Elbio Fernández definió a la inconversión como un estado monetario 
“morboso en el que tarde o temprano prenden el consumo excesivo y el emisionisimo in- 
flacionista” (19). 

En 1930, el Dr. Gabriel Terra escribiría en El Día: 

“... Vivimos en el régimen de la inconversión desde la guerra europea, régimen en el 
que continuamos por razones de prudencia, a la espera de que los países con los que es- 
tamos en relación económica vuelvan a la normalidad...” (20). 

La década del treinta conocería conferencias económicas mundiales, regionales, y 


proyectos varios -como el de Baltasar Brum para crear un banco internacional encargado 
de controlar la estabilidad monetaria mundial (21). | 





к 
Pero el mundo recién volvería a un orden internacional estable en 1944, cuando еп 


Wretton Woods (Estados Unidos) se creó el “Fondo Monetario Internacional” asignándo- 
se al dólar el valor ecuménico de cambio que hasta 1914 había tenido la libra esterlina. . 


En el interin, la inconvertibilidad se haría permanente y se violaria el fetichismo del 
oro. Y las “divisas” -cuando no el trueque-, sustituirian o complementarían el papel del 
oro en el comercio internacional. 


La crisis golpea nuestras puertas. 


Cuando los efectos de la crisis mundial arribaron a estas playas, el país ya se encon- 
traba en crisis. 


El promedio anual del precio del ganado bovino despachado por la Tablada que en 
1920 había llegado a $ 63,66, era, en 1928 $ 31,25, y fue en 1929 $ 29,81 (22). En la dé- 
cada transcurrida no se había podido ni siquiera alcanzar la cotización de 1914 que fue de 
$ 40,35. | 


La lana merino supra, que de enero a mayo de 1920 se cotizó los 10 kgs. a$ 18,25, 
valía en 1928 $ 9,00 y en 1929 $ 7,65 (23). 


Tampoco la década cerró con una recuperación del precio del textil, alcanzando el 
pico más alto en 1924, con $ 14,00. 


Los cueros secos vacunos, que de enero a mayo de 1920 se cotizaron los 10 kgs. а 
$ 9,00, pasaron a $ 8,20 en 1928 (la cotización más alta después de 1920), y а $ 6,25 en 
1929 (24). 


Y era la ganadería la que proporcionaba casi el 90% de los rubros exportables. 


Pero otros indicadores reflejaron también las dificultades económicas. Entre ellas, la 
moneda. Ello es constatable en su relación con las monedas de otros países, a pesar de que 
ellas también acusaron dificultades críticas a partir de 1929. 

Es decir que a partir de marzo y abril de 1929 la moneda ya comenzó a recorrer el 
andarivel de la desvalorización en el que la crisis gestada en octubre seguiría empujándola. 


En el Mensaje del Consejo N. de Administración a la Asamblea General (marzo 1930), 
el Ejecutivo colegiado informaba que la moneda se había depreciado en un 15%(25). 


Pero era sólo el comienzo. Los meses siguientes verían caer el signo monetario a nive- 
les que parecían reservados al reino de la imaginación: las diez libras esterlinas que en ju- 
lio de 1929 se adquirían a $ 49,29, se comercializaban en julio de 1933 a $ 70,33 (43% 
más). 

sin embargo según el juicio de los contemporáneos los males eran menores a los de 
otros países: en el Mensaje del €. М. de Administración a la Asamblea General del 15 de 
marzo de 1933 se decía que “las dificultades del país no son tan graves, como las que 
afectan a la mayoría de las naciones”, Gustavo Gallinal escribió que Uruguay era “de los 
afectados menos” por la crisis; y Emilio Frugoni entendió que la escasa industrialización 
privaba de los efectos nocivos de una gran desocupación, que dado que la agricultura ser- 
vía al mercado interno su incidencia era relativa, y que siempre había un producto de dos 
proporcionados por la ganadería que mejoraba coyunturalmente su cotización. Otro jui- 
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сію expresó el Ministro de Industrias de 1937: “allá en el айо 30, cuando éramos pobres y 
по lo sabíamos ser todavía...” (26). 


A a a г ——— 


Cuadro No. 4 


RELACION DEL PESO URUGUAYO CON OTRAS MONEDAS 


Fecha 10 Libras 10 Dólares 
14 de julio 1928 $ 47,58 $ 977 
15 enero 1929 $ 47,11 $ 9,70 
15 febrero 1929 $ 47,23 $ 97 
15 marzo 1929 $ 47 88 $ 9,84 
16 abril 1929 $ 48 85 $ 10.05 
16 mayo 1929 $ 49,10 $ 10,11 
t5 junio 1929 $ 50,39 $ 10,38 
16 julio 1929 $ 49,29 $ 10,13 
16 agosto 1929 $ 49,35 $ 10,17 
14 setiembre 1929 $ 49 48 $ 10,28 
15 octubre 1929 $ 49 67 $ 10,20 
15 noviembre 1929 $ 50,39 $ 10,33 
14 diciembre 1929 $ 51,33 $ 10,51 


Fuente: sobre los precios de clausura en plaza del Banco Real de Canadá. 
Sección “Cambios” publicada en las ediciones de La Mañana. 


е ———————————Є————Єє—ЄєЄ—Є——————=— 


Causas y soluciones. 


Que la crisis uruguaya no era apocalíptica también fue señalada por testigos extranje- 
ros, como Mr. Kingsford Wilson -presidente de la Misión comercial de la ciudad de Shef- 
field- en octubre de 1930. 


Para un gran sector de los contemporáneos (nativos) las circunstancias adversas eran 
simple reflejo de los sucesos mundiales, sin que el ingrediente nacional -que presionaba de 
antes- jugara un gran papel: así La Mañana en su editorial del 1 de febrero de 1931 edito- 
rializó que la crisis “es consecuencia directa de la grave perturbación económica porque 
atraviesa el mundo entero”; Pedro Cosio en una de sus obras auguró que coincidía con los 
diez años clásicos de la escala de Stanley Jevans; para el Ing. Dionisio Garmendia existía 
una crisis del maquinismo, de superproducción, de valores éticos, pero...: “¿No se ha de- 
mostrado hasta la saciedad que nuestro país es un país de llorones, conservadores rutina- 
rios, que lamentan a lágrima viva, cuando temen perder un vintén y se quejan cuando en 
época de bonanza no embolsan lo suficiente?...” (27). 

Pero la crisis estaba allí, y era necesario conjurarla. No nos explayaremos en la visión 
de la misma y las medidas propuestas para solucionarla, ya que la abundancia de opinio- 
nes y análisis merecería por sí mismo una obra específica, Nos conformaremos von buscar 








las líneas tendenciales manifestadas en la conducción oficial, y plasmadas en política eco- 
nómica. 

Para situar el problema en todos sus términos, digamos que existió un sector nacional 
partidario del “destino rural” del Uruguay, que tuvo sus ideólogos y que “repensó” el 
país (como por otra parte lo hicieron partidarios de las más diversas soluciones). Si en lo 
económico la crisis fue un momento clave de la vida nacional, también lo fue en lo ideoló- 
gico, ya que promovió como pocas veces antes la biopsia de la evolución económica, pun- 
to еп el que superpusieron el análisis de lo que había dejado el batllizmo en las tres pri- 
meras décadas del nuevo siglo y el ideal soñado, o el conjunto de países “ideales” que ca- 
da protagonista ansiaba, y hacia el cual veía ahora la oportunidad de impulisarlo, 


El sector rural contó con defensores lúcidos como el Dr. Irureta Goyena y Julio Mar- 
tinez Lamas, aunque éste último no tenía intereses económicos en el campo. Otros, como 
Miguel Jaureguiberry no fueron tan notorios ni tan célebres como los anteriores, aunque 
su capacidad pensante no es de desdeñar, sobre todo si se tiene en cuenta que dado la in- 
teracción del mundo de las ideas, debió haber influído sobre los anteriores, en particular 
sobre Martínez Lamas. Escribía en 1928 Jaureguiberry en su opúsculo Orientaciones rura- 
les y acción ministerial: “No pretendemos cambiar de golpe, por imposible, la fisonomía 
del país; no pensemos en el paso gigantesco de la estancia a la granja, porque el progreso 
de los pueblos no se decreta, sino que se prepara por la evolución. Nuestra industria gana- 
dera necesita el mundo; no olvidemos que eso presenta una mina de que no disponen to- 
dos los pueblos del universo... 


“Estimular las iniciativas industriales que no exijan la protección aduanera, a los que 
por su propia índole puedan triunfar frente a la similar extranjera será un deber de los go- 
biernos y un derecho que le asiste al poblador de la ciudad; pero, no forcemos la máquina 
en tal sentido, por obsesionante idea de imitar a lo que necesariamente se ve obligado el 
viejo mundo en su abigarrada vida, porque pondríamos en descuido el perfeccionamiento 
de nuestra genuina riqueza pública ruralista, que es nuestra peculiar industria...” (28). 


Casi un lustro después, en octubre de 1933, la asamblea convocada por la Federación 
Rural solicitaba que la política económica nacional se orientara “definitiva y decidida- 
mente” en el sentido del progreso de la campaña, “Basamento principal” del “proceso de 
la República” (29). 


En los años criticos que van de 1930 a 1933, se crearon numerosas comisiones para 
estudiar problemas ocasionado por las circunstancias en que se vivía: “Comisión de De- 
tensa de la Producción” (1931), “Comisión Asesora de Intercambio Comercial” ( 1932). 


Pero sin duda fue la “Comisión de Estudios sobre Desvalorización de la Moneda” que 
funcionó en 1931, la que incidió de una manera más directa en las soluciones adoptadas 
por el Consejo Nacional de Administración еп el trazado de la política económica “de la 
crisis”. 


Estuvo integrada por el Dr. Eduardo Acevedo +<x-Ministro de Industrias de Batlle 
(1911), Ricardo Cosio -ex-Ministro de Hacienda (1925) batllista-; el Dr. Emilio Frugoni 
«parlamentario socialista-; el Dr. Pablo Ma. Minelli -ех-Міпіѕіго de Hacienda (1927), parla- 
mentario batllista-; el Ing. José Serrato +x-Ministro de Hacienda de Batlle (1911), ex-Pre- 
sidente de la República (1923-27); Luis J. Supervielle -banquero, ganadero, primer presi- 
denie del directorio del Frigorífico Nacional-; el Dr. Carlos Quijano -parlamentario, nacio- 
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nalísta-; el Dr. Julio М. Llamas y Octavio Morató -Gerente del Banco República-. 

Octavio Morató efectuó un resumen analítico y sintético de las ideas expuestas por 
los miembros de la Comisión, que elevó con fecha 10 de junio de 1931 al Ministro de Ha- 
cienda Dr. Javier Mendívil. Del mismo tomaremos algunos aspectos (30). 

A) Causas de la desvalorización de la moneda: 

2) La inflación. 

Para Cosio era ésta la causa fundamental de la desvalorización: al igual que para Mi- 
nelli que la veía como el factor fundamental de la realización de importaciones despropor- 
cionadas con la capacidad ecoriómica del país. 

Frugoni afirmó que desde 1919, salvo breves períodos, había habido inflación en el 
país porque el Banco Emisor no reguló nunca las emisiones con los precios internos, lo 
que además creó inflación del crédito por creación artificial de poder de compra. 

Para Cosio y Minelli la responsabilidad de la situación era del Banco República; Fru- 
goni habló de la necesidad de permitir la libre exportación de oro y la vuelta a la libre 
conversión. 

Pero no había unanimidad sobre el tema: Serrato no creyó que existiera inflación: 
Acevedo la atribuyó a la balanza desfavorable de pagos, negando que la moneda estuviera 
desvalorizada en el mercado interno y afirmando que en el mercado externo se compen- 
saba con la baja de los productos de importación; Supervielle entendió que la misma de- 
fendía al pais en su producción básica. 

b) Desequilibrio de la balanza de pagos y comercial. 

Acevedo afirmó de que se debía pagar más de lo que se cobraba; Serrato que se debía 
comprar menos trabajo extranjero. 

с) Crisis económica mundial. 

Supervielle, Serrato, Acevedo vieron en la crisis una de las causas de mayor incidencia 
en la desvalorización monetaria. 

B) Soluciones. 

a) Movimiento de capitales. 

Supervielle se mostró partidario de fomentar el ingreso de capitales extranjeros: “De- 
be hacerse la paz con Inglaterra”. 

Serrato, por su parte, sugirió la concertación de empréstitos para pasar el período crí- 
tico de la crisis. 


Acevedo y Llamas mocionaron implantar trabas a la exportación de cupones de la 
deuda externa. 


Frugoni propuso exportar oro para pagar la deuda en el extranjero, retirando de la 
circulación el equivalente en billetes, y estudiar la posibilidad de trasladar la Caja de Con- 
versión del billete a Nueva York. 


Cosio y Morató también se mostraron partidarios de exportar oro, siempre que se re- 
tirara de circulación el equivalente de billetes. 


Acevedo, Serrato, Supervielle y Quijano se oponían. 








b) Protección aduanera a la industria. 

Cosio, Acevedo, Serrato, Minelli se mostraron partidarios de proteger la industria ва- 
cional mediante el aumento de las tarifas aduaneras a la importación. 

Llamas entendía que se debía gravar los artículos suntuarios, en especial el automóvil 
y la nafta. 

Frugoni expresó que era contrario a estas medidas, ya que elevarían el costo de vida 
perjudicando a los sectores asalariados. 

c) Restricción de las importaciones. 

Acevedo, Cosio, Llamas, Morató, Serrato, propusieron reducir las importaciones inne- 
cesarias y suntuarias mediante la implantación de fuertes gravámenes. 

Morató, además, quería restringir el crédito bancario que se destinaba a ese fin. 

d) Fomento de la exportación. 


Acevedo fue partidario de evolucionar hacia la granja, señalando que la ganadería y la 
agricultura estaban aún sujetas a la acción climática, y que se debía intensificar los rendi- 
mientos (punto en el que coincidieron Minelli, Morató y Serrato). 


Morató además propuso la organización definitiva del Mercado de Frutos; legislación 
y organización de cooperativas; extensión de las Cajas Rurales (de crédito); etc. 

Supervielle era partidario de contratar deudas en el exterior para ampliar la produc- 
ción exportable. 

e) Nacionalización de industrias y servicios públicos. 

Fue Eduardo Acevedo el que propuso nacionalizar los servicios en manos del capital 
extranjero: aguas corrientes, gas, ferrocarriles, etc. 

Además se mostró partidario de aumentar los monopolios industriales del Estado: re- 
finación de azúcar, de petróleo, estanco del alcohol y el tabaco, etc. 

Г} Fomento crediticio а la producción. 

Serrato propuso estimular a Jos capitales para que se dirigieran al fomento de las in- 
dustrias sustrayéndolos de los depósitos bancarios. 

Minelli y Cosio fueron partidarios de la creación de un banco para conceder créditos 
а los sectores rural y fabril; Acevedo apoyó mantener ese organismo dentro del Banco Re- 
pública. 

Б) Mantener y aumentar el poder adquisitivo de la población. 

Serrato propuso aumentar la capacidad de compra o consumo de la población, en lu- 
gar de rebajar los sueldos. 

h) Gasto público. 

Serrato propuso “continuar con valentía la realización del plan de obras públicas”. 

Supervielle opinó que un estudio desapasionado de la política carretera podría ser el 
inicio de una serie de convenientes operaciones con las empresas inglesas. 


Acevedo afirmó que “la política actual es de lucha contra las líneas férreas”. ya que 
“se construyen carreteras concurrentes para que el camión pueda competir con los ferro- 
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carriles” y que la nacionalización de las líneas férreas permitiría crear “millares” de cami- 
nos de acceso a las estaciones y vías. 


i) Equilibrio del presupuesto. 


Existió coincidencia en intentar mantener el equilibrio del Presupuesto nacional y los 
departamentales, dado que el déficit arrastraría a la crisis financiera. 


Mientras Acevedo y Serrato fueron partidarios de aumentar los impuestos si era nece- 
sario, Quijano y Morató propusieron reducir los gastos, y Supervielle preguntó si cabía 
“la penitencia” de una rebaja salarial. 


j) Política monetaria. 


Acevedo fue partidario de la revalorización del peso hasta la paridad; Morató expresó 
que debía hacerse paulatinamente, como base del restablecimiento del régimen de conver- 
sión (algo similar dijo Quijano); Serrato advirtió que la ascensión debía ser lenta y conti- 
nua para evitar consecuencias dolorosas; Supervielle afirmó que debía hacerse condicio- 
nada a la normalización de los precios internacionales. 

k) Política cambiaria. 

Morató propuso el contralor de cambios por el Banco República; Cosio la instaura- 
ción del Mercado a Término bajo la vigilancia del Banco República; Acevedo la interven- 
ción de la Inspección Nacional de Bancos; Frugoni aceptó el contralor sin especificar su 
entidad; Quijano apoyó a Morató; Supervielle se mostró contrario a la centralización abso- 
luta, limitando la intervención del República a la “vigilancia” con “cierto carácter pater- 
nal”, y negando la existencia de la especulación (Acevedo replicó que la especulación par- 
tía de Buenos Aires y Río), 


7) Banca privada. 

Morató propuso la sanción de una ley para la banca privada con la finalidad de dar 
elasticidad al crédito, coordinar al sector, defender a depositantes y ahorristas; Cosio apo- 
уб la medida y fijó algunos principios generales. 


It) Política crediticia. 

Morató propuso corregir la superabundancia de medios monetarios por la “desinfla- 
ción”: contralor del volumen del crédito bancario y comercial y manejo de la tasa de inte- 
rés; Frugoni y Cosio apoyaron la restricción de las colocaciones improductivas del Banco 
República; Minelli la reducción de los créditos no productivos, en particular a la importa- 
ción de artículos extranjeros suntuarios o similares a los nacionales; Quijano la suba de los 
intereses. 

Serrato advirtió sobre los efectos de reducir los créditos; Acevedo fue más lejos: pro- 
puso disminuir los intereses y kberalizar los préstamos bancarios. 


Minelli explicitó que el proceso de ““desinflación” debía hacerse lentamente, para no 
provocar la liquidación de actividades industriales y comerciales; Serrato advirtió que pre- 
cipitaría la liquidación ganadera; Quijano se opuso a la política “deflacionista”. 

Morató además fue partidario de modificar la Carta Orgánica del Banco de la Repú- 
blica, transformándolo en un Banco Central de Emisión y constituirlo por el redescuento 
en un “banco de banqueros”. (Cosio, Minelli y Quijano estaban de acuerdo en proceder a 
la reforma). 
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Estas fueron, en sintesis, las ideas que se manejaron en la comisión y que fundamen- 
tarán las medidas tomadas por el Consejo Nacional de Administración y por el gobiemo 
de la autodenominada “Revolución de Marzo” para trazar la estrategia económica destina- 
da a sortear la crisis. 


Si en muchos aspectos fueron contradictorias, se debió a que fueron gestadas bajo el 
pluralismo por partidarios de todos los sectores de la vida económica del país: ganaderos. 
banqueros, industriales, comerciantes y el Estado. 


2 — LA POLITICA ECONOMICA DEL CONSEJO NACIONAL DE ADMINISTRACION. 
El peso lo desarregla todo. 


Mientras una parte del mundo vivía los llamados “años locos”, Uruguay convivía has- 
ta con prescindencia con su tambaleante signo monetario, cuya equivalencia de $ 4,70 por 
libra esterlina oro había sido orgullo nacional por más de medio siglo. Este era el país del 
peso fuerte y estable, y fue verdad ecuménica trasmitida de Ministro de Hacienda a Minis- 
tro de Hacienda a partir de la década del setenta. 


En economía las cosas nunca se comportan como las aguas quietas de un estanque, por 
el contrario, hay olas y mareas. Pero, aunque las crisis internas y externas fueron realidad, 
lo cierto es que el patrón oro y la libre convertibilidad manejadas por la banca y con los 
principios del “mostrador” que el alto comercio había bebido en su cuna, habían sido su- 
ficientes para que los transitorios descalabros no terminaran con la sacrosanta equivalen- 
cia. Preservar el peso, era preservar al país. Y esta sencilla máxima que el funesto ciclo que 
se inició con la crisis del 90 había grabado a fuego, fue años después, el centro de una 
concepción económica y vital. 

Sin embargo, el trauma de la inconversión y la crisis que arrastraría la posguerra, su- 
mado a que el emisionismo monetario -ahora en manos estatales- se manejaba con pautas 
más flexibles -l oro estaba almacenado y por ley ningún ciudadano tenía ya derecho a re- 
clamarlo hasta nuevo aviso-, fueron gestando nuevas situaciones, propias de un país que se 
había transformado y que vivía el dinamismo de su propia evolución económica. 


Cuando la adversidad golpea, es un instinto natural de autodefensa buscar causas y 
soluciones, pero sobre todo, culpables. 


Para los partidarios del “Uruguay rural” o del “país industrial”, las cosas se resolve- 
Tian dentro de los estrechos límites de este maniqueismo. Pero otro sector se había desa- 
srollado y pesaba entre los protagonistas económicos: el bancario. 


integrado además por comerciantes, ganaderos e industriales, no era “autónomo”, 
pero estaría presente en cualquiera de las dos opciones por las que se quería encaminar el 
desarrollo nacional, 
Para muchos, el aumento de la disponibilidad bancaria presionaba a la baja de la 
moneda, baja que se demoraria en apreciar por diversos factores: la afluencia de divisas 
a en 1925, la contratación de los empréstitos “Hallgarten” y “Rambla Sur” y la amortiza- 
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ción del préstamo efectuado a Francia ayudaron a mantener el valor del peso; entre 1926 
y 1927 el Banco República pudo mejorar el valor del peso acumulando moneda extranjera 
por la compra y venta de títulos de deuda externa; en 1928 la depreciación máxima fue 
del 2% en 1929 la caída fue inevitable (31). 


También en el aumento de los fondos bancarios influiría esta inyección de capitales 
provenientes desde el exterior, además del emiosionismo del Banco República que al ser 
inconvertible aparecía en el sistema bancario bajo la forma de depósitos: “Esto explica, 
en gran parte, escribía Octavio Morató, el desarrollo de los depósitos bancarios en los últi- 
mos cinco años, que no es ciertamente, la consecuencia de mayor riqueza nacional, ni de 
wna mayor actividad productiva... 


El exceso de medios monetarios inflan la oferta de capitales, estimulan el consumo y 
gravitan sobre la cotización internacional del peso” (32). 

(Según Morató los depósitos bancarios habían pasado de 196 millones en 1925 a 268 
millones de pesos en 1930; y las colocaciones de 161 millones a 221 millones de pesos). 


Además de los factores visualizados por los contemporáneos, cabe considerar la posi- 
bilidad de que la crisis del comercio “de tránsito” haya deafectado capitales que hasta ese 
entonces lo habían financiado, y que los mismos se radicaran en el sistema bancario na- 
cional. 


La política monetaria de mantener el peso sobrevalorado, o si se prefiere, de ofrecer 
moneda extranjera barata, unida a la política bancaria de invertir en bienes o actividades 
improductivas, fomentaban el consumo y la importación, que era de lo que en definitiva 
vivía el “alto comercio”. Dichas pautas, por lo tanto, no sólo habrían favorecido al capital 
extranjero. También al mercantil autóctono. 


Sin embargo, hay que sefíalar, que esta “alternativa interna” serviría al sector comer- 
cial sólo hasta 1929, en que se produjo el derrumbe de la moneda. Para ese entonces, уа 

nos comerciantes importadores habían invertido en la industria nacional (véase 
APENDICE).. Se puede pensar que en 1931 el batllismo sacrificó al comercio importador. 
Sin embargo, la postura industrialista del Ministro Castillo, vinculado al sector comercial, 
debe ya verse en función de la diversificación de las inversiones. 


El Dr. Martín С. Martínez, al señalar que la emisión monetaria había pasado de 63 
millones en 1925 a más de 80 en 1932, se preguntaba: 


“ ¿Dónde va ese aumento de emisión? 

A depositarse en los bancos particulares... 

Ha terminado el año 1932 con una estagnación de bifletes en la banca privada equiva- 
lente al 36,5 de la emisión, cuando en 1925, la proporción sólo era del 14%” (33). 


El banquero Elbio Fernández recordó “que las inversiones clásicas del ahorro nacio- 
nal eran el préstamo hipotecario y la adquisición de campos y casas por los grandes aho- 
rros, y de terrenos para edificar por los pequeños”; (de este modo se rescató “de manos 
extranjeras, grandes extensiones de suelo patrio” mientras la construcción de casas de in- 
quilinatos satisfacía la demanda de vivienda barata). Pero estando monopolizadas las hipo- 
tecas por el banco estatal, castigadas las propiedades por el impuesto inmobiliario, trabada 
la edificación por diversas disposiciones municipales (altura, trazado de futuras avenidas, 
etc.), “el ahorro nacional se ve obligado a abandonar sus antiguas colocaciones y mientras 
los grandes capitales toman el camino de la Bolsa, los pequeños van a verierse en las cajas 


de los Bancos, determinando con tal vacío una grave crisis de la riqueza fundiaria y esteri- 
lizándose en colocaciones ociosas los capitales antes dinámicos y productivos”. 

Dijo Elbio Fernández, directivo del Banco La Caja Obrera, que los bancos tenian que 
“forzar su colocación en plaza, ilamando al uso del crédito a numerosas categorías de 
nuevos clientes”. 

Sin embargo, en cuanto a su destino, fue drástico: “la mayor parte de estos présta- 
mos han ido a echar pábulo a la inflación y з habilitar el consumo improductivo”. 


Para ello analizó las colocaciones del Banco República en una década: mientras el mú- 
mero de préstamos por más de dos mil pesos aumentó de 4.040 por más de 25 millones de 
pesos en 1920, a 4.909 por algo más de 34 millones de pesos еп 1929; los inferiores a mil 
pesos aumentaron de 9.426 por casi cuatro millones de pesos en 1920, a 28.605 por más 
de once millones en 1929. Afirmó que los empleados públicos, por el sólo hecho de serlo, 
tenían derecho a un préstamo por el equivalente a dos meses de sueldo, “y en esa forma 
hay actualmente colocados diez millones de pesos” (34). 


Es decir, que además del emisionismo, la banca captó una mayor proporción del aho- 
rro nacional -desalojado de alguno de sus reductos tradicionales-, lo que excepcionalmente 
se reinvertió en actividades productivas. 


En ese sentido, la crítica de los contemporáneos se centró en el abuso crediticio para 
el uso de artículos suntuarios, o innecesarios, entre los que se incluyó el automóvil. 


No fueron conscientes que asf como la época del capital británico se asocia al estimu- 
to en las inversiones que requirió la “modernización” tecnológica del agro -n aras de posi- 
bilitar su inserción en el mercado mundial-, la nueva era de señoreo norteamericano estu- 
vo pautada por otra etapa de “modernización” а la que tampoco se pudo sustraer el país: 
la de la revolución en las comunicaciones y en la tecnología industrial, la de la dependen- 
cia del petróleo y sus derivados, y de difusión de nuevas formas de vida -luz eléctrica, re- 
frigerador, radio- que las trans y multinacionales se encargaban de comercializar, 


Por otra parte, las críticas se centraron en lo que se entendía era un emisionismo des- 
mesurado para la capacidad del país. En tal sentido, una lectura de los índices elaborados 
por el Banco República permite aquilatar que en 1914, año de la inconversión, circulaban 
14,49 billetes por habitante; en 1919, 42.61;en 1929, 33,81 «Па circulación en la década 
del veinte fluctuó entre 31,11 (1921) y 36,99 en 1928) (35). 


Sin embargo esta tendencia de reducir los índices al total de habitantes del país pos 
sí sola no suele dar respuestas reales en todos los casos. 


Porque lo cierto es que, según la misma fuente, también aumentó la existencia de oro 
por habitante: fue de 12,47 en 1914; 41,66 en 1919: y 35,94 en 1929 (36). Aunque en 
parte era prestado. 

Estas cifras reflejan una porción de verdad, ya que el emisionismo habría que referir- 
lo a la existencia de oro de la institución emisora, o sea el Banco República. Pero la mis- 
ma cumplía -y en esto hubo consenso- con el encaje legal. 


Es decir que en rigor el problema habría que centrarlo en la utilización que se hacía 
del oro. Porque una emisión estancada o restringida hubiera aparejado una valorización de 
la moneda con sus consiguientes consecuencias: dificultad para las exportaciones y fo- 
mento de las importaciones. Esto habría provocado trastornos económicos a la ganadería 
y al sector fabril, 6з 




















En cambio el emisionismo favorecía además el desarrollo del sector bancario, y en es- 
te caso nuevamente debemos referirnos al probiema de la utilización de los capitales: la п- 
queza no se radicaba mayoritariamente en las actividades productivas, 


Este análisis que puede ser real para lo interno prescinde de la situación externa: la 
moneda estaba en relación con otras monedas. Y ya a mediados de la década del veinte, 
cuando el peso mostraba tendencia descendente, los esfuerzos se centraron en tratar de 
mantener su equivalencia, utilizándose con tal fin parte de ese oro computado y que pro- 
venía de los empréstitos extranjeros, о sea que no respondía a la acumulación interna. 


Fue para este momento que muchos, moviéndose con las pautas de la suspendida 
convertibilidad, propugnaron la restricción de la emisión. 


Pero esta política, de efectos deflacionistas, hubiera aparejado en primera instancia la 
restricción del crédito, afectando el consumo y a algunos sectores económicos (la emisión, 
por ejemplo, se incrementaba de enero а marzo рага posibilitar la comer ón de la 
zafra lanar). 


Por otra parte esta tendencia no fue unánime: el Dr. Eduardo Acevedo si bien admi- 
tió que la suba del oro en el exterior se reflejaba en lo interno en la depreciación de la mo- 
neda, no fue partidario de restringir la emisión (37). 


En marzo y abril de 1929 el peso inició el camino de una sostenida caída. Muchas 
causas se dieron para tratar de explicar el fenómeno. 


Algunas de ellas fueron circunstanciales: bancos brasileños y norteamericanos solici- 
taron a sus corresponsales “divisas” en moneda extranjera. La banca privada y la plaza de` 
Buenos Aires, ante las facilidades de cambio brindadas por el República, fueron activos 
compradores de moneda extranjera (38). 


Naturalmente, como en tantos otros aspectos, también en el financiero las fronteras 
eran artificiales, y no se podía sustraer al país de la especulación internacional. En tal sen- 
tido Morató señaló que la plaza financiera de Montevideo era doblemente dependiente de 
la de Buenos Aires: porque la mayor parte de la zafra lanera hallaba su financiación en 
Buenos Aires, donde estaban radicadas gran parte de las firmas exportadoras, porque du- 
rante el año era Buenos Aires el principa) proveedor de cambios (39). 


Más elocuentes fueron las palabras de Ј.С. Vallarino (febrero de 1930): 

“Nos queda la esperanza que, atados como estamos al carro de las finanzas argenti- 
nas, si en Buenos Aires se hace algo práctico para conjurar la actual situación de los cam- 
bios, será a su vez lo que nos salvará, Tal es nuestra capacidad e independencia banca- 
ria... (40). 


De ahí que cuando en diciembre de 1929 el gobierno argentino clausuró la “Caja de 
Conversión”, cayó el peso argentino y con él el uruguayo (41). 


La lentidud de las ventas y los bajos precios de la lana fueron, a fines de 1929, otros 
de los motivos que presionaban a la moneda. 


El crac bursátil de Nueva York repercutió en los mercados europeos y estadounidense 
y comprometió la perspectiva del suministro de moneda extranjera. 


El Presidente del Directorio del Banco República ofreció en diciembre de 1929 al 
Consejo Directivo de la Federación Rural: “su intervención para exportar la lana a consig- 





nación por cuenta de los productores, adelantándoles hasta un 70% mchuso los gastos- 
previa clasificación adecuada al mercado de consumo respectivo” (42). 


Claro que en esta reacción hacia el tradicional sistema de comercialización lanera, en 
manos de extranjeros o dependiente de dictados extranjeros, habría que analizar el grado 
de autonomía que el país podía lograr; y también -por encima de pujos autonomistas- el 
de eficiencia y efectividad. 

Sobre el primer punto, basta recordar que en 1931 Febrino Vianna denunció en el 
Senado que se hablaba que a nivel mundial “había sido posible llegar a la organización de 
la compra y venta de lanas, por medio de un consorcio que contralorearía el negocio” (43). 

Sobre el segundo, se explayó también en 1931 y en la Cámara de Senadores, su 
miembro, L. Enrique Andreoli: 


“Los Cónsules, señor Presidente, se limitan, como se desprende del discurso pronun- 
ciado por el Señor Ministro de Relaciones, a enviar, por vía postal, noticias relacionadas, 
en este caso, con los remates de lanas y, en otros casos, con las operacions de compra de 
carnes, de cueros, etc. 


Probablemente algunos de ellos ni siquiera irán a los mismos remates a cerciorarse de 
si las ventas son reales, sin los precios responden a propósitos de juego, con la finalidad de 
producir baja o alza, según intereses a las personas que intervienen en esas grandes opera- 
ciones y en esos grandes mercados, 

En la rama de lanas, ni siquiera se usa el telegrama. Esto, desde hace mucho tiempo 
atrás, Todo se comunica por vía postal. Muchas veces, ni se apovecha el correo aéreo...” 
(44). 

También la balanza de pagos del país estaba presionando a la moneda, y su incidencia 
real deberemos analizarla más adelante. 


Sobre la magnitud de la desvalorización, dejemos que hablen cifras difundidas en el 
Parlamento (45): 
De abril de 1930 a marzo de 1931 la moneda cayó en un 20%. 


De abril de 1931 a octubre de 1931 en un 60%. 
De junio de 1933 a octubre de 1934 el peso se cotizó a $ 0,25. 


¿Cuál fue la política del Consejo N. de Adminisiración frente a la baja de la moneda” 

El 12 de noviembre de 1929 expresó el Dr. Baltasar Brum: 

“Por lo tanto, nos conviene, ya que no depende exclusivamente de nosotros valorizar 
la producción y aumentar las exportaciones-, al menos detener la corriente de las importa- 
ciones, aumentando los derechos de aduana y estimulando la desvalorización de nuestra 
moneda, detenida erróneamente por la acción del Banco de la República, pues es evidente 
que si se valoriza facilitamos las importaciones y rebajamos el valor para nuestros produc- 
tos exportables” (46). 

El 12 de noviembre de 1931, el Ministro de Industrias Castillo aclaró -con el beneplá- 
cito del colegiado- manifestaciones suyas: 

“que el Consejo Nacional resistió en beneficio de la producción rural a la valorización 

А artificial del signo monetario, por medio de expedientes tales como la conversión, la ex- 
portación de oro, la masa de maniobras y la reducción de la emisión fiduciaria, que hubie- 
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гай importado una catástrofe para los ganaderos, medidas éstas que se pedían errónes- 
mente por unos e interesadamente por otros. Agregó que producida la desvalorización del 
peso, en gran parte, por no haberse sancionado oportunamente los proyectos del Consejo 
Nacional sobre protección industrial, restricción de las importaciones, explotación por el 
Estado de los grandes negocios del alcohol, la nafta y el portland que en manos de empre- 
sas extranjeras arruinan la economía nacional, es notorio que el comercio y los capitales 
extranjeros, reclamaron soluciones financieras para la valorización inmediata, fayvorecien- 
do sus negocios en perjuicio de las industrias nacionales y particularmente de nuestra pro- 
„ducción ganadera y agrícola, El Consejo Nacional teniendo en cuenta principalmente las 
conveniencias de dichas industrias y a pesar de que la valorización artificial le habría per- 
mitido evitar el quebranto de tener que duplicar las sumas necesarias para el servicio de las 
deudas externas, resistió las presiones y exigencias de los intereses que reclamaba dicha 
valorización artificial, que era sin embargo proclamada como una solución patriótica y си- 
ya consecuencia inmediata hubiera sido la cotización de la lana a dos o tres pesos y la de 
los novillos de quince a veinte; es decir, la ruina de los estancieros. 

El Consejo compartió los términos de esta ratificación del Ministro, conveniéndose 
darle la mayor publicidad” (47). 

Es decir que la política de desvalorización monetaria tendía a favorecer en primer tér- 
mino a los ganaderos, pues veían en ella un estímulo a la exportación de sus productos, 
aunque los mayores beneficiarios eran en última instancia los compradores extranjeros 
que fijaban los precios para la mayor parte de los productos provenientes de la tierra. 


Por otra parte la misma debía actuar como barrera arancelaria, dificultando las im- 
portaciones que se encarecían por esa razón y por el aumento de los impuestos aduaneros 
a partir de la aplicación de las leyes de 1931. 


Pero además producían encarecimiento de los artículos de consumo, ya que los insu- 
mos importados para la industria nacional y los de primera necesidad también aumenta- 
rían. 


El sector más afectado por esta política sería el comercio importador, que se movili- 
20 para conseguir pagar en moneda nacional sus deudas e intereses en el exterior: “un vem- 
cimiento en dólares significa a un comerciante dos veces y media más en nuestra moneda 
del valor efectivo contraído en la deuda... 

... de pagar en moneda extranjera se hacen cómplices de la desvalorización de la nues- 
tra” (48). 


Igual problerna se le creaba al Estado con los compromisos contratados en el Exte- 
rior: pagar amortizaciones e intereses de deudas en moneda extranjera insumiría un ma- 
yor caudal numerario nacional, que era en la unidad monetaria que se recaudaban impues- 
tos. 

Esta política encontraría adversarios y detractores entre los perjudicados por la mis- 
ma. 

Ya en mayo de 1929 el diputado Emilio Frugoni había propuesto retornar a la libre 
conversión a oro para detener la baja de la moneda, provocando enconados debates y la 
fervorosa adhesión de una de las voces más destacadas del alto comercio: Josquin Már-. 
quez (49). 

Pero, como lo señaló Octavio Morató en uno de sus informes, frente a este proyecto 
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el Banco República “consultó los intereses de los exportadores y ganaderos, y los ѕиусе 
propios: veía con la simpatía que aquellos veían también, la depreciación monetaria” (50). 


No era casual que el diputado socialista coincidiera con el representante del conserva- 
dor sector mercantil: la depreciación monetaria producía el aumento de los precios y 
equivalía, como lo señaló Pedro Cosio “a un impuesto o un descuento sobre los salarios 
de los trabajadores y sobre los sueldos de los empleados” (51). 


El batllista Ricardo Cosio consideró “lógica” la actitud de Frugoni de bregar por el 
equilibrio de la moneda de acuerdo a su definición *“*obrerista”, aclarando que “а verda- 
dera defensa del proletariado para los partidos obreristas del Uruguay que no tienen pro- 
gamas universales con cláusulas intransigentes, como los partidos socialista y comunista, 
se hace protegiendo la industria con medidas aduaneras eficaces y organización más eficaz 
del crédito” (52). 


Quedaba claro que sin industrias no podían existir obreros, como también que para 
que la industrialización fuese un hecho el consumo debía abonar un precio alto por Jos 
productos manufacturados. 


La política monetaria adoptada tendería a favorecer a los sectores industriales y gana- 
dero, y se adaptaria a las pautas de empleo que la estabilidad de la estructura rural vigente 
requería. 


Para los sectores asalariados significaba un aumento en el costo de vida, y en 1931 
Frugoni respondió a la controversia suscitada entre Eduardo Acevedo y Pedro Cosio a 
raíz de la utilización de las estadísticas oficiales sobre el costo vital, que según aclaró eran 
malas y no incluían productos de gran consumo como el querosén, ignorando que muchas 
industrias nacionales habían recargado en un 15 y un 30% sus precios (53), 


Inversiones extranjeras y balanza de pagos. 


Uno de los puntos a dilucidar -ante la dispar opinión de los contemporáneos- es el pe- 
so de las inversiones extranjeras en la economía nacional, y la constatación si su creci- 
miento numérico significó en los hechos un incremento real. 


El primer escollo es encontrar los puntos de comparación, y sobre todo fuentes que 
lo acrediten. Utilizaremos aquí los datos proporcionados por el ex-Ministro de Hacienda 
Dr. Pablo M. Minelli, Las inversiones internacionales en América Latina (Buenos Aires, 
Ed. Claridad), para las inversiones de Gran Bretaña y Estados Unidos que según un infor- 
me publicitado en 1932 por la “Inspección General de Bancos y Sociedades Anónimas” 
correspondían al 89,40% del total del capital extranjero invertido en Uruguay al 31 de di- 
ciembre де 1931 (54) (Cuadro No. 5). 


Según Minelli, entre 1913 y 1929 las inversiones británicas habrían descendido en un 
9,39% ; mientras que las estadounidenses habrían aumentado un 1.186%. 


Para medir la magnitud de este crecimiento global -crecimiento numérico y por quiló- 
metro cuadrado de territorio- debemos reducirlo a otros índices: el aumento de la pobla- 
ción del país y de las exportaciones (Cuadro No. 6). 
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Cuadro No. 5 


INVERSIONES EXTRANJERAS 








(en millones de dólares) 
1913 239,7 50 
1929 217,2 64,3 


ке —_———————— -— 


Cuadro No. 6 


INVERSIONES EXTRANJERAS EN RELACION AL TOTAL DE HABITANTES Y 
AL MONTO EN DOLARES DEL TOTAL DE LAS EXPORTACIONES 





Total de las inversiones 





Año  anglonorteamericanas Inversión por habitante Relación con las exportaciones 
en millones de dólares 

1913 244,7 191,3 3,48 

1929 281,5 1564 3,68 


(Población estimada para 1913: 1.279.359; рага 1929: 1.800.000; Conversión de las ех- 
portaciones de 1913 estimadas por el BROU a USS 102,62 por cada $ 100, y a USS 82,38 
para 1929). 








En síntesis: las inversiones extranjeras habrían crecido en monto, y muy levemente 
en relación a las exportaciones de los años 1913 y 1929, pero habrían descendido por ha- 
bitante. 


En relación con el resto de las inversiones británicas en América Latina, las efectua- 
das en Uruguay descendieron del 4,81% еп 1913, al 3,69 %en 1929; mientras que las ame- 
ricanas ascendieron del 0,40% del total еп 1913 al 1,16% еп 1929 (55). 


Sin embargo, pese a que el incremento de las inversiones anglonorteamericanas no se 
acompasó al ritmo de crecimiento de la población, fueron notorios los cambios cualitati- 
vos: en este período se instalan las trans y multinacionales en Uruguay y logran controlar 
sectores claves del desarrollo económico: combustibles, industria frigorifica, portland, 
etc. 


Por lo que cabe concluir que independientemente del discutible crecimiento real de 
las inversiones extranjeras, se incrementó su influencia sobre la economía nacional, dado 
que pese al descenso de las inversiones británicas se mantuvo su hegemonía en el rubro 
servicio: ferrocarriles, agua, gas, etc. 





Y es а la luz de este aspecto en que se debe ver el papel de las inversiones extranjeras, 
ya que si bien -a pesar de la presunta disminución de su monto por habitante- la radica- 
ción del capital foráneo en 1929 transformaría en ilusorio al modelo que el batllismo bus- 
caba implantar (lo que no nos animamos a afirmar para el período anterior a 1911). 


La incorporación del capital extranjero -y la consiguiente remesa de sus utilidades-, 
еї endeudamiento -y la exportación de los servicios de intereses y amortizaciones-, suma- 
dos a los envíos de los inmigrantes a sus países de origen y los saldos desfavorables del tu- 
rismo determinaron que la balanza de pagos del país fuera adversa en la década del veinte. 
Tal es la opinión de Octavio Morató, Eduardo Acevedo Alvarez, Pablo M. Minelli y mu- 
chos otros contemporáneos. 


Julio Martínez Lamas escribió en ¿A dónde vamos? : 


“después de la guerra europea no hubo un solo año en que el balance de las cuentas 
imtemacionales diera superávit alguno, debido a lo cual los déficits comerciales se fueron 
acumulando hasta hacer crisis en 1930 y sumar $0 millones que fueron consolidados en 
obligaciones de la caja de amortización; de esa deuda deficitaria proviene la devaluación y 
después consagrada por la ley de reavalúo...” (56). 


Según Morató y Acevedo Alvarez hastá fines de 1928 los desniveles se conjuraron con 
fondos de los empréstitos “Hallgarten” y “Rambla Sur” (1926) y con los pagos efectua- 
dos por el gobierno de Francia de la deuda contraída con Uruguay (tres millones de pesos 
por año de 1923 a 1928 inclusive) (57). 


Al agotarse las posibilidades de este sistema, el déficit presionó a la baja de la moneda 
en abril de 1929, sin posibilidades inmediatas de recuperación: ese año también la balanza 
comercial fue adversa, superando las importaciones a las exportaciones en aproximada- 
mente dos millones de pesos. 


El constante flujo de capital hacia el exterior comprometía el sueño de un modelo 
económico autónomo, impedía la acumulación de capital, hacía tambalear la moneda, ale- 
jaba el ideal de un país económicamente libre y socialmente justo, y hacía que cualquier 
prosperidad, utilizando la feliz expresión de Barrán у Nahum, se transformara en “frágil”. 


¿Pero a cuánto ascendía esa sangria? 


En 1930 el Dr. Miguel A. Paez Formoso la calculó en 23 millones de pesos: servicio 
de empréstitos 7, beneficios del capital radicado en empresas 8, envíos de los ahorristas y 
gastos de turistas uruguayos 6 (58). 


Octavio Morató entendió en 1930 que “la cifra es difícil de calcular” (consideró para 
1929 el servicio de la deuda externa en 7 miltones y medio de pesos, aunque dejó sentado 
que para 1930 -dada la depreciación monetaria- esa suma ascendería a 11 millones de pe- 
$08) (59). 

El Dr. Elbio Fernández afirmó que la causa de la crisis cambiaria era el “déficit millo- 
nario de la balanza de pagos”, y que si el mismo se cancelaba la situación quedaría “ins- 
tantáneamente arreglada”. Dijo que hacia 1925 “las cuentas internacionales habían que- 
dado saldadas”, y que el déficit se habría originado entre 1926 y 1930 calculando que en 
el quinquenio se habría exportado a razón de quince millones de pesos anuales, totalizan- 
do 75 millones las sumas giradas al exterior para el servicio de deudas, dividendos de capi- 
tales extranjeros, remesas de inmigrantes y gastos de viajeros (60). 
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FEduerdo Acevedo Alvarez calculó рата 1928 los servicios de la deuda externa en 
aproximadamente 7 millones y medio de pesos; algo más de 7 millones los intereses del 
capital extranjero radicado (rentabilidad del 5 1/2% ); 3 millones lo que los turistas uru- 
guayos dejaban en el exterior y 4 millones lo que los inmigrantes enviaban a sus países; 
TOTAL: 21 millones y medio de pesas. 

Los cálculos para el quinquenio 1924-28, por esos conceptos, se habría aproximado 
a los $ 109:500.0001!! (61). 


Ello equivalía a 10% más que el total de la exportación efectiva del país en 1930 A ci- 
fras del BROU? y hubiera alcanzado para fundar diez veces el “Frigorífico Nacional” y 
“Ancap”. 

Si calculamos promedialmente que entre 1926 y 1930 se enviaron 20 millones de pe- 
sos anuales sólo por deuda externa, inversiones en empresas, turismo e inmigrantes; y que 
se exportó en igual lapso por algo más de 485 millones de pesos; nos podernos imaginar 
que se debía destinar aproximadamente el 20% de las exportaciones cada año para sufra- 
gar estas otras “exportaciones”. 

(Era en rigor menos que las cifras calculadas por Barrán y Nahum entre 1910 y 1913, 
que fluctuaron entre el 30,6% al 21,9% de las exportaciones) (62). 


Sin embargo, debemos aclarar que nuestra deducción simplemente tiende a propor- 
cionar una idea de la magnitud de la emigración de capitales, y que ella empalidece ante 
las dificultades de lograr cifras reales, ya que ¿quién se anima a fijar el promedio de renta- 
bilidad real de las empresas extranjeras radicadas aquí? 


A ello se le debe sumar la emigración de capitales que se produjo al estallar la crisis. 


Pedro Cosio estimó que unos 30 millones de dólares habían ingresado al Uruguay 
buscando inversiones más provechosas que la que podía ofrecer el mercado estadouniden- 
se. Pero cuando “se presentó en Nueva York aquella amenaza de liquidación bursátil pre- 
cursora de la gran crisis y que provocó una suba considerable del interés”, este nuevo ali- 
ciente de lucro determinó “las órdemes de retorno de los capitales colocados fuera del 
país” (63). 

Según Cosio, también en 1931, ante la baja de la moneda uruguaya, se produjo “una 
enorme fuga de capitales”, evasión que en 1934 el entonces Ministro de Hacienda Dr. Cé- 
sar Charlone estimó en no menos de quince millones de pesos (64). 


Naturalmente que la evasión del capital extranjero y nacional hacia plazas financieras 
más seguras se sumó al peso de la balanza de pagos, y presionó hacia la baja a la moneda. 


Mención aparte merece la exportación de oro. Una disposición de 18 de octubre de 
1923 autorizó al Banco República a administrar libremente el oro que excediera los 55 
millones que debía atesorar como garantía de la emisión que por esa fecha se estimaba en 
unos 11 millones de pesos, y se reconoció como parte integrante de su encaje el oro del 
banco existente en el exterior (65). 


(El Banco estimó que desde mediados de 1929 hasta diciembre de 1930 había “sacti- 
ficado” 18 millones de pesos en divisas de oro para apuntalar la moneda) (66). 


En agosto de 1930 se difundió un proyecto del Consejero Luis A. de Herrera por el 
que se autorizaba al Banco República la exportación de 30 millones de pesos en oro, fa- 
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cultándose a los comerciantes a reclamar oro para el pago de sus deudas en el exterior, 
con lo que se hoarrarían las diferencias cambiarias que repercutían en los precios pagados 
por el consumo. El Banco se opuso a la medida (67). 


En 1931 la Presidencia de la República propuso exportar 20 millones de pesos con la 
finalidad de que el Banco obtuviera créditos para atender las necesidades de la importa- 
ción y exportación, mejorar la moneda “hasta llegar a la situación que permita la conver- 
sión”, retirando simultáneamente billetes de la circulación cuidando de no afectar las ne- 
cesidades crediticias de la producción (68). 

El Consejo N. de Administración se opuso, resolviendo autorizar la exportación de 5 
millones de pesos oro (3 para cumplir con los servicios de la deuda externa, y 2 para auxi- 
liar al comercio y la industria) (7 de setiembre 1931). 


Á esa altura ya Terra había manifestado públicamente que se debía suspender la 
amortización de la deuda. 


Terra hizo notar que un país con un comercio exterior de 200 millones de pesos no 
podía atender con 2 millones de pesos las oscilaciones de la balanza de pagos, afirmando 
que los financistas que lo habían asesorado (Dr. Martín C. Martínez, Pablo M. Minelli, 
Ing. José Serrato, Luis J. Supervielle} habían considerado que la suma necesaria para ello 
era 20 millones de pesos. 


La Presidencia de la República entendió que el Banco República debía controlar el 
negocio de divisas en el país, e informó que los tenedores británicos de deuda aceptarían 
la suspensión de la amortización de la misma, que en 1931 con las diferencias cambiarias 
ascendería a 10 millones de pesos. 


(Sin embargo, el “Banco de París y Países Bajos” (Empréstitos 1905 y 1909), se resis- 
tía a la medida. Y la razón era que del “Empréstito de Conversión”, reducido a 18 millo- 
nes de pesos, 14 estaban en Montevideo у 4 en Francia, por lo que la medida аггиіпагіз el 
negocio de los especuladores que cobraban en París en libras esterlinas ganando la prima 
del cambio). 


Propuso la suspensión de la amoritzación por dos años de la deuda externa uruguaya 
afirmando que Hoover en Estados Unidos y Mac Donald sugerían esa medida a favor de 
Alemaníia-, manifestando la intención de cumplir puntualmente el servicio de intereses de 
la misma (69). 

El Dr. Salvador Estradé informó al Senado que el Estado tenía obligaciones a cumplir 
en el extranjero exigibies el 7 de setiembre -día que se aprobó la exportación de los cinco 
millones en oro- y que sus disponibilidades para pagar las diferencias de cambio eran 
“completamente nulas” (70). 

A esa altura, como si fuera el maná del cielo, todos estaban pendientes de la nueva 
zafra lanar y su consiguiente colocación que traería las ansiadas divisas. 


Pero, como lo señaló Ismael Cortinas, y pese alos dos millones con que el Banco auxilia- 
ría a la industria y el comercio, no podía pretenderse que atendiera todos los pedidos 
“cuando sólo por pago de nafta se han girado seiscientos mil dólares, cuando el Ferroca- 
mil Central prepara remisiones impostergables por más de 50.000 libras, cuando el Muni- 
cipio tiene que girar por servicios de deudas 180.000 dólares y cuando la Usina Eléctrica 
también reclama para su servicio 200.000 dólares” (71). 
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No es exagerado por tanto afirmar que la medida heroica de desprenderse del oro só- 
lo beneficiaría a los acreedores extranjeros. 


El control de la comercialización de moneda extranjera. 


A fines de 1930 el director del Banco República Ricardo Cosio propuso que la insti- 
tución controlara las operaciones de cambio y el traslado de capitales. 


La fundamentación era precisa: que el Estado dirigiera la compra y venta de moneda 
para evitar la especulación y las distorsiones que influían en la depreciación del signo mo- 
netario uruguayo. 


La medida no era original, dado que ya la había adoptado el Banco Central de Brasil. 


La misma fue hecha ley el 29 de mayo de 1931, y se complementó con otra adoptada 
el 16 de octubre de ese año por la cual se obligaba a los exportadores a comercializar las 
divisas obtenidas por sus ventas en el país (72). 


Ambas medidas no significaron el monopolio del cambio por el Estado, sino la fiscali- 
zación de su comercialización en base a un tipo de cambio que debió ser respetado por las 
instituciones bancarias que las debieron vender a las empresas, instituciones o personas 
que el Banco República fijaba de antemano. 


La medida perjudicaría al sector bancario que había hecho de la comercialización li- 
bre de divisas uno de sus más suculentos negocios. 


Nada más sugestivo que un telegrama recibido por la Presidencia de la República del 
Ministro uruguayo en Londres, y que fuera leído en el Consejo N. de Administración en 
mayo de 1931: 

“Asunto cambio creencia autorizada caso no se justifica considerable baja peso uru- 
guayo y créese que debe investigarse por el Gobierno cómo se producen las operaciones 
causantes de la baja. Sospéchase organizada la especulación entre Buenos Aires y Montevi- 
deo y aconséjase controlar cambios...” (73). 

Joslin, historiando la banca británica en América del Sur, escribió que en 1931 el 
“Banco de Londres y América del Sur” “was forced to appeal for diplomatic intervention 
to protect its interests” (74). 


Octavio Morató informó a mediados de 1930 que el Banco República había solicita- 
do a la banca privada a que utilizaran las divisas para satisfacer la demanda de sus clientes 
y “no a favorecer mercados extranjeros”, dejando sentado que la falta de disciplina de las 
instituciones bancarias, dado que legalmente el República no podía dictar norma de con- 
ducta bancaria, “harían algo aventurada la creencia de que la banca oyera y respetara” lo 
solicitado, aclarando que sólo se podía apelar a la “buena voluntad” y el “patriotismo” de 
los banqueros (75). 

El otro sector afectado fue el de exportadores y ganaderos. Pedro Cosio escribió que 
desde que se intervino en los cambios y se reguló oficialmente el precio de las divisas el 
sector rural sufrió “un oneroso impuesto de exportación” que debió dejar de existir en 
1936, cuando la recuperación de la crisis era un hecho (76). 

Hacia octubre de 1933 la “Federación Rural” reclamaba la depreciación monetaria 





amparada en que el valor del peso era inferior -n relación a otras monedas- al que artifi- 
cialmnte se fijaba en Montevideo (77). 


De todos modos, el hecho de que el Banco República sólo controlara las divisas pro- 
venientes de la exportación -y no la originada por otros motivos- dejó cierto margen de 
maniobra para la especulación. 

A lo que se le sumó algunas formas no exentas de ingenio para sortear las trabas de la 
máxima institución bancaria estatal: en 1932 se denunció la exportación ilegal de cereales 
y oleaginosas con el objeto de obtener divisas extranjeras, un decreto de octubre de 1933 
obligaba -para evitar el contrabando- que toda la zafra lanera debía tener, como único des- 
tino Montevideo (78). 


Nacido el contralor de divisas, también había nacido el mercado negro de las mismas. 


Para acallar quejas, el С. N. de Administración en acuerdo con el Banco República 
decidió en 1932 liberar la moneda extranjera proveniente de las exportaciones “no tradi- 
cionales”, con la única condición de determinar a quién se vendían libremente esas divi- 
sas. Pero como las cotizaciones alcanzadas eran demasiado altas y provocaban el encareci- 
miento de la moneda extranjera, en junio de 1933 se resolvió crear el “cambio compensa- 
do”, con una diferenciación del oficial que también se fijaría administrativamente (79). 


La nueva situación creada con la fiscalización oficial de la comercialización de divisas, 
requirió contemplar expresamente al sector mercantil. 


“Sabido es -decía el informe de Carlos Quijano a la Cámara de Representantes- que 
nuestro comercio y casas industriales durante un período de tiempo han estado diferiendo 
el pago de las letras y de las cuentas comerciales en monedas extranjeras, en espera de me- 
jores tipos de cotización”. 

Las deudas de origen comercial las estimaba en algo más de $ millones de pesos, a los 
que debía sumárseles casi 4 que las empresas extranjeras debían remitir por pagos de inte- 
reses y dividendos, suma que de realizarse también incidiría en la baja de la moneda (80). 


Los gerentes de las instituciones bancarias suscribieron un convenio en agosto de 
1931, que fue ratificado por el Parlamento el 7 de setiembre de 1931. Por el mismo se 
concedía una moratoria hasta el 31 de diciembre para la cancelación de las deudas de ori- 
gen comercial, que se comenzarian a hacer efectivas desde el 1 de enero al 31 de mayo de 
1932. El Banco República se comprometía a entregar las divisas necesarias para efectuar 
las remesas al exterior aceptando la desvalorización parcial del peso, ya que lo cotizaba a 
25 peniques, El Estado otorgaba la garantía subsidiaria a favor de los deudores si la uni- 
dad monetaria nacional se cotizaba a menos de la cifra antes mencionada (81). Es decir, 
que si el peso descendia más de la cuenta, las pérdidas no las sufragaría el comercio im- 
portador sino el Estado. 


Los bancos quedaban facultados para exigir garantia en efectivo, valores, títulos de 
deuda, etc. a los deudores de saldos por créditos en moneda extranjera de origen comer- 
cial, saldos que generarian interés bancario, 


(Baltasar Brum recordó en el Consejo N. de Administración que la redacción del pro- 
yecto aprobado “pertenecía a los Bancos”) (82). 


El proyecto mereció denuncias en el Senado: L. Enrique Andreoli -apoyado por 
Eduardo Rodríguez Larreta- afirmó que se contemplaba “únicamente el interés banca- 
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rio”, (...) “obligándose al comercio de la República, sin más trámite, a depositar el impor- 
te total de sus deudas, calculándose caprichosamente el cambio e intereses sobre el valor 
de las monedas extranjeras...”. 


Rodríguez Larreta denunció que había un banco que ni siquiera calculaba las deudas 
al tipo de cambio fijado por el Estado, y que las instituciones crediticias mientras cobra- 
ban a los comerciantes interés por las deudas, trabajaban con el dinero que debían deposi- 
tar los acreedores con la impunidad de que se había fijado un plazo fijo de seis meses por 
concepto de garantía (estas operacions -la de inmovilización de las sumas depositadas y el 
interés sobre el saldo adeudado- calculaba que costaban a los comerciantes 18% sobre el 
capital), entendiendo que el С. N. de Administración había estado ““obsecuente” соп los 
banqueros (83). 

Finalmente, el Gobierno tomó cartas en el asunto y por una disposición complemen- 
taria de 14 de octubre de 1931 dejó sin efecto la facultad de los bancos de exigir garantias 
a los deudores, y decidió trasladar en custodia al Banco República los fondos depositados 
hasta el 5 de octubre por ese concepto. 


Además, se obligaba a las compañías extranjeras a depositar el importe de sus remesas 
al exterior, lo que sería permitido gradualmente a partir de enero de 1932. 


La ley de 10 de enero de 1932 extendió la moratoria hasta fines de ese año (84). 


La suspensión de la amortización de la Deuda Externa. 


Según informó la “Inspección Gral. de Bancos y Sociedades Anónimas”, la deuda ex- 
terna de Uruguay al 31 de diciembre де 1931 era de 156 millones 136.916 pesos con 65 
centésimos (Inglaterra 46% del total, Estados Unidos 39% y Francia 15%). El Ministerio 
de Hacienda hacía para la misma fecha estas estimaciones: Deuda externa 142:867.434; 
Internacional: 5:139.500; Interna 99:758.366; TOTAL $ 238 millones 765.350 (85). 

El Dr. Miguel Paez Formoso estimó en 1930 que la deuda pública reclamaba para su 
servicio el 30% de las rentas del país, lo que equivalía a 18 millones anuales, o sea $ 50.000 
diarios (36). | 


Eran cifras, que en plena crisis importaban. 


La época en que Batlle, Serrato y Acevedo entendieron que importar capitales al 5% 
para emplearlos en obras reproductivas era conveniente, había pasado. En parte porque la 
opción financiera norteamericana entendió que los fines reproductivos eran obras públi- 
cas, ferrocarriles y el incremento de las relaciones comerciales con Estados Unidos (87). 


Y como lo señaló el ruralista Miguel Jaureguiberry, se obtenía la “aparente valoriza- 
ción territorial”, y resultados negativos en “esfuerzo de producción” (88). 

Eduardo Acevedo Alvarez, último Ministro de Hacienda del régimen depuesto en 
1933, escribió: 

“... iba a acostumbrarse la Nación, gracias a esos expedientes frágiles que dan una 
sensación momentánea de bienestar, a la emisión de empréstitos externos, que producen 
un miraje para apreciar la verdadera situación económica: que levantan artificialmente el 
nivel de cambios y alientan las importaciones que se sustraen a la elevación de Jos precios, 





y traen luego el brusco despertar con el aumento de cargas anuales que durante treinta 
años han de incidir sobre las fuerzas vitales del país” (89). 


Parte de los recursos externos debieron ser manejados para mantener la relación de la 
moneda con las otras monedas. Decía en 1930 el ex- Ministro de Hacienda Minelli: 


“... el empréstito externo, en la forma en que ha sido planeado, otorgándole al Banco 
de la República la facultad de ir colocando lenta y prudentemente, en condiciones conve- 
nientes, la moneda extranjera que se le vendería, daría a dicho Banco el arma y el resorte 
necesarios para mantener la cotización de la moneda...” (90), 


También había quedado atrás la ¿poca en que Terra cantaba loas al Ministro de Teso- 
ro Mac Adoo y a la ley de 1913 que había creado los bancos federales de reserva en Esta- 
dos Unidos, unificando el sistema bancario norteamericano, que hizo “de los Estados Uni- 
dos un mercado internacional de dinero y de crédito”, que permitió abrir sucursales ban- 
carias en Buenos Aires, Río y Montevideo y formar sindicatos de financistas y banqueros 
(Morgan, Kahn, Rockefeller, Loea y Vanderlip) (91). 


El 23 de octubre de 1929, días antes del crac, Octavio Morató escribía que ““conven- 
dría descartar la esperanza de la contratación de nuevos empréstitos en el exterior, como 
base fundada de la política que el Banco podría desarrollar en materia monetaria y de 
cambios internacionales en un futuro más o menos próximo”, (aducía que los mercados 
internacionales mostraban “pesadez” en sus operaciones y continuas subas en los intere- 
ses) (92). 

Pese a sus premoniciones, quedaría aún la instancia del empréstito *“Hallgarten” де 
1930, y en la segunda mitad del año entrante Morató embarcaría rumbo a Nueva York 
para intentar gestionar un nuevo crédito (93). 


Obviamente se podía pensar que el Estado podía recurrir para impulsar sus obras a 
los recursos internos. Pedro Cosio afirmó en 1930 que la deuda interna uruguaya, en su 
acepción de “crédito interno” tenía una historia de “apenas 14 años”, que jamás antes el 
Estado había hecho una emisión para colocarla en la Bolsa, porque los particulares, dado 
que el temor a la insolvencia del Estado era “clásico”, optaban por adquirir títulos de 
deuda externa, garantizada por la renta de aduana y por el hecho de que la defensa de sus 
intereses estaban en manos de poderosas firmas extranjeras (94). 


Pero también entraría en crisis esta opción: los ahorristás nacionales que adquirieron 
títulos internos recibieron en pago desvalorizados pesos uruguayos, mientras contempla- 
ban cómo los que habían apostado a la deuda externa cobraban en moneda extranjera con 
la ventaja adicional de la depreciación monetaria del signo uruguayo (95). 


Para evitar la especulación el 18 de junio de 1931 se debió prohibir la exportación de 
los cupones de la Deuda externa, y en noviembre de ese año se especificó que los cupones 
de deuda externa radicados en Montevideo deberían cobrarse en Montevideo (96). 


El 19 de abril de 1931, en discurso público, Gabriel Terra lanzó la idea de suspender 
la amortización de la deuda externa. 


Según afirmó meses después Baltasar Brum, estas declaraciones provocaron pánico en 
el exterior, bajando la cotización de los títulos uruguayos hasta veinte puntos, y dado que 
se había iniciado gestiones para excluir a los prestamistas americanos, provocó la reacción 
de los tenedores británicos “que по podían aceptar un tratamiento desigual con respecio 
a Estados Unidos” (97). 
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El Consejo М. de Administración solicitó al Banco República que hiciera saber a los 
grandes centros financieros que la suspensión “en ningún caso será decretada sin contar 
previamente con el asentimiento de los Consejos de Tenedores de Títulos” (93). 


(Para los tenedores ега más importante percibir los intereses que en 1929 fluctuaban 
entre el 4% para los británicos y el 5,81% para los norteamericanos- que el 1% de amorti- 
zación) (99). 

El 20 de enero de 1932 se decidió suspender el servicio de amortización de la Deuda 
Externa -medida que el 1 de noviembre se extendió a la Interna- (100). 


Además se estableció que los intereses de los títulos de los empréstitos norteamerica- 
nos localizados en Montevideo se pagarían en pesos uruguayos, cotizando el dólar a la par. 


Las medidas tendían a evitar la exportación de oro para hacer frente al pago de los 
mismos. 


Además, para contrarrestar los efectos de las disposiciones adoptadas sobre las cotiza- 
ciones de los títulos, se facultaba al Banco República a utilizar veinte millones de pesos 
oro a la adquisición de títulos de deuda externa uruguaya (en realidad, ya que existía se- 
mejante autorización por un total de siete millones que se descontarian, la suma a utilizar- 
se era de trece millones), de los que el Banco -según Acevedo no llegó a emplear en esa 
operación ni un millón (101). 


Por otra parte se autorizó al Banco a poner a disposición del Estado para el servicio 
de la Deuda Externa $ 900.000 (contra entrega de moneda fiduciaria por igual cantidad) 
y a exportar de su encaje hasta tres millones de pesos para atender los intereses de la Deu- 
da Externa. En síntesis: la ley de octubre de 1928 fijó el encaje del BROU en $ 55:, de 
los que para atender remesas al exterior por giros e intereses y deudas entre 1931 y 1933 
se dispusieron $ 9:218.000. Al 31 de mayo de 1933 Morató estimó la existencia de oro 
del Banco en $ 46 :641.479 (102). 


Este drenaje de oro para atender los requerimientos de prestamistas e inversores mar- 
cará el fin del ilusionismo de una época, del espejismo de una bonanza artificial a la que el 
país se había acostumbrado. 


Porque lo cierto era que se había logrado mantener cierta estabilidad asentada en un 
tembladeral, pidiendo capital prestado para mantener la moneda en un valor ficticio, cum- 
plir con los compromisos de la balanza de pagos que el comercio exterior no cubría, y 
mantener la libre importación de un consumismo al que todos criticaban y al que todos se 
habían acostumbrado. 

Ese capital había además impulsado las obras públicas, pero también había permitido 
acceder a la “modernidad” del cine y la lámpara eléctrica, del automóvil y de los combus- 
tibles; a la “modernidad” que comercializaban las trans y multinacionales y el “alto co- 
mercio”. 

La hora de los platos rotos había Hegado. Y con ella morirían ciertos aspectos del li- 
beralismo económico que el “modelo batllista” había mantenido incólumes. 


Si a partir de 193] la comercialización de divisas ya no sería enteramente libre, tam- 


poca lo sería la importación. 
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- Restaba aún encontrar una solución para las deudas acumuladas por el comercio de 
importación, a las que el país debía hacer frente. 


La “Caja Autónoma de Amortización”. 


La “Caja Autónoma de Amortización”, creada el 15 de julio de 1932, sería el orga- 
nismo encargado de atender las solicitudes de moneda extranjera del comercio importador 
y de las compañias extranjeras. 


Si bien en 1931 se habían tomado medidas de emergencia y se dispuso una moratoria 
transitoria y el pago en amortizaciones mensuales del 20% a partir de enero de 1932, la 
caída de las exportaciones y de los precios internacionales y la consiguiente escasez de di- 
visas, obligó a buscar una salida aceptada por las Cámaras de Comercio extranjeras que no 
afectara el crédito y el buen nombre del país (la “moratoria” se identificaba con paso pre- 
vio а la “bancarrota” ). 


La iniciativa partió del Banco República y del Contador General de la Nación, y pese 
a que este último (Otero Mendoza), y Manuel Monteverde (Comité N. de Vigilancia Eco- 
nómica) reclamaron su paternidad, Morató se preocupó de dejar sentado que el primer 
instituto de este tipo lo había creado el inglés Richard Price en 1774, y a partir de ahí se 
había difundido a varios países (103). 

La presión de los intereses extranjeros no era de subestimar, (sugestivamente el 6 de 
julio de 1932 “un destacado integrante de la banca extranjera” había publicado con seu- 
dónimo un artículo en La Mañana (p. 3) en el que insinuaba que los acreedores del exte- 
rior recibirían con más beneplácito que papeles la cesión de bienes raíces, proponiendo 
que fundaran una compañía para cultivar la tierra, preparar ganado y exportar sus produc- 
tos). 

Cuando se ideó la solución de la Caja, ya se sabía que existía una masa pendiente de 
cambio diferido estimada en 15 millones de pesos- cuyo pago crearía problemas. 


Por ello se decidió darle al acreedor extranjero dos opciones: cobrar sus deudas en 
1933, en pagos escalonados y espaciados; o aceptar las “Obligaciones a Oro” que emitiría 
la Caja por un valor no mayor de quince millones de pesos oro o su equivalente en mone- 
das extranjeras, que se rescatarían en un plazo de cinco años en amortizaciones anuales, 
con un interés máximo del 6%. 

Para hacer frente a esas obligaciones se establecía que el Banco República debía en- 
tregar las divisas necesarias, o exportar oro de su encaje hasta el 25% del total de bonos 
emitidos. 

А este sistema podían también acogerse las empresas extranjeras “para dar evasión a 
sus caudales inmóviles”. 

El funcionamiento era simple: las empresas o los comerciantes deudores entregaban a 
la Caja el importe en pesos uruguayos, y el acreedor recibía “Bonos” en moneda nacional 
o extranjera a la equivalencia del dia. 


La Caja a su vez prestaría el dinero depositado en moneda nacional. 


Para darle mayor respaldo a su acción se dispuso que el Banco República y de Segu- 
ros entregaran durante cinco años “con carácter de reintegro” $ 250.00 anuales cada uno 
(104). 

En rigor lo que se imponía era una operación con características de empréstito a cot- 
to plazo. 
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Al discutirse el proyecto en la Cámara de Senadores, Pablo M. Minelli sugirió que la 
distribución de cambio y la autorización de las importaciones, se hicieran contemplando a 
los países consumidores de los productos nacionales, recordando que mientras Gran Bre- 
taña adquiría el 33% de la riqueza uruguaya, Estados Unidos sólo absorbía el 7% (Uru- 
guay en cambio adquiría el 25% de su importación a Estados Unidos y sólo el 16% a Gran 
Bretaña) (105). 


(En noviembre де 1932 el С. Nal. de Administración consideró un telegrama enviado 
por la firma “Hallgarten” sobre facilidades cambiarias a favor de los británicos. La res- | 
puesta -a propuesta del Presidente Fabini- fue que dicha decisión no significaba “preferen- 
cia sobre las obligaciones creadas por las deudas externas”) (106). 


Para administrar la Caja se creó un consejo autónomo que entró en posesión de sus 
funciones el 29 de julio de 1932: José Serrato, Presidente, delegado del С. Nal, de Admi- 
nistración; Dr. E. Rodríguez Larreta por la Cámara de Senadores; Dr. Javier Mendivil co- 
mo Presidente del Banco República; Fernando Otero Mendoza, Contador Gral. de la Na- 
ción; Ре. Pedro Manini Ríos en representación de las dos gremiales rurales; Dr. Alfredo 
Arocena por los bancos nacionales; John Wels por la banca extranjera; Francisco Graffig- 
na por la Cámara N. de Comercio; Hugo Grindley por las cámaras de comercio extranje- 
газ: Dr. Ramón Alvarez Lista por la Cámara de Industrias; Roberto Barreira por la Cámara 
Mercantil de Productos del País (107). 


La gestión de la Caja fue un éxito: Acevedo Alvarez estimó que para mayo de 1934 
las solicitudes de conversión habían alcanzado los 35 millones y medio de pesos, lo que 
permitió а la institución actuar como prestamista del Estado (UTE, A.N.P., Frigorifico 
Nacional, Caja de Jubilaciones, etc.), además de obtener ganancias por la desvalorización 
de la libra y el dólar (108). 


Cuando el Estado se hizo cargo del activo de la Caja (9 noviembre 1934), las ganan- 
cias de su gestión fueron calculadas en más de seis millones de pesos (109). 


Pero el endeudamiento del país no terminó ahí, se acumuló una nueva deuda en el 
correr del tiempo, y para evitar que en el futuro se repitiera esta historia, se crearía el 
“Contralor de las Importaciones” que distribuiría permisos de acuerdo a la disponibilidad 
de divisas y a la capacidad de pago del país. 





La limitación de las importaciones. 


En el paquete de medidas adoptadas en 1931 para contrarrestar los efectos de la cri- 
sis, se encontraba las dictadas con la finalidad de limitar las importaciones. 

Con ello se buscaba la múltiple finalidad de equilibrar la balanza de pagos del país, li- 
berar a la moneda de las presiones que ocasionaba la masa de cambio diferido, acompasar 
los egresos al nivel de ingresos de las exportaciones, disminuir el consumismo y apoyar la 
estrategia de industrialización como panaceas ocupacional a las dificultades de la hora. 

Ej instrumento fiscal de la renta aduanera era después de muchos años de inmovilis- 
mo- esgrimido nuevamente como arma proteccionista para apoyar al sector fabril. 

Aunque en esta oportunidad encontraría una realidad disímil: el horizonte fabril 
-dentro de su estrechez- se había ampliado; el mundo se había reconcentrado en sus fron- 
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teras y hasta las naciones más fervorosamente librecambistas tomaban medidas económi- 
cas proteccionistas; la desocupación urbana y rural aumentaban la oferta de trabajo; el 
proceso de acumúlación de capital seguía su marcha; las opciones inversionistas que había 
ofrecido el país entraba en crisis (la deuda interna se cobraba en pesos desvalorizados, 
existían trabas y dificultades para el cobro de la externa, іа construcción decaería, etc.). 


Naturalmente que el nuevo empuje proteccionista causó resquemores: Emilio Frugo- 
ni señaló que aparejaría un alza en el costo de la vida que también encarecería los produc- 
tos de exportación; Manuel Monteverde escribió que llevaría a la ruina a muchos comer- 
ciantes y que la disminución de las rentas de Aduana obligaría a implantar impuestos sus- 
titutivos; Julio César Grauert alertó que el industrial no se veía obligado a nada, podía pa- 
gar los jornales que quisiera, asegurarse altos márgenes de ganancia y cuando le conviniera 
la tarifa “de fabricante se transformaría en importador como lo fue antes”: Eduardo Ro- 
dríguez Larreta vio cierto carácter de “dictadura económica” en las disposiciones pro- 
puestas (110). 

Una ley de 6 de agosto de 1931 elevó el derecho general de importación de los ar- 
tículos que tenían similares en la producción nacional del 31% al 48% , (según Acevedo 
Alvarez la medida no dio resultados inmediatos porque recién por decreto de 20 de abril 
de 1932 se determinó la lista integral de los artículos que debían pagar la nueva tarifa) (111). 


Una segunda ley de 20 de agosto de 1931 concedió al Consejo N, de Administración 
la facultad de limitar la importación de toda mercadería extranjera hasta el 30% de lo im- 
portado en 1930; de prohibir temporalmente la importación de algunos artículos gravados 
con el 48% y de otros considerados suntuarios automóviles, joyas, еїс.-; y de aplicar re- 
cargos de hasta el 100% , medida que se podía extender a aquellos países que no concedie- 
ran a Uruguay la cláusula de “nación más favorecida” o no se aplicaran la reciprocidad co- 
mercial (esta última medida, según Acevedo Alvarez, no tuvo aplicación porque hubiera 
sido un pésimo negocio “comprar menos para vender menos”) (112), 

- El 11 de agosto, por sugerencia del Ministro de Inglaterra, se reunió la Cámara de Co- 
mercio británica, y según H. Grindley (Administrador del FF.CC. Central» decidió adhe- 
nr a las medidas adoptadas por el Gobierno, aún cuando “la relacionada con las importa- 
ciones provocará perjuicios considerables en el comercio inglés”. Entendían que se debía 
mantener el crédito del país en el exterior, poner trabas a las iniciativas sociales financia- 
das por los capitales productores, terminar con el aislamiento del capital extranjero y la fi- 
nanciación de iniciativas en base a su contribución impositiva, y miraban como positivo el 
acercamiento entre los partidos políticos (113). 

Según Acevedo Alvarez, la ley de 20 de agosto no tuvo aplicación: “Era delicado 
proecribir ciertas importaciones y mismo levantar los derechos de aduana, porque se expo- 
nía el país a represalias por parte de las naciones consumidoras de las cosas nuestras” (114). 


Se buscó otra fórmula que no fuera interpretada externamente como discriminatoria, 
y por la ley de 10 de octubre de 1931 se estableció que mientras durara la baja del peso 
uruguayo, los derechos aduaneros debían satisfacerse el 75% en moneda fiduciaria, y el 
25% en ora o su equivalencia de acuerdo a la cotización de la segunda quincena del mes 
anterior, exceptuándose de este régimen las materias primas industriales y los artículos de 
) primera necesidad (el Consejo Nacional de Administración podía, por decreto, elevar el 
pago а oro hasta el 50 ¿del impuesto) (115). 
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Entre los artículos que no pagarían este impuesto зе encontraron la nafta y el quero- 
sene, sin embargo, como lo señaló Frugoni, maquinaria y combustible industrial, así como 
materiales de construcción no fueron contemplados (Frugoni señaló que este tipo de me- 
didas “arruinan la economía mercantil que entre nosotros es preponderante”) (116). 

El Ministro de Relaciones Exteriores Р. Juan С. Blanco hizo saber al Consejo М. de 
Administración que los representantes diplomáticos de Gran Bretaña, Estados Unidos, 
Francia y España había formulado “algunos reparos” a la medida; y la “Cámara de Co- 
mercio:: entendió que la moneda extranjera aparecería como medida de valor en el mer- 
cado interno, que los precios fluctuarían constantemente, y que se desprestigiaría el signo 
monetario nacional (117). 

Según Acevedo Alvarez, a influjo de todos estos hechos, las importaciones descendie- 
ron en valores CIF Montevideo de $ 114:127.574 en 1931, а $ 68:309.417 en 1932 y a 
$ 66:055.745 en 1933 (118). 


El déficit presupuestal y la reducción salarial. 


Los déficits en el presupuesto estatal no fueron una novedad de este periodo. En п- 
gor, existieron en diversas épocas, y para sufragarlos se utilizó recursos de los empréstitos 
externos, y posteriormente la emisión de billetes por el Banco República, expediente al 
que la inconvertibilidad de la moneda daba ancho cauce. 


Los diversos factores críticos determinaron que las finanzas estatales зе encontraran 
en cifras rojas, en lo que incidió entre otros factores la disminución de la recaudación 
aduanera, la reducción еп los consumos, la postergación del pago de la contribución inmo- 
biliaria (1932), etc. 

Al 31 de marzo de 1933, la Contaduría General de la Nación estimó el déficit en 
$ 19:232.933,46; Ejercicio 1930-31 $ 7:431.036.12; Ejercicio 1931-32 5 4:546.017.90; 
Julio a Diciembre de 1932 $ 6:941.408.60 y primer trimestre de 1933 $ 364.470.894 (119). 

Se tomaron diversos arbitrios para reducirlo, entre los que figuró el aumento del im- 
puesto a la nafta -cuyo precio no sólo se justificaba en la voracidad de las empresas ex- 
tranjeras que la comercializaban-. 

Pero de todas las medidas conviene destacar una, que puede dar la pauta de la con- 
cepción social de la política instrumentada para derrotar los efectos de la crisis: se rebaja- 
ron los sueldos de los funcionarios públicos (excepto los municipales) y las retribuciones 
de jubilados y pensionistas. 

En agosto de 1931, por acuerdo de fracciones de los dos partidos políticos mayorita- 
rios, зе fijó un mínimo salarial no imponible de setenta pesos mensuales (que рага los ca- 
sados y solteros cabezas de familia se llevó a $ 100). De $ 841 anuales a $ 1.200 se fijaba 
un “impuesto temporal” del 6% , en base a una escala progresiva que concluía con el 15% 
para aquellos con entradas de más de $ 7.201 anuales. Los porcentajes eran menores para 
casados y cabezas de familias (120). 

La medida, según expresó Berreta en el С. N. de Administración fue apoyada por el 
batllismo para dar coherencia a todo el plan económico adoptado (121). 


Pero también da luz sobre la concepción social de la política aplicada para combatir 
30 





la crisis, ya que mientras para la actividad privada se propugnaba la adopción de una ley 
de salario mínimo nacional de $ 70, el Estado hacía pagar la crisis a sus funcionarios: de 
acuerdo a datos del Banco República el sueldo promedio mensual de sus funcionarios ha- 
bia aumentado el 13% , entre 1914 y 1930, mientras las estadísticas oficiales consignaban 
que en igual período el costo vital del empleado había aumentado un 31% (y del obrero el 
23%) (122). = 
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CAPITULO 2 
DE LA POLITICA ECONOMICA DEL TERRISMO 


Introducción. 


El modelo económico del terrismo debía forzosamente ser singular, ya que esteban 
dadas todas las condiciones para que lo fuera. Un entorno externo económicamente асо- 
rralador, cuando no hostil o prescindente. Y en lo interno, la cruz de los caminos: el desa- 
rrollo industrial encaminado, pero pugnando por aflorar en toda su potencialidad; y la ri- 
queza “madre”, la ganadería sufriendo sobre sus espaldas las consecuencias de dos crisis 
mundiales. 


Inclinar decisivamente el fiel de la balanza por una de las dos opciones conllevaba sus 
riesgos, El mercado interno aún estaba en su fase de conformación, y en alguno de sus as- 
pectos se vio afectado por la crisis: poder adquisitivo de la población consumidora, atraso 
de los planes de vías de transportes, etc. 


Al mercado de capitales aún le faltaba integrar al interior (Entiéndase bien: ello no 
significa que fuera independiente). Es decir, integrarlo en un sistema orgánico. mediante 
la difusión de las instituciones bancarias. 


Además, la industria, favorecida por nuevas leyes proteccionistas, debía atraer los ca- 
pitales necesarios que le permitieran sustituir las mercaderías extranjeras. Porque la guerra 
primero, la crisis después, mostró la realidad desnuda: no se podía depender del exterior 
en todos los suministros, ya que las coyunturas mundiales vividas habían demostrado que 
por muy diversas causas éstos se interrumpían, u obligaban a una restricción casi parali- 
zante. 


Claro que la industria debía captar para sí, el capital sobrante de otras actividades. 
Para ello, además de ofrecer una ganancia apetecible, o por lo menos satisfactoria, debían 
desaparecer otras opciones, que como los diversos “títulos” de deudas comercializados 
habían capitalizado para sí Jos deseos de una renta segura, protegida impositivamente por 
el Estado, y sin ninguno de los riesgos, que implican las inversiones en cualquier actividad 
productiva (que pueden llevar al cenit, o ál nadir, sin que nadie asegure «a pesar de floridas 
palabras- un horizonte cierto). Es decir que la tendencia inversionista que se había dado 
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en el primer tercio del siglo, en aras de la escala de valores de temerosos sectores sociales, 
debía reconvertirse. 

Para ello se contaba con un inapreciable aliado: la rentabilidad rural había descendi- 
do, los ganaderos no titubeaban en llorar su desaliento. 


Pero la escasa diversificación de las exportacinoes -la ganadería seguía ocupando con 
holgura más de las tres cuartas partes del comercio exterior del país- ponían una nota lú- 
gubre, frente a las dificultades de los habituales compradores, en cuanto a hacerse de las 
divisas necesarias para implementar cualquier plan de desarrollo. 


Lo que la corta experiencia mostraba era que el Estado se había visto obligado a to- 
mar participación en el control de lo que el país recibía del exterior en pago de sus ventas. 
Esto había sucedido en 1931, y había afectado por igual a los intereses de los ganaderos, 
de los comerciantes importadores -uno de los sectores más fuertes de antaño-, y de las em- 
presas extranjeras radicadas en el país (entre las que se encontraban sucursales de algunos 
poderosos bancos mundiales). 


También en ello incidió los cambios que se habían producido: el comercio importa- 
dor quedó restringido mayoritariamente a surtir las necesidades del consumo interno, per- 
diendo el mercado de la cuenca platense; el capital extranjero se había apoltronado en el 
país controlando resortes claves de la via económica, amenazando con represalias econó- 
micas orquestadas en los países de los que eran originarios. 


Por lo tanto, cualquier política económica debía resolver el problema de los “cam- 
bios”. Con el agravante, dadas como estaban las condiciones, de que era necesario llegar al 
gobierno, para distribuir entre los diversos sectores lo que había por repartir. 


Claro que las quejas tenían distinto tenor: banqueros e importadores decían que se 
habían visto perjudicados en los beneficios de la intermediación; los ganaderos en los de la 
producción, entendiendo que de ellos vivían las demás actividades; los industriales solici- 
taban dinero barato para adquirir las maquinarias y materias primas necesarias para su de- 
sarrollo. 


De ahí, que no quedaran dudas de que el Estado seguiría como árbitro supremo, co- 
mo dador universal de la sangre que todos reclamaban. 


La realidad estaba fuertemente imbuída de lo político, en sus juegos е intereses. 


Al 31 de marzo de 1933, se había llegado con el apoyo de grandes hacendados, de 
fuertes comerciantes importadores, con el beneplácito de las empresas extranjeras y con la 
complicidad de sectores medios. Y fue el 31 de marzo lo que devolvió al Poder Ejecutivo 
la facultad de administrar, encaminar y gobernar la economía del país. Y ese poder estaba 
en manos de Terra, vinculado a industriales, pero también a ganaderos, y apoyado -en la 
primera hora de lo que él denominó “Revolución de Marzo”- por aquellos que habían de- 
sestabilizado y hecho caer al Uruguay que se había forjado entre 1903 y 1933, en cuya 
consolidación había participado como representante del batllismo desde diversos cargos 
públicos. 


De ahí que cualquier política debía contemplar lo que se había y estaba haciendo. En 
el mundo, y en el país. 


Porque abstraer al Uruguay de su inserción en el concierto de naciones mundiales era 


una utopía, уа que su incorporación al mercado externo y al mundo del capital interna- 
cional dejaban escaso margen para la orginalidad, aunque ella se presentara disfrazada co- 
mo improvisación. Se podía aprovechar de contradicciones -como se había hecho- y to- 
mar decisiones autónomas, pero al final del camino, las mismas lograban ser canalizadas 
por las férreas tenazas del entorno externo. 


El país tenía cierto grado de desarrollo fabril, con signo creciente. Y eso fue recono- 
cido. 
Lo dijo, con acertadas palabras, el diputado Juan 1. Azeves en 1934: 


“El comercio internacional de productos manufacturados va declinando, y esos que 
esperan que el porvenir nos traiga el mismo grado que existía antes de esta crisis, pueden 
tener la absoluta certeza de que será una esperanza vana... 

El Uruguay si queremos determinar este hecho en concreto-, trata de defenderse ma- 
nufacturando productos, y sin duda no bajarán las barreras que hasta hoy ha levantado la 
porque los países tratan de producir, de tener industrias para bastarse a sí mismas como 
un problema de defensa nacional, y además, también para combatir la desocupación en su 
seno...” (1). 


El futuro mostraría que las realidades no son eternas, son cambiables. Pero en lo in- 
mediato, las preyisiones de Azeves eran válidas. 


Pero éste, era un aspecto de la realidad. Porque si la industria servía para no depender 
“in extremis” del comercio mundial, para dar ocupación a aquellos que no encontraban 
tareas en una economía agraria asentada en el latifundio extensivo (dominante a pesar de 
los sueños “granjeros” del elenco batilista), no se podía matar -en palabras vulgares- la 
“gallina de los huevos de oro”, la ganadería. 


De ahí, las palabras del Ministro de Hacienda César Charlone, en 1934: 


“no puede haber reconstrucción económica, si los precios de nuevo no se restablecen a ni- 
veles que signifiquen un reparto equitativo de la renta nacional entre todas las clases socis- 
les y productores...” (2). 

(Lo que la historia le debe agradecer a Charlone es su honestidad al admitir que exis- 
tía una renta que se repartía). 


“Pero, -dijo Charlone-, yo debo tranquilizar a las clases productoras del país, manifes- 
tándoles que la revalorización del peso vendrá en la medida que convenga a los intereses 
generales y permanentes de la economía nacional... 

Y a los ganaderos del país, les digo desde ya, que se revalorizará el peso cuando la co- 
lectividad les haya devuelto las ganancias que les confiscó desde la implantación de la ley 
sobre Contralor de Cambios... (3)”. 


Tampoco dejó dudas de lo que se iba a hacer. Porque si en 1914 se había pasado del 
régimen monetario de la conversión a oro, al de la inconversión, siempre se pensó que la 
medida era de carácter transitorio, y el fetichismo del oro enunciado como tal por más de 
un economista- sobrevivió. 

Analizando la política anterior dijos “se padeció el error (...) de creer que el honor 
nacional estaba vinculado indisolublemente a la integridad y a la cotización del signo mo- 
netario...”. 
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Y coronó su análisis afirmando que de no haberse valorizado artificialmente el peso 
uruguayo, se hubiera contado con un freno natural capaz de reducir las importaciones 
(cuyo valor aumentaría)-, estimulando las exportaciones (cuyos precios internacionales 
serían más competitivos por bajos), amortiguando el empobrecimiento de los productores 
rurales (4). 

Para mantener el encaje en oro del peso, se había pasado a la insolvencia del país, 
porque ese oro no se tendría si se “hubieran pagado las mercaderías que importó para s% 
tisfacer necesidades primarias de su consumo” (5), 

Las palabras de Charlone, audaces en lo nacional, no lo eran en lo internacional: ya 
Inglaterra y Estados Unidos habían devaluado sus monedas, o pasado al régimen de la in- 
conversión, y detrás de ellos, otros países. o 

Por otra parte, la anterior política monetaria uruguaya, había favorecido en lo inter- 
no a ciertos sectores, y en lo externo a algunos países. 

Sin embargo, históricamente, en Uruguay eran novedosas. Como también lo era la de- 
clinación del comercio importador. 


En medio de este panorama, y dominándolo, se encontraba el Estado; al que el régi- 
men anterior había dotado de un mayor control de la vida económica del país. 


Pero también en este aspecto lo externo obligó a cambiar los esquemas endebles. El 
inicial intervencionismo estatal uruguayo, y posterior dirigismo, ya no escandalizaban 
-3unque sí podían molestar-, después de que parecidas medidas tomaba Roosvelt en Esta- 
dos Unidos, para intentar paliar las consecuencias de la crisis mundial. 


En 1934, el diputado Mario Dupont Aguiar sintetizaba en una alocución parlamenta- 
ria, los caminos frente a la crisis: 1) el liberalismo económico де “laissez faire, laissez pas- 
ser”; 2) el intervencionismo o “solidarismo social”, en las que el Estado acumula en épo- 
cas de bonanza para tener reservas para los períodos críticos; 3) la economía “dirigida” y 
organizada. 

Esta última, presagió, levantará resistencias, “porque son muchos los intereses cres- 
dos que han de sentirse lastimados y porque el espíritu levantisco de nuestro pueblo se 
nuestra siempre receloso de todo aquello que real o aparentemente, restrinja o limite la E- 
bertad...”. 


Pero no negó que ese era el camino a seguir: 


“Si el mal está en la falta de equilibrio entre la producción y el consumo, ese equili- 
brio es necesario restablecerlo, armonizar esos dos factores económicos, Para obtener esa 
armonía по es suficiente la batuta de los aranceles aduaneros, porque, por lo general, se 
dictan coa un punto de vista puramente fiscal y constituyen, por consiguiente, un método 
incompleto, inorgánico, a veces contraproducente. La política a seguir en estos momen- 
tos, debe ser de características más profundas...” (6). 

El “dirigirmo económico” se aplicaría para trazar la política monetaria del país, para 
utilizar la moneda como instrumento de gobierno económico, con influencia del modelo 
aplicado en Estados Unidos. (En una ocasión, Charlone definió a Roosevelt como “esta- 
dista genial”, aunque ya Frugoni había advertido que la política inflacionista estadouni- 
dense se asentaba en el hecho de que su economía estaba orientada a las exportaciones, y 
que dicho país importaba muy pocos productos) (7). 
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Sobre si esta opción había sido adoptada independientemente, o había sido condicio- 
nada por el entorno externo, -duda que conviene plantearse ante cada programa económi- 
co-, Charlone se encargó de despejar la incógnita: 

“es fuerza admitir -deciaró en 1937- que la “economía dirigida” se nos impone desde el 
exterior, en forma que el país no podría.gludirla jamás, o cuando menos hasta que la eco- 
nomía universal se normalice y el mundo retorne «si es que algún día esto ocurre- a la 
completa libertad de los cambios internacionales. Porque es lo cierto, señor Presidente, 
que el ochenta por ciento de nuestra producción la vendemos a países que nos imponen el 
comercio del “clearing” y la compensación de ventas con compras y servicios 

y el veinte por ciento restante lo adquigre un país -Estados Unidos de América- que “a 
prima fascie” podría suponerse que vive en la economía libre cuando, en la realidad de las 
cosas también ahí se practican los nuevos métodos de la moneda dirigida” (8). 


El control del valor de la moneda y de las divisas aportadas por el comercio exterior 
del país en base a los principios de la “economía dirigida” en boga, se constituirían en la 
piedra angular de la política económica del terrismo. 


La ley de Reajuste Económico y Financiero de 1934, 


Un Mensaje y Proyecto de Ley presentado al Parlmaneto con fecha 1 de agosto de 
1934, firmado por el Dr. Gabriel Terra y su Ministro de Hacienda Dr. Pedro Manini Ríos 
propuso: a) controlar y dirigir las importaciones, b) consolidar y pagar cambio diferido 
originado por obligaciones comerciales impagas a partir de julio de 1932, c) utilizar parte 
del oro almacenado por el Banco República para maniobras cambiarias. 

El primer punto tendía a establecer un control de las importaciones, comprando de 
acuerdo a las ventas con lo cual el Estado pasaba a tener un papel rector en el comercio 
exterior del país, aunque sin participar directamente de los mecanismos de comercializa- 
ción (a excepción de los entes ya fundados). 

El segundo punto estaba vinculado con el primero: existía una masa impaga de obli- 


gaciones calculada entre veinte y veinticinco millones de pesos, que estaba entorpeciendo 
el comercio internacional de Uruguay, y para la que se debía hallar una solución. 


El tercer punto tendía a utilizar el oro del Banco de la República para hacerse de divi- 
sas en un momento de escasez por el enlentecimiento del ritmo exportador, anunciándose 
su reintegro para cuando las condiciones mejoraran. La medida se anunciaba con la finali- 
dad де que “las ventajas de cambio que se otorgan a la producción, no sacrifiquen los ів- 
tereses respetables de la industria local que ocupa brazos y crea riqueza utilizando en par- 
te materias primas y combustibles extranjeros, y del comercio en cuanto a la importación 
de lo que sea realmente esencial a la vida nacional cuya traba pudiera encarecer los consu- 
mos...” (9). 


El proyecto tendía a complementar un decreto del Poder Ejecutivo, y constaba de 
once artículos. 


Se establecía en él que las aduanas del país no despacharían ningún permiso de im- 
portación sin la presentación previa de un certificado de concesión de divisas otorgado 
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por una Comisión Honoraria de Cambios, lo que se haría de acuerdo а las cuotas de сат- 
bio asignado por rubros y países por el Banco de la República (arts. 1 y 2). 


Se facultaba al Poder Ejecutivo a aplicar en toda su extensión la iey de 20 de agosto 
de 1931, sobre limitación de importaciones, pudiendo reducir cada rubro hasta en un 50% 
de lo introducido en el curso de 1933, rigiendo tanto para artículos como para países (es- 
to último siempre que lo permitieran los tratados vigentes) (art. 3). 


Además el Poder Ejecutivo podía racionar artículos destinados al consumo de la in- 
dustria (art, 4). 


Por el artículo 5 se autorizaba al P.E. a imponer una patente nacional de quinientos 
pesos -además de las departamentales- a todos los automóviles destinados a uso individual 
e introducidos con posterioridad al 1 de agosto. 


Se autorizaba al Banco República a movilizar de su encaje hasta cinco millones de pe- 
sos oro, con la finalidad de constituir una masa de maniobras destinadas a regularizar el 
cambio, a condición de que esa suma sea reintegrada con las letras de exportación que se 
vayan adquiriendo (art. 6). 


El artículo 7 autorizaba al P.E. a consolidar el cambio diferido existente, proveniente 
de operaciones comerciales posteriores al 15 de julio de 1932, pudiendo atender el pago 
del mismo por medio de obligaciones de la “Caja Autónoma de Amortizaciones” (consti- 
tuirían la segunda serie de obligaciones de dicha entidad, con un interés no mayor del 4% 
anual, amortización a la par, en un plazo de 20 años, y por una cantidad hasta doce millo- 
nes de pesos). 


Para ello debía retener las divisas necesarias, y si era imposible, se movilizaria oro del 
encaje del BROU (art. 8). 


Interesa subrayar que en lo inmediato, quedaban vigentes las medidas tomadas por el 
desaparecido Consejo N. de Administración en el curso de 1931 y 1932, por lo cual no se 
alteraba mayormente la línea económica impuesta para sortear los efectos de la crisis 
mundial (10). 


Un proyecto presentado con fecha 13 de agosto de 1934 por el diputado Carlos M. 
Aznárez, proponía la vigencia de tres clases de cambios: 1) el oficial, 2) el de contrato (re- 
sultante de la venta de letras de exportación que se ofrezcan en el mercado, al tipo que fi- 
je el Banco de la República después de que el Estado se reserve la cantidad que exija el 
cumplimiento de sus obligaciones (cambio oficial); y que podría ser comercializado por 
las instituciones bancarias a industriales, comerciantes, dependencias estatales y empresas 
de servicio público con autorización escrita del Banco República o de la Comisión Hono- 
raria de Cambios), 3) el libre (11). 

Por su parte, la Comisión de Asuntos Financieros y Bancarios de la Cámara de Repre- 
sentantes, presentó un proyecto sustitutivo (30 de agosto de 1934), firmado por los dipu- 
tados Adolfo Pérez Sánchez, Mario Dupont Aguiar, Alfredo Vigliola, Eduardo Fasciolo Si- 
ri y Carlos A. Mora Otero (12). 

Por el mismo se creaba la “Comisión Honoraria de Importación y Cambios”, encarga- 
da de la distribución individual de divisas y la concesión de permisos de importación de 
acuerdo con las cuotas por países y rubros que establecería periódicamente el Banco Re- 
pública, en sujeción a los acuerdos vigentes (art. 1). 
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Еп lo inmediato el Banco República procuraria que las cuotas de cambios asignadas a 
cada país no fuera inferior al 75 de las divisas provenientes de la exportación de produc- 
tos uruguayos а los mismos, pero a partir del 1 de enero de 1935 ese porcentaje se consi- 
deraría mínimo. 

Dentro de esas cuotas se computariaca) el pago de las exportaciones a Uruguay, b) los 
servicios financieros para pagar deudas públicas y privadas y servicios públicos, c) fletes, 
seguros y giros personales, d) transferencias de fondos. 

El art. 4 establecía que en lo posible las importaciones debían tender a hacerse CIF 
(con flete incluído) y las exportaciones FOB (sin fletes), es decir que en todos los casos el 

cargara con los gastos de los fletes (otra de las vías por la que se evadían divi- 
sas). 

Se fijaba por el art. 8 la composición de la “Comisión Honoraria de Importación y 
Cambios”: siete titulares y doble número de suplentes (uno por el P.E. que ejercería la 
Presidencia, otro por el Banco República, uno por la Cámara Nacional de Comercio, otro 
por la de Industrias, otro por las dos gremiales rurales, otro por los bancos extranjeros, y 
el último por las cámaras de comercio extranjeras. 

En los fundamentos se establecía que las importaciones debían “efectuarse dentro de 
un límite máximo posible en aquellos países que sos los compradores de nuestra produc- 
ción exportable”. 

Afirmaba que la restricción de las grandes potencias a la libertad de comercio había 
llevado a la agravación de la crisis mundial, por lo que “Uruguay, por su reducida capaci- 
dad, no puede imponer normas económicas al mundo, que lo obliguen a rectificar la 
orientación equivocada que sigue, debe, pues, encarar la solución de los problemas que lo 
afectan, siguiendo el ritmo de los acontecimientos...” 

Reconocía que el pueblo “no se ha contraído en sus gastos, como lo imponían cir- 
cunstancias imperativas”, lo que había sido acompañado por el comercio importador, cu- 
yas compras “no estaban en consonancia con las disponibilidades que dejaba nuestra pro- 
ducción exportable”, 

Y dejaba constancia de que se cuidó de que las lesiones no fueran particularmente do- 
lorosas “para ninguna actividad determinada”. 

En un aparte se dejaba establecido que las divisas se distribuirían con orden priorita- 
rio para los artículos de consumo de primera necesidad en primer término, y para las ma- 
terias primas para la industria, en segundo lugar. 

Además se concientizaba del hecho de que este sistema constituía un fomento a las 
exportaciones, que sustituía los acuerdos bilaterales individuales y al que todas las nacio- 
nes del mundo interesadas en comerciar se podían adherir. 

Y se afirmaba que se corregía una injusticia que había establecido la ley de 1932: 
cuando el deudor uruguayo era obligado por el acreedor extranjero a depositar en un ban- 
co el importe de la letra pendiente de pago, debía afectar capital sin percibir intereses, o 

| debía solicitar un préstamo bancario y abonar el interés, debiendo acumular al importe de 
la letra respectiva el interés del 6% anual, que ahora se mantenía sólo si el acreedor no so- 

bicitaba su depósito previo (13). * 
Paralelamente, la “Comisión de Asuntos Financieros y Bancarios” de la Cámara de 
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Representantes en minoría, presentó un proyecto precisando y reformulando los tres pri- 
meros artículos del proyecto presentado por la mayoría, que firmó el diputado Guillermo 
Stewart Vargas. 

Entendía el peticionante que el proyecto era una transacción entre la política eco- 
nómica y financiera aceptada hasta ahora por еі Poder Ejecutivo, y la nueva política; que 
la restricción de importaciones efectuada con independencia y sin ningún plan de exporta- 
ciones había producido como resultado el aumento del costo de vida, la disminución de la 
capacidad de compra en el país de productos nacionales y dificultades de exportación; 
que el alza artificial del signo monetario había suprimido las primas de exportación alen- 
tando las importaciones; que se debía comprar a quien nos comprara, guiando y dirigen- 
do las importaciones; y que en lugar de valorizar el peso unilateralmente se lo debía valo- 
rizar real y efectivamente aceptando su baja respecto de las demás, “porque así se levanta- 
rán, natural y espontáneamente las vallas que detendrán las posibles importaciones que 
provengan de ellos” (14), 

Con fecha 29 de setiembre de 1934, el Poder Ejecutivo propuso a la Asamblea Gene- 
ral -con la firma de Terra y su novel Ministro de Hacienda César Charlone- nuevas medidas 
financieras. Las mismas estaban centradas en un empréstito interno a oro que liquidaría el 
60% de las deudas cambiarias con el exterior, facilitaría la cancelación del resto, extingui- 
сіз el total de la Deuda Flotante, disminuiría en más del 7% la Deuda Pública Interna en 
circulación y facilitaría proseguir con los planes de obras públicas, permitiendo el ahorro 
privado por un' tiempo quedar en libertad para invertir en la Bolsa. 5e centraba en un 
préstamo a oro y a corto plazo que efectuaría el Banco República. La “Comisión de Ha- 
cienda y Fomento” de la Cámara de Senadores refundió este proyecto con el proveniente 
de la Cámara de Representantes, resolviendo el pago al contado del 30% de las nuevas 
deudas cambiarias, y el resto a cinco años con un interés del 3 1/2% anual, contemplando 
al comercio importador que había prometido a sus acreedores extranjeros “no acogerse a 
ninguna ley de moratoria que se sancionara en el futuro”. Calculaba que con una inver- 
sión de nueve millones y medio de pesos oro se adquiriría cerca de veintiséis millones de 
pesos papel, ahorrándose amortizaciones e intereses, confesando tener conciencia de la 
importancia de autorizar una exportación de oro del Banco República para facilitar la li- 
quidación de créditos bloqueados, dejando las ganancias de la operación en el país. Afir- 
maban que la contratación de un nuevo empréstito externo llevaría a prendar oro, dejan- 
do en el extranjero el beneficio de la operación (15). 


En la discusión del proyecto, se manifestaron diversas y contradictorias opiniones. 


El diputado Dupont Aguiar afirmó que no ocultaba que era libre-cambista, pero en 
las condiciones en que se vivía se definia como partidario del proteccionismo, propug- 
nando transformar a las importaciones en un instrumento de fomento a las exportaciones. 


Emilio Frugoni expresó que tanto el proteccionismo aduanero, como la política de 
restricción a las importaciones, al privar a la población de la baja de los productos interna- 
cionales en última instancia favorecía el alza del costo de vida. 


Guillermo Stewart Vargas reconoció que la campaña era la que pagaba los platos ro- 
tos, pues el país no era “más que una camicería de Sud América”, y estaba haciendo todo 
lo posible para enemistarse con los países compradores de carne, entendiendo que el prin- 
cipio de comprar a quien nos compre debia complementarse con el de “vender a quien 
nos vende”. Además llamó la atención que si los aranceles subían los precios del consumo, 
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ello repercutía en los costos de los productos exportables, que externamente perderían 
competitividad. 

Dardo Regules admitió que los países que compraban a Uruguay apremiaban insisten- 
temente para que se les abonara los saldos favorables pendientes, no dejando “una gran li- 
bertad de acción para poder tomar, en estos casos, todas las medidas que consideremos 
necesarias para llegar a una solución financiera libremente elegida por nosotros”. 

Advirtió que por el segundo artículo del proyecto, La Comisión de Cambios debía 
conceder a los comerciantes licencia de importación si éstos exhibían las divisas compra- 
das, o tenían un comprobante de pago correspondiente advirtiendo que se podría ir a un 
régimen de compra libre de mercaderías en el cambio negro, quedando en manos del Ban- 
co República la supervisión para interrumpir este comercio en el momento en que se con- 
ігагіеп los intereses de la economía nacional. 

El Ministro de Hacienda César Charlone afirmó que bajo el sisterna de Contralor de 
Cambios, entre 1931 y 1934, sólo se benefició a las importaciones, pero no a las exporta- 
ciones, manifestándose partidario de que las fuerzas privadas canalizaran el intercambio 
comercial (16). 

“¿Cómo se van a conciliar, -se preguntaba Charlone-, las reclamaciones del comercio 
que nos pide la suba del peso con la expectativa de los ganaderos que quieren que el peso 
quede situado en las cotizaciones de hoy?...” 

(Se calculaba que el peso valía veintisiete centésimos). 

Valorizaremos gradualmente el peso en la medida que convenga a los intereses genera- 
les de la economía. Pero yo anuncio desde ya, para tranquilidad también del sector agra- 
rio, que, en la medida en que se revalorice el peso y como compensación de esa revaloriza- 
ción, ampliaremos las franquicias en cambio libre concedidas a los productores... (17). 


Los riesgos ya los había advertido Frugoni: 

“Mucho me temo, señor Presidente -como lo manifestaba en la sesión anterior- de que es- 
temos en los preliminares de una política que conduzca a echar mano del oro del Banco 
de la República para manesteres internos y para fines de política económica, de política 
financiera, de política hidráulica o de cualquier otra clase de política” (18). 

El sistema de contralor y reparto de divisas fue impugnado, tanto por la serie de in- 
justicias e irregularidades que a su amparo se cometía, como por el hecho de alentar la 
existencia de un mercado paralelo o “negro”, «refugio de todo tipo de maniobras especu- 
lativas-, cuya masa de maniobra presionaba para que el peso se desvalorizara al amparo de 
las medidas restrictivas. El diputado Guillermo Stewart Vargas denunció: “fos importado- 

Г res principales, importantes, по iban a pedir un conjunto grande de divisas, sino que se re- 

Д partían; mandaban a siete, ocho о nueve, pero ellos cobraban primas, y es evidente, y es 
muy fácil probarlo, que hay más de un centenar de personas que han vivido, y han gozado 
de un sueldo mensual por este negocio de utilizar el cambio oficial para convertirlo en 
cambio negro. Esto nadie lo puede negar; y eso ¿por qué? Porque el cambio negro compa- 
tía con el cambio oficial y con el cambio del Estado...” (19). 

Por su parte, el diputado Adolfo Pérez Sánchez historió el origen de esta masa de ma- 
niobras marginal: 


“El cambio negro ha surgido de la falsa declaración del valor de las exportaciones, Ва sur- 
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sido de la exportación de cupones para ser cobrados en el exterior, de capitales situados 
en el exterior, pertenecientes a ciudadanos uruguayos, del contrabando y de toda evasión 
de capitales...” (20). 


(Una de las maniobras con cupones de títulos de deuda denunciadas, consistía en ir a 
Buenos Aires, depositar allí el cupón en un Banco y encomendarle su cobro en Londres o 
París, donde los banqueros tenían la orden de pagar cualquier cupón que se les presentara 
al portador, de acuerdo al contrato de comercialización oportunamente suscrito) (21). 


El comercio importador, el alto comercio, fue atacado. Dijo Stewart Vargas: 


pd el ale dif ql td a e los únicos que 
se han beneficiado de todas las medidas financieras y económicas que ha tomado el 
país” (22). 

Frugoni dejó sentado que Uruguay, pese a las declaraciones oficiales, no vivía en un 
sistema de “economía dirigida” sino de “cambios intervenidos”. 

Afirmó que la misión del Banco República como distribuidor de divisas había contri- 
buido a quebrantar su autoridad moral ante el comercio, ya que estaba sujeto a influen- 
cias perturbadoras y corruptas. 

Y que la masa de dinero que se adeudaba al extranjero, había colocado al país frente 
a actitudes vejatorias a su dignidad, ya que las cancillerías diplomáticas reclamaban su pa- 
go sugiriendo tomar medidas como el “clearing-house”, con la que Inglaterra amenazó a 
Alemania (si no se les abonaba a los comerciantes ingleses sus deudas, Inglaterra las des- 
contaría de las compras efectuadas). 

Se mostró partidario de que el Estado retuviera las divisas necesarias para sus servicios 
indispensables, y que el resto se volcara en el mercado libre (23). 

Otro de los puntos controversiales fue el de la integración de la “Comisión Honoraria 
de Importación y Cambios”. Un proyecto firmado por un grupo de senadores aumentó en 
dos el número de sus integrantes: además de los siete ya citados, se integraría con un re- 
presentante de los bancos privados nacionales y otro de las cooperativas de consumo (24). 


La Comisión que estudió el asunto propuso Hevarla a quince miembros, con doble nú- 
mero de suplentes. Este fue el criterio finalmente aprobado. La Comisión quedaría inte- 
grada por: un representante del Poder Ejecutivo que ejercería la Presidencia; dos del Po- 
der Legislativo; 1 del Banco República; dos de la Cámara N. de Comercio; dos de la Cáma- 
ra de Industrias; 1 de los bancos nacionales; 1 de los bancos extranjeros; 1 de las cámaras 
de comercio extranjeras; 1 de la Asociación Rural; 1 de la Federación Rural; 1 de las coo- 
perativas de consumo, y uno del “consorcio representantes de fábricas” (25). 


Se aprobó finalmente que su cometido sería el de establecer cuotas individuales a las 
diferentes casas o firmas importadoras, para hacer más equitativa la distribución de divi- 
sas. 


Se rebajó a diez millones de pesos, con un plazo de amortización de seis años al 3 1/2 % 
de interés, el monto de la segunda serie de Obligaciones Amortizables; se decidió liquidar 
el activo de la “Caja Autónoma de Amortización”; se facultó al Banco República a utili- 
zar diez millones de pesos oro para la adquisición de títulos de Deuda Externa, que inte- 
graria a su encaje por el valor de adquisición o por su cotización cuando ésta sea inferior a 
su costo (Ley de 9 de noviembre de 1934) (26). 
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La “Ley de Reajuste Económico y Financiero” de 1934 no encaró el controlar de Jos 
mecanismos de comercialización de la riqueza exportable del país, sino que apuntó a dis- 
tribuir sus resultados por medio de una comisión en la que se integró a todos los sectores 
interesados. 

Por su intermedio se dirigió las adquisiciones del país, instaurando el principio genéri- 
co de la bilateralidad, afectando los principios de la libertad de comercio, con conciencia 
de la imposibilidad de dictar normas a nivel mundial y reconociendo el carácter depen- 
diente del país. 

Intentó restituir al comercio importador el crédito de que había gozado, y que había 
perdido por la acumulación de millones фе divisas adeudadas. 


Quiso devolver al tenedor de papeles públicos la confianza de antaño; para permitir al 
Estado continuar con sus planes de obras públicas. 


Para este último fin no vaciló en desafectar de su inmovilismo al oro del Banco Repú- 
blica, canjeándolo por títulos de deuda, augurando cuál sería el futuro camino por el que 
se encaminaría a la economía nacional. 


La política cambiaria y el Decreto de I de Agosto de 1934. 


Las medidas tomadas se complementaron con un decreto aprobado cuando esta ley 
айп seguía su trámite parlamentario. 

El mismo, al igual que otro anterior de 1933, con un criterio realista, aceptó la desva- 
lorización del peso para favorecer al sector exportador. 


En julio de 1933 se creó el denominado “cambio compensado” con una prima de 
40% sobre el cambio oficial, recibiendo la lana lavada 25% de los compensados, cueros sa- 
lados el 20% y cueros secos el 50% (27). El cambio oficial se distribuyó prioritariamente 
para pagar los intereses de la deuda externa y el servicio de la “Caja A. de Amortización”; 
para adquirir combustible; para las necesidades estatales y de las compañías de servicios 
públicos; para las importaciones que requería la industria nacional, (preferentemente las 
de las fábricas que utilizaran mayor número de obreros y mayor proporción de materia 
prima nacional); para la introducción de artículos de primera necesidad. 

El decreto de 1 de agosto de 1934 legalizó el mercado negro, creando el “cambio li- 
bre dirigido”. Se establecieron proporciones variables de cambio libre a las que se liquida- 
rian las divisas provenientes de la exportación -que luego serían levemente corregidas-: 
cueros el 40% ; carne y lino, el 50% ; lana el 65% ; y demás productos el 90% . 


Los costos industriales se vieron afectados por la suba de las materias primas de ori- 
gen agropecuario, y porque las importaciones se debían hacer con cambio libre, lo que 
motivó quejas del sector. 


Pero la creación de la Comisión Honoraria de Importaciones aseguraria mayos protec- 
ción a los industriales (28). 
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El “revalúo” de 1935. 


En junio de 1935, el Poder Ejecutivo -con la firma de Terra y sus Ministros- envió al 
Parlamento un amplio proyecto de ley que entre otras cosas proponía la revaluación del 
oro y la plata en poder del Banco República. 


El mismo sufrió algunas modificaciones en la respectiva comisión del Senado, que lo 
aprobó y elevó a Representantes a fines de julio de ese año. 


Al salir del Senado, el proyecto constaba de 51 artículos. En lo fundamental propo- 
nía: 


1) La creación de un Departamento de Emisión en el Banco República que tendría a 
su cargo la emisión de billetes con carácter de privilegio exclusivo, y la custodia y adminis- 
tración del encaje en oro y plata que pasarían a ser propiedad de su Tesoro; y la vigilancia 
y fiscalización de las disposiciones que se dictaran para la banca privada, tanto nacional 
como extranjera. 

Lo gobernaría un Consejo Honorario integrado por el directorio del Banco Repúbli- 
ca, un delegado de la banca privada nacional y otro de la extranjera {ambos representati- 
vos de instituciones afiliadas al Clearing}, otro por las Cámaras de Industria y de Comer- 
cio, y un último por las gremiales rurales. 


Además se estipulaba que el Banco República mantendría en todo momento un enca- 
je de billetes equivalente al veinte por ciento del total de depósitos, y que formaría un 
“Fondo de Divisas” con el cambio extranjero y títulos de Deuda Externa соп circulación 
e intereses pagaderos en el exterior-, para regular el valor internacional del peso. 


Se facultaba al novel departamento a entregar al Banco hasta diez millones de pesos 
para ser utilizados exclusivamente en el redescuento de documentos bancarios, extendidos 
a un plazo no mayor de 180 días y con exclusión absoluta de las obligaciones estatales. 


2) Se destinaba a aumentar el capital del Banco República -hasta la cantidad de trein- 
ta y cinco millones autorizados en 1926-, y sus reservas, los títulos de deuda externa can- 
jeados por el Ejecutivo, y las eventuales utilidades que produjera su liquidación. 


3) Se proponía revaluar la existencia de oro y plata del Banco, sobre la base de la 
equivalencia del peso en el cambio oficial, de acuerdo al promedio de los doce meses ante- 
riores a la aprobación del proyecto. 


Además se establecía que esta operación produciría una ganancia estimada en más de 
$ 48 millones, de los que se utilizarían casi doce para cancelar cuentas pendientes, y el 
resto se invertiría en efectivo. 


En síntesis: se creaba un departamento especializado en el trazado de la política mo- 
netaria del país, en cuya labor participarían la banca privada y los sectores productivos y 
comerciales; se ofrecía a los tenedores de deuda externa retenida en los bancos sustituir 
sus valores por deuda interna; se invertiría los dos tercios del “sobrevalor” del oro para fa- 
vorecer directa o indirectamente al sector rural, у el resto para paliar las consecuencias so- 
ciales de la crisis (salarios por desocupación, viviendas populares) (29). 


Las alteraciones que el proyecto original sufrió en la Cámara de Senadores, se debie- 
ron en gran parte al trabajo de su “Comisión de Hacienda y Fomento”, que elaboró un 
sustancioso informe. El mismo fue suscrito por Domingo Bordaberry, Aniceto Patrón y 


Lizardo R. González. Si los nombres siempre importan, ello encuentra su confirmación en 
este caso, уа que los dos primeros citados eran conspicuas figuras del grermnialismo rural, y 
habían estado vinculadas al desaparecido “Comité Nacional de Vigilancia Económica”. 


Obra suya es la sustancial modificación que sufrió el régimen de gobierno del Depar- 
tamento de Emisión de! Banco República al incorporar а delegados de la banca, comercio, 
industria y sector rural; ya que el Ejecutivo había propuesto que fuera integrado por el di- 
rectorio del Banco con el asesoramiento de un Consejo Consultivo Honorario compuesto 
por delegados de los sectores interesads, y ahora representados. 


Afirmaron que el tipo de revaluación era “prudente”, “acaso el más conservador de 
todos”, coincidente con el escogido por Argentina. 


Tranquilizaron de que el plan no traería un aumento desmesurado del emisionismo y 
la inflación. 

Recordaron que a comienzos de 1935 el Poder Ejecutivo bloqueó en los bancos de 
plaza la exportación de títulos y cupones de deudas, con la finaliad de crear un fondo par- 
ticular de divisas, estimando que entre 1931 y 1934 emigraron clandestinamente aproxi- 
madamente veinticinco millones de pesos por ese medio. 


Se mostraron felices de que el nuevo régimen de emisión sería exclusivamente metáli- 
co, clausurando la vía adoptada en enero de 1932 cuando se dispuso que los títulos de 
deuda externa del país podían computarse por oro para integrar el encaje metálico, po- 
niendo en práctica el principio del “gold exchange standard” “en la más degenerada de 
sus formas”. 


Confesaron que habían aumentado la asignación del Banco Hipotecario para la rebaja 
del interés de las hipotecas al 4% en los tres años siguientes a la sanción de la ley, en me- 
dio millón de pesos; que elevaron a dos millones de pesos la cantidad asignada al fondo de 
primas al ganado para que se pudiera distribuir la vigente del 20% en los próximos tres 
años; que destinaron sumas para la creación de una Escuela Agropecuaria y Lanera y para 
la lucha contra la langosta y para otros fines, que compensaron con “reducciones en otros 
rubros” (30). 


En una exposición ante el Consejo de Ministros, el titular de Hacienda Dr. César 
Charlone había explicitado algunos de los fundamentos del proyecto. 


Entendia que el mismo ponia fin a la confusión existente entre las tres funciones del 
Banco República: moneda, crédito y cambios. Es decir, que en el futuro se podría adop- 
tar una política crediticia sin menoscabar el valor de la moneda y regulando su equivalen- 
cia con otros signos monetarios. 


Ello se debía hacer respetando la estructura externa del Banco sin limitar “еп forma 
alguna la jerarquía e importancia de una institución que la confianza y el consenso públi- 
co han consagrado definitivamente”. 


Consideraba absurdo que una libra oro valiera legalmente $ 4,70 (como en el siglo 
XIX), y el dólar $ 0,96, cuando en Inglaterra y Estados Unidos el oro costaba un 40% 
más que el valor de cambio de sus divisas. Por lo tanto el Banco República, que tenía ava- 
luadas las libras oro a esa vieja cotización, al transferirlas al Departamento de Emisión de- 
bía cotizarlas de acuerdo al cambio ofieial ($ 10,20 contra $ 21,00 en el libre). En esa 
conversión estaría la ganancia de la operación que luego se distribuiría para apuntalar fun- 
damentalmente al sector rural. 
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Además hizo hincapié en que el régimen emisionista al que estaba autorizado el 
Banco República, tenía reminiscencias históricas, de una época en que se limitaba la emi- 
sión a la banca privada para conceder mayor seguridad al poseedor de billetes (31). 

En la Cámara de Representantes afirmó que el concepto de revaluación no era de @, 
que iba implícito en toda idea de devaluación, y que ya había sido esbozada en 1931, 
1933 y 1934 por los doctores Rodríguez Larreta, Martín С. Martínez y Manini Ríos. 

Dijo que la medida ofrecía perspectivas para los capitales uruguayos que habían emi- 
grado (estimaba en quince millones de pesos el capital que había buscado refugio en Esta- 
dos Unidos). 

Insisitió en que era necesario la restitución de los ingresos a los productores rurales 
confiscados por el viejo contralor de cambios, y advirtió que la medida no salvaria a los 
terratenientes que no explotaban la tierra de producción para el bien de la sociedad. 

En respuesta al senador Eduardo У, Haedo y a la bancada herrerista, expresó: 

“En este саро, para un primer y definitivo revalúo nos hemos puesto de acuerdo; pero es- 
toy seguro que no podríamos ponernos de acuerdo para un segundo revalúo, cuya iniciati- 
уа по partirá de nosotros” (32). 

Eran palabras que conviene recoger... 

Entre los discrepantes a este proyecto, se encontraba el diputado Carlos Manini Ríos. 

Entendió que era preferible un préstamo del Banco República al Estado, que una de- 
valuación prematura; que no había habido aumento de riqueza sino una “ficción” en el 
aumento del valor del oro; que se debía reducir a cinco el número de administradores del 
Departamento de Emisión del Banco República (un representante de la industria, comer- 
cio y producción rural; un representante de la banca privada nacional y extranjera; un de- 
legado del Poder Ejecutivo y dos delegados del directorio del Banco República)»; que se 
debía crear un departamento autónomo dentro del Banco República al que se le confia- 
rían las operaciones y funciones del Departamento de Crédito Rural, más las secciones de 
Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario incorporadas ; que se debía exten- 
der el plazo de aplicación de los resultados del revalúo de tres a cinco años (33). 

También su padre, el senador Pedro Manini Ríos, antecesor de Charlone en el Minis- 
terio de Hacienda, se mostró desconforme con la medida, previa confesión de que conser- 
vaba su “solidaridad cardiaal” con el movimiento marzista. 

Afirmó que “la devaluación supone el revalúo y revaléo supone la devaluación”. 

Fue partidario de una devaluación que estabilizara de una manera definitiva el valor 
del peso. Alertó de que la medida en sí no era para movilizar la producción exportable, 
dado que el peso uruguayo estaba ya devaluado en el exterior en cuatro veces su valor. Di- 
jo que lo que Charlone se proponía era obtener fondos para el Estado para “apuntalar ser- 
vicios públicos cuya vida actual amenaza ser perturbada por la falta de recuos”. 

Calificó la medida propuesta de “híbrida” e “incompleta”, y manifestó su temor de 
que fuera el inicio de futuros revalúos (34). 

El Dr. Horacio Abadie Santos asumió la representatividad de la bancada riverista, dis- 


crepante en el “modus operandi” y la oportunidad de la reforma monetaria, proponiendo 
esperar hasta enero para comprobar si el Presupuesto Nacional y la balanza de cuentas es- 


taban equilibrados, investigando luego la cantidad de oro que podía contener la moneda, 
pero recordando que ya en mayo de 1934 Pedro Manini Ríos habia fijado como necesi- 
dad inexorable estas medidas. 


Además mocionó para que el Departamento de Emisión se redujera a cinco miem- 
bros, alertando que en la composición propuesta los cinco directores del banco estatal po- 
dían en determinados casos “aplastar” ей la votación a sus competidores -los banqueros 
privados-, extrañándose del afán de sorneter el departamento al Banco. (Charlone replicó 
que si se consagraba la autonomía abosluta del Departamento de Emisión, la moneda na- 
cional sería gobernada por los intereses privados) (35). 


El diputado Mario Dupont Aguiar alertó sobre el inflacionismo que iría a provocar la 
ley, y la consiguiente elevación del costo de vida, creyendo que el momento propicio para 
buscar estabilizar la moneda sería al arribarse al punto mínimo de la declinación econó- 
mica, presumiblemente en 1936 en que vencía el tratado con Inglaterra. Lo prudente se- 
ría revaluar en ese momento, reservando los recursos para la campaña, para que los gana- 
deros pudieran transformar sus establecimientos en granjas, presumiendo que la industria 
de carnes de calidad se volvería antieconómica. Desechó la posibilidad de ir a un emprésti- 
to externo -ya que el Estado se había declarado insolvente-, y de uno interno puesto que 
nuevos papeles dificultarían la absorción de los ya existentes (36). 


Por su parte, Guillermo Stewart Vargas, teniendo en cuenta que si se hacía un revalúo 
al cambio oficial, quedaría para instancias futuras la posibilidad de otros con el dirigido e 
incluso el negro, se mostró preocupado por la inyección de optimismo oficial que provo- 
caria. Dijo que la reconstrucción vendría de la campaña, a pesar de que había estado so- 
metida a una política impositiva de “malón”, que con esta medida se favorecería al co- 
mercio importador que tenía stock de mercaderías, y que antes de adoptarla era necesario 
que regresaran capitales antipatrióticos que habían emigrado para adquirir títulos de deu- 
da en Londres y Nueva York a menos de su costo, cobrando en divisas amortizaciones e 
intereses. Apoyó un folleto que sobre el tema habia escrito Martínez Lamas, en que afir- 
mó que se invertiría una gran suma en fines ajenos a los rurales, que el problema económi- 
co nacional no se solucionaria aumentando el gasto público, con un presupuesto público 
que duplicaba las exportaciones del país, que si no se aumentaba el rendimiento rural el 
sector no podía hacer frente al endeudamiento, y que no se abordaba ni la intensificación 
de las exportaciones ni la revisión del sistema impositivo que causaba la emigración de los 
capitales rurales hacia la ciudad (37). 


Frugoni dijo que este revalúo abriría la puerta de otros futuros, que alejaría al país de 
las condiciones necesarias para reintegrarse al patrón oro cuando las grandes naciones del 
mundo lo hicieran, y que en lugar de distribuir dinero para evitar el resquebrajamiento de 
la estructura agraria había que provocarlo, advirtiendo que ahora el Banco Hipotecario te- F 
nía la gran oportunidad “para hacerse dueño de grandes extensiones territoriales dedicán' 
dolas a fines de mayor producción científica” (38). 


Dardo Regules se preguntó cómo se saldría del revalúo cuando se hubiera gastado la 
plata, o sea en 1938, y propuso utilizar su resultado con fines exclusivamente monetarios 
(39). 

Por su parte el senador Dr. Francisco Accinelli confesó haber aprendido mucho en las 
discusiones de la Comisión de Hacienda, donde varios eruditos en la materia y represen- 
tantes de la banca nacional discutieron ampliamente el proyecto (40). 
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El 14 de agosto de 1935 se aprobó el revalúo. 


Eduardo Acevedo Alvarez estimó que el revalúo de las existencias de oro y plata pro- 
porcionó al Estado un beneficio de aproximadamente cuarenta y nueve millones de pesos. 


Casi doce millones se destinaron a cancelar deudas pendientes, doce millones a obras 
públicas, más de tres millones a rebajar el interés al 4% de los préstamos rurales acordados 
por el Banco Hipotecario, medio millón a viviendas obreras, seiscientos mil pesos a sala- 
rios por desocupación, cuatrocientos cincuenta mil pesos a la lucha contra la langosta, dos 
millones de pesos al servicio de primas a los ganaderos. 

La apertura de una línea especial de redescuentos para la banca privada fue escasa- 
mente utilizada por ésta: al 30 de junio de 1937, de los diez millones autorizados sólo fi- 
guraban en el balance del Banco por este concepto $ 781.260 (41). 


Sobre los resultados del revalúo los contemporáneos discreparon. 

Pese a que la distribución de las supuestas utilidades de la operación Бепебсізгіап 

sustancialmente al sector agropecuario, algunos pro-rurales como Julio Martínez Lamas se 
mostraron desconformes: 
“Ej tiempo ha dado completa razón a lo que entonces dijimos -escribió en ¿Adónde 
vamos?- los 50 millones emitidos no hicieron cultivar una hectáres más, ni recoger una es- 
piga ni un vellón más, ni criar una vaca más, ni incorporar al trabajo del país un bombre ni 
un peso más de Јо que anteriormente habja”, 

Ahorrar, limitar los gastos en lo posible y fomentar las exportaciones era -según Mar- 
tínez Lamas- la fórmula que las circunstancias aconsejaban. Pero la devaluación sirvió para 
aumentar еі gasto público y privado, incrementar las importaciones y en particular, las 
suntuarias (42). 

Ricardo Cosio advirtió en Moneda que el revalúo era un paso previo en el camino de 
la desvalorización de la moneda: 


“Si la desvalorización se hizo en nombre exclusivo de la producción y en su provecho y en 
perjuicio exclusivo del consumo, hoy que esa desvalorización, por un rebuscado conduc- 
to, de una “utilidad”, ¿a quién había que atribuiria? No puede ser sino a desgravar el cort- 
sumo” (43). 

Octavio Morató señaló que la operación consistió en disminuir en algo más de su pa- 
ridad tradicional el valor del peso uruguayo, operación que produjo en los libros del Ban- 
co República una utilidad de más de cincuenta millones de pesos: 

“Esos fondos, creados de una manera parecida а la de Aladino frotando la lámpara mara- 
villosa, fueron destinados en su casi totalidad a fines de orden financiero; во monetario ni 
económicos...” (44). 

Eduardo Acevedo Alvarez precisó que al no alterarse el contenido oro del peso, vigen- 
te desde 1862, no se debía hablar de “revalúo”, sino de un mayor poder de emisión mo- 
netaria (45). 

El diputado Mario Dupont Aguiar señaló en 1937 que la ley de 1935 había provoca- 
do un encarecimiento de la vida del orden del 15 al 20% (46). 


De tenerse que calificar la medida, se podría decir que fue una operación de comer- 
ciantes minoristas, ya que se tomó del activo del BROU la inflación incorporada, y se le 
dio una utilidad como si se tratara de una ganancia real. 
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El emisionismo siguiente, subió el costo de vida y repercutió negativamente sobre los 
sectores asalariados. 


Se lo destinó a aliviar el endeudamiento rural y a otros fines del sector, pero siempre 
dentro de la estructura agraria existente. 


El Estado financió la continuación de sus medidas para sortear la crisis (obras públi- 
cas, viviendas económicas, y salarios por desocupación), y para resolver algunos de sus dé- 
ficits. 

Obviamente el recurso tendía a no concretar una nueva deuda en plaza, y estaba in- 
serto еп із política existente de intentar sanear los títulos y recuperar la confianza perdi- 


Pero existió otro punto importante. Y lo fue la creación del departamnto de emisión 
del Banco República, que fiscalizaría el sistema bancario nacional y que emitiría en el fu- 
turo moneda con la participación activa de todos los sectores económicos interesados, pe- 
ro con exclusión de aquellos que más podrían sufrir los resultados de sus resoluciones: 
asalariados, cooperativistas, etc. 

Además se reconoció a la banca privada como sector, dándosele el derecho de partici- 
par en el control de la moneda y en el trazado de la política bancaria nacional de la que 
serian actores, fiscales y miembros del jurado. 


1937: Cambia la política de cambios. 


El problema cambiario del país consistía en que junto al cambio oficial, se había de- 
sarrollado el cambio clandestino. Era ésta una modalidad especulativa, pero también una 
forma de oposición al contralor del comercio de divisas que el Estado había otorgado al 
Banco República en 1931. 


Según Eduardo Acevedo Alvarez, último Ministro de Hacienda del Consejo N. de Ad- 
ministración, las fuentes nutricias del cambio negro eran el comercio de contrabando -fun- 
damentalmente lanas y carnes al Brasil-, el menor aforo de muchos productos que valían 
más en plaza -la lana fue en 1933 aforada un 25% menos que el precio real-, la declaración 
por menor cantidad en las exportaciones (47). 


A ello se le sumaba la maniobra de mandar a cobrar en el exterior, en divisas, los cu- 
pones de la deuda externa radicados en el país. 


Obviamente que en esta actividad participaron poderosos intereses económicos. 


El Banco República reaccionó y autorizó en febrero de 1934 a uno de los sectores 
más afectados por la creación del Contralor de Cambios, la banca privada, a comercializar 
el cambio “libre”. 

Por lo tanto, en 1934, el panorama cambiario se componía de diversas cotizaciones 
para un mismo signo extranjero: la del cambio “oficial”, monopolizado por el Banco Re- 
pública, destinado a cumplir los compromisos del Estado, y nutrido con el valor declarado 
de las exportaciones; el cambio “compensado” (que implicó una carestía del 40% sobre la 
cotización del tipo oficial, y que se reservó para las exigencias del trabajo y del consumo |; 
y el “libre”, sujeto al contralor del Banco República en la adjudicación de los totales a 
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las instituciones bancarias para su comercialización, pero cotizado según la oferta y la de- 
manda. 


A partir de ahí, para beneficiar o restar rentabilidad a una actividad, bastó con asig- 
narle divisas extranjeras baratas o caras. Los exportadores recibieron a raíz de los decretos 
del 1 y 24 de agosto de 1934 porcentajes de cambio libre para compensarlos de la “quita” 
que implicaba el sistema cambiario anterior (las libras que valían doce pesos en el merca- 
do libre, les era abonada por el Banco República al tipo oficial de $ 6,30) (48). 


Es decir, que el sistema cambiario se constituyó en un instrumento estatal para mane- 
jar la distribución de la renta nacional. 


Paralelamente, industriales y consumidores se quejaban de que sus insumos no eran 
contemplados con el cambio oficial. O si se prefiere, mientras al sector exportador se le 
permitió comercializar un porcentaje variable de sus recaudaciones a la cotización más al- 
ta del mercado, las compras que industriales y comerciantes debían efectuar en el extran- 
jero se hacian con dinero caro. 


En 1935, existían tres tipos de cambios: el “oficial”; el “libre dirigido” que servía al 
comercio y la industria; y el “libre absoluto” utilizado para el turismo, remesas al extran- 
jero y compra de títulos, 

Un decreto de 10 de enero de ese año ratificaba disposiciones de noviembre de 1934, 
autorizando a las instituciones bancarias a la venta de cambio “libre dirigido” sin limita- 
ción a los importadores autorizados, pero fijando un máximo a cada institución bancaria 
de acuerdo a su importancia en el mercado (49). 


En julio de 1936, y en enero de 1937, una nueva distribución en el porcentaje de di- 
visas contempló a los exportadores y algunas actividades nacionales. 


Así las exportaciones de cueros curtidos, quesos y saladeros recibían la totalidad de 
sus ventas a la cotización del cambio libre. 


Por su parte la minería, viticultura, granja, calzado, manufacturas podían gozar en un 
100% de las ventajas del cambio dirigido. | 

Los frigoríficos del 80% del cambio oficial, y las lanas sucias del 35% del idéntico ti- 
po (50). 

Los frigoríficos industria mayoritariamente en manos del capital extranjero, fueron be- 
neficiados con otras medidas: a partir de diciembre de 1936 se les abonó el equivalente al tri- 
buto que pagaban en Londres las carnes enfriadas y congeladas, financiándose con la trans- 
ferencia del cambio oficial al dirigido (Decreto 6 de Marzo de 1937); se les otorgó un sub- 
sidio de $ 0,025 por quilo neto de carne conservada remitida al exterior con excepción de 
Inglaterra (Decreto 6 de Marzo de 1937); se determinó que el 30% de las letras correspon- 
dientes a la exportación de carnes se afectarían al pago de las primas y subsidios antes 
nomt rados y el 20% restante se adjudicarían directamente a los frigoríficos, por lo que el 
Estado perdía el beneficio de los cambios en el rubro carnes (Decreto 23 de Agosto de 
1937) (51). 


Por esta fecha уз el peso uruguayo había emprendido su revalorización, lo que inci- 
dió en algunas transformaciones en el régimen de importaciones. 


El 3 de marzo де 1936 se modificó la constitución de la “Comisión Honoraria de im- 
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portaciones y Cambios”. La medida, tomada al amparo de que existian divisas en plaza, 
afectó al sector rural que perdió sus delegados en la misma. 

Un decreto del 22 de mayo de 1937 promovió una reconsideración en las importacio- 
nes de algunos artículos de primera necesidad como combustibles, sal, yerba, papas, fijan- 
do un régimen de divisas más suaves (52) 

Eran los prolegómenos del decreto del 4 de diciembre de 1937 que introdujo las dife- 
rencias de cambios, aceptando la valorización del peso y abandonando la política subva- 
luadora que había beneficiado a ganaderos y frigoríficos: las libras de exportación que se 
compraban entre $ 8,75 y 9, pasaban a cotizarse a 7,60. Se vendían al Estado y empresas 
públicas a $ 8,00, y a las empresas privadas a $ 8,75. 

Este viraje de la política oficial fue acompañado por una serie de medidas que benefi- 
ciarían a la industria: se reestablecieron Jos permisos previos a las importaciones y se rear- 
ganizó el contralor de importaciones y exportaciones (53). 

Claro que juzgar la actitud gubernamental frente a la industria únicamente por la po- 
lítica de cambios resulta parcial, ya que pese а que en la primera hora los ganaderos Fue- 
ron beneficiados por ella, los industriales gozaron de las ventajas adicionales de la política 
de restricción a las importaciones y también de una política salarial que no se acompasó al 
alza del costo de vida. 


De la política deflacionista a la política inflacionista. 


Si bien la historia aún no ha acometido el estudio de la inflación en el Uruguay, los 
testimonios coinciden en que en este período ella jugó un papel importante. 

Uno de los resortes que posee el Estado para estimular una política de efectos infla- 
cionista o deflacionista, es volcar o retirar billetes a la circulación monetaria utilizando el 
monopolio de emisión concedido al Banco República. 

Sin embargo este indicador no es suficiente para explicar la existencia de la inflación, 
que muchas veces se ve incrementada por la importación de inflación externa, y que Tes- 
ponde a las leyes de la economía general. 

Simplemente sirve para manejar la política crediticia y sus tasas: una menor existen- 
cia de billetes provoca la retracción o dificultad en los créditos con el consiguiente au- 
mento de las tasas de interés bancario. 

Por otra parte, la emisión en circulación está en relación directa con la existencia de 
oro, ya que la circulación de billetes puede aumentar no como resultado de una política 
deliberadamente inflacionista, sino acompañando el incremento de las reservas de oro. 
(Cuadro No. 7) 

La columna del oro muestra un descenso continuo, a excepción de un leve repunte en 
1933. 

La emisión circulante de dinero se acompasó en tres ritmos: entre 1928-32 se siguió 
una política emisionista; entre 1933 y 1935 se aplicó una política de efectos deflacionista 
(se retiró dinero en circulación); a partir del revalúo nuevamente se pasó a una política de 
efectos inflacionista. 
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Cuadro No. 7 


BANCO REPUBLICA — EMISIÓN EN CIRCULACIÓN Y EXISTENCIA DE ORO 


Айов Emisión en circulación Oro en Caja 
(millones de pesos) (millones de pesos) 
1928 72:4 66:1 
1929 71:3 65:9 
1930 74:1 58:5 
1931 81:0 50:9 
1932 84:6 45:7 
1933 > 78:3 48:6 
1934 796 46:6 
1936 88:5 46:4 
1937 90:7 42:8 


Fuente: Anuarios Estadisticos de la R.O. del Uruguay. 
Boletin Ministerio de Hacienda. 
Mensaje del P.E, a la Asamblea General (1927-1932). 
Revista del Banco de la R.O. del Uruguay - Año 1 - No. 3 - Octubre de 1942. 


El “reavalúo de 1938. 


En 1938 se alteró el contenido oro de la moneda uruguaya que la ley de 1862 fijó en 
| gramo 556 por peso. La medida quitó a la unidad monetaria el 62% de su oro, ya que 
pasó a contener 0 gramo 585. 


El Ministro de Hacienda César Charlone -responsable técnico de la medida- explicó en 
la Cámara de Representantes que era una posición intermedia entre la inflación y la defla- 
ción, denomninándola “*reflación”. Reconoció que por la moneda dirigida el sector agrope- 
cuario había recibido un “surplus de ganancias o ingresos de $ 170 millones, gracias a los 
cuales toda la economia nacional fue saneada, vivificada y expansionada”. 

De este total, 32 millones se dedicaron a reducir el pasivo hipotecario; 18 a deudas 
bancarias; 50 aumentaron el ahorro nacional; 70 permitieron al país financiar con su pro- 
pio capital los planes de obras públicas y construcciones privadas. 

“Todo esto lo hemos realizado -dijo- con nuestros recursos, sin pedir dinero prestado 
al extranjero y, por el contrario pagando a éste los 62:000.000 de deudas cambiarias que 
se recibieron de la vieja Administración”. 

Afirmó que la medida propuesta tenía el aval de la banca nacional y extranjera, el co- 
mercio y la industria, y el sector rural. 
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Para Charlone el mal histórico del país había sido contar con una moneda cara, sobre- 
valuada, que no mantenía concordancia con el nivel de los precios internacionales, sin te- 
ner en cuenta que se extraían los recursos del exterior. 

Para mantenerla en un nivel vecino a la paridad del oro, se había acudido a la inyec- 
ción de empréstitos extranjeros: en 1921 se importaron ocho millones de oro; en 1926 
treinta más; en 1930 se tomaron prestados otros diecisiete, 


Pero a partir de 1929, el precio oro de los productos que exportó Uruguay fue un 
30% con relación a la época normal, y en los otros productos fue del 37 1/2%. De ahí que 
se buscaba una posición monetaria que represente 38% de la vieja paridad. 


Afirmó que de acuerdo a las conclusTones de la Junta de Carnes -integrada entre otros 
por frigoríficos y las gremiales rurales-, si no se modificaba la posición cambiaria se perde- 
ría mercados para la carne (Argentina y Brasil concedían al exportador casi la totalidad 
del cambio) (54). 

El diputado Carlos Aznárez entendió que este revalúo era un impuesto al consumo. 
Mario Dupont Aguiar recordó que en noviembre el Banco República no había podido 
atender los pedidos del comercio, que el mercado lanero estaba paralizado y que los pro- 
ductos agropecuarios habían descendido de precios. 

Emilio Frugoni expresó que era un estímulo para que los ganaderos se conformaran 
con vender sus lanas a precios más bajos, permitiendo que los comerciantes cumplieran 
sus compromisos y pudieran continuar sus importaciones. Pero reconoció que también los 
frigoríficos ganarían con la medida, pues estaban obteniendo por las carnes $ 6,45, y aho- 
ra se les abonaría $ 7,60. 

Adolfo Pérez Sánchez preguntó cuál iba a ser la situación de empleados y jornaleros, 
“cuando la miseria penetre en sus hogares y la economía doméstica se resienta fundamen- 
talmente porque las entradas no alcanzan a cubrir el costo de la vida” (35). 

En rigor, a partir de la crisis de 1929, las principales monedas del intercambio comer- 
cial mundial -libra, dólar, franco- habían perdido entre el 40 y el 50% de su valor. Es decir 
que en primera instancia la inserción externa del país obligaba a tomar esa medida para 
mantener la capacidad competitiva. 

Pero en los hechos, se utilizó parte del oro acumulado durante décadas en sustituir 
los fondos externos para financiar planes de obras, en cumplir con los compromisos exter- 
nos, en apuntalar al sector agropecuario exportador, en la instrumentación de planes gu- 
bernamentales. 

La desvalorización del peso favorecería al sector exportador, permitiría a comercian- 
tes e industriales proseguir sus actividades, revaluaría propiedades y mercaderias, y perju- 
dicaría a quienes vivían de un salario. 

Entre lo que la crisis se llevó, además de parte del stock de oro del Banco República 
que se distribuiría interna y externamente, hay que contabilizar la tradición orista del 
país, en la que desde el siglo XIX se asentaron los principios de lo que se entendía como 
economía “sana”. 

Uruguay se manejaba ahora con los postulados de la economía doméstica: lo que se 
lograba acumular en épocas de bonanza debía servir para salir del paso en los periodos 
críticos. 
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El quid del asunto era en cómo se hacía esa distribución de riqueza. Y Charlone ha- 
bía sido siempre claro al respecto: había que estimular al sector ganadero hasta tanto las 
condiciones externas restituyeran іа rentabilidad perdida (a pesar de que impositivamente 
se había hecho mucho por favorecerlos). 

En la medida en que era la expansión de las exportaciones la que podía sufragar -Se- 
gún el oficialismo- la infraestructura industrial, el destino de unos estaba en relación di- 
recta al del otro. 


Es decir que existía consenso en que la ganadería era la base de la economía nacional, 
razón por la que el oro no se utilizó para reforzar con créditos abundantes y baratos al 
sector industrial. 

Es que la industria era vista no en su potencialidad divessificadora de exportaciones, 
sino en función del mercado interno y la absorción de mano de obra. 


La financiación externa. 


Entre 1903 y 1930 el pais había tenido la posibilidad de recurrir a la financisción ex- 
terna para impulsar el modelo de desarrollo deseado -independientemente de si se utilizó 
o se pudo utilizar los recursos existentes рага esa finalidad específica-. Existió un mercado 
de capitales internacionales, y a él se recurrió por diversos motivos. 

La década del treinta conocerá el corte abrupto de ese chorro; la crisis de confianza 
en las operaciones bursátiles en los principales centros financieros mundiales -no fue gra- 
tuito que el debacle comenzara en la Bolsa de Nueva York-, y las presiones de los inversio- 
nistas por el cumplimiento en el pago de los intereses y amortizaciones pactados. 


En 1934, la Revista Económica Sudamericana -vinculada a la Cámara de Industrias-, 
transcribía un artículo de la publicación Panamericana Comercial de agosto de 1933: 


“Desde el principio mismo de la depresión cesó casi por completo el movimiento de capi- 
tales de los grandes centros de crédito; y este factor, agregado a la mengua del comercio 
internacional, sirvió para intensificar aún más la gravedad del problema, especialmente pa- 
ra naciones como las de América Latina que se encuentran en estado de desarrollo eco- 
o 
de actividades, tales como transportes, comunicaciones, obras públicas, etc...” (56). 

¿Cuál era el grado de endeudamiento del país? 


Según el ex-Ministro de Hacienda Dr. Eduardo Acevedo Alvarez, el último día del ré- 
constitucional, el 31 de marzo de 1933, la deuda pública circulante ascendía a 

$ 273:765.452. Casi diez meses antes de finalizar el gobierno del Dr. Terra, al 30 de junio 
de 1937, se había elevado а $ 324:497.896 (aproximadamente un 18% de aumento) (57). 


Sin embargo, de acuerdo a datos del Cr. Raúl Ibarra San Martín, en este periodo se 
habría dado un salto cualitativo muy importante: por primera vez los recursos nacionales 
зирегагіап a los externos (Cuadro No. 8) 


Dada la magnitud del endeudamiento acumulado en lo que iba del siglo XX, los servi- 
cios financieros se hacían gravosos para el Estado y para la población del país, que era la 
que en última instancia los sufragabz. 
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Cuadro No. $ 


LA DEUDA PUBLICA URUGUAYA - RECURSOS INTERNOS Y EXTERNOS 





Años 1917 > Е 1 927 1937 
Totales $ 158:874.914,99 $ 219:634.479,85 $ 328:493.258,37 
Deuda Interna 19,22% 32,84% 55,39% 
Deuda Externa TAS - ERE 43,13% 

D. Internacional 1,34% 1,13% 1,48% 


Fuente: Suplemento EL PAIS - XL Aniversario - р. 14 - Raúl Ibarra San Martín La Deuda 
Pública em los 40 años. 





Según declaraciones efectuadas en 1934 por el Ministro de Hacienda Charlone, un 
30% del gasto público se destinaba a atender las deudas internas y externas (58). 

Hacer frente a las obligaciones emanadas de los compromisos que el país había asumi- 
do, se transformó en una de las más acuciantes preocupaciones a raíz de la crisis mundial. 
En parte, porque cualquier medida de insolvencia deve o radical» se prestaba a represalias 
externas. Y la marcha del comercio mundial по alentaba a subestimar las posibles reaccio- 
nes de clientes y proveedores. 


En tal sentido, el hombre que desempeñaba la Presidencia del país no era un neófito 
en el tema (Gabriel Terra había culminado sus estudios universitarios con una tesis sobre 
la Deuda Pública del Uruguay) (59). 


En uno de sus discursos de su campaña pro-reforma de la Constitución, había dejado 
sentado su pensamiento: “creo que ha llegado el momento ineladible, que no puede dila- 
tarse más de suspender nuestras amortizaciones de deudas” (60). 


También el más relevante de sus Ministros de Hacienda, el Dr. César Charlone, tenía 
claro el papel del endeudamiento en la economía nacional. En 1934 había manifestado 
que Inglaterra "Яа gran comanditaria y capitalista del mundo hasta la terminación de la 

guerra” (1918) había colonizado los países nuevos con su capital. Y que en el caso de 
pta la tendencia había sido a invertir en servicios públicos. Según Charlone la rein- 
versión en el país de las ganancias obtenidas se podía considerar una forma de empréstito. 


Luego Estados Unidos ocupó su situal, y alteró la forma de distribuir los capitales: 
prestaba dinero y dejaba libre al ahorro nacional para promover el desarrollo interno, fun- 
dando industrias y evitando que los países nuevos continuaran siendo colonizados por el 
capital extranjero. Esta modalidad la consideró conveniente, y alabó a Terra por su visión 
al apoyar el empréstito Hallgarten de 1926, que para Charlone había permitido el resurgi- 
miento industrial entre 1926 y 1930, constatado por la fundación de 1.100 nuevas em- 
presas consignadas por los respectivos censos (61). 

Se puede discrepar con las palabras“de Charlone, pero no se puede negar que refleja- 
ban una visión coherente sobre la utilidad del endeudamiento. 
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Una de las primeras preocupaciones del gobierno emanado de los sucesos de marzo de 
1933, fue el pago de los intereses en moneda extranjera de la deuda externa. Para cumplir 
con ellos, dada la escasez de divisas, se contrató préstamos con empresas privadas radica- 
das en el país. 


El 20 de abril de 1933 se aprobó la negociación con “The Atlas Electric and General 
Trust Ltd.” de Londres, -propietaria de la empresa de tranvías “La Comercial”-, un prés- 
tamo en libras esterlinas por la suma necesaria al cambio del día para completar el servicio 
de intereses a vencer el 1 de mayo de 1933 en Nueva York (USS 1:084.603,56 correspon- 
diente a los empréstitos Hallgarten de 1926 y 1930) (62). 


(Esta modalidad de acudir a los préstamos de empresas extranjeras se siguió utilizan- 
do a lo largo de 1933: UTE fue autorizada a aceptar un crédito de medio millón de pesos 
al 5% anual -a liquidarse en 18 meses- ofrecido por la “Compañía Uruguaya de Cemento 
Portland”:'el Ministerio de Hacienda fue autorizado a realizar con la “Cía. Uruguaya de 
Cemento Portland” -por cuenta de la “International Cement Corp.” de Nueva York- una 
operación de crédito por igual suma, pero en Letras de Tesorería al 5% anual a cancelar 
con sus intereses por su equivalente en dólares en sesenta vencimientos mensuales) (63). 


Sin embargo, el 3 de julio de 1933, el gobierno decidió suspender el pago de los inte- 
reses de la deuda externa en moneda extranjera. En su lugar, se abonaría el equivalente en 
pesos uruguayos sin considerar las pérdidas de cambio {quedaban exceptuadas las obliga- 
ciones de la Caja Autónoma de Amortización y el convenio con las empresas de tranvías). 


Dada la desvalorización en el mercado externo del peso uruguayo, la medida apareja- 
ría un ahorro momentáneo de casi cinco millones de pesos. 


Se reconoció que para cumplir con los compromisos externos “еі Estado ha venido 
realizando en los últimos años, sacrificios que han perturbado profundamente su vida eco- 
nómico-financiera”. Pero dada la situación que se vivía, se elegía ese camino, “o se agota 
el stock de oro nacional соп remesas en metálico, lo que supondría derribar la organiza- 
ción monetaria del país, arrojándola al caos del empapelamiento, o se deja exhausta la pla- 
za de divisas para llenar las necesidades más urgentes y más esenciales, y entre ellas las im- 
portaciones indispensables de maquinarias, combustibles, materias primas y artículos de 
primera necesidad, sin los cuales se paralizaría la vida industrial y se trastornaría por 
completo la economía interna...” (64). 

El gobierno uruguayo declaró por medio de su Ministro en Washington, que la medi- 
da “será tan pronto como lo permitan los recursos de la nación” (65). 


Según declaró en 1937 el diputado Carlos Manini Ríos, esta suspensión estaba pla- 
neada y pronta para ser resuelta en marzo de 1933 por el ex-Consejo N. de Administra- 
ción (66). 

El 13 de dicienbre de 1933 se estableció que durante el ejercicio financiero de 1934, 
el servicio de la deuda extranjera se haría en moneda extranjera pagando intereses hasta el 
límite del 3,5% anual (67). 


(Pedro Cosio no dejó de señalar, posteriormente, que en 1934, en los Estados Unidos, 
de los 5.500 a 6.000 millones de valores extranjeros, 1.900 millones no pagaron interés 
durante la crisis) (68). 
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El 5 de enero de 1934 se dispuso que el servicio de los empréstitos municipales emiti- 
dos en Estados: Unidos se continuarían atendiendo, “como hasta la fecha”, en pesos uru- 
guayos (69)... 

La constifución de 1934 y la Ley Orgánica Departamental de 1935 restringieron la 
autonomía de los Municipios, suprimiendo la facultad de contratar empréstitos (70). 

Para evitar la:evasión clandestina de Cupones de la deuda externa, que fugaban para 
ser cobradas en las plazas extranjeras, en 1935 el Poder Ejecutivo se propuso transformar- 
la obligatoriamente (a la localizada en Montevideo), en deuda interna. El decreto de 7 de 
enero de 1935 consideró Deuda Externa a los efectos del canje obligatorio, todos los valo- 
res de esa deuda depositados en bancos, casas о agentes de cambios, compañias de seguros 
y oficinas públicas, así como todos aquellos títulos que se hallaban en ej país al 18 de ju- 
nio de 1931 -la ley de esa fecha había prohibido de modo expreso la exportación de cupo- 
nes de la Deuda Pública-. Otro decreto de 14 de enero de 1935 acordó a los dueños de ca- 
jas de seguridad un plazo de siete días para entregar voluntariamente sus títulos a la Direc» 
ción de Crédito Público. Escribió Acevedo Alvarez: “Los coffre forts ya no se abren “ma- 
nu militari”, pero sus propietarios sólo teñdrán acceso a ellos en presencia de delegados de 
la Inspección de Hacienda...” (71). 

Ignoramos en qué medida este cambio alteró a favor de la deuda nacional las cifras 
que hemos transcripto anteriormente en el Cuadro No. 8 (si es que realmente para 1937 
Ibarra San Martín contabilizó deuda externa сото deuda interna). 


Pero lo cierto es que en este periodo el país intentó cumplir con los compromisos 
asumidos en el exterior, sin posibilidad de nuevos empréstitos, y apoyándose en el capita! 
interno. Decía en 1936 en la Cámara de Senadores el Ministro de Hacienda: 


є. el hecho de que las emisiones aumentan..., está de acuerdo con las posibilidades del 
país para atender los servicios nuevos. Y lo que es para mí más importante: cuando una 
nación llega al recuperamiento económico, cuando el ahorro naciona) acumula nuevos ca- 
pitales líquidos, es necesario buscarles salida porque, de lo contrario, se provoca en el 
mercado monetario una acumulación de recursos que necesita empleo; especialmente en 
obras que signifique un aumento real de la riqueza colectiva, pues, de otro modo, conges- 
tionará los Bancos y entonces se verá aparecer el problema de la inflación con todos sus 
inconvenientes...” (72). 

«_. el país puede cifrar en sus solos recursos el doble equilibrio de su balanza de cuentas y 
de su Presupuesto General de Gastos, y aún formar suficientes capitales líquidos para que 
pueda desarrollarse la riqueza nacional en todos sus grados, sin pedirle al empréstito ex- 
tranjero la contribución que, hasta ayer no más, pareciera ineludible y que en la época 
constitucional anterior, de 1919 a 1933, representó nada menos que 105 millones de pe- 
зов, sin contar 50 millones más de las deudas cambiarias congeladas...” (72). 

Quedaba por resolver el problema de los compromisos con Estados Unidos. 

Cuenta José L. Martínez -biógrafo incondicional de Gabriel Terra- que en 1936, poco 
antes del arribo del Presidente de los Estados Unidos Franklin D. Roosvelt a Montevideo, 
su Canciller, Mr. Cordell Hull entrevistó al presidente uruguayo para enterarse de su opi- 
nión acerca de los problemas financieros que interesaban a ambos países. Terra entendió 
que la colaboración era “eficiente en eb*sentido de propulsar los intereses económicos de 
estos países”, pero que los intereses cobrados por los tenedores de títulos eran “desmedi- 
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dos”, (por la desvalorización de la moneda de los países deudores fluctuaban entre el 12 y 
el 16%). 

Según Martínez, Hull apoyó a Terra y expresó que esa era también la opinión de 
Roosvelt, concordando ambos “еп que los intereses en cuestión, no debían de pasar del 
5% ”_ Meses después Terra confiaría a su Ministro de Hacienda, Dr. César Charlone, “la 
misión especial de intensificar, ante el Gobierno de los Estados Unidos, las relaciones eco- 
nómico-financieras que nos vinculan con aquella República” (73). 

Charlone declararía que en 1936 el “Consejo Protector de Tenedores de Bonos Ex- 
tranjeros” -que actuaba en Nueva York- lo había invitado a “conversar” sobre el arreglo 
de la deuda uruguaya. Fruto de esas reuniones surgiría un convenio entre el Consejo cita- 
do y Charlone y el Ministro uruguayo ante el gobierno norteamericano, José Richling, que 
aprobó el parlamento uruguayo el 14 de julio de 1937. 


El mismo involucraba diversos títulos: 
— Bonos oro 5% де 1915: 3 1/2% de interés (vencimiento 1 de julio de 1952). 


— Empréstito oro 3% de 1921: durante los años 1938-39 abonaría el 4% de interés, de 
1940 a 1943 inclusive el 4 1/4% , y desde 1944 en adelante el 4 1/2%, (vencimiento 1 de 
agosto de 1946). 


— Bonos Exteriores oro 6% de 1926 y Bonos 6% oro de Obras Públicas de 1930 - emprés- 
titos “Hallgarten” -: durante los años 1938-39 serían servidos con un interés del 3 3/4%, 
de 1940 hasta 1943 abonarían el 4%, a partir de 1944 abonarían el 4 1/8 % (vencimientos 
1 de mayo de 1960 y 1964). 

Además se reestableció el servicio de amortización en forma paulatina e igual para to- 
das las deudas: en 1938 y 1939 se destinarían a esos servicios el 1/2% de modo acumula- 
tivo, a partir de 1940 el servicio sería del 1%. 


Además se renegoció el rescate del empréstito de 1921, que debía comenzar a amorti- 
zarse en cuotas uniformes anuales durante quince años a partir de 1931 (hasta 1946), pe- 
ro cuya efectividad recién comenzaría, dado que la ley de 20 de enero de 1932 había de- 
terminado que no se retirara ningún título. 

Este arreglo vino a aceptar, por parte de los tenedores, la rebaja de intereses al 3 1/2% 
decretada unilateralmente por el Estado uruguayo en diciembre de 1933. 


El acuerdo con los acreedores norteamericanos mereció diversas opiniones: el senador 
Raúl Jude lo definió como “una operación brillante”; la Comisión de Asuntos Financie- 
ros y Bancarios de la Cámara de Representantes entendió que quedaba “definitivamente 
arreglada” la situación de la deuda pública en dólares que llegaba a los U$S 52:947.500; 
el diputado Carlos Manini Ríos hizo notar que se había recuperado el crédito internacio- 
nal y que los acreedores no habían reclamado la devolución de los intereses contractuales 
del período 1933-37; Frugoni señaló que el país se colocaba en una situación muy desfa- 
vorable para contratar empréstitos en el futuro y que era factible que se le impusieran 
“garantías o fianzas que más de una vez podrían sonrojarnos desde el punto de vista pa- 
tiióético”, sobre todo si se tenía en cuenta que рага el empréstito interno para la construc- 
ción de las obras hidroeléctricas del Río Negro la garantía eran los bienes de la Usina Eléc- 
trica. 

El 15 de diciembre de 1937 la Cámara de Representantes aprobó un acuerdo similar 
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para las deudas externas municipales (para los tenedores que no se habían acogido a su 
transformación en interna). La Deuda Externa 6% Rambla Sur (1922) y Deuda Externa 
7% Dillon Reed (1926) no habían cumplido sus servicios desde fines de 1932, y pagarían 
intereses escalonados del 3 3/4% al 4 5/16%. 


Entre las ventajas de la operación sé-señaló que “la prensa extranjera hizo notar que, 
con esa operación, el Uruguay sería el primer país sudamericano que tendría en orden y 
sin tacha de mora, todas las emisiones de títulos en dólares” (74). 


Terrismo y Estarismo. 


El nuevo papel económico que el batllismo asignó al Estado -en contradicción con el 
liberalismo político que abrazó con gran fuerza-, había sido una de sus mayores singulari- 
dades, pero también uno de los aspectos más controversiales de su gestión. El capital na- 
cional, que apoyó muchas de sus iniciativas cuando las mismas se orientaban a actividades 
que no podía encarar, se mostró con el paso de los años -y a medida que el capital extran- 
jero se apoltronaba en el país y que su propio desarrollo le permitía asumir nuevas res- 
ponsabilidades- temeroso de los alcances del estatismo, al que identificaba como peligroso 
para los postulados de la libre concurrencia y la iniciativa privada. En tal sentido había 
una coincidencia de hecho con el capital extranjero, cuyo poderío había fundamentado la 
necesidad estatal de rescatar o afrontar algunas actividades y servicios que juzgaba esencia- 
les para el país. En tal sentido el estatismo en más de una ocasión fue esgrimido como el 
рапасезѕ para que la Nación no contemplara pasivamente como el capital extranjero ex- 
plotaba resortes estratégicos de la actividad nacional. 


Pero el estatismo no sólo fue fruto del ímpetu nacionalista. 

Para sus cultores, servicios públicos en manos del capital privado equivalía a capital 
extranjero. 

Y si las debilidades del capitalismo uruguayo incidía en este hecho, la extranjeriza- 
ción de la economía no ayudaba a superarlo, 

Muchos de sus teóricos aludían a la sangría de capitales que se fugaban al exterior, a 
las ganancias que se repatriaban. 

Lo cual por cierto constituía un problema real: el dinero que se evadía por este con- 
cepto, retrasaba la acumulación interna. 


Por lo tanto, si el capital privado nacional no podía afrontar las grandes empresas, la 
entrada del Estado impedia la fuga de capitales pero también colaboraba en el proceso 
acumulativo nacional. 

El “estatismo” uruguayo, más que capitalismo de Estado era “nodriza” del capitalis- 
mo. 


En tal sentido, cabe recordar que la situación en 1929 no era la misma que en 1911. 


La acumulación interna siguió su marcha ayudada por el estatismo, pero también por 
los buenos precios de los productos agropecuarios a raíz de la primera guerra, y cuando 
estos cayeron, por la inyección de capital extranjero a pagar en plazos por cierto nada an- 
gustiantes. 
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Las vicisitudes económicas posteriores, en cierto sentido, favorecería su acumulación: 
se suprimieron las amortizaciones de la deuda externa primero (1932), se rebajaron los in- 
tereses de la misma después (1934), hasta llegar al arreglo de 1937; las empresas extranje- 
ras se encontraron, particularmente entre 1931 y 1933, con serias dificultades para remi- 
tir dinero al exterior. 

Obviamente la disputa entre estatistas y capitalistas nacionales e internacionales fue 
de alguna manera influida por los sucesos europeos, y en particular por la revolución so- 
viética de 1917 que radicalizó posiciones y marcó un límite de tolerabilidad para la acción 
estatal. 


Las ideas de Terra al respecto habían cambiado con el paso de los años que fueron, 
por otra parte, de profundas transformaciones en lo nacional y en lo internacional. 


Su actitud frente al capital extranjero no fue una: en 1905 al tratarse en el Parlamen- 
to el problema de los impuestos a las exportaciones, bregó por atraer al capital extranjero 
ofreciéndoles “las ventajas, sin las cuales no viven, y tratar de que se asimilen y de que 
queden en el país”; en 1910 se mostró partidario de conceder franquicias a los frigorifi- 
cos, entendiendo que impulsaban la mestización del ganado y que podían ofrecer una 
nueva alternativa al comercio exterior uruguayo si en un futuro los mercados tasajeros de 
Brasil y Cuba decaían en sus importaciones; en la década del veinte, apoyó en el С. N. de 
Administración la expropiación de la compañía británica de aguas corrientes (75). 


Frugoni, por su parte, señaló que Terra estaba muy comprometido con los agentes 
del capital norteamericano (76). 


Sin embargo, la crisis diluyó maniqueísmos y Terra contaría con el apoyo de los 
agentes del capital extranjero en la nueva etapa que le tocaría inaugurar, apoyo que по se 
retacearía en el juego de las banderas o nacionalidades. 

El nuevo “alto” de 1929 triunfó en 1933; y en su forja se aunaron, además, los secto- 
res conservadores del país, -por encima de las banderías partidarias- y con el apoyo moral 
de los ex-Presidente Dr. Claudio Williman, Dr. Juan Campisteguy, e Ing. José Serrato (77). 

Gustavo Gallinal escribió, dejando sentada la posición del Partido Nacional: 

“El batllizmo aspiraba al rígido estatismo. Al Partido Nacional cabría orientarlo hacia fór- 
mulas más flexibles, sin excluir el estatismo donde fuera en absoluto indispensable, pero 
buscando ensayar fórmulas atemperadas entre tantas como brinda la rica y variada expe- 
La creación del Frigorífico Nacional fue un precedente interesante. Claro que по todas las 
creaciones habrían de ser vaciadas en el mismo molde, Habría que multiplicar y diversifi- 
car las fórmulas de ensayo” (78). 

Había llegado la hora de la reflexión. 

Terra ya antes de 1933 había puesto sus ideas en claro: era partidario de empresas 
mixtas, asignando un papel al capital privado {El Uruguay de 1930 no era el mismo de 
1911), preferentemente organizado en forma cooperativa de acuerdo al modelo belga. 

Las polémicas últimas creaciones del batllismo, el Frigorífico Nacional y Ancap, fue- 
ron neutralizadas por la acción de los intereses privados y sus personeros. 

Pero no fueron desmantelados: la experiencia externa de la crisis señalaba que el Es- 
tado debía jugar un papel decisivo en la política del empleo. 
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La creación de “Conaprok” mostraría la concepción que el terrismo tenía del papel 
económico del Estado. 

Otra variante se puede encontrar en la explotación de los yacimientos auríferos enco- 
mendada a la U.T.E. (La crisis había estimulado su búsqueda para recomponer las alicai- 
das reservas de la Nación). 


El Director del Instituto de Geología y Perforaciones, Ing. Terra Arocena, dijo que 
Luis Batlle Berres había insistido en 1931 y 1932 en la idea del monopolio estatal de los 
yacimientos minerales. El Ministro de Hacienda Charlone manifestó en 1937 que el Con- 
sejo de Ministros se había inclinado por la solución de formar un consorcio entre el Esta- 
do y capitalistas británicos: “lo que estimamos necesario es que se nos aporte también un 
conjunto de experiencia y de técnica que el país no posee...” (79), 


El respeto estatal al capital privado quedó de manifiesto al votar el Parlamento en oc- 
tubre de 1937 un subsidio a la empresa aeronáutica “Pluna”: el senador Abalcázar García 
denunció que se había propuesto una subvención de $ 250.000 distribuidos en cinco 
años, cuando los dos aviones en uso de la empresa y los dos nuevos que proponia adquirir 
totalizaban un capital de $ 160.000 (80). 


Entre los argumentos manejados figuró el probable descenso de las tarifas ferroviarias 
entre Montevideo y Artigas y Rivera, 


La política económica y el juicio de los contemporáneos. 

Emilio Frugoni, opositor a los gobiernos anterior y posterior al 31 de marzo, no dejó 
de señalar que si bien el Consejo N. de Administración no había saneado la moneda, había 
impedido su caída más abajo de la mitad de su valor; que si bien había suspendido el pago 
de las amortizaciones de la deuda externa, pagaba puntualmente los intereses; que si bien 
había acumulado un déficit financiero millonario, lo estaba reduciendo; haciendo la salve- 
dad que las medidas tomadas para contrarrestar los efectos de la crisis eran unilaterales y 
se proponían salvar el Estado, agravando las penurias sociales (81). 


Gabriel Terra, en un discurso pronunciado en Minas a fines de 1932, señaló que Bat- 
lle y Ordóñez había tenido que transar en su proyecto de colegiado, surgiendo un sistema 
hibrido que pudo subsistir en épocas de bonanza -cuando la gran guerra valorizó los pro- 
ductos nacionales- y después, cuando la balanza comercial comenzó a hacerse desfavora- 
ble, mediante la utilización del crédito externo que se aplicó a obras públicas que dieron 
trabajo a millares de obreros provocando el bienestar general (82). 


En 1938, fueron Eduardo Acevedo Alvarez, ministro de Hacienda del régimen de- 
puesto, y Carlos Quijano, profesor de Economía Política de la Facultad de Derecho, los 
encargados de juzgar la experiencia terrista: más de 37 millones de pesos de aumento del 
gasto público; duplicación del presupuesto montevideaño; aumento de los presupuestos de 
las intendencias del interior; 108% de aumento del rubro sueldo y déficit presupuestal en 
la Usina Eléctrica; aumento de las cargas impositivas en más de once millones de pesos; 
disminución en diecisiete millones las reservas del Banco República; 30.000 nuevos em- 
pleados públicos además de los 60.000 del régimen anterior; etc. (83). 
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Muchas de estas cifras son imprecisas, y dejan entrever la necesidad de utilizar el Esta- 
do como empleador -limador de tensiones sociales,- además de su papel de creador de 
clientelas políticas, 

Eduardo Acevedo Alvarez reconoció en una de sus obras que había más riqueza, pero 
que estaba mal repartida (84). 

Quizás ése sea el juicio más certero: la redistribución de la renta nacional que propi- 
ció el terrismo, había sido eficaz en la acumulación interna, pero a costa de la concentra- 
ción del ingreso en beneficio de los sectores más privilegiados. 

Una somera mirada sobre el proceso económico nacional, desde la crisis a la recupera- 
ción, muestra que el capital nacional salió fortalecido de las vicisitudes impuestas por el 
entorno externo: 

1) La política de cambios y la manipulación de la moneda había beneficiado al sector 
ganadero, pero no había desestimulado la actividad fabril que canalizó capitales del hosti- 
gado sector mercantil. 

2) El Estado se había asegurado en 1931 el control de las divisas proporcionadas por 
е] comercio exterior; pero los sectores productivos en tardía reacción al monopolio de la 
moneda en poder del Banco República, se aseguraron voz y voto en la política emiso- 
ra (1935) 

3) El sector bancario fue reconocido como tal, y se le dotó de una legislación ordena- 
dora de su crecimiento. 

4) La moneda adquirirá valor competitivo externo, superándose el trauma orista. 


5) El estatismo será depurado, neutralizado y mantenido. El nuevo “estatismo” de la 
década siguiente, tendrá características especificas, distintas del anterior. 

6) El mercado interno estará más integrado. 

Т) Los recursos internos sustituirán, en la medida de sus posibilidades, a los externos. 

8) El país será reinsertado en su contexto internacional, aprovechando las diferencias 
hegemónicas de los grandes centros mundiales. 

(Es decir que no se contaba con mayor autonomía, pero se aprovechaban las contra- 
dicciones coyunturales). 


En síntesis: el terrismo acomodó el capitalismo nacional a las nuevas condicionantes 
que el batllismo había creado -crecimiento mediante- reconociendo el escaso poder deci- 
sorio del país en la escena mundial. 

La crisis había disipado las utopías que en economía también tienen un costo sociak, 
y había obligado a adherirse al realismo. 


La caída del liberalismo político no significó el retorno a la economía liberal. En la 
medida que se facilitara la creación de riqueza, y que nuevas tensiones sociales obligaran a 
su redistribución, quedaba abierto el camino a la restauración liberal, de acuerdo a la tra- 
dición anterior que no había comulgado en lo interno con el “open market”. 
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CAPITULO 3 
ŁA POLITICA ENERGETICA DEL TERRISMO 


Introducción. 


Pese a que no existió un smipraorganismo o Ministerio encargado de las cuestiones 
energéticas, el conjunto de disposiciones adoptadas al respecto, aunque muchas veces fue- 
ron parciales y concebidas como un todo autónomo, muestran las líneas de conjunto para 
reconstruir las pautas de la concepción oficial sobre el particular, las que globalizadas 
permiten hablar de una política energética. En ese sentido, cabe recordar -para aclarar 
nuestro pensamiento- que en Uruguay existió una política ganadera y una política indus- 
trial anticipadas a la creación de las respectivas carteras ministeriales. Es más, ellas surgen 
cuando los problemas y el radio de acción, la magnitud y la especificidad de las cuestiones 
afines justifican -еп un marco de complejidad creciente- la sectorización gubernamental. 


De alguna manera cabe caracterizar al siglo XIX uruguayo por la adopción de la má- 
quina a vapor y del carbón mineral como combustible, lo que se dio tempranamente en la 
industria de exportación (saladero), aunque con un sentido lateral en sus comienzos. Lue- 
go la misma fue adoptada por molinos y fábrica de velas para difundirse en otros ámbitos 
de la actividad productiva. Por su parte, la electricidad en sus comienzos sólo benefició a 
la actividad fabril por sus posibilidades lumínicas y no energéticas, adoptándose la corrien- 
te trifásica en los primeros años de este siglo. Es decir que las necesidades tecnológicas y 
energéticas pudieron ser satisfechas en primera instancia por calderas de variado origen 
(inglesas, francesas, alemanas, austrohúngaras, norteamericanas, etc.) y hulla (fundamen- 
talmente de origen británico). 

Es que la adopción y difusión de las novísimas formas tecnológicas estuvo supedita- 
da, en lo que respecta al sector industrial, a los grandes centros mundiales, a las naciones 
en las que la revolución industrial y el capitalismo triunfaba en la tarea de desarrollar al 
máximo las fuerzas porductivas. 

Dado el marcado carácter semiartesanal en que se encontraba el grueso de la industria 
nacional a comienzos del siglo, y la escasa consolidación del mercado interno, esta tecno- 
logía no benefició a la totalidad de las empresas establecidas ya que el maquinismo fue 
muchas veces utilizado para auxiliar el trabajo humano, y no para sustituirlo. 
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El batllismo mostrará una tendencia a asegurarse los resortes básicos рага el trazado 
de una política energética, sin duda influido por lo que estaba aconteciendo en el mundo, 
y por lo que el propio Batlle y Ordóñez -viajero perspicaz- había podido aquilatar en su 
gira europea. Los hitos más salientes lo constituyen la creación de las “Usinas Eléctricas 
del Estado” en 1912, соп el monopolio del suministro de energía eléctrica a Montevideo 
(aunque desde hacía algunos años el gobierno departamental había encarado su adminis- 
tración); la fundación del “Instituto de Geologia y Perforaciones” еп 1912 (meses des- 
pués de que en Estados Unidos se había resuelto la disolución de la “Standard ОШ” de 
Rockefeller, y que una filial de la misma, la “West India Oil”, se había instalado en Uru- 
guay); y el surgimiento de la “Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Port- 
land” en 1931 (cuando ya las filiales de los grandes trusts mundiales tenían años funcio- 
nando en el país). La fundación de ANCAP jalona una serje de iniciativas que se sucedie- 
ron en la década del veinte para lograr controlar la industria del alcohol, utilizarlo como 
fuente alternativa mediante la experimentación del llamado “combustible nacional”, eri- 
gir una refinería de petróleo y lograr que el Estado intervenga en la comercialización de 
combustibles. En este caso sí cabe hablar de una política de combustibles, resumida por 
Luis Batlle Berres en su obra El Вайіѕто y el problema de los combustibles que fue edi- 
tada con prólogo del Dr. Domingo Arena por la Imprenta N. Colorada en 1931. 


Tampoco se puede subestimar la inquietud de electrificar al país mediante el aprove- 
chamiento de los saltos y cursos de agua, particularmente los proyectos de Salto Grande y 
el Río Negro, que si bien no encontraron la receptividad necesaria en este período, queda- 
ron como muestra de lo que hubiera podido ser una política previsora. 


También merece citarse las perforaciones realizadas por el instituto oficial respectivo, 
en particular las que se efectuaron para la búsqueda de hidrocarburos pese a que la media- 
tización presupuestal llevó a la casi total paralización de las mismas en un momento en 
que preocupaba la creciente evasión de divisas por el aumento del consumo energético. En 
este sentido puede afirmarse que paulatinamente el país tomaba conciencia de su preocu- 
pante dependencia energética, la que entre otros muchos factores cuestionaban no la via- 
bilidad del modelo que se quería implantar, pero sí su eficacia. Esta toma de conciencia 
no sólo se debió a este impulso, sino a la revolución tecnológica que desde décadas venía 
sorprendiendo al mundo, y en la medida que sus frutos se conocían a los países que la re- 
cibían y conocian. 

Dos aspectos merecen resaltarse. La posibilidad de utilizar la electricidad como ele- 
mento motriz, soñada por Volta y Davy, y concretada gracias a los estudios de Faraday 
que permitieron diseñar un motor eléctrico aplicable al trabajo fabril. Los últimos años 
del siglo XIX se caracterizarán por la difusión de la electricidad, merced a una serie de in- 
ventos y mejoras técnicas que posibilitarán la difusión masiva de sus frutos: en 1882 se 
inauguró la primera central eléctrica térmica en Inglaterra, la primera central hidroeléctri- 
ca en Estados Unidos y el alumbrado público en Nueva York (Edison había inventado la 
lámpara incandescente en 1878). Hacia 1886 Montevideo conoció los primeros ensayos de 
alumbrado eléctrico. 


El otro, fue la invención del motor de combustión interna merced a la contribución 
de innumerables técnicos y científicos (Lenor en 1860, Otto en 1872, Rudolf Diesel en 
1883). Si la máquina a vapor transformaba en energía no más del 12% del contenido calo- 
rífico del combustible, los primeros motores de combustión interna utilizando gasolina 
refinada llegaron a aprovechar el 28% de la energia latente en el combustible, lo que fue 
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elevado al 35% por el invento de Diesel a base de aceites pesados. Hacia 1904 el primer au- 
tomówil circularía por Montevideo. 

Esta cronología, en base a algunas fechas primariamente aceptadas como válidas, 
permite vislumbrar una nueva etapa tecnológica, en la que ingresará Uruguay en el primer 
tercio del presente siglo, y que llevaría igremediablemente a la dependencia del petróleo, 
сото en el siglo anterior había llevado al de la hulla. 

La misma estará signada por la revolución operada en los transportes, ya que al auto- 
móvil se le sumó el ómnibus y el camión, que competirán con tranvías y ferrocarriles para 
el desplazamiento de hombres y mercancías. 


Según los Anuarios Estadísticos: ~ 
entre 1915 y 1933 se importaron 50.482 automóviles armados (entre 1928 y 1932 pro- 
medialmente el 85 $ desde Estados Unidos). 


entre 1925 y 1933 se importaron 5.452 chassis de automóviles (promedialmente el 97% 
de Estados Unidos en 1928-32), 


en igual lapso que el anterior se introdujeron 3.008 camionetas, 2.958 camiones y 910 au- 
tobuses. 

Y si bien queda la duda que ese total haya permanecido integramente en el país, ya 
que algunas firmas de automóviles establecidas en Montevideo tenían jurisdicción sobre el 
estado brasileño de Río Grande del Sur, la magnitud del parque automotor nacional fue 
grande si se toma en cuenta el empadronamiento de vehículos en un sólo departamento, 
el de Montevideo: según estadísticas departamentales, entre 1917 y 1931 se empadrona- 
ron 37.675 vehículos (1 ). 


La procedencia de la mayoría de ellos marca una neta preponderancia norteamerica- 
na en este campo. 


Por otra parte, este parque requirió una infraestructura de caminos y carreteras еп 
500 kms. aproximadamente se estimaba la red vial nacional en 1929-, y la remodelación 
y pavimentación de calles urbanas, que eneontró en la mayoría de los casos en el capital 
norteamericano la necesaria receptividad financiera. 


A lo que debe agregarse el consumo de gasolina, cuya importación en 1915 había su- 
perado los cinco millones de litros anuales, y en 1930 los cien. 

Y si bien también queda la duda de que el combustible introducido por el puerto de 
Montevideo en una primera instancia haya abastecido la franja fronteriza brasileña, su im- 
portación requirió tal cantidad de divisas que alarmó a los contemporáneos. 

Pero no sólo la revolución en los transportes caracterizará estos treinta primeros años 
del siglo XX. También la adopción de la maquinaria movida a fuel-oil, cuyo consumo en 
barcos e industrias se difundirá en el mundo notablemente a partir de la guerra mundial 
de 1914-18. Es decir que el petróleo, conocido desde la antigüedad, pero explotado in- 
dustrialmente en la segunda mitad del siglo XIX, pasará a tener un papel rector en la de- 
pendencia energética. 

En Uruguay, este hecho tendría gran importancia por la utilización de uno de sus de- 
rivados en la generación de energía eléctrica. Escribió Medina Vidal, refiriéndose a la Usi- 
na de Montevideo: 
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“A fines de 1915 fue transformado el régimen de combustión de las calderas, 

iss рага quemar fuel-oil. Fueron instalados quemadores de petróleo en 10 calderas, a ra- 
zón de 5 por cada una, ganándose desde el punto de vista económico, práctico e higiénico. 
Se instaló en el terraplén de la playa, para depósito, un tanque de 1.000 т” de capacidad, 
o e ААН ЧЕШКЕ" 
Company” (2). . 


También los guarismos de importación de fuel-oil, hecha la misma salvedad que para 
los de nafta, muestran un incremento increible: de más de cinco millones de kilos en 
1915, a más de trescientos trece en 1930. 

La fuerza motriz industrial fue aplicada en 1908-1909 por la Usina Eléctrica de Mon- 
tevideo y posibilitó la adopción de nuevos tipos de maquinarias. 

A ello se sumó la que utilizaba fueboil. Pero incluso la eléctrica, dado los cambios 
que se venían efectuando, estaría en última instancia unida a los derivados del petróleo. 

De ahí que la necesidad de hallar fuentes alternativas de generación eléctrica, y de 
controlar el comercio de combustibles, se erigieran en piedras angulares de todo intento 
de industrialización en la búsqueda de mitigar la dependencia del comercio extermo, y 
también para aquellos sectores que se plantearan la independencia económica del pais. 
Aunque esta consigna interna llevaría irremediablemente al choque con la realidad exter- 
na, en un mundo que era testigo de los ingentes esfuerzos de los grandes trusts por repar- 
tirse el mercado mundial a expensas de la vocación imperial de las potencias que los había 
gestado, 


1 - АМСАР EN El MERCADO DE COMBUSTIBLES. 


A partir de la fundación de ANCAP en 1931, el Estado uruguayo asumió un papel in- 
terventor en el mercado de combustibles. El mismo, en una primera instancia, apuntaba a 
participar de aproximadamente un tercio de los abastecimientos hasta tanto el ente conta- 
ra con una refinería propia, momento en que recién estaría posibilitado para el casi total 
control del área. Es decir que cronológicamente quedaba tiempo de sobra para conocer 
los secretos del mercado y convivir con las empresas establecidas en el país. Pero ello tam- 
bién implicaba quedar sujeto a las maniobras de los dos grandes trusts mundiales, en la 
que se jugaba la suerte del ente estatal. 


En tal sentido, cabe recordar que el batllismo encaró el problema después de que la 
grandes transnacionales se habían repartido el mercado uruguayo, sin que se dificultara su 
afincamiento. El Poder Ejecutivo era el encargado de conceder las personerías jurídicas de 
las empresas extranjeras que tenían interés en “invertir” en Uruguay, y no utilizó este ins- 
trumento para evitar que las trans y multinacionales se apoderaran de sectores económi- 
cos claves. 


ANCAP nació en un mundo conmovido por la crisis y posterior depresión mundial, 
momento en que a juzgar por diversas fuentes existía superproducción y descenso en el 
precio del petróleo. Es decir, que si la coyuntura económica internacional le fue favorable 
en sus inicios, también quedaba la incógnita de lo que podía suceder cuando la misma 


cambiara, 
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En lo interno, en cambio, polarizó el mapa político del país que asistía conmovido a 
las repercusiones de la crisis económica. En sí significó un avance estatista, producido en 
momentos que poderosas fuerzas empresariales estaban decididas a evitarlo, y cuya victo- 
ria parcial más importante lo constituyó el nacimiento del Frigorífico Nacional en 1928, 
encarado como cooperativa con apoyo yi cogobierno estatal, y no como ente oficial como 
lo había concebido el batllismo. Dicha reacción habia comenzado a forjarse mucho antes, 
y sus hitos más salientes lo constituyeron la fundación en 1915 de la Federación Rural, y 
la advertencia premonitoria de Viera en el siguiente. Por otra parte, el pacto político que 
efectuó el batllismo con un sector del Partido Nacional, y del que derivó el reparto cuoti- 
ficado de la administración pública de acuerdo a los resultados electorales, aportó una 
buena dosis de argumentos tanto a los aniestatistas como a los personeros del capital ex- 
tranjero. 


Los primeros pininos de ANCAP, dotada del poderoso instrumento de alcanzar el 
monopolio tan pronto lo permitieran los hechos, estuvo marcado por la cerrada ofensiva 
de los trusts y el desazón de Estados Unidos e Inglaterra ante el convenio celebrado con 
una empresa soviética para el suministro de combustibles. 


Los suministros regulares del organismo comenzaron en setiembre de 1932, cuando 
arribó desde la URSS la partida del primer convenio de abastecimiento e inauguró las fla- 
mantes instalaciones de La Teja. En el interín, y según declaraciones de su gerente Angel 
Goslino, ANCAP importó una partida desde Trinidad adquirida a una empresa británica 
“libre” de 360.000 litros de nafta en tambores, para llenar la necesidad circunstancial de 
los autobuses, a raíz de las restricciones de las compañías, en los meses de junio y julio de 
1932 (3). 


Según Eduardo Acevedo, primer Presidente del organismo cuando se produjo el gran 
viraje en la vida del país, el 31 de marzo de 1933, el directorio de ANCAP ya había enca- 
rado la licitación de la refinería de petróleo y tenía a estudio un programa de realizacio- 
nes inmediatas, escalonadas a lo largo de seis años que entre otras cosas incluía la compra 
de tres barcos petroleros de 7.000 toneladas cada uno para independizarse de otra de las 
tenazas internacionales (la de los fletes), y la expropiación de las concesiones otorgadas a 
las compañías extranjeras para la venta de petróleo en Uruguay (4). 


Una vez disueltas las instituciones vigentes, Terra no procedió a desmantelar la 
ANCAP de acuerdo a lo que permitiría suponer las fuerzas que lo apoyaban. El había sido 
partidario en su momento de hallar una solución para el problema de la comercialización 
de combustibles, aunque esbozó una salida mixta alejada de la ortodoxia estatista batllis- 
ta. Al nombrar el 4 de abril de 1933 presidente de ANCAP a Carlos de Castro, riverista 
que había estado vinculado a negocios con la “West India Oil”, quedó claro que el futuro 
del organismo podria ser neutralizado por las transnacionales, con lo cual se desvirtuarían 
los fines para los que había sido creado. La habilidad consistió en reconocer que la con- 
ciencia nacionalista había prendido en algunos sectores sociales, respetando al nuevo ente 
que pasaría a ser controlado en su accionar. En tal sentido, se recorrió idéntico camino 
que en Argentina, donde Ү.Р.Е. subsistió aunque perdiendo terreno en el mercado inter- 
по. 


De todo lo expuesto se deduce que gfectivamente ANCAP jugó un importante papel 
en el desenlace de los hechos que desembocaron en el 31 de marzo de 1933. 


Sugestivamente, las transnacionales del petróleo estarian presentes en una escena que 
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sh postre simbotizaría al Uruguay que murió en esa fecha. En efecto, el Dr. Baltasar 
Brum aparece en una de las fotografías que registró los minutos previos a su suicidio, 
acompañado por la plana mayor del “Estudio Jurídico DELGADO-BRUM-HUGHES”, 
representante legal de gran parte de las empresas instaladas en el pais. 

Pero, repítamoslo una vez más, по se debe por ello minimizar la reacción antibatllis- 
ta y los efectos de la situación económica mundial que generó cambios políticos en mu- 
chos otros países. 

Para los contemporáneos, la creación de la ANCAP fue una de las causas, y muchas 
veces la principal excusa justificativa de lo que sus protagonistas denominaron “Revolu- 
ción de Marzo”. 

Decía Gustavo Gallinal en El Uruguay hacia la dictadura: “... desde el día en que se 
amunció la creación del organismo no hubo paz en el Uruguay” (5). 

Interesa continuar transcribiendo las apreciaciones de este político blanco, que 

otra parté de su obra escribió: 
“Los hombres que la concibieron; los legisladores que votaron su creación; los directores 
que convirtieron el texto legal, inerte, en un instituto poderoso, debieron soportar un 
vendaval de injurias. Foco de corrupción y de burocracia parasitaria; vaciadero de podre- 
dumbres y centro de repudiables acomodos políticos, tal fue, en la propaganda que va de 
1931 a 1933, el, Ancap, blanco de diatribas sin número y de desatados excesos de lengua- 
je. Hasta fue inventado el verbo “ancapear”, y pareció que el diccionario no tuviese más 
despectivo vocablo. Para curar a hierro y fuego aquella llaga, se predicó la dictadura. 


El 31 de marzo fueron desposeídos por la fuerza de sus cargos los ciudadanos que 
formaban el primer directorio. Se mandó una intervención militar al antro de corrupcio- 
nes, Funcionarios de excepcional competencia, escogidos en el Banco de la República, re- 
visaron prolijamente sus libros, estudiaron la organización de sus oficinas, pulsaron las ap- 
titudes de su personal, inquirieron los secretos de sus negocios. Todo apareció en el 
ANCAP limpio y correcto. Honradamente lo reconoció así la intervención declarando que 
aquel organismo "hacía honor al país”. 

En esto vinieron a rematar dos años de intemperancias verbales: no en una requisito- 
ria, sino en un reconocimiento de méritos, amplísimo por parte de los interventores y de 
los técnicos” (6). 

El riverismo, uno de los sectores políticos que había sido acérrimo enemigo del nuevo 

ente, después que Terra designó a uno de sus correligionarios para presidir al organismo, 
debió de reformular su posición doctrinaria. Afirmó еп 1935 en la Cámara de Represen- 
tantes el Dr. Horacio Abadie Santos: 
“Lo que sostuvo el Riverismo es que cuando el Estado, incurriendo en abusiva extensión, 
se mete a industrial, en lugar de explotar por sus funcionarios los servicios nacionalizados, 
debe de tratar de darlos en arrendamiento para poder prestar un servicio realmente útil 
para poder competir con los adversarios eficientemente y para no electoralizar demasiado 
по se trató de atacar los entes industriales del Estado, que son necesarios. .., por desgracia, 
cada día más, y que son necesarios porque tienden a suplir, hasta donde ello es posible, un 
mayor recargo de impuesto a los particulares...”. 
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Con respecto a la АМСАР agregó: 
“¿Cuál ега Іа actitud ética y legítima a adoptar? ¿Acaso deshacer ese montaje que costó 
millones de pesos al país, y echarlo al mar o tratar de apuntalarlo, para que culminara en 
su destino y saliera lo mejor librado que pudiese de su situación, sin perjuicio de іле colo- 
cando ulteriormente correctivos, tutores¿puntales, si se admite el graficismo, abrieéndoke a 
la vez nuevos cauces рага hacerlo más productivo y útil por medio de la forma de una “ré- 
gie cooperative” que acaso pueda adoptar?” (7). 

A igual tarea -la de colocar tutores y correctivos-, se orientó el herrerismo, uno de cu- 
yos miembros, el industrial Numa Pesquera integró el primer directorio subrogante post- 
marzo de 1933. 


Quizás uno de los aspectos más señalables para los defensores de la ANCAP lo consti- 
tuyó el resultado económico del organismo. Había nacido con la autorización de emitir 
una deuda pública de hasta seis millones de pesos, volcando al mercado una nueva emisión 
por un tercio de la misma. 


En diciembre de 1935 el Subsecretario del Ministerio de Industrias y Trabajo, Doctor 
Gervasio Posadas Belgrano, estimó las utilidades del ejercicio 1932-33 (18 meses) en 
$ 2:502.266.59 (la primera serie de la deuda emitida ascendió a dos millones de pesos). 
Por su parte el Interventor de Hacienda Oscar Pedro Bellán, informó: “La situación de la 
Áncap, económica y comercialmente, ha dado rendimientos considerables, y si se tiene en 
cuenta el monto de los beneficios anuales que ha venido produciendo, su 
puede ser calculada en un capital superior а veintidós millones de pesos...” (3). 


La crisis y el consumo de combustibles. 


La evolución de las importaciones de combustibles interesa en un doble aspecto: para 
visualizar el impacto de la coyuntura económica en su consumo, y para constatar el resul- 
tado inmediato de la puesta en funcionamiento de la refineria de petróleo de la ANCAP. 


Cuadro No. 9 
IMPORTACIÓN DE NAFTA 








Años Litros 
1930 109:855.590 
1931 121:347.290 
1932 92:989 
1933 91:166 
1934 103:495.439 
1935 100:964.896 
1936 103:213.476 
1937 82:526.829 
1938 29:748.697 
1939 2 1.900 


Fuente: Anuarios Estadísticos, Boletín del Ministerio de Hacienda, La Mañana. 
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_ 
Cuadro Мо. 10 


IMPORTACION ОЕ QUEROSENE 


Años Litros 

1930 44:141.378 
1931 46:461.847 
1932 28:837.297 
1933 39:105.703 
1934 38:360.267 
1935 38:148.575 
1936 42:749.868 
1937 31:491.039 
1938 7.163.780 
1939 17.295 


Fuente: Anuarios Estadísticos, La Mañana. 


Si se parte “de la hipótesis que las cifras de estas importaciones representan la del com- 
sumo nacional, se podría afirmar que hubo un descenso notorio en el consumo del com- 
bustíible popular por excelencia, el del querosene, utilizado entre otras cosas para calefac- 
cionar ambientes y para cocinar, lo que puede ser índice de la repercusión de la crisis en 
los niveles de vida. El anterior de la nafta no es tan claro, ya que en los años de aguda baja 
se pudo compensar con la existencia de un stock previo, aunque en 1932 existieron res- 
tricciones por parte de las compañías extranjeras ocupadas en desestabilizar el consumo 
en protesta por la Ancap que llevaron al racionamiento. 








Cuadro No. 11 

IMPORTACION DE FUEL-O1L 
fos Quilogramos 
1930 313:740.996 
1931 249:350.059 
1932 204:604 
1933 170:621.571 
1934 ibidem. 
1935 147:172.339 
1936 186:369.713 
1937 227:197.157 
1938 200:016.348 
1939 248:563.633 


Fuente: Anuarios Estadísticos, La Mañana, Boletín Ministerio de Hacienda 
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Estos índices se constituyen en los más importantes. Porque si efectivamente los gua- 
rismos de importación corresponden a los del consumo hubo un descenso marcado en іа 
actividad nacional. 


Por otra parte, la puesta en marcha de la refinería de ANCAP no resolvió la indepen- 
dencia de la industria nacional y el suministro de energía eléctrica de los insumos exter- 
nos, lo que justifica ampliamente la necesidad de ir al aprovechamiento hidroeléctrico. Es- 
to encuentra una explicación en el sistema de refinación empleado (en 1931 Luis Batlle 
Berres estimaba que para los cien millones de nafta que consumía el país se requería desti- 
lar 200.000 toneladas de petróleo crudo, que proporcionarían 66:000.000 de litros de 
fuel-oil, cifra muy inferior a la que se importaba entonces) (9). 


Es decir, que ANCAP podría controlar el precio de los suministros para la industria 
nacional, que directa o indirectamente (por la electricidad) dependía energéticamente de 
este producto, pero no podría en lo inmediato independizarla del extranjero. 


Cuadro No. 12 
IMPORTACION DE GASOIL 


Años | Quilogramos 
1930 5:140.907 
1931 6:798.718 
1932 6:691.288 
1933 5:581.410 
1934 ibidem. 

1935 4:250.065 
1936 3:328.890 
1937 3:163.896 
1938 39.757 
1939 1:215.342 


Fuente: La Mañana y Anuarios Estadisticos. 





Cuadro No. 13 


IMPORTACION DE PETROLEO CRUDO 


AA 


Años Quilogramos Procedencia 
1937 83:381.767 100% Ecuador 

1938 138:194,418 43% ” ,55%Perú 
1939 217:449.229 30% ” ,64% ” 


Fuente: Anuarios Estadisticos. 
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Debido a las medidas tomadas рага la contención de las importaciones, disminuyó 
sensiblemente el ritmo de introducción de automóviles, que fue entre 1930 y 1938, según 
el Boletín del Ministerio de Hacienda de 13.818 unidades. 


Los nuevos vientos. 


Nombrado el directorio sustitutivo, comenzó la nueva administración de ANCAP de 
acuerdo a las controvertidas pautas por las que se encarrilaba el país. 


Algunas de las primeras medidas tomadas por el elenco gobernante *““marzista”, esta- 
rían cargadas de implicancias y permiten que cualquier analista suspicaz adivine el futuro 
de las relaciones entre el organismo y los trusts internacionales. 


El 20 de abril de 1933 (a menos de un mes del golpe), un decreto firmado por el Pre- 
sidente Terra y Augusto César Bado sustituyó el inciso 1 del artículo 6 de la ley de 10 de 
octubre де 1931 por la que se creaba la ANCAP, por otro que expresaba: “Las compras, 
obras y arrendamientos cuyo importe exceda de mil pesos ($ 1.000,00) deberán hacerse 
por licitación pública, SALVO QUE EL DIRECTORIO ACUERDE LO CONTRARIO 
POR UNANIMIDAD DE VOTOS, DEBIENDO HACERSE NOTAR EN CADA CASO 
LAS RAZONES QUE ACONSEJA LA PRESCINDENCIA DE AQUELLA FORMALI- 
DAD”, (el subrayado es nuestro). 


En la fundamentación de tal medida se decía que “es de contemplarse la situación 
especial en que se encuentra la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Port- 
land por efecto, en primer término, de la urgencia con que debe proceder en muchos ca- 
sos a la ejecución de determinadas obras inaplazables, la necesidad de asegurar los más ba- 
jos precios para los productos que debe adquirir, en otros, y la obligación en que la propia 
ley de su creación la coloca, de realizar operaciones de compra incompatibles con el pro- 
cedimiento de la licitación...” (10). 


Por su parte los considerandos expresaban que en diversas operaciones el requisito de 
la licitación pudo malograr convenientes operaciones, citando la existencia de aparatos e 
instalaciones especiales, fabricadas por casas extranjeras que tenían la exclusividad de su 
venta y cuya adquisición, sea o no por valores superiores a mil pesos, no podía hacerse si- 
no directamente. Y aunque se citada que la propia ley de creación de ANCAP autorizaba 
а las destilerías establecidas en las zonas productoras de materias primas a adquirir los 
productos directamente a los agricultores, no escapaba que la vastedad del alcance de la 
medida apuntaba al suministro de combustible refinado y la construcción de la refinería 
licitada. 

Estos principios de nueva aqministración tambien llegaron a otra de ias acuviaagues de 
ANCAP: la de los alcoholes. 


En abril de 1932, el directorio del organismo había desistido de expropiar la destile- 
ría “Oriental”, propiedad del virtual monopolista de la actividad, Meillet, por algo más de 
medio millón de pesos. Su propietario pretendía vender sus seis destilerías por tres milio- 
nes de pesos, más un milión y medio a agregarse por concepto de “lucro cesante”, Dadas 
estas condiciones, era más económico construir una nueva, dotada de los últimos adelan- 
tos tecnológicos y cuyo costo no sobrepasaba el millón de pesos, resolución que tomó el 
Directorio del organismo (11). 
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(La animadversión entre el industrial Meillet y el batilismo era de vieja data, ya que 
contra él iba destinado el postergado proyecto de “estanco” del alcohol, puesto que de- 
tentaba el monopolio privado de su fabricación. Según Frugoni, había donado dinero al 
herrerismo “cuando éste alardeaba de estar organizando una “patrisda” ” para provocar la 
caída de las instituciones) (12). 

Un decreto de 23 de agosto de 1933 autorizó а ANCAP a adquirir “amistosamente” а 
la firma Díaz Aznárez las instalaciones existentes en la destilería anexa a la refinería de 
azúcar de su propiedad, por la suma de $ 21.574,89 (13). 


El segundo Directorio de ANCAP entendió pertinente continuar las tratativas con 
Meillet, firmándose un convenio el 17 de marzo de 1934 por el que se estableció la expro- 
piación y se aceptó arrendar las destilerías por $ 55.000 anuales previa prueba de funcio- 
namiento de la “Destilería Oriental”, (1а que se efectuó entre el 30 de agosto y el 13 de 
octubre de ese año). El 20 de diciembre de 1934 se resolvió, “vista la conveniencia que 
había de producir alcohol nacional y en proteger al productor de maíz”, poner en funcio- 
namiento dicha planta, encomendándose al Jefe de la Planta de Alcoholes la preparación 
de un plan concreto de reparaciones “urgentes y necesarias” (14), 


A juzgar por el Mensaje del Poder Ejecutivo a la Asamblea General de 15 de marzo de 
1937, la efectividad de la medida demoró en concretarse: “Ha comenzado -decía el Minis- 
tro de Industria y Trabajo Zoilo Saldía- a funcionar la destilería que prteneció al señor 
Meillet, habiéndose producido en la zafra del año, 2:074.283 litros de alcohol etilico de 
96 grados” (15). 

Entre las potestades que se habían dotado a ANCAP figuraba la adquisición de bu- 
ques petroleros, pensada por Luis Batlle Berres no sólo como núcleo central de la futura 
marina mercante uruguaya sino como una medida para independizar al organismo de los 
trusts de fletes que monopolizaban el transporte del petróleo, y que podían menguar la 
efectividad del organismo. 

Hasta junio de 1934 los combustibles se adquirieron CIF Montevideo, y a partir de 
esa fecha se decidió adquirirlos FOB y transportarlos en buques-tanque especialmente fle- 
tados. Se recurrió a la contratación directa en el Mercado de Londres (donde se cotizaban 
como si fueran valores de Bolsa), por intermedio de la casa “Duncan Fox y Cia.”. “El Ha- 
mado a licitación -afirmó el Subsecretario del Ministerio de Industria y Trabajo, Dr. Ger- 
vasio de Posadas Belgrano- hubiera tenido el inconveniente de que cada proponente fuera 
considerado como un interesado lo qu repercutiría en un alza de precios perjudicial para 
la Institución” (16). 


La constitución de una flota petrolera nacional de ultramar fue postergada. 


Un decreto de 2 de mayo de 1933 asignó al “Instituto de Geología y Perforaciones” 
todas las tareas que el Código de Minas y la ley de marzo de 1913 había encomendado a 
la “Inspección General de Minas”. ANCAP tenía contratados los servicios del geólogo 
Traian Serghiesco que había actuado en Rumania y los yacimientos argentinos de Como- 
doro Rivadavia, y contó con el asesoramiento del Dr. Juan Keidel para la búsqueda de hi- 
drocarburos (17). 


El Poder Ejecutivo presentó en noviembre de 1934 al Parlamento un proyecto por el 
cual se declaraba de propiedad estatal todos los yacimientos minerales. Entre ellos estaba 
el petróleo y el Estado se reservaba el derecho a explotarto. 
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En esta oportunidad el Dr. Luis А. de Herrera entendió que “donde зе encuentran п- 
quezas petrolíferas -si se encontraran para felicidad de la Nación- el Estado tiene el dere- 
cho de poner la mano sobre ellas para explotarla. Desde luego, en este punio, doy un voto 
limitado, porque el encontrar petróleo no es una cuestión superficial; hay que perforar 
cientos y cientos de metros; de manera que ningún particular, ningún ciudadano, lo puede 
hacer. En cambio, podría hacerlo algún consorcio de esos, lo que entrañaría un peligro 
рага la nacionalidad, porque se trata de organizaciones económicas que con sus tentácu- 
los, como un pulpo, abrazan al mundo...” (18). 


La construcción de una refinería, licitada ya por el primer directorio, fue concretada 
por el subrogante. Demás está decir que la misma se constituiría en la clave del futuro del 
organismo, ya que la ley fundacional había autorizado el monopolio en el negocio de 
combustibles tan pronto ANCAP produjese el 50% de las necesidades del consumo nacio- 
nal. Y llegado ese momento, habría que estudiar la expropiación de las empresas estableci- 
das en el país y la indemnización correspondiente, que los contemporáneos estimaban en 
más de diez millones de pesos. 


El contrato firmado con una firma extranjera encargada de construirla, se prestó a es- 
cándalos y a una jugosa y esclarecedora tormenta parlamentaria. 


Pese a ello, a mediados de 1935 se colocó la piedra fundamental, acto que contó con 
la presencia de una delegación de Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Argentina, integra- 
da entre otros por el General Mosconi y representantes de las compañías petroliferas “in- 
dependientes” (19). Finalizó a comienzos de 1937. Su capacidad de refinación anual fue 
estimada en 170.000 toneladas de crudo, “suficiente para abastecer el consumo de com- 
bustible en todo el país” (20). 

Con fecha 13 de febrero de 1937, el P. Ejecutivo presentó al parlamento un proyecto 
en el que se proponía un recargo de los gravámenes aduaneros a la nafta, querosene, gasoil 
y fueloil. Fundamentaba la medida el hecho de que había comenzado a funcionar la refi- 
nería de ANCAP, lo que “plantea por sí solo, el problema de la protección a la nueva in- 
dustria”. Entendía que “la diferencia de tratamiento fiscal se traducirá de inmediato en 
aumento de la demanda de los productos de la Refinería Nacional y este aumento plan- 
teará en términos precisos el problema del ejercicio efectivo del monopolio de expendio 
de carburantes líquidos, semilíquidos y gaseosos que la ley de 15 de octubre de 1931 atri- 
buye a la Ancap”. 


Continuaba afirmando que la protección y el aumento del consumo nacional que en 
consecuencia capitalizaría Ancap le permitiría “concertar ventajosamente con las compa 
Мав extranjeras el expendio por éstas, de cuotas determinadas de los productos de la Refi- 
nería Nacional o ir derechamente al monopolio, si se considerara que era esta la solución 
más ventajosa para los intereses nacionales”. 

El informe elevado por la Comisión de Asuntos Financieros y Bancarios de la Cámara 
de Representantes entendió que una vez “construída la refinería, debemos defenderla y 
propender a que en el futuro la importación de combustibles refinados se reduzca, de ser 
posible, a cero puesto que la capacidad de producción de aquélla permitirá abastecer la to- 
talidad de nuestro consumo”, 

Entre los beneficios económicos computados figuraba “la dismimución de utilidades 
de las empresas privadas que actualmente negocian con diversos productos y que por ser 
de capitales extranjeros, la totalidad de sus beneficios marchan al exterior”. 


132 


Afirmó que el artículo cuarto del Proyecto facultaba al Ejecutivo a “limitar las im- 
portaciones al país, de productos refinados del petróleo, con lo que se quiere prever la po- 
sibilidad de maniobras que pudieran realizar las empresas extranjeras que dominan en el 
mundo el mercado del petróleo para atentar contra el éxito de una industria que puede 
llegar a ser en un futuro cercano, factor importante de progreso y enriquecimiento nacio- 
nales..." (21). 

Pero las empresas extranjeras hallarían otro camino para no desaparecer del mercado: 
la cuotificación del mercado de combustibles. Y lo lograron algunos meses después, me- 
diante la firma de un convenio con el Poder Ejecutivo mediante el cual Ancap también 
refinaría el combustible para ellas. 


Otra de las finalidades de ANCAP, el control del comercio y fabricación de portland, 
no fue encarado en este período en su etapa industrial. 


Es decir, que la única empresa extranjera que lo fabricaba siguió detentando su mo- 
nopolio. 

Pero en cambio se decidió la participación del capital privado en la actividad, que ya 
en la década del veinte había mostrado interés en la misma, aunque la receptividad oficial 
había sido en aquel período poco favorable para ello. 


Es más, la inquietud demostrada por el capital nacional en financiar esta rama fabril 
derivó en el triunfo de la solución estatista, solución que el terrismo pospondría. 


Con fecha 20 de octubre de 1937 el Poder Ejecutivo concedió la Personería Jurídica 
а la “S.A. Compañía Nacional de Cementos”. La misma estaba autorizada a emitir 25.000 
acciones de cien pesos, hasta integrar un capital de dos millones y medio de pesos urugua- 
yos. Como Presideñite у Vice de su primer Directorio figuraron dos figuras prominentes 
del mundo financiero e industrial, que habían estado vinculados a cargos gubernamentales 
en el perígdo pre y post terrista: Luis J. Supervielle y el Ing. José Serrato (22). 

Otro de los aspectos que merecería atención fue el del comercio de los combustibles 


sólidos: particularmente el carbón mineral. El mismo es de los más ignorados entre el cú- 
mulo de iniciativas que el batllismo había propuesto сото necesarias para el país. 


Pero el hecho de constituir una fuente de aprovisionamiento energético que había 
disminuido en importancia frente a los avances tecnológicos, no le resta importancia, ya 
que al signarse el acuerdo comercial entre Uruguay y Gran Bretaña negociado por Pedro 
Cosio en 1935, los británicos hicieron hincapié en un trato impositivo preferencial para su 
carbón. 

En la década del veinte la importación del producto estaba en manos de no más de 
cinco empresas, de las cuales las principales eran de origen británico: “Wilson Sons y Co. 
Ltd.”, “Cía. Gueret's Anglo Uruguayan de Carbon Ltd.”, “Mann George Depots Ltd.”, 
etc. 

Aunque la utilización de derivados del petróleo comprometió el crecimiento de la de- 
manda de carbón, la misma no mermó, manteniéndose por encima de los índices de im- 
portación del año 1916. 

En 1922 el Dr. Pablo M. Minelli presentó un proyecto de “monopolio del carbón” 
(que fue apoyado por el entonces diputado Gabriel Terra) y que reiteró al acceder a la 
cartera de Hacienda en 1927. 
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А quienes y en que medida podía afectar este proyecto, queda de manifiesto si se 
piensa que entre 1915-19 el 75% del carbón importado figuraba como procedente de Gran 
Bretaña, entre 1928 y 1932 el 94%, y entre 1934-39 el 89% 








Cuadro No. 14 


IMPORTACION DE CARBON MINERAL. EN TONELADAS Y POR PERIODOS 





Años Toneladas 
1915 - 19 1:3 
1920 - 25 1:8 (excluído lo im- 
portado en 1923) 
1926 - 30 2:0 
1931-35 1:6 
1936 - 39 1:4 


Fuente: Anuarios Estadísticos. 








Al nacer en 1931 la ANCAP no figuró entre sus cometidos el monopolio en el comercio 
del carbón, ni siquiera su participación en el mismo. Este hecho no deja de sorprender si 
se piensa que una política energética coherente lo debía de haber incluido. Pero a ello no 
debe ser ajeno la importancia que Gran Bretaña asignaba a este rubro (ya tradicional) de 
su comercio externo. Por otra parte, las restricciones y dificultades que para la introduc- 
ción de las carnes uruguayas se vivieron a raíz de los convenios de Ottawa mostraron que 
independientemente de la prudencia de los gobernantes, su tolerancia no fue extraordina- 
tamente reconocida. 


En abril de 1936 el vespertino El Diario denunció los precios del carbón, cuyo tope 
no guardaba relación con el precio de comercialización: el carbón de Cardiff, puesto en la 
barraca valía $ 11,60 la tonelada, y se vendía al público a 24,00; la antracita con un 
costo en barraca de $ 25,00 se vendía al consumidor a $ 45,00. En dichos artículos se 
sostenía la necesidad de la intervención del Estado para neutralizar el pool del carbón, uti- 
lizándose los muelles y depósitos de UTE y ANCAP (23). 


El Ministro de Industrias y Trabajo Z. Saldías, con fecha 22 de abril de 1936, solicitó 

· el asesoramiento sobre el problema al Presidente del Directorio de ANCAP. El Gerente del 

organismo, Carlos Vegh Garzón, elevó un informe completo con fecha 6 de agosto de 

1936 que fue compartido por el Directorio y elevado al Ministerio respectivo con fecha 
23 de setiembre de 1936. 


Allí se admitía que el comercio de carbón estaba en manos de un trust de seis firmas, 
“quienes se reparten ese negocio bajo convenios establecidos con la base de porcentaje so- 
bre tonelaje. Estas firmas se respetan fielmente los precios fijados; precios que están suje- 
tos a alteraciones a voluntad de ellas según las circunstancias lo requieran. 


Estos convenios locales en la plaza de Montevideo, son un reflejo de los convenios y 
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arreglos existentes en Inglaterra entre propietarios de minas, los cuales han sido objeto de 
ataques por parte del propio Gobierno británico. . .” 


Se denunciaba allí que pese a la desocupación obrera en Gran Bretaña, se había logra- 
do disminuir la producción de carbón para mantener el precio interno del producto en un 
nivel totalmente anormal. 


El informante hizo ver la oposición del gobierno británico al trust de la hulla, que no 
había vacilado en comprometer el comercio externo del producto provocando una escasez 
artificial. Recordó que el convenio comercial firmado con Gran Bretaña no ignoraba este 
hecho, ya que pese a concederle preferencia a la importación del carbón inglés, permitía 
al gobierno uruguayo “discutir el precio del carbón que necesite importar”, ante la exis- 
tencia de ofertas que se presentaban corno más promisorias (Alemania, Polonia). Por todo 
lo mencionado creía el Gerente de Ancap que toda acción del organismo “contaría posi- 
blemente con la aprobación expresa o tácita del Gobierno británico”. 


Estimaba que las 140.000 toneladas de los distintos tipos de carbón consumidos en 
Montevideo, se comrecializaban a precios excesivos con un margen de ganancias de siete 
pesos por tonelada. Si Ancap intervenía en su comercialización “con la simple acción re- 
guladora” y “sin el otorgamiento de privilegios clase alguna”, los intereses del consumo 
local se verían defendidos en un valor cercano al medio millón de pesos. 


Afirmó que en 1935 el consumo fue de 305.000 toneladas, de las cuales: 155.000 co- 
rrespondían a usinas de UTE, Compañía del Gas, tranvías de Montevideo y frigoríficos; 
25.000 fueron destinadas al aprovisionamiento de buques de ultramar; y las 25.000 res- 
tantes fueron comerciadas por las casas carbonerás establecidas en Montevideo, (una de 
las cuales era alemana pero utilizaba carbón británico e integraba el “convenio”) 


ANCAP por otra parte, contaba con un muelle propio para buques de hasta ocho me- 
tros de calado, y tenía terrenos adyacentes para construir los depósitos de carbón. La difi- 
cultad existente era de orden legal: había que modificar la ley de creación, autorizándola 
a comercializar combustibles sólidos (24). 


Y esto no fue encarado, ya que pese al optimismo de Vegh Garzón, lo más probable 
es que se temiera la reacción del gobierno británico ante una medida que comprometía a 
firmas de dicho origen y el futuro de uno de los rubros de su comercio externo. En ese ca- 
so, la represalia afectaría al sector agropecuario. Pero además sumaría un nuevo enemigo 
al ente en momentos en que aún no había tomado la opción definitiva de convivir con las 
grandes empresas mundiales de petróleo, o asumir el monopolio concedido por la ley de 
creación que le puesta en funcionamiento de la refinería pondría sobre el tapete. 


El acuerdo de los “grandes”. 


Durante los años veinte y treinta se hicieron ingentes esfuerzos por alcanzar la con- 
creción de un trust mundial, que regulara la producción, el precio y la comercialización 
del petróleo en base a un acuerdo que se pretendía ecuménico. Sería redundante hablar 
que el mundo “asistió conmovido” a la formación del mismo, ya que los dictados de las 
grandes compañías se mantenían secretos, o se filtraban a un reducido grupo humano. Sin 
embargo, se sufrían por todos. La necesidad de los mismos estaba marcada por el hallazgo 
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de nuevas е importantes reservas petrolíferas —entre ellas las del hoy Irán—, y por supues- 
to por la necesidad de controlar tanto lo que tiene que ver con áreas geográficas, como la 
distribución al consumo. 

En esencia se seguía lo que ya era trayectoria histórica para dos de las grandes trans- 
nacionales del petróleo: la “Standard Ой” y la “Royal Dutch”, Ambas habían estado diri- 
gidas por hombres que las habían llevado a un primer sitial, previa consolidación de sen- 
dos trusts en los países que las habían visto nacer, o en su zona de influencia inmediata. 


Natural resulta pues que la viabilidad de empresas que intervinieran en el negocio de 
petróleo y afectasen los intereses de las signatarias de esos acuerdos, estaría en función del 
margen de maniobrabilidad, la adaptación o el acatamiento a los postulados y cláusulas 
que ese tipo de entendimiento erigía y cuya validez se pretendía duradera. 


De ahí que el nacimiento de ANCAP, pero sobre todo las probabilidades de su sobre- 
vivencia con las potestades que les había dotado el legislador, no dependía de su rentabili- 
dad ni de los deseos nacionales. Por el contrario, estaría marcada por su actitud frente a 
las empresas extranjeras, y sobre todo, por los acuerdos internacionales de los grandes del 
petróleo, acuerdos a los que ya se había llegado antes de que el organismo trascendiera de 
las carpetas parlamentarias. 


Las compañías extranjeras se habían opuesto a la fundación de ANCAP —y de ello 
quedan pruebas suficientes en los ríos de tinta que sus extensos comunicados publicados 
en la prensa montevideana hicieron correr—. El abastecimiento alcanzado mediante licita- 
ción pública a la que no se quisieron presentar en 1932, ganado por una entidad paraesta- 
tal soviética, muestra el cariz que estaban tomando los hechos cuando aconteció el golpe 
de 1933. Y dado que los hombres del nuevo régimen procedieron a ocupar los puestos de 
mando de los que habían desplazado —con el venerable estatista Eduardo Acevedo a la 
cabeza—, resulta claro que si el nuevo organismo no desaparecería, la mejor política era la 
de acercarlo al acuerdo mundial vigente. 

Ya en 1928 los delegados de la “Royal-Dutch”, de la “Standar de Nueva Jersey” y de 
la *Anglo-Persian”, reunidos en un castillo escocés (Achnacarry) habían sentado las bases 
para un cártel petrolero mundial, del cual sobreviviría la estructura de precios: el denomi- 
nado ““Gulf-plus” (el vigente en los puertos norteamericanos del Golfo de Méjico más el 
flete de ese lugar al destino último), Entre 1930 y 1934 se hicieron constantes esfuerzos 
para lograr consenso en la distribución mundial: en 1930 se aceptó un Memorándum so- 
bre mercados europeos, en 1932 las bases para un acuerdo de distribución, y en 1934 un 
memorándum preliminar de principios. Los tres reformulaban los acuerdos originales de 
Achnacarry. 


Pero la depresión mundial jugaría una mala pasada: en 1931 el consumo mundial de 
petróleo disminuyó, y recién se alcanzó el nivel de 1930 durante 1934, 


Además nuevos descubrimientos en Tejas y en el Oriente Medio volcaron más petró- 
leo al mercado. 

Afirma Christopher Tugendhat: “Todas las compañías sufrían importantes pérdidas y 
a pesar de los acuerdos alcanzados en principio era imposible impedir que surgiese la com- 
petencia” (25). 

En este marco mundial nació la ANCAP. Pero las favorables condiciones externas no 
se mantendrían por mucho tiempo. 
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Dice el citado autor: 

“Sólo el Draft Memorandum de 1934 nació con posibilidades de éxito, Se puso en vigor 
cuando ya había pasado lo peor de la depresión y cuando comenzaban a tener efecto las 
medidas del Gobierno federal y de los gobiernos estatales de los Estados Unidos para res- 
tringir la producción de petróleo y aumentar los precios” (26) 

El Draft Memorandum fue aprobado con gran secreto, como era la norma, en una 
reunión en Londres en abril y mayo de 1934 entre la “Jersey Standard” en representación 
de la industria norteamericana, y la “Shell” y la “Anglo-Persian”. Afectaba a todos los 
países fuera de Estados Unidos, y establecía un Comité en Londres para dirigir la opera- 
ción. 

Se reglamentaba la distribución de cuotas y los castigos a imponer a quienes vendie- 
sen demasiado, o demasiado poco. Además se acordaba un mecanismo de consulta para 
inversión de capital y publicidad, con la finalidad de eliminar la duplicación innecesaria de 
gastos. 

La administración del cártel se realizaba en una reunión semanal de los altos directi- 
vos en las oficinas de la Shell, y según Tugendhat, “sus actas indican lo estrecha que fue la 
colaboración” (27). 

(Pese a que el director general de la Shell afirmó más tarde, ante una Comisión inves- 
tigadora, que nunca se consiguió una cooperación superior al 50-60 por 100). 


“En casi todo el resto del mundo —escribió Tugendhat— se realizó algún intento рага 
proporcionar al capital local una participación en la industria, (y cita el ejemplo de Y P.F. 
argentina, de una empresa privada con apoyo estatal chilena que recibió el 20 por ciento 
de todas las ventas de gasolina, y de otra española que patrocinada por el Gobierno obtu- 
vo el monopolio de la distribución). 

Su juicio adquiere por lo tanto gran valor: 

“Sin embargo, з pesar de los Gobiernos, de la continuada existencia de compañías inde- 
pendientes y de sus propios fracasos, las grandes empresas consiguieron más con los acuer- 
dos del cártel que lo que hubiesen logrado sin ellos, La estructura de precios “Gulp-plus” 
continuó siendo la base para determinar los precios de la mayor parte del petróleo del 
mundo, independientemente de su lugar de origen, y esto estableció el marco dentro del 
cual se desenvolvió la competencia” (28). 


El acuerdo con la "Lobitos ОЙ”. 


Es en este contexto mundial en que debe enmarcarse la acción de ANCAP. 

Debiendo importar el combustible refinado para atender las necesidades de la parte 
del mercado que controlaba, dependía hasta tanto se construyese la refinería, de los sumi- 
nistros desde el exterior. A partir de su puesta en funcionamiento, y hasta tanto se hallase 
petróleo en el territorio nacional, dependería del abastecimiento de petróleo crudo. 

La “Yuzhamtorg” —entidad soviética a la que el Poder Ejecutivo le concedió Persone- 
ría Jurídica el 3 de mayo de 1928, y cuya actividad se extendería hasta comienzos de 
1936, (a fines de 1935 el gobierno de Terra rompió sus relaciones diplomáticas con la 
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URSS) había vendido combustible а ANCAP al precio “Gulf” que había fijado el cártel 
mundial (29). El beneficio de la transacción estaba en que una parte de la misma (que al- 
gunos calculaban en un 25% ) se abonaría con productos que Uruguay producía. Es decir 
que se aseguraba la colocación de algunos rubros exportables del país, lo que en momen- 
tos de dificultades económicas mundiales —y acuerdos de Ottawa mediante— se presenta- 
ba como ventajoso. 


Sin embargo, la política exterior uruguaya sería de creciente hostilidad hacia la 
Unión Soviética y concluiría con la suspensión de las relaciones en diciembre de 1935, an- 
te las denuncias que la embajada de dicho país en Montevideo había apoyado un intento 
revolucionario en Brasil. 

Pero ya antes de este hecho, ANCAP se había orientado hacia otros mercados para el 
aprovisionamiento de derivados del petróleo. 

El mismo, que también incluía el suministro de una refinería, mereció —en 1935— el 
pedido de una comisión investigadora de las actividades del organismo, y motivó que el 
Parlamento —donde dicha solicitud se había canalizado— conociera los detalles de la 
transacción. Una cláusula de la ley de Reajuste económico y financiero aprobada en 1934 
obligó a ANCAP a solicitar antorización para emitir una parte de la deuda que su ley fun- 
dacional le había otorgado, pero que aún no se había efectivizado. 


Lo cierto es que el conocimiento de los hechos, la renuencia de ANCAP a suministrar 
ciertos detalles que consideraba “secretos”, más el pedido de que no trascendiera a la opi- 
nión pública lo actuado, en momentos en que la vida pública urugaya se desenvolvia en 
la excepcionalidad instaurada el 31 de marzo de 1933, provocó el consiguiente revuelo. 


La piedra del escándalo fue el pedido efectuado por el Poder Ejecutivo a la Asamblea 
General con fecha 12 de noviembre de 1934 —firmado por Terra y Charlone— para que se 
autorizara a ANCAP a negociar la segunda y tercera serie de la “Deuda Industrial del Uru- 
guay”, de acuerdo al último apartado de la ley de reajuste económico de 9 de noviembre 
de 1934 que establecía que las deudas autorizadas, pero no emitidas hasta el 31 de di- 
ciembre de 1933, no podrían ser negociadas sin nuevo pronunciamiento de la Asamblea 
General, (con excepción de los títulos de Deuda Pública del seis y medio por ciento de 
1932). Se adjuntaba una solicitud al Ministro de Industrias Augusto César Bado, firmada 
por Carlos de Castro y Luis R. Ponce de León (Presidente y Secretario de ANCAP), advir- 
tiendo que ante el receso parlamentario peligraba la construcción de la refinería de petró- 
leo, ya que era necesaria la autorización para negociar tres milliones de pesos de la Deuda 
Industrial del Uruguay: “La refinería de petróleo es, —decía la comunicación de AN- 
CAF- efectivamente, la única manera de obtener la independencia en materia de com- 
bustibles; y ya sabe el señor Ministro la importancia que para todo el país tiene el adqui- 
rir esa deseada independencia, que, de no ser obtenida por el Uruguay, significará la ruina 
de este organismo, creado para arbitrar recursos al Estado y que llegará si se le deja exten- 
derse libremente, a ser uno de los más fuertes puntales de las finanzas y de la economia 
nacional” (30). 


La petición pasó a la Comisión de Asuntos Financieros y Bancarios de la Cámara, que 
expidió más de un informe y glosó los antecedentes del caso, los que resumiremos a conti- 
nuación. 

En el mes de abril de 1932, el Directorio actuante hasta el 31 de marzo de 1933 lla- 
mó a licitación pública, con carácter de concurso, para la provisión de una refinería de pe- 
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tróleo. El llamado venció el 1 de marzo de 1933, acudiendo algunas casas especializadas. 
En agosto o setiembre de 1933 se presentó a la ANCAP el señor Roberto Peracca, acom- 
pañando dos propuestas privadas en representación una de la firma “Foster Weeler” —Á<in- 
diferente al llamado del organismo no obstante los amplios plazos establecidos)—, y la 
otra de las “Alco Products”; ambas por refinerías a construirse por una u otra casa indis- 
tintamente. Además ofreció a nombre de la “Lobitos Oil” el suministro de petróleo crudo 
para la refinería, 


El Directorio de ANCAP recibió las propuestas y las pasó a informe de su gerente, Sr. 
Goslino, el que se pronunció con fecha $ de diciembre. Directorio de la ANCAP resol- 
vió el 16 de abril realizar un nuevo llamado a licitación —con el carácter de “restringi- 
do”— determinando en los pliegos que el plazo de presentación de las propuestas sería de 
ochenta y cinco días. En el llamado restringido se incluyó ocho firmas especializadas, 
(que en realidad fueron siete, pues la “Foster Weeler” incluía una casa en Londres y otra 
en Nueva York). Vencido el plazo se procedió a la apertura de propuestas para la refine- 
ría de petróleo, presentándose tres firmas: la “Foster Weeler” representada por Peracca, la 
“Alco Products” (esta vez con otro representante) y la “Strafford Engineering” represen- 
tada por Adolfo Frisiani. 


Es decir que se produjo la defección de por lo menos cuatro grandes firmas interna- 
cionales, indiferencia que se atribuyó al exiguo plazo, aunque merece citarse de paso que 
si este Hamado pudo hacerse así, fue porque el Decreto-ley de 29 de abril de 1933 acordé 
a ANCAP la facultad de prescindir de los llamados a licitación si la totalidad de su Direc- 
torio lo decidía como beneficioso para el organismo. 

Por otra parte ANCAP optó en las especificaciones del pliego por el sistema del crac- 
king cuyo único proponente iba a ser la “Foster Weeler”. La licitación so volvía, según el 
informe, “de resultados previsibles”. A ello hay que agregar que una de las firmas, la 
"Strafford Engineering”, ofrecía un precio más alto, ya que proponía una planta mayor 
que la solicitada, considerándosele una propuesta de “relleno”. Por otra parte Peracca ha- 
bía estado unido a la “Alco”, aunque no figurara en esta oportunidad como responsable 
de su presentación. 


Dicen los antecedentes de uno de los informes: “se desprende de este examen somero 
de las propuestas, que en el llamado a licitación restringida, sólo hubo una propuesta váli- 
da, la de Foster Weeles, la vencedora, y, por consiguiente, el susodicho llamado se vuelve 
en los hechos, una simple contratación directa” (31) 


La operación no era de las que económicamente puedan definirse como de “poca 
monta”: sólo por maquinarias insumiría 164.000 libras, a lo que debía sumarse diez cen- 
tavos de dólar de regalía por barril refinado, (1.500 barriles diarios durante 26 días al mes 
totalizaban al año por este concepto U$5 46.800); lo que elevaba la suma a $ 1:700.000 
por maquinarias y $ 195.000 anuales por regalías. 


Pero si en el caso de la refinería correspondía hablar de contratación directa bajo la 
forma de licitación restringida, en el de petróleo crudo ANCAP celebraba un contrato di- 
recto cuyo contenido se ignoraba pues tenía el carácter de “secreto”, (lo contrario impli- 
caría “revelar lo que constituye la esencia misma del secreto de sus actividades”, razón 
por la que se le había negado su conocimiento al Diputado informante Mario Dupont 
Aguiar, entendiendo que las facultades del legislador enumeradas por el artículo 107 de la 
Constitución era un derecho de excepción “que debe ser interpretado restriciivamente””) 
(32). 
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Dicho acuerdo preveía el suministro de 78.450 toneladas de petróleo crudo anuales 
mientras la refinería trabajara con capacidad restringida, y con precio a especificar de 
acuerdo a las cotizaciones del mercado mundial. El plazo era de cinco años, (en caso de 
que se llegara a trabajar con producción normal, el suministro sería de 168.500 toneladas 
anuales, lo que a los precios de 1935 comprometía en cinco años una suma de U$S 
11:795.000, equivalentes a más de $ 16:000.000 de pesos). La firma adjudicataria era la 
“Lobitos Oil” (Anglo-Ecuatorian), representada por el mismo Roberto Peracca (33). 


Según Coslino, gerente de ANCAP, era esta una poderosa compañía británica del gru- 
po del Banco de Londres y Ferrocarril Central Argentino, que se llamaba “Lobitos Oil 
Fields” cuando actuaba en Perú, y “Anglo-Ecuatorian О” cuando operaba en Ecuador, 
aunque los directores eran comunes a ambas (34). 


La historia de la empresa se remonta a 1908, en que fue fundada en Londres la com- 
pañía "Lobitos Oil Fields Limited” con un capital de 400.000 libras, con el objeto de de- 
dicarse al negocio de producción, transporte y refinación de petróleo y sus derivados “де 
preferencia en la localidad de Lobitos, República del Perú”, adquiriendo los derechos y 
bienes de otra firma británica que incluía 112 concesiones y 26 pozos que producían 900 
barriles de petróleo por día. En 1926 obtuvo nuevas concesiones, creando una subsidiaria 
al amparo de las leyes peruanas, a la que denominó “Compañía Petrolera Lobitos”, cons- 
tituída con un capital inicia] de 600.000 libras. Instaló еп Lobitos una planta destinada a 
la extracción de gasolina natural. En 1934 construyó una refinería con capacidad para 
200.000 toneladas anuales de petróleo crudo, en el canal de Manchester, Inglaterra (Elles- 
mere Port). La “Anglo Ecuatorian Oilfields Ltd.” funcionaba como su sucursal ecuatoria- 
na (35). 


La Cámara de Representantes conoció dos informes. Uno de ellos negativo, firmado 
por Adolfo Pérez Sánchez, Guillermo Stewart Vargas y Mario Dupont Aguiar, (marzo 21 
de 1935). 


Para fundamentar su oposición utilizaron un fragmento del informe que hiciera el Ge- 
rente de АМСАР, Goslino, al Directorio en 1934: “. .. en estos últimos años, la crisis de 
la sobreproducción por una parte y la falta de consumo por otra, han originado un des- 
censo tal en el precio de venta de los productos derivados del petróleo, en particular de la 
nafta, que hoy se afirma en forma TERMINANTE, que las refinerías de petróleo en la ac- 
tualidad, APENAS CUBREN SU COSTO” (36). 


Y seguía: “Debe admitirse NECESARIAMENTE que la refinación como industria lu- 
crativa pasa en los actuales momentos, POR UNA CRISIS PROFUNDA pero que QUI- 
ZAS toque a su término”. 


Y razonaban los legisladores: si la industria no cubre el costo en países que poseen 
petróleo, ¿por qué implantarla en uno en el que pese a todos los esfuerzos por hallarlo no 
se lo tiene? 


Frente al argumento de Goslino, de que la refinería era necesaria porque de lo contra- 
rio se anularía ei magnífico esfuerzo de la ANCAP, regulando е] mercado interno en bene- 
ficio del consumidor y poniendo una barrera a la codicia de las empresas extranjeras, lo 
adjetivizaron como “frase declamatoria”: “. . . si (la ANCAP) ha beneficiado al consumi- 
dor de nafta no ha beneficiado al país. La A.N.C.A.P., ha podido pesar en el mercado in- 
terno, en la regulación de los precios de los productos derivados del petróleo, porque ha 


140 


gozado de las ventajas del cambio oficial y es éste y no la А.М.С.А P., el regulador de los 
precios, Pero la verdad es que esa intervención reguladora se hacía a un elevado costo рага 
el país, ya que el beneficio que representaba para el consumidor de nafta la concesión de 
cambio oficial para la importación de los productos derivados del petróleo, lo pagaban los 
exportadores, es decir, los ganaderos y las fuerzas vivas del país, que en último término 
constituyen el verdadero país nuestro” (37). 


Argumentaban que el ahorro de divisas que ANCAP apreciaba efectuar con la cons- 
trucción de la refinería estaba mal calculado: durante cuatro айо$ y medio por concepto 
de amortización de la refinería, cañerías y tanques y regalías por la refinación, el organis- 
mo debería enviar al exterior $ 630,328 «anuales, calculándose el ahorro por la refinación 
del país en $ 474,435, ($ 155.893 de diferencia contraria anual). Aunque queda claro en 
estos cálculos que las cifras rojas estaban originadas por la amortización de la refinería, 
para lo cual existía un plazo de 54 meses, y que después de abonada quedaría únicamente 
una regalía anual por la industrialización que estos legisladores estimaban en $ 127.000. 

Como se proponían —según propia confesión— hacer una crítica constructiva, aconse- 
jaban transformar а la ANCAP en una “Regis-Coperative”, concordando con “la aspira- 
ción y el principismo antiestatista”, y sugiriendo la no aprobación del proyecto y el nom- 
bramiento de una comisión especial que proyecte la desestatización de ANCAP. 

El otro informe, firmado por Carlos M. Aznárez y Eduardo Fasciolo Siri, (23 de mar- 
zo de 1935) aconsejaba a los representantes aprobar el proyecto de ley adjunto. 


Entendían que una de las finalidades del nuevo ente industrial del Estado era ir hacia 
la refinería, como lo había resuelto el legislador en 1931. Circunstancias transitorias ha- 
bían demorado su concreción. Pero consultados sus más altos funcionarios y el Adminis- 
trador de la Destilería Fiscal de La Plata de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Ing. Cánepa, 
dictaminaron que ANCAP debía construir su refinería, ya que su costo sería financiado 
por sus utilidades, sin afectar el capital del organismo. 

En el debate que se suscitó al respecto, se fueron agregando nuevos elementos. 

Goslino afirmó que “Las compañías nunca creyeron en la refinería de la ANCAP. No 
lo creyeron por dos circunstancias: primero, la Ancap nació sin capital: los seis millones 
que autorizó la ley, no podían ser lanzados a la plaza; segundo, aún еп caso de conseguir 
el dinero, la Ancap no tendría divisas, Recién cuando las compañías сопосієгоп que ha- 
bía financiación que permitía extender el pago de las divisas por cinco años, propusieron 
а la Ancap un arreglo”, 

Luego Goslino leyó las bases sobre las cuales se podría “posiblemente” establecer un 
convenio entre la Ancap y las compañías particulares, las que preferimos transcribir ínte- 
gramente: 

“ 1 — División del mercado entre la Ancap у las compañias particulares a base de cmo- 
tas.” 

“El porcentaje del mercado correspondiente a la Ancap sería fijado de acuerdo a la pro- 
“porción de sus ventas en el año 1933 comparado con el total de ventas efectuadas en to- 
“do el país durante el mismo año. 

“El porcentaje restante sería repartido entre las compañías en proporciones a establecerse 
“entre ellas. 
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«“ 2 —Provisión de productos a la Ancap. 

“Las compañías se encargarían de abastecer puntualmente a la Ancap sus necesidades de 
“productos petrolíferos a precios mundiales reconocidos, y la Ancap, por su parte, зе 
“comprometería a adquirir todas sus necesidades de las compañías, siempre que las condi- 
“ciones ofrecidas por éstas fueran iguales o mejores que las de cualquier otro competidor 
“de reconocida responsabilidad. 


“Las cantidades a suministrarse por cada compañía serían igualmente establecidas por 
“ellas, 

“ 3 — Anulación de privilegios. 

«Todos los privilegios acordados oficialmente a la Ancap en perjuicio de sus competidores 
“serían anulados, sin que ello afecte a dicho ente, puesto que el porcentaje de ventas reco- 


*nocido a favor de éste en el convenio, sería protegido por la celebración del mismo y los 
“ajustes que forzosamente tendrían que efectuarse de vez en cuando, 


“ 4 — Condiciones de venta, 


“Todos los participantes convendrían en mantener los mismos precios, condiciones de 
“venta, descuentos, etc. 


“ 5 — Adjudicación de cambio. 
“Se reservaría para todos los participantes del convenio, en la proporción que éste fijara, 


“idénticos derechos en materia de provisión de divisas extranjeras para efectuar el pago 
“puntual de todas sus importaciones. 


“ 6 — Duración del convento. 


“La Duración del convenio sería de . . . años (sic), pudiendo cualquiera de las partes, a su 
“vencimiento, notificar a las demás su intención de renunciar a base de un preaviso conve- 
“nido”. 

“La celebración del propuesto convenio vendría a allanar automáticamente las numerosas 
“dificultades existentes entre la Ancap y las compañías particulares, consistentes en los 
“reclamos interpuestos por éstas ante las autoridades contra los daños y perjuicios sufri- 
“dos por ellas a raíz del sinnúmero de privilegios acordados a la Ancap, que ellas estiman 
“ilegales, y esta consideración en sí es un argumento poderoso en favor de que todos tra- 
“tan, por medio del citado convenio, de poner fin al actual estado de cosas. 


“El proyectado convenio debería proporcionar al Gobierno y a la Ancap una participa- 
“ción preponderante en el contralor de la industria petrolífera del Uruguay, y es posible 
“дие, dada la dificultad y el costo en que deberá incurrirse para proveer facilidades nacio- 
“nales para la refinación del producto en esta hora, sería conveniente permitir al propues- 
“to convenio que demostrara sus méritos antes de decidir respecto a la cuestión mayor de 
“la provisión de la refinería oficial” (38). 


Según Goslino, se habían puesto en el último renglón “lo que deseaban poner en el 
primero”. 
Los plazos que se habían hablado para este convenio era primero de tres, luego de 


cinco años, “y transcurrido este. . ., iba a encontrarse la Ancap con todas sus puertas ce- 
madas y con el mercado completamente dominado”. 


Pero Ancap, siempre según las palabras pronunciadas por Goslino, efectuó una con- 
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traoferta que se aserneja en mucho a lo que efectivamente se acordó en 1938 con las com- 
pañías: “Nosotros compramos a ustedes todos los productos que necesitemos; les compra- 
mos a ustedes todo el crudo que se refine, en la refinería з construime; pero no se decreta 
el monopolio. La Ancap no lo ejercerá. Cada uno quedará con su cuota de ventas en la 
plaza, La Ancap está dispuesta a ceder sobre la cuota de 1933. Quizá hasta podría enca- 
rarse la no distribución: que distribuyan las compañías. Los precios los fija el Estado”. 

Pero aunque había una evidente desviación de los objetivos planteados por la ley fun- 
dacional de la Ancap, “No aceptaron” (39). 

En otra parte de su alocución, Goslino afirmó que si la ANCAP era dotada de una re- 
finería tenía en sus manos un privilegio que implicaba el monopolio, con lo que podría 
discutir en un mismo plano con los grupos extranjeros, ofreciéndoles su permanencia en la 
plaza como distribuidores y asegurándoles todas las adquisiciones del organismo, tanto las 
del crudo como los productos destilados y derivados que como el fuel-oil se seguirían im- 
portando: “No habría inconveniente en ligarnos al trust pera toda la vida. Es el árbol más 
frondoso que nos puede abrigar” (40). 

Según el diputado Aznárez: “Las compañías contestsron que la propuesta era buena, 
pero que el precedente ега mal: porque otros países, al saberto, exigirían el mismo trata- 
miento” (41). 

La posibilidad de recurrir a la URSS, como se había hecho para la provisión de com- 
bustible refinado, estaba según Goslino clausurada: “Rusia no nos dice que no nos vende 
o suministra productos. Nos dice que tiene un principio económico que ha aplicado a to- 
dos los países, según el cual las divisas producidas por la venta de combustibles en el Uru- 
guay, no pueden ser imputadas a su cuota de intercambio”. Confesó por otra parte, que la 
nafta que ANCAP estaba recibiendo era de la “Shell Mex” y la “Standard Ой” (42). 


Dupont Aguiar afirmó que en el seno de la Comisión, el Ministro de Hacienda César 
Charlone manifestó que eran inaceptables las condiciones de la URSS, pues “Rusia exi- 
gía que se le dieran divisas libres, es decir, que todas las divisas provenientes de la importa- 
ción en el Uruguay de combustibles, no fueran computadas en esa cuota que es la que de- 
termina el intercambio comercial entre los dos países”. 

A lo que respondió el Ministro que la compañía contratante era inglesa, pero radica- 
da en el Perú, país del que Uruguay sólo importaría: “De suerte que las divisas que se gira- 
ran, eran de hecho y, totalmente divisas libres”. 

Charlone no objetó nada a esta aseveración. Dupont Aguiar con su compañero de Co- 
. misión, el diputado Pérez Sánchez, pudieron averiguar que la delegación comercial rusa, 
como denominaban а la “luyamtorg” —“que sabemos que tiene carácter oficial” — había 
casi concretado un convenio comercial con el Banco República que incluía la nafta, con 
[а posibilidad de abonarlo 70% en divisas y 30% en pesos uruguayos que se invertirían en 
la adquisición de productos dei país, (sin perjuicio de destinar una parte del 70% restan- 
te al mismo fin). 

Y acusaban a Charlone por su falta de previsión que lo había llevado a informar а ја 
bancada en forma “equivocada” (43) 


Aunque la ruptura de relaciones que se sucedería meses después levaría a la desapari- 
ción de la entidad comercial soviética, lo que en el orden del petróleo y sus derivados fa- 
vorecería a los intereses anglonorteamericanos, lo que era buscado por otra parte a nivel 
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traoferta que se asemeja en mucho a lo que efectivamente se acordó en 1933 con las com- 
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plaza. La Ancap está dispuesta a ceder sobre la cuota de 1933, Quizá hasta podría enca- 
rarse la no distribución: que distribuyan las compañías. Los precios los fija el Estado”. 

Pero aunque había una evidente desviación de los objetivos planteados por la ley fun- 
dacional de la Ancap, “No aceptaron” (39). 

En otra parte de su alocución, Goslino afirmó que si la ANCAP era dotada de una re- 
finería tenía en sus manos un privilegio que implicaba el monopolio, con lo que podría 
discutir en un mismo plano con los grupos extranjeros, ofreciéndoles su permanencia en la 
plaza como distribuidores y asegurándoles todas las adquisiciones del organismo, tanto las 
del crudo como los productos destilados y derivados que como el fuel-oil se seguirían im- 
portando: “No habría inconveniente en ligarnos al trust para toda la vida. Es el árbol más 
frondoso que nos puede abrigar” (40). 

Según el diputado Aznárez: “Las compañías contestaron que la propuesta era buena, 
pero que el precedente era mal: porque otros países, al saberlo, exigirían el mismo trata- 
miento” (41). 

La posibilidad de recurrir a la URSS, como se había hecho para la provisión de com- 
bustible refinado, estaba según Goslino clausurada: “Rusia no nos dice que no nos vende 
o suministra productos. Nos dice que tiene un principio económico que ha aplicado a to- 
dos los países, según el cual las divisas producidas por la venta de combustibles en el Uru- 
guay, no pueden ser imputadas a su cuota de intercambio”. Confesó por otra parte, que la 
nafta que ANCAP estaba recibiendo ега de la “Shell Mex” y la “Standard ОШ” (42). 


Dupont Aguiar afirmó que en el seno de la Comisión, el Ministro de Hacienda César 
Charlone manifestó que eran inaceptables las condiciones de la URSS, pues “Rusia exi- 
gía que se le dieran divisas libres, es decir, que todas las divisas provenientes de la importa- 
ción en el Uruguay de combustibles, no fueran computadas en esa cuota que es la que de- 
termina el intercambio comercial entre los dos países”. 

A lo que respondió el Ministro que la compañía contratante era inglesa, pero radica- 
da en el Perú, país del que Uruguay sólo importaria: “De suerte que las divisas que se gira- 
ran, eran de hecho y, totalmente divisas libres”. 


Charlone no objetó nada а esta aseveración. Dupont Aguiar con su compañero de Co- 
‚ misión, el diputado Pérez Sánchez, pudieron averiguar que la delegación comercial rusa, 
como denominaban a la “luyamitorz” —“que sabemos que tiene carácter oficial””— había 
casi concretado un convenio comercial con el Banco República que incluía la nafta, con 
la posibilidad de abonarlo 70% en divisas y 30% en pesos uruguayos que se invertirían en 
la adquisición de productos del país, (sin perjuicio de destinar una parte del 70% restan- 
te al mismo fin). 


Y acusaban a Charlone por su falta de previsión que lo había llevado a informar a la 
bancada en forma “equivocada” (43) 

Aunque la ruptura de relaciones que se sucedería meses después llevaría a la desapari- 
ción de la entidad comercial soviética, lo que en el orden del petróleo y sus derivados fa- 
vorecería a los intereses anglonorteamericanos, lo que era buscado por otra parte a nivel 
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oficial. En tal sentido nada más elocuente que la transcripción de un fragmento de la in- 
tervención del diputado Dupont Aguiar: 

=. еп esa misma sesión el señor Ministro Charlone —y esto me confirma más su mala in- 
formación— nos manifestaba que, dada la situación que se está creando, había que poner 
la vista en dos países especialmente: en Inglaterra y Estados Unidos —este último que in- 
tensificaba de una manera promisoria su comercio соп el Uruguay. . . ” (44). 


Obviamente las presiones eran muchas. Por una parte estaban las del “cártel” que 
funcionaba con sede en Londres y que en 1934 había encontrado las bases para un acuer- 
do más duradero entre los trust de la '“*Anglo-Persian”, y la “Shell” y la “Standard”. 
Y aunque la existencia de compañías independientes permitian cierto margen de manio- 
bra —en rigor el petróleo soviético también, siempre que no se lo asociara a la política ex- 
terior de la URSS-—, lo cierto es que el “cártel” ега el verdadero poder detrás del trono 
que regía la comercialización del producto en más de medio mundo. Por otra parte, esta- 
ban las presiones de los países de los que las principales empresas eran originarias, ya que 
ellas tenfár' un indudable peso en el staff dirigente y en consecuencia también en sus po- 
líticas exteriores —(a la “Anglo-Persian” se la vinculaba nada menos que al Almirantazgo 
británico)—; y que encontraron más de un camino para mostrar su preocupación por los 
intereses de sus connacionales. Como por otra parte queda de manifiesto en el tratado ce- 
lebrado ese año (1935) con Gran Bretaña y que regularía la entrada de las carnes urugua- 
yas al mercado de Londres: entre otras cosas se hizo “promesas de buena voluntad para 
las compañías de capital británico”, y el Foreign Office elevó un memorándum que in- 
cluía una serie de quejas, entre ellas de la “Shell-Mex” por discriminaciones en el tipo de 
cambio para las importaciones de combustibles en privilegio de la ANCAP (45). 


En este sentido jugaba las necesidades —y la dependencia— del comercio exterior uru- 
guayo. El diputado Aznárez se había referido a las palabras del Ministro de Relaciones Ex- 
teriores Ing. Juan José de Arteaga que habían “producido su revuelo en una de las sesio- 
nes celebradas por nuestra Comisión”. : 


“El Ministro temía que las divisas a emplearse en las compras de crudo a países con saldo 
deudor en la balanza comercial pudiera dificultar, por falta de divisas, los contratos a cele- 
brarse con los países como Inglaterra que ya nos compran más de lo que les compramos, o 
como Norte América, que, si no nos compra hoy, podrá comprarnos mañana а cambio de 
petróleo refinado” (46). 


Por su parte el diputado Pérez Sánchez expresó que “debe tenerse muy especialmente 
en cuenta, como decía el señor Diputado Dupont Aguiar, la contratación de crudo en 
aquellos mercados de los que nosotros pudiésemos resarcimos de la pérdida de divisas, por 
la colocación de nuestros productos, sobre todo los Estados Unidos por la posibilidad que 
hubiera de colocar allí nuestras carnes y abrir los horizontes a nuestra industria gans- 
dera” (47). 


Y además señalaba que si se iba al monopolio el país debería indemnizar a las empre- 
sas en una cantidad que giraba en los quince millones de pesos lo que entrañaba un verda- 
dero peligro financiero, ya que se habia pretendido hacer un alto en la política emisionis- 
ta y se volcaría en la Bolsa diez o quince millones más de obligaciones. Informaba que las 
empresas ya habían designado a una personalidad indiscutible del ambiente forense para 
ser defendidas en caso de llegarse al monopolio. Fundamentaba las razones por las que el 
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país debería pagar el “lucro cesante” que reclamarían las filiales de tas grandes firmas im 
ternacionales: “detrás de esas empresas están Inglaterra y Estados Unidos que podrían 
plantearnos la amenaza de no comprarnos más ninguna mercadería si fueran perjudicadas 
las empresas de capitales ingleses y americanos, y el Uruguay по tendría más remedio que 
aceptar es2 imposición” (48). 

El diputado Vigliola afirmó que el Ministro de Relaciones Exteriores Arteaga le había 
manifestado hacía un tiempo que se estaba por celebrar un acuerdo comercial con Esta- 
dos Unidos, y que el Ministro de ese país le había dicho al Canciller uruguayo “la conve- 
niencia de que se tuviera muy en cuenta los intereses de los capitales de sus connacionales 
radicados en este país”. 


Y recordaba que pese a que la ley fundacional de ANCAP no reconocía el derecho de 
reclamar lucros cesantes, existía un jurista que opinaba que una ley ordinaria no podía 
destruir el principio constitucional, y que cualquiera que fuese esa suma el país no la po- 
día hacer frente porque no se sabía “con qué recursos se van a atender, porque ya no que- 
dan en la República fuentes que puedan exprimirse más” (49). 

Finalmente la Cámara aprobó, por 41 votos por la afirmativa y 6 por la negativa, au- 
torizar a ANCAP a disponer de la segunda y tercera serie de su deuda hasta la cantidad de 
tres millones de pesos para dar cumplimiento al controvertido contrato de construcción 
de su refinería de petróleo. 


El país sumaría ahora a la dependencia en combustibles, la dependencia tecnológica y 
en crudos, ganando el valor agregado por la industrialización. Por el camino quedaría el 
sueño de implantar el monopolio de comercialización de combustibles en el país. 


La Ley Baltar. 


Dado que la construcción de la refinería proporcionaría a ANCAP el instrumento que 
el legislador había estipulado para que el ente estatal alcanzara el monopolio еп el comer- 
cio de combustibles, y frente al ambiente parlamentario propicio que existió para aprobar 
su erección, sacrificando este último aspecto ante el confeso temor de sus repercusiones 
en el comercio internacional del país —alentado por las naciones interesadas y difundido 
por los Ministros de Arteaga y Charlone— y la pregonada situación financiera del país, ha- 
bía que hallar un medio de conciliar la realidad con la norma jurídica evitando su cumpli 
miento, (apego formal que aparece casi como constante en el accionar de los hombres де! 
elenco terrista). 


Meses después de tratarse en la Cámara de Representantes el asunto “refinería”, el 
17 de julio de 1935, el diputado Joaquin Baltar presentó un proyecto de ley escueto, 
(tres artículos), por el que se derogaban “todas las disposiciones legales que reconocen 
a ciertos entes autónomos del Estado, la facultad de implantar monopolios de cualquier 
clase o de gestionar su implantación por vía administrativa” (art. 1). 

Los proyectos o iniciativas a que se refería el artículo citado, “sólo podrán Hevarse 
а cabo mediante leyes sancionadas de acuerdo con lo dispuesto en la segunda parte del in- 
ciso número 17 del artículo 75 de la Constitución” (art. 2). Dicho inciso de la Constitu- 
ción de 1934, en su segunda parte decia: “Рага instituirlos (los monopolios) en favor del 
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Estado o de los Municipios, se requerirá la mayoría absoluta del total de componentes de 
cada Cámara” (50). 

Se preguntaba Baltar en la exposición de motivos que adjuntaba al articulado de su 
proyecto, si las leyes que autorizaban a algunos organismos autónomos del Estado a crear 
en su favor monopolios comerciales o industriales “¿están o no en oposición con el arti- 
culo 282 de la Constitución?” (Dicho artículo expresaba “Se deciaran en su fuerza y vigor 
las Leyes que hasta aquí han regido en todas las materias y puntos que directa o indirecta- 
mente no se opongan a esta Constitución ni a las Leyes que expida el Cuerpo Legisla- 
tivo”) (51). 

De tratarse de leyes ya ejecutadas correspondería —expresaba Baltar— “aceptar los 
hechos consumados”, pero en el caso de los que aún estaban por crearse (como el de 
ANCAP) debían hacerse “mediante leyes sancionadas por mayorías especiales” 


Su proyecto de ley tendría a “evitar cualquier duda que pudiera surgir en caso de 
que algunos entes autónomos del Estado —la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Portland o la Administración Nacional de Puertos, por ejemplo— se creyesen fa- 
cultados para implantar a su favor, bajo el presente régimen constitucional, monopolios 
de determinadas actividades industriales o comerciales, partiendo de la base de las autori- 
zaciones legales de los respectivos estatutos orgánicos sancionados durante la vigencia de 
la anterior Constitución. ..” (52). 

En la sesión del 16 de setiembre de 1935, advirtió el diputado Baltar que “en cuanto 
nos descuidemos, vamos a pisar el terreno peligroso en que perdió sus prestigios, en gran 
parte, el régimen caído, o sea el de los monopolios a todo trapo, que tan duros escarmien- 
tos nos reservaron como factores de disolución y de corruptelas”. 


Se refirió entre otros a ANCAP, que “día más o día menos, ha de ir también al mono- 
polio de la refinación de petróleo y al de la venta de nafta” (53). 


Con fecha 3 de octubre de 1935 la Comisión de Constitución y Legislación General 
presentó su informe, firmado por Tomás J. de la Fuente, Miguel Pringles, Julio С. Ca- 
nessa, Angel Lugano, Juan Azeves, Amadeo Almada (h), Horacio Abadie Santos: “Es evi- 
dente —se decía— que las nuevas Instituciones Nacionales surgieron de una nueva coinci- 
dencia (sic) colectiva, destinada a corregir los defectos de la Constitución anterior, modifi- 
cando esencialmente el estado de derecho, reaccionando contra instituciones y preceptos 
que impedían el progresivo desenvolvimiento del país. 

Fue una reacción enérgica y renovadora, que estructuró el Estado sobre nuevas bases 
económicas, políticas y sociales, estableciendo normas severas e inflexibles para combatir 
la imprevisión y la demagogia. 

Se ha defendido la iniciativa privada, puntal de todo progreso, poniendo trabas a la 
acción absorbente del Estado que pretendía reunir en sus fuertes tentáculos todas las acti- 
vidades industriales y comerciales, constituyendo una amenaza para el porvenir económi- 
co de la República, . .” 

Entendian que ANCAP, autorizada por leyes anteriores para crear ciertos monopolios 
que aún no habían tenido principio de ejecución, no los podía concretar. Las razones eran 
varias: la nueva Constitución reflejaba “otras orientaciones en materia económica finan- 
ciera”, los monopolios restringían la actividad privada, había que evitar extender el domi- 
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tio del Estado con fines políticos, y las ventajas de la libre concurrencia facilitaban о) de- 
sarrollo industria] haciendo bajar los precios en beneficio del consumidor. 
El proyecto fue sancionado (54). 


El 5 de mayo de 1936 el senador Segundo Е. Santos reiteró en Cámara el pronto des- 
pacho del proyecto ya aprobado por Representantes, entendiendo que había que acompa- 
sar la legislación vigente con el nuevo texto constitucional, “aparte del interés privado que 
pueden tener los industriales por la garantía que les representaría esta nueva ley” (55). 

Con fecha 3 de diciembre de 1935, el P. E. elevó a la Cámara de Senadores una nota 
de ANCAP acompañada de una exposición firmada por Terra y Zoilo Saldías que con- 
cluía: “En concepto del Poder Ejecutivo, nunca estará definitivamente cerrado el debate 
sobre problema tan fundamental; pero la discusión debe hacerse, en concepto del Poder 
Ejecutivo, sobre las actuales bases de hecho y derecho que dan la ley y la no muy corta 
experiencia de la vida del ente” (56). 


La nota enviada por ANCAP al Ministro de Industrias y Trabajo —(30 de noviembre 
de 1935)- entre otros conceptos sobre la actividad del organismo expresaba que el inciso 
C del artículo 1 de la ley de 15 de octubre de 1931 no establecía la facultad de implantar 
monopolio, sino que lo creaba y era el que estaba en funcionamiento. Simplemente se de- 
cretaba el monopolio a la importación de combustibles con una condición: cuando la refi- 
nería estatal —que monopolizaría indiscutiblemente la importación de petróleo crudo— 
produjese el 50% de la nafta que consumía el país. Afirmaba que ANCAP ejercía ya un 
contralor efectivo del comercio de combustibles líquidos beneficiando al consumo en 
una cifra estimada en los siete millones de pesos anuales. Por otra parte, en lo que respeo- 
ta a la importación de petróleo crudo y su refinación, dicho cometido tenía también ya 
principio de ejecución pues se estaba erigiendo una refinería y se tenía firmado un con- 
trato con la “Anglo-Ecuatorian Oilfields” para el suministro de petróleo crudo por cinco 
años. 


“Sin monopolio —decían— la Ancap no puede luchar con los trust mundiales que do- 
minan el mercado del petróleo en todos los continentes. Si se quita el monopolio a la An- 
cap, tendrá ésta que eliminar de sus rubros el del petróleo y carburante. Quedaría sin uti- 
lizar la refinería que se está construyendo; se perderían los enormes capitales que ya se 
han invertido en la refinería y en otras grandes construcciones, y quedaría destruido el es- 
fuerzo de estos últimos cuatro años que han ahorrado al país millones de pesos” (57). 

Pero iban más allá aún: “si en realidad se quiere suprimir el monopolio de carburante, 
con la eliminación consiguiente de la Ancap dentro del mercado nacional y con la pérdida 
de toda la obra que se ha hecho hasta ahora en ese rubro, se diga expresamente y se discu- 
ta en el Parlamento con toda amplitud y con amplio conocimiento de los hechos y de sus 
consecuencias” (58). 

Y finalizaba advirtiendo que ANCAP, tanto en su concepción y realización como en 
su funcionamiento, era un todo orgánico, y que la obra económico-social que realizaba el 
departamento de combustibles descansaba, “por ahora y quizás por mucho tiempo más”, 
en la productividad del departamento de alcoholes. 


El Senado se abocó al estudio del problema los días 11 y 12 de agosto de 1936. 
El senador Bernardo Rospide, “un poco alarmado, ante la nota de la Ancap, en el 
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sentido de quedar сов los brazos libres, para implantar ciertos monopolios”, presentó un 
proyecto sustitutivo por el que se derogaban “todas las disposiciones legales que confirie- 
ron al Poder Ejecutivo la facultad de decretar monopolios cualquiera ses su naturaleza”, y 
“las leyes que autorizaron a los entes autónomos o a los servicios descentralizados del Es- 
tado, a implantar monopolios, cualquiera sea su naturaleza”. 


Rospide advirtió que una institución como ANCAP, recientemente creada, quedaría 
con amplias facultades en esa materia, afirmando que con mayor razón podría pretender 
lo mismo el Banco de Seguros del Estado, ya que la ley de 1912 autorizaba al P.E. a fijar 
por decreto para cada clase de seguros la fecha en que empezaría a hacerse efectivo el mo- 
nopolio. Aunque admitió retirar su propuesta si el Senado aprobaba el proyecto de Baltar. 


El Dr. Segundo F. Santos afirmó: “Nada impide que sancionemos este proyecto, y, 
posteriormente, que otro, con más prolijidad, pueda establecer los casos de excepción por 
circunstancias especiales, y entretanto la industria privada tendrá la seguridad de que no 
será perjudicada en forma peligrosa, por leyes que permitan a Jos entes autónomos a ir, re- 
pito, contra el espíritu de la Constitución y el espíritu de la Revolución de Marzo. 

Es peligroso que dejemos eso en el aire, no podemos admitir que los entes autón 
mos, por vía administrativa y solamente teniendo en cuenta su conveniencia comercial 
puedan decretar monopolios”. 

El Dr. Raúl Jude expresó que convenía “eliminar el fantasma a la actividad privada, 
de que llegue un decreto y anule esfuerzos en la aplicación de capitales que pueden haber 
cifrado grandes esperanzas en la explotación de determinados negocios”. 

Pero quien efectivamente enfocó el problema en su real dimensión, fue el Dr. Abalcá- 
zar García: “cual sería nuestra situación, si hoy o mañana el ente autónomo, la Áncap, 
haciendo uso de una disposición legal que lo autoriza para ello, fuera capaz de refinar el 
50% del petróleo —condición suspensiva, de hecho, que queda en sus manos acreditar en 
cualquier momenio— si cuando puedan producir ese 50% de petróleo refinado que el país 
necesita, vamos a dejar en manos de los tres directores de ese ente autónomo la enorme 
responsabilidad de imponer el monopolio de la nafta, de expropiar todas las empresas ех- 
tranjeras, y desafiar los juicios y perjuicios de los daños cesantes, el estudio de si éstos co- 
responden o no, y que el Parlamento esté mudo, inerte, con las manos atadas frente a 
pleitos millonarios, y mantener entretanto una situación de incertidumbre para una indus- 
tria tan importante en el país” (59). 

El proyecto de la Cámara de Representantes fue finalmente aprobado. 


El convenio de 1938 entre ANCAP y las compañías extranjeras. 


El 7 de enero de 1938, meses antes de concluir Terra su mandato, firmó un decreto 
por el que aprobaba el convenio adjunto proyectado entre la ANCAP y la “West India 
Oil Co. S.A.U.” (que en 1945 se constituiría en “Standard Oil Co. S.A. Uruguaya”), 
“Shell Mex Uruguay Ltd.”, y “Atlantic Barrere $.A.”, para la refinación en la planta de 
La Teja de los productos que expendían dichas empresas (60). 


El convenio fue suscrito el 10 de enero de ese año, y las bases del mismo no se cono- 
cieron pese a que fueron solicitadas por un diputado para ser publicitadas a la opinión pú- 
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blica. Se hizo hincapié en el carácter confidencial de las operaciones comerciales que efec- 
tuaba ANCAP (61). 

Sin embargo, no escapa a un primer análisis del escueto material que disponemos, 
comprobar que el ente no asumió el monopolio del comercio de combustibles en el país, 
cumpliendo con la potestad que el legislador de 1931 quiso concederle. 


Tampoco debe dejarse de lado que ANCAP quedaría, en suministros y precios del pe- 
tróleo crudo, subordinada a los dictados del trust, como ya estaba de hecho en el nada su- 
bestimable detalle de los fletes. 


Obviamente que si se plantea la construcción de la refinería como un problema de in- 
dependencia económica, ella queda supeditada al suministro de tecnología desde el ex- 
tranjero con el correspondiente pago de royalty por cada barril utilizado. Pero además, 
hay que pensar que si el acuerdo del “cártel” de 1934 tendía entre otras cosas a planificar 
la inversión de capitales en la industria dei petróleo, la refinería de ANCAP evitó que los 
trust aplicaran capitales a tal finalidad, como lo habían hecho anteriormente al mismo en 
varios países, entre ellos Argentina. 

En definitiva, esfumado el fantasma del monopolio, el acuerdo simplemente fue la so- 
lución más realista: si otros habían construido una refinería lo mejor era acceder indus- 
trialmente a ella. En última instancia lo que se perdía por no efectuar la destilación, se ga- 
naba al suministrar la materia prima. 


Además, en vista a la nada descartable posibilidad de una nueva guerra, la refinería 
solucionaría algunos problemas geopolíticos, сото lo demostró efectivamente en el pe- 
ríodo 1939-45, que exportó partidas de combustible a Paraguay y las Islas Malvinas (refi- 
nando para tal fin de 6 millones a 13 de titros de crudo) (62). 


En tal sentido cabe concluir que si los impulsores del modelo batllista accedieron tar- 
díamente a los resortes básicos para implementarlo, cuando lo hicieron fue en un marco 
externo neutralizante —llámese “Conferencia de Fletes” en el rubro exportable cárnico, o 
“Cártel petrolero” en el de los combustibles. “Es que el sabotaje imperialista” no era un 
mito helénico, como lo habían afirmado los redactores de “Combustibles, Alcohol y 
Portland” (63). 


2 - LA POLITICA DE GENERACION ELECTRICA. 


Si la inauguración de la refinería de ANCAP determinó que el beneficio de la indus- 
trialización del petróleo quedara en el país, ello no significó en esencia una mayor inde- 
pendencia de los trusts internacionales, ni del entorno externo en el que Uruguay debía 
desenvolverse. 

Dependiente de las importaciones de crudo más allá de las hipotéticas posibilidades 
de su hallazgo en el subsuelo nacional, (una cosa es el hallazgo, otra su extracción y muy 
otra el autoabastecimiento de las necesidades autóctonas); debiendo pagar royalty por ba- 
rril refinado; erigida la refinería en el marco de los acuerdos del cártel mundial de 1934, 
su puesta en funcionamiento implicó el fin inmediado del soñado monopolio estatal en la 
comercialización de combustibles en el Uruguay. Quedaba eso sí, el monopolio de la refi- 
nación. Pero el mismo debe verse en aras del cambio de la situación económica mundial, 
en que cayó el ancestral esquema de que a los países industrializados sólo les interesaba 
exportar productos manufacturados. 
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En rigor, se estaba еп los inicios de la época en que las grandes multinacionales y 
transnacionales descentralizarían sus plantas industriales de los países “madres” para dise- 
minarlas en otras regiones geográficas, pagándose tributo a la dependencia en materia pri- 
ma y tecnología. 

Por otra parte, el hecho de que en una primera etapa se debiera seguir con las impor- 
taciones de fuel-oit, no sustraía a gran parte de la actividad nacional de su dependencia ex- 
terna en este rubro. 


Industria y electricidad. 


Si a partir de la década del diez la electricidad trifásica posibilitó su utilización a 
nivel industrial, la adopción a mitad de la entrante de calderas a “petróleo” o fuel-oil 
la transformarian en dependientes de los combustibles externos. 


Ello debe sumarse a la creciente difusión del motor eléctrico en los talleres y pe- 
queñas industrias, dominantes en el panorama fabril nacional. 


Al inaugurarse el 21 de octubre de 1932 la nueva central de generación “José Batlle 
y Ordóñez”, ideada para una potencia final de 120.000 KW, se continuó con la política 
de hacer llegar los beneficios de la electricidad al mayor número de consumidores, lo que 
además implicaba también extender los servicios al interior del país. En tal sentido, quie- 
nes estudian la concentración industrial en Montevideo poco tienen en cuenta el papel 
que en tal sentido jugó la electricidad, ya que según Medina Vidal recién a partir de 1929 
en Paysandú —para citar uno de los centros urbanos que contaban con usina propia— 
“fue posible la instalación de industrias” (64). (Incluso la equiparación tarifaria del inte- 
rior con la capital recién se produjo en 1946, siendo más elevada hasta ese entonces que 
la de Montevideo) (65). 


Esta es otra de las tantas razones que posibilitarían el salto industrial en la década del 
cuarenta y que cuestiona los alcances del proteccionismo vigente, ya que no escapa que el 
mayor valor de la energía en el interior le restaba competitividad a su producción. 


La extensión de los servicios eléctricos en el interior que se dará en los años veinte y 
treinta fue mayoritariamente dependiente de los combustibles. 


En tal sentido puede señalarse una diferencia a favor de la salida que buscó el terris- 
то, ya que continuó la política batllista de extender los servicios eléctricos, pero buscan- 
do en la generación hidroeléctrica una fuente alternativa que mitigara la dependencia де] 
petróleo (esta isngularidad no deja de llamar la atención, si se piensa en el afán batllista de 
buscar fuentes alternativas para los vehículos automotores a base del denominado “carbu- 
rante nacional”, (leña y alcohol mezclado con nafta)). 


El siguiente cuadro, permite tener una idea de las necesidades de Montevideo: 


(cuadro No. 15) 
Es decir, si se acepta que el total del fuel-oil importado fue consumido en el país, en- 


tre un cuarto y un tercio fue destinado a la generación de electricidad para Montevideo (si 
en cambio una parte de la importación fue destinado a servir el hinterland platense, la 
suma se elevaría en consecuencia). 

El problema de los combustibles y la electricidad fue planteado por los contemporá- 


neos como tal. 
159 





Cuadro No. 15 


ELECTRICIDAD Y COMBUSTIBLES 
(en cifras redondas y en millones de Kgs.) 


Consumo fuel-oil Total importación 
Años Usina E. de Mvd. fuel-oil En Z 
1923-24 47: 172: 27 
1924-25 47: 152: 31 
1925-26 48: 140: 34 
1926-27 54: 188: 29 
1927-28 61: 234: 26 
1928-29 69: 212: 33 
1929-30 79: 313: 25 


Fuente: Anuarios Estadisticos y La Манана 





Así Quinteros Delgado afirmó: 


“Conceptuamos que mientras no se alcance tal finalidad (aprovechamiento de todos los 
recursos naturales de que se dispone para la producción de luz y fuerza motriz) resultará 
entre nosotros muy difícil y oneroso el funcionamiento de grandes empresas industriales 
por el estilo de las que poseen las naciones europeas y americanas de las cuales somos tri- 
butarios en gran escala...” (66). 


El aprovechamiento hidroeléctrico fue visto como una de las soluciones: *... con nt- 
merosos ríos y poderosas caídas de agua cuya fuerza puede ser utilizada en vez de carbón 
de que se carece por ahora, con múltiples industrias planteadas y fomentadas, con jóvenes 
y viriles generaciones que reciben intensa educación física, con una enorme acumulación 
de riqueza pública, es indudable que el Uruguay, no obstante sus reducidas dimensiones a 
pesar de hallarse colocado entre dos grandes Estados, puede llegar al logro de grandes des- 
tinos del punto de vista decisivo de su independencia económica” (67). ( 

Gabriel Terra expresaba que el Río Negro llevaba “en su corriente el secreto del por- 
venir industrial” (68). 

En 1929 editorializaba La Mañana: 

н. La energía eléctrica producida por los elementos que transformen la corriente del Rio 
Negro, brindará a las industrias el elemento indispensable para su actividad productora, li- 
brándonos de los abultados renglones de endeudamiento con el extranjero que tanto pesan 
desfavorablemente por concepto de carbón y petróleo en nuestra balanza comercial...” (69). 

En 1931, expresaba en la Cámara de Representantes el Dr. Mateo Legnani: 

“ .. Todo el mundo sabe, en efecto, que por más esfuerzos que se realicen para industriali- 
zar el país, siempre estaremos pendientes de los demás y en inferioridad de condiciones 
para la lucha internacional, porque no poseemos combustible у que, por consiguiente, ез 
axiomático que debemos electrificar el país...” (70). 
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Еп 1934 se escribió en la Revista del Ministerio de Industrias: “... Un país sin com- 
bustibles y sin posibilidad de obtenerlo, pues ya casi se han agotado los trabajos de inves- 
tigaciones de nuestro sub-suelo, debe buscarse sustituto en la energía eléctrica. A ese pa- 
triótico propósito se orientó durante muchos años el esfuerzo de técnicos reputados y el 
estudio de capacitados hombres de gobierno hasta llegar a la conclusión de que la obra, li- 
bre de posibles sorpresas, era realizable y extraordinariamente conveniente para los intere- 
ses del país...” (71). 


En 1937 el diputado De la Fuente introducía nuevos elementos para justificar la 
construcción de una represa hidroeléctrica: “... en el año 39, el Estado tendrá que hacer 
otra poderosa Usina, porque el país se encontrará ya en condiciones de absorber toda la 
energía eléctrica que se produce. Para resolver este problema previo, o sea el problema de 
la energía barata, de la energía producida en grandes cantidades, es necesario ir al aprove- 
chamiento hidroeléctrico del Río Negro, porque entonces sí, a consecuencia de la crea- 
ción de esa nueva energía surgirá la gran industria nacional...” (72). 


La generación de energia eléctrica en Montevideo. 


El aumento de la generación eléctrica en Montevideo refleja un aumento constante, 
lo que puede también dar la pauta de la creciente dependencia en el rubro combustibles 
para alimentar las usinas térmicas. 








Cuadro Мо, 16 
USINAS ELECTRICAS DE MONTEVIDEO 
(Kwh. producidos) 





Según Mensaje anual del P.E. 

Años a la Asamblea General Anuarios Estadísticos 
1925-26 83:295.563 83:295.563 
1926-27 92:247.350 92:247413 
1927-28 103;513.227' 103:513.227 
1928-29 117:599 630 117:599.630 
1929-30 132:429.806 132:429.806 
1930-31 152:039.300 146:842.584 
1931-32 146:759.928 138:770.121 
1932-33 135:507.420 (*) 
1934 146:016.919 
1935 149:866.331 
1936 165:369.537 
1937 183:669.177 
1938 203:203.000 


(*) Esta cifra es la más cuestionable, ya que al producirse el cambio de sistema de compu- 
tación se incluyó además 72:366.774 Kwh correspondientes al segundo semestre de 


1933. 
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Sin embargo, debe tenerse en cuenta que a partir de 1931 se provee de energía eléc- 
trica a una serie de centros urbanos servidos por las líneas “Central” y “Centenario” con 
corriente desde Montevideo. Con la primera se sirve incluso a capitales departamentales 
como Canelones, San José y Florida. Con la segunda, pequeñas ciudades, villas y núcleos 
aledaños o cercanos a la capital: Pando, Sauce, Suárez y Toledo (73). 

En vistas al desarrollo industrial, es claro que existió una ampliación en la oferta de 
energía eléctrica, ya que lo producido en los años 1923 y 1936, por tomar los más signifi- 
cativos, muestran la duplicación de la generación eléctrica de Montevideo. 


Las cifras que insertarermos a continuación difieren de acuerdo a las fuentes utiliza- 
das, por lo cual las hemos especificado en dos columnas por separado. Los años en que la 
crisis mostró su punto más alto reflejan una disminución en la producción de electricidad: 


(Cuadro No. 16) 


La generación hidroeléctrica. 


Uno de los problemas que se plantea cuando se pretende estudiar este tema, es el de 
la paternidad de la idea de electrificar el país utilizando la potencia de sus cursos de agua. 
Para los hombres de “marzo”, el autor del proyecto del Río Negro fue el Dr. Gabriel Te- 
rra. Sin embargo, la idea en sí no fue original. Frugoni señaló en 1937 en la Cámara de 
Representantes que “el verdadero autor de esta idea magna de aprovechamiento hidroe- 
léctrico del Río Negro fue el ingeniero Soudriers, quien comenzó a planear los proyectos 
correspondientes, no en el año 1912, como dije yo entonces, sino todavía algunos años 
antes”, Y proseguía: “El año 1921 este ingeniero, después de haber meditado mucho en 
torno de esta cuestión, presentó un proyecto en combinación con una empresa construc- 
tora, y ese proyecto fue detenido entonces...” (74). 


José L. Martínez, uno de los biógrafos consecuentes de Terra, afirmó que en 1913 el 
Ing. Víctor Soudriers solicitó al Ministerio de Obras Públicas la concesión para la explota- 
ción de la energía hidráulica del Río Negro (75). 


En realidad existió otra idea sindicada como anterior (1907) para el aprovechamiento 
de las caídas de agua del Río Uruguay (Salto Grande). Mr. Drw Carrel, Vice Presidente de 
la Empresa norteamericana “Ulen Contracting Co.”, contratista para las obras de aprovi- 
sionamiento de agua potable y cloacas para Salio, Paysandú y Mercedes, afirmó: “Salto 
Grande es la obra del tiempo. Río Negro es la obra del presente, su solución es fácil, por- 
que depende de la voluntad de una sola nación...” (76). 


Existió otro poryecto del Ing. Kalvermatten, que preveía un salto de agua de 25 me- 
tros, sistema de irrigación por bombeo para las tierras aledañas y la generación de 500 mi- 
llones de Kwh. Calculaba que se invertirían siete millones de pesos en jornales y transpor- 
tes en el país, y ocho millones que irian a parar al extranjero. Terra fue partidario de que 
la obra la emprendiese el Estado ¿En Brasil, decía, se habían instalado usinas particula- 
res», y ya en la década del veinte afirmó que la instalación de una fábrica de portland na- 
cional aseguraría que la mitad del costo de la ejecución del proyecto quedaría en Uru- 
guay (77). 

En la protusión de estudios sobre etema —Soudriers, Kalvermatten, Rodríguez- de- 
bió influir el creciente aprovechamiento de la denominada “hulla blanca” que se constata 
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a partir de la primera guerra mundial, pero también la creencia de que el petróleo era una 
riqueza que se extinguiría rápidamente. Decía Terra en 1925 en el Consejo Nacional de 
Administración: 
“EJ petróleo tiende a desaparecer..., se calcula en los Estados Unidos, que hoy provee del 
64% de la producción total, que en un breve plazo, quizá no mayor de veinte años, que esa 
producción quedará reducida a cerca de cero. De manera que los países que no tengan car- 
bón se encontrarán con una sola riqueza: la riqueza de sus ríos y de sus caídas de agua” (78). 
Sus ideas eran claras en cuanto a que Uruguay no tenía yacimientos de hidrocarburos 
importantes: 
“Hay cantidades votadas en el Presupuesto cuya inversión no tiene razón de ser, si no se 
consigue la forma de tener combustible a bajo precio en el País. Hay $ 34.000 de los que 
se refieren a la Oficina de Geología. ¿De qué nos sirve a nosotros estudiar el subsuelo del 
país, si no tenemos combustibles para explotar ese subsuelo?” (79). 


En rigor, para dilucidar los alcances de la política energética del batllismo y del terris- 
mo, el nido gordiano lo consituye la acción de ese pequeño instituto creado durante la se- 
gunda presidencia de Batlle y Ordóñez. 

Los batllistas se quejaban que los recortes presupuestales introducidos por la oposi- 
ción lo habían miediatizado y neutralizado en el cumplimiento de sus fines. Utilizaron la 
infraestructura del “Instituto de Química Industrial” para experimentar el “combustible 
nacional”, сой él que pensaban además proporcionar un decidido impulso a la agricultura 
nacional: Dada la división del mercado uruguayo de combustibles durante esos años, esa 
fuente alternativa para el transporte automotor afectaría más а los intereses norteamerl- 
canos que a los británicos, ya que el fuel-oil era aportado mayoritariamente por la “Ro- 
yal-Dutch”, de la que se había acusado al Dr. Domingo Arena de ser abogado. Y si bien 
Arena apoyó la creación de la ANCAP, en lo inmediato el organismo no resolvería la inde- 
pendencia nacional en el rubro fuel-oil, del que eran tributarios electricidad е industria (80). 


Ello no implica que se acepte el fácil esquematismo de que los batllistas se opusieran 
al capital norteamericano y Terra al británico. En rigor hay matices que enturbian el pa- 
norama: la refinería de petróleo y el petróleo crudo fue contratado con una empresa “in- 
dependiente” británica por el terrismo, la autorización al capital privado para erigir una 
fábrica de portland estaba destinada a romper el monopolio detentado por una empresa 
norteamericana. (El tema merece mayor investigación, ya que aparentemente la búsqueda 
de hidrocarburos en el país no fue encarada con el tesón que merecía). 


La idea de Terra era que la represa del Río Negro ahorrara combustibles, (petróleo y 
carbón), permitiera electrificar los ferrocarriles, llevar la electricidad a los centros urba- 
nos, servir la industria, hacer navegable el Río Negro a lo largo de 400 quilómetros. Pero 
fue consciente que la tecnología para realizar este sueño había que buscarla en el extranje- 
ro (81). 


El proyecto hidroeléctrico y el Consejo М. de Administración. 


La ley de 16 de octubre de 1928 autorizó la realización de estudios y proyectos para 
el aprovechamiento hidroeléctrico del Río Negro. 
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La prensa informaba el 13 de setiembre de 1929 que a bordo del buque “Cap Arco- 
na” había arribado al país el técnico alemán Ing. Adolfo Ludín para estudiar el aprove- 
chamiento hidroeléctrico del Río Negro. En la sesión del 24 de octubre de 1929 del Con- 
sejo N. de Administración se resolvió aprobar en todas sus partes el contrato celebrado en- 
tre el Ministro Plenipotenciario del Uruguay en Alemania, Pedro Cosio, y el Ing. Adolfo 
Ludín para efectuar la asesoría técnica a la “Comisión Nacional de Estudios Hidroeléctri- 
cos” (82). En mayo de 1930 la prensa difundía un informe sobre el particular, firmado 
por dicho técnico en abril de 1930 (83). 


El Ing. Ludín ejercía un puesto en las Oficinas Técnicas del estado alemán -así se in- 
formaba- y el 7 de febrero de 1930 a instancias del Ministro de Obras Públicas asesoró so- 
bre los lugares más apropiados para establecer la represa en el Río Negro, su costo y capa- 
cidad generadora (84). 

En la sesión del 10 de julio de 1930, se trató un proyecto de ley del Dr. Gabriel Te- 
rra modificando el régimen de la ley de octubre de 1928. La empresa ganadora del con- 
curso del proyecto tendría derecho a que se le adjudicara la obra, siempre que el Consejo 
Nacional con el asesoramiento de la Comisión Técnica lo considerara conveniente econó- 
micamente. 


En su exposición afirmó Terra que el Consejo había encargado al Ing. Paul de Kalber- 
matten un primer estudio. Este técnico diplomado en Zurich, Ingeniero consultor del go- 
bierno belga, constructor de varias represas en Europa, había venido ај Río de la Plata 
contratado por empresas de electricidad argentinas para estudiar el aprovechamiento del 
alto Uruguay, dictaminando que por años no serían de resultado econémico favorable. 
Presentó al gobierno uruguayo un anteproyecto en el que afirmaba la factibilidad del 
aprovechamiento del Río Negro. Terra dijo que en base a este informe había solicitado 
que se fuera a la licitación de la obra, pero el ex-Ministro de Obras Públicas Ing. Alvarez 
Cortés (1925-1927) propuso encargar a Kalbermatten el proyecto definitivo que serviría 
de base a la licitación. “Se hizo con este Ingeniero un convenio ad-referendum, y se mam- 
dó a la Asamblea y allá estuvo el asunto durmiendo dos años...” 

La idea del proyecto definitivo, como paso previo a la licitación, no triunfó y el con- 
trato con Kalbermatten fue rechazado. 

Salió -dice Terra- una “ley ambigua”, que instauró una comisión de siete: técnicos na- 
cionales y un notorio especialista extranjero, a la que se dotó de $ 200.000, para efectuar 
los estudios pertinentes. Entre las facultades de la comisión se encontraban informar so- 
bre la factilidad de las obras, preparar el programa para el llamado a concurso del proyec- 
to, ejecución y financiación del mismo, para lo cual el Consejo designaría seis casas de 
“especialidad técnica y financiera” comprobada en la ejecución de este tipo de obras (85). 


Las empresas habían sido ya seleccionadas, y eran cinco alemanas y una norteameri- 
na (86). 

El Profesor Ludin afirmó que el aprovechamiento del Río Negro era la solución de 
un problema de “salud social”, y que toda demora significaba la pérdida de sumas enor- 
mes para el país. 

“Еп esta situación considero -dijo Terra- que se debe terminar con el período delibe- 
rativo y entrar de lleno a la ejecución”. 
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Afirmó que había legado el momento oportuno de solicitar al Parlamento autoriza- 
ción para emprender las obras, y que si no se le adjudicaba las mismas a la casa ganadora 
del proyecto, se corría el riesgo que nadie aceptara efectuar los trabajos previos ya que el 
premio no cubriría los costos del mismo. 


El 7 de agosto de 1930 el Consejo aprobó la ley que autorizaba a contratar la eje- 
cución de las obras de aprovechamiento hidroeléctrico del Río Negro, en las condiciones 
determinadas por la ley de 16 de octubre de 1928, declarando de utilidad pública los te- 
meno necesarios para las mismas (88). 


El 15 de abril de 1931 se aprobó el convenio celebrado entre los ministerios de Rela- 
ciones Exteriores y Obras Públicas encomendando al Ing. Victor Soudriers una misión en 
Europa para estudiar el régimen adoptado para la construcción y explotacón de usinas hi- 
droeléctricas y la legislación que las regía. (Dos días después, Tomás Berreta insistía para 
que no se produjesen más demoras en esta importante iniciativa) (89), 


А esa altura se informaba en el Consejo que el Parlamento había rechazado el proyec- 
to del 7-де agosto de 1930, y que el 6 de marzo de 1931 se había declarado desierto el 
concurso de aprovechamiento hidroeléctrico del Río Negro, por lo que se presentaría un 
nuevo proyecto a la Asamblea General por el que se autorizaría al Consejo Nacional a lici- 
tar las obras de acuerdo al proyecto de ejecución formulado por el técnico extranjero y 
los ingenieros nacionales, 


El Consejero Lussich se opuso, entendiendo “que se gastaría $ 150.000 en los estu- 
dios de uma obra que no se podría hacer pues saldría de 30 a 40 millones de pesos y cuyo 
ahorro de combustibles no compensaría la suma anual de amortización del préstamo”. 


El Dr. Caviglia opinó que si “ese empréstito se contratara serviría para valorizar al pe- 
so y daría ocupación” (90), 


Este proyecto fue enviado por el Consejo ЇЧ. de Administración al Parlamento el 15 
de mayo de 1931, y el 19 de febrero de 1932 se resolvió reiterarlo (91). 


El 5 de agosto de 1932 el Consejo decidió trasladar el local de la “Comisión de Estu- 
dios Hidroeléctricos” a la Dirección de Hidrografía, distribuyéndose algunos de sus fun- 
cionarios en otras dependencias del Ministerio de Obras Públicas, señalando el Consejero 
Berreta y García Morales que ello “no significa, ni mucho menos el abandono de los estu- 
dios hidroeléctricos, sino un compás de espera relacionado con el pronunciamiento del 
Cuerpo Legislativo sobre el aprovechamiento del Río Negro” (92). 


En la sesión del 13 de enero de 1933, el Consejero Brum acusó al ex-Ministro de 
Obras Públicas Ing. Benavídez de no haberse interesado ante el Parlamento por la iniciati- 
ya porque era partidario de otra fórmula que la aprobada en su oportunidad por el cuer- 
po. García Morales no apoyaría nuevas obras públicas, entendiendo que los mercados de 
capitales estaban cerrados y la receptividad de la Bolsa para nuevos empréstitos era muy 
baja. El Ministro de Obras Públicas Ing. Federico Capurro discrepó con las apreciaciones 
de García Morales. Berreta defendió a Benavídez y se mostró partidario de la obra por el 
aumento de la demanda energética de la industria y por el ahorro de divisas en combusti- 
bles que produciría. Se dijo además, que al retirarse Benavídez del Ministerio en 1932, 
había dejado planteada otra solución para que la examinara el Consejo y que consistía en 
“adjudicar la obra y su explotación, en determinadas condiciones, a la empresa que la fi- 
nánciára”, entendiendo el Ejecutivo colegiado que no se debía de entregar a particulares 


156 


ls explotación de un servicio público. E) Ministro Capurro manifestó que la Cámara de Se- 
nadores había aprobado un proyecto en el cual entre otras cosas figuraba la preparación 
definitiva del aprovechamiento hidroeléctrico del Río Negro, manifestando Sorín su com- 
placencia por ello y votando para que se lo patrocine en la Cámara de Representantes (93). 


Por su parte, el Presidente Terra, en una de sus conferencias pro-reforma de la Consti- 
tución (Durazno, 7 de enero de 1933) entendió que la demora en la tramitación del apro- 
vechamiento hidroeléctrico del Río Negro “no tiene justificación posible”, que se seguía 
invirtiendo sumas enormes en la importación de carbón y fuel-oil, que en un plazo de cua- 
tro años se necesitaría invertir seis millones de pesos en la ampliación de las actuales usi- 
nas a base de combustibles, que el mayor costo de la obra era el de las expropiaciones que 
podía sufragarse con títulos de deuda a entregar a los propietarios de campos afectados, y 
que maquinarias y cables (un quinto del costo) se comenzarían recién a pagar al tercer 
año de iniciados los trabajos (94). 


De acuerdo a todo lo expuesto surge claramente la complejidad -por la riqueza de ma- 
tices y lo contradictorio de muchos datos- con que todo el asunto de la represa está reves- 
tido. 

En rigor la idea de la misma no fue de Terra, aunque no puede dejar de señalarse que 
fue uno de los paladines de la obra, defendiendo su construcción mucho antes de que re- 
sultara electo para la primera magistratura. 


Por otra parte, existieron sectores políticos que entorpecieron su concreción, y exis- 
tió omisión parlamentaria en el tratamiento del asunto. 


Pero también estaba latente el deseo de frenar el avance del estatismo, lo que se mani- 
fiesta en la propuesta del Ministro Benavídez de dar participación al capital que la finan- 
ciara -presumiblemente extranjero- en la explotación de la energía eléctrica que generara 
la represa. 


Por otra parte el batllismo -al concretar el pacto político de 1931 para impulsar una 
serie de iniciativas detenidas en el Parlamento- dejó claro que el proyecto del ente de com- 
bustibles era prioritario. 

La propia crisis introdujo nuevos elementos, dado que fue real que el mercado de ca- 
pitales externos había entrado en un período de retracción, aunque antes de 1929 ella fue 
económicamente factible, ya sea por la colocación de títulos en el país, en el extranjero, o 
por la canalización de algunos de los empréstitos que el país concertó con entidades finar- 
cieras internacionales. 


Además el Proyecto en sí afectaría los intereses de los grandes trusts de combustibles, 
y si bien la importación de fuel-oil era porcentualmente mayor del área de la “Royal- 
Dutch”, no se puede dejar de subrayar que inicialmente quien abasteció de fuel-oil a la 
Usina Eléctrica de Montevideo fue la filial de la “Standard Oil”, y que en la década del 
veinte se agregaron algunas turbinas provistas por la “General Electric”. 


Por otra parte, de las seis firmas seleccionadas sólo una era norteamericana y cinco ale- 
manas. Es decir que era factible que su construcción fuera emprendida por capitales ger- 
manos, con lo cual quedaría instaurada una brecha a la dependencia anglonorteamericana 
predominante en ese entonces (como efectivamente sucedió con los teléfonos automáti- 
cos cuya licitación en 1932 fue fallada a favor de la “Siemens” y no de la “L.T.T.”). 
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En cuanto 2 los intereses británicos digamos simplemente que se vería afectado el 
consumo de carbón y fuel-oil (en el ejercicio 1929-30 la “Anglo-Mexican Petroleum” ṣu- 
ministró el fuel-oil para las usinas Eléctricas del Estado, en 1930 la estadounidense “Мехі- 
can Petroleum Corporation”) (95). 


Para completar este panorama, es de hacer notar que en la sesión del 14 de agosto de 
1930 del Consejo N. de Administración, el Ministro de Obras Públicas informó que el Ing. 
Ludin no se había limitado a asesorar sobre la represa, ya que había elaborado un memo- 
rándum sobre la obtención de combustibles hidrógeno y sistemas de refinación de petró- 
leo crudo (96). 


En síntesis: la represa afectaría los intereses de las compañías extranjeras de combus- 
tibles y, en particular, de acuerdo a la reconstrucción del mercado uruguayo que hemos 
efectuado, los británicos. 


(Si bien las importaciones de fuel-oil procedían de Méjico y Venezuela, países en que 
ambos trusts tenían intereses, el hecho de que el grueso de la nafta se importara desde Es- 
tados Unidos, y de acuerdo al esquema elaborado por Juan C. Vedoya (97) para Argenti- 
na, nos inclinamos por afirmar que las mismas venian consignadas mayoritariamente al 
área británica). 

De todos modos, las compañías aplicaron una división del mercado de acuerdo a lo 
que habían convenido en Achnacarry en 1928, por lo que cualquier elemento que afecta- 
ba a una motivaría replanteamiento de la distribución planificada de antemano. 


En rigor la dependencia externa en este período debe mirarse a la luz de este tipo de 
convenios y acuerdos que los trusts y cártels negociaban a la sombra, pero que afectaban 
la independencia económica de las naciones. En el caso de los combustibles, іа aplicación 
del precio “gulf” acordado en 1928 en Achnacarry determinó que el fuel-oil y gas-oil im- 
portado desde Méjico y Venezuela pagara al cártel un sobreflete por la diferencia de dis- 
tancia entre esos países y el Golfo de Méjico, mojón para el precio básico. (La dependen- 
cia en fletes fue una de las más singulares herramientas para acorralar el comercio exter- 
no). 


Sin duda el total que se pagó demás, en aras de un convenio que no había signado 
Cancillería alguna, hubiera amortizado alguna de las obras que el desarrollo nacional recla- 
maba imperiosamente. 


La concreción de lo idea: 


En los primeros meses del nuevo régimen instaurado el 31 de marzo de 1933, Terra 
designó una nueva Comisión de Estudios, compuesta por los ingenieros Sudriers, Terra 
Arocena, Kayel y Rodríguez y contrató al Prof. Ludin (mayo) para la confección de un 
proyecto definitivo que recibió en diciembre de 1933. Además se nombró una Comisión 
Financiera integrada por Pedro Manini Ríos (Ministro de Hacienda), Ing. José Serrato, Pe- 
dro Cosio, Dr. Alejandro Gallina), Ing. Juan José de Arteaga y Dr. Javier Mendívil (98). 


El 15 de febrero de 1934 se sancionó la ley que ordenó la construcción de la obra, fi- 
jando su financiación. Se encomendaba a la Administración General de Usinas Eléctricas 
y Teléfonos del Estado “la construcción, explotación y administración de las obras nece- 
sarias para el aprovechamiento hidroeléctrico del Río Negro”, (art. 1). 
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Se autorizaba al P.E. a emitir y vender total o parcialmente títulos de Deuda Pública 
interna y externa hasta la cantidad de $ 48 millones, соп la garantía de todos los bienes 
de U.T.E., (art. 2). Dichos títulos devengarían un interés de hasta el 6 y medio % anual, 
con una amortización acumulativa del 1% anual (art. 3). Además del interés, los poseedo- 
res de los títulos percibirían desde el primer año de explotación de los servicios hidroeléc- 
tricos del Río Negro el 20% de las utilidades líquidas de U.T.E. hasta la suma de $ 500. 
000 por la explotación de dichos servicios que se sortearían anualmente según programa 
a formularse por el Р. Ejecutivo al emitir los títulos (art. 5). (99). 


“¿Cómo se autorizó esta obra? preguntaría años después el diputado Emilio Frugoni. 
El día 9 de febrero de 1934 una llamada Comisión Legislativa Permanente compuesta por 
9 miembros de la Asamblea Deliberante, en sesión a la que asistieron 7 miembros sancio- 
nó con mayoría de sólo 4 miembros conformes, la ley No. 9257” (100). 


Se llamó a licitación, se nombró una Comisión para estudiar las ofertas que se expidió 
en marzo de 1937, y el 23 de ese mes el Poder Ejecutivo adjudicó la obra a un consorcio 
alemán. El 18 de mayo de ese mismo año Terra colocó la piedra inaugural de la obra, con- 
siderándola como “la conquista de la independencia económica de la República, la más 
grande después de su independencia política. . .”. El 28 de setiembre de 1938 se sustrajo 
del ámbito de la U.T.E. la construcción de la usina del Río Negro, encargándosele a una 
Comisión Técnica y Financiera denominada RIONE que la entregaría a U.T.E. para su ex- 
plotación, una vez que la obra fuera concluída (101). 


La primera turbina fue inaugurada en 1945. La guerra mundial demoró la concreción 
de la obra, y cambió los términos: los norteamericanos habían sustituido a los alemanes 
(02). 


Las ventajos esbozadas. 


Las ventajas previstas fueron múltiples. Así el Informe de la “Comisión Financiera” 
(Serrato, Gallinal, Mendívil, Manini Ríos, Cosio) estimó que en 1939 —año en que se cal- 
culaba que las obras proyectadas estarían finalizadas— las usinas de Montevideo que gene- 
raban 140 millones de kwh deberían generar 290: ; y las del interior que producían 12 mi- - 
lones de kwh pasarían a 20:. 

Las estadísticas asignaban a Montevideo un crecimiento en la demanda energética del 
9% anual, y para el resto del país del 12% , “no obstante ser los costos de generación para 
los Departamentos en mediana, siete veces mayores”. 

Por supuesto que la industrialización jugaba un rol importante en este aumento del 
consumo. 

“La industrialización del país que, en los últimos años ha adquirido extraordinario 
vuelo, se verá necesariamente trabada por el problema del combustible” (103). 

En tal sentido cabe acotar que la generación de energía hidroeléctrica no estaba desti- 
nada a suplir la térmica, sino a complementaria en previsión del sostenido ritmo de creci- 
miento de la demanda. Es decir que evitaría que los futuros aumentos dependieran única- 
mente de los combustibles. й 

Además, dicho Informe sostenía que las obras del Río Negro permitirían su utiliza- 
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ción рага la irrigación de las áreas agrícolas aledañas, la navegación casi permanente de @- 
cha arteria fluvial a lo largo de casi 600 kilómetros, la utilización de la presa como puente, 
la colonización de ese doble litoral que se crearía, la explotación de zonas que como la pa- 
pera comprendida entre los Ríos Negro y Tacuarembó veían su desarrollo trabado por los 
altos fletes terrestres. Además se reduciría la desocupación mediante la utilización de mi- 
llares de brazos. 


Por otra parte, si no se adoptaba dicha solución, en vistas a un plan de industrializa- 
ción integral, el costo de la energía exclusivamente térmica sería tal que “no habría com 
veniencia alguna en industrializar nuestras riquezas naturales y mucho menos la materia 
prima extranjera”. 

La energia a base de combustibles estaba subordinada a las oscilaciones de los merca- 
dos de abastecimiento y hasta podría darse el caso que en algunas circunstancias el país 
quedara sin energía eléctrica: “Conviene recordar al respecto que en los años de la guerra 
europea, Montevideo y las ciudades del interior de la República en varias ocasiones estu- 
vieron en peligro de quedar sin alumbrado eléctrico y sin energía con que alimentar las 
máquinas de sus talleres. Hubo días en que la Usina Eléctrica de la Capital funcionó con 

- combustibles para pocas horas, y si pudo reabastecerse con sobras de carbón de mala ca- 
lidad adquirido a $ 47.00 la tonelada, fue merced a que nuestra ciudad era estación car- 
bonera de la escuadra británica y a que ésta mantenía el contralor del Atlántico” (104). 


El mayor costo de la energía en un período bélico también debería, junto al surplus 
generado si se continuaba comprometiendo el mayor consumo a los combustibles, com- 
putarse como ventajas económicas de la obra. (El Ministro de Hacienda Charlone calculó 
con bastante exactitud cronológica una nueva guerra por seis años, que de acuerdo a los 
guarismos de aumentos ocurridos cuando la primera, insumiría al país veinticinco millo- 
nes de pesos de encarecimientos) (105). 

Otras conveniencias fueron esbozadas: la posibilidad de electrificar los ferrocarriles 
con el consiguiente ahorro de combustibles, y la valorización de las tierras circundantes al 
embalse en un ancho de cinco a diez kilómetros. 


La financiación de la obra. 


El problema de la financiación de la obra, en ип momento en que los tradicionales 
mercados mundiales de capitales se mostraban —por las dificultades del momento— re- 
nuentes, se constituyó en el principal escollo a salvar en esta nueva etapa. 

En rigor el período de la posición “paralizante” había quedado atrás. (El diputado 
Méndez Rodríguez recordó que en 1923 los nueve miembros del Consejo Nacional de Ad- 
ministración estaban dispuestos a contratar las obras de aprovechamiento hidroeléctrico 
del río Negro, pero el Ministro Calcagno ofreció su renuncia si se lo hacía) (106). 


El costo total de la obra se stimaba еп 50 millones —en números redondos—, con un 
plazo de realización de cinco años. Es decir que, promedialmente, cada año se invertirían 
diez millones de pesos. 

“Esta cifra —expresaba el Ministro de Obras Públicas Martín Echegoyen— está lejos 
de ser excepcional en materia de obras públicas en el país”. Afirmaba que las obras efec- 
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tuadas regularmente habían ocasionado iguales o mayores cargas, sin que rindieran gran- 
des beneficios económicos. Habló de una concepción *faraónica” de las obras: “En un 
momento, señor Presidente, en que no se habían atendido motivos especiales de la vida 
del país del punto de vista económico y social y aún de la dignidad humana, como el de 
las viviendas obreras, había fondos abundantes y liberales para edificar suntuosamente, 
—repito— esta casa (Palacio Legislativo) y el Banco de la República” (107). 


La ley de 1934 autorizaba a emitir una deuda interna y externa por la casi totalidad 
de las obras, con los bienes de ОТЕ como garantía, y con participación en las ganancias 
futuras. 


“En el momento actual —afirmó el Ministro Echegoyen— dada la disponibilidad de 
dinero, resultará fácil la colocación de títulos de 6% de interés y de 1% de amortización, 
pudiéndose, quizá, conseguir, sin sacrificios apreciables, en el tipo de colocación, condi- 
ciones aún más ventajosas para el Estado, en el servicio. 


Esta posibilidad puede, en estos momentos, considerarse como hecho seguro en vir- 
tud de la conversión de deudas, con reducción de intereses al 5% , decretada por el Poder 
Ejecutivo” (108). 


La tecnología. 


Si bien se podía apostar a que los recursos internos зихіШагап a financiar gran parte 
de la obra, quedaba otro escollo: la tecnología necesaria debía importarse del exterior. 


Se hizo un primer llamado a propuestas que resultó desierto. En una segunda licita- 
ción se presentó únicamente un consorcio germano, desestimándose por elevada su ofer- 
ta (15 de abril de 1936). Un tercer llamado concluyó con una oferta inferior en casi un 
millón de libras esterlinas, (23 de diciembre de 1936) (109). 


Se presentaron dos ofertas: de la empresa “Skoda”, y de un consorcio alemán inte- 
grado por la “Siemens”, “A.E.G.”, “Geopé” (Cía. Gral. de Obras Públicas), “Siemens 
Bauunion” у “J.M. Volth-Heindenhelm Brenz”. 


El 15 de marzo de 1937 se firmo el contrato para la ejecución de las obras con el 
consorcio alemán. Las razones aducidas fueron las siguientes: 1) era más baja y definida 
que la de la “Skoda”, 2) tuvo en cuenta modificaciones que el llamado a licitación había 
efectuado al proyecto original de Ludin, 3) el consorcio con la ayuda del gobierno ale- 
mán ofreció una rebaja de 297.000 libras esterlinas, 4) aceptó reducir el término de eje- 
cución de las obras a 56 meses, 5) aceptó utilizar en sustitución del cemento nacional el 
alemán, corriendo con las fluctuaciones de su costo durante el plazo de los trabajos. 6) 
presentó una forma conveniente de pago. 


Lo último era de particular interés: ofrecía como ventaja de innegable valor economi- 
co un convenio con Alemania para pagar con productos uruguayos. Este aspecto fue el 
que hizo al Ministro Charlone manifestar que “en cierto modo con quien hemos contrata- 
do es con la propia Alemania” (110). 


Es decir, que el gobierno alemán había intervenido en la transacción. 
El costo total de los trabajos se estimaba en $ 46:839.163.82: 68% correspondían a 
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inversiones en el país y el 32% a pagar en divisas, (de las cuales el 60% se invertirian tant- 
bién en el país en la adquisición de productos agropecuarios) (111). 


El comercio bilateral. 


En este sentido —(tecnología - pago de la misma)— se abría una brecha en la tradicio- 
nal dependencia externa del país, en momentos que los mismos Estados Unidos —uno de 
los centros— estaban abocados a la construcción de obras de aprovechamiento hidroeléc- 
trico en el valle del Tenesee. No deja de llamar la atención que al igual que lo acontecido 
al nacer АМСАР, era el comercio bilateral con intercambio con productos agopecuarios 
nacionales lo que permitía la concreción de las obras que fundamentaban en principio una 
política energética autónoma. 


La represa no sustituiría a los combustibles en la generación de energía eléctrica, pero 
sí compPrómetería su utilización en los futuros aumentos. El país no adoptaría la energía 
hidroeléctrica para suplir en lo inmediato la totalidad de la térmica, sino para complemen- 
tarla, y sobre todo llenar las necesidades que se presentarían en un plazo nada remoto. 


Es decir que subsistiría un mercado para los derivados del petróleo, (105 ferrocarriles, 
los buques, y la electricidad utilizada por los tranvías británicos dependían del fuel-oil y 
del carbón). 


La competencia alemana debe mirarse, al igual que anteriormente la soviética, no sólo 
a la luz de los guarismos de) comercio externo, sino de la distorsión que ocasionaba en los 
términos de los intercambios, ya que la modalidad del trueque o semitrueque no era la 
norma empleada por británicos y norteamericanos. La misma se presentaba como muy 
ventajosa para el país, por la notoria escasez de divisas que la reducción del comercio in- 
ternacional ocasionó, y por asegurar por un lapso de tiempo determinado una demanda 
segura en momentos de dificultades para la colocación de productos agropecuarios en el 
mercado mundial. 


Además, el incremento de las relaciones: con Alemania debe referirse no sólo al tra- 
tado comercial firmado en 1933 y a la nueva situación emergente de la asunción de Hitler a 
la Cancillería, sino también al reordenamiento de la política exterior uruguaya, que en 
1935 suspendió sus relaciones con la Unión Soviética y en 1936 con la República Españo- 
la. Esta nueva alineación estuvo acompañada por relaciones cordiales con los paises éuro- 
peos signatarios del llamado “Eje”. Adolfo Hitler condecoró en 1938 con el “Aguila de 
Oro” a los ministros de Obras Públicas Dr. Martín Echegoyen, y de Relaciones Exteriores 
Dr. José Espalter, al Presidente de Usinas y Teléfonos del Estado Ing. Bernardo Kayel, al 
Director de las obras del Rio Negro Ing. Salvador Masson (112). 


El rearme alemán iniciado poco después de que el nazismo logró adueñarse de los re- 
sortes claves del Estado, y la inminencia de una nueva conflagración mundial, requirieron 
la constitución de stocks de materias primas y alimentos, algunos de los cuales podian ser 
aportados por Uruguay. 


Sin embargo, una atenta compulsa del promedio de valores proporcionales de la im- 
portación y exportación uruguaya de y hacia Alemania, no muestra una desmedida dife- 
rencia comercial entre el período de la República de Weimar y el Nacionalsocialista: 
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Cuadro No. 17 


URUGUAY - ALEMANIA : COMERCH EXTERIOR - PROMEDIOS 
DE VALORES PROPORCIONALES 


Periodo Exportación Importación 


1924-28 16,09 % 11,22% 
1929-33 14,23 % 9,70 % 
1934-38 15,68 % 10,94 % 


иит= = á[]—á-> KK seese 


dísticos). 
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De acuerdo a estos porcentajes, el saldo de la balanza comercial era favorable a Uru- 
guay que vendía más de lo que compraba. 


Alemania compraba: 


LANAS: el 28% de la exportación uruguaya entre 1924-28, el 23 ventre 1929 y 1933, el 
22% entre 1934-38. 


CUEROS VACUNOS SALADOS: el 35% del total exportado entre 1926-34; el 34% entre 
1935-39. 


CUEROS VACUNOS SALADOS DE FRIGORIFICOS: el 45% entre 1926-34; e] 41% en- 
tre 1935-38. 


CARNE BOVINA CONGELADA: el 28% del total exportado entre 1935-39 (en todos los 
casos citados los promedios han sido elaborados en base a los porcentajes anuales calcula- 
dos con los destinos de las exportaciones consignada por los Anuarios Estadisticos). 


Como rubro incrementado de este comercio a raiz de la nueva situación, debe seña- 
larse Únicamente el de la carne bovina congelada. 


Este rubro había sido incluído entre las exportaciones uruguayas que pagarían cerca 
del 20% del importe de las obras del Río Negro, (40% en carnes, 60% en otros productos). 
El Ministro de Hacienda Charlone calculaba que entre 1937 y 1942 el pago de las obras 
insumiría un total де 122.000 cabezas de ganado, a las que debe agregarse otras 224 mil 
que demandarían las 13.000 toneladas que ya compraba Alemania, con lo que se llegaria 
a un total aproximado de 346 mil cabezas (113). 


La guerra mundial (1939-45) causaría innumerables inconvenientes en la construc- 
ción de la represa, cuya terminación se demoraría, entrando en funcionamiento su última 
turbina en 1948, año en que las multinacionales de petróleo estaban abocadas a recons- 
truir las refinerías y el mercado de la devastada Europa. 


Lo vivido por Uruguay en ese período de dificultades de abastecimientos y raciona- 
mientos avaló la necesidad de finalizar la concreción de la idea de aprovechar la energía 
del Río Negro. Sin embargo, dado la tardanza y a los efectos de la industrialización recla- 
mada, fue insuficiente para suplir la generación térmica. El país no había podido tener 
una política previsora en sus necesidades de generación eléctrica. 
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CAPITULO 1 
EL PAIS GANADERO 


1 -LA GANADERIA 
introducción. 


En 1932, según la Comisión de Hacienda y Fomento de la Cámara de Senadores, de 

las 18:692.600 hectáreas en que calculó la superficie del Uruguay, el 59,65% se dedicada a 

Ла ganadería, y el 21,61 a la agricultura y ganadería combinadas. Restaba por lo tanto sólo 

un 13,74% de tierras no ganaderas, ocupadas por la agricultura, montes, dunas y centros 
urbanos (1). El país era territorialmente ganadero. 


El recuento de ganado fue efectuado con mayor asiduidad que el de habitantes. 


Los censos se sucedieron, a pesar de que fueron realizado con técnicas rudimentarias 
{aún la cibernética no auxiliaba al hombre)-, con escasez de recursos humanos 4105 en- 
cuestadores en el medio rural eran habitualmente policías), materiales (existía dificultad 
de comunicaciones y de medios)-, y económicos {se necesitaban partidas especiales para 
sufragar los sueldos del elemento humano que debía procesar los datos). 


Lo antedicho obliga a reflexionar sobre la relatividad -algo que termina obsesionando 
al investigador- de las cifras alcanzadas. Sin embargo, es la posibilidad más cercana de 
aproximarse a la realidad, una realidad que es de suponer que ante el temor del avance del 
impositivismo batllista fue parcialmente escamoteada por los ganaderos. (Cuadro No. 18). 


51 la único que importara fuera el factor numérico, de acuerdo a los censos se podría 
concluir que el stock de ganado del país estaba estancado y ciclicamente en descenso para 
el vacuno, y en retroceso para el ovino. 


Si se tiene en cuenta que la población del pais seguía creciendo, se puede afirmar que 
había menos vacunos y ovinos por habitante. O sea que en cabezas de ganado, Uruguay 
era menos rico en 1937 que en 1908. 


De hecho hay otro factor a considerar: los cambios sufridos por la ganadería en ese 
período, los resultados del mejoramiento a que obligó el frigorífico. Porque -como lo ve- 





remos más adelante-, si bien los censos no acusan ganancia en cantidad, lo hacen en cali- 
dad. 





Cuadro No. 18 


LA EXISTENCIA DE GANADO SEGUN LOS CENSOS 


Año Vacunos Ovinos 

1908 8:192.602 26:286.296 
1916 7:802 .442 11:472.852 
1924 8:431.613 14:443,341 
1930 71:127912 20:558.124 
1937 8:296.890 17:931.327 





Fuente: Anuarios Estadísticos 








El retroceso ovino. 


Entre 1908 y 1916 los censos consignan un descenso de más del 50Z еп el número de 
ovinos existentes, lo que no repercutió en el aumento en proporción del número de vacu- 
nos. Por el contrario, no sólo no aumentó el número de vacunos, sino que hacia 1916 ha- 
bía disminuido. 

Para Farone, esta abrupta caída del ovino se debió a la “matanza exagerada” estimu- 
lada por la guerra mundial (2). Cita a Ruano Fournier, quien estimó -basándose en la ex- 
portación de lana- un error en el censo ovino de 1916 de 638 millones; además calculaba 
que en 1924 el siock ovino debía ser de 20 millones de cabezas (3). 


Perfecto López Campaña, en un artículo difundido en 1928, afirmó que esa disminu- 
ción, en parte, sólo en parte, se explicaba porque el relevamiento censal habia sido realiza- 
do en abril, antes de la parición de las ovejas. Expresó además que hubo una disminución 
en la demanda mundial de lanas: de 80:940.342 quilos exportados en 1912 se pasó a 
30:602.061 en 1916, disminuyendo en aproximadamente un 62%. A lo que debe agregar- 
se el aumento del consumo de la población; el incremento de la matanza por los frigorífi- 
cos; la exportación de ganado en pie: las enfermedades; el aumento de tierras dedicadas a 
la agricultura -especialmente forrajes-; y el alto valor de los arrendamientos de campos (4). 


En 1930 el ovino se acerca -aunque aún está distanciado- a los totales de 1908. 


Según el Censo de 1937, ello se debió a que los precios más altos para la producción 
ovina en el período 1924-1929 hicieron que los productores rurales prefirieran la cría del 
lanar. 


La abrupta caida de los precios a partir de 1929, hasta 1934, determinó el fenómeno 
inverso. El textil recién se valorizará a partir de 1935 (5). 
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Cuadro No. 19 


PROMEDIO COTIZACION LANA MERINO SUPRA 
POR 10 Kgs. 


(Cotización de enero a mayo, en pesos corrientes de cada año) 


Año indice 
1928 100 
1929 85 
1930 47 
1931 44 
1932 6l 
1933 52 
1934 122 
1935 95 
1936 115 
1937 141 


A 2 A AAA A АИ А 


Fuente: en base a las cotizaciones de las revistas de la Bolsa 
de Comercio de Montevideo y la Cámara Mercantil 
de Productos del País. 


A A ш... аанын "e ME 


Pero si tomamos un periodo de mayor duración, entre 1918 y 1938, (1918 indice 
100), los años considerables “buenos” en cotizaciones sólo fueron: 1920, (índice 130). y 
1924 (índice 100). Los restantes se mantuvieron por debajo del precio de la lana en 1918. 
aunque en algunos -1923, 1925, 1937- los indices estuvieron entre los 90 y 100. 


Un decreto de 14 de agosto de 1933 creó una comisión encargada de planificar un 
“Concurso Nacional de Productores de Lana”. Sus considerandos expresaban: “Que es la 
lana la materia prima que ha conservado mejores mercados en el intercambio internacio- 
nal y que el aumento de su producción y el mejoramiento de su calidad y finura podrían 
importar, en un plazo relativamente breve, una entrada de muchos millones de pesos por 
año, más el mayor valor de las ovejas mejoradas” (6). 


Los cambios cualitativos. 


El Censo Agropecuario de 1930 afirmó que sus cifras demostraban la “dominancia 
absoluta de razas especializadas en la producción de carne, cuyo arraigo en el país data de 
varios lustros y acusa prácticamente la desaparición del bovino criollo, de precario rendi- 
miento en cantidad y calidad, decretada por una juiciosa selección y por cruzamientos de ab- 
sorción bien dirigidos, con la base de reproductores de nobles corrientes de sangre...” (7). 

Este juicio fue ratificado por el Censo Agropecuario de 1937 que inserto las citras co- 
rrespondientes al número de vacunos de pedigrée sobre el stock: 0,11 Zen 1916;0,31 Zen 
1924:0,64% en 1930 (8). 
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En cambio se habría producido un retroceso en el proceso de mejoramiento del ovi- 
no: en 1916 el 0,03% eran puros de pedigrée; еп 1924 el 0,10% y en 1930 el 0,094. 


En consecuencia aumentó el porcentaje de ovinos “criollos”: 0,53 en 1916; 0,33 en 
1924: 1 44% еп 1930 (9). 


O sea que entre 1911 y 1930, a influjos de la nueva demanda que masivamente el fri- 
gorífico introdujo al triuntar como sistema industrializador de carnes (pasó del 16% del 
total de la faena industrial entre 1911-13, al 71% entre 1914-18) se habría producido el 
salto principal en el mejoramiento del stock ganadero del país: el cualitativo. 


Sin embargo el frigorífico también consumió ganado criollo para la elaboración de 
conservas, cuando no tentó hacer tasajo. 


Es decir que para el ganado criollo -en disminución paulatina a través de los años- 
existió siempre demanda, lo que obliga a pensar en que no se estimuló totalmente a la 
ganadería rutinaria para evolucionar hacia las nuevas formas. 


Sobran los testimonios que demuestran las dificultades en el proceso de mejoramien- 
to de ganado, y que denuncia que sólo parcialmente se había avanzado en este сатро. 


En parte esta contradicción surge de que no se tiene claro ni delimitado los procedi- 
mientos a seguirse para lograr este fin. Porque a la luz de las publicaciones especializadas 
no bastaba con abatir el ganado criollo para decretar que se había logrado el tipo de gana- 
do ideal. 


Según la opinión de la Asociación Rural, el mejoramiento de la raza bovina se podía 
lleyar a cabo por dos vías diferentes. 


Una era el CRUZAMIENTO: toros puros se utilizaban como sementales de vacas crio- 
llas primero, y mestizas después, eliminando paulatinamente la sangre criolla y tendiendo 
a la obtención del “puro por cruza”. 


Otra era el MESTIZAJE: se elegía un mestizo y se lo echaba constantemente a las va- 
cas crioilas. 


La técnica del “cruzamiento” era compleja, exigía un control durante un lapso más о 
menos prolongado. Llegar a la obtención de un “puro por cruza” era un largo y costoso 
camino: había que combinar el uso de reproductores de tipo racial definido con un теса- 
nismo de selección. Cualquier error anularía los resultados, exigiendo a los criadores un 
conocimiento tecnológico especializado. (Según la Asociación Rural. antes del frigorífico, 
ante la ausencia de un mercado, la rentabilidad de este sistema era muy aleatoria. Lo que 
obliga a pensar que si en la década del veinte, la queja más constante de los productores 
hacia los frigoríficos fue que sus cotizaciones no distinguían mayormente los ganados de 
primera de los de segunda, años después del triunfo del frigorífico la rentabilidad siguió 
siendo si bien no aleatoria, por lo menos poco satisfactoria). 


El “mestizaje” por el contrario aseguraba un mejor rendimiento económico antes que 
una real superación de la raza: los ganados mejoraban en productividad (10). 


Lo que los contemporáneos reconocieron fue que se habia avanzado considerable- 
mente en la “mestización”” del ganado, disminuyendo a cifras insignificantes el ganado 
criollo. Pero aún se marchaba a un ritmo lento en lo que tiene que ver con el “cruzamien- 
to”. Ара р А 
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El problema radicaba en que al efectuarse el alambramiento de los campos -adoptado 
para auxifiar toda la estructura de cambios tecnológicos que sufrió la ganadería en el siglo 
ХІХ. no fue acompañado de la subdivisión de la propiedad, lo que hubiera señalado la 
transición hacia una forma capitalista plena. Por el contrario, el latifundio rutinario lo uti- 
lizó para sentar sus reales, delimitar la propiedad y asegurar la plena posesión de la tierra. 
Había que cumplir con la **medianería forzosa” que el Código Rural estipuló en la década 
del setenta decimonónico. 


Et latifundio subsistió, al igual que la ganadería rutinaria. 


Al arribar el frigorífico se pudo pensar que dado su vinculación con un nuevo merca- 
do externo, erradicaría la ganadería rutinaria. Que el ganado criollo o poco mestizado, 
criado con escasas mejoras, desaparecería. 


Sin embargo, durante la guerra el frigorífico debió trabajar para el abastecimiento de 
ejércitos que consumían carne conservada -no fresca-. Por esa razón también adquirió ga- 
nado criollo (11). 


Luego de finalizada la contienda, el frigorífico pasó a controlar el mercado con régi- 
men casi monopólico, lo que significó controlar la ganadería. Los buenos precios abona- 
dos durante el período bélico, habían impulsado la mestización acelerada. Era el sistema 
ideal, para una coyuntura favorable. 


Después vinieron los trempos difíciles de los precios bajos, la depresión de los prime- 
ros años de la década del veinte. Y como to afirmó la Asociación Rural en 1931, еп nota a 
los frigoríficos extranjeros, “lo que obtienen los más progresistas por sus haciendas selec- 
tas, es un pago que poco se diferencia del recibido por los rutinarios y los que desalenta- 
dos, no persistieron en la obra de perfeccionamiento” (12). 


Es decir, que ni el alambrado ni el frigorífico habran sido suficientes para derrotar а 
la ganadería rutinaria. 


Miguel Jaureguiberry, en un trabajo publicado en 1928, afirmó: 


“La cabaña elaboró una joya, el estanciero no supo formarle el necesario estuche: faltá en 
la campaña el bosque protector, el forraje complementario, la buena aguada...” (13). 


Ese mismo año, Perfecto López Campaña escribió en El Día: 


“La mestización o sea el mejoramiento en la clase de animales explotados, ha absorbido 
casi toda la atención de los criadores; pero a ese mejoramiento, fruto de las nuevas co- 
rrientes de sangre aportadas a los rodeos por los reproductores importados, no ha seguido 
la mejora en los procedimientos de crianza, sobre todo en lo que se refiere a la alimenta- 
ción de las haciendas. 


Salvo uno que otro ganadero progresista que engorda sus novillos en avenales o hace 
ensilaje, la inmensa mayoría sigue confiando sus rodeos a las praderas naturales, y, por 
consiguiente, expuestos a todas las alternativas que brinda la variación del clima en el Uru- 
guay” (14), 

El citado analista reconocía que si novillos de menor edad habían obtenido pesos 
análogos a los de otros años. ello se debía al mejoramiento zootécnico. Pero no podía sub- 
estimar la presencia de gran número de hacendados “chapados a la antigua”, con enormes 
potreros subdivididos por tres o cuatro hilos de alambre, que esquilaban a mano, que no 
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bañaban el ganado, sin silos, sin abrevaderos ni bretes de encierro, sin tanques ni molinos 
para suplir la falta de aguada, sin montes de abrigo: 


“Se vive en ellas como hace cincuenta años con la sola diferencia de que ahora se practica 
la metización, se evitan las corrientes consanguíneas y los aparejamientos prematuros que 
degeneran la especie, y se usan procedimientos más elementales, para defender, en el mer- 
cado de concurrencia para la concertación de los negocios, el interés económico más ele- 
mental que se explota” (15). 


En 1929. el Ministro de Industria Edmundo Castillo reconocía ante el Consejo N. de 
Administración: 
“El progreso, debido al esfuerzo espontáneo de algunos criadores, пі tiene la generalidad 
ni avanza con la rapidez posible y deseable” (16). 

Octavio Morató en 1930, consignaba que las cabañas habían “desaparecido bajo liqui- 
daciones espantosas” (17). 


Martínez Lamas estimó que la mestización satisfactoria, eficiente en resultados eco- 
nómicos, abarcaba tan sólo el 30% de los vacunos del pais (18). 


El criador Hilario Helguera (h) estimaba en 1931 que la producción bovina del Uru- 
guay contaba con un 20% de novillos adecuados para el “chilled beef”, con un rendimien- 
to del 56,5% (Argentina tenía un 50% con un rendimiento mayor: 59,75%) (19). 


El “Frigorífico Nacional”, al fundamentar еп 1933 su proyectado departamento de 
conservas y extractos, reconoció que “nuestro grado de mejoramiento zootécnico np con- 
siente aún presentar en el mercado de haciendas, grupos completamente definidos, en 
cuanto a su destino" (20). 


En 1930, un testigo imparcial -æl Teniente Coronel Woodbine Parish, director del Fe- 
rrocarril Central-, declaró que nunca habia visto los campos y las haciendas Uruguayas соп 
tan buena apariencia, pero notó la falta de progreso, la inexistencia de fraccionamientos 
de campo para dedicarlos a trabajos intensivos (21). Ese año, una comisión reunida para 
estudiar las consecuencias de la ley proteccionista norteamericana conocida como *“Hawly 
Smoot Act” (integrada por representantes de la Federación Rural y del Comité N. de Vi- 
gilancia Económica, entre otros), aconsejó mejorar las carnes uruguayas, de acuerdo a las 
exigencias del mercado británico, implantando praderas artificiales (22). 


Hilario Helguera (h) en 1931 coincidió con esta medida, proponiendo además la pro- 
hibición de utilizar toros criollos (23). 


Resulta interesante cotejar como las crisis económicas de la década del veinte reper- 
cutieron en la importación de ganado puro, de sementales a utilizarse en el mejoramiento 
zootécnico de la ganadería nacional: (Cuadro No. 20) 


En el caso del vacuno se advierte claramente que a partir de 1924 se redujo abrupta- 
mente la importación de sementales, a tal punto, que la suma de Jas cabezsa introducidas 
en los dos lustros siguientes no llegaron a igualar al total del quinquenio anterior, 


En el caso del lanar. el comportamiento fue distinto: el máximo introducido en este 
período fue en el quinquenio 1924-28; y el minimo entre 1929 y 1933. Es decir que la 
primera crisis de la década influyó en la opción ovina posterior, hasta que la crisis de 1929 
produjo la gran retracción. 
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Según fuentes de la Asociación Rural, еп 1918, al premiarse los mejores novillos, la 
tendencia fue valorar su terminación en base a una mayor cobertura de grasa, lo que se lo- 
graba con animales más adultos. 





Cuadro No. 20 


¡IMPORTACION DE GANADO DE RAZA 


(en número de cabezas) 











Quinquenio VACUNO 

TOTAL Hereford Shorthora 
1914-18 1.312 875 437 
1919-23 1670 944 726 
1924-28 446 343 103 
1929-33 406 149 257 

OVINO 

TOTAL Lincoln [Мет Romney Marsh 
1914-18 1.641 778 388 475 
1919-23 1.733 552 349 832 
1924-28 2.111 628 646 837 
1929-33 1.396 5 74 213 | 609 


rre RR HH 


Fuente: Registros Genealógicos de la Asociación Rural del Uruguay. Criadores del Uruguay. 





Al comenzar la década del treinta, la oferta de ganado aún era zafral, y sujeta a las vi- 
cisitudes climáticas. 


Pero hasta 1935 se mantuvo esa reglamentación de premiar el ganado según las pautas 
antedichas. La necesidad de acortar el cicio de producción, el tiempo de mantener el novi- 
llo en el inverne, se hizo en función de la mayor exigencia del consumo inglés y la compe- 
tencia de otros mercados productores. 


Ese año -1935- los lotes se hicieron con novillos dientes de leche, dos y cuatro dien- 
tes (24). 


El Censo de 1937 consignó la inexistencia de ganado criollo vacuno y ovino, y el au- 
mento -con respecto а 1930- de los '“puros”: 0,64% a 0,85% en los vacunos; y 0,09% a 
0,12% en ovinos (25). 
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Sin embargo, triunfante el mestizaje, el problema esencial era aumentar la calidad. En 
1935 Alfredo Vigliola reproducía en la Cámara de Representantes palabras pronunciadas 
en la Facultad de Veterinaria por uno de los más reputados zootécnicos de la época: Hila- 
rio Helguera. 


“Después de sesenta años de emprendido el mestizaje mejorador -expresó Helguera- 
con las razas inglesas de camicería, es sensible constatar que sólo cuenta con un bajo por- 
centaje de “chilled beef” en su producción, y después de haber poseído 15 y 20 años 
atrás, un 20 y 30% de “chiled beef” verdadero, hoy no alcanza al 10 por ciento entre sus 
diversas clasificaciones” (26). 

Este decaimiento no sólo se habría debido al desaliento que sufrió la ganadería nacio- 
nal en la década del veinte. 


Era una queja corriente, en 1931, que por las fronteras se introducía de contrabando 
abundante ganado de Argentina y Brasil. (Argentina había prohibido la faena de ganado 
uruguayo, lo que motivó la protesta de los ganaderos del litoral) (27). 


Río Grande del Sur había superado ya, en número de cabezas de vacunos, a Uruguay. 
El panado brasileño era reputado de inferior calidad que el uruguayo. y la existencia de 
hacendados con estancias que se continuaban en mabos países, incidía para que se apro- 
vechara la coyuntura cíclica de las cotizaciones en uno y otro sentido. 


La ganadería uruguaya había logrado uno de sus sueños: mestizar la sangre criolla. 
Pero aún le esperaba la etapa más importante: la de incrementar el grado de refinación. Y 
esa empresa, era una revolución permanente, 


Ganadería y crisis. 


Con el triunfo del frigorífico, se produjo una de las transformaciones más profundas 
de la ganadería uruguaya: la división de los ganaderos en invernadores y criadores, el mes- 
tizaje, la utilización masiva del ferrocarril como medio de transporte, el empleo del crédi- 
to bancario, el reajuste humano en las estancias, el incremento de la agricultura forrajera. 
etc. 


La guerra mundial inflacionó los precios del ganado, y la caída que se produjo des- 
pués de la paz, provocó una aguda crisis en 1921-22. Las consecuencias de la misma dura- 
rían, a pesar de la recuperación de algunas cotizaciones, hasta 1929, año en el que sé pro- 
duciría otra crisis, cuyas consecuencias pautaría la década siguiente. Es decir. que a los 
efectos de una crisis se le superpondrian los de otra, ambas originadas en el exterior. 


Esta “crisis sobre la crisis” se puede medir en su barómetro más sensible: los precios 
del ganado, reflejados en las oscilaciones de la oferta y la demanda (con todas las distor- 
siones que el frigorífico logró imponer a la ley del mercado, que no se comportaba orto- - 
doxamente. como lo hubieran deseado los teóricos del liberalismo económico). 

Cuadro No. 21 

Estas variaciones no sólo afectaron el mejoramiento del ganado. También la infraes- 
tructura en el que el mismo se apoyaba. En 1929, en el Congreso Agronómico de Salto. 
decía el Ing. Gustavo Spangenberg: “... no es un secreto para nadie que las pasturas de 
nuestras estancias tenían hace cincuenta años mayor potencialidad forrajera que las de 
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hoy; y ello a causa que los espartillos invaden los campos, sin que el estanciero los detenga 
en su avance...” (28). 


Además existía otro ingrediente que pesaba. Morató señaló en 1933 que la crisis no 
aparecía tan profunda como la de 1920-21, en cuanto al caudal de ventas de haciendas y 
precios obtenidos, dado que la agravación real era por “el mayor endeudamiento de los 
productores que han usado del crédito, sin medida de relación con su capacidad económi- 
cy” 


M 


Cuadro Мо. 21 


PROMEDIO ANUAL DEL PRECIO DEL GANADO BOVINO DESPACHADO 
POR LA TABLADA EN PESOS CORRIENTES. 


(Indice 100: 1914) 


Шш ышы -- (E=-- KK — 


Año Гассе 
1920 157 
192] 98 
1922 66 
1923 66 
1924 83 
1925 86 
1926 -75 
1927 66 
1928 77 
1929 73 
1930 87 





Fuente: en base a Boletín del Banco Hipotecario No. 1, Setiembre 1932, pág. 14. 
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Habían crecido los gastos de producción, en los que incidió el aumento de arrenda- 
mientos e impuestos, y el millón y medio de pesos que los frigoríficos pagaban por leyes 
sociales y que repercutía sobre el precio del ganado, pues “lo рада el hacendado” (29). 

En marzo de 1930, en el Mensaje del C.N. de Administración al Poder Legislativo. el 
Ministerio de Industrias afirmaba: 

“La ganadería nacional, no obstante sus grandes adelantos debidos al esfuerzo de nuestros 
cabañeros y criadores más progresistas sufrió, a partir del año 1919, como consecuencia, 
sin duda, de la baja de los precios, un serio estancamiento. La refinación de los ganados, 
la preparación y presentación de sus productos, no ha seguido la escala ascendente de los 
períodos anteriores, y por ésto, hoy las carnes, las lanas, los cueros del país, no satisfacen 
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debidamente las exigencias de los mercados consumidores y no son tan bien cotizados 
como los provenientes de otros lugares” (30). 

La solución propuesta era estimular e impulsar la evolución de la explotación exten- 
siva a la intensiva. 


En el Mensaje del año siguiente, se solicitaba la concesión de primas por cada animal 
vacuno и ovino que por su tipo y preparación perteneciera a las categorías de mayor de- 
manda en los mercados de consumo, recibiendo en consecuencia las mejores cotizaciones. 
Dichas primas serían lo suficientemente altas como para compensar los gastos de produc- 
ción y asegurar a los hacendados una ganancia razonable, Se otorgarían durante seis años 
seguidos, el tiempo que se consideraba razonable para que el mejoramiento de los rodeos 
se generalizase, lo que bastaría para que luego la buena producción continuara desarro- 
llándose sostenida por su propio volumen y por la acción defensiva del Frigorífico Nacio- 
nal. 

Se reconocía que dos factores habían obstaculizado el mejoramiento de la produc- 
ción ganadera: la crisis de precios y la forma inconveniente en que se realizaba el comer- 
cio de exportación. 

“Por regla general el estanciero, -se decía-, antes que producir bueno, procura hacerlo 
al menor costo, esperando la utilidad del lado de la economía en los gastos de explota- 
ción”. 

Afirmaba el Ministerio de Industrias que en la mayoría de los casos este era el Unico 
camino que se presentaba al ganadero, ya que los precios bajos no permitían adquirir bue- 
nos reproductores, alambrar los predios, luchar contra las plagas. A lo que se sumaba que 
“en las ventas de las haciendas, no obtienen pos los animales de calidad superior, la com- 
pensación de las mayores inversiones que han debido hacer para producirlos” (31). 


2 - LA ESTRUCTURA RURAL 


El hecho más significativo de la estructura rural -además de la existencia y sobreviven- 
cia del latifundio- lo constituyó el porcentaje de tierras rentadas o arrendadas por sus pro- 
pietarios. 

El Censo Agropecuario de 1937 incluyó una nueva categoría, que se adaptaba mejor 
a las modalidades de a ganadería que a la de la agricultura: la de propietarios-arrendata- 
rios, (“cuyas áreas en parte, se habían adquirido en propiedad y en parte se mantenían 
arrendadas””). ] 

Los 73.414 establecimientos censados en 1937 se agrupaban de la siguiente forma: 


Cuadro No. 22 
ESTRUCTURA RURAL DEL AGRO URUGUAYO EN 1937 
Clasificación % del total de establecimientos % del área ocupada 
PROPIETARIOS 49.18 43,00 
ARRENDATARIOS 37,70 38,50 
PRO-ARRENDATARIOS 4,72 15,50 
MEDIEROS 8,40 3,00 


Fuente: Censo Agropecuario de 1937, 
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Según estas cifras, sólo alrededor de la mitad de la superficie productiva era explota- 
da directamente por sus propietarios. (El Censo de 1930, en base a sólo tres categorías, 
había consignado el 55,8 de propietarios, el 36,0 de arrendatarios y el 8,2% de medieros). 


Estas cifras corresponden al total censado. 51 parcializamos por actividad, las mismas 
son más discutibles, ya que a nuestro juicio se le asignó a la agricultura una superficie ma- 
yor de la que le correspondía. De todos modos, a continuación transcribimos las cifras 
censales correspondientes a la ganaderia: 


La ganadería absorbía el 39,30% de los establecimientos y el 88% del área de la clasifi- 
cación “Propietarios”. 

Además. concentraba el 35,80% de los establecimientos y el 87% del área de los 
“Arrendatarios” (32). 

Esta característica estructural se sobreponía a otra: la tierra era propiedad de pocas 
personas. 


Julio Martínez Lamas estimó en 1925, de acuerdo a datos oficiales, que 8.375.000 
hectáreas -casi la mitad del territorio nacional- estaban ocupados por 3.196 latifundios, 
“lo que significa un número de propietarios todavía menor, puesto que muchos de estos 
últimos poseen varios” (33). 

El alto porcentaje de rentistas de la tierra fue uno de los rasgos estructurales más sa- 
lientes del período y uno de los factores del estancamiento ganadero. 


Porque mientras las cosas no iban del todo bien para los productores rurales, no dis- 
minuía en proporción el precio del alquiler recibido por los propietarios. 





Cuadro No. 23 


ARRENDAMIENTOS RURALES — VALOR PROMEDIO DE LA HECTAREA 
EN LA REPUBLICA 


A ЕР =н 


Años $ Años $ 
1924-25 3,84 1932-33 3,44 
1925-26 4,07 1933-34 3,20 
1926-27 4,04 1934-35 322 
1927-28 4,16 1935-36 2,43 
1928-29 4,18 1936-37 3,65 
1929-30 4.26 1937.38 4.01 
1930-31 4,36 1938-39 4,39 
1931-32 3.66 





Fuente: Banco de la República O. del Uruguay - Sinopsis Económica y Financiera del 
Uruguay, р. 53. 
Revista del banco de la К.О. del Uruguay, No. 3, octubre de 1942. 
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Es decir que la depresión de los arrendamientos recién se habría producido entre 
1932 y 1934, iniciándose a partir de ahí el movimiento de recuperación (aunque el peso а 
partir de 1938 no mantuvo la proporción de oro que tuvo en el período anterior). 


Por esa razón conviene relacionar los arrendamientos con otra medida: el precio del 
ganado. 


En 1925 el precio promedio del arrendamiento de una hectárea equivalía al 11 % del 
promedio de un bovino vendido en la Tablada. 


En 1930, al 12%. 

En 1932, al 14,26%. 
En 1935, al 13,44%. 
En 1939, al 11,36%. 


Este acompasamiento de la relación arrendamiento/cotización bovino al indice de 
1925, comenzaría a partir de 1936 (11,64% ), descendiendo lentamente posteriormente. 


El descenso del precio de los arrendamientos implicó la baja del valor de la tierra: 








Cuadro No. 24 


PROMEDIOS COMPRA-VENTA DE CAMPOS (precios por hectárea en pesos corrientes) 


Años 5 Relación con el promedio abonado por bovinos 
(bueyes, novillos, vacas y terneros) en Tablada 

1931 67,73 1,85 

1932 75,55 | 2,94 

1933 61,35 2,39 

1934 58,26 р» 

1935 45.61 1,90 

1936 59,26 2.01 

1937 64,12 2,09 

1938 66 09 1,88 

1939 11,18 1,84 





Fuente: еп base a cifras de la Revista del Banco de la Republica O. del Uruguay, No. 3, 
octubre 1942 y Anuarios Estadisticos. 





Quiere decir que en estos años, para los arrendatarios ganaderos. la baja del precio de 
la tierra y de su alquiler, no significó ni la posibilidad del acceso a la tierra, ni una mejoria 
real, ya que en relación con lo obtenido por su producción, éstos habian aumentado. 

Al referirnos a la agricultura y la lechería veremos que los arrendamientos constituian 
aproximadamente un tercio del costo de producción (cuando no superaban ese porcenta- 


je). 
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Esto puede dar la pauta de la importancia que para la economía nacional implicó el 
costo del alquiler de la tierra, dado la extensión de la superficie del pais trabajada en régi- 
men de arrendamiento, 


La política de arrendamientos. 


En ocasión de la otra crisis, en abril de 1922, se aprobó una ley que creaba Jurados 
de Conciliación y Arbitraje con la misión de mediar entre arrendadores y propietarios, 
cuando alguna de las partes entendiera que los precios convenidos no estaban en relación 
con los precios corrientes (34). 


En 1931, el Mensaje del Consejo N. de Administración a la Asamblea General -ante la 
desvalorización de los productos agrarios, especialmente cereales y lanas- proponía una 
medida similar a la adoptada en 1922: 


“Mayor que entonces es hoy la desproporción entre el valor de los productos de la gana- 
dería y la agricultura y el precio de los arrendamientos, al punto de que puede afirmarse 
que casi sin excepción, los ganaderos y agricultores que trabajan tierras arrendadas, se ven 
imposibilitados de cubrir los gastos de explotación... 

El valor de la tierra y el monto de su renta no pueden ni material, ni equitativamente 
ser superiores a su rendimiento en productos...” (35). 


Este proyecto lo había presentado Baltasar Brum, y recibió dispar acogida. 


La Federación Rural solicitó una disminución de los tributos; Herrera entendió que 
“lanzarse a la revisión de los contratos de arrendamientos puede resultar contraproducen- 
te y crear, desde luego, pánico en el seno de las clases rurales; el Dr Martin C. Martínez. 
pese al apoyo condicionado de la Asociación y Federación Rural al mismo, y a que lo 
consideraba menos exagerado que el de 1922, se opuso; Caviglia, entendió que los arren- 
damientos llegaban en general a un 50% del valor de la producción, y que los propietarios 
ausentistas eran los causantes del estancamiento social y económico de la campaña. 


A la hora de votar, lo hicieron por la afirmativa: Brum, Caviglia, Beretta, Sorm y Vic- 
toriano Martínez. Se opusieron: Herrera, Lussich, Cortinas y Martín C. Martínez (36). 


Claro que la disminución del precio obtenido por los productos agrarios era uno de 
los puntos en cuestión. Porque el otro, debía referirse al aumento de los gastos de explo- 
tación: impuestos, ley de salario mínimo rural (para quienes la cumplían), y también los 
fletes: en 1921 se pagaba para transportar ganado por vagón del FF.CC. desde Rivera a - 
Central $ 75.95; en 1931 $ 87,10 (aumento: 15% ); en igual período, desde Salto por el 
FF.CC. Midland el aumento fue del 22%(37). 


El 17 de julio de 1931 se promulgó la ley que creaba los jurados para resolver las de- 
savenencias entre propietarios y arrendadores en toda la República. 


) Lo integraban cinco miembros: dos designados por el respectivo Concejo Departa- 
mental, uno por la Asociación Rural, otro por la Federación Rural y el último por la Co- 
misión Nacional de Fomento Rural. 

Los fallos aprobados eran inapelables si se reducían los arrendamientos por unanimi- 
dad, en cuyo caso la rebaja podía ser de hasta el 20% del precio estipulado en el contrato. 
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Si ега aprobado por custro miembros, el tope era del 15% ; y si había votado por tres 
miembros, hasta el 10%. 


Las modificaciones introducidas por el Jurado alcanzaban también a los sub-arrenda- 
tarios. 


Además se creaba un Jurado de segunda, compuesto de dos miembros designados por 
la Alta Corte de Justicia, dos por el Consejo N. de Administración y uno por el Banco Re- 
pública (38). 

El. 24 de abril de 1933 Terra decretó que esta disposición amparaba a todos los con- 
tratos de arrendamientos rurales, cualquiera fuera la fecha de su realización. 


El 29 de diciembre de ese año se extendió la vigencia de las rebajas de arrendamientos 
efectuadas por los Jurados hasta el 31 de diciembre de 1934 (39). 


Sin embargo, la medida no fue suficiente para resolver el problema. En 1936 el Sena- 
dor Dr. Abalcázar García informó que en Artigas existían 75.000 hectáreas sin arrendar, y 
que los campos rentados acusaban una existencia bovina del orden del 60% de su capaci- 
dad de admisión (40). 


La política del Consejo N. de Administración no enfrentó a los propietarios rurales: 
mientras que para el agro se asignaba a Jurados en los que las gremiales rurales tenían 
fuerte representación la facultad de decidir sobre la disminución de los arrendamientos, se 
decretaba un 10% de rebaja para los alquileres urbanos (41). 


Impuestos y rentabilidad. 


En uno de sus discursos reformistas Terra se refirió al trabajador del campo con bucó- 
licas palabras no exentas de poesía, en el que el sacrificado protagonista de la riqueza na- 
cional vivía “en el silencio melancólico de la soledad del desierto”, no extrayendo mayo- 
res beneficios de su capital que un escaso tres o cuatro por ciento, mientras era hostigado 
por quienes sólo lo veían como fuente de impuestos, y por los acreedores hipotecarios que 
le cobraban hasta el ocho por ciento por el servicio de intereses y amortizaciones (42). 


En otra parte de este trabajo nos referiremos al decaimiento de la rentabilidad rural 
denunciada por los contemporáneos. 


Obviamente ella estaba en función de un cúmulo de factores, entre ellos la presión 
impositiva. | 

El modelo impositivo batilista se presta para una investigación y no рага una conside- 
ración marginal de la misma. Sin embargo, se debe intentar esbozar algunas conclusiones 
primarias. 

Martínez Lamas había denunciado que los articulos que devengaban más renta al Es- 
tado eran los considerados de “primera necesidad”; nafta, querosene, yerba, fariña y otros 
que según él “tienen tasas formidables y como quizás no existan en ningún otro”: mien- 
tras que algunos socialmente “suntuarios” eran tratados соп benignidad digna de mejor 
causa. En su visión del país, el Estado extraía anualmente treinta y tres millones de pesos 
al agro, deteniendo el crecimiento dei capital e impidiendo la evolución hacia formas eco- 
nómico-sociales superiores, lo que cerraba la campaña a la inmigración, fomentaba la emi- 
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gración, mantenía el latifundio, arruinaba los ferrocarriles y астесїа el pauperismo, la en- 
fermedad, la pereza y el vicio. 


Este sistema gravaba la producción rural con impuestos a la exportación al ganado, a 
la propiedad y а] consumo (43). i 


Obviamente criticaba los impuestos de importación en el que se asentaba el protec- 
cionismo aduanero que beneficiaba a la industria sustitutiva de importaciones. 


La respuesta la daría pocos años después Emilio Frugoni, al señalar que la concepción 
impositiva impugnada, si bien no convenía a los intereses de las industrias de exportación, 
ofrecía a los latifundistas la ventaja de solucionar el problema industrial y demográfico 
por vías que no eran “las de una modificación a fondo de las formas de la propiedad ru- 
ral” (44), 

Mercedes Quijano, en un trabajo sobre la política fiscal agraria del batllismo entre 
1900 y 1930, afirma: “que no se pretendió crear, en el período batllista, un impuesto úni- 
co sobre la tierra ni que el total peso de su tributación recayera sobre la tierra”; que los 
impuestos al consumo “no sólo no se redujeron sino que aumentaron en cifras absolutas y 
relativas”; que la influencia de Henry George se hizo sentir en la forma de imposición a la 
tierra, cuidándose de excluir “las mejoras para no gravar el trabajo”; y que el porcentaje 
de la contribución inmobiliaria en el presupuesto peneral de la nación -teniendo en cuenta 
que después de 1916 parte de lo recaudado que no se incluía en el total general que se 
destinaba a los gobiernos departamentales- “desciende constantemente a lo largo de todo 
el período” (45), 

Lo que cabría agregar es que a influjos de la crisis el batllismo tendría, -utilizando la 
terminología de Real de Azúa-, un “segundo impulso”. 


En 1932, Baltasar Brum consideró que “la propiedad inmueble rural puede conside- 
rarse gravada en siete millones de pesos anuales siendo su valor de ochocientos cincuenta 
millones de pesos” (la cifra difiere sustancialmente de la de Martínez Lamas, en parte por- 
que Brum dedujo los impuestos que entendió se invertían en el medio гога], en parte por- 
que en sus 33: de pesos M.L. contabilizó más de dieciséis pagados sobre las importaciones 
consumidas por la campaña) (46). 

En agosto de 1931, el Consejo N. de Administración aprobó aumentar en un uno por 
mil el impuesto de Contribución Inmobiliaria a las propiedades rurales cuyo aforo superá- 
ra los cincuenta mil pesos, descontados los gravámenes hipotecarios vigentes y los futuros 
concretados рог el Banco Hipotecario (47). 


La Federación Rural en nota a la Cámara de Representantes, manifestó estar al límite 
de su capacidad impositiva. 

Afirmaba que sin contar los impuestos adicionales departamentales -medio por mil 
para vialidad en Artigas, Salto y Paysandú-, los propietarios rurales estaban gravados en un 
diez por mil: 4 1/2 de contribución inmobiliaria, 1 más de recargo aprobado, 2,5 de so- 
bretasa, 1/2 de profilaxis contra la sífilis, 1/2 de fondo permanente para los ferrocarriles, 
1 de impuesto de saneamiento). 

Señalaba que mientras que los tenedores de títulos de deuda pública percibían una 
renta de 6,5% sin ningún gravamen, los propietarios rurales trabajaban con una rentabili- 
dad del 4% де la que el Fisco retenía la cuarta parte. 





Y concluía destacando que no había demanda de campos, que estos se ofrecían por 
el precio del aforo y que era absurdo implantar otro impuesto en momentos en que entra- 
ría en vigencia la ley de rebaja de los arrendamientos rurales (48). 


El riverista Vicente Costa propuso una solución sustitutiva que no crearía ningún 
nuevo cargo público: obligar a los terratenientes a hacer agricultura y ocupar mayor canti- 
dad de brazos en sus predios (49). 


Era esta una respuesta a un proyecto que había ingresado a la Cámara de Represen- 
tantes, firmada entre otros por los batllistas Luis Batile Berres, Alfeo Brum, Н. Eduardo 
Perotti, proponiendo un nuevo impuesto para fomentar la colonización que gravaba a los 
predios rurales según su extensión en una escala gradual que iba dej uno por mil a los afo- 
rados entre 50 y cien mil pesos, hasta el cinco por mil a las aforadas en un millón de pesos 
o más (50). 

No escapa que prescindiendo de la concepción impositiva global, un aumento de la 
presión tributaria en esas condiciones económicas provocaría la reacción de los producto- 
res rurales desconformes desde mucho antes, y opuestos a las “novedades” que el batllis- 
mo buscaba implantar. 

А fines de 1931 la prensa informaba que se estaban comercializando campos а un 
precio inferior al del aforo, cuando el aforo debía representar aproximadamente el 803 
del valor real de la propiedad. 


En agosto de 1932, un grupo de diputados vinculados al agro -César G. Gutiérrez, Al- 
berto Puig, Cecilio Arrarte Corbo, etc.- presentaron un proyecto para que los deudores 
morosos del impuesto inmobiliario pagaran sin recargos, en ocho cuotas trimestrales, el 
importe de sus deudas (51). 


En febrero de 1933, el vocero herrerista EJ Debate instaba a la “huelga de bolsillos 
cerrados”, a la resistencia colectiva al pago de la contribución (52). 


Paralelamente, el diputado por Rocha Cecilio Arrarte Corbo, propuso suprimir por 
los años 1933 y 1934 el impuesto a la contribución inmobiliaria a todas las propiedades 
rurales del país (53). 

Esta medida era en respuesta a otro proyecto que aspiraba a reaforar la propiedad te- 
rritorial, lo que motivó que la “Federación Rura!” opinara que se debía ir lisa y llanamen- 
te a la desgravación de la propiedad “en forma radical y efectiva”, ante la irrealidad de 
que los propietarios abonaban su contribución en base a un aforo fijado en épocas de au- 
ge, alejados de la situación económica del momento (54). 


Ambas propuestas fueron alentadas cuando el régimen tenía sus días contados, y en 
momentos en que los grandes ganaderos cerraban filas y presionaban para que la ansiada 
caída se produjera. 

El nuevo gobierno instaurado después del 31 de marzo, decretó en abril de 1933 la 
rebaja en un 10% del importe de las planillas de contribución inmobiliaria, -lo que se esti- 
maba afectaría al fisco en casi un millón de pesos- mientras proyectaba una moratoria hi- 
potecaria para los deudores rurales y hablaba de estudiar la implantación del impuesto a 
la renta (55). 

Pedro Cosio en 1939 afirmó que la contribución inmobiliaria era “el barómetro de la 
situación rural”, y que según los datos fiscales a su alcance correspondientes al periodo 
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entre 1934 y 1937, ls morosidad iba de un 48,37% en Salto al 18,45 + еп Maldonado (56). 


La “Federación Rural” propuso un nuevo sistema para que los impuestos que grava- 
ban la tierra directamente explotada por sus dueños, los frutos y productos agropecuarios, 
y la exportación de los mismos, fuera sustituido por un impuesto único sobre los rendi- 
mientos (57), 


3 - GANADERIA Е INDUSTRIALIZACION 


Generalmente se afirma que el desarrollo industrial se asentó coincidentemente con 
la expansión de las exportaciones al mercado capitalista. Una mirada más atenta al proce- 
so histórico nacional, permite precisar que se dieron un cúmulo de factores internos, tan- 
to políticos como sociales y económicos, que coadyuvaron en el desarrollo de una infraes- 
tructura fabril cuyos pininiles se remontan a épocas en que la capacidad exportadora del 
país era muy restringida, y en el que el “tasajo” ocupaba un lugar importante. 


Sin embargo, dado el papel apropiador y redistribuidor de ingresos que jugó el Esta- 
do, y el carácter marcadamente dependiente de la industrialización vernácula, se puede 
concluir que el mercado de consumo interno y la reinversión del sector, no explican aisla- 
damente el proceso. Y que en la acumulación de capital, a pesar de jornadas laborales más 
extensas y ganancias derivadas del virtual monopolio en algunas ramas, también la circula- 
ción del dinero que el país ganó en la venta al exterior de su producción colaboró en la 
dinamización de la estructura económica general. 


De ahí que los teóricos de la industrialización propusieran otro modelo económico, 
que por encima de discrepancias ideológicas, no podía abstraerse del papel rector de la 
ganadería en la producción uruguaya. Los más lúcidos -fue el caso de Serrato- no titubea- 
ron en hacerlo. Otros, muchas veces miraron hacia la ganadería señalando sus caracteres 
más negativos y proponiendo su evolución hacia formas más racionales y capitalistas que 
en mucho coincidían con los postulados de algunos de los ruralistas más destacados del 
siglo XIX l ejemplo de Ordoñana al respecto resulta sugestivo-. 


S1 tomamos la suma de las cifras de las exportaciones aportadas anualmente por los 
Anuarios Estadísticos, en millones de pesos, tenemos que: 


Cuadro No. 25 


EXPORTACIONES EN MILLONES DE PESOS CORRIENTES 


= A шша 





Período $ 
1914-18 424:7 
1919-23 476: 
1924-28 497:1 
1929-33 396:9 


1934-39 450: 


Fuente: Anuarios Estadísticos. 
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El decaimiento de lo recibido por las ventas a partir de 1929 restó poder adquisitivo 
al país, y obligó a reformular en muchos aspectos su modelo económico. - 


Sin embargo, Uruguay estaba más inserto en la estructura capitalista mundial, y entre 
1907 y 1920 el papel de la ganadería en las exportaciones de esos años habria crecido: pa- 
só del 90,633 en 1907, 491,573 en 1914 y a 96,703 en 1920. 


La disminución comenzó a partir de 1924 -con un pasajero repunte en 1926-. 


Hacia 1930 la diversificación de las exportaciones habian hecho caer la participación 
de la ganadería al #3 40%. En 1935 ella fue de 85,56%, y en 1938 de 83,90%. 


Sin embargo estas variaciones no fueron tan sustanciales como para alterar fundamen- 
talmente el sitial de la ganadería. 


En su seno, también se produjeron algunos cambios. Cíclicamente la lana desplazaba 
el primer puesto a carnes y extractos: de 1916 a 1921, en 1924, еп 1927, 1923, 1933. 


Pero entre 1935 y 1939 la lana tomó sostenidamente la delantera: el 43,11% de las 
exportaciones de la ganadería, contra el 20,823 del rubro carnes y extractos (58). 


Para tener una idea más fidedigna de la marcha de las exportaciones, prescindiendo 
de los cálculos oficiales en unidades monetarias, hemos efectuado estimaciones traducidas 
a quilos: 


Cuadro No. 26 





LAS EXPORTACIONES URUGUAYAS — ALGUNOS PRODUCTOS — EN KILOS 











iii EN o Rubro 
Período і > 3 
LANA LANA LAVADA CARNE BOVINA ENFRIADA 
1919-23 240:2 4:1 93:8 
1924.28 253:2 4:4 149:5 
1920-33 275:9 51] 177: 
1934-38 191:0 20:6 136:1 
Rubro 
4 5 6 
Período CARNE BOVINA CONGELADA CONSERVAS CARNE OVINA CONGEL. 
1920-24 361:6 56:0 51:3 
1925-29 363:4 104:7 92:9 
1930-34 200:3 142:6 70:2 
1935-39 148:4 155:4 41:5 


A ——————— az 


Fuente: en base a cifras de los Anuarios Estadísticos de la R.O. U. 
mn a o ЕЕЕ 
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Esta media docena de rubros, los más importantes en más del 75 % de exportaciones 
del país, ejemplifican significativamente las consecuencias de la crisis de 1929 en las mis- 
mas. 


4 - LA POLITICA GANADERA DEL TERRISMO. 


Analizaremos aquí las disposiciones sectoriales mas relevantes, prescindiendo de 
aquellas no específicas insertas dentro de la política económica global que -como el valor 
de la moneda- influían decisivamente en el desarrollo económico de la ganadería. 


En general, se puede afirmar que con el terrismo la ganadería se vio contemplada en 
un doble aspecto: en el reconocimiento de las dificultades transitorias que aquejaban al 
sector a raíz de la crisis interna que arrastraba desde la posguerra, y agravada por las reper- 
cusiones del crac del 29, ambas reflejos de las vicisitudes del mercado externo; y en la 


conciencia de la necesidad de estimular la continuación del proceso de mejoramiento de 
la ganadería nacional iniciado luego de finalizada la denominada “Guerra Grande”, en la 


segunda mitad del siglo XIX. 


Dado que los sectores gobernantes del andamiaje gremial rural -las cabezas “lúcidas” 
del ruralismo-, habían forjado el “segundo alto” a partir de 1929, cuando el batllismo se 
propuso nuevamente impulsar su modelo como panaceas a la crisis, contribuyendo decisi- 
vamente en la caída de las instituciones vigentes y participando protagónicamente en la 
iniciación del nuevo ciclo institucional, este reconocimiento se hizo en base a la estructura 
dominante en el agro uruguayo. 


Una de las primeras medidas que adoptó el terrismo lo fue el reconocimiento de la 
desvalorización de la propiedad rural: un decreto de fecha 26 de abril de 1933 decidió 
suspender por seis meses las sentencias de remate en los juicios ejecutivos sobre las propie- 
dades raices situadas fuera del departamento de la capital, para evitar los perjuicios oca- 
sionados por la caída del valor de la propiedad territorial. 


La misma se complementó con otra que concedió una moratoria por seis meses a los 
deudores que hubieran afectado para el pago de sus obligaciones sus máquinas industriales 
o agrícolas, sus útiles o instrumentos de trabajo, y que se extendió a los ganaderos que ha- 
bian comprometido sus ganados en los contratos de prenda agraria (59). 


El 12 de abril de 1933 se desgravó a los contribuyentes rurales la contribución inmo- 
biliaria, rebajándose los aportes en un diez por ciento, соп el reconocimiento expreso de 
que eran “los más afectados por la crisis” . 


Una ley promulgada"el 3 de octubre de ese año, suprimió el recargo a los propietarios 
rurales morosos en el pago de la contribución inmobiliaria siempre que “prueben haber 
sufrido en sus negocios perjuicios que los inhabilitaran para cumplir dentro de los plazos 
respectivos” (60). 

La política de otorgar facilidades para el pago de los impuestos rurales se continuó en 
1934, 


En 1935 (Lo. de agosto), una ley permitió a los deudores morosos del impuesto terri- 
torial consolidar sus atrasos en el plazo de tres años, sin recargos ni intereses. La ley de 2 
de julio de 1936 fue aún mas liberal: extendió el plazo de la consolidación a 10 años, a 
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pagar en cuotas anuales. Aunque, como lo señaló Eduardo Acevedo Alvarez, рог esta fe- 
cha ya había comenzado la recuperación del sector, perdiéndose para los ejercicios fiscales 
pasados las contribuciones diferidas (61). 


(Para tener una idea de la repercusión de esta medida, acotemos que según cifras ofi- 
ciales. los deudores morosos de campaña adeudaban $ 70.000 en 1929, y $ 530.000 en 
1932) (62). 


Otro punto que mereció atención fue el de los deudores hipotecarios. 


Antes del 31 de marzo, se estaba elaborando un proyecto de consolidación de los ser- 
vicios hipotecarios. 

En tal sentido, en un escrito elevado por la Federación Rural y redactado por el Dr. El- 
bio Fernández -uno de los directores del Banco La Caja Obrera-, se hacía hincapié en que 
mientras había descendido la rentabilidad del agro, no pasaba lo mismo con el interés hi- 
роѓесапо. 


Los préstamos rurales habían pasado de más de cuarenta y seis millones al 31 de mar- 
20 de 1926, a sesenta y ocho en igual fecha de 1932 (las cuotas a cobrar eran en 1926 el 
4,32% del monto, y en 1932 el 8,39% ) (63). 


El 12 de abril de 1933 se decretó suspender por dos años las amortizaciones ordina- 
rias de los préstamos constituidos con el Banco Hipotecario del Uruguay antes del 31 de 
diciembre de 1932, mientras que se autorizaba a la entidad financiera oficial a suspender 
por igual lapso las amortizaciones ordinarias de cédulas, títulos y obligaciones hipoteca- 
rias que respondían por los citados préstamos. Es decir, que en última instancia las dificul- 
tades del agro la sobrellevarían, en este aspecto, los inversionistas privados. 


Punto a tener en cuenta en momentos en que se pretendía estimular la captación de 
los excedentes en la formación de sociedades por acciones, que beneficiarían en el futuro 
al desarrollo fabril. 


En el Mensaje a la Asamblea General elevado por el Poder Ejecutivo en mayo de 
1934, se señalaba que el Banco Hipotecario había estado al borde de la quiebra ya que los 
trabajadores rurales adeudaban $ 68 millones, las cédulas se cotizaban al 77%, y el servi: 
cio efectivo que soportaban los deudores era del 8%. 


De ahí que la ley de 4 de agosto de 1933 extendió la suspensión de las amortizacio- 
nes de los préstamos hipotecarios -extendiéndolas al medio urbano- por el término de cin- 
co años, contabilizable a partir del vencimiento más próximo a la promulgación de la ley, 
suspendiéndose por igual lapso los servicios de amortización de cédulas y obligaciones hi- 
potecarias. Además se rebajaban los intereses al 4% durante los dos primeros años, a 4 1/2 
durante los dos años subsiguientes, y al 5 % durante el último año. 


Para los trabajadores más modestos, los préstamos de hasta dos mil pesos devengarían 
durante el quinquenio un interés dei 4% , siempre que trabajaran directamente la tierra. 


La rebaja de intereses afectaba también a los prestamistas hipotecarios particulares: 
no podían superar el 8% еп ningún caso, pero los que pagaban hasta esa suma quedarian 
en un 7% ; е iguamente los que pagaban hasta el 7% quedaban en el 6% (64). 


Estas medidas tendían a aliviar la situación de deudores y contribuyentes. 
Pero además, se adoptaron otras disposiciones que eran de “fomento”. 
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El 1о. de marzo de 1934 se promulgó la ley por la que se establecía una prima de tres 
pesos por cada quinientos quilos de carne viva a abonarse a cada vendedor de ganado va- 
cuno en la Tablada de Montevideo, y otra de diez pesos por cada vacuno de pedigree que 
se inscribiera en el Herd Book uruguayo, exonerándose del pago de la contribución inmo- 
biliaria y patente de giro a los saladeros o establecimientos industriales que se orientaran 
a la preparación de carnes en conserva. 


Las erogaciones de estas medidas serían cubiertas por el aumento en un 5% de la 
patente extraordinaria a pagarse sobre los valores de la importación, creada por una ley de 
30 de abril de 1915 -con todas sus salvedades-, que una nueva ley de 17 de marzo de 1934 
llevó al 7% (65). 


Es decir, que la Ananciacil de К las medidas que beneficiaban a la ganadería recaían 
en el consumo. 


El Ministro de Hacienda de Terra en aquel entonces, Pedro Cosio, había defendido la 
concesión de primas a los ganaderos, no transando con la exigencia de otorgarles las letras 
de cambio por la exportación al tipo del denominado “cambio libre”, ya que entendia 
que traería la ulterior desvalorización monetaria. 


Repitió las apreciaciones del presidente del Reichsbank alemán, е} Dr. Schacht, que 
había sostenido que para los países deudores la depreciación monetaria significaba el au- 
mento de su deuda externa (66). 


El 17 de marzo, el sistema de las primas fue extendido a todos los hacendados que 
comercializaran sus ganados en frigoríficos y saladeros. 


Meses después, los decretos del | y 14 de agosto de 1934 cambiaron el sistema рага 
atender el pago de este beneficio: el Banco de la República las abonaría comprando sólo 
la mitad de las letras provenientes de las exportaciones al cambio oficial. El remanente se 
comercializaría por el régimen de cambio libre dirigido, adjudicándose este beneficio а los 
Frigoríficos -23 % - y a los hacendados vendedores -27% -. 


Por insuficiencias de fondos, el decreto de 18 de diciembre de 1934 bajó el porcenta- 
je de los frigoríficos al 20% del cambio, aumentando en consecuencia el de los producto- 
res rurlaes al 30% . 

(En noviembre de ese año se había sustituido el sistema de liquidación de las primas: 
de los $ 3 originales, se pasó a la entrega de un 20% del precio obtenido en Tablada o en el 
Anglo por los ganados). 


El servicio de las primas era deficitario y se acordó destinarle dos millones de pesos 
de los recursos del revalúo del oro (14 de agosto de 1935). 


En 1936 nuevamente se introdujeron modificaciones a) sistema de las primas: de las 
letras de exportación por remesas de carnes, el Banco República entregaba a los frigorifi- 
cos el 20% a cambio libre, pero del restante 80% . en lugar de otorgarlo a los ganaderos el 
30% , les adjudicó el 40%, por lo que la institución bancaria oficial era esta vez la perjudi- 
сада en un 10% (en lugar de quedarse con el 503 restante, lo hacía con el 40% ). Además, 
un decreto de 30 de octubre de 1936 disminuyó el porcentaje de 20% sobre el valor de 
venta de las haciendas, al 15%. 


Ante las oscilaciones de la moneda, en 1937 el Banco de la República no percibió ya 
beneficios del cambio de las letras de exportación, aunque en rigor destinó un porcentaje 
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de las mismas al fomento бе la exportación de carnes conservadas y a hacer frente al im 
puesto británico a las carnes rioplatenses que se aplicó a partir de 1936. 


Eduardo Acevedo Alvarez afirmó que entre agosto de 1934 y marzo de 1937 se liqui- 
daron primas por más de catorce millones de pesos, entregando el Banco poco más de 
diez, y cubriendo el Estado el saldo (67). 


Los ganaderos entendieron -por boca del Dr. César Gutiérrez- que se los indemnizaba 
en una mínima parte “de los agravios económicos que, unidos a la crisis, soportan actual- 
mente, (...), debido a la política de cambios que sigue el país”, уа que el Banco República 
“confisca esas divisas y las libras o dólares que obtienen los ganaderos y que deben ser de 
su propiedad, puesto que derivan de la venta de sus productos...” (68). 


El mejoramiento ovino también fue estimulado. El 29 de abril de 1936 se dispuso 
destinar $ 75.000 al fomento de la producción lanar, mediante la concesión de una prima 
de $ 2,50 a cada ovino de pedigrée nacido en el país e inscrito en el Flock Book urugua- 
yo, otra de $ 15.000 por cada ovino de raza nacido en el país que se adquiriera y cuya 
transferencia sea inscripta en los Registros Genealógicos; y el aporte del 253 del precio de 
venta de reproductores lanares que se compraran en las exposiciones subvencionadas por 
el Estado (69). 


Similar preocupación rodeó la elaboración del plan de distribución de las utilidades 
del revalúo del oro en 1935: se pensó en abordar el problema forrajero, la repoblación fo- 
restal, la realización de estudios agrológicos, la confección de censos agropecuarios per- 
manentes, el fomento del uso de abonos (70). 


En lo administrativo, una mayor racionalización contempló la especificidad de la ga- 
nadería, al segregarla como actividad inscrita en la órbita del Ministerio de Industrias. La 
ley de 19 de marzo de 1935 creó el Ministerio de Ganadería y Agricultura, siendo su pri- 
mer titular el ganadero salteño César G. Gutiérrez, vinculado al gremialismo rural. 
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CAPITULO 2 
EL FRIGORIFICO NACIONAL Y EL MERCADO DE CARNES 


Introducción. 


El grado de independencia económica del país estaba en función de su control sobre 
los principales rubros exportables. En tal sentido, no ofrece dificultad precisar su origen: 
еп 1929 el 84,41% de las exportaciones fueron proporcionadas por la ganadería, en 1939, 
el 78,87%. En diez años la agricultura había auxiliado a diversificar el comercio externo 
uruguayo, pero no a alterarlo fundamentalmente (1). 


El principal cambio se constatará dentro de los rubros aportados por la ganadería: en 
el período 1930-34 cames y extractos ocuparán el 33,21% , lanas el 29,53% y cueros el 
12,92%. En 1935-39 carnes y extractos deberán ceder el liderazgo a las lanas, que abarca- 
rán el 43, 11% , contra el 20,82% de carnes y extractos, y el 12,33% de los cueros (2). 


De estos tres rubros —que juntos constituían más de las tres cuartas partes de las ex- 
portaciones del país— el Estado no controlaba ninguno. Poseía, eso sí, cierto grado de in- 
gerencia en la industria frigorífica mediante el “Frigorifico Nacional” creado en 1928, 
cuando ya se había producido la extranjerización de la principal actividad fabril de expor- 
tación, (lanas y cueros salían al exterior en bruto, o con el agregado de un pequeño proce- 
so industrial o semi-industrial, según los casos). Sin embargo, el papel del “Nacional” ha- 
bía sido mediatizado por diferentes factores: su forma amorfa de cooperativa de ganade- 
ros bajo control estatal en su primera etapa de vida; la carencia de una planta propia y 
moderna de faena y elaboración; y lo más importante: su escasa incidencia en el dividido 
y cuotificado mercado mundial de carnes, mediante una minúscula cuota cedida —y por 
lo tanto tolerada— por la “Conferencia de Fletes” con sede en Londres, manipulada por 
los grandes trusts anglonorteamericanos (3). 


En este caso, al igual que lo acontecido con la fundación de la “Ancap”, se había lle- 
gado tarde: los frenos a la extranjerización surgieron después que las grandes compañías 
internacionales y transnacionales se habían instalado en el país, cuando el mercado mun- 
dial había sido ya repartido por los trusts y cártels, (formas capitalistas que cuestionaran 
externamente los alcances del modelo económico que el batllismo intentaba impulsar). 
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El marco externo. 


Si la “Conferencia de Fletes” distribuía entre los grupos frigoríficos el acceso de las 
carnes rioplatenses al mercado de Londres, era la política económica del gobierno bnitá- 
nico la que en definitiva fijaba la magnitud global de dicho ingreso, en el marco de sus re- 
laciones con sus Dominios productores de carnes. 


En tal sentido, la crisis mundial obligará a una reestructura de las adquisiciones bri- 
tánicas, la que tomó forma en Ottawa, en 1932. 


A partir de allí, las exportaciones de carnes se efectuarán con cuotas asentadas en el 
llamado “año Ottawa”, de acuerdo a los guarismos embarcados entre el 1 de julio de 1931 
y el 30 de junio de 1932, lapso en el que las exportaciones cárnicas uruguayas con destino 
а Londres habían disminuido con respecto a las de 1930, (La Mañana, en su edición del 3 
de noviembre de 1932, estimó que en 1933 Uruguay sufriría una merma del 21% en las 
carnes congeladas, 19% en corderos congelados, mientras que el “chilled” no podía sobre- 
pasar el total del año básico de 1931-32). 


Este convenio obligará a buscar nuevos mercados: Alemania absorberá parte de las 
carnes congeladas disponibles. 


Pero también incidirá en el despliegue de una ofensiva diplomática, a la delantera de 
la que se situará Argentina que suscribirá en 1933 el tratado (Roca-Runciman), por el que 
se comprometerá a otorgar trato benévolo a los capitales británicos, rebajas sustanciales 
en la introducción de más de doscientos artículos británicos —entre ellos el carbón—, pro- 
mesas de no imponer nuevos gravámenes a otros. Todo ello a cambio de un tratamiento 
de igualdad con tos dominios en los rubros ovinos y bovinos congelados, y la vigencia del 
“año Ottawa” para las carnes enfriadas. 


Uruguay, luego de varias negociaciones, firmará en 1935 еі tratado Cosio-Runciman, 
en el que se establecería el “statuquo” en el régimen de las carnes, con las mismas garan- 
tías y рог el mismo período que había acordado Argentina. Se comprometía a по aumen- 
tar los gravámenes al carbón británico, a pagar los servicios de Deudas, a mostrar “buena 
voluntad” hacia las empresas británicas, a conceder reciprocidad a Gran Bretaña en la 
cláusula de “nación más favorecida”, etc. (4). 


Los convenios de Ottawa rigieron la comercialización de cames entre 1932 y 1938. 


El 13 de setiembre de 1939 el gobierno uruguayo resolvió centralizar en el Ministerio 
de Ganadería y Agricultura todo lo referente a negociaciones de exportación de carne, se- 
gún Barbato de Silva: “A imagen de lo resuelto por su principal comprador, y ante la pro- 
ximidad de nuevas distorsiones en el mercado mundial por la inminencia de la segunda 


guerra...” (5). 


La crisis mundial incidió decisivamente en la dizminución del que había sido hasta en- 
tonces el principal rubro exportable. 
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Cuadro No. 27 


CRISIS DE 1929 Y LA DISMINUCION DE LAS EXPORTACIONES CARNICAS 


URUGUAYAS 
Rubro Período Millones de Kgs. Período Millones de Kgs. Disminución 
% 

Came 

1) bovina 1929-33 177:0 1934-38 136:1 23,11 
enfriada 
Came 

2) bovina 1930-34 200:3 1935-39 148:4 25,92 
congelada 
Carne 

3) ovina 1930-34 70:2 1935-39 41:5 40,88 
congelada 


(Según datos de los Anuarios Estadísticos). 





Hemos exceptuado de este cuadro el rubro “carnes conservadas”, que aumentó de 
142:6 millones de kilogramos entre 1930-34, a 155:4 entre 1935-39, (8,98% de aumen- 
to), y el del tasajo, cuya disminución debe verse en función dei triunfo del frigorífico co- 
mo industrializador del rubro carnes (1915-19), 

La crisis mundial no sólo repercutió en los totales cárnicos exportados, también en 
los precios obtenidos en el mercado mundial por dicho producto. А continuación transcri- 
biremos dos que nos parecen sumamente significativos: 


_ í— A _ — ———— 22.2 M 2 2 —_ ¡q A AAA 
ште сс юсю  ——————у—у;у—_——————-:——-— 


Cuadro No. 28 


COTIZACION DE LA CARNE VACUNA CHILLED EN EL MERCADO INGLES DE 





SMITHFIELD k 
Апо Cuartos delanteros Cuartos traseros 
1929 106.4 100.5 
1930 100 100 
1931] 69.8 84.8 
1932 8 bash к 79.2 
1933 72 74.3 
1934 71.7 76.4 
1935 69.1 7 
1936 70.5 76.4 


Fuente: Boletín del Ministerio 1: Hacienda. 





Es decir que, además de exportarse menos, se recibía menos dinero por lo exportado. 

Es en este marco que debe verse la actuación del “Frigorífico Nacional”; acicateado 
además por poderosos enemigos externos que ambicionaban participar del abasto interno 
uruguayo, e internos, entre los que revistaban por diversos motivos abastecedores, anties- 
tatistas; acompañados por la indiferencia de los presuntos beneficiados por la acción del 
Frigorífico: los ganaderos. 


Después del 31 de Marzo. 


Pocos días antes del golpe, el 15 de marzo de 1933, expresaba el Consejo М. de Ad- 
ministración en Mensaje a la Asamblea General: 
“Se impone ahora extender la capacidad y la influencia benéfica del Frigorifico Nacional, 
a fin de servir mejor por su intermedio a los productores y al consumo. Tres medidas son 
necesarias principalmente para ello. 

La primera es dotarlo de una gran usina propia, que le permita ampliar la faena y libe- 
rarse de las cláusulas del contrato de arrendamiento de su fábrica actual, que limitan sus 
facultades de exportación. 


La segunda, acordarle la totalidad del Abasto de Montevideo y por lo tanto el medio 
de beneficiar con sus precios superiores a todos los ganados destinados al consumo de la 
Capital. 

La tercera extender sus actividades lo más posible en toda la República. .. ” (6). 

Al producirse la nueva situación institucional, Terra intentó conseguir la adhesión y 
el apoyo de los frigoríficos extranjeros: 


Dice su biógrafo José L. Martínez: 

“ ... , el Presidente de la República, reunió en su residencia particular a los representantes 
de los frigoríficos Swift, Artigas y Anglo. 

Manifestóles que era el momento de que los establecimientos que aquéllos represen- 
taban acompañasen la nueva situación, solidarizándose con el resurgimiento económico а 
que se aspiraba, y, para ello, debían elevar los precios de los ganados. 

Apregaba el Dr. Terra que la campaña sufría mucho por varias circunstancias, espe- 
cialmente por la depreciación de la carne, y, que se imponía que los frigoríficos, con la fi- 
nalidad de estimular el trabajo nacional en el desenvolvimiento de la primera industria, hi- 
сзета un esfuerzo en el sentido de mejorar los precios. 

Los Gerentes manifestaron que era muy difícil realizar lo que proponía el Presidente 
de la República, pero que estudiarían las fórmulas en el sentido de complacerlo, consul- 
tando con los Directores” (7). 

Obviamente, los frigoríficos habían mostrado durante la crisis de los años veinte que 
su fin especifico no era proteger a los productores rurales de la adversidad, circunstancia 
esta que por otra parte podía favorecer alguno de sus manejos. Por otra parte, el cambio 
político se produjo casi un lustro después de fundado el “Nacional”, sin que el transcurso 
del tiempo menguara decisivamente el poder de los frigoríficos extranjeros. Si se les hu- 
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biera consultado, posiblemente hubieran preferido que no naciera, ya que significó: 1) 
una valla a su ambición de participar del abasto a Montevideo, 2) la presencia de un tes- 
tigo molesto y preocupado por subir las cotizaciones en la Tablada, 3) y la difusión de al- 
gunos secretos básicos de la exportación. 


Sin subestimar que la actitud gubernamental había sido más que de hostilidad, de 
prudencia. En parte porque se tenía conciencia que el Estado uruguayo no podía contro- 
lar el último eslabón de la cadena de comercialización: el mercado consumidor externo, 
(el que era dominado por empresas extranjeras y al que se accedía con buques extranje- 
Tos). 

El Terrismo trajo implícita una revalorización de las empresas extranjeras, y el aban- 
dono de la terminología agresiva y poco simpática que se había utilizado en los últimos 
años contra el capital foráneo. En parte porque habían accedido al poder, en 1а primera 
hora del nuevo régimen, representantes de intereses empresariales; en parte porque no se 
podía hacer frente a algunos compromisos externos; pero también porque se pensaba que 
la economía del país —en momentos en que el propietarismo cobraba fuerzas— no podría 
tolerar las indemnizaciones que sobrevendrían де la extensión del frenesí estatista. 


Y si en algún momento el “Nacional” fue un anigma para los frigoríficos extranjeros 
—{en realidad el hecho de estar sometido al control público to obligaba a publicitar sus re- 
sultados)—, una decisión tomada por unanimidad por su Directorio en 1935 concedería la 
fiscalización de su contabilidad a la firma “Price Waterhouse Faller y Co.”, empresa ex- 
tranjera que cumplía igual finalidad en la mayoría de las filiales de compañías internacio- 
nales y transnacionales radicadas en el pais (8). 


La nueva рони. 


Al crearse el Frigorífico Nacional, una de las primeras limitaciones visualizadas fue la 
de по contar con una planta de elaboración propia, que lo independizara de la necesidad 
de utilizar las extranjeras ya existentes. 


La ley fundacional del 6 de setiembre de 1928 preveía la emisión de acciones para 
destinarlas en primer lugar a la construcción de dicha planta, las que serian adquiridas por 
el Estado por el monto efectivo obtenido por el empréstito autorizado (hasta cinco millo- 
nes de pesos). 


Las dificultades económicas que sobrevendrían como consecuencia de la crisis mun- 
dial, enlentecería la colocación de títulos, razón por la que el “Nacional” no contó con los 
capitales que hubiera necesitado en su primera etapa de organización y funcionamiento. А 
ello se le sumó que gran parte de su giro debió іпуегіігіо en la adquisición de haciendas, y 
que tuvo que luchar en Tablada por detener el descenso abrumador del precio del ganado 
que estaba desalentando a los productores rurales. 


Pero como sin una planta de faena no existiría en los hechos corno frigorífico, arren- 
dó, hasta tanto pudiese encarar la erección de la propia, la existente de “La Frigorífica 
Uruguaya” que llevaba casi cuarto de siglo en funcionamiento, y que había sido adquirida 
por la firma angloargentina “Sansinena”. 


Por ello contó con una exigua cuota de exportación, la que la “Conferencia de Fle- 
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tes” había acordado a la firma propietaria y que ésta habia compartido con su filial uru- 
guaya, (la última de las “conferencias”, en 1927, había asignado а los norteamericanos el 
69 90% de las exportaciones cárnicas, а los británicos el 22,10%, y a los frigoríficos argen- 
tinos el 8% restante). 


А pesar de que el contrato violaba la Ley Orgánica del frigorífico —no podía entrar 
en convenios con otros similares por “precios”—, aunque еп rigor la “Conferencia de Fle- 
tes” cuotificaba el mercado y tenía ingerencia en varios resortes básicos de la comerciali- 
zación, y pese a las protestas del Ministro de Industrias Dr. Edmundo Castillo de que el 
contrato daba el aspecto de “haber sido arrancado por la violencia”, lo cierto es que posi- 
bilitó las actividades de exportación del organismo cuya participación se encarriló en el 
marco de las decisiones que otros tomaban en el exterior. El contrato finalmente fue 
aprobado por el Consejo N. de Administración, (13 de diciembre de 1929). En marzo de 
1932, Aniceto Patrón en carta a J. Américo Beisso, otro de los protagonistas del “Nacio- 
nal”, afirmaba que el frigorífico debía “operarse esa gangrena de la viejísima fábrica de 
“La Uruguaya”, inadecuada, cara, carísima e inconveniente”. 

En mayo de 1932, el senador Eduardo Rodríguez Larreta anunció en Cámara que ha- 
bia fracasado la licitación para la construcción del frigorífico, y que rigiendo hasta fines 
de 1933 el contrato de arrendamiento, si antes de esa fecha no se resolvía el problema se 
exponían a ver “fracasar esta grandiosa iniciativa” (9). 


En febrero de 1933, al publicarse el No. 1 de la revista Frigorífico Nacional se de- 
cía: 
“Hace 10 meses se llamó a licitación para la ejecución de la obra, pero hubo que declarar- 
la desierta en virtud de no haberse presentado ningún interesado. 


Ántes de vencerse el plazo correspondiente, el Directorio llamó la atención del Соп- 
sejo Nacional de Administración acesca de las dificultades que encontraban las empresas 
para concurrir a nuesiro llamado. 


La primera y principal de ellas consistía en las rigurosas medidas adoptadas por el go- 
bierno en defensa de nuestra moneda. Las empresas aducían, con razón, que no podían 
presentarse si no se les aseguraba la posibilidad de girar el importe de las maquinarias y 
materiales que debian adquirirse en el extranjero”. 


(Ante esas circunstancias, el Consejo N. de Administración envió al Parlamento un 
proyecto de ley que contempiaba excepciones а la ley de contralor de cambios, aumento 
de la emisión de deuda, otorgamiento de la garantía subsidiaria del Estado a las operacio- 
nes de crédito interno y externo que el Frigorífico pudiese realizar, etc.) (10). 


Al igual que en el caso de ANCAP, la construcción de una moderna planta para el 
“Frigorífico Nacional”, como medida “independentista” estaba supeditada al suminis- 
tro de tecnología extranjera, cuya adquisición se veía comprometida por la crisis. Claro 
que las decisiones a tomar para obviar los contratiempos eran sencillas y poco gravosas 
para el país, en paticular si se piensa que anualmente se invertían unos $ 300,000 en el 
arrendamiento de la vieja planta. Y si bien se podía cuestionar la agilidad del Parlamento, 
se podría haber esperado otra actitud del Ejecutivo “fuerte” que siguió al “ancien régi- 
me” defenestrado en marzo. 


Sin embargo, el 27 de diciembre de 1933 Terra aprobó el convenio concertado por 
el Directorio del “Frigorífico Nacional” con “La Frigorífica Uruguaya” para la adquisi- 


202 


ción del vetusto establecimiento en $ 2:250.000, compra a la que había sido favorable la 
“Federación Rural” que había aceptado un informe que expresaba que “la construcción 
de la nueva usina deberá realizarse en el futuro en el momento que se juzgue oportuno” 
(1). 

En 1935, J. Américo Beisso estimaba que para mantener en pie la vieja fábrica com- 

prada a la “Sansinena”, el “Nacional había invertido $ 402.000 en remendar las desvenci- 
jadas instalaciones: 
“En vías de modernizar su vieja fábrica, abandonó proyectos fantásticos, cuya ejecución 
importaba hacer caer sobre las espaldas de los ganaderos, un lastre no menor de 10 MI- 
LLONES DE PESOS. Y buscó por el procedimiento del concurso de méritos, al técnico 
especialista, de reconocida capacidad para el estudio y construcción de una planta indus- 
trial, que a poco costo, permitirá perfeccionar su elaboración y colocarse en condiciones 
de poder luchar con las fábricas de la competencia” (12). 

Subsistía por tanto la conciencia que con la planta adquirida se resentía la competiti- 
vidad del “Nacional” frente a las demás empresas, (extranjeras ellas). 


En 1937, decía el representante de los accionistas del “Nacional”, Peixoto de Abreu 
Lima: “La resolución unánime del Directorio, que consta en el acta secreta 56 (comple- 
mento del acta 374) de cuatro de junio de 1935 de reformar el establecimiento de Punta 
Sayago, no ha sido ni reconsiderada ni revocada, habiendo quedado únicamente paraliza- 
da a espera que el Parlamento acordara los fondos necesarios” (13). 

En la sesión del 2 de agosto de 1937 de la Cámara de Representantes, expresó sobre 

el particular el diputado Joaquín Baltar: 
“No ereo, pues, que se deba perder más tiempo alrededor de estas soluciones, como la del 
traslado del Frigorífico, de su sede actual a un nuevo local; solución a mi juicio fantástica, 
solución que ha sido rechazada por el Consejo de la Federación Rural; sotución que no en- 
cuentra eco en el espíritu de los ganaderos, y solución contra la cual es también opuesto 
el propio Poder Ejecutivo. .. ” (14). 

La nueva planta quedaría como uno de los tantos sueños a realizar en el futuro. 


La cuota de exportación. 


La cuota de exportación era vital en dos aspectos para el “Frigorifico Nacional”: en 
el económico, porque permitía obtener ganancias para compensar los desequilibrios que 
sus administradores aducían que le infringía el abasto capitalino y su acción en el merca- 
do interno; pero en especial, porque implicaba cumplir con la finalidad para la que había 
nacido y que era independizar a la ganadería nacional —y por ende al país— de la tutela y 
tenazas de los grandes monopolios y trusts mundiales. Era en sintesis el representante ofi- 
cial de la pecuaria nacional en el mercado mundial de carnes. 


En tal sentido, los frigoríficos extranjeros no debían temer. El “Nacional” accedió a 
la cuota que se le permitió acceder. Había nacido cuando el mercado de carnes estaba ya 
dividido, y en consecuencia su poder negociador era prácticamente nulo. 


Una de las últimas medidas tomadas por el Consejo Nacional de Administración fue 
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intentar evitar una maniobra común, practicada por algunas de las empresas extranjeras: 
aducían no poder cumplir con los totales asignados a sus filiales uruguayas, y recargaban 
esta “sobrante” a las argentinas. Esta medida —utilizada por muy diversas razones, entre 
ellas costos operativos, necesidad de provocar la baja del precio del ganado; presión sobre 
el gobierno afectando las exportaciones del país— había sido en múltiples ocasiones de- 
nunciada por la prensa uruguaya. 


El 16 de marzo de 1933, el Consejo N. de Administración resolvió: “Comunicar al 
Frigorífico Nacional que debe habilitarse a fin de completar la cuota de exportación de 
carnes a la Graa Bretaña, cuando no lo sea por los otros establecimientos exportadores 
del país” (15). 

Naturalmente que los frigoríficos extranjeros, que a lo largo de la década del veinte se 
habían quejado del costo de la legislación social uruguaya en las operaciones de sus esta- 
blecimientos, y del peso compulsivo de este tipo de medidas gubernamentales, no podía 
ver con buenos ojos una disposición que significaba lisa y llanamente la ingerencia estatal 
en la fijación de cuotas de exportación, dado que cada vez que se intentara una nueva ma- 
niobra de este tipo redundaría en el aumento de la capacidad exportadora del “Nacional”. 


Claro que los frigoríficos extranjeros habían apoyado algunas medidas opositoras de- 
sestabilizantes del “Comité М. de Vigilancia Económica”, en particular las que tendían a 
frenar el estatismo y la aplicación del salario mínimo y semana inglesa. De ahí que se pue- 
da colegir su complacencia con la nueva situación después del 31 de marzo, aunque la mis- 
ma no alcanzó para provocar una apertura de la “bolsa” en beneficio de la ganadería, co- 
mo lo solicitó oportunamente Terra. 


Entre las medidas que habían obligado a adquirir la vieja fábrica de “1а Uruguaya” 
figuró la transferencia de la cuota de exportación asignada por la “Conferencia de Fletes” 
a “Sansinena” y que era del 2 1/2% “de la exportación total que esas empresas efectúen 
en conjunio del Río de la Plata” (art. 7). 


El artículo 8 expresaba: “Existiendo un contrato de fletamento con los armadores 
asociados que expira el día 31 de diciembre de 1938, el comprador o sea el Frigorífico 
Nacional lo toma a su cargo, debiendo éste ser presentado para su conocimiento y exa- 
men”. 

Con respecto a la cuota decía un informe elevado por Esteban А. Elena y С. Sánchez 
Rogé a la directiva de la “Federación Rural”: “ao habiéndose logrado aún por el Estado 
cuota alguna como lo ha obtenido la Argentina, hubiere dado lugar su desaparición del 
mercado. . . será esta adquisición la que pueda dar lugar a que puedan tener éxito las ges- 
tiones que con tanto empeño realiza el Ministerio de Relaciones Exteriores a fin de obte- 
ner que el Gobierno Británico acuerde una cuota propia al Estado. .. ” (16). 


Es decir que directa o indirectamente, la adquisición de la planta elaboradora de “La 
Uruguaya” fue una imposición. Porque en caso contrario no habría cuota de exportación. 
Y sin ella, tampoco tenía sentido construir una planta nueva. 


En 1935, J. Américo Beisso informaba que se estaba por resolver el problema del por- 
centaje de cuota injustamente retenido por la compañía “Sansinena” —que había acorda- 
do al “Nacional”” parte de la cuota de su filial uruguaya, transfiriendo el sobrante a las 
plantas de Argentina— lo que redundaría en un aumento del 30% más de vacunos y ovinos 
a favor de la cuota de exportación del “Nacional” (17). 
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Si cuando se firmó el contrato de arrendamiento de la planta el Ministro Castillo pu- 
do decir que daba la impresión de “haber sido arrancado por la fuerza”, ¿qué se podria 
decir del de la venta?. 


Pero la capacidad exportadora del “Nacional” no significó en sí que los ganaderos 
uruguayos recibieran todo el beneficio de la operación. En rigor existía un “misterio” de- 
пипсіадо por las gremiales rurales: a las carnes uruguayas se les abonaba menor cotiza- 
ción en Londres que a las argentinas, y mayor que a las brasileñas. Pero además, los veri- 
cuetos de la comercialización eran múltiples, sin que el “Nacional” pudiera alterar la últi- 
ma etapa, la europea. 


Con desazón pudo expresar en 1938 al retirarse del directorio del frigorífico, Peixoto 
de Abreu Lima: 


“Lo que no conseguí, y eso es doloroso, fue la modernización de la fábrica, la regulariza- 
ción de la Tablada, la aplicación de la Tarifa Móvil para el Abasto, y el que se pagase a los 
ganaderos lo que les correspondía recibir por sus novillos “chilled” de acuerdo con los 
precios que se conseguía por la carne en Inglaterra, precios que todavía no están en con- 
cordancia con la calidad de la carne que el Frigorífico Nacional exporta, misterio que has- 
ta ahora no ha sido explicado, y, a pesar de ofertas de empresas poderosas que se compro- 
meten a obtener precios mayores por las carnes del Frigorífico Nacional, no se ha dado a 
asunto tan trascendental la importancia que yo siempre creí que tenía” (18). 


El Abasto. 


La ley de creación del “Frigorifico Nacional” le cometía el monopolio de la faena de 
ovinos, vacunos y porcinos destinados al Abasto de Montevideo, por cuenta propia o de 
terceros. 


En Argentina los frigoríficos extranjeros participaban del abasto a la población, por 
lo que la creación del “Nacional” vino a arruinar esta expectativa. 


Sin embargo, dadas las dificultades locativas del nuevo organismo, los frigoríficos ex- 
tranjeros arremetieron una vez más para intentar acceder al suculento abasto de Montevi- 
deo, (se calculaba que en 1928, el 40% del total de la faena de vacunos fue para el consu- 
mo de Montevideo, en 1929 el 35% y en 1930 el 28%). 


César Mayo Gutiérrez, —presidente del instituto—, afirmó en 1931: “Nos propusie- 
ron — ¡como no!—, hacer la faena del abasto, pero se negaron a darnos contralor a las ope- 
raciones generales, indispensables para nuestra orientación y experiencia, y capacidad de 
exportación, indispensable también para ir preparando nuestra acción futura” (19). 

A comienzos de 1933 el Parlamento tenía a estudio un proyecto del Ministro de In- 
dustrias Dr. Саѕ Шо, por el que se cancelaban las matrículas а los abastecedores que faena- 
ban en el “Frigorífico Nacional” con la finalidad de otorgarle al organismo el monopolio 
absoluto del abasto en la faena, y también en la distribución de carnes a minoristas. Para- 
lelamente en el Senado Febrino Vianna presentó un proyecto por el que se le conferia al 
Frigorífico el abasto a Montevideo y la organización de la distribución por su cuenta, por 
intermedio del comercio privado o de cooperativas de consumo. (Los сагпісегоѕ se opusie- 
ron al monopolio del abasto, (24 de enero de 1933); al igual que los abastecedores que in- 
cluso atacaron el novedoso sistema de matanza implantado por el frigorífico (1930)). 
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En febrero de 1933, informaba a la “Federación Rural” su delegado en el directorio 
del “Frigorífico Nacional”, Pedro Indart Denis: “, . . no puedo ni debo olvidar, todo lo 
que Jos abastecedores han aportado con su concurso personal, en épocas во muy lejanas, 
al desarrollo de las actividades del país, pero que en el momento actual, no puedo dejar de 
reconocer, que su intervención es inconveniente por cuanto su actuación resulta contraria 
a los fines que se persiguen dentro del progreso industrial, que debe aprovecharse en pro 
de la defensa de los intereses del рай... 


El Frigorífico Nacional debe ser el único interventor en el Abasto de la Capital; se 
trata de un servicio público que debe llenarse sin propósitos lucrativos, pero que también 
debe ser atendido sin detrimento para la economía de la Nación. .. ” (20). 


Finalmente, un decreto de 1 de febrero de 1934 entendió “que la intervención de los 
abastecedores que faenan por cuenta propia es perturbadora de la orientación que debe 
dar el Instituto (F. Nacional) а las actividades en la Tablada en resguardo de los intereses 
vitales del país”, por lo que clausuró la expedición de nuevas matrículas de abastecedores, 
transformó a los existentes en vendedores de carne limpia, prohibió la faena por su cuen- 
ta, y declaró el cese al 30 de junio de 1934 de todos aquellos que no tuvieran ningún con- 
venio con el Nacional, facuitándolos a continuar como compradores de carne limpia (21). 


El mismo fue suscrito por Terra, Bado y Ghigliani. 
El problema del abasto a Montevideo siguió siendo controvertido. 


En noviembre de 1936, los diputados Enrique D. Martínez, Pedro Ruggiero, Dr. Ra- 
món Guerrero Flores y Armando Tubino presentaron un proyecto por el que se declaraba 
“libre el abasto de carne en el Departamento de Montevideo”, ante las continuas subas 
del producta. | 


Decía el diputado Arturo Artecona: “el costo de la carne es alto y será más alto aún 
por el precio que se cobra por faenar los animales en el Frigorífico Nacional, que es del 
100% más alto de іо que se cobraba cuando se hacía la matanza municipal. 


Yo aplaudo a los carniceros que cerraron hoy sus puertas por la solidaridad completa 
que tuvieron, como aplaudo también al pueblo por la solidaridad que tuvo con los carnice- 
ros 00 concurriendo a los puestos que instaló el Frigorífico Nacional para vender carne en 
el día de hoy...” (22). 


Peixoto de Abreu Lima, en su exposición de 24 de noviembre de 1937, se refirió a los 
déficits que ocasionaba el abasto al “Nacional”: 


“La came vacuns de abasto ha producido en el mes $ 222.179 37 de pérdida, y еп los 
diez meses $ 313.566,44... 

repitiéndose el caso del año pasado, único en los anales del Frigorífico Nacional, y en el 
que se cerró еј Balance con una pérdida total de $ 246.694 34...” (23) 


Es decir, que el abasto —pese a la magnitud de las ventas, y a que permitía al Frigorí- 
fico estar en actividad todo el año—, era efectuado en forma deficitaria, sin que se brinda- 
se а la población un producto más barato, nevtralizando las ganancias que el “Nacional” 
obtenía por sus exportaciones. En ese sentido, los resultados se alejaron de los que inicial- 
mente se habían propuesto los gestores del organismo. 
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La Tablada. 


En el mercado interno, el Frigorífico tenía un rol específico: competir en las adquisi- 
ciones con los establecimientos extranjeros y levantar las cotizaciones. ( 


Ya en los primeros años de su funcionamiento, cuando los efectos de la crisis mundial 
se reflejaron en la Tablada, el “Nacional” aumentó sus cotizaciones para obligar a los res- 
tantes establecimientos a incrementar sus precios. En este papel de regulador de la oferta, 
el Frigorífico contó con el apoyo de los produciores, hasta entonces víctimas de los ma- 
nejos de las empresas extranjeras que por muy diversos medios —entre ellos la manipula- 
ción de la disponibilidad de los vagones de ganado provocaban la baja artificial, amén 
E сео real que naturalmente repercutía en el que era principal mercado nacional 

ciendas. 


Este “surplus” que el “Nacional” volcaba en el mercado debía ser sufragado por el 
propio organismo. Razón por la que la posibilidad de alterar la distorsión que los frigorif1- 
cos extranjeros provocaban sobre la oferta y demanda dependería en última instancia de 
los resultados económicos de la institución. 


En la medida de las ganancias de la exportación debían ser utilizadas para compensar 
las pérdidas del abasto capitalino, y que no se consiguiera aumentar la cuota externa auto- 
rizada y tolerada por la “Conferencia de Fletes”, la acción interna del “Nacional” tam- 
bién quedaría neutralizada. 


En 1938 decía Peixoto de Abreu Lima: 


“Se sigue comprando, sin normas, sin métodos; se paga lo que los otros frigoríficos abli- 
gan; no se hacen las diferencias que se debían entre los novillos pesados y los livianos: se 
hacen salidas a campaña injustificadas, cuando el Frigorífico Nacional, sólo en muy raras 
ocasiones pudo haberlo hecho; no se hace el control de las estimaciones de los comprado- 
res, cosa elementalísima en los otros frigoríficos, etc. etc. 


Parecería que se espera que bajen los novillos de Abasto para poder así salir del 
despeñadero en que se desliza. Evidentemente, la fuerza que se hace a la baja, es інверз- 
ble” (24). 


El Frigorífico en el interior. 


En 1933, Ismael Cortinas había presentado al Consejo М. de Administración ua pro- 
yecto por el que se facultaba al “Nacional” a instalar sucursales y cámaras frigoríficas en 
el interior del país. La Federación Rural había opinado que preferiría que el organismo se 
limitara a exportar, fomentar la producción granjera y el abasto de Montevideo (25). 


El 29 de abril de 1933, Terra, Bado y Manini Ríos firmaron el decreto por el que se 
amplió en cinco millones de pesos más, el empréstito interno del “Frigorífico Nacional”, 
independientemente del aumento de emisión dispuesto para la instalación de sucursales. 
$e modificó uno de dos incisos de la ley No. 8.282 por el que se autorizaba al instituto a 
“construir, arrendar, ocupar por expropiación de uso, o por cualquier otro título y adqui- 
rir fábricas o depósitos debiendo en los tres últimos casos requerir la conformidad del Po- 
der Ejecutivo”. 
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La misma dejaba entrever la imposibilidad de construir la nueva planta, ya que entre 
„ los considerandos se afirmaba que el Directorio “no es optimista en cuanto a la particula- 
ridad de obtener créditos en el exterior”, y que la medida “llegado el momento de que se 
le quiera imponer condiciones abusivas еп los contratos que se vea obligado a realizar para 
continuar sus operaciones, tenga а mano el recurso que le permita salvarse de extorsiones 
que serían posibles sí como lo establece la ley vigente se viera forzosamente obligado a 
arrendar”, (aunque los hechos demostrarían, meses después, que esta facultad no sería 
utilizada en su potencialidad). 


Poco después se promulgó una ley que había sido ya aprobada por el Parlamento, y 
a la que las circunstancias institucionales le habían privado de su promulgación por el Eje- 
cutivo. La misma ampliaba hasta en dos millones de pesos el empréstito con el que había 
nacido el Frigorífico: “Para la instalación de sucursales y cámaras frigoríficas el Directo- 
rio tratará con preferencia antes de instalarlas por su cuenta la celebración de convenios 
con empresas nacionales de índole cooperativa ya existentes, . .” (26). 


En tren de visualizar las empresas existentes que podían favorecerse con este tipo de 
acuerdos, existía una funcionando en Paysandú: “Industrias Unidas Casa Blanca S.A.”. 
La misma habia obtenido su personería jurídica el 20 de agosto de 1927, y en su primer 
directorio figuraron conspicuos integrantes del “Comité N. de Vigilancia Económica” vin- 
culados a la "Federación Rural”, como Alejandro Victorica, Eugenio J. Plottier; los caba- 
ñeros José Elorza (H) y Julio Stirling; y los saladeristas y comerciantes Ing. Pablo Ferrés y 
Dr. Carlos Ferrés (27). Según Pedro Seoane la empresa adquirió el viejo Saladero “Саѕа- 
blanca”, situado sobre el Río Uruguay, constituyendo una sociedad por acciones que Пе- 
varía el membrete de “Unión Productores al Norte del Río Negro”, con un capital de me- 
dio millón de pesos y una duración de treinta años, que se proponía transformar las insta- 
laciones en un frigorífico (28). 


A fines de 1936 el Parlamento tenía a estudio un proyecto del P. Ejecutivo, — firma- 
do por Terra y su Ministro de Ganadería y Agricultura César б. Gutiérrez, (reconocido 
dirigente ruralista)—, por el que se autorizaba a emitir títulos hasta la cantidad de dos mi- 
lones de pesos para prestarios a la “S.A. Industrias Unidas Casa Blanca”, que figuraba co- 
mo afiliada al “Nacional”, reconociéndosele un carácter “cooperativo”, El proyecto fue 
muy discutido, según el senador Carmelo Cabrera “por razón de los grandes compromisos 
y de las deudas que pesan sobre su acervo actual”. 


El Poder Ejecutivo estaba dispuesto a que la empresa se constituyera en una coopera- 
tiva de producción, en la que los accionistas, además de comprometer capital, aportaran 
las haciendas necesarias para el funcionamiento de la planta. 


Se entendía que la medida favorecería a la ganadería del litoral uruguayo, ya que so- 
lucionaría el problema del transporte de haciendas а los frigoríficos capitalinos, y se po- 
dría exportar directamente la producción desde el puerto del establecimiento. Pero ade- 
más se modernizaría el abasto de Paysandú, y se facilitaría el desarrollo granjero de la re- 
gión. 

El Senado introdujo modificaciones а] proyecto original: la sociedad debía constituir- 
se en cooperativa, el directorio debía integrarse con un miembro del “Nacional”, se apli- 
carían $ 700.000 a la modernización de la planta (29). El 2 de agosto de 1937 la Cámara 
de Representantes acompañó la medida (30). 
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Tal cual fue concebida la descentralización industrial del “Nacional”, solucionó en 
primera instancia las dificultades económicas de una empresa constituida por algunos de 
los grandes ganaderos del litoral uruguayo. asegurándoles otro mercado de consumo que 
el ya tradicional de la ex-“Liebig”” de Fray Bentos. 


El gobierno del “Nacional”. 


El “Frigorífico Nacional” había nacido rodeado de una gran polémica y en medio de 
un controvertido juego político. El batllismo aspiró a constituir un ente estatal para in- 
dustrializar las carnes; los ganaderos en erigir una cooperativa de hacendados con apoyo 
económico estatal. En esencia, mientras el Estado fuese el encargado de conseguir y sumi- 
nistrar los capitales necesarios, debía tener ingerencia en el control del organismo, pero a 
medida que los hacendados se fueran transformando en accionistas, sería desplazado del 
papel rector que la ley fundacional le había asignado. 


La misma estipulaba que la autorización a emitir un empréstito por cinco millones de 
pesos, sería arnortizado mediante el remanente del impuesto de medio milésimo por quilo 
de animal en pie pagado por el vendedor én todas las operaciones de compra-venta que se 
realizaran en las tabladas del país, o por los frigoríficos, fábricas, saladeros, destinados al 
abasto o a la exportación. 


El Frigorífico emitiría acciones para destinarlas en primer lugar a la construcción de 
su planta, y el Estado las adquiriría por el monto efectivo obtenido por la colocación del 
empréstito. Las demás se entregarían a los ganaderos —reconocidos como tales por el Di- 
rectorio—, y tendrían un valor de veinticinco pesos. 


Las operaciones de compra de ganados efectuadas por el Frigorífico se documenta- 
rían por medio de un “Boleto de retorno”, expedido al propietario con derecho a la pro- 
rrata de utilidades líquidas obtenidas dentro de los porcentajes establecidos por la ley. El 
importe de las utilidades que proporcionalmente correspondían a cada propietario vende- 
dor se acreditarían en una cuenta nominal especial, y cuando el monto de lo acreditado 
alcanzara el valor escrito de una o más acciones, éstas se entregarían en canje al interesado 
si era ganadero reconocido. 


En las Asambleas cada propietario de acciones tendría defecho a un voto. 

La dirección del organismo —mientras las acciones no alcanzaran el millón de pesos—, 
correspondería a un colegiado de cinco miembros: uno por el Concejo N. de Adminis- 
tración, otro por el Concejo Departamental de Montevideo, otro por los municipios del 
interior del país, otro por la Federación Rural, y el último por la Asociación Rural. Es de- 
cir que el poder político tendría tres representantes, y las gremiales rurales dos, (pese a 
que el delegado de los Municipios, al igual que el de las gremiales, sería designado en etec- 
ciones reglamentadas por el C.N. de Adm.). 

Cuando el valor de las acciones sobrepasara el millón de pesos, y el número de accio- 
nistas llegara a los mil, el Directorio pasaría a tener siete miembros, (los accionistas nom- 
brarían en este caso dos delegados). 


Cuando el valor de las acciones sobrepasara los dos millones de pesos y el número de 
accionistas los dos mil, éstos elegirían cuatro titulares desapareciendo los representantes 











de las gremiales de ganaderos. En esta etapa, los delegados del poder político serían mino- 
ría, y los ganaderos alcanzarían el control del organismo. 

Sin embargo, todo este complejo andamiaje crujiría con la crisis. Los Municipios re- 
tendrían los impuestos recaudados, los hacendados mostrarían disconformidad por el 
sistema de los “Boletos de retorno” y su contabilización para el canje de acciones. Eviden- 
temente existían problemas más serios. César Mayo Gutiérrez, presidente del directorio 
del Frigorífico, manifestó en cierta ocasión que a los hacendados les interesaba más obte- 
пег un buen precio por 5и ganado que las utilidades de la empresa, y “que de seguir el ré- 
gimen cooperativista el frigorífico debería respetar los precios que rigen en el mercado y 
no mejorados como ha sido su política... El sistema de los vales de retorno crea preferen- 
cias a favor de los ganaderos y que el Frigorífico Nacional no fue creado para contemplar 
intereses gremiales sino nacionales” (31). 

Ya Baltasar Brum había advertido sobre los peligros de que las limitaciones económi- 
cas del “Nacional” lo transformaran en un organismo al servicio de los grandes hacenda- 
dos — “comprar animales э unos pocos es defraudar a la industria pastoril de la Repúbli- 
ca”— dijo) (32). 

Durante 1933 el Frigorífico siguió gobernado de acuerdo a lo estipulado por su Ley 
Orgánica, ya que Terra decretó subsistente el directorio actuante —(1. ГУ.), nombrando 
director a J. Américo Beisso (20. ГУ). 


El 18 de enero de 1934, el Poder Ejecutivo intervino el “Nacional”, declarando en 
“receso” a los restantes miembros del Directorio: “ . . . el Estado no puede, mientras sub- 
sista esa causa, vale decir, en tanto los aportes del capital privado sean nulos o insignifi- 
cantes como lo son a la fecha, desinteresarse de la discreta dirección a que siente obligado 
tanto más cuanto que los intereses confiados al Frigorífico Nacional conectan en forma 
estricta a fundamentales intereses del país”. 

La Federación Rural se opuso considerando el hecho “peligroso y equivocado” (33). 


El 3 de marzo de 1934 se promulgó la Ley No. 9.295 que modificó la dirección del 
organismo, encargándosela provisoriamente a un directorio de cinco miembros: el Presi- 
dente designado por el Poder Ejecutivo, un representante del municipio de Montevideo y 
otro por los del interior y dos representantes de los accionistas del organismo. Cesaban en 
sus funciones los delegados de las gremiales ganaderas, y se establecía que cuando el nú- 
mero de accionistas reconocidos alcanzara a quinientos, les correspondería elegir sus dos 
representantes al Directorio con los respectivos suplentes (34). 


Meses después el Directorio se dirigió a la Corte Electoral para que procediese a la 
convocatoria a elecciones de los dos representantes de los ganaderos, pero la medida fue 
revocada. El diputado Carlos Aznárez afirmó en 1936 que Terra “siempre se mostró incli- 
nadísimo hacia la clase rural y hacia el temperamento de que los ganaderos alcanzasen rá- 
pidamente el predominio dentro del instituto y una mayoría declarada”, recordando que 
en ocasión de la intervención de enero de 1934 respondió a la Asociación Rural: “Mis es- 
fuerzos han propendido y propenderán a la atracción de los elementos rurales, sobre los 
que giran los intereses primordiales del país. 

Estimo conducente significar que no se contraría la organización cooperativista del 
Frigorífico Nacional, sino todo lo contrario: se ratifica fundamentalmente. 
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Puedo jactarme, desde luego, de haber sido, desde largos años atrás, un entusiasta ad- 
mirador y realizador, en cierto sentido del régimen cooperativo... ” (35). 

Con fecha 3 de octubre de 1936 los diputados Carlos Manini Ríos y Toribio Olaso 
presentaron un proyecto por el que desde el 1 de enero de 1937 la dirección y adminis- 
tración del “Nacional” pasaria a ser ejercida por un directorio de siete miembros: Presi- 
dente designado por el P. Ejecutivo, un representante de la comuna capitalina y otro por 
las del interior, y cuatro delegados electos por los accionistas. 


El propósito del proyecto —según lo afirmado en la exposición de motivos que lo 
acompañaba— era de “obtener la inmediata integración del Directorio definitivo del Fri- 
gorífico Nacional”, Expresaban que la ley de 1934 que había legislado sobre la dirección 
del organismo зе prestaba a diversas interpretaciones: para unos correspondería la integra- 
ción de dos nuevos representantes de los accionistas con los que estos obtendrían la ma- 
yoría en la dirección del frigorífico; para otros este temperamento no correspondería has- 
ta que se llegara a los 2,000 accionistas y a un capital de dos millones de pesos. 


Los mocionantes afirmaron que en 1928 el legislador tuvo especial cuidado en evitar 
la constitución de un nuevo ente industrial estatal, y que los límites que puso a la integra- 
ción del Directorio eran en la práctica demasiado “severos”, ya que el capital accionario 
había aumentado muy “lentamente”, “por el ritmo de los resultados financieros en la ex- 
plotación del Frigorífico”. 

El informe admitía la existencia de 2.000 accionistas, pero no la del capital necesario, 
ya que el realizado apenas sobrepasaba los $ 600.000. 


Este proyecto volvia a poner sobre el tapete el problema de la administración ganade- 
ra del frigorífico, dado que en siete años de funcionamiento el poder político seguía con- 
trolando su gobierno (36). 


(Un proyecto de fecha 30 de setiembre de 1936, firmado por Terra y César G. Gu- 
tiérrez, reconocía como “accionistas” no sólo a los que aportaban sus ganados para la fae- 
na del “Nacional, sino a todos los que pagaban el medio milésimo de impuesto a las tran- 
sacciones por venta de ganado. La medida tendía a sortear —reformando la Carta Orgánica 
del frigorífico— las limitaciones de capital, pero también a dar ingerencia a sectores de ha- 
cendados que permanecían marginados de la elección y del gobierno del organismo). 


La Comisión de Fomento de la Producción de la Cámara de Representantes elevó 
otro con carácter transaccional: de los cuatro delegados de los ganaderos, dos serían elec- 
tos por las entidades rurales, y dos por aquellos que tenían la condición de accionistas. 
Los dos titulares y cuatro suplentes elegidos por las gremiales rurales deberían serlo en 
congresos y asambleas, con el mismo procedimiento establecido para la elección de sus 
Consejos Directivos, y si no obtenían las mayorías requeridas, elevarían ternas al Poder 
Ejecutivo que en Consejo de Ministros y con ocho votos conformes procedería a la desig- 
nación correspondiente (29 de junio de 1937). 


El diputado Alfredo Vigliola afirmó que se perdía sentido democrático, pues mien- 
tras los delegados de los accionistas serían electos por 2.100 interesados, los de la Federa- 
ción y Asociación Rural representarían a 500 votos, aunque en su dilucidación no partici- 
parian más de 100. 


Carlos Manini Ríos llamó la atención en la necesidad de reducir la participación ofi- 
cial. 


211 


Toribio Olaso confesó que en el proyecto del que era coautor existía una razón prác- 
tica: era más sencillo hacer votar dos mil personas, que movilizar sesenta mil productores, 
aunque reconocia que todos los hacendados tenían este derecho ya que mediante el im- 
puesto habían contribuido a la financiación del organismo. 


Gregorio Barañano apoyó que los dos nuevos representantes fueran de los accionistas, 
ya que gran parte de los socios de las entidades rurales lo eran “para obtener la rebaja de 
las comisiones de venta o compra en las exposiciones ferias que prestigian esas asociacio- 
nes”: “He sido —dijo— miembro durante muchos años en las asociaciones de campaña. 
Los delegados a los congresos de la Federación Rural se designan, unas veces en sesión de 
las comisiones directivas, y otras veces por designación directa de la Mesa a requerimiento 
de la misma Federación que a veces no ha recibido, cuando van 2 constituirse los congre- 
sos, el nombramiento de esos delegados...” 

Vigliola recordó que si bien los dos actuales representantes de los ganaderos habían 
sido electos por el voto de algo más de trescientos accionistas, ello se debió a que la Aso- 
ciación y Federación Rural proclamaron la abstención electoral: *, . . ya sabemos como 
hacen sus congresos y como lo han hecho toda la vida: cuatro o cinco primaces de Monte- 
video mandan un telegrama o cartas a campaña y recomiendan a Fulano de Tal oa Zuta- 
no de Cual, рага que sea delegado. .. ” 

Toribio Olaso recordó que no dependía de la voluntad del productor ser accionista, 
y que era más fácil que un gran productor pudiera acceder a tal condición, y advirtió que 
los pequeños hacendados, que al igual que todos contribuían con el impuesto, jamás se- 
rían accionistas: “Se puede asegurar, pues, que, por lo menos por un quinquenjo, ао ha- 
brá un accionista más del Frigorífico”. 

Emilio Frugoni se mostró partidario de la elección directa, de dar mayor representati- 
vidad al municipio de Montevideo, y de integrar el directorio con algún representante de 
los consumidores, (organizaciones gremiales, cooperativa, pequeños comerciantes, indus- 
triales, carniceros, etc.) (37). 


Finalmente el 12 de julio de 1937 la Cámara de Representantes sancionó el proyecto 
transaccional que establecía un directorio definitivo para el Frigorífico Nacional de siete 
miembros, dos por las entidades rurales electos en congreso y asamblea por 2/3 de votos, 
estipulando que el directorio estaba sometido a lo establecido en el artículo 190 de la 
Constitución, lo cual según Olaso no significaba que la Cámara tenía opinión respecto a si 
el Frigorífico “es o mo un ente autónomo” (38). 


El 8 de noviembre de 1937 la Cámara de Senadores hizo lo mismo. En el informe de 
la Comisión de Constitución y Legislación recordó las dificultades para efectuar eleccio- 
nes directas, pues “se trata de un gremio de componentes disgregados, de poco espíritu de 
asociación, diseminado en toda la vasta campaña del país, siempre con grandes dificulta- 
des para auscultarse o indiferente en el cumplimiento de estos deberes”. 

Afirmó que no todos los accionistas del Frigorifico eran productores, ya que “fre. 
п te las bonos de retorno han ido а parar a manos de revendedores e intermedis- 


Además se transcribía la tesis del Dr. José Irureta Goyena de que el Estado era un ac- 
cionista del frigorífico, y que éste era autónomo, jurídica y potencialmente privado; y la 
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del Dr. Gervasio de Posadas Belgrano de que era una cooperativa de capital mixto, pero 
po un ente autónomo estatal (39), 

En diciembre de ese año, el diputado Carlos Manini Ríos admitió que se había arriba- 
do а la fórmula votada mediante una transacción efectuada en presencia del Ministro de 
Ganadería y Agrícultura y con el apoyo de las bancadas políticas, pese a lo cual el Poder 
Ejecutivo había vetado el proyecto aprobado por el Parlamento (40). 


La no aceptación por el Ejecutivo del proyecto aprobado se hizo con la presentación 
de uno sustitutivo, firmado por Terra, Jude y Mendívil con fecha 30 de noviembre de 
1937 por el que a partir del 1 de marzo de 1938 la dirección del Frigorífico sería ejerci- 
da por cinco miembros: el Presidente, elegido por el P. Ejecutivo de una terna presentada 
por el Consejo y la Junta Directiva de la Federación y Asociación Rural; uno por el muni- 
cipio de Montevideo y otro por los del interior; y dos por los accionistas del frigorifico 
—(aunque aclaraba que para ser “representante” de los mismos no era necesaria la calidad 
de accionista)—. 

En la Exposición de Motivos que acompañaba al proyecto se hacía hincapié en el 
“favorable pronunciamiento” de las gremiales rurales involucradas, y en que “la represen- 
tación máxima del instituto estará siempre, en lo futuro, en manos de quien tenga a la vez 
la confianza del estado y la de las instituciones representativas de la ganadería”. 

En la Cámara de Representantes, Alfredo Vigliola entendió que lo justo sería que el 
Presidente fuese electo de una terna presentada por los accionistas —cuyo número justi- 
preciaba en 2.500—, y по por las gremiales rurales —cuyo caudal humano evaluaba en 500 
miembros. 


Carlos Manini Ríos consideró que este proyecto lesionaba en cierto modo la organiza- 
ción cooperativa del frigorífico. 


Dardo Regules afirmó que no lo votaría porque demoraba el sentido cooperativo del 
organismo., 

Toribio Olaso recordó que los representantes de los accionistas habian sido electos en 
una asamblea representativa por no más del 10% de los habilitados para votar. 


Finalmente, la Cámara de Representantes sancionó este proyecto con fecha 15 de di- 
ciembre де 1937 (41) 


La Cámara de Senadores hizo lo mismo. Según el Senador Abalcázar García se tuvo 
en cuenta las aspiraciones de los ganaderos, sin contrariar uno de los principios más caros 
a la llamada “Revolución de Marzo”: el aumento de directores de los entes autónomos 
(42). 

Según Peixoto de Abreu Lima esta ley “eliminó en definitiva la mayoría de los gana- 
deros accionistas que el estatuto anterior consagraba”, contando con la complacencia de 
la Asociación y Federación Rural, (recordaba con respecto a la convocatoria a elecciones 
de accionistas, “todos los esfuerzos desarrollados por la Federación Rural para evitar esa 
convocatoria”) (43). 

Es decir que se había provocado una fisura importante entre los núcleos dirigentes de 
las gremiales rurales y los accionistas, por lo que el frigorífico se alejaba de su forma coo- 
perativa original y se acercaba a la de un ente estatal con la complacencia de las gremiales 
rurales —cuya base democrática había sido seriamente cuestionada ~. 
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En sintesis: en diez años se había pasado de un directorio de cinco miembros con ma- 
yoría del poder político, a otro de cinco, en el que poder político y accionistas contaban 
con dos representantes respectivamente, estando la dirección en manos de otro designado 
por las gremiales rurales con la complacencia del poder político. 


También en este aspecto, la erisis, con su compulsivo realismo, diluyó sueños y espe- 
Ianzas. 


Dado el papel que el Frigorífico jugaba como ente testigo, sin capacidad de torcer los 
férreos dictados de los trusts frigoríficos y las necesidades cárnicas externas, el problema 
de su gobierno se transformó en secundario. 


Para las gremiales rurales lo importante era ser reconocidas oficialmente como repre- 
sentantes de los productores, aunque tuvieran que hacer alguna concesión al cuestionado 
estatismo. 


Nuevamente se daba un desfasaje, entre la coherencia del modelo sostenido, las ideas 
pregonadas, y la realidad aceptada. Muestra que en historia, la sobrevivencia muchas veces 
obliga a que lo blanco y to negro se diluya. 


Dominaba el panorama el componente exógeno: en la medida que no creciera el pa- 
pel económico del “Nacional”, tampoco los accionistas aumentariían, ni alcanzarían el ca- 
pital establecido por la ley fundacional. 


Pero para que esto se diera sería necesario un aumento de la cuota de exportación. O 
sea que en definitiva el problema de la dirección del organismo había estado, al igual que 
la nyeva planta, los costos de faena, y el precio abonado a los productores, condicionado 
desde afuera. 
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CAPITULO 3 
LA INDUSTRIA LACTEA 


Introducción 


El desarrollo de la lechería, al igual que el de la agricultura, debe referirse a la necesi 
dad de satisfacer la demanda de los núcleos urbanos, particularmente Montevideo. 


Dependió de los hábitos alimenticios, y de la difusión mundial de las ventajas de la 
leche en la dieta diaria de la población, en especial de la infantil. 


Según Barrán y Nahum, el “tambo” rural y su extensión geográfica en los departa- 
mentos aledaños a Montevideo nace entre 1905 y 1914. En ello influyó la irrupción del 
ferrocarril en el sur del país, partiendo desde Montevideo; el crecimiento de la demanda 
capitalina; la inmigración y la difusión de la pediatría francesa que valorizaron los produc- 
tos lácteos; la insuficiencia de la producción de los “tambos” urbanos; y la cosmovisión 
batllista que vio en la lechería una actividad productiva diversificadora, una panacea para 
la rutina que imponía el latifundio ganadero (1). 


Afirman estos autores: “La actividad lechera estuvo, por lo general, en manos de in- 
tegrantes de la clase media rural, diferentes tanto de los grandes hacendados como de Jos 
medianos dedicados de preferencia al ovino” (2). 


En sus inicios no requirió gran capital, y se constituyó en una actividad ideal para in- 
migrantes: el campo se arrendaba, el ganado en la medida que era malo era barato, la ma- 
quinaria era escasa, los galpones de ordeñe tenían piso de tierra y techo de paja. Sobre to- 
do fueron los “vascos” quienes con encomiable tesón y laboriosidad, desarrollaron la le- 
chería en los departamentos de San José, Canelones, Florida y Lavalleja, los más cercanos 
al principal centro de consumo: Montevideo (Los transportes eran escasos, y la leche era 
un producto perecedero). 


Sin embargo la lechería, que no requería elevado capital inicial-, exigía un alto capi- 
tal de giro: los arrendamientos cercanos a Montevideo eran caros, utilizaba abundante ma- 
no de obra, se debió alimentar el ganado con forrajes (3). 
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Hacia la década del veinte, la lechería ofrecía un amplio campo de desarrollo. Escri- 
bió Quinteros Delgado: 
“Parece increíble que un país eminentemente ganadero como el nuestro, tenga necesidad 
de comprar en el exterior esta clase de productos, los cuales se debieran fabricar aquí de 
manera que resultara la superproducción necesaria para abastecer mercados extranjeros” (4). 


En 1928, reflexionaba Perfecto López Campaña en El Día: 


“La República Argentina en la exportación de quesos, manteca y crema de leche tiene en 
el Uruguay un buen mercado tributario, cuando este país, dada la analogía de su riqueza 
ganadera con aquél y la capacidad probable de su rendimiento lechero podría competir 
con él” (5). 


Cuando la crisis ya se había mostrado en su plenitud, en 1933, afirmaba el Vice Presi- 

dente de la Asociación Rural, Arturo Terra Arocena: 
“No hay que pensar por lo tanto, en instalaciones completas ni costosas, la más elemental 
prudencia no lo aconsejaría, pero sí podemos impulsar con esperanzas de éxito lo que ya 
se ha iniciado y puede ser fuente de recursos para el estanciero y riqueza exportable para 
la República. 

Me refiero а tres rubros que al ver el desarrollo favorable que han adquirido en los Es- 
tados Unidos, Nueva Zelandia y Australia y la importancia que tienen en algunos peque- 
ños lugares de Europa, no hay razón para que en el Uruguay sea imposible. Estos rubros 
son: la lechería, la agricultura y los cerdos...” (6). 

En la búsqueda de la diversificación productiva a que la crisis obligó, la lechería era 
una solución tangible y posible. 

En 1935 afirmaba en la Cámara de Representantes el Ministro de Ganadería y Agricul- 
tura: “... porque en el ritmo lento de nuestra economía (ganadera), la única de ritmo acti 
yo es з industria lechera, la que solamente utiliza y que transita por los caminos, sprove- 

: chando el enorme esfuerzo que el país ha hecho en su obra vial...” (7). 





El desarrollo según los Censos. 


Siendo imperfectos los censos ganaderos, el resultado obtenido aparece con distorsio- 
nes. Á lo que debe agregarse que las cifras manejadas por los contemporáneos son contra- 
dictorias. Ambas consideraciones no nos eximen de consignar los valores manejados, ante 
la imposibilidad de retrotraernos en el tiempo y evaluar por otro método las existencias 
ganaderas del periodo considerado. (Cuadro No. 29) 


Según el Censo Agropecuario de 1937 la existencia de ganado lechero había experi 
mentado un aumento de 105.649 reses, elevándose su porcentaje sobre el total del stock 
vacuno de 3,433 еп 1930, a 4,94% еп 1937; о sea un aumento de 1,51%. 


En lo referente a las razas explotadas, los primeros puestos lo mantenían la Holando 
y la Normanda; pero se constataba un mayor interés por la Shorthorn lechera. (En rigor, 
el número de vacas ordeñadas había aumentado en menor proporción). 


Las cifras muestran que el aumento del stock lechero no habría repercutido en el 
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incremento де la producción de queso; y tampoco se reflejaria en proporción, en la pro- 
ducción diaria de leche. 








Cuadro No. 29 


LA PRODUCCION LECHERA 


Años Existencia de Vacas lecheras PRODUCCION 
ganado lechero ordeñadas Promedio diario Кез. іе Ке. је Ке. de 


litros leche queso manteca crema 

anual anual anual 
1930 526.932 265.618 939.259 5:086.676 198.409 762.085 
1937 632.581 317.307 976.660 5:004.983 219.452 985.816 





Fuente: Censo Agropecuario de 1937,Tomo 2, p. 8. 





Sin embargo, los guarismos consignados para 1930, no se aproximan a la realidad des- 
cripta en 1933 por Francisco Graffigna, en un memorándum elevado a la Cámara Nacio- 
nal de Comercio: 


“... importamos crema de la Argentina y la manteca cuesta $ 1,50 el kilo, lo que la hace 
un manjar de ricos, en vez de ser el aceite del pobre y del rico. 

Es también la consecuencia de tener sólo algo más de 100.000 lecheras en produc- 
ción, con una existencia de casi cuatro millones de vacunos hembras. Escasamente dos y 
medio por ciento en producción” (3). 


El abasto a Montevideo. 


El grueso de la producción se concentraba en un radio aproximado de ciento treinta 
quilómetros -la denominada “cuenca lechera”-, que rodeaba a Montevideo. 


Los departamentos de San José, Canelones, Florida, Maldonado y Lavalleja eran los 
principales suministradores de leche a la capital; mientras que los de Colonia, Soriano y 
Flores producían fundamentalmente para la industrialización. 


Según el citado censo, a influjo de los modernos medios de transporte, la cuenca ten- 
día a extenderse, alejándose de Montevideo por el “encarecimiento de los arrendamien- 


ят 


tos . 
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Cuadro No. 30 


LA CUENCA LECHERA 


Departa- Existencia de Vacas lecheras PRODUCCION 





mentos gamado lechero ordeñadas Promedio diario Kgs. de Kgs. de Kgs. de 
litros leche queso manteca crema 
anual anual anual 
Colonia 78.232 50.014 163.182 2:547.541 52.865 584.873 
Florida 53.019 23.674 22.964 109.877 9.068 30.515 
Canelones 40.566 26,448 145.500 96.586 2.867 1.247 | 
San José 41.386 24.313 96.255 854.830 7.787 58.847 
TOTAL 213.203 124,449 427901 3:608834 72.587 675.482 
+ DEL 
TOTAL 33,70 39,22 43,81 72,10 33,08 68,52 


NACIONAL 





Fuente: Censo Agropecuario de 1937, Tomo 2, p. 9. 





En 1935 el Ministro de Ganadería y Agricultura aportó distintas cifras sobre el núme- 
ro de tambos que abastecían a Montevideo. El total ега de 1.423. De mismo, el 82% 
(1.167), estaban fuera del departamnteo de Montevideo. De los situados en él, 168 eran 
considerados urbanos, es decir que estaban dentro de los límites de la capital. Calculaba 
que la actividad daba trabajo a 13.000 personas, y que las inversiones en el sector ascen- 
dian a diez millones de pesos (9). 


Las características productivas. 


El Censo Agropecuario de 1937 transcribía las conclusiones a las que habían arribado 
los Ingenieros Agrónomos Topolanski, Spangemberg y Gómez Monserrat: 1) La forma de 
explotación de los tambos no permitía obtener a la mayoría de los mismos un interés por 
el capital invertido; 2) El grueso del ganado lechero era de baja calidad, por utilización de 
toros mestizos en lugar de reproductores puros y por la falta de una selección continua de 
las lecheras; 3) La mayoría de los tambos no producía el forraje suficiente, y tampoco se 
lo suministraba al ganado, (se alternaba con pasto natural). Afirmaban: “Los altos arren- 
«amientos, exceso de mano de obra, falta de pastoreo suficiente o mala calidad del mismo 
representan también factores que unidos 2 los precitados, constituyen las causas que de- 
terminan, en la generalidad de los casos, el fracaso de las explotaciones lecheras...” (10). 

А casi similares conclusiones arribó el diputado Pérez Sánchez: “Ni se han buscado 
las razas más aptas, ni los alimentos más apropiados para que el rendimiento de las vacas 
fuese mayor y La leche de mejor calidad” (11). 
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Ei problema del forraje, también fue planteado por el Ministro: “Quiero destacar la 
importancia enorme que insume el afrechillo, lo que demuestra las dificultades que exis- 
ten para proveer en nuestro medio de los forrajes para una normal y permanente produc- 
ción lechera...” (12). 


La falta de transportes adecuados fue esgrimida como otra de las causas de la debili- 
dad productiva: 


“Los sistemas adecuados de transporte -decía el diputado Magnoni- serían aquellos que 
por su rapidez disminuyeran de manera apreciable el tiempo de estacionamiento o también 
por medio de vagones-termos que de manera efectiva pudieran evitar el desarrollo del ger- 
men bacteriológico...” (13). 


Afirmaba el Censo Agropecuario de 1937: 


“El florecimiento de la industria lechera no fue todo lo importante que se esperaba, debi- 
do en parte a la falta de una organización adecuada de los mercados de consumo, en parti- 
cular de los internos, haciéndose en determinados momentos difícil la colocación de toda 
la producción, y en parte a defectos técnicos y económicos en la explotación de los esta- 
blecimientos productores que, además de acentuar la dificultad de colocación por la pro- 
ducción abundante en primavera y otoño y escasa en verano e invierno, influyen desfavo- 
rablemente en los costos de producción” (14). 


La falta de rentabilidad de la actividad provenía del sistema de explotación, pero el 
mismo no cambiaría si antes no se solucionaban algunos problemas estructurales del agro 
uruguayo. 

Según datos proporcionados por el Ministro de Ganaderia y Agricultura, el rubro 
afrechillo insumía el 40% del costo de explotación de los tambos; el de arrendamientos, el 
35%(15). 


El forraje estaba supeditado al estancamiento de la ganadería uruguaya y sus dificul- 
tades por adoptar tecnología. 


Los costos de la tierra eran mucho mayores en los departamentos fronterizos a Mon- 
teyideo que en los restantes. En 1934-35, por una hectárea en Artigas se pagaba $ 1,82 en 
arrendamiento; la misma en Canelones se cobraba a $ 6,42 (16). 


Desplazar la producción lechera a regiones en lás que la especulación era menor, hu- 
biera implicado la instauración de un sistema de transporte de leche moderno, mediante 
camiones tanques o vagones climatizados. Pero los costos del transporte en Uruguay, par- 
ticularmente el ferroviario, no permitían vislumbrar que esta transformación resultara más 
económica. En parte porque el sistema de transportes era controlado en sus insumos bási- 
cos por el capital foráneo, y porque el Estado no había logrado alterar mayormente sus 
dictados. 

De ahí que іа población de Montevideo consumiera ип producto de calidad menor 
que la deseada, a un precio alto. El valor de la leche, para un tercio del país pasó a tener 
un precio político. El cual en definitiva se debió de pagar ante la insuficiencia productiva 
determinada por factores estructurales. 
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Comercialización e industrialización. 
Hasta que la leche llegaba al consumo capitalino, recorría varias etapas. 


La primera de ellas era la del productor, descripto por el Dr. Julio С. Estol como 

“víctima de los sistemas de aprovisionamiento de leche”: 
“El tiene todo su modesto capital puesto en su industria, su esfuerzo personal y el de to- 
dos los suyos; todo su tiempo dedicado a una labor que no admite absolutamente descan- 
so, ni leyes que se lo pueden permitir, dada la índole y la característica de esa labor. Los 
domingos, los días de fiesta, las noches frías y calurosas, siempre tiene que estar al servi- 
cio para poder realizar su misión. 

Sufre todas las consecuencias de las enfermedades del ganado, tan frecuentes en la 
industris lechera; las influencias climatéricas, también, que le quitan al ganado su alimen- 
to natural, traen el encarecimiento del forraje y, por lo tanto aumentan su costo de pro- 
ducción...” (17). 


En el otro extremo estaba situado el intermediario, o “lechuza”: contribuye a enca- 
recer los productos de primera necesidad, por un error psicológico del pueblo, que tiene 
el hábito de que todos los artículos que ha de consumir, se le han de llevar a su domici- 
lio” (18). 


Hacia 1927 existía ya una usina pasteurizadora dispuesta a montar en gran escala el 
negocio de la leche. Según Estol, se encargó de hacer profusa propaganda en la prensa y 
en los medios científicos para que se sancionara una ley que obligara a pasteurizar la leche 
(19). La actividad de las usinas fue reglamentada en agosto de 1927 (20). 


Las dos primeras usinas para higienización y pasteurización de la leche se asocian al 
apellido Kasdorf, aunque en rigor fueron fruto de la unión de un conjunto de capitalistas. 


En 1925, de acuerdo a lo consignado por El Libro del Centenario del Uruguay, exis- 
tían: la “Lechería Central Uruguaya”, fundada en marzo de 1921 por la fusión de las 
granjas “Sol” (1904) y “Los Normandos” (1908), cuyos socios eran entre otros, el Dr. Jo- 
sé Irureta Goyena -vinculado al Banco Comercial y a la Federación Rural-, el Dr. Antonio 
М. Grompone y los señores Max, Walter y Otto Kasdorf; y la “Fábrica de Productos Lác- 
teos Kasdorf”, que incluía entre sus propietarios al Dr. José Irureta Goyena, Otto Kasdorf 
y Juan Pedro Etchegaray (que también tenían intereses en la primera de las citadas) (21). 
En 1930, ambas empresas fusionadas inscribieron sus estatutos bajo la razón social ““Le- 
chería Central Cooperativa Uruguaya y Productos Lácteos Kasdorf”'. con un capital auto- 
rizado de un millón de pesos. (Personería Jurídica otorgada por el C.N. de Administración 
con fecha 3 de enero de ese айо) (22). 


En 1923 el Consejo N. de Administración otorgó Personería Jurídica a la “S.A. Coo- 
perativas de Lecherías”, con un capital autorizado de medio millón de pesos. Entre los 
miembros de su primer directorio figuraban: Diego Arocena Capurro (que en 1935 inte- 
graría el directorio de “Funsa”), Jorge Seré Ibarra (Tesorero de la Asociación Rural en 
1929-30), etc. (23). 


En 1930 se concedió el aval oficial a la constitución de la “Lechería Central Coopera- 
tiva Colonia S.A.”, con un capital autorizado de $ 200.000, entre cuyos directores figura- 
ban Otto Kasdorf, Antonio Grompone, Miguel Carriquiry -vinculado al gremialismo rural, 
y el científico Alberto Boerger (24). 
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En 1932 se inscribieron los estatutos de la “S.A. Las Palmas”, con un capital autori- 
zado de $ 300.000, figurando en su directorio el Dr. César G. Gutiérrez, vinculado a la 
Asociación y Federación Rural, Santiago Bordaberry, etc. (25). 

Ese mismo año, por fusión de las lecherías “La Virgen” y “La Bretona” se creó la 
“S.A. Lecherías Unidas”, con un capital autorizado de $ 100.000 (26). 


En 1934 se inscribieron los estatutos de tres nuevas empresas: “Lecherias y Cafés Su- 
damericanos S.A.”, en cuyo primer directorio figuraban Otto y Max Kasdorf, Antonio 
Grompone, José Irureta Goyena y Miguel Carriquiry; 

“Lechería Central Cooperativa San José S.A.”, en la que figuraban Antonio Grompone y 
Max Kasdorf; y 
“Mercado Cooperativo de Leche S.A.” (27). 

Digamos finalmente que al crearse la “Cooperativa N. de Productores de Leche”, en 
1935, las empresas que debieron transferirle todo su activo industrial fueron: “Cooperati- 
va de Lecherías S.A.”; “Lechería Central Uruguaya Kasdorf S.A.”; “Lechería Central 
Cooperativa Colonia 5.A.”; “Lechería Central Cooperativa San José S.A.”; “Lecherias y 
Cafés Sudamericanos S.A.” y “Lecherias Unidas S.A.” (23). 


De lo ante expuesto se puede deducir: que algunas de las empresas se originaron en la 
fusión de granjas en cuya diversificación productiva se incluyó la producción de leche: 
que la fase de la industrialización para el abasto de Montevideo movilizó capitales vincula- 
dos a gremialistas rurales, productores, banqueros y profesionales liberales; que la aproba- 
ción de una ordenanza estipulando la obligatoriedad de la pasteurización de la leche esti- 
muló el crecimiento empresarial, aunque la repetición de nombres en los directorios mues- 
tra una tendencia monopólica. 


Fueron las plantas pioneras las que comenzaron sometiendo al productor a sus reglas 
de juego. Afirmaba Estol: 


(la usina existente) “hacía contratos de este tenor: el productor está obligado a entregar 
la totalidad de su producción; la usina se compromete a tomar nada más que el 20% de la 
producción al precio estipulado; y el residuo, o sea el 80%, va como material de industria- 
lización, y, por lo tanto, la liquidación de fin de mes era tan irrisoria como la que se hacía 
con el cuento de aquellos otros intermediarios cimarrones que se limitaban a decir que la 
lerhe “se había cortado”. 

Según Estol estos procedimientos llevaron a “que todos aquellos que habían sido es- 
quilmados en la forma más ignominiosa, se unieran, y con un grupo de capitalistas crearan 
el segundo templo de la leche”. 

Afirmó que se volcó otro millón de pesos para erigir una usina paralela a la existente, 


que tenia capacidad suficiente para abstecer a Montevideo, terminando ésta con idénticos 
procedimientos que sus antecesoras: “el productor nuevamente tuvo que ser esquilmado”., 


Frente a estas dos fábricas existió un grupo дие denominó *“franco-tiradores de la le- 
che” (productores, repartidores, intermediarios, capitalistas, etc.) que creó dos nuevas y 
pequeñas usinas, distorsionando la estructura de la industrialización (29). 


El 25 de abril de 1933, pocos días después de la alteración institucional, un decreto 
estipuló que la Intendencia capitalina "pondrá en vigencia de inmediato la ordenanza so- 
bre pasteurización de la leche” -sancionada en agosto de 1927-, siempre que el costo de 
pasteurización no sobrepasara los 19 milésimos (30). 
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Una ley de 29 de diciembre de 1933 estableció que a partir del 1 de enero de 1934 se 
haría efectiva la ordenanza sobre higienización y pasteurización de la leche, estando los | 
productores obligados a remitir su producción а una sola usina (estas deberían abonarlo a 
65 milésimos el litro, 64 para el productor, y 1 para el Servicio Oficial de Contralor de la 
Leche) (31). 


“El Estado -afirmó en 1935 el diputado Guillermo Stewart Vargas- tiene que interve- 
nir en la oferta y la demanda para asegurar la libertad, y si ha habido usinas que han gasta- 
do precios millonarios, la nación no tiene por qué pagar los platos rotos, como los paga 
siempre en este país” (32). 


El “Proyecto Wilson” 


El diputado por San José, Arturo Wilson (herrerista, vinculado gremialmente a la 
Asociación Rural), presentó en 1934 un proyecto de cuatro artículos por el que se facul- 
taba al P.E. a designar una comisión integrada por tres miembros, con el cometido de pre- 
sentar un proyecto que planteara la constitución una cooperativa nacional de lechería y 
venta de productos de granja. El Estado intervendría centralizando la industrialización de 
la leche sobre la base de las usinas en funcionamiento, organizadas como cooperativas 
(art. 1). 


Según la “Exposición de Motivos” que lo acompañó, antes de la ordenanza de 1927, 
“la industria lechera estaba en estado floreciente y muchos tamberos que ahora remiten 
miles de litros diarios, se iniciaron en aquel tiempo con unas cuantas vacas y juntaron di- 
mero” (33). 


Para Wilson la crisis en la industria lechera se originó en los cinco años transcurridos 
entre 1927, en que el Municipio dictó su ordenanza sobre pasteurización de la leche que 
de obligatoria pasó a ser facultativa, y 1933, en que se ordenó cumplir la disposición y se 
fijó administrativamente el precio de la leche (et Municipio estaba autorizado a construir 
una usina municipal de pasteurización, pero no lo hizo). 


En el interín, algunos productores invirtieron en la construcción de usinas, pero al no 
ser compulsiva la pasteurización debieron competir con el precio inferior de la leche cru- 
da. Muchos repartidores no retiraban el producto de las usinas, ya que el carente de indus- 
trialización se prestaba para todo tipo de maniobras (aguado, etc.). Las usinas comenza- 
ron a desarrollar una guerra subterránea entre ellas para atraer al mayor número de repar- 
tidores posibles. Pero además, dado que el costo de la pasteurización había sido fijado en 
19 milésimos, optaron por bajar el precio pagado al productor. 


“Consecuencia de la lucha entablada entre sí por los intermediarios vendedores de le- 
che es la ruins de la industria, el tambo cada vez recibe menos dinero por sus productos, 
no puede vender a otros, ni puede vender directamente al consumidor, no puede reducir 
los gastos de producción que al contrario cada vez son más altos, recibe menos dinero por 
sus terneras y vacas que manda a la Tablada, debido a la baja de la carne, y también ve 
mermado el valor de su capital de vacas lecheras por la depreciación consiguiente. Debido 
з eso muchos tambos se están liquidando y muchos se fundirán antes del invierno próxi- 
mo, los campos bajarán forzosamente de valor de arrendamiento сой todas las demás 
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consecuencias malas que trae apareada ls aniquilación de una industria como la leche- 
ra” (34). 

En 1934 la Intendencia de Montevideo resolvió limitar el número de tambos, reparti- 
dores, despachos y usinas que abastecían a Montevideo al existente el ? de mayo de ese 
año; fijando además los precios a percibirse. Esta intervención oficial no corrigió el mal 
fundamental, que según Wilson era la desproporción de lo que recibía el sector de inter- 
mediación por sólo repartir la lethe: de los 180.000 litros diarios de leche que consumía 
Montevideo, el 45,92% de lo que pagaba lo recibía el productor, el 17,35 % las usinas y el 
36,73 % el repartidor. 


Montevideo era abastecida por 1.274 tambos en los que trabajaban 13.000 personas, 
con un capital de $ 10:500.000, que recibían por año una entrada bruta del 31,28% de su 
inversión. La leche era industrializada por cuatro usinas, con un capital invertido de 
$ 2:940.000 que recaudaban por año el 48,21 ¿bruto de su inversión. El producto era re- 
partido por 550 personas, con un capital de $ 1.000 cada uno que percibía bruto por año 
el 477,81% de su inversión, suma que medida de otra manera duplicaba a la recaudada por 
las usinas (35). 

Proponia Wilson expropiar las usinas en funcionamiento, formar un consorcio coope- 
rativo lechero privado (cuyo capital sería suscripto el 90% por los productores y el 10% 
por el Estado y el Municipio), y en cuya dirección intervendrían tres productores y dos 
representantes del Estado. Era partidario de concentrar la industrialización en algunas usi- 
nas y clausurar las demás, con lo que estimaba se reduciría a la mitad el costo de la pas- 
teurización (36). 


Los prolegómenos. 


En julio de 1935 trascendió que el Banco República había fracasado en su gestión 
por unificar las usinas pasteurizadoras de leche (las más pequeñas se resistieron optando 
por el régimen de libertad de trabajo) (37), 


El Partido Nacional, por boca del Ing. Césareo Alonso Montaño, dio a conocer su opi- 
nión en la Cámara de Representantes: 


“La Agrupación Parlamentaria del Partido Nacional expresa su voluntad de prestar apoyo 
efectivo a la industria lechera, mediante la total exoneración de patentes de giro y roda- 
dos, contribución inmobiliaria y demás impuestos. Al mismo tiempo reafirma su orienta- 
ción contraria a los monopolios y expropiaciones por el Estado о por el Municipio, de los 
establecimientos industriales, al amparo de la libertad de trabajo consagrada en la Consti- 
tución del más franco estímulo de los Poderes Públicos” (38). 

La Intendencia Municipal de Montevideo procedió a clausurar las usinas: “Mercado 
Cooperativo”, “La Palma”, “Alianza de la Unión”, “Granja La Nena”. 

Se presentó un proyecto de apelación ante la Cámara de Representantes, ya que la 
medida favorecía la monopolización a favor de dos de las usinas, las más importantes 
(“Cole” y “Kasdorf””), y ello era facultad conceder monopolios- del Poder Legislativo, 
por dos tercios de cada cámara. 


La Intendencia afirmó que esas usinas -de capacidad muy limitada- no cumplían con 
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las condiciones higiénicas reglamentarias (deficiencias en el lavado de envases, llenado ma- 
nual, existencia de ratas). 

La Cámara de Representantes aprobó un proyecto de su Comisión Constitución y Le- 
gislación General por el que se declaraba ilegal e inconstitucional el decreto del ejecutivo 
comunal (39). 


El proyecto de creación de la “Conaprole" 


Con fecha 3 de octubre de 1935, el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento un proyec- 
to de ley de 36 artículos, por el que se pretendía dar una solución al problema de la in- 
dustrialización de la leche para el abasto capitalino. El mismo estaba firmado por el Presi- 
dente Gabriel Terra y su Ministro de Ganadería y Agricultura César G. Gutiérrez, vincula- 
do este último a una de las empresas pequeñas involucradas en el problema. 


El mismo fue fruto de los trabajos de una Comisión designada por el Ministerio de 
Ganadería y Agricultura e integrada por Julio César Estol, Numa Pesquera, Pedro P. Be- 
rro, Felisberto Carámbula, Raúl Daneri, León Peyrou, Ing. Eduardo Llovet, Dr. Enrique 
Claveux, Armando Tubino, Arturo Wilson, Tomás J. de la Fuente, y Joaquín Villegas Suá- 
rez como Secretario (40). 

El Ministro César G. Gutiérrez, según sus manifestaciones, no participó en la elabora- 
ción del proyecto reconociendo al Dr. Pedro F. Berro como “orientador y redactor de la 
solución propuesta” (41). 

Conviene, en la medida de nuestras posibilidades, ver las vinculaciones de algunos de 
los protagonistas del mismo. 

PEDRO Р. BERRO: Era abogado, militante herrerista, Asesor Letrado del Banco de Segu- 
ros, Onda, Pesquera y Cía., Aceitera del Uruguay, Farma Oriental Ltda. 


NUMA PESQUERA: Estaba vinulado en primer instancia al comercio mayorista, y poste- 
riormente 2 varias de las iniciativas industriales del período que nos ocupa. 


JOAQUIN VILLEGAS SUAREZ: Estaba vinculado a la Asociación Rural del Uruguay. 


LEON PEYROU: Estaba vinculado a la firma importadora “Eugenio Danrée”, militante 
riverista, fue en 1929 miembro del Consejo Permanente del Comité N. de Vigilancia Eco- 
nómica” en representación de la “Cámara de Comercio Francesa”. 


El proyecto nacía pues con el apoyo de los sectores conservadores que se habían ple- 
gado -en nombre del antiestatismo y de la detención del avance social- al golpe de 1933 y 
a la defenestración del batllismo. De ahí [а importancia que adquiere, además de la que 
tiene como solución a un problema específico ya que permite visualizar los límites del 
“estatismo” que proponían y toleraban. 


Decía el Mensaje que lo acompañaba: 
“La concurrencia comercial constituye el medio ideal cuando la rivalidad actúa como 
agente fecundo de equilibrio y de progreso para los diversos factores que integran una ac- 
tividad pero ss provechos desaparecen cuando comprometen y aniquilan la producción 
sin ventajas para el consumo convirtiéndose en un elemento destructor de riqueza y traba- 
jo, que compromete el bienestar social...” (42). 
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La solución prevista, la de crear un instituto para controlar la producción, centrali- 
zando los órganos de higienización, y asegurando el cumplimiento de los precios, era apo- 
yada por el Estado (Banco República, Municipio) y los productores (Gremial de Produc- 
tores de Leche, Asociación y Federación Rural). 

Es decir que el capitalismo uruguayo saltaba las reglas puras del juego -la de la oferta 
y la demanda-, en aras de una racionalización y efectividad que no podía encontrar si que- 
daba librado a los vaivenes del mercado. Y conste que en este caso la demanda estaba ase- 
gurada. 

Para que el consumo de 1а capital no se transformara en un freno a la expansión de la 
industria láctea, se destinaba el 20% de los beneficios a estimular la exportación: “abrien- 
do así perspectivas de futuro para la expansión de la industria, limitada prácticamente en 
la actualidad al consumo de la capital” (43). 

La forma organizativa propuesta era la cooperativa: 

“que a la emancipación económica del productor, suma la conquista máxima de reempla- 
таг una competencia ruinosa por una solidaridad generadora de beneficios comunes... ”, 

Los temores de que el espíritu de lucro pudiera entronizarse aprovechando las venta 
jas acordadas a este organismo, se acallan ante la consideración de.la limitación de precios 
establecidos... (44). 

El papel del Estado fue precisado: 

“La participación del Estado se reduce a garantizar una operación técnicamente financis- 
da, sancionando además un estatuto legal que sirva a la colectividad al realizar el desidera- 
tum que Lavegne concreta en la significativa expresión de “socializar sin estatizar”...” (45). 

Y para que no quedaran dudas de los límites “Estado-inicativa privada”, se recalcaba 
que las usinas serían expropiadas al precio de su tasación más un 20% de indemnización, al 
contado algunas, y con cuotas escalonadas las más importantes. 

Al productor se le aseguraba un precio fijo para la leche (seis pesos los cien litros), el 
70% de las utilidades de la industrialización; y el 40% al principio y 50% después de las de 
la higjenización y pasteurización, en proporción a los litros remitidos. A lo cual se le su- 
maba “la importante conquista de la fundación de esta cooperativa cuyos destinos va a re- 
sir”. 

Se disminuían las ganancias de los repartidores, al 25% del precio de la leche. 

Además se establecía que un 40% de las utilidades de la higienización se aplicaría а 
abaratar la leche para el consumo y en aras del solidarismo cooperativista se la pondría al 
alcance de los más necesitados: el precio sería menor para el consumo de los humildes en 
los lugares que señalaría el Municipio para la Asistencia Pública, la Protección a la Infan- 
cia, y las Cooperativas de Consumidores. 

El art. 1 que creaba la cooperativa señalaba que la explotación se haría bajo el régi- 
men de la “libre concurrencia”. 

El art. 2 asignaba a cualquier productor de leche del país la facultad de formar parte 
de la cooperativa, estando en libertad para fijar el límite de los envíos de la leche a indus- 
trializarse, aunque se les podría exigir a los cooperadores que remitieran la totalidad de 
su producción. 
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El art. 3 establecía el mecanismo a seguirse para variar el precio fijado a la leche: esta- 
ría en manos de una comisión integrada por delegados del Banco República, del Munici- 
pio, del Poder Ejecutivo, de la Comisión de Subsistencias y de las Cooperativas de Con- 
sumo (cinco en total). 


El artículo 13 establecia el mecanismo de fijación de la cuota anual para cada pro- 
ductor: “La base será el promedio de los envíos de los meses de junio, julio y agosto de- 
duciendo el sobrante que no pudo ser comercializado, La misma en los años siguientes 
podrá aumentar o disminuir de acuerdo al consumo de Montevideo”. 

En cuanto a la dirección, se establecía que la cooperativa sería administrada por un 
directorio de cinco miembros y diez suplentes electos por los productores-cooperadores 
remitentes de leche durante el año anterior a la elección. 


El Presidente sería elegido por simple mayoría dentro de los cinco titulares (art. 17). 


El derecho al voto de los productores estaba en función del tamaño de sus cuotas: 
hasta 400 litros diarios, un voto; de 400 a 700 litros, 2 votos; los que excedieran esa canti- 
dad, tres votos. 


La elección sería con voto secreto y los cargos se adjudicarían: 4 a la lista más vota- 
da, y el quinto a la que seguia, siempre y cuando hubiere reunido un tercio del total de 
votos (art. 18). 


De hecho el voto no era igualitario y reconocía las diferencias existentes entre los 
productores. Por lógica, el productor grande podía aportar una cuota mayor, lo que le da- 
ba también un mayor poder decisorio. 


Pero había otra singularidad: el artículo 19 establecía que para ser elegible y desem- 
peñar el puesto de director no se requería la calidad de productor, con lo que se abría el 
camino para que la dirección de la cooperativa fuera ejercida por extraños a la actividad 
láctea. 

Durarian dos años en sus funciones, eran reelegibles, y sus cargos remunerados: el 
Presidente con el 2% de las utilidades líquidas, у cada vocal con un 1%, (en total se distri- 
buía el 6%), de acuerdo al número de sesiones a las que hubieren asistido (art. 20). 


La cooperativa sería fiscalizada por un Síndico designado por el Banco República, 
que sería remunerado por la cooperativa pero no por el Estado, y que tendría voz pero no 
voto. En caso de mala administración, los directores podrían ser separados por el Р. Ejecu- 
tivo con venia del Senado (art. 23). 


Al votar el Directorio los productores elegirían 29 delegados para constituir la Asam- 
blea de Productores. Su función era asesora y consultiva, y tenía facultad de censurar al 
Directorio por conformidad de los tres cuartos de sus miembros, llegando incluso a la se- 
paración de algunos o la totalidad de los ejecutivos (art. 25). 


Se adjuntaba al proyecto las bases para la expropiación de las usinas “Kasdorf” y 
“Cole” fusionadas: deducido el pasivo no podía exceder al 100% del capital accionario 
que representaba, en conjunto, $ 3:222.000, abonándose un interés sobre los saldos del 
6% los primeros cinco años, y de 5% los restantes (46). 


Al igual que lo sucedido con el “Frigorífico Nacional”, es dable señalar como en estas 
experiencias empresariales destinadas a favorecer al agro, sus “lúcidos” gremialistas acep- 
taron las divisiones estructurales del mismo, no concediendo igualdad de posibilidades a 
los pequeños productores. 
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El proyecto de la “Junta Nacional de Lechería”. 


Paralelamente la Comisión de Fomento de la Producción de la Cámara de Represen- 
tantes suscribió el proyecto de creación de la denpminada “Junta Nacional de Lechería”. 


La misma funcionaría adscripta al Ministerio de Ganadería y Agricultura con un dele- 
gado del mismo, otro del Ministerio de Industria y Trabajo, otro de la Intendencia, y cua- 
tro de los productores de leche inscripios en el registro respectivo, siendo todos honora- 
rios (art. 1). 

Los delegados de los productores deberían tener el mandato de 150 de sus pares, co- 
mo minimo (art. 2). 

Sus funciones eran recibir y vender leche a la cooperativa, fijar anualmente las cuotas 
de los productores, liquidar dentro de los quince días subsiguientes al vencimiento las 
operaciones la leche remitida, estudiar y someter al P. Ejecutivo las vías de estímulo a la 
industria lechera (exoneración de impuestos al productor, abaratamiento de los forrajes, 
mejoramiento zootécnico, subsidios a la producción y primas a la exportación, etc.), 
(art. 3). | 

Se erigía la Junta como nexo entre los productores y la cooperativa: recibiría y ven- 
dería la leche para pasteurizar en Montevideo, los sobrantes para industrializar, fijaría las 
cuotas de acuerdo al número de productores establecido por la ordenanza de mayo de 
1934, estipulando además la capacidad de pasteurización de las usinas existentes(art.5)(47). 


De lo que se desprende que este supraorganismo debería controlar la actividad leche- 
га y la cooperativa, con una mayor participación estatal de la que originalmente los pro- 
motores de la misma habian pensado. 


La discusión parlamentaria. 


El primer punto controversial fue el del monopolio del suministro de leche. 

Valentín Olivera Ortuz afirmó no renegar como representante del Partido Nacional 
de los principios sustentados por su colectividad política al votar el proyecto, porque no 
se trataba de un monopolio del Estado, “que son los que yo he combatido y los que ha 
combatido mi partido”. Entendía que era un monopolio que venía a “suplantar al mono- 
polio de hecho que ya existe con la limitación de las usinas, de los productores y de los 
precios”. 

En sus palabras: “benditos sean los monopolios en esas condiciones, los monopolios 
que vayan a estar dirigidos por los productores” (48). 

Sin embargo, la palabra monopolio se asociaba a épocas que se creían superadas, y te- 
nía la desgracia de llevar consigo cierto sentido satánico. 

Аі diputado Pedro Magnoni le preocupaba iniciar una época de “monopolios”, cuyos 
resultados eran imprevisibles: 

“Se habla ya insistentemente, se insiste desde cierta prensa, del monopolio de los transpor- 
tes urbanos. Los ferrocarriles empiezan a moverse a fin de obtener concesiones que lleven 
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también al monopolio del transporte iterdepartamental. Se habla уа de proteger a ciertos 
organismos oficiales con el monopolio del tabaco y de los fósforos. Es un asunto viejo y 
muy explotado el del monopolio del lanchaje. Se ha presentado a la opinión pública el 
monopolio de los vinos. Y esta cooperativa lechera inaugura el sistema de los monopolios, 
pesando sobre la economía nacional con cifras brutales que ha de pagar la población con- 


| Entendía que la cooperativa Ѓауогесіа “al sector que debía haber sido menos conte- 
plado en este problema de la leche, del sector que está respaldado por la posibilidad eco- 
nómica más firme y para salvar los grandes capitales invertidos en las suntuosas usinas de 
pasteurización...” (49). 


¿Qué decía sobre el particular el líder nacionalista Luis A. de Herrera? : 


“Considero este proyecto sano y de fundamental interés agrario” -afirmó Herrera en la 
Cámara de Senadores. 


““(...) ¿qué mejor monopolio que el actual en que 6 о 7 compañías se han apoderado, 
sin derecho firme, del mercado lechero de la capital? 

¿Qué mayor monopolio que prohibir al Departamento de Colonia, como pasa en la 
actualidad «muchos lo ignoran- vender leche en Montevideo? Un departamento granjero 
por excelencia, y para el cual se tendió la carretera, para ponerlo en contacto con la capi- 
tal, para que fuera proveedor con su manteca, sus quesos, su caseína, sus cremas y su le- 

` che del consumo montevideano...” (50). 


El diputado Almada señaló que el constituyente de 1934 se defendió de los monopo- 
lios estableciendo requisitos especiales de difícil logro, consecuente con las tendencias po- 
líticas que lo llevaron a su cargo, “porque el movimiento revolucionario del 31 de marzo 
obedeció, entre otras razones a la razón económica de reaccionar contra la hipertrofia del 
Estado manifestada en intromisiones indebidas en las actividades privadas y manifestadas 
en la creación de monopolios antieconómicos y contrarios a los principos mismos que de- 
ben regir la instalación de las industrias del país...” (51). 

El diputado Joaquín Baltar se apresuró a manifestar que votaría en contra del pro- 
yecto, a pesar que en 1931 о 32, por insistencia del Dr. Carbajal Victorica se incorporó al 
programa del riverismo el principio del monopolismo restringido que consideraba “un fo- 
rúnculo en el cuerpo sano de la tradición y en la doctrina de mi partido” (52). 


Carlos Manini Ríos dio la posición del sector: el riverismo no tenía una postura rigi 
da frente al estatismo y los monopolios, ya que en su Carta Orgánica figuraba el estableci- 
miento de algunos monopolios, como por ejemplo el estanco del tabaco (53). 


El Dr. Horacio Abadie Santos leyó la plataforma programática, la cual era precisa al 
respecto: “Explotación del dominio industrial del Estado en aquellas ramas que sean com- 
patibles con la experiencia técnica y administrativa del mismo y cuando lo impongan ne- 
cesidades políticas, económicas o sociales, como, por ejemplo, el monopolio del alcohol, 
el estanco del tabaco y otros análogos” (54). 


Aunque aclaró que dado que el monopolio existía de hecho, era “peligroso” ponerlo 
en manos del Estado aconsejando “huir” del mismo mediante la fórmula del cooperativis- 
mo (55). 
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La solución cooperativa para la industria lechera ya había sido planteada en 1916 por 
el Dr. Mario Acevedo en un artículo publicado en la Revista del Ministerio de Industrias, 
ante la falta de rentabilidad de la actividad, “beneficios que, por otra parte, son absorbi- 
dos por el intermediario y рог otros factores ajenos a la producción misma” (56). (El coo- 
perativismo fue además utilizado en cierto modo en empresas vitivinícolas). 


Pero además, la idea cooperativista formó parte del “espíritu de la época batllista” y 
fue erigida como bandera por algunos sectores del mismo que buscaron conciliar empresis- 
mo con solidarismo social, del que fue lúcido portavoz el Dr. Gabriel Terra, que en su pa- 
saje por el Ministerio de Industrias propuso al C.N. de Administración la creación de un 
“Instituto Cooperativo de la República”. (Como empresario, tanto en la elaboración de 
oxígeno como en el de bebidas, las razones sociales que lo contaron como director lleva- 
ban el rótulo de sociedades cooperativas). 


En el discurso pronunciado el 15 de abri] de 1934, afirmó: “En mi vida privada, en 
las empresas que he intervenido, implanté ese régimen del reparto de los beneficios entre 
los obreros y empleados con gran éxito, convencido que es uno de los grandes defectos 
del régimen capitalista el sistema del asalariado o remuneración fija y uniforme, que no es 
otra cosa que una variante de la vieja esclavitud, con la única diferencia de que el esclavo 
se vendía por una sola vez y el obrero moderno se vende por pagos periódicos de cantida- 
des invariables” (57). 


Otro ermpresario-abogado, el Dr. Raúl Jude, afirmó en 1936 en la Cámara de Senado- 
res: “Quiero expresar que soy, por principios, partidario fervoroso de la participación de 
utilidades a los obreros y empleados en todas las industrias en donde ellos aplican sus 
energías. Considero que, en el fondo, es una regla de sana economía y de gran ventaja pa- 
ra los propios elementos capitalistas y considero, además, que es por esta vía por la que 
podrá abrirse una gran válvula de escape a los fines de ir cada vez más haciendo actos de 
recuperación social dentro del régimen de estructura capitalista en que vivimos...” (58). 

En este caso la idea cooperativa se aplicaría para favorecer a los productores, y como 


alternativa a la fórmula estatista sostenida por el batllismo, al igual como había aconteci- 
do con el “Frigorifico Nacional” en su momento. 


En la discusión del proyecto el Ministro de Ganadería y Agricultura, después de citar 
distintas experiencias de cooperación industrial (desde la “NIRA” del New Deal roosvel- 
tiano al corporativismo fascista), analizó los sistemas posibles para la industria láctea. 

Descartó el de la libre concurrencia en el que se había vivido, que había resultado 
negativo por el “abatimiento de la producción lechera y expoliación al consumo, sin bene- 
ficio para nadie y con perjuicio para ta colectividad”. 

Reconoció entre los defectos del capitalismo, “que los beneficios que la industria ge- 
nera se dividen en pocas manos y benefician a un reducido número de personas”. 

Esto era resuelto por el estatismo, aunque repartía beneficios exiguos a la sociedad, 
ya que administrativamente era ineficiente y no podía competir con la actividad privada. 

Quedaba por lo tanto el camino del cooperativismo que permitía unir los dos extre- 
mos: “ha actividad inteligente y administrativamente celosa del capitalismo, que reclama 
para sí los provechos de la industria, con la distribución generosa y justa de los rendimien- 
tos de la colectividad”. 
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Afirmó que se había optado por la fórmula de la “теше cooperative”, aplicada en 
1869 en Bélgica. 


Reconoció que doctrinariamente había una parte que podía ser discutida: la del voto 
no igualitario, o diferencial. Pero tranquilizó al Pariamento en el sentido de que el 88% de 
los productores tendrían un yoto, y por lo tanto la mayoría de las decisiones; y que sólo 
el 12% restante eran “grandes” remitentes (59). 


El Dr. José Tarabal refutó al Ministro: no era una “Regie cooperative”, ya que el Es- 
tado sólo nombraba un Síndico y no la mitad del Directorio. Alertó que la forma coope- 
rativa a adoptarse traería un monopolio y la trustificación de la actividad -(105 trusts no 
prohibían directamente las actividades de sus similares en el mismo campo}, y eso era 
contrario al espíritu de la Constitución. 


El cooperativismo no sólo resultaba desvirtuado por la adopción del régimen de sufra- 
gio con mayorías y minorías £“puede pasar totalmente al régimen de la mayoría, con 
grave perjuicio de esos centenares de productores que no sólo no tiene representación sino 
que no pueden llegar а tener el control necesario de la sociedad”), sino por el hecho de 
que los directores podían no ser productores 4“el cooperativista es el que debe ser, no só- 
lo asociado, sino el dueño de sus propios destinos””) (60). | 


Ej Ing. Césareo Alonso Montaño advirtió que el Ministro se estaba jugando su Carte- 
ra; adjetivizó al proyecto como “ley coercitiva con el rótulo de COOPERATIVA; enten- 
dió que “la mayor enfermedad que se puede llevar al cooperativismo del país es iniciarlo 
con un monopolio”; recordó que la “regie cooperative” era un término medio entre el es- 
tatismo y el cooperativismo; y concluyó que todo era una “caricatura de “regie cooperati- 
ve” y un monopolio real” (61). 


El Ministro refutó en una de las sesiones algunas de estas apreciaciones. 


Afirmó que nadie se quejaba de los monopolios que establecían las leyes aduaneras 
de protección industrial, que eran aún más cerrados cuando alguna rama fabril se acogía a 
la ley de privilegios industriales. Y recordó que el régimen de libre concurrencia habia ter- 
minado por rendir el 120% de beneficios a un contado sector de privilegiados (62). 


Liber Troitiño expresó que el cooperativismo constituía uno de los puntos del pro- 
grama de su fracción política. Pero que éste no era un proyecto cooperativo, porque el 
principio a seguirse debía ser un voto por cada cooperador; alertó que el sistema de listas 
podía ser burlado (bastaba con poner un nombre ilustre de titular, que podía renunciar a 
favor del suplente); y aclaró que la cooperativa a crearse no era de producción sino de pas- 
teurización (63). 

La discusión sirvió además para dejar al descubierto algunas implicancias, que en épo- 
cas normales hubieran levantado una tormenta parlamentaria. 


El Ministro Gutiérrez admitió estar comprometido con una de las usinas (“La Pal- 
mą”), de la cual era accionista ($ 2.000 en acciones al portador) (64). 


El diputado Eugenio Gómez denunció que las acciones de las empresas estaban a la 
mitad de su valor, que las mismas estaban amenazadas de ruina, y que se creaba la coope- 
rativa sufragada con un impuesto de nueve milésimos que pagaría la población para que 
los industriales rescataran sus acciones a la par. 


El diputado riverista Peyrou respondió que los balances presentados por las usinas a 
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sus asambleas de accionistas con fecha 31 de diciembre de 1934, acusaban ganancias у 
que si no habían repartido dividendos era porque se los había aplicado a la disminución 
del pasivo, razón por la que habían bajado las acciones (65). 


El diputado Sadi Barbé denunció que se intentó sobornarlo para que no asistiera a la 
sesión en la que se trataría el asunto de la leche (66). 


Por último la Cámara de Representantes resolvió no tratar las notas de la “Alianza de 
Tamberos y Lecheros del Uruguay-Usina de la Unión” y “Mercado Cooperativo de Leche 
S.A.”, solicitando al Municipio autorización para pasteurizar 150.000 de los 130.000 li- 
tros de leche que consumía Montevideo -de hecho pedían casi el monopolio-, comprome- 
tiéndose después de 10 años de usufructo de la concesión a entregar las plantas a los pro- 
ductores remitentes (67). 


Según lo que se denunció en Senadores, las usinas se oponían al proyecto en virtud 
de las elevadas ganancias que obtenían, que Carmelo Cabrera adjetivizó como “usurarias”, 
(según la nota de la “Alianza de Tamberos y Lecheros del Uruguay” leída por el citado 
Senador, el valor de las pequeñas usinas más la bonificación propuesta “lo gana la usi- 
na en un año de trabajo”) (68). 


Finalmente se votó el proyecto de creación de la cooperativa, con el voto contrario 
de comunistas, cívicos y socialistas (69). 


Según cifras oficiales de “Сопарго!е”, (como se denominó la cooperativa) al nacer 
fue abastecida por 696 remitentes, que ocupaban un área de 82.000 hectáreas con una 
producción de 36 millones de litros de leche (768 por hectárea; 36.628 por hombre ocu- 
pado). Diecisiete años después, en 1952, había descendido la productividad por vaca, por 
hectárea y por hombre ocupado. Pero el número de remitentes había pasado de 696 a 
1.927, el área ocupada de 82.000 hectáreas а 270.000, y la producción total de leche de 
36 millones a 194 (70). 


Algunas reflexiones sobre el particular. 


“Conaprole” fue creación del terrismo, como “Ute” y “Ancap” lo fueron del bai- 
lismo. En ella sintetizó, junto a los sectores que se habian embarcado en la aventura mar- 
zista, sus ideales de intervencionismo estatal: intervención vigilante y controladora, pero 
escasamente participativa (salvo en lo referente a la viabilidad económica). Era, en otras 
palabras, el ideal de empresas mixtas o cooperativas que Terra ya había esbozado en ante- 
riores oportunidades: en 1929 apoyó la instalación de una refinería de petróleo de capita- 
les mixtos, como lo había propuesto Ismael Cortinas en el Consejo N. de Administración; 
había elevado un proyecto para crear la “Fábrica Nacional de Portland” de acuerdo al ré- 
gimen cooperativo belga (71). 


Los sectores conservadores no se oponían a las empresas mixtas: el importador Euge- 
nio Plottier -miembro del “Comité N. de Vigilancia Económica” propuso en 1930 fundar 
una cooperativa mixta con apoyo estatal para establecer una fábrica de portland (72). 


Similar era la idea de “Frigorifico Nacional” que los dirigentes rurales habían logrado 
plasmar. 
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El Estado debía suministrar el capital, o el grueso del mismo, asegurar las condiciones 
de mercado para que este tipo de empresas no fracasaran, y participar (minoritariamente 
de ser posible), en su gobierno. De esta forma se posibilitaría al capital privado el control 
sobre la actividad y su futuro desarrollo a influjos de esta especie de tutela oficial. 


En el caso de “Conaprole” su gobierno, al revés del “Frigorífico Nacional”, se le asig- 
nó a una mayoría de productores; los que elegían y decidían de acuerdo a su peso en el 
mercado, respetando su tamaño económico. Demás está decir que independientemente de 
los porcentajes reales, este proyecto luego hecho ley, respetó la estructura del agro uru- 
guayo sin dar igualdad de oportunidades a los pequeños productores. Se votaba de acuer- 
do a las cuotas aportadas, las que estaban en función del número de ganado y superficie 
del predio explotado. 


Igual aconteció æn los hechos- con el “Frigorífico Nacional”, donde los pequeños 
productores en la práctica accedieron -cuando pudieron hacerlo y no quedaron margina- 
dos- a la condición de pequeños accionistas. En ello quedó de manifiesto que el medio ru- 
ral tenía una estructura de poder propia, en la que el gran capital se preocupó por contro- 
lar algunos resortes básicos del gremialismo para obtener prebendas en nombre del agro, 
prebendas que beneficiaban de desigual manera a la totalidad de los productores rurales 
nacionales. 


Se debió reglamentar el mercado para la industria láctea, -que había crecido desorde- 
nadamente-, y que fue una de las escasas ramas fabriles que había canalizado una porción 
del excedente rural. 


Pero esta singularidad no alcanzó a ocultar que la leche que consumía Montevideo, 
que albergaba según cifras oficiales un tercio de la población del país en 1930 (73), tenía 
algo más que importancia económica. 

Puede percibirse las dificultades para pasar a un régimen de mercado libre, de capita- 
lismo ortodoxo, en el que la ley de la oferta y la demanda determinara la rentabilidad y 
supervivencia de las distintas actividades económicas. Por el contrario, el precio de la le- 
che fue fijado administrativamente, desglosándose lo que debía percibir el industrializa- 
dor, el productor, el intermediario y el Mun pao (en la década del cuarenta la leche en- 
traría en el régimen de los subsidios). 


Después del nacimiento de “Conaprole” la industria láctea creció y se expandió, lle- 
gando en ocasiones a participar de las exportaciones del país. Sin embargo, como ya lo 
consignáramos con cifras, esta expansión fue horizontal y no en profundidad: la producti- 
vidad entre 1936 y 1952 disminuyó. 





1) 


2) 
3) 
4) 


5) 
6) 
7) 


8) 
9) 


10) 
11) 
12) 
13) 
14) 
15) 
16) 


17) 
18) 
19) 
20) 
21) 
22) 


CITAS 


José P. Barrán y Benjamín Nahum, Historia Rural del Uruguay Moderno, tomo VI, (La civiliza 
ción ganadera bajo Batile - 1905-1914), Montevideo, Editorial Banda Oriental, 1977, pp. 129-138. 


ibidem, 

ibidem. 

Juan C. Quinteros Delgado, La industria y el Estado en el Urugusy, Montevideo, Garcia, 1926, 
p. 172, 

Número extraordinario, 30 de julio де 1928, página 89. 

Revista de la Asociación Rural del Uruguay, No. 9, Setiembre de 1933, página 10. 


Diario de Sesiones de la Cámara de Representantes, Acta 65 Sesión, página 175, 29 de octubre de 
1935, 


La Mañana, No. 5646, 20 de mayo de 1933, p. 4. 
0.5.С.Е., 65 Sesión, р. 136, 31 de octubre de 1935. 


Cerso Agropecuario - 1937, Tomo 2, рр. 6 г 2. 
D.S.C.R., 65 Sesión, р. 192, 31 de octubre de 1935, 
D.S.C.R., 65 Sesión, р. 174, 29 de octubre de 1935. 
D.S.C.R., 65 Sesión, р. 181, 29 de octubre de 1945, 
Censo citado, рр. 5 а 8. 

D.S.C.R., 65 Sesión, р. 174, 29 de octubre de 1935, 


Cifras del Banco República en Revista del Banco de la República O. del Uruguay, Octubre de 
1942, No. 3, 


D.S.C.R.., 6 Sesión extr., pp. 20 а 22, 14 de enero de 1935, 

ibidem, 

ibidern. 

D.S.C.R., 46 Sesión, рр. 27 255,3 de setiembre de 1935. 

Libro del Centenario del Uruguay, Montevideo, Agencia Capurro, 1925, pp. 659-60. 
Diario Oficial, No. 7086, pp. 1243 a 1250 c, 15 de febrero de 1930. 


235 


23) 
24) 
25) 
26) 
27) 
28) 
29) 
30) 
31) 
32) 
33) 
34) 
35) 
36) 
37) 
38) 
39) 
40) 
41) 
42) 
43) 
44) 
45) 
46) 
47) 
48) 
49) 
50) 
51) 
52) 
53) 
54) 
55) 
56) 
57) 
58) 
59) 
60) 
61) 
62) 


Diario Oficial, Мо. 6559, pp. 500 a 503 с, 24 de abril de 1928. 
Diario Oficial, No, 7246, pp. 2196-2198 e, 11 de setiembre de 1930. 
Diario Oficial, No. 7850, p. 325 e, 11 de octubre de 1932. 

Diario Oficial, Мо. 7884, р. 1527 с, 22 de noviembre de 1932. 
Diario Oficial del 7 de febrero, 16 y 26 de noviembre de 1934, páginas 730 с, 1447 c y 1737 с. 
Diario Oficial, 2 de noviembre de 1936, р. 1058 с. 

D.S.C.KR., 6 Sesión, pp. 20 a 22, 14 de enero de 1935, 

Registro Nacional de Leyes y Decretos, 1933, p. 284. 

ibidem., р. 116364. 

D,S,C.R., 5 Sesión Ext., p. 5, 7 de enero de 1935. 

D.S.C.R., 62 Sesión, pp. 29 a 32, 5 de diciembre de 1934. 

ibidem. 

ibidem. 

ibidem. 

Diario de Sesiones de la Cimara de Senadores, 25 Sesión, р. 240, 1 de julio de 1975. 
D.S.C.R., 30 Sesión, p. 213, 1 de julio de 1935. 

D.S.C.R., 46 Sesión, p. 27 а 55, 3 de setiembre de 1935. 

D.S.C.R., 65 Sesión, pp. 170 a 173, 29 de octubre de 1935. 
р.5.С.В,, 74 Sesión, р. 91, 18 de noviembre de 1935. 

D.S.C.R., 65 Sesión, pp. 162 a 165, 29 de octubre de 1935. 
ibidem. 

ibidem. 

ibidem. 

ibidem, 

D.S.C.R., 65 Sesión, pp. 169-70, 29 de octubre de 1935, 

D.S.C,R., 65 Sesión, p. 198, 31 de octubre de 1935. 

D.S.C.R., 65 Sesión, р. 177, 29 de octubre de 1935. 

р.5.С,5., 82 Sesión, р. 366, 13 de diciembre de 1935. 

D.S.C.R., 68 Sesión, р. 40, 6 de noviembre de 1935. 

D.S.C.R., 71 Sesión, р. 72, 12 de noviembre de 1935. 

D.S.C.R., 68 Sesión, р. 40, 6 de noviembre de 1935. 

D.S.C.R.., 74 Sesión, p. 35, 19 de noviembre de 1935, 

ibidem. 

citado por Quinteros Delgado en op. cit., р. 172. 

José L. Martínez, Gabriel Terra, Montevideo, 1938, tomo 3, р. 137. 
Ю.5.С.5.,1 Sesión Ext., p. 139, 16 de diciembre de 1936. 
D.S.C.R., 65 Sesión, pp. 173 a 176, 29 de octubre de 1935, 
D.S.CR., 65 Sesión, рр. 194 y 195, 31 de octubre de 1935. 
D.S.C.R., 67 Sesión, pp. 24 y 25, 5 de noviembre de 1935. 
D.S.C.S., 82 Sesión, рр. 363-64, 13 de diciembre de 1935. 





D.S.C.R., 65 Sesión, рр. 177 a 181, 29 de octubre de 1935. 
D.5.C.S., 82 Sesión, pp. 355-70, 13 de diciembre de 1935. 

- DS.C.R., 78 Sesión, р. 101, 19 de noviembee de 1935. 
D.S.C.R., 74 Sesión, p. 81, 18 de noviembre de 1935. 

D.S.C.R., 66 Sesión, pp. 5 a 17, 4 de noviembre de 1935, 
D.S.C.S., 82 Sesión, рр. 355 a 370, 13 de diciembre de 1935. 

D.S.C.R., 74 Sesión, p. 87, 18 de noviembre de 1935. 


Conaprole - Plan de desarrollo industrial, (mimeo); citado por La cuenca lachera de Montevideo, 
Montevideo, Universidad de la República, 1968, p. 27. 


Véase nuestro Inversiones extranjeras y petróleo, Montevideo, F.C.U., 1979, pp. 107 y 125, 


ye 


ibidem., p. 125. 
El 31,34 ¿según cifras del Banco República consignadas en Sinopsis Económica y Financiera del 
‚р. 29. 





CAPITULO 4 


EL URUGUA Y AGRICOLA 
introducción 
La agricultura, al igual que la ganadería, fue introducida en Uruguay por el conquista- 
dor europeo. Esto es, por lo pronto, lo que permite afirmar el actual de la ar- 


queología: hasta el momento se cree que los indígenas primigenios no conocían esta acti- 
vidad sedentizadora. 

La agricultura se desarrolló en una primera etapa, junto a los núcleos poblados, a cu- 
yo abastecimiento se orientó. 


Su crecimiento se produjo en consonancia con el del país en el último tercio del siglo 
XIX. Acompañó por lo tanto el incremento poblacional y el incipiente desarrollo indus- 
trial. Sin embargo, este crecimiento fue muy relativo en lo que se refiere al total de la su- 
perficie explotada y su importancia deviene de la referencia a un pasado por demás débil. 


De alguna manera, si se compara el desarrollo agrícola uruguayo con el de sus veci- 
ños, se pueden encontrar caracteres especificos que los diferencian entre sí. 


Al colonizar Brasil los portugueses se preocuparon en desarrollar la agricultura para 
intentar resolver una de las grandes preocupaciones de la corona: Portugal consumía más 
trigo del que producía. Era esta una actitud radicalmente opuesta a la del conquistador 
español. Es así que en Río Grande do Sul la cultura del trigo comenzó según Leitmam 
con la ocupación portuguesa en 1737. Hacia 1780 las exportaciones de trigo eran impor- 
tantes, y su ciclo finalizó en los primeros años de la década de 1820, en que fue sustituido 
por la industria del .charque. Paradójicamente, el cultivo comenzó a resentirse a medida 
que los lusos-brasileros penetraban en la Banda Oriental, entre 1817 y 1825. Las sequías 
en el noreste brasileño, la decadencia de los saladeros orientales, el ganado arreado desde 
la Banda Oriental determinaron la expansión de la pecuaria riograndense (1). 


Argentina vivió en el siglo ХІХ un periodo de expansión agrícola. Entre 1850 y 1890 
se desarrolló el proceso de colonización agrícola en Santa Fé, 


Además, la campaña al desierto de Roca en 1879, permitió la apropiación de nuevas 
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tierras y la consolidación de una poderosa clase terrateniente que canalizará el auge de la- 
inmigración europea de la década del ochenta, fomentando la agricultura por el sistema 
del arrendamiento o aparcería (2). La agricultura ocupó un sitial importante en las expor- 
taciones argentinas, y esta evolución consolidó la región agrícola en las provincias de San- 
ta Fé, Córdoba, Entre Ríos y Buenos Aires. 


En cambio, por muy diversos factores, Uruguay no conoció fronteras de expansión 
agrícola al estilo estadounidense, o salvando los matices, argentino. 


Pequeño en extensión territorial, con un sistema productivo ganadero extensivo, la 
agricultura debía de sustraer tierras no a los indígenas (porque ya estaban exterminados), 
sino a los vacunos y ovinos. De ahí que no resulta aventurado afirmar que la agricultura 
avanzó hasta donde se lo permitió el latifundio ganadero. 


Tierras y rendimiento económico eran dos de los grandes frenos de la agricultura en 
Uruguay (no los únicos por cierto). Ya Barrán y Nahum han demostrado que en 1908 la 
productividad por hombre en la agricultura era casi 8 veces menor que en los departamen- 
tos vacunos y casi 6 veces menor que en los departamentos ovejeros, y ello se debió al ma- 
yor requerimiento de mano de obra de la agricultura (3). 


Sin embargo la mancha agricola fue expandiéndose sobre el mapa del Uruguay. Y de 
alguna manera, al igual que el ferrocarril y luego іа carretera, lo hizo desde Montevideo. 
Fueron los departamentos fronterizos a la ciudad-puerto, los preferidos por los agriculto- 
res. Cercanía con el principal centro de consumo y facilidad en las comunicaciones predis- 
ponían a ello. Luego se le sumaron los limítrofes a los fronterizos, у así se fue configuram- 
do un área agrícola que a principios del siglo XX abarcaba Montevideo, Canelones, San 
José, Maldonado, Colonia y Soriano. 

La agricultura cumplía, además de su finalidad económica, una función social: seden- 
tarizaba al hombre, lo fijaba a la tierra. No resulta extraño pues que fuera vista como una 
de las soluciones para los desocupados por la implantación de nuevas técnicas de explota- 
ción ganaderas, o como uno de los panaceas para liquidar los continuos levantamientos ar- 
mados que se sucedían en la campaña uruguaya. Esta finalidad domesticadora fue retoma- 
da por el batilismo, a quien correspondió librar la última de las contiendas fratricidas al 
viejo estilo. Pero además, para el elenco que'rodeó y bebió de Batlle y Ordóñez, era una 
manera de minar el latifundio, de limitarlo. La conciencia agrícola no fue una creación 
original del batllismo, pero él se nutrió de ella y la difundió como parte constitutiva de su 
ideario. La colonización agrícola fue enunciada como uno de los desideratums del país, y 
también encarada, aunque con magros resultados. 


Al producirse la crisis de 1929 existía ya cierto desarrollo agrícola, y también una 
conciencia que lo apuntalaba y trataba de extender. Рог lo pronto la “solución agrícola” 
fue una de las tantas esbozadas. Diversificaría la balanza comercial al incorporar otro ru- 
bro de exportación, y además, solucionaría el problema de la desocupación. De alguna 
manera eran las finalidades de siempre. A lo que habría que agregar que produciría mate- 
ria prima para el ansiado despegue industrial (otras de las soluciones). 

Así, en julio de 1931, Tomás Berreta decía en el Consejo М. de Administración: “Еп 
todas formas se ha dicho -sin negar por ello influencia a otros importantes factores- que 
por vía de la diversificación de cultivos se irá a la consolidación de nuestra industria agri- 
cola, constantemente amenazada porque descansa actualmente en un reducido número de 
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renglones que -cuando alcanzan a satisfacer el consumo interno- no pueden derivar hacia 
mercados extranjeros porque los precios internacionales no compensan los costos de pro- 
ducción...” (4). 


En mayo de 1933, en un estudio de la “Cámara Nacional de Comercio”, se transcri- 
bió un memorándum redactado por Francisco E. Graffigna: “Si nuestra organización eco- 
nómica pudiese poner en este momento en la balanza comercial de nuestro intercambio in- 
ternacional el importe de un millón de toneladas de trigo, de lino y de maiz, que al valor 
actual importa, término medio, alrededor de diez y ocho a veinte millones de dollars, esto 
solo representaría, grosso modo, un aumento de 60% sobre el monto total de nuestra ac- 
tual exportación...” (5). 


El Ministro de Industrias Dr. Edmundo Castillo, al inaugurar la “Exposición de Gran- 
ja y Lechería”, en julio de 1930, había sido suficientemente explícito: “Ni la ganadería ni 
la agricultura extensivos, pueden damos los recursos materiales que necesitamos. 

La primera sólo permite el sostenimiento de un número relativamente reducido de 
propietarios o arrendatarios y sin embargo acapara más del 907 de la tierra, es decir de la 
riqueza natural permanente y disponible del país. 

La segunda lleva una vida estrecha y vacilante y aunque en un espacio más reducido, 
da alimento y recursos a un mayor número de familias, está y estará siempre muy lejos de 
permitir el progreso económico del país, 

Sólo la explotación intensiva de nuestros campos, la estancia arada y la granja, nos 
pueden proveer de los medios indispensables para vivir con desahogo y sobre una sólida 
base económica, proseguir la obra de mejoramiento social y moral a que aspiramos...” (6). 


O sea que la solución sería un tipo de agricultura intensiva, a semejanza de los países 
más desarrollados, lo cual tenía -dadas las dificultades de la hora- un serio inconveniente: 
era el tipo de desarrollo agrícola que requería mayor inversión. Sin embargo esta imagen 
fue muy cara a los contemporáneos que ya comenzaban a asimilar también las “desventa- 
jas” de la agricultura simple. El país granjero era un paso más adelante que el país agríco- 
la, un cambio cualitativo que fue aplaudido por muchos de los seguidores de Batlle (Be- 
rreta, Brum, etc.). 


Claro que desde el sector ganadero arreciaron las críticas al “país agrícola”, en espe- 
cial a la política cerealera contra la que de alguna manera también reaccionaron los parti- 
darios de la ““granjerización”. 

Así el Prof. Alberto Boerger, director del semillero oficial “La Estanzuela”, dijo en 
marzo de 1931 en el XV Congreso de la Federación Rural reunido en San Carlos (Maldo- 
nado): “Pude convencerme así, que muchos de aquellos hacendados progresistas poco 
quieren saber de la agricultura. Para ellos la riqueza del país descansa sobre la explota- 
ción ganadera” (7). _ 


“La Mañana” afirmaba en abril de 1931: “Convendría, pues, dejar de lado esos sue- 
ños de competencia con los emporios cerealistas, que tantos quebrantos graves están cau- 
sando en estos momentos en varios países del mundo, para recomendar, con espíritu préc- 
tico, la dedicación necesaria a la obra, tan provechosa para la economía colectiva, fomen- 
tar los cultivos de forrajes para asegurar en todo tiempo el mantenimiento ventajoso de 
nuestros ganados, que siguen siendo, pese a todas las novelerías, la principal riqueza ne- 
cional...” (3). 
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En sigor, ш ganadería intensiva no era posible sin el auxilio de la agricultura forrajera. 
Lo que también fue comprendido por un sector de productores. Sin embargo la reacción 
se centraba en el “cerealismo”, concepción agrícola en la que el Estado jugaba un rol im- 
tervencionista para asegurar la rentabilidad de la actividad. 


Crisis y agricultura. 


Cuando sobrevino la crisis, los productos agrícolas, al igual que otras materias primas, 
descendieron abruptamente: 2 mediados de 1932 se calculaba en Estados Unidos que los 
precios representaban el 52% de los anteriores a la guerra. Y esto sucedía en el país que 
había sorprendido por su irrupción entre los grandes productores del mundo, y por el аі 
to grado de tecnología que aplicaba. 

Gran Bretaña en 1931 impuso derechos protectores del diez por ciento o más sobre 
todos los artículos alimenticios con excepción de una corta lista, y apoyó planes de ventas 
para asegurar el precio mínimo a muchos otros. 


A los productores trigueros aseguró un precio que a veces llegaba al doble del que te- 
nía en el mercado libre, carga que -como dice Day- recayó en último término sobre el con- 
sumidor de pan (9). La agricultura británica suministraba alrededor del 40% de los alimen- 
tos consumidos por el país, y su política en este sector trató de apuntalar a los producto- 
res. 


En Estados Unidos, a partir del “New Deal” de Roosvelt en 1933, se pasó a proteger 
la agricultura (como antes se había hecho con la industria), abandonándose el sistema del 
“laissez faire”. El programa se cumplió a expensas del consumidor y del contribuyente. 

La estrategia apuntaba a un objetivo: restablecer el poder adugisitivo del agricultor al 
nivel de su posición económica durante el período anterior a la guerra (1909-1914). El 
recurso fue la inflación y el ajuste de la producción a las necesidades del mercado. Para 
ello la “Ley de Ajuste Agrícola” de 1933 estipuló la reducción de las áreas dedicadas al 
trigo, algodón, tabaco, maíz y controló la crianza de cerdos. A los productores el Estado 
abonó un subsidio por las superficies que debían dejar sin trabajar, aunque factores climá- 
ticos y el cultivo más intensivo dieron por resultado -según Faulkner- una producción de 
algodón, maíz y cerdos en 1933 que no estaba por debajo de las de 1932. La política de 
restricción de la producción agrícola norteamericana sirvió de estímulo a la de otros paf- 
ses, y fue complementada por otras medidas (reducción de deudas, seguridades respecto а 
los juicios hipotecarios, etc.) (10). 

La destrucción de alimentos en un período de hambre, la escasez artificial, tendían a 
restituir el lucro y eran medidas que en otras áreas aplicaba la industria monopolista. 

Estas políticas repercutieron favorablemente en las cotizaciones mundiales. Según 
una estadística de la “Sociedad de Naciones”, entre diciembre de 1933 y mayo de 1935 el 
trigo aumentó un 24.5, en cambio el maíz descendió un 10.6. Es decir que se producía 
una reacción favorable en algunos rubros (11). 


La política del Consejo Nacional de Administración. 
Cuando se produjo el “crac” de la Bolsa de Nueva York, el Estado uruguayo, par in- 
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termedio de la rama ejecutiva que legislaba en asuntos económicos, había ya implantado 
una política de fijación de precios que no era por cierto novedosa en el mundo económi- 
co, pues Inglaterra, Francia y otros países la habían aplicado ya hacía más de un хірјо. El 
mismo mes del derrumbe de los valores estadounidenses, el Consejo N. de Administración 
trataba un proyecto por el cual el Banco República construiría veintinueve graneros para 
depósitos de cereales en los departamentos de Salto, Paysandú, Soriano, Colonia, San Jo- 
sé, Canelones, Maldonado, Lavalleja y Florida. Los mismos tendían a facilitar las condi- 
ciones de comercialización, protegiendo a los agricultores. El proyecto fue aprobado, con- 
templándose además -por iniciativa de Cortinas y Brum- incluir los departamentos de Arti- 
gas y Cerro Largo, y retirándose una cláusula que hacía obligatorio el transporte de cerea- 
les por las líneas del Ferrocarril Central cuando fueran depositados en galpones construi- 
dos en terrenos cedidos por dicha empresa (12). 


En el caso particular del trigo, a comienzos de 1929 el C.N. de Administración inten- 
tó encarar la crisis del cereal (en el mercado interno regía un precio más alto que el inter- 
nacional)- mediante la adquisición por el Estado del excedente de la cosecha y su exporta- 
ción, absorbiendo éste las pérdidas. La ley se aprobó en agosto de 1929 y autorizó al C.N. 
de Administración a adquirir directamente a los agricultores hasta 30.000 toneladas al 
precio de $ 4.50 los cien quilos embolsados, puestos en los puntos de embarque y con un 
peso específico de 78 kgs. por hectolitro. Pero además, se establecía un sistema de bonifi- 
cación para los agricultores que hubiesen vendido sus cosechas antes de la citada ley (13). 


La Cámara Mercantil de Productos del País entendió que la medida perjudicaba al 
agricultor “y a otros gremios que en ejercicio de su acción legítima, son sus mejores auxi- 
liares”, proponiendo una fórmula mixta en que el Estado adquiriera el trigo a los agricul- 
tores o en plaza. Esta medida tendía obviamente a proteger su mercado, afectado notoria- 
mente por una medida que desplazaba en parte a los intermediarios existentes (14). 


Este sistema fue cuestionado por algunos especialistas en temas agrícolas, (tal el caso 
de Francisco Gómez Haedo y E. Soarez Netto) que en 1932 afirmaron “que el resultado 
total experimentado consiste en que de inmediato ES LA TIERRA Y SUS PROPIETA- 
RIOS QUIENES APROVYECHAN DEL ALZA ARTIFICIAL Y LOS BENEFICIOS, con 
e] detalle de que el alza de las ventas repercute en todas las otras ramas de cultivos AUN 
las no fomentadas, y establece así un encarecimiento general” (15). 


En el Mensaje a la Asamblea General de marzo de 1930, decía el Ministerio de Indus- 
trias: 
“Más todavía que la ganadería, la agricultura y sus ramas afines, se resienten por la falta 
de perfeccionamiento de los métodos de producción y colocación, no obstante lo cual ha 
contribuido en los tres años próximos pasados, a remontar la cifra de nuestras exporta- 
ciones y a llenar en parte el vacío ocasionado por la reducción de nuestro comercio gana- 
dero” (16). 

En febrero de 1930 una nueva ley dispuso que el Estado comprara el saldo exporta- 
ble de trigo al precio de $ 5,00 los 100 kgs., pero además otorgó a los molineros primas a 
la exportación de harinas para cubrir las diferencias entre las cotizaciones del mercado in- 
іетпо y externo. - 

Estas medidas, ей su conjunto, demandaron al Estado una erogación de un millón de 
pesos (17). 
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Boerger entendió que los precios de exportación probablemente eran más bajos que 
el costo de producción en las chacras de cosechas pobres (18). 


Y Luis А. de Herrera manifestó en el Consejo que la misión del Estado no consistía 
en sustituir la acción privada. Ella debía canalizarse en ayudar y estimular la producción, 
pero no en adquirirla. Propuso en lugar de precios artificiales, primas -tanto para ganade- 
ros como para agricultores e industriales-. Calificó de “simplista” el procedimiento de que 
el Estado se convierta en acopiador, afirmando que si él prosperaba también debería ad- 
quirir la zafra lanera, ya que los precios también habían bajado para ese renglón (19). 


Berreta se mostró partidario de primas por hectárea sembrada que ampararían a los 
agricultores, con excepción de los grandes: “la reglamentación actual como lo ha enseña- 
do la experiencia, sólo beneficia a los labradores pudientes que pueden esperar que la Co- 
misión de Semillas se ponga en condiciones de recibir el trigo, mientras los labradores más 
necesitados, tienen que entregar sus cosechas a extraños, quienes después burlando la ley, 
entregan dichos trigos en provecho propio, no alcanzando muchas veces ningún beneficio 
el agricultor” (20), 


Sin embargo se continuó con la misma política en 1931, en que se repitió el precio de 
cinco pesos los cien quilos. En 1932 el Ministerio de Industrias informaba que no se ha- 
bíar: producido pérdidas para el Estado en el segundo año de aplicación de la ley, mien- 
tras que los agricultores se habían beneficiado durante ese lapso en aproximadamente tres 
millones y medio de pesos: “Si en defecto de la ley, -manifestaba-, las cotizaciones se hu- 
bieran regido por los precios internacionales, que fueron bajísimos estos dos últimos años, 
el cultivo del trigo habría sido abandonado... | 

El Estado, tan pronto como las circunstancias lo permitan, deberá monopolizar la 
compraventa íntegra de las cosechas...” (21). 


También en lo que respecta al maíz el proteccionismo estatal se anticipó a la crisis, 
frente a іа presión de 3.000 agricultores que se trasladaron a Montevideo demandando 
evitar la caída de su precio. La Asamblea General sancionó una ley autorizando al Consejo 
a adquirir y exportar hasta 40.000 toneladas de maíz de la cosecha 1928 por intermedio 
de la Comisión Oficial de Semillas, a $ 3,80 los cien quilos puestos en los puertos de em- 
barque. Además, se manejaba la posibilidad de industrializarlo mediante la reapertura de 
destilerías -de hecho clausuradas-, y el establecimiento de un derecho del 30% sobre la im- 
portación de alcoholes extranjeros. En 1930 el Consejo solicitó a la Asamblea General la 
sanción de un proyecto de ley por el que se autorizaba la adquisición del saldo exportable 
de maíz por cinco años, a $ 3,50 los cien quilos (22). 


Según informó el Consejero Tomás Berreta en agosto de 1931, este proyecto había 
sido aprobado por el C.N. de Administración y la Cámara de Representantes, pero aún no 
tenía sanción definitiva (23). Ya en junio, cuando se denunciaba que el maíz era utilizado 
como combustible, el Consejo aprobó contratar con la Caja de Jubilaciones de Empleados 
y Obreros de Servicios Públicos, un préstamo de un millón de pesos para destinarlo a su 
compra е industrialización. También se aprobó una iniciativa del Ministro de Industrias 
por el cual era obligatorio la utilización en la elaboración del pan de un 30% de harina de 
maíz (24). 

Al aprobarse el proyecto por el que se creó la ANCAP en 1931, se creyó que dado 
que al nuevo ente se le había cometido la elaboración de alcoholes, el problema del maíz 
se solucionaría. Pero las divergencias con Meillet, propietario del grueso de las destilerías 
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uruguayas, demoraron esta solución a la espera que el organismo encarase la construcción 
de una destilería propia, solución que en principio aparecia como la más económica. En 
setiembre de 1932 varios agricultores del departamento de San José solicitaban una ley 
que dispusiese la inmediata fabricación de alcohol, o que asegurara un precio mínimo a la 
cosecha (25). 


Ya en diciembre de 1931 Berreta sostuvo que lo que podía salvar al agricultor de la 
caída de los precios del trigo y del maíz era la diversificación: remolacha azucarera, ceba- 
da cervecera, tabacos, oleaginosos, papas. És decir, orientar la producción al abastecimien- 
to de las necesidades industriales (26). 


La ausencia de soluciones para la comercialización del maíz, y la lenta recuperación 
de su cotización internacional, determinarían en los años siguientes el incremento del área 
triguera. 

А iniciativa de Berreta se constituyó una comisión en julio de 1931 con el cometido 
de fomentar el cultivo del lino. Por su parte Herrera pidió insistentemente la defensa de 
los viticultores, denunciando la existencia de un trust de bodegueros, solicitando la crea- 
ción de un “Sindicato de la Uva”, exigiendo la sanción legislativa de un proyecto creando 
un “Instituto de Viticultura”? en Salto y el otorgamiento de primas pagadas por los bode- 
gueros (27). 

Se intentó fomentar la actividad granjera mediante una cooperativa de exportación 
de esos productos. También se tomaron medidas para abaratar los superfosfatos, y se ci- 
fraba gran esperanza en la puesta en marcha en 1930 de la fábrica de ácido sulfúrico del 
“Instituto de Química Industrial” que giraba en la órbita estatal. Se constinuó restituyen- 
do a los agricultores el derecho de importación del combustible utilizado en sus tareas. 


También se encaró la construcción de un “Mercado de Frutos” en el puerto de Mon- 
tevideo, y mediante la construcción de graneros se intentó corregir las distorsiones en la 
comercialización: el Banco República podría anticipar hasta el 70% del valor de las cose- 
chas depositadas, comercializarlas y exportarlas (28). Pocos meses antes de la alteración 
institucional el Parlamento sancionó, a pedido del C.N. de Administración, una ley que 
acordaba medio millón de pesos de rentas generales con destino a préstamos a agriculto- 
res perjudicados por la crisis y otras por la que se creaba una “Sección de Crédito Agríco- 
la de Habilitación” en el Banco República, con cinco millones de pesos de capital en títu- 
los de deuda, cuyos préstamos no podrían devengar intereses superiores al 5 y medio por 
ciento anual. Quedaba por resolver el proyecto de conceder al Estado el monopolio de la 
importación de trigo (con lo que tendría el control del precio interno del cereal), y la 
aprobación por el Senado de un proyecto que destinaba cinco millones de pesos al fomen- 
to de la colonización agrícola mediante la adquisición de tierras (29). 


La política terrista. 


Después del 31 de marzo de 1933, Terra continuó con la política heredada del CN. 
de Administración de protección y apoyo al sector triguero, contando paralelamente con 
el respaldo internacional de las medidas adoptadas en Estados Unidos por Roosvelt, que 
si bien no fueron (no podían serlo) idénticas a las uruguayas, por lo menos permitieron 
vislumbrar un camino por el que se alcanzaría en poco tiempo una mejoría mundial en el 
rubro cereales. 





En noviembre de 1933 se fijó una tarifa diferencial para el trigo: $ 4,50 los cien kilos 
puestos en los graneros oficiales o depósitos habilitados, y $ 4,75 en Montevideo. Dias 
después se subió a $ 5,00 los cien kilos de trigo puestos en Montevideo, con un aumento 
entre febrero y noviembre de 1934 de 0,05 mensual, alcanzando en noviembre de 1934 la 
suma de $ 5,50 los cien quilos. En la reglamentación que se hizo de esta ley -aún no había 
Parlamento- se decretó que la operación de compra-venta de trigo era libre, debiendo los 
compradores elevar una planilla estipulando los precios abonados, forma de pago, etc. En 
sus compras el Banco República estaba habilitado a adelantar hasta el 80% del valor mini- 
mo del trigo. Estas medidas tendían a tranquilizar a Jos intermediarios, amenazados en los 
últimos meses del Consejo Nacional de Administración por la posibilidad del monopolio 
estatal en el comercio de granos. Además, el Estado siguió desembolsando dinero para no 
desestimular el cultivo. En su balance al 31 de diciembre de 1934, el Banco República de- 
claró haber invertido $ 3:067.833 en la aplicación de las leyes trigueras de 14 y 30 de no- 
viembre de 1934 (30). 


A principios de 1934 se reglamentó las primas a la exportación de trigos y harinas, fi- 
jados por un tratado del año anterior. Además se adoptó otra medida de indudable tras- 
cendencia como lo fue la creación de una “Junta Honoraria de Granos” -el decreto fue fir- 
mado por Terra y su Ministro de Industrias Augusto César Bado- para asesorar а] P.E. en 
todo lo que se relacionara con el comercio de las producciones cerealeras y oleaginosas, 
teniendo facultades de instituto planificador: podía aconsejar la reducción de áreas de 
cultivo y la extensión de otros más convenientes para los intereses del país. Estaba inte- 
grada por un delegado del Ministerio de Industrias, tres de los agricultores, uno de la Cá- 
mara Mercantil de Productos del País, Banco de la República, Banco de Seguros, Asocia- 
ción de Ingenieros Agrónomos y Banco Hipotecario del Uruguay. Entre los considerandos 
se decía, citando que las medidas anteriores sólo tendían a la defensa directa de la produc- 
ción triguera, “que es de sabia política económica propender a la diversificación de la 
producción, propiciando medidas de defensa de todos los cultivos adaptables al país y con 
mercados consumidores” (31). 


La acción de la Junta se inscribia dentro de la política de economía dirigida que es- 
taba en boga en otros países. 


En noviembre de 1934 el Parlamento trató nuevamente la fijación del precio del tri- 
go. El Poder Ejecutivo afirmó en los considerandos de su propuesta, que dada la situación 
internacional no podía abandonar al agricultor al libre juego de la oferta y la demanda. 
Ese año se había reunido la "Conferencia Internacional del Trigo” en Londres y había 
llegado a la misma conclusión: era prematuro que el Estado se desentendiera de la suerte 
de la producción. A ella asistieron los principales productores mundiales: Estados Unidos, 
Argentina, Canadá, Australia, etc. 


La ley promulgada el 13 de diciembre de 1934 establecía en $ 5,00 los cien quilos 
puestos en Montevideo, reteniendo el Estado veinte centésimos para crear un Fondo por 
posibles pérdidas en la exportación del cereal. Además se asignó al Banco República la fa- 
cultad de controlar el cumplimiento del precio mínimo autorizándosele a inspeccionar la 
contabilidad de los comerciantes e industriales involucrados en los negocios de compra-ven- 
ta del cereal. Incluso se llegó a fijar en $ 4,50 el precio mínimo, descontado los gastos de 
transportes, pudiendo el Banco aumentarlo si el mercado internacional así lo aconseja- 
ba (32). 
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Esta política continuó teniendo opositores. Herrera afirmó que el precio mínimo del 
trigo “hace el cultivo fácil”, “que no exige mayor cuidado”, en vez de provocar la siembra 
de otros, que como'los oleaginosos encontrarían demanda en la industria nacional. El Se- 
nador Dr. Francisco Accinelli denunció que el Estado debía recompensar al productor por 
un precio que no le daba el mercado: “la agricultura en nuestro país, fuera de lo relativo 
al consumo interno, nunca será una fuente sensible de recursos” (33). 


En diciembre de 1935 se fijaron nuevas pautas. El precio mínimo se fijaba por un año 
en $ 5,00 los cien quilos (en el interior sería el de Montevideo, deducidos los gastos de 
traslado, pero nunca inferior a $ 4,50). 


Con fecha 16 de diciembre de 1936 el Ministerio de Ganadería y Agricultura autorizó 
la bre exportación del cereal. A esa altura el precio interno era inferior al internacional, 
según los voceros oficiales, y la mayoría de los países habían ya prescindido de la política 
de precios mínimos (34). Además el Banco República, que controlaba la comercialización 
de las divisas provenientes de la exportación, podía crear fondos de fomento a la agricul- 
tura. 


Frugoni denunció que la medida se tomaba en momentos en que se anunciaba el fra- 
caso de la cosecha de Estados Unidos, en que se vaticinaba la escasez mundial del cereal, y 
en que los compradores mundiales ya habían mandado sus agentes al Río de la Plata (35). 
А comienzos de 1938 los agricultores solicitaban medidas que los protegieran de los espe- 
culadores, por las posibles diferencias entre las cotizaciones internas y el precio interna- 
nal (36). 

Es decir que pese a las medidas tomadas (intervención del Banco República, graneros 
oficiales, adelantos sobre la cosecha), ellas no atacaron de fondo el problema de la distor- 
sión de la comercialización de los cereales originada por la acción de los grandes compra- 
dores mundiales. En la medida que el Estado se conformara con ser testigo, tampoco ten- 
dría los elementos para alterar la situación. 


La agricultura uruguaya pese a su debilidad intrínseca (en extensión y en costos), no 
pudo sustraerse de las condicionantes exógenas. 


Otras disposiciones favorecieron a los agricultores. Pero eHes no fueron dictadas espe- 
cificamente para protegerlos; sino en el marco de la defensa indistinta de los productores 
ruraks, 


El sueño agrícola y el problema de la tierra. 


En 1930, decía el Ministro de Obras Públicas Ing. Benavides en el С.М. de Administra- 
ción: ©“... los Estados Unidos de América y el Canadá nos ofrecen ejemplos prácticos del 
camino recorrido en países de producción agrícola extensiva y que allí debemos pues ins- 
рігагпоє para emprender nuestra organización en la materia, seguros de obtener inmedia- 
tos resultados favorables...” (37). 


Pero la historia de estos dos modelos mostraba que la expansión de la frontera agríco- 
la pudo concretarse por la existencia de abundantes tierras virgenes. 


Porque lo que separaba el sueño agrícola de la realidad, era precisamente el problema 
de la tierra. La propiedad rural estaba asentada como tal en todo el país, es decir, la tierra 











tenía poseedores jurídicos. Siempre que el Estado respetara ese orden, se reducían los ca- 
minos. Podía adquirirlas o expropiarlas. 


Pero ese papel que el Estado debía asumir, de “colonizador agrícola”, de alguna ma- 
nera también signaba el fracaso de sus intentos por alterar la condición de país ganadero. 


Sobre las dificultades de la tarea ya había manifestado César Mayo Gutiérrez: “Pen- 
sar en transformar, de la noche a la mañana, nuestro país en un cuadriculado de granjas, 
sería pasearnos por los espacios de la fantasía. Esas cosas no se hacen con la facilidad con 
que se pasa un tiralíneas sobre el mapa” (38). 


En la medida que la ganadería fuera más rentable que la agricultura, y que ésta nece- 
sitara del andamiaje protector para sobrevivir económicamente, las posibilidades de exten- 
derla y de transformarla en intensiva eran reducidas. Sin embargo, la crisis, que trastocó 
tantos resortes económicos, permitió vistumbrar cierta posibilidad de cambio. La ganade- 
ría sufría sus efectos, al igual que el resto de la economía. Y el Estado tendió a apuntalar 
la actividad agrícola, aunque en definitiva sólo pudo mantener una política triguera, que 
como vimos, acompasó la suerte mundial de este cereal. 


Pero obviamente los planes del elenco gobernante eran más ambiciosos que lo que en 
definitiva se alcanzó, y las causas de las limitaciones habría que buscarlas en la falta de tie- 
rras estatales. El Estado había sido propietario en la mitad del siglo XIX de gran parte de 
las tierras del país. Pero las había dilapidado en los más diversos fines: para obtener recur- 
sos, para abonar acreedores. La historia de las tierras fiscales algún día deberá ser escrita, 
y sin duda deparará sorpresas. Lo cierto es que cuando el alambramiento delimitó la pro- 
piedad física, al efectuarse antes que la mensura general del país, se prestó para apropia- 
ciones indebidas. No en vano cuando el elenco batltista esbozó una política agraria, Batlle 
habló de rescatar las tierras fiscales en manos de particulares (39). 


Todavía en 1937 se resaltaba el papel de las tierras fiscales en la implantación de cul- 
tivos. Decía el Senador Dr. Juan F. Canessa: *... en la República Argentina, La base enor- 
me que sirvió para hacer la explotación de la industria azucarera, fue porque el Poder Eje- 
cutivo dispuso que se hicieran las plantaciones en las tierras fiscales” (40). 


Sin embargo, en Uruguay la norma fue otra. El Estado debió adquirir tierras para im- 
pulsar sus planes de colonización agrícola (en octubre de 1929 la prensa informó que el 
Banco Hipotecario había adquirido 10.500 hás. de la estancia británica “La Concordia”, 
en Soriano) (41). 


En esta época Baltasar Brum había presentado un proyecto para expropiar 20.000 
hectáreas -“Tierras del Pueblo” las denominó- para ser arrendadas a 30 años de plazo a los 
habitantes de los rancheríos de campaña. La “Federación Rural” hizo saber que discrepa- 
ba con el sistema de arrendamiento, y que era partidaria de su venta a largo plazo, ya 
“que el ser propietarios induce a mejorar y trabajar los campos”. También elevó su dis- 
conformidad por el valor propuesto para la expropiación (42). 

Por su parte el Consejo N. de Administración aprobó en marzo de 1930 un proyecto 
de ley que facultaba al Banco Hipotecario para acordar préstamos en efectivo para la ad- 
quisición de predios rurales de hasta 300 hectáreas. La suma a ser facilitada por el Banco 
llegaría al 90% del valor requerido. 


Brum afirmó: “El mejor medio de que se baste a sí mismo es el sistema mixto (gran- 
ja); pero para lograr ese anhelo es sumamente precisa la subdivisión de la propiedad”. 
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La iniciativa contó con el aval del Comité N. de Vigilancia Económica, que sugirió 
que en determinados casos se extendiera el área propuesta а 500 hectáreas. Ismael! Corti- 
nas advirtió que en ese caso “se correría el peligro de que los pobladores o colonos en vez 
de dedicarse a la agricultura emprendiesen actividades ganaderas”. La “Federación Rural” 
aplaudió la medida porque propendia al fraccionamiento racional de la gran propiedad ru- 
ral, creando la mediana propiedad de régimen semi-intensivo de explotación agropecuaria, 
“cuyo tipo lo constituye la granja destinada a la producción lechera auxiliada con otros 
renglones como ser, la cría de cerdos, avicultura, apicultura, etc.”. 


Por su parte la Asociación Rural, en mayo de 1930, elevó a la Comisión de Hacienda 
y Fomento de la Cámara de Senadores una serie de normas colonizadoras: 1) los predios 
a expropiarse deberían estar en un radio de 15 kms. de las estaciones de ferrocarril, 20 
kms. de los puertos de embarque y capitales departamentales y en una faja de 10 kms. a 
lo largo de las carreteras y vías fluviales navegables; 2) sólo serían expropiados si sus pro- 
pietarios las tuvieran en arrendamiento, y de ser productor si no destinaba un 30% de la 
superficie a la agricultura; 3) el aforo de las propiedades debería ser revaluado y el nuevo 
monto serviría para las expropiaciones, etc. (43). 


Por esta época el problema de la desocupación se incrementaba y el trabajo de la tie- 
rra fue visto como una de las probables soluciones laborales. Así en 1931, al tratarse la 
Ley de Indeseables, el Senador Pablo M. Mineili entrevió la idea de que los inmigrantes sin 
ocupación la encontraran “si se destinara por ejemplo a la agricultura, gran parte de la tie- 
tra nacional empleada en la explotación extensiva de la ganadería...” (44). 


Claro que el sistema colonizador asentado en la expropiación de tierras planteaba 
problemas laterales. Y el más importante de ellos era la financiación de esas adquisiciones. 
Porque obviamente la puesta en marcha de estos planes no dependía del voluntarismo, si- 
no de los mecanismos de pagos y la capacidad del gobierno de instrumentarlos. No sería 
la primera vez que se fracasase en la materia por falta de fondos. Por otra parte el meca- 
nismo de emitir empréstitos estaba resentido por la propia crisis. 


En noviembre de 1931, Baltasar Brum presentó un proyecto de ley que autorizaba al 
C.N. de Administración a emitir un “Empréstito de Tierras Públicas” por un monto de 
cinco millones de pesos (6% de interés, 1% de amortización acumulativa), que se entrega- 
rían a las secciones de fomento rural de los bancos estatales (República e Hipotecario). Se 
le utilizaría en la adquisición de tierras, a un precio que no podía exceder al del aforo pa- 
ra la contribución inmobiliaria del período 1930-1931. Los títulos se utilizarían como 
forma de pago. Las tierras se entregarían en arrendamiento a 30 años, luego de ser subdi- 
vididas en estanzuelas, chacras, quintas, etc. Eran las que Brum denominaba “Tierras del 
Pueblo”, cuyo arrendamiento no podría superar el 7% anual del precio de adquisición. Se- 
rían beneficiados los inmigrantes radicados tres años antes de la promulgación de la ley, 
y preferentemente, los habitantes de los rancheríos (45). 


En una disertación en la Asociación Rural, en setiembre de 1932, se explayó sobre el 
tema. Dijo allí que la ganadería ya no era el mejor negocio, y que muchos estancieros que 
se resistían a vender sus tierras por el precio del aforo más un 30% de indemnización, aho- 
ra desearían “venderlas” por el precio del aforo sin indemnización alguna. Y este era el 
momento que el Estado debía elegir para adquirirlas para hacer de la desierta campaña un 
“jardín poblado de granjas”, “con carreteras transitadas por infinitos camiones” que 
transformarían al Uruguay en la “Dinamarca americana”, 
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Al Estado, dijo, no le convenía la ruina de los ganaderos porque ella sería la ruina del 
mismo. Si se remataran las tierras ejecutando a los deudores, si la tierra bajara a la mi 
tad de su valor, lo que produciría el impuesto a la contribución inmobiliaria no alcanzaría 
a cubrir los gastos de la deuda pública. En cifras: las tierras del país estaban avaluadas en 
2.500 millones de pesos y las deudas públicas importaban 250 millones de pesos, si las tie- 
tras bajaban а ја mitad de su valor el impuesto de 6 por mil debería ser duplicado para ha- 
cer frente a los intereses. Convenía entonces que el Estado adquiriese las tierras por el 
aforo del momento para mantener el equilibrio entre la riqueza de la tierra y la deuda pú- 
blica. Era partidario de arrendarlas a largo plazo -30 años como mínimo- con el reco- 
' nocimiento de las mejoras efectuadas por el ocupante: “La tierra, pues, en enfíteusis, NO 
SE VENDE SINO QUE SE DA EN USUFRUCTO A TODO AQUEL QUE QUIERA TRA- 
BAJARLA, consiguiéndose con ello un mayor bienestar en las clases populares, evitándo- 
se el surgimiento de ideas revolucionarias que pretende apropiárela por la violencia, sin 
otro resultado que el de sacrificar al propio pueblo...” (46). 

Las ideas de Brum despertaron la animadversión de los sectores más conservadores. 
Un aviso electoral del riverismo en noviembre de 1931, advertía a estancieros y agriculto- 
res que el batilismo colegialista era enemigo de la propiedad de la tierra. Uno de sus diri- 
gentes más encumbrados, Pedro Manini Ríos, expresó en un discurso radial: “En el orden 
económico veríamos esa misme mayoría reincidir en sus crasos errores nada más que para 
pagar tributo a la aparatosidad de fórmulas que se pretenden novedosas como la que ten- 
día a resolver el problema de la subdivisión de la tierra, guardándola en manos del terrate- 
niente Estado, para entregarla a plazo a los cultivadores; cuando la solución racional, que 
sostuvieron hace pocos meses en Cámara los legisladores riveristas, es realizar la subdivi- 
sión, desmembrando el latifundio para creas la pequeña propiedad, estímulo insustituible 
hoy por hoy para que el trabajador de la tierra derrarne en sus surcos todós sus afanes, sus 
energías y sus esperanzas de mejoramiento...” (47). 

Por su parte el Presidente de la República, Gabriel Terra, propuso en 1931, ante el 
aumento de la desocupación y la imposibilidad de incrementar de acuerdo a lo deseado las 
obras públicas, obligar a los ganaderos a dedicar un porcentaje de sus tierras a la agricultu- 
ra. Entendía Terra que el derecho de propiedad territorial no era ya, como en otras épo- 
cas, “ilimitado”. Quienes tenían tierras en las cercanías de vías de comunicación, estacio- 
nes y puertos, dado que el Estado había invertido en esas mejoras, deberían dedicar un 
área a la agricultura. Solidaridad social que también se debería exigir a los ganaderos del 
norte del país, que afectando parte de sus campos a la pradera artificial podrían permitir 
el funcionamiento durante todo el año de los frigoríficos, al alcanzarse el tipo ideal de ga- 
nado (48). : 

Sobre lo que efectivamente se hizo, nada mejor que transcribir parte del Mensaje del а 
С.М. de Administración (Ministerio de Industrias) a la Asamblea General el 15 de febrero Á 
de 1933, días antes de la alteración institucional: 

“Sólo en un capítulo muy importante, por cierto, la obra resulta incompleta; es el rela- 
cionado con la colonización prácticamente detenida por falta de tierras” (49). 

Días después de la disolución del Parlamento y el C.N. de Administración, Terra 
anunciaba: “Se ha dictado una resolución por la cual los grandes terratenientes deberán, 
combatiendo la desocupación, dedicar un porcentaje de sus predios a la agricultura ofre- 
ciendo trabajo a millares de hombres” (50). 
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La reglamentación de la misma (16 de mayo de 1933) establecía la división en zonas 
y el establecimiento de una escala gradual: 1) Montevideo y Canelones (obligación de cul- 
tivar el 30% del total de cada predio y 3 árboles por hectárea); 2) Colonia, San José, Soria- 
no (8% del total de cada predio debía destinarse a la agricultura y 3 árboles por hectárea); 
3) Durazno, Río Negro, Paysandú, Florida, Lavalleja, Flores y Maldonado (obligación de 
cultivar el 5% del total de cada predio de más de 500 hectáreas y dos árboles por hectá- 
rea); 4) Artigas, Rivera, Salto, Tacuarembó, Cerro Largo, Rocha y Treinta y Tres (obliga- 
ción de cultivar el 2% de las superficies de los predios mayores de 500 hectáreas y dos ár- 
boles por hectárea). 


Otra disposición complementaria (7 de junio de 1933), estableció a partir del 1 de 
enero de 1936 un recargo del 30% еп la contribución inmobiliaria rural, del que serían 
exonerados los predios que cumplieran con el cultivo obligatorio de la tierra. 


La medida fue fundamentada en la necesidad de aumentar la oferta de trabajo, de di- 
versificar la producción exportable del país, y partía de la base de que ya antes de la crisis 
la capacidad productiva del país no alcanzaba para cubrir las necesidades creadas por el 
Estado, y por las exigencias de Jos gastos privados, para el sostenimiento de sus habitan- 
tes. Además, “en momentos en que los países exportadores de trigo reducen el área de su 
cultivo para elevar los precios, es justamente la oportunidad propicia para que se intensifi- 
que nuestra producción desde que ésta, cualquiera sea la cantidad, siempre tendrá merca- 
do, como lo hay también para el maíz, como para el lino” (51). 


En marzo de 1936 los diputados Juan B. Echenique y Valentín Olivera Ortuz presenta- 
ron un proyecto por el cual el recargo del 30 еп la contribución inmobiliaria -que debía 
regir desde el principio de ese año- se trasladaba al 1 de enero de 1938. Fundamentaban la 
medida en que los productores estaban aún sufriendo los efectos de la crisis, en que algu- 
nos tenían dificultad en localizar las zonas más aptas de sus propiedades para los cultivos, 
“y los más, por desconocimiento de las disposiciones legales que los alcanza”. 


La Comisión de Asuntos Financieros y Bancarios presentó un proyecto sustitutivo 
que concordaba con el anterior en posponer por dos años el recargo impositivo, pero ade- 
más establecía una escala progresiva de aplicación con recargos y descuentos. Lo impor- 
tante es que admitía la inaplicabilidad del proyecto (ya ley) de Terra: “.., fue dictada en 
el período más agudo de la crisis y cuando más intensas eran para todas las clases sociales, 
pero especialmente para las clases rurales, las dificultades financieras. De ahí, puede asegu- 
rarse, la imposibilidad en que, en general, se ha encontrado la campañas para ponerse den- 
tro de las condiciones y exigencias contenidas en la ley”. 

Guillermo Stewart Vargas afirmó que іа ley buscaba, “con un simple decreto cuando 
no existe agricultura, crearla por arte de magia”. Dijo que para destruir el latifundio había 
que crear algo sustitutivo, preguntando que se había hecho con las zonas agrícolas del 
país cuando estaban alejadas de Montevideo, y cuál era la vida de las colonias agrícolas: 
“Una vida de miseria, una vida paupérrima, porque no tienen ningún aliciente, porque no 
tienen absolutamente nada con qué vivir”. Se mostró partidario de abordar un plan inte- 
gral de fomento de la agricultura, pero para ello era necesario sustituir el sistema impositi- 
vo actual -la contribución inmobiliaria gravaba al agricultor- por el impuesto de la renta. 
Además había que resolver los problemas de transportes: “son enormemente caros y des- 
proporcionados para las lejanías en nuestro país”. 


Emilio Frugoni dijo que con esa ley no se iba a crear la agricultura en el país, pero зі 
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se cumplía “se podría conseguir tal vez que muchos terratenientes dejaran de serlo en la 
forma en que lo son en la actualidad”. 


Entendía que había que dejarla, hacerla efectiva, “porque tal vez ella realice lo que 
no puede realizar el inexistente impuesto progresivo territorial” (52). 

Desde 1934 el Parlamento venía estudiando un proyecto presentado por el P.E. (Te- 
rra-Bado), por el que se duplicaría y triplicaria y así sucesivamente, la contribución inmo- 
biliaria a los campos de pastoreos de Montevideo que en un plazo de dos años no se dedi- 
caran totalmente a la agricultura. 


Establecía que los campos situados a ambos lados de la carretera a Colonia debían en 
el mismo plazo dedicarse totalmente a las labores agrícolas, en un fondo de 2.000 metros 
a ambos lados, con idénticas multas que las establecidas para los de Montevideo. El mismo 
había sido aprobado por la Cámara de Senadores con modificaciones que graduaban la ex- 
tensión del área sembrada según zonas, pero que extendía a los campos linderos a las res- 
tantes carreteras nacionales la obligación de incrementar su participación agrícola al doble 
del que le correspondía por su ubicación zonal en la ley de cultivo obligatorio vigente. 


Además, los campos que no alcanzaran al 40% de aptitud рага la agricultura, debían dedi- 
car una tercera parte de su extensión a cultivos. Si los propietarios deseaban subdividirlos 
para venderlos a agricultores interesados, el Banco Hipotecario debía suministrar hasta el 
85% de su valor en préstamo. En el Mensaje con que acompañó el proyecto original, el 
P.E. fijó su filosofía sobre el particular: “Es deber social de esos propietarios, el contri- 
buir a resolver el problema de la desocupación dedicándose a la industria pobladora que es 
la agricultura” (53). 

En abril de 1937, el diputado Dr. Ramón Guerrero Flores solicitó a la Cámara que se 
aprobara el proyecto tal cual había venido del Senado, proyecto que “urbanizaría” los 
campos de Montevideo y “ruralizaría” los que lindaban con las carreteras. Entendía que 
no era posible que el Gobierno dotara de obras viales a zonas ricas y “sus beneficiarios no 
traten de compensar con una actividad más intensa, al esfuerzo estimulador del Estado”. 

Afirmó que el medio rural permanecía “ajeno e insensible” a los problemas de la de- 
socupación (54). 

Finalmente en mayo de 1937, faltando dos meses para que el proyecto cumpliera sus 
tres años de trámite parlamentario, fue aprobado. En Montevideo, las tierras de pastoreo 
debían comenzar a dedicar un 20% de su extensión a la agricultura, hasta llegar al 80% . 
Las multas iban desde el recargo inicial del 50% еп la contribución inmobiliaria hasta su 
triplicación. En el área agrícola a lo largo de la carretera a Colonia la disposición regiría 
en un ancho de cuatro quilómetros: a 50 kms. del límite de Montevideo debería cultivar- 
se un 70% de los campos de pastoreo, 60% hasta 100 kms. del citado límite y 50% en el 
resto de la extensión. En los alrededores de los centros urbanos, en un área de tres quiló- 
metros, la obligación regía para el 70% de las tierras aptas para la agricultura. En las res- 
tantes carreteras y caminos vecinales en un ancho de cuatro quilómetros (dos de cada la- 
do) se debía duplicar la obligación establecida por la ley de cultivo de 1933, de acuerdo a 
la zonificación efectuada: Los campos que no reunieran un 40% de tierras aptas deberían 
cultivar una tercera parte de su extensión. También se aprobó el apoyo crediticio de los 
bancos estatales, para que los agricultores pudieran hacerse de las tierras que los propieta- 
ros subdividieran y pusieran en venta (55). 
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Este proyecto guardaba gran similitud con las pautas fijadas en 1930 por la Asocia- 
ción Rural. 


El engorroso y complicado sistema de los porcentajes no le auguraban gran efectivi- 
dad, ni siquiera posibilidades de aplicabilidad. 

En resumen: la única opción de expansión para la agricultura era desplazar a la gana- 
dería de las tierras que ocupaba. Territorialmente no había otra. Y esta lucha, pese a los 
planes de colonización oficial y los intentos compulsivos signados por la creciente necesi- 
dad de diversificar las exportaciones; pese a la política de precios, a la demanda intema 
del crecimiento industrial, a la demanda de algunos productos (lino, arroz, trigo); mostró 
una estructura asentada en la ganadería poco permeable a cualquier cambio. 


La expansión agrícola. 


Todas las cifras disponibles coinciden en que en este período siguiendo lo que ya era 
una tendencia de la agricultura nacional, el área dedicada a la labranza creció. 


La dificultad se centra en calcular la magnitud de esta expansión. En el año 1937 las 
oficinasestatales pertinentesefectuaronunCenso Agropecuario. Segúnelmismo, 1:806.078 
hectáreas estaban afectadas a la agricultura en general, a la fruticultura y la viticultura. La 
agricultura, de acuerdo a este cómputo, ocupaba el 10,78% del total de la superficie nacio- 
nal explotada. 


Sin embargo, el “Anuario Estadístico” correspondiente a ese año, también confec- 
cionado por un organismo oficial, estimó que en la cosecha 1937-38 se habían dedicado 
1:397.758 hectáreas a cultivos agrícolas, lo que equivalía al 8,35% del total de la superfi- 
cie nacional explotada. Este 2,43% de diferencia si bien era insignificante en el concierto 
nacional, dada la exigúidad del área agrícola, se constituía en una cifra importante. 

Varias consideraciones se pueden hacer al respecto. La primera de ellas es que las es- 
tadísticas aún eran precarias. En 1933, Octavio Morató, alto funcionario del Banco Repú- 
blica y a cuya iniciativa y trabajo se publicó la “La Revista Económica Sudamericana”, o 
sea que algo sabía del tema, escribía sobre “la deficiencia notoria de nuestras estadísticas 
y los métodos rudimentarios con que ésta se recoge y expone” (56). Esto por otra parte 
no era nuevo. Ya el director de Estadística Dr. Ramón López Lomba, refiriéndose al cen- 
so de 1908, y a las cifras relativas a los establecimientos comerciales e industriales había 
expresado: “Habría que duplicar o triplicar las declaraciones de los censados para aproxi- 
marse a la realidad” (57). Y Agustín Ruano Foumier, Profesor de Economía Política de 
la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, en una obra publicada en 1936 denunciaba 
que “el régimen estadístico e informativo de casi todas las oficinas públicas se ha hecho 
tendencioso lo que es-impropio para basar cualquier obra de investigación” (58). 

Algún día la historiografía uruguaya podrá encarar, -con auxilio de la cibernética-, la 
elaboración de fuentes estadísticas más científicas que las que deben usar los actuales in- 
vestigadores, con lo cual se logrará (valga la redundancia), una aproximación más real a la 
realidad. | 

La segunda consideración es que el oficialismo terrista veía a la agricultura como uno 
de los logros tangibles de su política, y por lo tanto cabe la posibilidad de que las cifras 
hayan sido fraguadas para mostrar un éxito que no fue tal. 
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Y por último, es factible que el censo haya sido elaborado teniendo en cuenta las de- 
claraciones de los productores rurales. De haberse seguido este criterio, -nos movemos en 
el mundo de las hipótesis-, los ganaderos tenían suficientes motivos como para efectuar 
falsas declaraciones, ya que la reglamentación de la ley de Cultivo obtigatorio de la tierra, 
estipulaba que para que los propietarios fueran exonerados del recargo del 30% en la con- 
tribución inmobiliaria a regir desde el 1 de enero de 1936, debían presentar una declara- 
ción jurada en la que constara la superficie dedicada a los cultivos, las variedades, las plan- 
taciones forestales, etc. (Decreto del 7 de junio de 1933). Si bien la ley no se cumplió, no 
sabemos si los productores efectuaron o no la declaración para ser eximidos impositiva- 
mente. 


Nosotros seguiremos las cifras de los Anuarios Estadísticos, las únicas que por otra 
parte denotan un crecimiento progresivo y creible en magnitud, tal como se debe haber 
dado. Porque si consideráramos los datos censales, entre 1935 y 1937 se habría producido 
un verdadero “salto agrícola” de más de medio millón de hectáreas, lo que no debió pasar 
desapercibido, -como efectivamente lo fue-, por los contemporáneos, ya que el país a du- 
ras penas superaba el millón de hectáreas dedicadas a la agricultura. 


Consideraremos las cifras con relación al Censo de 1908, lo que nos permite apreciar 
las variaciones en un período de treinta años, periodo que si bien no puede considerarse 
históricamente como de “larga duración”, es válido en el caso uruguayo, ya que corres- 
ponde en la actualidad a un quinto de su vida como nación constituida. 


En 1908 la agricultura ocupaba 836.000 hectáreas, lo que equivalía al 4,25 % del terri- 
torio nacional. En 1929-1930 se había pasado al millón ciento cuarenta y nueve mil hec- 
táreas, equivalentes al 6,15% del territorio nacional. En 1937-38 se alcanzó un millón tres- 
cientos noventa y siete mil hectáreas con 758, lo que equivalía al 7,48 % del territorio na- 
cional. En treinta años, pues, se había avanzado 3,23% sobre el territorio nacional (59). 


Diversos testimonios afirman que a comienzos de la década del diez se produjo un in- 
crermento importante en el área sembrada. Las cifras del Banco República consignan, con 
algunas fluctuaciones, que entre 1915-18 el área sembrada promedialmente ocupó el mi- 
Поп de hectáreas, para caer después hasta la cosecha 1927-28 en que se alcanzó nueva- 
mente esa cifra. 


En 1936 decía en Cámara el diputado Ulises Collazo: 


“... y desde 1908 a 1914 si se mide el monto de la introducción de maquinaria agrícola al 
país, se verá que un país como éste no podía resistir tal drenaje de dinero aplicado a seme- 
jante motivo. Pobres, ricos, hacendados, terratenientes, todos araban... 

Vino después la reacción con motivo de la guerra europa Se elevó el precio del gans- 
do y se dejó la agricultura...” 

En esa misma sesión Emilio Frugoni afirmó: 


“_.. зе largaron muchos dueños de tierra a hacer agricultura extensiva, a base de tractores, 
en grandes extensiones, sobre los latifundios, y he ahí que en cuanto vino el descenso de 
los valores agrícolas, los tractores no sirvieron más para nada, porque no pudieron em- 
plearse, pues costaban más que los productos...” (60). 


Los años de la posguerra serán también de crisis para la agricultura. Entre 1918 y 
1920 el descenso del área sembrada alcanzó al 30% de su superficie. 
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go. (Hemos efectuado nuestros cálculos en períodos de un lustro y más para evitar las va- 
riaciones naturales que se dan entre año y año agrícola). 


Corroborando nuestra lejanía con el ideal del “mixed farming” europeo y nortéeame- 
ricano, no debemos soslayar que Uruguay, ciclicamente era exportador е importador de 
trigos, ya que por períodos su producción no alcanzaba para hacer frente a las necesidades 
del consumo interno. 


Para el maíz encontramos ya estimaciones hechas: en el período 1934-38 su rendi- 
miento era de 6,3 (quintales de 100 kgs. por hectárea); contra 18,1 de Argentina; 14,0 de 
Estados Unidos; 13,9 de Brasil; 13,8 de Chile, etc. (63). 


Si repetimos el procedimiento anterior con el maíz, resulta: que según Búerger-Fisher 
entre 1906-11 el promedio de hectáreas dedicadas a su cultivo fue de 197.911, con un 
rendimiento de 629 kgs. por hectárea, lo que en 1908 significó aproximadamente 119 ki- 
los de maíz por persona; según los promedios efectuados con cifras de los “Anuarios Esta- 
dísticos”, entre 1934-38 se dedicaron al cultivo de maíz 216.444 hectáreas, con un rendi- 
miento extensivo de 573 kilos por hectárea, lo que para la población estimada en 1938 
significó aproximadamente 65 kilos de maiz por persona. 


El hecho de que trigo y maíz eran los principales cultivos, permiten afirmar que la ex- 
tensión de la agricultura no significó un crecimiento de la misma. 


Lamentablemente no podemos utilizar las cifras del Censo Agropecuario de 1937 pa- 
ra estudiar las transformaciones efectuadas entre 1908 y esa fecha en el área agrícola. Nos 
limitaremos a citar que los departamentos agrícolas por excelencia eran Canelones, Colo- 
nia, Florida, Maldonado, San José, Soriano; seguidos por otros en los que la “mancha” 
agrícola se hacía visible: Cerro Largo, Flores, Lavalleja, Montevideo, Paysandú, Río Negro 
y Rivera. 


Según el citado censo, sólo en Canelones y Maldonado la agricultura superaba a la ga- 
nadería. 


Cultivos y expansión agrícola. 


En todo este período el trigo fue el cultivo que ocupó una mayor área agricola 
(38,64% del total en 1930; 39,80 еп 1938). Lo seguía el maíz (15,38% del total en 1930; 
15,32% en 1938) y el lino (10,243 del total en 1930;9,61 3 en 1938) (64). 


Una lectura de las cifras anuales de producción entre 1929 y 1938 permiten afirmar: 
que el trigo, salvo fluctuaciones de una cosecha a otra, se mantuvo en sus guarismos е in- 
cluso aumentó su área de influencia; que el maíz excepto el año agrícola 1934-35 en que 
se aproximó al guarismo de 1929- descendió; y que el lino mostró un crecimiento signifi- 
cativo. 


Este sistema de corte horizontal en el tiempo, que lleva a comparar por años y no por 
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períodos, puede resultar distorsionante si se considera todos los factores que pueden in- 
fluir entre año y año agrícola (precios, plagas, sequías, etc.). 


Por ello, hemos decidido comparar dos lustros de agricultura, separados por un pe- 
ríodo intermedio. El resultado así obtenido muestra: 


— que entre 1924-28, el promedio de hectáreas cultivadas de trigo fue de 404.807 hecti- 
reas; y entre 1934-38 de 478.721 hectáreas (crecimiento 18,26 $); 


— que entre 1924-28, el promedio de hectáreas cultivadas de maíz fue de 191.521; y en- 
tre 1934-38 de 216.444 (crecimiento 13,01 3): 


— que entre 1924-28, el promedio de hectáreas cultivadas de lino fue de 63.665 hectá- 
reas; y entre 1934-38 de 134.240 (crecimiento 111 3). 


Para el período 1929-34 son válidas las consideraciones ya efectuadas: el trigo, en ge- 
neral, mostró una tendencia a expandirse; el maíz descendió o se estancó; y el lino siguió 
creciendo. 


Dentro de la agricultura forrajera la avena ocupaba en 1930, 83.232 hectáreas (7.25 % 
del total); y en 1937-38, 89.562 hectáreas (6,41 4 del total). 


La papa -según un informe legislativo- había aumentado su área de cultivo: de 5.000 
hectáreas en 1930 se habría pasado a 11.000 en 1936-37. Sin embargo este incremento 
aún era insuficiente para hacer frente а la demanda. Se cultivaba en Tacuarembó, Rivera, 
y también en otros departamentos (Salto, Cerro Largo). 


“Existe verdadera urgencia -decia en 1937 el diputado Odorico Antúnez- en resolver 
el problema del tráfico con la construcción de caminos y obras de arte que pongan en co- 
municación a esa zona con las estaciones del ferrocarril más próximas, abaratando los fle- 
tes actuales, que encarecen el producto. Los gastos ocasionados por el transporte parali- 
zan la producción, porque los caminos se encuentran en pésimo estado, situación que 
obliga a hacer el viaje en varios días, en ciertas épocas del año hasta las estaciones ferrovia- 
rias de Rivera y Tacuarembó... 

El Estado podría proporcionar el transporte barato hasta esas estaciones, establecien- 
do o subvencionando un servicio permanente de camiones... 

Los agricultores de Zapucay, Carpintería, Yaguarón y Laureles se encuentran a mer- 
сей de los acaparadores que compran а $ 1,80) los 100 kgs., los venden a las barracas a 
$ 3,50 a $ 3,70, siendo vendidas al público entre $ 9,00 y $ 10,00” (65). 


Pero sin duda lo más importante en este período fue el auge de algunos cultivos in- 
dustriales a influjos de la creciente demanda de la industria, o como en el caso del lino y 
del arroz, también de la demanda externa. 


En 1937-38 existían cultivadas 4.068 hectáreas de cebada cervecera. Esta cifra es sig- 
nificativa si se piensa que diez años antes figuraba como rubro de importación. Su implan- 
tación se debió a la construcción de la “Maltería Nacional S.A.”, vinculada a las “Fábricas 
Nacionales de Cerveza S.A.”. En 1932, expresa la “Revista del Ministerio de Industrias”. 
un grupo de comerciantes e industriales, “se lanzan a la iniciativa de cultivar primero, y 
luego organizar la fábrica con que industrializar la cebada necesaria a la producción de 
cerveza” (66). 


En 1937 el cultivo del girasol ocupaba 3.507 hectáreas. y el del maní, 1.636. 
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En 1934, decía el diputado César ©. Gutiérrez: “El problema de la producción de 
aceite dentro de nuestro país, está vinculado también a las modalidades de la explotación 
agrícola de nuestra campaña. 

Así, por ejemplo, las fábricas que se instalan, -a pesar de que algunas de ellas reparten 
gratis la semilla a los agricultores con la condición de que la devuelvan después de la cose- 
cha-, no han podido ver en la práctica desarrollado ese estímulo que esperaban realizar, 
porque la cosecha de maní es muy costosa y exige implementos muy caros, así como 
también lo es costosa la cosecha de soya. Así que hasta que no se organicen núcleos de 
agricultores en forma cooperativa o de otra índole que permitan en una forma de conjun- 
to poder hacer esas adquisiciones caras, no se podrá obtener el desarrollo que sería de de- 
sear... 

Ello explica que con bastante frecuencia todos los años hay que hacer autorizaciones 
precarias para importación de maní de la Argentina...” (67). 


En 1936, el mismo César G. Gutiérrez -ahora Ministro de Ganadería y Agricultura- in- 
formaba que su ministerio el año anterior, “en franca cooperación con los industriales del 
ramo, realizó en todo el país, una intensa campaña de enseñanza práctica de dichos culti- 
vos, asegurando al productor la colocación de sus futuras cosechas, a precios remunerado- 
res, mediante el sistema de “Agricultura contratada” y el otorgamiento de importantes 
franquicias...” (68). 

А fines de 1937 la Cámara de Representantes sancionó el proyecto de fomento al cul- 


tivo del olivo que había presentado el senador Dr. Juan F. Canessa, y que en marzo de 
1935 lo había hecho suyo el Poder Ejecutivo. 


El mismo establecía la exoneración por 15 años del pago de la contribución inmobi- 
liaria a las tierras que se dedicaran a ese cultivo, facultaba al Banco República a otorgar 
préstamos con ese fin, y autorizaba al Poder Ejecutivo a implaniarlo en terrenos fiscales 
próximos a ciudades y villas, 

El informe de la Comisión de Hacienda afirmaba que Uruguay era uno de los paises 
americanos que importaba más aceite de oliva. El senador Canessa afirmó que los pione- 
ros que iniciaron este cultivo, (Vidiella, Varzi, Basso, etc.), no habían podido trascender 
de “ensayistas” por las limitaciones financieras y por el hecho de que los jornales que in- 
sumia la recolección de la aceituna absorbía casi todo el beneficio. El Ing. José Otamendi 
(h) le presagiaba una demanda interna sostenida, ya que los aceites de oleaginosos debían 
ser mezclados con el de oliva para ser tolerados por el consumidor (69). 


También la citricultura y la viticultura mantuvieron su sitial, es decir su importancia 
cualitativa y no en extensión de cultivos, ya que ocupaban un modesto espacio. Pero las 
consideraciones que hemos hechos del censo de 1937 nos obligan a prescindir de las ci- 
fras. 


Hemos dejado para el final la consideración del cultivo que de alguna manera carac- 
teriza la década: el arroz. 

Si bien después de 1915 existen ya proyectos que buscan implantarlo en el ejido de 
algunos centros urbanos del departamento de Artigas, es en la década del treinta que co- 
mienza a figurar en nuestras estadísticas agrícolas, (en 1936 se consigna el cultivo de 
4.735 hectáreas de arroz). 


La extensión, obviamente. nada dice. Sin embargo bastó para producir un saldo expor- 
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table y es precisamente por esta época еп que refuerza la menguada participación de la 
agricultura en el comercio exterior uruguayo. À 


El caso del arroz interesa porque su implantación requirió una abundancia de capital” 
que lo diferenció nítidamente de las condicionantes económicas de la agricultura cereale- 
ra. Glosando la obra de uno de los pioneros, el Sr. Pérez Sasiain, decía en 1930 “Diario 
del Plata”: “... trajo un técnico alemán con mucha práctica, adquirida en el Brasil... 

El 5 de setiembre de 1926, inició los trabajos pertinentes para la preparación de ta 
tierra, los que fueron terminados el 5 de diciembre. 

Efectuada esta preparación, tajamares, desagites, etc., se iniciaron las plantaciones, 
habiéndose sembrado en una extensión de 40 hectáreas, 100 bolsas de arroz japonés, se- 
milla procedente de Pelotas, empleándose en esta labor 30 hombres. 

Toda la labor fue realizada con un tractor equipado con arados, rastras y demás ins- 
trumentos que ello exige...” (70). 


En 1928 la prensa informaba que “La Arrocera Nacional” de Gregorio Aznárez tenía 
en Paysandú cultivadas 500 hectáreas de arroz (71). 


Es interesante seguir la evolución de las empresas arroceras para rastrear qué capitales 
se invirtieron en esta actividad, lo que en esencia significa apreciar las posibilidades de 
canalización de inversiones que ofrecía la agricultura de tipo capitalista, que requería la 
implantación de una costosa infraestructura previa. 


En 1926, y con una duración de tres años, se fundó la empresa “Aristides Almeida y 
Cía”, con un capital de $ 150.000. El titular de la misma, de nacionalidad brasileña, apor- 
tó el 334 del capital; y “La Аггосега Argentina-Frugone y Beve Ltda.”, otro 333(72). A 
fines de 1928, Arístides Almeida figuraba como secretario de “La Arrocera Italo-Urugua- 
ya”, sociedad anónima con un capital de $ 250,000, de la cual era Presidente Luis Frugo- 
ne, y directores Ricardo y César Preve. 


En la asamblea del 16 de marzo de 1931, se decidió cambiar la denominación por 
“Compañía Industrial de Producción Agrícola S.A. (CIPAY”. 25 accionistas (además de 
Almeida), José Serrato (industrial), José Brumet y Numa Pesquera (comerciantes impor- 
tadores), Viuda e Hijo de J.I. Aguerre (barraca de frutos del país, consignatario de lana), 
controlaban el 42,86% del capital integrado. En 1945 se resolvió aumentar el capital a 
$ 2:000.000, figurando además como accionista el industrial Julio Mailhos y la familia 
Aznárez, (refinería de azúcar “Каџѕа’) (73). 


En 1934 se integró el directorio de “Arrozal 33 S.A.”, figurando como accionistas 
José Irureta Goyena (Banco Comercial) y la firma importadora Ernesto Quincke S.A. (74). 


El arroz canalizó pues, los excedentes de capital del alto comercio, la industria y la 
banca. En 1937 denunciaba el Dr. Manuel Tiscornia en la Cámara de Senadores, que exis- 
tían 5.900 hectáreas cultivadas y 60 cultivadores, pero que dos empresas -las antes cita- 
das- controlaban más del 50% de esta área: 3.200 hectáreas. Esto era posible porque la ex- 
plotación del arroz exigía capital y hombres: 200 hectáreas requerían permanentemente 
20 peones y 5 empleados (75). 


Además la actividad en sí resultó rentable. CIPA S.A. en 1932 declaró en su balance 
una ganancia del 12.23 sobre su capital autorizado que era de medio millón de pesos; en 
1934, 7,7% duplicando su capital al millón; y en 1935 un 11,7% Estos márgenes -deduci 
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dos de las declaraciones de la propia empresa- pueden haber sido mayores, pero son igual- 
mente significativos si se piensa que fue un período de dificultades económicas mundiales, 
en el que la industria británica del carbón, hierro y acero tenía una rentabilidad del 2.2 al 
5.5% y las cervecerías y destilerías del mismo origen entre 10.8% y el 14.03(76). Decía en 
1937 el diputado Ríos refiriéndose a las arroceras: “по se ha repartido dividendo, pero se 
ha preparado más tierras, se han hecho otros grandes gastos, se ha hecho aumentar la pro- 
ducción en la misma, que se iniciaron en pequeñas colonias. En una palabra: se ha capita- 
lizado las ganancias” (77). 

La actividad fue protegida por el Estado. La Memoria del Ministerio de Ganadería y 
Agricultura correspondiente a 1935 afirmó que se dispuso -dado el volumen de la produc- 
ción- prohibir la importación de arroz (78). 

Ya en 1937 el Parlamento tenía a estudio un proyecto de régimen de trabajo en las 
arroceras, que permitió plantear en base a las características de la actividad los problemas 
productivos más importantes. De lo hablado, y de las denuncias efectuadas, se deduce: 
1) que dado el gran capital que se requería para nivelar е] terreno, construir diques, tomas 
de agua, canales de desagúe, se temía por la suerte de los pequeños agricultores que no po- 
dían “someterse а la competencia dentro del mercado”; 2) que los pequeños productores 
no podían asumir la industrialización del arroz para exportarlo, (descascarillado, abrillan- 
(адо, etc.); 3) que el costo del arroz de Río Grande del Sur en Brasil, era menor, (mano 
de obra más barata, terrenos en declive); 4) la “Asociación Comercial e Industrial” de Ri- 
vera denunció que los fletes del arroz insumían un 20% del costo del producto. Y ello se 
debía al “Ferrocarril Central”, que al no tener la competencia de la carretera en esa zona 
abusaba de los productores. Además, se denunció que el arroz que exportaban los produc- 
tores del sur del Brasil, que eran enviados hacia Argentina por los ferrocarriles uruguayos, 
tenía una tarifa preferencial por ir “en tránsito”. Pedían un régimen de primas: “de lo 
contrario se produciría la emigración de capitales hacia el vecino Estado de Río Grande 
en procura del abaratamiento del transporte, lo que haría desaparecer de esta frontera una 
industria de tan halagiieño porvenir”. 

Capítulo aparte merece las condiciones de trabajo en las arroceras. Se solicitaba liber- 
tad de comercio -se pagaba con vales que sólo servían en los comercios de las empresas-, 
vivienda higiénica, auxilios sanitarios y locomoción de los puntos de residencia a los com- 
plejos arroceros (79). 

De lo expuesto quedaba claro que esta inyección de capitalismo en la agricultura, le- 
jos de modificarla, había reforzado algunos elementos arcaicos: se pagaba con vales que 
oficiaban de moneda particular de circulación restringida, se trabajaba en un régimen con- 
siderado “inhumano”, las viviendas eran en la mayoría de los casos precarias chozas he- 
chas por los braceros con ramas, etc. 


Interesa señalar además el comportamiento de las formas económicas cuando llegan al 
capitalismo no por propia evolución, sino por inversiones canalizadas desde el exterior de 
la actividad. En el caso del arroz, (como antes se dio en el de la ganadería con la instala- 
ción de la fábrica “Liebig's” en el siglo XIX) (80), permanecen “istas” que refuerzan algu- 
nos ingredientes precapitalistas de la estructura socioeconómica como зі lo “moderno” es- 
timulara un anticuerpo de lo “viejo”. 

O sea que el arroz, que se había implantado en Uruguay ante los éxitos percibidos 
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con su cultivo en el sur del Brasil, que fue dominado por dos modernas sociedades anóni- 
mas agrícolas, que contaba con mercados externos, no modificó sustancialmente la agri- 
cultura uruguaya. Simplemente la diversificó. 


Las características de la agricultura. 
a) Tierras. 


En 1922 los técnicos extranjeros Búerger y Fischer habían llegado а la conclusión 
que Uruguay podía admitir un 20% de su superficie dedicada a la agricultura, (7% dedicada 
al trigo) (81). O sea que el área agrícola del país sería de aproximadamente tres millones 
y medio de hectáreas, cifra que contrastaba notablemente con la realidad, ya que en la 
década del treinta sólo se había aprovechado un tercio de la potencialidad enunciada por 
los citados especialistas. 


Por su parte Alvarez Vignoly en su “Tratado de Economía Rural” había afirmado 
que las tierras agrícolas más aptas eran las de Durazno, Ría Negro, Paysandú y Salto; con 
lo que se deducía que la zona agrícola existente era la menos apropiada para la agricultu- 
ra, como lo señaló Martínez Lamas (32). 


En 1932 Gómez Haedo y Soares Netto creían que si la renta de la tierra $e aseguraba, 
nuevas áreas podrían incorporarse а la agricultura permitiendo trasladar a campos “no 
cansados” una porción de la agricultura triguera, “que encuentra en esta última causa un 
obstáculo insalvable de debilitamiento progresivo”. Decían que existían campos sucios de 
malezas, tierras cansadas y pobres, suelos arenosos y arcillosos que la legislación debía su- 
primirlos para el cultivo, “porque no sería moral ni justo mantener artificialmente el enga- 
ño de cultivar lo que jamás da ni para pagar el costo de producción” (83). 

Otros, como el ganadero César Gutiérrez, afirmaban que el medio y el clima eran hos- 
tiles a la evolución agrícola (84). Aunque ya Martínez Lamas había mostrado que en la 
otra ribera del río Uruguay, en la mesopotamia argentina, idéntico clima y suelo habían 
hecho posible la agricultura. 


El Jefe de la Dirección de Agricultura del Ministerio de Agricultura de Argentina, im- 
formaba: “En mi opinión, el suelo -más que el сїйпз- es, en el Uruguay, el mayor obstácu- 
lo a la producción de trigos de buena calidad...” (85). 

Las interrogantes que plantean estos testimonios, algunos contradictorios entre sí, es 
qué papel podía desempeñar la técnica en el mejoramiento de la agricultura uruguaya. 


b) Técnica. 


Obviamente la solución más económica era que la agricultura se efectuase en las tie- 
rras más aptas. Pero ello dependía de otros factores, (tenencia, oferta de arrendamientos, 
etc.). La otra posibilidad era que la incorporación de tecnología supliera las carencias de- 
nunciadas. 

Sin embargo, los defectos enunciados provenían como lo denunciaron Gómez Haedo 
y Soares Netto-, del régimen agrícola en sí, caracterizado como extensivo y monocultural 
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(86). Ello llevaba a transformar a mediano plazo a las tierras más aptas en tierras gastadas 
y cansadas. Y la causa se debía al atraso económico y cultural en que sobrevivían agricul- 
tura y agricultores. 


Ya en 1922 Boerger y Fischer habían señalado que en muchas partes del país se des- 
conocía hasta la misma noción de “agricultura”, es decir, si se daba a esta palabra no el 
sentido de la rutina (sembrar-cosechar), sino el de un proceso científico de producción a 
base de estudios técnicos y económicos (87). 


“La mayoría de nuestros agricultores escribían en 1932 Gómez Haedo y Soares Net- 
to- соп un porcentaje de analfabetos que espanta, aislados en el medio con ninguna lect- 
ra cultural y con ninguno o muy escasos ejemplos de cultura agraria, producen sin haberse 
formado esa conciencia económica y social del ser humano que sabe analizar el método 
que emplea, corregir el defecto, estudiar las conveniencias, sacar el cálculo completo de 
sus gastos de empresa y poder deducir siempre los beneficios sobre los cuales descansa el 
mantenimiento de la vida familiar y la propia...” (88). 


Este tipo de agricultura era la pesada herencia colonial: encarada como subsistencia, 
sin mentalidad capitalista. Su situación contrastaba notablemente con lo que estaba suce- 
diendo en otras partes del mundo. 


En Estados Unidos, la nueva maquinaria agrícola permitía incrementar las cosechas 
utilizando menos mano de obra. Esta “revolución agrícola” era obra de los tractores con 
motor a explosión, de las trilladoras mecánicas, de las plantadoras de maíz, de las excava- 
doras de papas (39). 


Sin embargo, esta moderna tecnología estaba a disposición de quienes la podían pa- 
gar. Por lo pronto hacia 1930 dos transnacionales norteamericanas especializadas en la fa- 
bricación de maquinaria agrícola tenían sucursales en Uruguay: “Ј І. Case” e Internatio- 
nal Harvester Export Co.”. 


El Censo Agropecuario de 1937 confirmaría: “El uso de motores para arar, rubro en 

el que se nota gran difusión, ha permitido que en breve lapso de tiempo se incorporasen 

a la agricultura, y en escala bastante pronunciadas, tierras que antes eran de pastoreo” (90). 
Según el censo, de 1.606 motores para arar existentes en 1930, se pasó a 2.256 en 1937 
(403 de aumento); de 3.007 motores a nafta (sin especificar uso) en 1930, se pasó a 4.720 
en 1937 (57% aumento); de 181 máquinas a vapor en 1930, se pasó а 453 en 1937 (1502 
¿dde aumento). Esta mecanización se constataría en otros rubros: desgranagoras, trilladoras, 

“espigadoras, guadañadoras, sembradoras, rastras, etc. EEN 


Otros testimonios permiten apreciar que en este período efectivamente se dio un 
cambio en las técnicas de trabajar la tierra: en 1932 Gómez Haedo y Soares Netto consta- 
taron que la siembra a voleo, superficialmente, tendía a desaparecer; que salvo en el sur 
del país se estaba abandonando el emparve; que en la zona media y norte se estaba difun- 
diendo el uso de trilladoras y cosechadoras (“Si es que no trilla (el agricultor) por un tan- 
to con cosechadoras, sistema hoy generalizado...””) (91), 


Es decir que aquellos agricultores que no podían adquirir maquinaria, la podían uti- 
lizar abonando con una parte de lo cosechado. 


ЕЈ problema fue que las modernas técnicas fueron utilizadas para efectuar agricultura 
extensiva, con lo cual se ganó nuevas tierras sin alterar mayormente las características es- 
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tructurales, y con un agravante: que la tecnología transformaba a la agricultura en depen- 
diente, 


“Desde el punto de vista de la economía nacional señalaron Bóerger y Fischer- no es hala- 
gadora la perspectiva de hacernos aún más tributarios del extranjero haciendo depender 
de la nafta y del carbón nuestra agricultura” (92). 


c) Semillas. 


En 1912 Вӧегрет había iniciado su labor еп los Vivero Toledo y Estaciones agronómi- 
cas de Cerro Largo y La Estanzuela, mejorando las semillas y logrando un aumento de su 
rendimiento de casi un 30% Entre 1927 y 1931, se amplió la extensión del “Instituto Fi- 
totécnico y Semillero Nacional de La Estanzuela”, una comisión de técnicos aconsejó la 
utilización de semillas de pedigrée de trigo de la variedad “Artigas”, y Boerger presentó 
una nueva variedad denominada “Larrañaga” (93). 


Sin embargo el problema de las semillas se hacia sentir en la agricultura uruguaya. 
En 1928 Miguel Jaureguiberry denunció que “hasta hace poco, el cuarenta por ciento de 
las semillas extendidas sobre los campos trígales, eran semillas de refugo!” (94). 


Gómez Haedo escribía en 1935: “el aporte de trigos de pedigrée alcanza sólo por 
año, a 0.8% del total de la semilla de trigo utilizada...” (95). 


Y el Senador Carmelo Cabrera, integrante de la “Junta de Granos”, afirmó ese año 
que “tan atrasado está este país, que hasta semillas sin seleccionar se echan en el terre- 
mo... (96). 


d) Rendimientos. 


Ya en 1922, Bóerger y Fischer habían advertido que pese a que no habian disminuf- 
do las tierras de cultivo, se vivía una “decadencia agrícola”: “hay que mirar el problema 
desde otro punto de vista, acentuando en primer término el factor “rendimiento por hec- 
tárea” (97). 

En 1928 Eduardo Acevedo Alvarez se lamentaba que en agricultura, “los guarismos 
que arroja el Uruguay son desconsoladores”. Dos años después, Martínez Lamas señalaba: 
=.. los rendimientos argentinos y uruguayos son los más exiguos que se conocen, соп ex- 
cepción de los de Rusia Asiática...” (98). 


Claro que, como también lo señalaron Bóerger y Fischer, todos los medios técnicos 
para fomentar la producción agrícola implicaban aumento de los gastos de producción, 
que muchas veces no estaba en relación con los rendimientos (99). 


Un cotejo entre los rendimientos calculados por Búerger-Fischer y los promedios 
elaborados con cifras de los “Anuarios Estadisticos” permite establecer que entre 1906- 
11 se obtuvieron promedialmente 758 kgs. de trigo por hectárea, y entre 1933-38, 687, El 
Maíz también acusó descenso: 629 kgs. por hectárea entre 1906-11, y 606 entre 1933-38. 
El lino mostró un leve aumento: pasó de 654 kgs. entre 1906-11, а 668 entre 1933-38. 


En treinta años, pese al incremento de tecnología en siembras y cosechas, la agricul- 
tura uruguaya no había avanzado sustancialmente. Por el contrario, en trigo y maíz, los 
rendimientos habían descendido. 
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Agricultores y estructura social. 


Resulta muy difícil reconstruir la estratificación de lo que genéricamente se denomi- 
na “sociedad agrícola”. La principal dificultad estriba en la carencia de datos, y sobre to- 
do, en la precariedad de los existentes. 


Así el Censo Agropecuario de 1937 censó casi cuatro mil establecimientos más que 
los considerados por los Anuarios Estadísticos, y los porcentajes que se pueden elaborar 
en base a sus cifras muchas veces no coinciden con los porcentajes adjuntados por el Cen- 
so en base a los mismos guarismos. Por lo tanto hemos optado por consignar las cifras de 
los Anuarios Estadísticos, que permiten trazar algunas líneas en base al método compara- 
tivo, (el famoso antes y después): 


Año Propietarios Arrendatarios Medieros 
1928-29 47.123 38,943 13,93% 
1937-38 42.06% 41,89% 16,043 


Esta primera visión contrastante nos muestra en diez años las variaciones en las for- 
mas de explotación de las tierras agrícolas: hay una disminución de los predios trabajados 
por sus propietarios, con el consiguiente aumento de arrendatarios y medieros. Sugestiva- 
mente, esto fue consignado también por el Censo Agropecuario de 1937: “... sólo alrede- 
dor de la mitad de la superficie productiva está explotada directamente por sus propieta- 
пов... 

La magnitud que el problema encierra para algunos departamentos, que como el de 
Canelones (para referirnos a un Departamento de tierras bastante subdivididas) marca to- 
to un record en materia de migración de propietarios...” (100). 


Un cotejo de las cifras año a año, muestra que recién a partir de 1932 el descenso de 
propietarios-explotadores muestra una línea continua, sin interrupciones; que en cambio 
la de arrendatarios está sacudida por constantes altibajos; que entre 1929 y 1934-35 la de 
medieros es ascendente, teniendo picos después de esta fecha. 


La expansión agrícola habría estado acompañada, pues, del aumento de tierras “al- 
quiladas”. En 1932 escribían Gómez Haedo y Soarez Netto: “Fuera de los colonos pro- 
pietarios (y de ellos ¡cuántos no lo son más que teóricamente en las cláusulas de una es- 
critura pública que la futura economía no garantirá!) existe entre los cultivadores de trigo 
una inmensa mayoría de arrendatarios y medianeros, fórmula esta última que los años de 
crisis agrícola han hecho aumentar extraordinariamente...” (101). 


Un sugestivo testimonio al particular lo constituye un Memorándum a los Poderes Pú- 
blicos elevado en 1946 por la “Sociedad Rural de Río Negro”, “Sociedad de Fomento 
Rural de Young”, “Unión General de Agricultores” y otras entidades: (se refiere al perío- 
do de la crisis) “La renta en ganadería resultaba muy pequeña para cumplir con el cúmulo 
de obligaciones contraídas, sus mermados capitales no les permitían los ganaderos repo- 
blar sus campos y menos, encarar la explotación agricola directa para la que por otra par- 
te, no tenían experiencia. 

Sin embargo la excelente calidad de las tierras permitía asegurar el éxito de la indus- 
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{па agrícola, por lo que fueron entregados al cultivo en su mayor parte en aparcería, siste- 
ma de trabajo que mantuvo [а alta concentración de la propiedad. 

En esta forma los antiguos dueños sanearon sus finanzas, adquirieron experiencia en 
el trabajo de la tierra, y apreciaron el valor de la agricultura como complemento de la ex- 
plotación ganadera, 

Esta valiosa experiencia, puso en situación a los propietarios cuando vieron saneadas 
sus finanzas, de prescindir del colono, que fue sustituido por la administración directa о 
por el cambio de destino de la tierra” (102). 


Es decir que el procedimiento de rentar las tierras también era una forma de que la 
crisis no alterase su sistema de tenencia. 


Mención aparte merece la medianería, ya que se trata de una forma económica preca- 
pitalista cuyo aumento también encuentra una explicación en la propia crisis. El sistema 
consiste en que el propietario entrega tierras para que sean trabajadas por terceros, me- 
diante el pago con una parte de lo producido en especies. Por lo tanto, al excluir el uso 
del dinero, se constituye en una forma económica anterior al arrendamiento. 


Originalmente era la mitad de la cosecha, de ahi viene su nombre: medianería. Gó- 
mez Haedo y Soares Netto admiten en 1932 que los contratos de medianería se estable- 
cían en un 30% de la cosecha de cada agricultor, que el propietario del campo retiraba por 


su utilización. 
“Suponiendo -afirmaron ambos autores- 800 kilos de rendimiento por hectárea ese 


30% alcanza así a 240 kilos para el dueño del predio. A $ 3,56 que se puede tomar como 
base o sea el precio mismo del costo de producción relativo que hemos logrado, son 
$ 8 54 la hectárea. Pues bien, nosotros establecemos en la exposición respectiva un arren- 
damiento promedial de $ 8,33, que por otra parte es una mediana muy aceptable para los 
campos en uso agrícola. 

Según podrá notarse, sea en arrendamiento o en medianería, las sumas pueden admi- 
tirse iguales”, (103). 

Sin embargo, este rendimiento para el trigo fue excepcional. Y el incremento de la 
medianería debe buscarse en que un arrendamiento fijo obligaba al agricultor en épocas 
de cosechas malas a perder gran parte de su trabajo. 


En cambio con la medianería, agricultor y propietario estaban embarcados en el mis- 
mo navío, corriendo la misma suerte, compartiendo riesgos, favoreciéndose ambos de la 
bonanza y perjudicándose ambos con los bajos rendimientos. De todos modos resulta 
interesante dejar sentado que la crisis reforzó este elemento arcaico, con lo cual el papel 
modernizador de la expansión agrícola queda afectado. 


Si tratamos de esbozar grandes líneas en base a los cuestionados guarismos del Cen- 
so Agropecuario de 1937, percibimos: que Florida y Soriano fueron los departamentos 
que registraron los porcentajes más altos en este sistema de explotación; mientras que en 
Canelones y San José los arrendatarios superaban a los propietarios; y en Florida práctica- 
mente se equiparaban. En Colonia y Soriano existía una clase media agrícola (predios en- 
tre 100 y 1.000 hectáreas), aunque el minifundio (menos de 100 hectáreas) era mayorita- 
rio en toda la zona agrícola. 


El alto porcentaje de arrendatarios y medianeros se constituyó en una de las caracte- 
rísticas más relevantes del sector agrícola, sector que según algunas fuentes estaba integra- 
do por aproximadamente 38.000 familias (104). 
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Porque el precio de la tierra pesó en el costo de producción agrícola y limitó las posi- 
bilidades económicas de esta actividad, (Gómez Haedo y Soares Netto calcularon en 1932 
que el arrendamiento o porcentaje de medianería constituían el 29.19% del costo de pro- 
ducción del trigo por hectárea) (105). 


El hecho de que la mitad de la agricultura uruguaya dependiera de propietarios-rentis- 
tas que se regian por la ley de la oferta y la demanda, distorsionaba la actividad. Porque la 
precariedad en que los agricultores debían desenvolver su trabajo, sin saber si en el futuro 
podían contar con la tierra, desalentaba todo tipo de mejoras en la misma y fomentaba 
la rutina, la agricultura monocultural de una siembra anual, o, a lo sumo la rítmica alter- 
папсіа de una cosecha de trigo y otra de maíz. 


Los agricultores-arrendatarios encontraron gran competencia en la ganadería. En los 
períodos en que esta actividad era rentable, las tierras eran escasas y caras. 


“A tal extremo llegó la competencia ganadera -escribieron Búerger y Fischer en la dé- 
cada del veinte- que de haber seguido en la misma forma, habríamos tenido con seguridad 
una decadencia agrícola “absoluta”, cuyos principios empezaron a notarse claramente 
desde el año 1919-20 con el desalojo de los agricultores. He aquí una de las palabras de 
moda que en su tiempo repercutió en los diarios de todos los matices, “el desalojo de los 
agricultores”, motivado por los altos arrendamientos que pagaba la ganadería, siguiendo 
todavía hoy en día lo de los “arendamientos”...” (106). 

El problema de la tierra cuestionaba la base social y económica del país: “No han si- 
do sólo las guerras -escribía el Ministro de Industrias Dr. Luis C. Caviglia- las que nos han 
privado de muchos compatriotas, ha sido la falta de tierras y de trabajo lo que, en épocas 
de paz, hicieron iniciar un movimiento emigratorio” (107). 

De ahí que entre las ideas agrarias del batllismo figuraban los préstamos a largo plazo 
para la compra de tierras, los arrendamientos por periodos de más de treinta años. Era una 
forma de acercarse a lo que Berreta denominó “una gran democracia agraria”, y de evitar 
la colonización “compulsiva” pregonada por Terra y que según Brum “significa la agrava- 
ción del “ proletariado agrario”, régimen que existe desde hace un siglo en la República y 
que ha empobrecido las tierras y debilitado la confianza del agricultor en sus propias fuer- 
zas...” (108). 

Saciar el hambre de tierras de los agricultores, hacerlos propietarios, independizarlos 
de los rentistas y especuladores era también una manera de acercarse al sueño de la agri- 
cultura intensiva, del país-granja. 


Comercialización agrícola e intereses extranjeros. 


Pese a la indigencia «у a las ditorsiones» de la producción agrícola uruguaya, la mis- 
ma no se sustrajo de las condicionantes del mercado externo dividido entre un puñado de 
firmas que lograron monopolizar la comercialización de cereales, y por lo tanto pudieron 
imponer sus reglas. 

А principios del siglo funcionaban en Montevideo agentes де *"“Brauss, Mahon у Cía.”, 
“Louis Dreyfus” y “Bunge y Born”. 

La firma “Louis Dreyfus y Cía.” se había instalado en Buenos Aires en 1900, y era 
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una sucursal de la banca alsaciana Dreyfus y de la casa de cereales del mismo nombre. Те- 
nía conexiones con la alta finanza inglesa y francesa, participó de operaciones financieras 
externas del gobierno argentino, y una amplia red de sucursales la conectaban con el 
mundo de los cereales en Estados Unidos, Rusia, Australia, Inglaterra, Francia, Italia, Es- 
paña, Suiza, Dinamarca, Grecia, India y Argentina (109). 


La empresa “Ernesto Bunge” y “Jorge Born” apareció еп el registro de comercio bo- 
naecrense en 1884. En 1897 se incorporaron a la firma Alfredo Hirsch y Jorge Oster. Tenía 
vinculaciones con la alta finanza belga y británica. Hacia 1900 la empresa comenzó a par- 
ticipar en la industria molinera, y en la fabricación de bolsas y envases. Desde 1907 estuvo 
ligada al “Banco Hipotecario Franco-Argentino” y a la “Sociedad Hipotecaria Belga-Ame- 
ricana”. Participó en la década del veinte de la industria textil (Grafa S.A.. Fabril $.A.), 
de la industria química, (Pinturas Alba S.A., Cía. Química S.A.). Antes se había diversifi- 
cado en la industria aceitera, en la especulación en tierras, en las plantaciones de quebra- 
cho. En el negocio de exportación disponía de una vasta red de agentes y sucursales distri- 
buidos en todo el mundo (110). 


A partir de 1911 participó en la industria molinera uruguaya mediante la constitu- 
ción de una subsidiaria, (S.A. Molinos Harineros del Uruguay”), fundada en Bruselas y 
cuyos estatutos fueron aprobados por el gobierno uruguayo el 4 de octubre de 1911. Eran 
accionistas: Mauricio y Eduardo Bunge, Jorge Born, “S.A. Molinos Harineros y Elevado- 
res de Granos” (Bruselas), “Е. Bunge y J. Born” (Buenos Aires), Félix Hames y Agusto 
de Lantsheere. La sociedad podía crear certificados de depósitos Warrants” y realizar to- 
da clase de operaciones comerciales, industriales, rentistas y otras, que favorecieran direc- 
ta о indirectamente las ramas que constituian su objeto: arrendamiento, compra, explota- 
ción, construcción de elevadores para granos y otras mercaderías, la fabricación y venta 
de harinas. En un documento adjunto se exponía que la sociedad tenía “como objeto 
principal la adquisición del “Molino Levrero” situado en Montevideo”, el que fue com- 
prado en la suma de 275.000 pesos (111). 


Su instalación debe vincularse a los esfuerzos por controlas el mercado de cereales y 
harinas rioplatenses. Denunciaba en 1912 el cónsul uruguayo en Santos: “La caída de las 
dos grandes firmas (molineras) montevideanas Podestá y Gianelli señala el comienzo del 
triunfo de las harinas argentinas al sur del Brasil. Desde entonces data el casi monopolio 
ejercido por la casa Bunge y Bom, de Buenos Aires, que tiene ramificaciones aquí mismo, 
con tendencias bien características hacia un trust que no podía menos que resultar perju- 
dicial para nuestra industria y nuestro comercio” (112). 

La empresa adquirió en 1928 el molino “San José” (San José), y en 1930 el “Del 
Puerto” (Paysandú). En 1939, según un folleto de la firma, compró un granero en Cardo- 
na, iniciando sus tareas de “acopio”, (“El acopiador crea modalidades especiales, levanta 
galpones donde almacena el trigo que se le confía o se le vende...””). La citada publicación 
cita las cifras de trigos adquiridas por “Grandes Molinos Nacionales S.A. - GRAMON) -co- 
mo se denominó el complejo molinero: en 1912 absorbió el 123 del trigo cosechado; en 
1931, el 203 (113). 


Al igual que en Argentina, “Bunge y Born” pronto diversificó su actividad. 


En diciembre de 1935 se aprobaron los estatutos de la “Sociedad de Oleaginosos Li- 
mitada”, con un capital de $ 200.000, cuyo presidente era el senador Carmelo Cabrera, y 
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el Vicepresidente Walter Friling, gerente de “Gramon $.A.” (114). La misma había adqui- 
fido una fábrica ya instalada. 


Sobre esta venta dijo el diputado Frugoni en 1937: “.., el Senador Cabrera vendió su 
fábrica a los capitalistas Bunge y Born, los que realizan el negocio de acaparamiento de 
los molinos en nuestra República. Ellos son los que han venido a aprovechar, comprando 
la fábrica del Senador Cabrera, toda la campaña proteccionista de la que ese mismo sena- 
dor se había erigido en principal y más ardoroso paladin...” (115). 

En octubre de 1936 el P. Ejecutivo aprobó los estatutos de la “Fábrica Uruguaya de 
Aceites Comestibles S.A.”, con un capital inicial de $ 100.000, de la cual era presidente 
el citado Friling (116). 


En 1941 se informó que “Bunge y Вот” y “Gramon S.A.” habían constituido la 
“Cía. Química Uruguaya Ltda. —QUIMUR”., En 1945 funcionaba la “Cía. de Pinturas 
S.A.”, luego de adquirir una sociedad anónima cuyos estatutos habían sido aprobados 
previamente, sin esa finalidad expresa, {“5.А. Arapey”) (117). 





Estas ramificaciones no descuidaron uno de los cometidos originales del grupo: el ne- 
gocio de exportación de cereales. En diciembre de 1929 el Consejo N. de Administración 
había aprobado los estatutos de “Bunge y Born Ltda. S.A.” (118). 


Pero naturalmente, la participación uruguaya en el comercio internacional de cereales 
iría por razones de producción y calidad a la zaga de Argentina, por lo que resulta necesa- 
rio referirlo a la división del mercado del citado país: entre 1929 y 1938, Bunge y Born 
exportó el 40% del trigo, el 30% del maíz, el 35% del lino, el 503 de la avena, el 35% de la 
cebada y el 60% del centeno. En igual período Louis Dreyfus y Cía. exportó el 263 del 
trigo, el 223 del maíz, el 25 % del lino, etc. (119). 


El sistema de comercialización. 


Dada la magnitud de la producción uruguaya -según Bóerger, en 1922, 0,2% del total 
mundial de trigo-, y las inconstantes e insignificantes exportaciones -según Gómez Haedo 
en 1935 el 0,003 de las importaciones mundiales de trigo, según la Revista de la Asocia- . 
ción Rural en 1929 el 0,12% de la exportación mundial de maíz-, su papel en el mercado 
de los cereales careció de relevancia (120). 


La calidad de los granos no sirvió para elevar en algo este disminuido rol. Las princi- 
pales variedades de trigo de pedigrée no habían sobrevivido a las plagas agrícolas, y un in- 
forme sobre un análisis efectuado por el Ministerio de Agricultura de Argentina en 1934 
decía: “Todos los trigos examinados, son DE LA MAS BAJA CATEGORIA, vale decir, 
SIN LA MENOR CAPACIDAD CORRECTIV A, Y DE LOS 8 TRIGOS, NO HAY NI UNO 
CAPAZ DE “LEVANTAR” O REFORZAR LOS OTROS...”. El análisis industrial reali- 
zado ese año por el “Instituto Fitotécnico y Semillero Nacional La Estanzuela” confirmo 
que las variedades examinadas eran buenas en rendimiento harinero, pero mediocres y ma- 
las en valor panadero, (no alcanzaban a ser un “trigo de blancura”, producían un pan “pe- 
sado”) (121). 


A lo que se sumó las características de la agricultura uruguaya cuyos costos de pro- 
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ducción eran más elevados que el de otros países, (rendimientos pobres, explotación pre- 
dominantemente minifundista, tierras caras, alto porcentaje de arrendamientos, etc.). 


Por lo tanto las posibilidades de que en este rubro Uruguay pudiese actuar indepen- 
dientemente del mercado internacional, de sus reglas y de sus precios, eran prácticamente 
nulas. 


La inestabilidad de la producción agrícola, (o se debía importar porque escaseaban 
los productos, o se podía exportar porque sobraban), hacían casi imposible que el incons- 
tante autoabastecimiento permitiera al mercado interno la fijación de pautas autónomas. 


En 1930 escribia Julio Martínez Lamas refiriéndose a las maniobras especulativas de 
los exportadores en perjuicio de la agricultura argentina: “... los precios así impuestos por 
éstos alcanzan a las cosechas uruguayas porque son tan reducidas que dependen estricta- 
mente del mercado comprador bonaerense, tanto como las de cualquier provincia argenti- 
na” (122). 


Por otra parte, no se debe soslayar que en Uruguay, parte de la industria molinera era 
controlada por “Bunge y Born”, y que según sus propias declaraciones hacia 1930 absor- 
bía el 20% de la cosecha de trigo. 


En noviembre de 1930, denunciaba el Ministro de Industrias ante el Consejo N. de 
Administración: *... existe la posibilidad de que por una de las maniobras corrientes den- 
tro del comercio de acaparamiento de cereales, se procure perjudicar a los agricultores en 
el precio de venta de la cosecha de trigo. La maniobra consistiría en propalar datos, cifras 
y versiones injustificadamente pesimistas y poner en práctica el procedimiento más efecti- 
vo todavía de introducir trigo... no obstante existir en plaza el necesario para atender los 
reclamos del consumo interno, hasta la recolección de la cosecha próxima” (123). 


Gómez Haedo y Soares Netto se refirieron a la “nefasta organización de las denomi- 
nadas “ventas a fijar precio” que caracteriza la modalidad del comercio de cereales y olea- 
ginosos en el Río de la Plata”, y Martínez Lamas expresó que “los saldos exportables de 
las cosechas uruguayas son comprados invariablemente por aquellas mismas casas exporta- 
doras europeas radicadas en la Argentina, el precio abonado a nuestros agricultores es el 
mismo pagado a las de aquel país...” (124). 


Ambos testimonios, publicitados en 1930 y 1932 respectivamente, permiten recons- 
truir los procedimientos de adquisición de cereales. 


En Argentina, la falta de galpones de almacenamiento que las empresas ferroviarias 
deberían haber construido, impidió el uso де] certificado de depósito {warrant} y el cré- 
dito agrícola, lo que obligó a los agricultores a vender inmediatamente con precio “a fi- 
jar”. En este sentido, la modernización tecnológica ató aún más al agricultor, ya que al nu 
utilizar el emparve debió comercializar cuanto antes sus productos. El comprador tomaba 
el cereal cuando había gran oferta, y pasaba a ser su propietario. No lo pagaba, “adelanta- 
ba” el 70% y cobraba interés por este anticipo; el 30% restante lo retenía en previsión de 
futuras disminuciones del precio. Los bancos, como no podían prestar a los agricultores, 
facilitaban el dinero a las casas exportadoras. Además se establecia que la calidad, peso 
específico y análisis de la mercadería vendida se comprobarían en el momento de fijarse 
el precio, por lo que se tomaban muestras que se guardaban en sobres lacrados que con el 
paso del tiempo se modificaban y desmejoraban, por lo que el vendedor debía resignarse 
al precio de una mercadería inferior a la que realmente entregó. 
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El precio final era fijado de acuerdo a las cotizaciones externas y las internas del 
“mercado а término”. 


En el “Mercado a Término”, dos meses antes se vendian cosechas inexistentes para 
bajar el precio artificialmente. Los compradores (que eran por otra parte los únicos ven- 
dedores), se retraían y las cotizaciones se derrumbaban. 


También maniobraban para evitar la cotización externa: mezclaban el trigo con cali- 
dades inferiores y obtenían una cotización menor que los equivalentes de otros países, 
que es la que utilizaban para fijar luego el que pagaban a los agricultores (125). 


Además las grandes firmas efectuaban suculentas operaciones financieras: obtenían 
préstamos en Londres y Nueva York a un interés que oscilaba entre el 1 y el 4% y lo ade- 
lantaban a un interés varias veces mayor. Como lo afirmó en 1925 el señor Louis Dreyfus: 
el secreto de los exportadores se encuentra en la organización (126). 


| “La mayoría de la agricultura nacional escribieron Gómez Haedo y Soares Netto- - 

-trabaja como habilitada”. Y de esta habilitación participan el Estado, industriales y co- 
merciantes. Los numerosos intermediarios “que prosperan con la industria agrícola” se 
ven forzados a participar de la habilitación, y los agricultores se pliegan э] más pródigo, 
“aunque esta prodigalidad cueste después una indefinida esclavitud económica”. “Algo 
debe existir en la resistencia que los intermediarios ofrecen frente a los Graneros Oficiales 
y el crédito correspondiente de los mismos”. Aunque no se puede ignorar que el principio 
de comprar en las alzas no se realiza jamás, “el agricultor nacional vende casi siempre en 
las bajas...” (127). 

Mientras que se aprobaban personerías jurídicas a firmas que se apoderaban de los re- 
sortes básicos de la comercialización, y se contemplaba su expansión económica fomenta- 
da por la legislación proteccionista vigente, el Estado hacía esfuerzos para intentar que la 
producción pudiera sustraerse del círculo de hierro que se le imponía. Este dualismo, que 
rigió para frigoríficos y combustibles, para teléfonos y portland, tuvo asimismo vigencia 
en el negocio de los cereales. 


Cuando se fundamentó la necesidad de construir el “Mercado de Frutos” en el puerto 
de Montevideo, el que finalmente se erigió en la década del treinta, entre las consideracio- 
nes que efectuó el diputado Otamendi figuraron: limitación de las ganancias excesivas de 
los intermediarios, difusión de los “warrants” como instrumento de crédito agrícola, am- 
plio juego de la ley de la oferta y la demanda en el mercado externo (128). Entre 1927-31 
cobró fuerza un proyecto para construir graneros oficiales a ser administrador por el ban- 
co estatal. La primera serie oomprendía 29 de tipo económico: zinc, madera, piso de ce- 
mento. Permitiría al Banco República recibir el trigo en almacenamiento y facilitar el cré- 
dito, (se adelantaría a bajo interés hasta el 30% de la cosecha). Esta medida tendía a libe- 
rar a los trabajadores de la tierra de la usura imperante en el medio rural. En 1932 Soares 
Netto y Gómez Haedo calcularon que el agricultor tomaba de diversas fuentes de crédito 
una suma que representaba los 2/3 del costo de producción de la hectárea de trigo cultiva- 
da, sin garantías para el acreedor ni para el deudor: “Crédito limitado, de muy diversas 
fuentes de origen y desde los amplios 2 los más interesados y terribles; escaso para la pro- 
ducción, porque el colono carece del resto necesario, y con plazos cortos y limitados a 
términos fatales, he ahí sus características fundamentales en la forma actual” (329). 
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Еп 1935 se estimaba que el Banco República y el Servicio Oficial de Semillas admi- 
nistraban 23 Graneros Oficiales (130). 


Este papel-testigo del Estado uruguayo, si bien no alteró la situación -no siempre se 
contó con los fondos necesarios, las medidas tomadas fueron contemporizadoras-, permi- 
tió a los agricultores conscientes (que no lo eran todos) encontrar una nueva vertiente pa- 
ra la comercialización de sus productos. Pero la coparticipación estatal sólo podría tener 
relevancia si podía sustraer la comercialización externa de los grandes trusts mundiales, lo 
que no aconteció. 


Por el contrario, cuando en 1937 se difundió la constitución de la “S.A. Mercado de 
Cereales a Término del Uruguay”, figuraban las principales firmas consignatarias de frutos 
del país, industriales molineros y aparecía el nombre del Sr. Walter Friling, director del 
“Bunge y Born” y “Gramon”, (aunque no se citaba las empresas a las que estaba vincula- 
do) (131). 


El mercado externo. 


El derrotero de la producción agrícola exportable era claramente perceptible: el grue- 
so era adquirido por los agentes de los grandes exportadores, y trasladado hacia Buenos 
Aires. Allí completaba las bodegas de los buques fletados, o mezclado con cereales argen- 
tinos marchaba rumbo a los mercados compradores. 


Francisco Gómez Haedo, que se desempeñaba como jefe de las secciones “Crédito de 
Habilitación Agrícola, Semillas y Graneros Oficiales” del Banco República, ingeniero 
agrónomo de profesión, y que sabía bastante del negocio de granos, escribió: 


“... Y Europa, que utiliza con habilidad los trigos canadienses para dar fuerza a sus flojos 
trigos del continente, los trigos Australianos para blanquear sus harinas, etc., ha utilizado 
la masa informe, pero de gran volumen, con que la Argentina ha pagado tributo en su pro- 
ceso de extensión agraria, para abastecer en cantidad y no en calidad las fauces del gran 
consumo del mundo. Y, perdida en esa masa, la mayoría, cargado a granel y en cualquier 
forma, presentado sin mayor objeto que el muy lógico pero interesado criterio ocasional 
de los grandes abastecedores mundiales, poco habrá podido sobrevivir nuestro trigo uru- 
guayo a la fugaz utilización parcial de un segundo, descontando como ya lo hemos afirma- 
do, que también en materia de variedades de trigo y aptitudes industriales y panaderas del 
mismo, hemos cojeado del mismo pie que nuestra hermana, la R. Argentina...” (132). 


Pese a que en la década del treinta el Estado intervino en la comercialización del tri- 
go, y a que el Banco República impuso exigencias de clasificación, el “Uruguayan wheat” 
era desconocido en “algunos mercados, (los ingleses lo denominaron conservadoramente 
“Banda Oriental Corn”). 


El problema radicaba en que se accedía a uno de los resortes esenciales, pero, en el 
extremo clave, el de los países consumidores, la llave la tentan un puñado de firmas que 
controlaban el mercado mundial. 


"Poderosos intereses creados escribió Gómez Haedo- nos plantearon terminantes 
. conclusiones tras los primeros embarques, Un fuerte exportador nos manifestaba, por 
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ejemplo, su juicio, diciendo: “EL Uruguayan Wheat que Uds. negocian, posee una CON- 
SERY ACION INMEJORABLE y tiene UNA VISTA MUY BUENA. Desgraciadamente los 
centros consumidores manifiestan que el rendimiento industrial, no se halla de acuerdo 
con tal presentación...” (133). 


Es decir que independientemente de la calidad, (y ya hemos visto que los cereales 
uruguayos no descollaban en este campo), los compradores abonarían lo que tenían inte- 
rés en adquirir: granos de relleno. 


Claro que Uruguay tenía otra opción: la de volcarse a quien habja sido su cliente en 
el siglo XIX para los excedentes de trigo y harina, Brasil. 


Una especie de nostalgia se había adueñado de los contemporáneos por un pasado 
que sentían perdido. Miguel Jaureguiberry en 1928 afirmó que “nosotros, su primer veci- 
no lindero, seguimos señalando con nuestros faros el derrotero 3 los barcos argentinos, 
que cargados de trigo, surcan nuestras costas, en rumbo al Brasil”. Y en 1930, Martinez 
Lamas señalaba: “Tres ferrocarriles uruguayos que llegan hasta tres distintos puntos de la 
frontera brasileña, esperan desde hace cuarenta años, pacientemente y a pura pérdida para 
ellos y el Estado, el día en que la evolución de la campaña los convierta en conductores de 
tada aquella enorme masa de cereales, que hoy es transportada de la Argentina hasta Por- 
to Alegre y Río Grande y que lo fue, durante cierto tiempo, a través de nuestro territorio, 
en aquellos mismos ferrocarriles uruguayos, que conducían el grano argentino cruzando 
sin detenerse, la estepa uruguaya, tal como si ésta fuera estéril” (134). 


Las cordiales relaciones entre Vargas y Terra los llevaron a celebrar un tratado de 
comercio entre los dos países en 1933, que en el rubro trigos y harinas facilitaba la expor- 
tación uruguaya: se decretó que a partir del 1 de diciembre de 1933 la exportación de ha- 
rina y trigo con destino al Brasil se podría efectuar por las aduanas uruguayas sin la exi- 
gencia de la negociación de divisas extranjeras, con la simple presentación de la factura en 
pesos uruguayos a fin de que el “Banco del Brasil” pudiese emplear en el pago de compras 
de productos uruguayos las disponibilidades de moneda que poseía en esta plaza (135). 

En 1929 Uruguay había exportado 97:405.234 kgs. de trigo: 47% fue rumbo a 
Argentina para ser reembarcado a otros destinos, 18% fue absorbido por Brasil, 12% por 
Bélgica, 10% por ltalia, у 8Zpor el Reino Unido (136). 

En 1930, de los 42:421.519 kgs. de trigo exportados por Uruguay, 37 % fue a Argenti- 
па, 23% al Brasil, 17% a ltalia y 13Z al Reino Unido. 

La exportación de 1931 fue imperceptible, en 1932 y 1933 no hubieron ventas al ex- 
terior. 

En 1934, nuevamente se exportó trigo: 73:557.565 kgs., (49% a Bélgica, 13 5а Ale- 
mania, 6% al Brasil). En 1935, de los 33:515.598 kgs. vendidos, 317 fue rumbo a Argenti- 
na, 26% absorbió el Reino Unido, 13% Bélgica. 

En 1936, 1937 y 1938, entre el 70 y el 967 del trigo exportado se dirigió a Argentina 
раға ser redistribuido desde alli. 

Las exportaciones de harinas mostraron a Brasil como principal mercado: de los se- 
tenta y dos millones exportados entre 1929 y 1937, entre el 90 y el 100% fueron absorbi- 
dos por dicho país. 


Uruguay exportó treinta y tres millones de quilos de matz en los años 1929, 1930 у 
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1931, (después decayó hasta 1937-38, en que no exportó). En estos tres años, entre el 30 
y el 89% de lo embarcado fue hacia Buenos Aires. 


De todos los productos agrícolas exportables, el lino fue el más importante: entre 
1929 y 1938 más de setecientos setenta y tres millones de quilos fueron vendidos al exte- 
rior, (de esta suma, entre el 15 y el 75% fue embarcado con destino a Buenos Aires). 


А partir de 1936 el arroz figuró en las estadísticas como producto de exportación: 
entre ese año y 1938 se vendieron al exterior casi seis millones y medio de quilos de arroz 
con cáscara, (977 fue a Argentina), y algo menos de un millón y medio de quilos de arroz 
descortezado. 


De todos modos el papel de la agricultura en el comercio exterior uruguayo era muy 
modesto. En 1930 sólo el 10,55 7 de las exportaciones eran proporcionadas por la agricul- 
tura; en 1938, el 10,61%, (picos: mínimo en 1933 con el 5,85%; máximo en 1934 con el 


14,61%). 


Balance. 


Un somero balance de la agricultura muestra que el Uruguay no era cultivado en toda su 
superficie apta, que pese a los esfuerzos oficiales la agricultura retrocedía, que se contaba 
con tecnología más moderna pero los rendimientos eran menores o permanecían estanca- 
dos, que los suelos estaban empobrecidos, que іа semilla de pedigree по Había logrado im- 
ponerse. 


Muchas causas pueden buscarse: el peso del minifundio, las dificultades crediticias, la 
falta de tierras, el alto porcentaje de arrendatarios y medianeros, la escasez de transportes. 


Pese a que el Estado trató de proteger la actividad con una política de precios míni- 
mos para sustraerla de las vicisitudes externas, ella ocupaba -según Tas cifras aportadas por 
Martínez Lamas- menos hombres: En 1917 había 115.832 labradores, en 1937-38,92.356 
(137). Se podría argumentar que la tecnología fue la causa dé que el país perdiera en 20 
años esos 23.476 agricultores, ya que las superficies sembradas aumentaron. También, 
que quizás cambió el criterio de cuantificación. Дз са] “ты 

Sin embargo, pese а que parte de la respuesta puede estar allí, е independientemente 
de estas discutibles cifras, lo cierto es que la agricultura no acompañó el crecimiento de la 
población. Se extendió sin crecer. ! 


Fue extensiva y rutinaria. Pero además su crecimiento estaría muy limitado por una 
doble dependencia: en tecnología y en mercados. 


Lo arcaico se mantenía, pero las multinacionales ya estaban aquí. Y controlaban la 
comercialización externa, imponían precios a la interna y suministraban las maquinaras 
agrícolas que en otros países habían revolucionado la agricultura. 


Mientras la estructura de tenencia de la tierra permaneciera inmóvil, y la ganadería y 
agricultura extensivas primara, el país agrícola sería una utopía. 
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CAPITULO 1 
LA BANCA 


Introducción. 


Poca cosa hay escrita sobre la historia de la banca y del sistema bancario uruguayo, a 
excepción de un trabajo pionero de Pivel Devoto (1) (en rigor más una contribución a la 
historia administrativa de la banca que a la de la banca en sí}, y el análisis del papel de la 
banca orista y de la fundación del Banco República en función de la actividad rural reali- 
zados por Barrán y Nahum. 


De todos modos, a pesar de las carencias señaladas en momentos de escribir estas pá- 
ginas, debemos їепіаг elaborar un esquema aproximativo que otros sin duda mejorarán 
en el futuro. 


El primer problema a encarar al estudiar los orígenes de la banca en Uruguay lo plan- 
tea una interrogante: ¿económicamente existió un Uruguay? 


La dilucidación de este punto obliga a plantear el problema de la “regionalización” 
del país en el siglo XIX, previa a la real consolidación nacional. 


El tema ha sido pertinazmente descuidado por la historiografía tradicional que por 
mentalidad y formación fue proclive a efectuar una historia “metropolitana”, o si se pre- 
fiere, una historia uruguaya “vista” desde Montevideo. 


Pocos temas pueden resultar tan controversiales como el del regionalismo uruguayo y 
ello deriva de la aplicación mecánica de esquemas. El primero de ellos cree que bastó la 
Declaratoria de la Independencia, la instalación de los primeros órganos gubernamentales 
y la elaboración de una Constitución para que el país automáticamente comenzara a fun- 
cionar como tal, dentro de los límites asignados. El segundo utiliza un concepto de regio- 
nalización poco funcional: aquí las regiones no estaban aisladas por los accidentes geográ- - 
ficos como Suiza en gran parte de su historia; esto era una ondulada pampa, en la que las 
comunicaciones se interrumpian en épocas de crecientes de ríos y arroyos. 

Sin embargo existieron regiones diferenciadas pese a que su interfuncionalidad era y 
fue posible. | 
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Ya Mourat (2) llamó la atención acerca del papel que le correspondió al “comercio de 
tránsito” en la instrumentación del espacio económico platense, más delineado geográfica- 
mente que las pretendidas fronteras de las supuestas unidades territoriales, 

En rigor el comercio importador se asentó en el hinterland que Artigas había previsto 
al esbozar su proyectada federación, y que más modernamente utilizarán muchas de las 
multi y transnacionales. 

Sin embargo éste es sólo un aspecto, ya que no se puede subestimar la estrecha rela- 
ción entre el litoral argentino y el uruguayo, y de ambos con Buenos Aires; así como la 
permeabilidad y funcionamiento en ambos sentidos de la móvil frontera uruguayo-brasile- 
ña. 





Desde un punto de vista económico (у cuando decimos económico imaginamos esto 
como algo vivo, es decir la creación, distribución y circulación de la riqueza y su consi- 
guiente financiación, atendiendo a lo fundamental pero también a lo accesorio que se da 
dentro del natural dinamismo del funcionamiento económico) se pueden percibir con de- 
sigual nitidez cuatro zonas: 


1) MONTEVIDEO, la ciudad-puerto. Zona de concentración urbana y por lo tanto 
con Un mercado de consumo estable; capital administrativa del país y asiento de sus prin- 
cipales instituciones. 

En ella surgirá un fuerte sector mercantil importador-financiador que estará vincula- 
do al moderno mercado capitalista mundial. 


Para satisfacer sus necesidades más elementales contará con talleres y manufactura, 
pero también albergará establecimientos orientados а la exportación (saladeros» que lo 
mantendrán unido al medio rural y a un circuito comercial arcaico (Cuba, Brasil). 


2) LA FRONTERA, (utilizamos el feliz término acuñado por Bruschera-Melogno-Re- 
yes Abadie (3), aunque la situamos en el norte y noreste del país). Limítrofe con el Esta- 
do brasileño de Río Grande del Sur, fue ésta una línea viva, móvil, que en ocasiones llegó 
hasta el centro del Uruguay y que ofició en un sentido y en otro de acuerdo a los vaivenes 
de las coyunturas políticas y económicas. En ella primó el latifundio extensivo, atrasado, 
vinculado cíclicamente a los saladeros de Montevideo o de Pelotas; y el comercio de con- 
irabando. 


3) EL CENTRO. Zona rural de pasaje relacionada con las restantes áreas, que perderá 
paulatinamente su flanco sur que se vinculará a Montevideo a partir de la penetración del 
ferrocarril, (cuyo trazado se orientará de sur a norte), y que conocerá ciertas transforma- 
ciones económicas a rafz de su segregación: agricultura, algunos talleres industriales orien- 
tados en vista a las apetencias de Montevideo y de su incrementado mercado. 


El ferrocarril deshomogeneizará la región, y cuando más avance éste, mayor será su 
desarticulación. 

4) EL LITORAL, situado sobre el río Uruguay con una “tierra de nadie” en el sur, 
(Colonia por las facilidades de comunicación fluvial estará vinculada a Montevideo y Bue- 
nos Aires). Modernamente algunos autores como Campal y Barrán y Nahum (4) han esbo- 
zado el esplendor de esta región. 


En ella la acumulación de capital se gestará paralelamente a Montevideo, en lo que in- 
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fuirá decididamente el bloqueo del puerto capitalino durante la llamada “Guerra Gran- 
de” (1839-52) que acentuará -favorecido por la arteria fluvial- la vinculación del litoral 
con Buenos Aires. 


Cumplirá en el período de auge del comercio de tránsito en el último cuarto del siglo 
XIX, un importante rol económico en el “hinterland” de la cuenca platense que lo man- 
tendrá unido al moderno mercado capitalista. Alojará también importantes saladeros, y en 
la región se radicará la primera industria de diversificación салса (Liebig). Al igual que 
Montevideo verá nacer algunos talleres industriales y artesanales y allí comenzará la reno- 
vación tecnológica del agro uruguayo (alambramiento, refinación de ganados, etc.). 


Cabe afirmar que la articulación económica del territorio nacional estará supeditada 
fundamentalmente al desarrollo de las comunicaciones, como sin duda lo comprobará en 
el futuro la investigación histórica. Para ello se deberá reconstruir los circuitos de circula- 
ción de mercancías de acuerdo a las posibilidades de la infraestructura ferroviaria, puer- 
tos, y los caminos y sendas naturales utilizados desde la conquista luso-hispánica. Porque 
si es claro el papel de los puertos en el movimiento importación-exportación, no lo es tan- 
to el de las vías de abastecimiento de las necesidades de núcleos humanos que como en el 
caso de Rivera-Livramento están hoy por sus carreteras casi equidistantes de Montevideo 
y de Porto Alegre. 


Salto, por ejemplo, estaba unido por dos líneas de diligencias a Uruguayana y el Al- 
to Uruguay y la “Compañia Salteña de navegación a vapor” desplegó la iniciativa de cons- 
truir el pimer ferrocarril a la frontera (Salto-Bella Unión) con la finalidad de obviar el in- 
conveniente de los saltos del río Uruguay para el comercio con el sur del Brasil, Melo es- 
taba unido por diligencias con Brasil. Para ir de Tacuarembó a Montevideo se prefería ir 
en diligencia hasta Paysandú o Salto, y desde allí se tomaba el vapor hasta Montevideo, 
Minas en 1850, estaba a días de Montevideo (5). 


Finalizaremos esta suscinta enumeración con una curiosa constatación: los decretos 
referentes al “Frigorífico Nacional” de la época terrista reconocían los departamentos 
“del litoral” y “del interior” por separado, como si la “campaña” estuviera dividida en 
dos regiones. 


Los bancos. 


En la historia bancaria del país existen algunas fechas claves: 1857 en que el gobierno 
autorizó el funcionamiento de la primera institución nacional, el “Banco Comercial”, y la 
primera extranjera, el “Banco Mauá”; 1863, instalación de la primera sucursal de un ban- 
co británico. 

Sin embargo, nada dicen estas fechas si no se las refiere al proceso anterior de concen- 
tración de capital que permitió el hecho en sí, y por supuesto a formas anteriores que co- 

- mo las denominadas “Sociedades de Cambios” cumplieron funciones similares, e incluso 
algunas como la de Montevideo y otras del interior se transformaron posteriormente en 
instituciones bancarias. 


Una somera revisión de los integrantes del primer directorio де! “Banco Comercial” 
muestra a saladeristas-ganaderos y a comerciantes como los impulsores de esta empresa. 


_ а 
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Pero, en lo que tiene que ver con estas instituciones, si Montevideo canalizó por ser 
capital administrativa el establecimiento de las primeras sucursales extranjeras, no mono- 
polizó su gestación nacional, ya que la zona de acumulación litoraleña fue lo suficiente- 
mente importante como para generar paralelamente formas similares. Esta pérdida de la 
delantera montevideana debe vincularse al período del Sitio de la ciudad (1843-51), que 
benefició a Salto y Paysandú, permitiéndoles brevemente a comienzos de la segunda mi- 
tad del siglo XIX funcionar en este plano autónomamente, (quedará por deslindar en el 
futuro, si esta autonomía significó “independencia” de los grupos económicos montevi- 
deanos). 


El enorme conflicto de intereses internacionales que confluyó en la Guerra Grande 
mostró el ingrediente regional primando sobre los esfuerzos centralistas, llámese Buenos 
Aires, las provincias urquizistas, o la República de Piratini en Río Grande del Sur. 


Ese clima favoreció la no-integración territorial y el desarrollo económico del litoral 
uruguayo, en parte, beneficiario transitorio de la situación. 


Como ya lo ha señalado Fernández Saldaña, “no existió desde el principio el banco 
oficial o central...” (6). De ahí que las funciones de tipo parabancaria fueran asumidas por 
comerciantes, y luego por casas creadas al efecto. 


En 1855 nació la “Sociedad de Cambios de Salto”, presidida por Leandro Velázquez, 
“negociante acreditadísimo de la plaza”, (en 1858 se transformó en “Banco de Salto”). 


En Paysandú funcionó una “Sociedad de Cambios” estructurada como una casa ban- 
сапа con facultad de emitir papel moneda. En 1862 se fundá el “Banco de Paysandú”, y` 
en 1863 el “Banco Comercial de Paysandú” que abrió una sucursal en Mercedes. Los bille- 
tes bancarios sanduceros circularon por buena parte de la República. Algunas emisiones 
fueron impresas por las litografías de Montevideo, (la de 1866, en Nueva York). 


En 1856 Carmelo y Nueva Palmira contaron con una “Sociedad de Cambios”, al igual 
que Colonia en 1859, y Mercedes en 1860. 


Esta enumeración simplemente se propone mostrar que el sistema prebancario y el 
billete regional estaban más extendidos en el interior que en Montevideo, y será justamen- 
te una decisión gubernamental emanada de la capital la que eclipse, con innegable afán 
centralista, este auge. Según Fernández Saldaña el decreto del 29 de agosto de 1860 fir- 
mado por Berro y Villalba prohibió la continuación de las “Sociedades de Cambios” exis- 
tentes en los departamentos de Colonia, Mercedes, Paysandú, y también las de Tacuaremn- 
bó y Cerro Largo en la “frontera”, fundamentando que “el motivo aparente de aquellas 
emisiones había desaparecido con la fundación de los Bancos Públicos” (7). 


La ley de 1865, (firmada por Flores, Juan R. Gómez, Francisco A. Vidal, Carlos de 
Castro, Lorenzo Batlle) reglamentó el establecimiento de bancos de depósito, emisión y 
descuentos. La norma estipulaba que los billetes serían convertibles; la emisión no podía 
exceder del triple del capital efectivo del banco; el gobierno autorizaría por veinte años el 
funcionamiento de los Bancos y se encargaría de aprobar sus estatutos (8). Esta norma vi- 
gente para toda la República no significó más que un control institucional. Porque las 
prácticas en el interior del país seguían siendo las de costumbre. Y si las “Sociedades de 
Cambios” fueron prohibidas -y en esto deben haber influido los dos bancos extranjeros 
que abrieron sucursales en Paysandú y Salto-, no se pudo imponer un billete uniforme en 
todo el territorio nacional, ni alterar el papel bancario de ciertas prácticas comerciales 
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que сото las desarrolladas en las “pulperías” de campaña sobrevivieron aún en ове siglo. 


De alguna manera detrás de la génesis del sistema bancario naciona) se encontraban el 
mostrador y el vacuno. 


Entre 1857 y 1896 la Banca estuvo dominada por el capital privado, (nacional y ex 
tranjero) y se orientó a satisfacer las necesidades de un estrecho círculo: el de los гопан 
comerciantes importadores y exportadores. 


Actividades como las rurales y las fabriles fueron escasamente beneficiarias del cré- 
dito. Los negocios bancarios se canalizaron a la financiación de mercaderías e hicieron del 
oro uno de los pilares de su fortaleza. El oro, más que un billete nacional, era lo que se 
adaptaba para las transacciones segionales que incluían como radio de acción el sur del 
Brasil, la Mesopotamia argentina, Paraguay, y en ocasiones el sur de Bolivia. 


De ahí que se conformaría un verdadero antagonismo de intereses entre quienes pro- 
pugnaban el “curso forzoso”, que permitiría el emisionismo y una mayor utilización del 
crédito para provecho de actividades económicas que lo requerían para su desenvolvimien- 
to; y la “libre conversión”, la adhesión irrestricta al sistema del patrón oro liderado por 
Inglaterra que restringía el crédito a las actividades mercantiles y que imponía un circulo 
de hierro a la producción nacional. Gran parte de la segunda mitad del siglo estará ocupa- 
do por esta pugna en la que se definirán también fracciones políticas, (ver: los “*candombe- 
ros” y “principistas” de la década del setenta). Mientras tanto, un Estado apegado a su 
papel de “Juez y gendarme” hacía leyes, observaba y vacilaba en dirimir la contienda. 


En la década del ochenta, el Ministro de Hacienda de Santos, José Ladislao Terra, que 
había estado vinculado al Barón de Mauá (uno de los más ardorosos defensores del “curso 
forzoso”), intentó crear un banco para que el Estado asumiera un rol protagónico en esta 
actividad. 

Pero será recién después que la crisis mundial de 1890 se lleve, entre otras cosas al 
“Banco Nacional” de Reus, en medio del escándalo y de maniobras especulativas que sor- 
prendieron por su audacia y por la falta de eficacia de los controles estatales, en que esta 
idea cristalizará. En el interín los sectores económicos que impulsaban la renovación tec- 
nológica del agro uruguayo y la incipiente industrialización presionaban para lograr una 
apertura crediticia que facilitara decididamente la ansiada expansión productiva. En 1896, 
con la fundación del Banco República, mediante la coparticipación institucional del capi- 
tal privado y los fondos de un empréstito concertado en Londres, la novel institución co- 
brará forma. 


Los años que transcurren entre 1896 y 1911! señalarán un derrotero erizado de difi- 
cultades, en los que el banco no siempre pudo cumplir los fines propuestos y en que mu- 
chos de sus directores se apegarán a las viejas prácticas de la banca orista, conservadoras 
pero seguras. Cuando el gobierno de Batlle y Ordóñez se decidió a nacionalizar la institu- 
ción suprimiendo la coparticipación del capital privado, el Banco ya había asumido el mo- 
nopolio de la emisión de moneda (finalmente el país había alcanzado, a comienzos del si- 
glo XX, imponer un único billete y una sola moneda). La crisis del patrón oro (1914) y 
del comercio de “tránsito”, permitirán al Estado contar con un instrumento para fijar las 
normas orientadoras de la actividad bancaria. La utilización del mismo era una de las tan- 
tas opciones que la realidad debía dirimir. 
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La banca extranjera 


Cualquier análisis acerca del sector bancario deberá considerar dos aspectos: las fot- 
mas y los procedimientos por los que se gestaron en el seno del capital autóctono las ins- 
tituciones que hemos denominado prebancarias, y su evolución hacia modalidades capita- 
listas plenas; y los bancos europeos extranjeros, en este caso el elemento “exógeno”, re- 
presentantes de un estadio económico más desarrollado. (Algún día habrá que estudiar la 
influencia de los factores “exógenos” sobre la evolución natural y espontánea a la que 
tendía la economía uruguaya, es decir esa especie de “apresuramiento” que provocó el ca- 
pitalismo europeo sobre estructuras más arcaicas -constatable no sólo en los bancos sino 
en innumerables otras actividades-, y que devino en un salto forzoso que muchas veces de- 
terminó distorsiones, dando nacimiento a híbridos capitalistas salpicados de precapitalis- 
mo. Es que -y aquí utilizamos un término al que no somos afecto por su imprecisión- una 
cosa era la “modernización” impuesta desde el exterior, y otra el camino natural hacia la 
necesaria “modernización”). 


El papel de las sucursales bancarias extranjeras estuvo orientado en sus comienzos 
más que a participar de la captación del ahorro de las zonas en las que se establecía, a fi- 
nanciar las exportaciones de los países más desarrollados haciendo posible el funciona- 
miento de un mercado mundial ya que también asumía el tráfico inverso, el de las impor- 
taciones. Cardoso y Pérez Brignoli intentan describir los mecanismos básicos de funciona- 
miento: “Las firmas compradoras emiten giros pagaderos a tres o seis meses, los cuales 
una vez garantizados por un banco, son aceptados por las empresas vendedoras del pro- 
ducto de que se trate, y luego utilizadas por éstas para efectuar nuevos pagos. El sistema 
reposa enteramente en la autoridad del banco, la cual depende como es obvio de sus re- 
cursos financieros (depósitos en cuenta corriente, ahorros, caudales, etc.). De este modo, 
el movimiento de mercancías es independiente de las posibilidades inmediatas de los com- 
pradores. Los bancos londinenses hasta 1914, y luego los neoyorquinos, desempeñaron esa 
función de garantía con alcances mundiales; pero los reordenamientos de la economía 
mundial posteriores a la crisis de 1929 desplazaron cada vez más ese papel de la esfera pri- 
vada a la autoridad monetaria y financiera de cada Estado” (9). 


En un trabajo presentado al “Congreso Financiero de Washington” en 1915, decía 
Gabriel Terra: 


“El comercio europeo ha llegado al desarrollo excepcional que tiene en Sud-América, 
principalmente, por el auxilio que le prestan los Bancos ingleses, alemanes, franceses, ita- 
lianos y españoles, que con profusión y notable éxito actúan en esos países, 

Esos Bancos que se inician con pequeño capital realizan el gran negocio de trabajar 
con los fondos que en sus cajas depositan los connacionales y dan vuelo a sus operaciones 
los cambios que inmediatamente se les ofrecen y que tienen relación con el país que re- 
presentan. No solamente actúan esos Bancos en las capitales de los países sudamericanos 
repartiendo buenos dividendos a sus accionistas, sino que también establecen sucursales 
en provincias o departamentos, cuyas operaciones toman importante desarrollo. 

Los Estados Unidos, si pretenden, como parece, en el ejercicio de un derecho y una 
justa aspiración, luchar con el comercio europeo en los mercados de Sud-América, tienen 
que enviar como avanzadas a Bancos que obedezcan a su notable organización interna del 
FEDERAL RESERVE SYSTEM...” (10). 
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lista amable sugerencia del delegado uruguayo no caería en saco roto. El Congreso 
declaró que los estados americanos debían facilitar las relaciones de sus bancos representa- 
tivos para el descuento de letras de cambio, movimiento de capitales, fomento del comer- 
Cto, auxilio de las industrias, financiación de obras públicas y explotación general de las 
riquezas de América. Terra hizo notar que en lugar de fundarse un “Banco Panamericano”, 
ers más lógica una organización bancaria internacional basada en el contacto directo о por 
medio de agencias o sucursales de las grandes instituciones de crédito privilegiadas de emi- 
sión, con el fin de regular el crédito. descontar papeles comerciales y controlar el comer- 
ciù exterior (11). 

Ese mismo año se instalaría la primera sucursal de un banco estadounidense en Mon- 
tevideo: la del “National City Bank”. 


Paralelamente comenzaría una nueva época en la fuente de recursos financieros exter- 
nos, ante la declinación de los tradicionales prestamistas europeos. 


Esa apertura al capital norteamericano que ргорирпаба parte del elenco batllista in- 
cluía la utilización del potencial que ofrecía la existencia del “Banco República”. Así Te- 
гга propuso que las dos primeras sucursales exteriores del “República” fueran en Wáshing- 
ton y en Río Grande, en Brasil. 


La de Wáshington se establecería después que los bancos confederados de los Estados 
Unidos instalaran su sucursal en Montevideo, fundamentada en que “la tendencia del capi- 
tal americano, que se acentuará cada vez más, de financiar nuestras grandes obras públi- 
cas, justifican el establecimiento de la Sucursal Bancaria...”. Su misión sería la de pagar el 
servicio de las deudas ya contratadas y que se contrataran con aquel país, y hacer propa- 
ganda “en el que será, de hoy en adelante, el principal mercado financiero del mundo”. 


| іа de Río Grande estaba en función de que las comunicaciones de dicho estado con 
el exterior se hacían, en gran parte, por ferrocarriles y puertos uruguayos (12). 


La guerra trastocaría muchos planes, y el gobierno uruguayo, además de deudor sería 
acreedor, ya que las leyes de 2 de febrero y 4 de diciembre de 1918 acordaron préstamos 
a los gobiernos británico y francés (13). (Finalmente el Banco de la República inaugura- 
ría, en julio de 1927, su sucursal en París) (14). 


Sin embargo, se manifestará una creciente tendencia a denunciar la expansión banca- 
ria extranjera. Así, en 1922, cuando un Mensaje del C.N. de Administración firmado por 
Batlle y Ordóñez y Ricardo Vecino propuso autorizar la instalación de una sucursal del 
“Banco do Brasil”, puntualizó: a) que era una sociedad mixta en la que el gobierno poseía 
el 50% de las acciones; b) que una sucursal en Montevideo “modificaría la situación ac- 
tual, en que el arbitraje de los cambios en nuestras relaciones con el Brasil, se halla en po- 
der de los bancos extranjeros”. (El diputado Perotti señaló que “el negocio de cambios, 
que es la operación de mayor importancia en esta clase de instituciones en la actuali- 


dad...”, por lo que era conveniente que el “República” abriera recíprocamente una sucur- 
sal en Río) (15). 

En agosto de 1924 al discutirse nuevamente el proyecto, expresó el diputado Ricardo 
Cosio que su oposición al establecimiento de bancos extranjeros no incluía al del Brasil. 
Su posición era clara al respecto: “siempre me he resistido y he pugnado porque a las su- 
cursales de Bancos extranjeros no se les autorice a funcionar en el país, porque dije yo en 
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otras oportunidades, se trata de un tráfico comercial que э nosotros no nos interesa...” (16). 


| En 1924, en ocasión de discutirse la instalación de una sucursal del “Banco Francés е 
italiano”, decía Eduardo Acevedo Alvarez: “hay que tratar de dificultar el establecimien- 
to de nuevas sucursales de Bancos extranjeros...” (17). 


Finalmente, el 28 de julio de 1924, se promulgó la ley que autorizó el funcionamien- 
to de una sucursal del “Banco Francés e Italiano”. Sin embargo conviene repasar algunas 
de las cláusulas: 1) la mayoría del directorio, inclusive el Presidente, debían ser urugua- 
yos; 2) los depósitos de ahorro sólo podrían ser utilizados para operaciones de descuentos 
o préstamos con casas establecidas en Uruguay, o para adquirir títulos de deuda pública 
nacional; 3) con el 50% de las ganancias líquidas durante los diez primeros años se debería 
formar un fondo para contribuir por medio de participaciones “en empresas industriales y 
agrícolas, al establecimiento de nuevos cultivos en el país y a la creación y fomento de 
nuevas industrias”; 4) cada tres años, el Directorio del Banco y el Consejo М. de Adminis- 
tración aplicarían dicho fondo, y si no llegaran a un acuerdo se destinaría a la adquisición 
de tierras para la agricultura (18). (El Informe de la Comisión de Hacienda de la Cámara 
de Senadores -5 de julio de 1924- afirmaba que еі Banco había aceptado estas disposicio- 
nes porque sus “vistas de futuro no son de extracción para nuestra economía nacional si- 
no de incorporación de la riqueza que aporte”) (19). 


Estas dificultades -si se pueden llamar así- que tendían a desestimular el arribo de 
nuevos bancos extranjeros, no significaron una prohibición expresa para su instalación. . 


Sin embargo la principal medida contra la banca extranjera será adoptada en 1931 
por las consecuencias de la crisis mundial: el control estatal de la moneda extranjera. 


No hay que descuidar el hecho de que estas sucursales, que funcionaban con poco ca- 
pital y que además utilizaban para su giro el que podían obtener de sus clientes nativos, 
recibieron por mucho tiempo, al no haber sucursales del “República” en el extranjero, el 
cambio por las exportaciones con el que podían manejar su cotización en la plaza. El cre- 
ciente papel que se le asignó al “Banco República”, y que culminó en 1931 con el control 
de las divisas extranjeras, ponían una valla al capital bancario extranjero. 


Octavio Morató fijó en la década del veinte la “nacionalización” del crédito mercan- 
til. 

Según él, la modalidad de las casas europeas era conceder créditos en cuenta corriente 
a seis meses de plazo, con un interés del 67. 


Este sistema -que operó “antes” de la guerra (1914-1913) permitía al importador 
abonar después de un lapso en que se suponía que había comercializado la mercancía. Por 
lo que el sistema mercantil utilizado por el alto comercio montevideano estaba mayorita- 
riamente apuntalado por el capital financiero extranjero. 


Dice Morató que el comercio de Estados Unidos no aceptó este sistema: cuando pre- 
dominó después de la guerra impuso su régimen de venta al contado o “a plazos angustio- 
sos, que hoy todavía persiste”. 

Después de la guerra, escribió Morató, el crédito extranjero fue sustituido por el cré- 
dito nacional. 
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Cuadro No. 32 


PARTICIPACIÓN DEL CAPITAL EXTRANJERO 
EN EL SISTEMA BANCARIO NACIONAL 





| (en Zen números redondos) 


Rubros Años 
1929 : 1933 
Capital 127 127 
Cuentas corrientes 30% 397 
Depósitos (caja de ahorros y plazo fijo) 147 10% 
Adelantos 15% 12% 





Fuente: Cuadro elaborado en base a cifras de los Amuarios Estadísticos de la R.O. del 
Uruguay, y diario La Mañana. 


La legislación. 


La legislación aprobada en 1911-12, que nacionalizó el “Banco República” e “Hipo- 
tecario” y creó el de “Seguros”, sentó las pautas por las que el Estado participaría del sec- 
tor bancario. De todos ellos, era el “República” el que desempeñaria el rol específico de 
banco. Desde 1907 -en que había concluido el privilegio del último de los bancos emisores- 
contaba con el monopolio de la emisión de moneda. 


Si bien quedaba delimitado el papel estatal, era necesario precisar los carriles por los 
cuales se canalizaría la actividad privada que coparticipaba del sistema financiero nacio- 
nal, de la captación del ahorro y del manejo del crédito. 


La paz de 1904 había estimulado el empuje económico y será el punto de partida de 
un período de capitalización interna que encontrará en las exportaciones del periodo bé- 
lico (1914-18), y en la incorporación de capitales por la vía del empréstito, una verdade- 
ra palanca para el desarrollo de las diversas actividades que daban vida al sistema. Período 
que aún permanece en la nebulosa, de transformaciones económicas (triunfo del frigorífi- 
co, aceleración de la refinación ganadera)» en el que se buscó vías normativas que enmar- 
caran esa nueva savia vivificante para canalizarla hacia una forma capitalista más plena y 
más acorde соп las pautas mundiales a las que el comercio externo había insertado. 


El 10 de marzo de 1915 un decreto firmado por Feliciano Viera y Cosio creó la “Ins- 
E pección General de Hacienda”. Resulta sugestivo para apreciar hasta qué punto la impro- 
| visación devino en incontrol, repasar los considerandos: “Que hasta el presente no existe 
una oficina pública que controle los actos de las sociedades anónimas, que muchas veces 
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| se instalan sin llenar los requisitos legales, defraudando, -al amparo de la personería jurídi- | 
са dada por el Estado- а las que les confían su dinero ante la apariencia de seriedad de | 

ciertas empresas de mala fe”. Entre los cometidos que se le asignaban figuraba “verificar si 

las sociedades anónimas que han obtenido personería jurídica han llenado los requisitos 


legales” (21). 


Con fecha 21 de febrero de 1916, el Poder Ejecutivo remitió un proyecto de ley por 
el que se creaba la “Inspección Nacional de Bancos”, adscripta al Ministerio de Hacienda y 
| desempeñada por un Inspector. Sus facultades sería fiscalizar el encaje monetario de las 
| instituciones bancarias privadas e inspeccionar los fondos provenientes de depósitos a pla- 
zo y en cajas de ahorros, Los bancos pagarían para sostener el funcionamiento de este or- 
ganismo fiscalizador. La inspiración de este proyecto, también firmado por Viera y Cosio, 
se encontraba en “Recientes y ruidosos desastres ocurridos en otros países”, que habían 
repercutido aquí con el cierre de dos filiales de bancos extranjeros. El Informe de la Co- 
misión de Hacienda de la Cámara de Representantes, suscrito entre otros por Terra, califi- 
có el mensaje de “tímido” por cuanto limitaba la acción fiscalizadora a la verificación de 
los encajes metálicos y a un discreto contralor de la inversión de los fondos depositados a 
plazo y en caja de ahorros. Sin embargo, pese a las limitaciones que le señalaron ambas ra- 
mas parlamentarias, el mismo fue aprobado (22). 





Un decreto de 1917 (16 de julio), suscrito también por Viera y Federico Vidiella, 
| cometió a la “Inspección de Bancos” la verificación de las condiciones establecidas por la 
| ley de 1893 para la existencia y funcionamiento de las sociedades anónimas (23). 


La ley del 27 de febrero de 1919 estableció que las sociedades anónimas, tanto nacio- 
| nales como extranjeras quedaban sujetas a la vigilancia y fiscalización de la “Inspección 
| General de Bancos y Sociedades Anónimas” (24). (En 1934, este organismo será refundi- 

do en la “Inspección General de Hacienda”). 


Mención aparte merece, por su importancia, la ley de cheques aprobada en 1919, que 
permitió la difusión de este medio de pago. (En 1911, el "Banco Comercial” había parti- 
cipado con las restanies instituciones bancariás y la “Cámara Nacional de Comercio” en la 
redacción del informe sobre unificación del derecho relativo а los cheques que el Ejecuti- 
vo envió al Congreso de La Haya) (25). Según el informe presentado en noviembre de 
1918 por la Presidencia de la República, el proyecto había sido tomado de las legislacio- 
nes inglesa y argentina. Con el “Clearing” que se creaba, se obtenía una economía de bie- 
lletes уа que el saldo de las operaciones realizadas por esa "Cámara Compensadora” se 
atendía con un promedio del 10% de billetes sobre el monto de las sumas operadas. El 
cheque era un instrumento de pago con vigencia en todo el territorio nacional, que permi- 
tiría las grandes y medianas transacciones comerciales con prescindencia de los efectivos 
depositados en las instituciones bancarias. La ley fue aprobada el 17 de marzo de 1919 (26). 


También mereció atención la banca privada. 


Así, Pedro Cosio presentó al Consejo Naciona] de Administración un proyecto de re- 
glamentación bancaria inspirado en el modelo norteamericano (27). 


En 1924 el Consejo М. de Administración pasó al Cuerpo Legislativo una iniciativa 
del Consejero Federico Fleurquin y del Gerente del “Banco República” Octavio Morató, 
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para sustituir la Ley de Bancos de 1865. El proyecto distinguía los bancos (un millón de 
capital), de las casas bancarias, (medio millón de capital). El plazo de autorización no se- 
ría mayor de treinta años. Los países originarios de los bancos extranjeros debían permitir 
reciprocamente la instalación de bancos uruguayos. Se crearía un “Consejo Bancario” con 
miembros de la banca privada y oficial para intervenir cuando una institución se hallara 
colocada fuera de las condiciones legales (28). 


Todos estos proyectos tendían además, mediante la inclusión de normas técnicas es- 
pecíficas, a la protección de los ahorristas. 


En marzo de 1931 Octavio Morató informaba: “No ha podido concretarse ningún 
proyecto ni siquiera se ha insinuado la tendencia a discutir alguno” (29). 

En plena crisis, el 18 de agosto de 1931, la Gerencia del “Banco República” informó 
sobre un plan de reestructura bancaria que incluía: 


[) La creación de un “Banco Central”, en cuya dirección coparticiparian delegados del 
Poder Ejecutivo, la banca oficial, la banca privada nacional, la banca extranjera, y entida- 
des rurales, industriales y comerciales del pais. 


2) Mantenimiento del “Banco República”, al que se le quitaría el derecho de emisión, que 
se adjudicaría al “Banco de Reservas”. 


3) Creación del “Banco de Crédito Rural e Industrial”, bajo la dirección del “República”. 


4) Fundación de la “Caja Nacional de Ahorros y Descuentos”, también segregada del “Re- 
pública”. 

5) Sanción de una ley que legislara sobre el régimen de funcionamiento de la banca parti- 
cular, de acuerdo con los principios de gobierno técnico de la banca privada y con el senti- 
do de cooperar con el Banco Oficial en las actividades económicas del país y en sus propó- 
sitos de coordinación bancaria (30). 


En julio de 1931 el Senador Dr. Alberto Demicheli informó que la Comisión de Ha- 
cienda se estaba ocupando del estudio de una ley bancaria general, y de un proyecto del 
Dr. Javier Mendívil sobre defensa del ahorro. El 1 de setiembre de 1931 el “Banco Repú- 
blica” solicitó el estudio de la reglamentación sobre funcionamiento de la banca privada 
del país. Al día siguiente, los senadores Pablo Minelli y A. Demichelli presentaron un pro- 
yecto рог el que el Consejo N. de Administración y el “Banco República” determinarian 
el alcance de las operaciones de las instituciones bancarias privadas (31). Pero otros pro- 
blemas considerados más urgentes pospusieron todo intento de ordenamiento del sistema 
bancario nacional hasta la ley de enero de 1938, 


La banca en el interior. 


Ya hemos referido a cómo el capital mercantil fue gestando en su seno prácticas de ti- 
po bancario que dieron nacimiento a las “Sociedades de Cambios” que oficiaban de ban- 
cos, y de cuya evolución surgieron las primeras instituciones nacionales. También hemos 
citado las disposiciones por las que se limitó la difusión de este tipo de casas en beneficio 
еп primer término de las sucursales de los bancos extranjeros que se apresuraron a inaugu- 
rar filiales en Salto y Paysandú. Fue el litoral la zona en la que se establecieron las agen- 
cias del “Banco Mauá” y del “de Londres y Río de la Plata”. 
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A ellos se le sumará posteriormente el “Italiano” que se instaló en Mercedes, Paysan- 
dú y Salto, y que absorbió en 1866 al “Banco Comercial de Paysandú” (32). Este era el 
panorama de las zonas urbanas del interior. Porque como ya lo señalaron Barrán y Nahum, 
en las rurales las operaciones bancarias se focalizaban en las ““pulperías”. Las pulperías 
eran los centros mercantiles de la campaña, donde se abastecían las estancias de aquello 
que no producían, donde los gauchos recalaban para tomar una copa, comprar yerba y ta- 
baco, o jugar a las cartas, la taba y en ocasiones para encontrar otro tipo de esparcimien- 
to: desde bailes a pencas de caballos. La pulpería fue además de comercio, el punto de so- 
ciabilidad del medio rural. El pulpero, poco a poco, fue agregando funciones. Barrios Pin- 
tos expresa: “El pulpero sería también, según las circunstancias, prestamista y fiel guarda- 
dor de fondos; acopiador de nuestra industria madre; negociante de los frutos de la tierra; 
hombre de buen consejo: confidente, agente de marcas y señales y de correos; co-organi- 
zador de remates ferias; padrino” (33). 

Este autor sitúa la primera pulpería “erigida en la Jurisdicción de Montevideo, por el 
año 1724”, y afirma que en el período de la Cisplatina se difundirán como “mancha de 
aceite”. Esta unidad socioeconómica del medio rural también sirvió para acumular rique- 
za, y “algunos apellidos ilustres de la ganadería (cita a los Elorza)- tuvieron sus ascendien- 
tes en un pulpero” (34). 

Federico Vidiella expresó al fundarse el Banco República en 1896: “Era nuestra 
campaña, algo así... como esas villas perdidas en el interior de las selvas paraguayas. no 
hay crédito, cualquier préstamo que se haga es al quince y al veinte por ciento: los únicos 
dispensadores del crédito eran los pulperos, que eran los que se habian convertido en fac- 
tores de ese elemento esencial del progreso” (35). 


De cómo funcionaban las pulperías, nada más gráfico que las palabras de Gabriel Te- 
rra en 1914: 


“En estas épocas no hay circulación: nuestros cueros están en las pulperías de campaña; 
los pulperos de campaña no tienen medios de facilitar a los estancieros el anticipo para ha- 
cer la zafra de sus lanas y los pulperos de campaña no reciben mercaderías o comestibles 
de las casas de Montevideo; porque no tienen medios de pagar” (36). 


Es decir que el pulpero era el vínculo eritre el productor rural y Montevideo, estable- 
ciéndose un circuito económico con acopiadores y casas comerciales. 


Por su parte, escribió en 1928 Jaureguiberry: 


“Es un intermediario necesario que oficia de banquero; cuenta con el crédito bancario y 
comercial de las casas mayoristas; ofrece sus mercaderías a cuenta de la producción y el 
guía y confidente de los negocios de la localidad. El estanciero le paga después de cada za- 
fra o posteriormente a cada venta de ganado; el chacarero en general inmediatamente des- 
pués de la cosecha, pero no en valor monetario, sino con el propio producto de la tierra; 
en tal forma almacena o deposita el pulpero la cosecha del pago, a la espera de un mayor 
valor de los productos” (37). 

Рага el elenco batllista, el “Banco República” debía ser el instrumento para combatir 
la usura en la campaña, y el difusor del crédito en todo el territorio del pais. Ya Gabriel 
Terra había dicho en 1914 en la Cámara de Representantes, refiriéndose a la usura: "La 
gran arma para combatirla, es crear, es fortificar instituciones de crédito que, como el 
Banco de la República, lleven a todos los ámbitos del pais el préstamo hecho en condicio- 
nes liberales a los hombres de trabajo” (38). 
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Esta idea fue retomada de aquellas que habían inspirado la fundación de la institu- 
ción. Impulsar la apertura de sucursales del “República” en todos los departamentos fue 
una vía de difundir el capitalismo en el interior del pais. Aunque en esta ocasión, €] injer- 
to de esta forma “moderna” corrió por cuenta del Estado. En 1920 el “Banco República” 
tenía sucursales en todas las capitales departamentales, y en catorce localidades de cam- 
paña (39). La importancia de esta política no sólo radicó en la lucha del crédito contra los 
procedimientos precapitalistas, las prácticas de la usura, sino en la utilización del aparato 
estatal en sustitución del capital privado, que a esta cita llegó tarde. 


Algunas pistas permiten reconstruir las modalidades operacionales de la banca privada 
en el interior del país. Así, en un aviso de 1920, en Paysandú el “Banco de Crédito” figu- 
raba con “agentes”. Es decir delegaba sus gestiones en representantes. Por su parte el “Co- 
mercial” utilizaba el correo: 

“Las personas que residan fuera de la Capital y quieran tomar alguna letra pueden remitir 
su importe a este Banco, quien se encarga de dar curso de la primera vía, al destino que se 
le indique y de remitir la segunda vía al tomador, sin más gastos” (40). >. _. 


A excepción de la experiencia del “Italiano” y del “Agrícola Ganadero”, la banca pri- 
vada miró tardíamente el interior del país. | 


Evidentemente, de acuerdo a las cifras que pudimos manejar, era necesaria una capi- 
talización previa que hiciera rentable el funcionamiento de las sucursales: Martínez Lamas 
calculó que en 1927 las cuentas de ahorro sumaban $ 73 millones en todo el país, y de ese 
total sólo $ 14: correspondía a las sucursales del República en campaña (41). Es decir que 
el interior únicamente capitalizaba el 207 del ahorro nacional. 


Resulta sugestivo que el “Banco Comercial”, primera institución nacional, recién en 
1940 instaló sucursales en el litoral: Salto, Paysandú y Mercedes; en 1942 en Melo y en 
1944 en Tacuarembó (42). 


En 1928 Octavio Morató se vanagloriaba de la hipertrofia del Banco República: 50 
sucursales en el interior, y 6 en el departamento de Montevideo, (entre 1921 у 1927 se 
habían establecido 16 nuevas filiales). 


Según él era muy pocas las que llegaban a producir una utilidad líquida que alcanzara 
o excediera del 5% anual. Las causas eran dos: 1) los negocios de la campaña no eran sufi- 
cientes para determinar una masa de operaciones que hiciera rentables е] mayor número 
de dependencias; 2) el Banco difundió sus filiales más por una razón de servicio público 
que por interés comercial. Sus palabras sirven para testimoniar que efectivamente en ma- 
teria bancaria la evolución hacia lo moderno fue estimulada desde afuera. Es decir que el 
Estado asumió el papel que en otras circunstancias había encarado el capital privado о ex- 
tranjero. 


“La política desarrollada escribió Morató- obedece además al criterio que aconseja el 
establecimiento de los ferrocarriles pobladores. La creación de las instituciones o de los 
organismos son un antecedente y una catisa de las actividades económicas. No son, en ge- 
neral, su consecuencia, como resultan en la determinación de la política de las actividades 
privadas” (43). 

En esta materia el estatismo sirvió de andador para ayudar a caminar al capital priva- 
do. Luego éste crecería, y no necesitaría de soportes. 
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Al igual que en el siglo XIX, nuevamente en el seno de los centros urbanos del inte- 
rior del país surgirán instituciones de tipo bancario, de acción reducida, а las que genérica- 
mente se las denominó “Cajas Populares”. 


Pero su nacimiento fue gestado desde Montevideo, por decisión de corrientes solida- 
ristas cristianas que en un congreso de 1902 habian decidido fundar cajas de créditos se- 
gún los modelos europeos que excluían el espíritu de lucro, a las que en 1912 dotaron de 
estatutos modelos que buscaban fomentar sociedades de producción y de venta, facilitar 
la adquisición de elementos para la producción (especialmente rural), favorecer las tran- 
sacciones rurales, estimular el ahorro popular, etc. 


Así se fundaron la Caja Obrera en 1905 en Montevideo; y las cajas populares de Pan- 
do (1907), San José (1909), Trinidad (1913), Durazno (1914) (44). 


Es decir, que salvo la de Pando, las restantes fueron posteriores a la instalación de su- 
cursales del “República” en esos sitios. 


La legislación bancaria de 1938 permitirá a este tipo de instituciones surgidas por 
obra del Segundo Congreso de “Círculos Católicos de Obreros” de 1902, evolucionar ha- 
cia el estatuto de Banco, mediante el requisito del aumento de capital. (El 12 de marzo de 
1938 la primitiva “Caja Popular de San José”, inscribió sus estatutos como “Banco” en el 
Diario Oficial). 

En la década del cuarenta la legislación estimulará la creación de Cajas Populares, y 


muchas de ellas evolucionarán posteriormente a bancos por multiplicación de sus giros. 
Pero esa es otra historia. 


(Los informes de la “Inspección de Bancos y Sociedades Anónimas” reconocen entre 
1933 y 1938 la existencia en el interior de sólo seis de ellas: dos en San José, una en San- 
ta Lucía y las ya citadas de Pando, Durazno y Trinidad). 


Su origen, por otra parte, será distinto al de las antiguas “Sociedades de Cambios” 
asentadas en el capital mercantil: buscarán el auxilio de pequeñas sumas mediante suscrip- 
ción pública, preferentemente del medio en que se insertarán, actuando como polo esti- 
mulador de la actividad financiera. 


Recién en la segunda mitad de la década del treinta la banca privada buscará abrir su- 
cursales en el interior, l "Uruguayo de Crédito y Administración” lo hará еп el sur-, co- 
menzando una expansión que cristalizará en la entrante década al sumarse otras institucio- 
nes a este esfuerzo descentralizador. 


+ 


La banca en la década del veinte. 


Una somera lectura de las estadísticas permite constatar el credimiento del papel eco- 
nómico de la banca en el período diciembre 1919-diciembre 1929 (45): 


— el capital de los bancos pasó de $ 36:062 a $ 57:611 (aumento del 59,757). 


Este aumento es promedial -acotación que rige para los restantes guarismos genera- 
les-, ya que el crecimiento fue dispar. 


1) El “Banco República” en 1919 concentraba el 51,81% del capital bancario: en 
1929 había descendido al 48,44% 
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2) La banca privada nacional pasó del 37,867 del capital bancario en 1919, al 39,027 
еп 1929. 

3) La banca extranjera aumentó su participación en el sistema bancario nacional del 
10,33%al 12,54% 
— los depósitos bancarios pasaron de $ 118:308 en 1919 a $ 176:194 en 1929, (aumento 
del 48.92%). 

La evolución de los distintos sectores bancarios en la captación de los depósitos fue la 
siguiente: 

1) El “Banco República” creció a expensas de los restantes: (41,40Zen 1919; 54,162 
en 1929). 

2) La banca privada nacional descendió del 35,45 Zen 1919, al 26,377 en 1929. 

3) La banca extranjera descendió del 23,15%en 1919, al 19,47% en 1929. 


— los adelantos pasaron de $ 160:632 en 1919 a $ 220:842 en 1929, (aumento del 
37 48%). 


1) El “Banco República” aumentó su participación del 53,367 en 1919 al 58,20 Zen 
1929. 
2) La banca privada nacional descendió del 29,59 Zen 1919 al 26,404 en 1929. 


3) La banca extranjera descendió del 17,05Zen 1919 al 15,40% en 1929. 


Estas cifras permiten comprobar el enorme peso del “Banco República” аве en líneas 
generales controlaba aproximadamente la mitad del sistema bancario, (en capital, depósi- 
tos y adelantos). En 1918 había superado a los restantes bancos en colocaciones banca- 


rias;en 1923 en depósitos (46). 

La banca extranjera, tuvo mayor participación -en relación a su capital- en depósitos 
y adelantos que іа privada nacional. 

Este crecimieno del sector bancario no se puede sustraer a toda una cosmovisión que 
se había ocupado de inculcar a la población el hábito del ahorro, que fue elevado al pedes- 
tal de las grandes virtudes. 

Diversas corrientes ideológicas confluían en ello. 

Brena, analizando la acción social de los católicos en Uruguay afirma que La Caja 
Obrera fue la primera institución en introducir las alcancías en Uruguay en 1906, después 
que el Banco República desestimara la oferta de cajas metálicas de ahorro doméstico efec- 
tuada por una empresa norteamericana (47). 

El ahorro, además de un planteo ideológico, era una de las vías que permitiría dimen- 
sionar el sistema bancario: era afluencia de capital que necesitaría ser colocado para pro- 
ducir los intereses de su costo; era savia vivificante de la red bancaria nacional. 

El uso de la alcancía se difundió y engalanó prestamente los rincones visibles de los 
hogares más humildes. 


Pero el ahorro también sería estimulado desde la órbita oficial. 
Así, en el lapso en que Pedro Cosio fue Ministro de Hacienda (1913-1916), dictó un 
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decreto por el que se habilitaban las agencias de rentas en los pueblos donde no existían 
sucursales del “Banco República” para recibir fondos en caja de ahorros. 


Además, envió una nota al Inspector Nacional de Instrucción Primaria pidiendo su 
colaboración en el sentido de recomendar a los maestros de las escuelas situadas en los 
pueblos donde se habilitaban dichas agencias, que hicieran conocer desde las aulas esta 
nueva forma de promoción del ahorro. El Inspector Nacional Dr. Abel J. Pérez se dirigió a 
los referidos maestros dándoles instrucciones al respecto, en nota “en la cual formulaba 
extensas consideraciones sobre la necesidad de dar al niño la noción exacta del ahorro” (48). 


Al sancionarse en 1919 el proyecto por el que se creó la “Caja Nacional de Ahorro 
Postal”, se estableció expresamente (artículo No. 21) “la obligación para todas las escue- 
las públicas primarias nacionales y para las particulares habilitadas, de dictar una clase se- 
manal а todos los alumnos, sobre las ventajas morales y materiales del ahorro y de la pre- 
visión en general y especialmente del ahorro postal que estatuye la presente ley” (49). 

En 1928, escribió Octavio Morató: 

“Es notorio el esfuerzo que el Banco ha desarrollado para arraigar en las poblaciones el es- 
píritu de ahorro, cuyos efectos económicos y morales son de trascendencia reconocida. 
El Banco se ha impuesto sacrificios de consideración sirviendo en todas las circunstancias 
tipos de intereses elevados y facilidades en sus servicios, con el fin de estimular el ahorro 
nacional. El éxito ha acompañado este propósito” (50). 

Según las cifras del “Banco República”, el ahorro nacional constituido en los bancos 
fue en 1919 de $ 50:208 290, y en 1929 de $ 105:295.177, (o sea que prácticamente se 
había duplicado en 11 años). En 1919 -siempre según cálculos del “República”. por cada 
habitante del país existían $ 34,32 ahorrados, en 1929 $ 56.92. Ese año el 47% del ahorro 
estaba depositado en el “República”, el 41% en la banca privada, у el resto se repartía en 
la restante banca oficial, (Banco “Hipotecario” y “Саја Nacional de Ahorro Postal”) (51). 


En 1923 la banca oficial superó a la privada en la captación del ahorro nacional. 
En 1928 señalaba Juan Carlos Vallarino: 


“Considerando la capacidad económica del Uruguay, resulta asombrosa para los observa- 
dores economistas -como lo expresara el profesor Gastón Jéze- las grandes cantidades mi- 
llonarias que existen depositadas en los Bancos, incluyendo naturalmente la cifra enorme 
representada por las custodias de títulos públicos de renta, casi en su totalidad colocados 
entre los tenedores y “ahorristas” del país, no transitoriamente para operar, sino estanca- 
dos en las arcas, para recortar cupones y cobrar su importe indefinidamente” (52). 

Esta fue en efecto una de las grandes vertientes por las que se canalizó oficialmente el 
ahorro público. Al crearse en 1919 la “Саја N. de Ahorro Postal”, “соп el objeto de facili 
tar y extender el ahorro popular, y principalmente de hacerlo posible a las clases menos 
favorecidas” -como rezaba el artículo primero del proyecto sancionado-, se estipuló que 
el 85% de los fondos fueran invertidos “lo más rápidamente posible y por intermedio del 
Banco de la República en la adquisición de títulos de deudas nacionales, títulos u obliga- 
ciones hipotecarias y bonos para la construcción de obras municipales” (53). 


La banca oficial en todo momento trató de apuntalar -y по sólo “*controlar”- al sec- 
tor privado: 


“Los bancos privados pueden escribió en 1925 Morató- llevar hasta el último extremo la 
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aplicación de sus recursos propios, contando, como cuentan, con el respaldo del Banco de 
la República. Cualquier necesidad que se les presente eventualmente para servir los retiros 
imprevistos de depósitos о para aplicaciones que les resulten convenientes, pueden recu- 
trir al Banco de la República, ya sea por medio del redescuento, de los créditos de otra na- 
turaleza o por operaciones de cambio a plazo, y hacerse de inmediato los elementos mo- 
netarios que les hacen falta” (54). 


Es que la banca privada tradicional seguia manejándose con los viejos principios en 
gue la prudencia sustituía a la audacia, como en la vieja época del patrón oro. Basta repa- 
sar la biografía elaborada por el “Banco Comercial” para su octavo presidente, don José 
Saavedra (1914-1934): *... la moderación de todas las operaciones bancarias que se reali- 
zaron en su época, quedaron como rica cosecha de su administración, que fue austera y 
digna, como fueron dignos y austeros su aspecto físico y su contextura moral...” (55). 


En el papel de “apuntalador”, el “República” fue eficaz: en 1920 ante el pedido de 
moratoria del “Banco Italiano del Uruguay” -que había concedido crédito a los exporta- 
dores para comprar la zafra de frutos que después no se comercializó- concurrió a aliviar 
las necesidades del crédito creadas por la cesación de pagos de la citada institución (56). 


El redescuento. 


Pero además el “Banco República” contó con otro instrumento para auxiliar a la 
banca privada: el redescuento. 


La definición del mismo no fue ni es fácil. En 1942, escribía el Dr. Eduardo Jiménez 
de Aréchaga: “Y hoy le llega su turno al estudio de una práctica mercantil, de índole ban- 
сапа, no definida aún, de modo expreso, par el Derecho Positivo: el “redescuento banca- 
rio” (57). 


Es decir que antes que se lo precisara jurídicamente, ya estaba aceptado por la cos- 
tumbre. Según el citado autor, el redescuento bancario apareció por primera vez en el de- 
recho positivo uruguayo en la ley de 17 de julio de 1911 cuyo articulo 16 enumera las 
operaciones del “Banco de la República”, precisando en su inciso 9: “Redescontar docu- 
mentos de la cartera de otros Bancos”. Este inciso fue modificado por la ley de 25 de oc- 
tubre de 1920, en que fijó para este tipo de operaciones el tope de seis millones de pesos; 
(la ley de 14 de agosto de 1935 destinó la suma de diez millones de pesos en billetes de 
emisión mayor, para ser utilizada exclusivamente en el redescuento de documentos banca- 
rios extendidos a un plazo no mayor de ciento ochenta días) (58). 


La operación se efectuaba de la siguiente manera: los clientes de un banco privado 
suscribían el documento de una operación, el documento era elevado al “República” 
que lo estudiaba, y sí era de su conformidad abría un crédito al Banco privado que debía 
ser cancelado antes del vencimiento del documento redescontado. El cliente ignoraba to- 
do este circuito, razón por la que concurría para su cancelación al respectivo Banco priva- 
do. 


“Por el “redescuento” -dice Jiménez de Aréchaga- el Banco de la República, ofician- 
do de Banco central, de Banco de banqueros, no se hace dueño del documento redescon- 
tado; no lo puede endosar, a su vez, sino que debe conservarlo en su cartera para que el 


297 





Banco privado de descuento lo retire, а más tardar, el día antes de su vencimiento” (59). 


Es decir que el “República” oficiaba de prestamista de la banca privada, facilitando 
sus negocios. Los documentos redescontados quedaban como garantía prendaria, a la es- 
pera de que fueran levantados y sin ninguna finalidad ulterior. (Esta práctica no fue origi- 
nal, institutos similares funcionaban en otros países). 


En 1920 informaba Octavio Morató: “El redescuento bancario es la mejor forma de 
constituir una cartera liviana. Hasta hoy ha sido utilizado por los bancos privados como 
un régimen de excepción. 

Las operaciones corrientes de redescuento están limitadas a pocos bancos: ей muchos 
casos sólo es el resultado de necesidades ocasionales. El Banco Comercial, por ejemplo, 
hizo un redescuento para hacerse de emisión y evitar desprenderse de parte del oro amo- 
nedado que tenía en sus cajas, по con el fin de obtener recursos para aumentar sus coloca- 
ciones, aún cuando ello ha resultado de la operación realizada” (60). 


Según Morató una de las razones que se oponían а la creación de una importane car- 
tera de redescuentos era la resistencia de las instituciones privadas a utilizarlo. El Banco 
República era un competidor en plaza, prestaba a la misma clientela de la cual ellos forma- 
ban la suya. La banca privada debería cambiar su forma operativa y el República pasar de 
prestamista a “redescontador”. Y esto por el momento era imposible: 


“La acción beneficiosa, ponderadora que ejerce el Banco de la República para la distribu- 
ción del crédito no puede, hoy por hoy, ser sustituida por los bancos privados, ni айп en 
Montevideo” (61). 

Sin embargo, pese a que el redescuento no fue utilizado en este periodo en toda su 
potencialidad, su uso levantó quejas. En 1925 denunciaba “La Mañana”: 


<. El redescuento es utilizado por los bancos particulares para hacerse de nuevos fondos, 
gracias a los caudales disponibles del banco de estado, a fin de poder colocarlos nuevs- 
mente entre su clientela, en із actualidad ávida de fondos... 


| Este (el banco particular), de tal manera, beneficia de la diferencia de interés, y 
dispone nuevamente de los fondos como si no los hubiera prestado, para proseguir sus 
fructuosas operaciones... 


El Banco de la República presta normalmente sobre docunsentos a plazo al 6 y 1/2 de 
interés. 


A pesar de haber mantenido esa tasa moderada del descuento, los bancos particulares, 
aprovechando inconsiderablemente la demora enorme del crédito que hace la plaza en la 
actualidad, han subido por etapas el tipo de interés, Hevándolo hasta el 8 y 1/2, y algunos 
al 971...” (62). 


Estas consideraciones no son de desdeñar, porque como muestra el cuadro No. 33, 
entre 1921 y 1925 el redescuento se benefició de más fondos que el agro y la industria. 
Pero aún en los períodos en que fue minoritario, desvió capital que hubiera permitido un 
mayor desarrollo del sector productivo, pura y exclusivamente en favor del apuntalamien- 
to del sector financiero que aprovechó la situación para lucrar. 
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Cuadro No. 33 


BANCO REPUBLICA: RELACION ENTRE EL REDESCUENTO BANCARIO 
Y EL CREDITO RURAL E INDUSTRIAL 





(en pesos corrientes de cada año) 

Año Redescuento ($) Crédito rural e industrial ($) 
1921 2:407.438 586.640 
1922 2:463.565 1:223.063 
1923 2:285.459 888.500 
1924 2:912.213 803.296 
1925 2:643.132 717.983 
1926 2:353.708 4:049.025 
1927 3:056.951 4:639.891 
1928 4:567.776 4:921.136 
1929 2.295.540 6:208.411 
1930 2:430.948 8:070.799 
1931 3:464.122 9:847.224 
1932 21520.503 13:711.676 
1933 2:078.273 12:001.517 
1934 2:374.641 9:904.229 
1935 1:243.859 8:018.204 
1936 1:958,534 8:039.746 
1937 1:713.509 7:533.070 








Fuente: Balances del BROU al 31.X11. en Anuarios Estadísticos de la В.О. del Uruguay. 





Aumento del crédito 


Todos los contemporáneos hicieron hincapié en la importancia que asumió el crédito, 
cuyas posibilidades se maximizaron en la inmediata posguerra. 

Mención aparte merece la canalización que se hizo del mismo. Y en este punto tam- 
bién hay coincidencias: su utilización se orientó al consumo, a la adquisición de bienes 
improductivos. 

“El crédito al consumo improductivo escribió Morató-, es el peor de los créditos, 
porque desestimula el trabajo y predispone a la prodigalidad” (63). 

De alguna manera el país fue inundado por nuevos productos distribuidos en gran 
parte por filiales de las multi y transnacionales, cuya adquisición fue estimulada a sabien- 
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das ya que en ello estaba implícita toda una concepción para la que de alguna manera el 
aumento del standard de vida se parangonaba al progreso económico de las grandes nacio- 
nes industriales. 


“Recuerdo que en el diario EL DIA -manifestó en 1934 el diputado Mario Dupont 
Aguiar-, que ahora ya no es peligroso, pero que lo era entonces, porque gozaba de una 
gran influencia en nuestro ambiente-, se sentaron estas dos originales premisas: primera, 
que un país era tanto más adelantado y rico cuanto más gastara; y, segundo, que sólo los 
países ricos y progresistas tenían un costo de vida alto, y cuanto más cara la vida, más 
adelantado sería. Y para cohonestar estas afirmaciones, se invocaba el ejemplo de Estados 
Unidos de Norte América... 

Se creó así, con esa unión de hechos, prácticas y conceptos, una nueva mentalidad 
que cambió las modalidades tradicionales de nuestro pueblo, volviendo su prudencia y 
previsión en imprevisión y derroche. La facilidad del crédito completó la obra de disolu- 
ción de nuestras sanas costumbres y el país entró a gastar sin tasa ni medida...” (64). 


Claro que, independientemente del innegable peso que ello tuvo en la balanza comer- 
cial del país, muchos de los criticados bienes eran fruto del avance de la humanidad, como 
el automóvil, ómnibus y camión, que produjo una revolución en el transporte mundial 
que se hizo efectiva aquí, a partir de la posguerra; о la heladera, la radio y mil artículos 
más, cuyo uso se fue democratizando a sectores sociales que medio siglo antes no soñaron 
con poder acceder a modernas formas de comodidad y esparcimiento. La posibilidad de la 
compra en cuotas, o a crédito, pasó a ser una realidad aún para aquellos que gozaban de 
un salario pero que no tenían una fortuna detrás. 


En términos económicos -y salvo los vehículos de transporte colectivo y de carga- la 
mayoría de estos gastos eran improductivos, llamando la atención efectivamente la falta 
de previsión, el no saber sustituir la avalancha de productos por una política moderada de 
importación de bienes de consumo. Porque si bien es ahistórico pretender que la sociedad 
uruguaya se mantuviera al margen del progreso técnico de la humanidad, no se debe igno- 
rar las urgencias del momento, las necesidades de sus fuerzas productivas. 


“Durante los años de la guerra -dijo el diputado Alfredo Vigliola en 1935- cuando los 
novillos se pagaban a 70 y 30 pesos, el país se llenó de oro, pero en vez de habernos preca- 
vido, guardando bien aquella riqueza que nos venía como llovida del cielo, sufrimos todos 
la manía de las grandezas, y en autos, radios, vitrolas, y en parrandas se nos iba el dinero, 
con rapidez incontenible -otros ilusionados estúpidamente, yo fui uno de los que pagaron 
costoso tributo a semejante estupidez- hicimos subir el valor de las tierras a precios incon- 
mensurables y a ello ayudó en gran parte las facilidades de crédito que otorgaban los Ban- 
cos, también influenciados por la marea de falsos optimismos...” (65). 

Por su parte Octavio Morató escribió: 

“La riqueza por la valorización de nuestra producción exportable, que fue pagada en buen 
dinero por los países compradores, nos hizo aumentar el volumen del crédito y de los me- 
dios monetarios para movilizaria, y, sobre todo, para habilitarla, mientras era vendida y 


El desarrollo de los adelantos bancarios y de nuestros medios monetarios, se funda- 
ban en hechos reales y físicos: en la venta de nuestros productos. En Europa, fueron el 
antecedente de las adquisiciones de productos y materiales, que se volatilizaban, sin com- 
pensación económica y financiera alguna” (66). 
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En 1923 decía Gabriel Terra: “... autorizamos y fomentamos, con nuestra legislación 
aduanera, la introducción de artículos que pueden no ser necesarios, pagados en una for- 
ma tan usuaria, en contra de los intereses fundamentales del país... (Previamente había de- 
nunciado que los artículos importados habían aumentado un cien por ciento desde el año 
anterior a la guerra) (67). 


Pero el crédito no sólo financió el consumo. También se dirigió hacia los negocios 
inmobiliarios y la construcción, permitiendo el acceso а la vivienda a vastos sectores. Asi 
la ley del 13 de julio de 1921 facultó al “Banco Hipotecario” a conceder préstamos de has- 
ta el 85% del valor para la adquisición o construcción de vivienda propia a empleados pú- 
blicos, jubilados, empleados y obreros de empresas particulares y demás personas que 
estaban comprendidas en los beneficios de las leyes sobre jubilaciones, (о que estaban por 
estarlo) (68). 


En este sentido el crédito fue utilizado para instrumentar el sueño de seguridad y 
tranquilidad de esa cosa imprecisa y amorfa que los sociólogos insisten en denominar cla- 
se media. Aparentemente, a excepción del “Crédito Foncier de Uruguay”, la banca pri- 
vada no participaba de la construcción. Pero sí en la administración de propiedades de 
rentas, (según el Almanaque y Guía El Siglo de 1920, de un total de 23 instituciones ban- 
carias, 6 participaban en este tipo de negocios pero ninguna de las nueve extranjeras lo ha- 
cia) (69). 


En los negocios de ventas de solares a crédito y otras transacciones inmobiliarias tam- 
bién se hacía presente la banca privada. 


Los fondos incorporados por los empréstitos *““Hallgarten” y “Rambla Sur” al “Repú- 
blica” a partir de 1926, y el aumento de la emisión circulante, incrementaron las posibili- 
dades del crédito, aumentaron la capacidad de consumo de la población, inmovilizaron ca- 
pital en edificaciones y pavimentaciones y presionaron a la baja a la moneda. 


“El régimen de las ventas a plazo -escribió en 1929 Octavio Morató- viene invadiendo 
todos los órdenes del comercio y todas las categorías del consumo y se practica por casas 
de comercio de lujo y proveedores de artículos modestos que constituyen la forma ele- 
mental de las ventas del comercio volante, turco, ruso, polaco, armenio, etc., que viene 
abatiendo el comercio importante del país, en la capital y la campaña” (70). 


En 1930 Vallarino efeciuaba un retrospecto crítico sobre el particular: 


“A la venta de solares siguió la edificación por cuotas y con gravámenes, luego la venta de 
muebles a plazos, la de los artículos de lujo y superfluos, los indumentos todos, calzados, 
etc., y hasta por fin los artículos indispensables para el sustento. En resumen, las tentado- 
ras ofertas a crédito han llegado a desarrollarse en el país intensamente, а ta] punto, que 
ha invadido todo y arrastrado a todos, induciendo primero, convenciendo luego y obligan- 
do después al uso de las compras y de los compromisos a plazos... un solo renglón, la 
venta de automóviles a plazos ha contribuido al desequilibrio de los recursos y de los gas- 
tos; agréguese a esto las radios y las lujosas máquinas parlantes, las pieles y cuantos artícu- 
los suntuarios andan en el mercado y se tendrá una idea de las consecuencias de las com- 
pras por cuotas...” (71). 
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Esta utilización del crédito favoreció a la actividad comercial, е indirectamente su 
onda expansiva llegó hasta algunas de las industrias de bienes de consumo. Pero estaba 
muy lejos de satisfacer las aspiraciones de los industriales, y ni que hablar de la de los pro- 
ductores rurales. 


Industria y crédito. 


La necesidad de dinero barato y abundante fue una de las condicionantes de la estra- 
tegia de industrialización. De su afluencia dependía el desarrollo dei sector, prácticamente 
librado en lo financiero a sus fuerzas. No resulta extraño comprobar así que desde las al- 
turas políticas, y desde sectores vinculados ideológica o prácticamente a la actividad in- 
dustrial, se clamara por una línea especial de crédito para el desenvolvimiento fabril. 


En 1915 decía el diputado Gabriel Terra, dirigente de la “Unión Industrial Urugua- 
ya”: “El capital para el comercio y la industria cuesta en el Uruguay el doble de lo que 
cuesta en estos momentos en la República Argentina...” (72). 


Años después, escribía Juan Carlos Quinteros Delgado: 


“EJ fomento de las industrias nacionales exige, por último, del Estado, una acción de ca- 
rácter general y de no menor eficacia que todos los que hasta ahora hemos preconi- 
zado. 

Nos referimos a las facilidades del crédito que, en todas partes, otorgan a los indus- 
triales las instituciones bancarias de carácter oficial, y que entre nosotros no han llegado 
todavía a ser materia de especial preocupación ni de parte de éstas, ni por efecto de la in- 
tervención de los Poderes Públicos” (73). 


Diversos proyectos con tal fin jalonaron la década del veinte y en todos ellos campeó 
la idea de constituir una institución que especificamente atendiera las necesidades de la 
producción, en la que el Estado y no el capital privado ocuparía un rol protagónico. El di- 
putado Dr. José Salgado propuso un proyecto de fomento industrial en el que se estable- 
cía la concesión de préstamos en efectivo a los industriales por intermedio del “Banco Re- 
pública”, al que se le asignaría a ese efecto шпі capita) de cinco millones de pesos. También 
Pedro Cosio, como Consejero Nacional, (vinculado al igual que Terra a la gremial de indus- 
triales), propuso la constitución de un banco administrado por un directorio autónomo de 
siete miembros, con un capital inicial de diez millones de pesos que se integraría con la 
emisión de Obligaciones Industriales del Estado al 6%, y con otros arbitrios fiscales. Pero 
estas iniciativas durmieron “el sueño de los justos en las carpetas de la Cámara de Repre- 
sentantes” (74). 

En el proyecto de reestructura bancaria que Morató propuso al “Banco República”, y 
del que informó en 1931, fue partidario de crear el “Banco de Crédito Rural e Indus- 
trial”, constituido con un capital especial y con tendencia a independizarlo financiera- 
mente en е] momento oportuno (75). 


Durante el gobierno de Campisteguy, el C.N. de Administración recibió un proyecto 
refrendado por el Ministro de Industrias Dr. Eduardo Acevedo Alvarez para que el “Ке- 
pública” orientara diez millones de pesos al crédito rural, y diez millones al crédito indus- 
trial, sobre la base de operaciones a cinco años de plazo: “Е! Banco de la República tiene 
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en depósito 75 millones y las demás instituciones 60 millones. Pero sus aplicaciones están 
restringidas, en la actualidad, з la ganadería. Es necesario estimular la acción manufacture- 
ra” (76). 

Lo que se aprobó fue un proyecto del Ejecutivo colegiado, que también benefició al 
sector rural, por el que se autorizaba al dueño de un taller, fábrica o explotación agraria 
que quisiera hipotecar el inmueble afectado a su industria, a incluir como garantía del 
préstamo todos los accesorios muebles destinados a la industria, (maquinarias, útiles, ins- 
talaciones, construcciones), lo que se reputarian inmuebles y constituirian un solo bien 
industrial a los efectos del gravamen. Se autorizaba a ser prestatarios en esas condiciones 
al “República”, bancos y casas comerciales que llevaran su contabilidad en forma legal, 
(no se debe olvidar que una parte del crédito hipotecario lo atendían escribanías) (Ley de 
Prenda Industrial — 24 de setiembre de 1928) (77). 


En 1925 el Banco República creó un “Departamento de Credito Rural e Industrial”. 
Este tipo de crédito fue definido por Morató como “de muy poca agilidad”, y por algunas 
cifras, se llega a la conclusión que favoreció minoritariamente a la industria: en marzo de 
1931 las colocaciones del Departamento se desglosaban en 76% para el agro, y 24% para el 
sector fabril (78). 


El interés que el Banco República cobró a los industriales descendió medio punto, 
si se toman las fechas extremas de la siguiente tabla: 


Cuadro No, 34 


BANCO REPUBLICA — INTERESES BANCARIOS 


Vigentes a noviembre 1930 al 17/12/1930 

Cuenta Corriente 6al 7% (Para los NO PRODUCTORES 
los préstamos en Vale y Cta.Cte. 

Préstamos Vales 52169 aumentaban un 1% 

Préstamos Zafra 6% 6% 

Redescuento bancos 4 1/29 5% 

Crédito rural | 51/27 5 1/29 

Crédito industrial 6% 5 1/2% 





Fuente: Octavio Morató, Al servicio del Banco República y la economía uruguaya (1896- 
1940); Montevideo, 1976, рр. 288 а 292, 
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Sin embargo no se puede concluir que el Estado favoreció espectacularmente a la in- 
dustria, pese a tener el instrumento del “República”. Ni siquiera que canalizó el endeuda- 
miento externo con esa finalidad, (cuando el elenco gobernante habla de inversiones pro- 
ductivas en la utilización de los empréstitos, se refiere a obras que “quedan”, (caminos, 
puertos, etc.), en oposición a la evaporación de fondos en déficits fiscales, presupuestos, 
etc.; pero no se refiere a las actividades “productivas”. 


Sin embargo algunos industriales participaron del poder político. Basta al azar repa- 
sar directorios oficiales en un año determinado. Por ejemplo, el de 1920: Banco Hipoteca- 
по, José Serrato, Presidente; Francisco Ameglio, Vice; Banco República, Juan D. Lanza, 
Vocal; Usinas Eléctricas del Estado, Ing. Armando Regusci. Ese año, dos hombres vincu- 
lados a la actividad fabril fueron ministros: Gabriel Terra, (Interior); Dr. Luis C. Caviglia 
(Industrias) (79). 


Sin dejar mencionar los Presidentes de la República que entre 1920-33 tuvieron inte- 
reses en la industria: Serrato, Campisteguy, Terra. 


Claro que se puede aducir que esto es un somero muestreo y que habria que cubrir la 
totalidad de los cargos en dicho período. En ese caso, como objeción, cabría la de que 
coparticipaban del poder con los restantes sectores económicos, y que todo dependía de 
quien llevara la voz cantante. Sin embargo, la política no se puede sustraer de su esencia: 
las conciliaciones, acuerdos y transacciones para lograr objetivos. 


Lo más probable es que estos empresarios se manejaron con criterio empresarial, cui 
dando que los intereses a su cargo no produjeran pérdidas. 

Pero todavía quedaría otra instancia. Porque también los directorios de las institucio- 
nes bancarias muestran que los industriales habían accedido al mundo de las finanzas: 





Cuadro No. 35 


INDUSTRIALES EN LOS DIRECTORIOS DE LA BANCA PRIVADA 

Nombre Institución Cargo Año 
Anselmi, Carlos ITALIANO Vocal 1920 
Caviglia, Buenaventura ITALIANO Vice-Pte, 1920 
Cerdeiras Alonso, José ESPAÑOL Suplente 1936 
Graffigna, Francisco POPULAR Presidente 1930 
Martínez Reina, José ESPAÑOL Suplente 1936 
Peirano, Nicolás COMERCIAL Director 1909-35 
Saenz, Pedro MERCANTIL Director 1922 
Serrato, José ITALIANO Presidente 1920 
Serrato, José MONTEVIDEO Presidente 1941 
Strauch, Arturo POPULAR Vocal 1930 


Varela Radío, Ramón ESPAÑOL Vice-Pte. 1936 





Fuente: Estatutos inscriptos en el Disrio Oficial. 
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Esta lista по es exhaustiva, y sólo incluye a quienes ocuparon cargos directivos y no a 
accionistas bancarios; cuidando de que los nombres sean representativos del sector fabril. 
Obviamente fue elaborada con un criterio restrictivo, ya que excluimos a quienes en este 
período tenían intereses еп la industria y en la banca pero que originariamente provenían 
de otros sectores, (mercantil, rural, etc.). 


Los apellidos son bastante elocuentes, dado que en la mayoría de los casos se trataba 
de lo que en otros países se llama “capitanes de industria”. 


En este sentido, la consideración que cabe hacer es que cuando los industriales liega- 
ron a banqueros siguieron las pautas de la banca privada, es decir se orientaron a los gran- 
des negocios, (entre los que no se encontraban los créditos a largo plazo y a bajo interés, 
como lo requería la actividad manufacturera). 


Al igual que con el ejemplo del “redescuento”, se esperó todo de la acción y los capi- 
tales del Estado. (Ese “estatismo” no molestaba). 


El tipo de crédito que necesitaban los industriales, de largo plazo, (por lo pronto más 
que la ganadería, si se pensaba en instalar una industria y amortizar sus instalaciones y 
maquinarias», no se adaptaba a las modalidades operativas de la banca privada. Esto fue 
visto con claridad por Eduardo Acevedo Alvarez, (futuro Ministro de Hacienda), en 1928: 


“Son dos los desideratums. Otorgar créditos en forma liberal, sin las exigencias de la prác- 
tica bancaria -que sólo concede préstamos por la décima parte de la responsabilidad del 
cliente-, y que esas obligaciones se pacten sin apremios, a largos plazos, cuatro o cinco 
años, concediendo un compás de espera a la expectativa del hambre de empresa. 


Un Banco particular no puede realizar el crédito industrial, porque ¿cómo ha de exi- 
gírsele que conceda préstamos en forma liberal? Tampoco deben esas instituciones inmo- 
vilizar su activo en operaciones a largo término, porque tienen depósitos a la vista y a pla- 
zo limitado, y han de defenderlos conservando una cartera liviana, graduando los créditos 
según lo exijan las necesidades económicas y anticipándose a los amagos de corrida...” (80). 


Será necesaria la fiscalización estricta del “República” sobre la banca privada, la fija- 
ción de porcentajes de encaje para hacer frente a las obligaciones, y sobre todo, la supera- 
ción del trauma de la “conversión”, para dejar atrás las tradicionales prácticas de la banca 
privada que tan poco hacían por la producción nacional. A esto va a apuntar, en parte, la 
ley bancaria de 1938, 


El crédito rural. 


“La tierra no basta por sí sola; hay que explotarla, que poder explotarla; y toda ex- 
plotación, grande o pequeña, necesita movilización de capitales”. Esta verdad la estampó 
Julio Martínez Lamas en su obra “Riqueza y pobreza del Uruguay” (81). 

En 1912, pocos meses después de nacionalizarse el “Banco República”, se creó en d+ 
cha institución la “Sección Crédito Rural” unida en su origen a la creación de “Cajas Ru- 
rales”. Eran estas “Cajas” sociedades de crédito que debian formar los pequeños y media- 
nos productores. El Banco otorgaba crédito al conjunto de productores agrupados en es- 
tas sociedades, las que se nutrirían de sus aportes pecuniarios. Barrán y Nahum señalan 
que en 1913 se habían fundado sólo dos: una en Melo y otra en Durazno (82). 
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En 1919 el Ministerio de Hacienda informaba que al 30 de junio de 1918 existían 10 
cajas rurales con personería jurídica, (contradictoriamente, en un cuadro anexo se citaban 
once, entre las que no figuraban las fundadas en 1912). De las 11 cajas rurales, cinco se 
encontraban en el departamento de Durazno, cinco en Florida y una en Canelones. En to- 
tal tenian 464 socios activos (de los cuales 249 eran fundadores) y debían al Banco 
$ 48.301,49, teniendo un capital integrado de $ 4.381 (83). 


Dadas las características del agro uruguayo, en el que predominaba lo individual so- 
bre el espíritu de agrupamiento, su acción debió limitarse a auxiliar a los colonos y peque- 
ños propietanos siendo de dudosa eficacia aún en este campo. 


Porque lo cierto es que el propio sistema de explotación fomentaba la ausencia de es- 
piritu gregario. En 1925 el Dr. Juan Andrés Cachón, dirigente de la “Federación Rural”, 
en una Asamblea de Ganaderos celebrada en el “Ateneo” para discutir la fundación del 
“Frigorífico Nacional”, expresó que dos circunstancias imposibilitaban la unión y el coo- 
perativismo: “La necesidad del juego inflexible de la renta de los que по son propietarios 
y las exigencias de los establecimientos bancarios para los que tienen que manejarse a cré- 
dito frente a un vencimiento bancario y frente a una renta que se aproxima, no hay coo- 
perativismo posible... porque el hacendado tiene que malbaratar la labor del año” (84). 


El crédito bancario se orientó siguiendo las pautas corrientes a los deudores solventes 
que eran, fundamentaimente, los grandes estancieros: 


“El Banco de la República distribuye el crédito dentro de los elementos que presentan ga- 
rantías eficientes -dijo en la Cámara de Diputados en 1913 el entonces Ministro de Ha- 
cienda Pedro Cosio-, porque esa es la base de la concesión de todo crédito; las garantías. 
Sin ellas no puede concederse crédito dentro de nuestro régimen de Banco de Estado” (85). 


Quince años después, don Miguel Jaureguiberry trazaría una semblanza del gerente de 
banco en el medio rural, describiéndolo como celoso cancerbero de los fondos que debía 
disponer: 


“Interesado y obligado a su vez a defender religiosamente los dineros que le han confiado, 
con normas establecidas por las instituciones bancarias, correcto en su moral, inteligente 
y afectuoso en sus modales, entrega los dineros, pero sólo a quienes puedan responder 
estrictamente mediante responsabilidades efectivas, en prelación y por encima de la res- 
ponsabilidad moral del individuo” (86). 


Obviamente que quienes podían responder con sus propiedades, tenían la mitad del 
camino hacia el crédito bancario ganado. 


Sin embargo, en 1932, “La Mañana” desmentía que el “República” utilizara el crédi- 
to rural para favorecer el latifundio, ya que según el citado diario, sólo el 16% de las colo- 
caciones habían sido para propietarios de más de 2.000 hectáreas (87). La compulsa de 
dos estados de la colocación del crédito rural muestra que al 31 de marzo de 1931 el 67% 
estaba radicado en hipotecas rurales; y al 30 de noviembre de 1931, el 64%, (los créditos 
hipotecarios fueron en los primeros años de la década del diez los “únicos créditos usuales 
que alcanzaban a los pequeños productores rurales (estancieros o agricultores)”, como se- 
ñalan Barrán y Nahum (88). Aunque la crisis debió ampliar este espectro social. 


Para Octavio Morató fue durante la “gran guerra” (1914-18) que la producción agro- 
pecuaria y la banca se imbricaron: 
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“Durante los años de la guerra y bajo la presión de una demanda angustiosa y soste- 
nida, los negocios de ganadería adquirieron un gran volumen financiero, y merced a los 
precios elevadísimos que, en progresión ascendente y hasta vertiginosa, fueron adquiridos 
los ganados y sus productos por los consumidores europeos, inflaron en tal grado el mon- 
to de las operaciones financieras para su explotación, que los recursos del crédito llevados 
a la más alta expresión conocidas, en nuestro país, como en la Argentina y aún en el Bra- 
sil, constituyeron la base principal de las operaciones, que antes se realizaban en condi- 
ciones mucho más modestas. Las facilidades de crédito, сото consecuencia de los enor- 
mes saldos favorables que el país liquidaba año tras año, permitieron по sólo satisfacer la 
demanda de capitales para las explotaciones ganaderas, sino que provocó la intensa emula- 
ción que se estableció entre los bancos para dar colocación a las fuertes disponibilidades 
que por concepto de depósitos el público ponía en sus manos, dirigiendo sus esfuerzos a 
facilitar créditos a los hacendados en proporciones que hasta entonces no habían he- 
cho” (89). 


En otra ocasión afirmó: “El crédito constituyó la base principal de las operaciones 
que antes se realizaban, en gran parte, a costa del capital del propio productor”. (Esta de- 
pendencia financiera de la ganadería incidiría en la crisis de los primeros años del veinte: 
bajaron las cotizaciones, faltaron mercados, y los intereses financieros pesaron sobre el ga- 
nado, cuyo valor era mayor que el precio que por él se recibía) (90). 


Sería interesante reconstruir el circuito рог el que la banca privada se vincularia con 
la ganadería, ya que sucursales en el interior no existían, (recién se abrirían omo ya lo 
hemos manifestado- cuando la existencia de capitales la justificaran, en la década del 
treinta y cuarenta, en momentos en el seno de la campaña se habían ya gestado múltipies 
“Cajas Populares” locales que requerían menos capital que los Bancos). Posiblemente el 
crédito haya sido concedido a los grandes propietarios terriroriales afincados en Monitevi- 
deo. 


Martínez Lamas, utilizando cifras de 1926, veía en el “República” “el elemento más 
poderoso de la economía rural”, una institución que daba de “sí todo lo que puede, en fa- 
vor de la campaña”. De un total de 105 millones colocados, 50 los tenía en el interior. La 
banca privada por su parte tenía colocados 86 millones, con los que atendían “toda su 
clientela, incluidos el comercio, las industrias y los particulares de la capital” (91). 

Es que la modalidad operativa no se adaptaba a los lineamientos de la banca privada, 
poco proclive а la filantropía. 


El “República” concedía a cada cliente un crédito con el carácter de permanente pa- 
ra ser utilizado parte en cuenta corriente y parte en vale. Tenía el carácter de un crédito 
habilitador que era utilizado por el beneficiario indefinidamente, limitándose éste a cum- 
plir las disposiciones reglamentarias que exigían pasar al haber en sus cuentas cada seis me- 
ses o una vez al año, y pagar o renovar sus vales. La banca privada hacia lo mismo que el 
República, pero como este tipo de crédito no era ágil, restringiía sus colocaciones. 


En 1925 Morató se refirió a esta modalidad crediticia a la que estaba acostumbrada la 
plaza, y que en última instancia debió influir en ese desinterés no expreso pero palpable 
de la banca privada en no apoyar con préstamos a la producción: “Las escasas industrias 
manufactureras de exportación y cierta parte del comercio que cobra diariamente sus ven- 
tas, en especial el del menudeo, son las únicas que pueden proporcionar los elementos del 
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crédito bancario tal como se practica en los países europeos. En esos países, el crédito en 
cuenta corriente es una excepción. Y sólo se concede ocasionalmente. Aquí fue la regla y 
айп lo es en bastante escala...” (92). 


En el caso de la producción rural los hacendados prefirieron los vales que podían ser 
utilizados reglamentariamente durante un año y cuyo plazo de cancelación total podía 
extenderse hasta 24 meses, pero tratándose de créditos garantidos con hipotecas, esos pla- 
zos fácilmente eran prolongados. En 1906 predominaban en las Sucursales los créditos en 
cuentas corrientes sobre los vales, (de las sumas utilizadas en descubierto, las cuntas co- 
mientes representaban el 687, y los vales el 327). En 1914, la proporción estaba invertida, 
(60% vales, 40% cuentas corrientes) (93), 


Hacia 1922 -siempre según Morató, cuya actuación por décadas en el Banco Repúbli- 
ca avalan su testimonio- el crédito había también beneficiado a los arrendatarios: “El 
arrendatario ha hecho uso amplio de los créditos liberales que le han sido concedidos y 
ofrecidos, tanto como los propietarios de campos...” (94). 


En 1925 intuyó la posibilidad de aplicar el crédito selectivamente, ante la constata- 
ción que el régimen de explotación ganadero estaba caracterizado por su carácter extensi- 
yo: “Pero queda todavía al Banco de la República un ancho campo dentro del cual puede 
ejercer sus actividades por medio de una buena conducción del crédito, especialmente si 
no toma muy a pecho seguir favoreciendo, como lo ha hecho en general hasta ahora, la 
explotación extensiva de la ganadería, considerándola como la única y gran fuente pro- 
ductora del país...” (95). 


Este testimonio es elocuente en cuanto a que el crédito fue utilizado mayoritaria- 
mente para asentar al viejo régimen productivo, no para renovarlo, y de alguna manera 
cabe asociarlo a las transformaciones que en los sistemas de transporte y comercialización 
introdujo el frigorífico. Aunque cabe acotar aquí que cuando Morató habla de régimen 
extensivo, rutinario, se refiere al sistema de crianza y engorde en praderas naturales, sin 
intervención de la mano del hombre. Pero no habla del mejoramiento zootécnico que 
también se dio en este período. 


En 1926-27 el departamento de Crédito Rural fue organizado, “después de los mo- 
destos ensayos que fueron sus antecedentes”: “Es, a la vez, un agente del crédito, un cen- 
tro de propaganda y una escuela de educación económico-rural” (96). 


Sin embargo los contemporáneos insistieron en que la escasa oferta de capitales era el 
freno que impedía a la ganadería evolucionar hacia el régimen intensivo. Dijo en 1928 el 
diputado Otamendi: 

“La falta de crédito rural es un factor tan importante que impide al ganadero evolucionar 
en su sistema de explotación, y yo decía ayer, que una de las causas de nuestra crisis gana- 
dera era el alto costo de producción. 

Hacía notar que el capital territorial era el 607 del capital de explotación, y que no 
debería ser más que un 407, Es necesario, pues, en las explotaciones ganaderas, el aumen- 
to del capital circulante, el aumento del capital mobiliario vivo, el aumento del capital 
“mejoras”...” 

Además se quejaba de las modalidades del crédito: 

“El crédito de que disponen nuestros hombres de campo es el crédito comercial, caracteri- 
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tado por la garantía material, a vencimientos y plazos cortos, sin renovación total. No es 
el crédito rural, en que la garantía moral es lo esencial, porque las explotaciones rurales 
están al abrigo de las especulaciones y en que los plazos son largos y los créditos deben ser 
renovados...” (97). 


Por su parte Martínez Lamas escribió: “... la producción rural no puede aumentar por 
obra de un mayor uso del crédito, porque hay falta de capitales monetarios que ofrecer- 
le”. Afirmó que la oferta de crédito no superaba el 4% del capital total de la campaña, (va- 
lor inmobiliario más ganados menos compromisos hipotecarios) (98). 


El República en plena crisis abrió una línea crediticia para la adquisición de reproductores 
bovinos y ovinos de pedigree o de alta calidad, con la finalidad de intensificar el repobla- 
miento ganadero. El plazo de estos préstamos era de cinco años, (20% de amortización 
anual), a un interés del 6% Pero por esta época los ruralistas pedían un interés bancario 
del 42 (99). 


A juzgar por los cálculos de un grupo de senadores, entre los que se encontraban, en- 
tre otros, Luis A. de Herrera, Segundo Santos, Bernardo Rospide, entre 1920 y 1935 las 
deudas bancarias rurales prácticamente se habían duplicado, aunque el incremento mayor 
fue con respecto al Banco Hipotecario (100): 


1920 1935 Más en 1935 

Banco República 34:039.000 49:872.000 15:833.000 
Banco Hipotecario 22:045.000 62:928.000 _ 40:883.000 
-56:084.000 112:800.000 56:716.000 


Еп el interín, la crisis mundial se había insertado en la escena. La queja de los gana- 
deros era constante: el capital había preferido las inversiones no productivas. 


Y aquí caben hacer las mismas consideraciones que las ya hechas para la industria: en 
los directorios de las instituciones bancarias privadas figuraban hacendados, о conspicuos 
ruralistas. En una nómina no exhaustiva, que sólo incluye a los directores y no a los accio- 
nistas, y en las que se toman los apellidos vinculados de siempre a la actividad o al gremia- 
lismo rural, podemos citar: 


Iíúá _——————————————_- 


Cuadro Мо. 36 


HACENDADOS Y RURALISTAS EN LOS DIRECTORIOS DE LA BANCA PRIVADA 





к Nombre Institución Cargo Año Actividad 











І Aramend ía, Pedro COMERCIAL _ Vocal 1925 Vocal Fed.Rural 1916-18 
Artagaveytia, Adolfo POPULAR Ргеѕібепіе — Asociación Rural 1887 
Braga, Antonio F. _ COBRANZAS Tesorero 1925 Tesorero F. Rural 1925 


COMERCIAL Director 192344 Vocal A.R.U. 1931-32 
1908-27 Hacendado 
1934-43 


PP _ ——_—_—___——— 


Braga, Antonio F. | 
Gallinal, Alejandro COMERCIAL Director 
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Inciarte, Alfredo Vocal — Pte. A.R.U. - Srio.F.Rural 
Indart Denis, Pedro ITALIANO Yocal 1932 F. Rural 1929 

Irureta Goyena, José COMERCIAL Presidente 1936-47 Pte. ARU (1909) funda- 
dor F.Rural (Pte.Honor.) 


Santayana, José Pedro COMERCIAL Director 1914-43 Hacendado E 
Secco Ша, Joaquín COBRANZAS Vice-Pte. 1925 Seg Vice-Pte.Fed.Rural 
(1929-33) 


POPULAR 





Fuente: Inscripción Estatutos Diario Oficial 
QUIEN ES QUIEN, Montevideo, Ed. 33, 1942. 











Hemos excluido a los Supervielle, que presumiblemente fueron antes banqueros que 
hacendados, De todos modos la lista resulta sugestiva, y algunos como el Dr. Alejandro 
Gallinal, estuvieron vinculados a la banca oficial, (Gallinal fue Presidente del República en 
1930-31). 


La mayoría fueron dirigentes rurales, y por lo tanto, debieron residir en la capital. Su 
presencia en los cargos directivos de la banca privada no ayudó a mitigar la queja de sus 
pares de la campaña, de que el capital se radicaba parasitariamente en la metrópolis mon- 
tevideana. Es que el origen de la banca privada uruguaya no se justificó en el fomento a la 
producción. 


La crisis. 


Si tomamos el período de “choque” de la crisis, en el que transcurrió el accionar del 
Consejo Nacional de Administración, utilizando como parámetros los promedios elabora- 
dos por la “Inspección General de Bancos y S. Anónimas” para el mes de abril de 1929 
(lapso anterior al crac de “Wall Street”), y marzo de 1933, se puede apreciar (101): 


— que el CAPITAL bancario creció sólo en un 2% pasando de $ 48:964.061.30 
а $ 50:025.404.85: 55% pertenecía al “República”: 33%a la banca privada; y 12% а la ex- 
tranjera. 


— aumentaron las RESERVAS, (que en las cifras aportadas por el “Banco República” se 
incluían en el capital y aquí aparecen deglosadas), en un 30%, pasando de $ 7:897.336.26 
a $ 10:305.098.78. La banca privada mantuvo el mayor porcentaje: entre el 77 y 79% 


— los depósitos en CUENTAS CORRIENTES, (también se desglosaron los tipos de depósi- 
tos), aumentaron muy levemente: sóloel 2 Z pasando de $ 79:384.378.584$81:217.478.47. 


El “República” descendió abruptamente en la canalización de este tipo de depósitos, 
pasando del 55% al 36%, (en todos los casos son cifras aproximadas, ya que los promedios 
se efectuaron sobre los cinco primeros dígitos). La banca privada varió del 15 al 23% y la 
extranjera del 30% а] 39%. 

— los depósitos en CAJA DE AHORRO Y PLAZO FIJO también aumentaron muy poco: 
un 4% pasando de $ 86:353,543.37 a $ 90:213.084.80. 


310 





El “República” también descendió en la captación de este tipo de depósitos, del 557 
al 47% ; mientras que la banca privada evolucionó del 3121 39%, y la extranjera bajó del 
14Zal 10%. 


_ los ADELANTOS crecieroncasiun ! 62:раѕапӣо de $ 207:724402.19 а $ 240916203.79. 


El “República” siguió siendo el principal prestamista, proporcionando entre el 60 y 
el 62% de los fondos; la banca extranjera entre el 15% y el 11% y los bancos privados se 
mantuvieron alrededor del 25% (en 1933 se desglosó los préstamos de las “Cajas Popula- 
res” que fueron de algo más del 1 Я). 

Estas cifras que son aproximativas, y expresadas en números redondos, permiten 
constatar que los únicos rubros que experimentaron cierto crecimiento fueron reservas y 
préstamos, (un aumento muy relativo si se considera las circunstancias). 


El “República” se mantuvo como gran prestamista (con tendencia al aumento), par- 
ticipando de algo más del 60% del mercado (en el que no se incluyó a las restantes depen- 
dencias financieras oficiales). 


Sin embargo su papel en la captación de depósitos decayó en beneficio de la banca 
extranjera y privada, (merece mencionarse el escaso crecimiento de los depósitos en cajas 
de ahorros y plazo fijo). 


Si comparamos las cifras relativas al ahorro nacional entre 1930 (según el “Banco 
República”); y 1935, (datos proporcionados por Antonio Odicini Lezama), percibimos 
que entre 1930-32 descendió para recuperarse posteriormente, entre 1933 y 1935, en que 
creció en alrededor de un 137: 


Cuadro No. 37 


AHORRO NACIONAL CONSTITUIDO EN LOS BANCOS 


(en pesos corrientes) 
Año $ Variación en 7 
1930 117:814, > 
1932 113:060, — 4,04% 
1933 120:568 (1930-33: 2,33%) 
1934 123:537, =- 


1935 136:014, (1933-35: 1281% 








Fuente: Banco República - “Sinopsis Económica y Financiera del Uruguay”. Antonio 
Odicini Lezama, “La Revista Económica Sudamericana”, Enero 1937, No. 1, 
рр. 1 а 5. 

_—————Є&ү—————————Є—————— 


Entre 1932 y 1935 la banca privada lentamente ganó posiciones: pasó de captar algo 
más del 41 % del ahorro nacional, al 45 7. 
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Estas son, en grandes trazos, las [іпеаѕ aproximativas en la que se desenvolvió la acti- 


+ 


vidad bancaria. 
En cuanto a la política bancaria se centró en: 
1) Aumento de los intereses, (1930). 


2) Disminución crediticia. Una compulsa de las estadísticas permite visualizar que entre 
1919 y 1925 el factor bancario se mantuvo entre $ 155:310 y $ 170:470, variando co- 
yunturalmente entre ambos extremos. Pero a partir de 1925 se dio un período de alza 
constante. Entre 1925 y 1928 (al 31 de diciembre), el crédito había aumentado en casi 
$ 43 millones. Crecimiento que disminuyó en el próximo periodo, (abril 1929-marzo 
1933) en que el crédito aumentó algo más de $ 33 millones, (disminuyendo el ritmo de 
aumento en casi un 237). 


Escribía en enero de 1930 don Pedro Cosio: 


“La influencia de los empréstitos externos es sin duda el mayor factor de este resultado: 
pero, de todos modos, como el oro no circula, no debe olvidarse que todo, se ejecuta con 
un aumento de $ 8:879 000 en la emisión. 

En este proceso los bancos particulares representan una acción relativamente mucho 
más importante que el Banco de la República, si se considera los enormes privilegios y 
prerrogativas de este último. Los capitales y reservas de las instituciones privadas han av- 
mentado en diez y medio millones de pesos...” (102). 


3) Disminución de la circulación, (lo que estaría en consonancia con lo anterior). 
Manuel Monteverde estimó los índices por habitante para la emisión y la circulación: 


EMISION CIRCULACIÓN 
1919 50,60 42,51 
1931 38 25 
1932 4065 22 


Llegó a la conclusión que el índice de circulación era el más bajo en 17 años, (en el 
bienio 1931/32 la emisión había crecido en 11 millones y la circulación había decrecido 
en 16:6 millones), sustrayéndose a la circulación 27 millones de billetes. De acuerdo a las 
cifras promedios de existencia de billetes en los bancos privados afirmó: 


“Como se vé, los Bancos Privados han reforzado sus encajes en 30 millones en el término 
de dos años” (103). 


La autoridad monetaria siguió siendo el Banco República, en cuyo papel todos con- 
fiaban. En 1928 Octavio Morató se había encargado de reafirmarlo: 
“El Banco de la República no es una institución únicamente comercial: es una institución 
comercial, consulta los resultados financieros de sus negocios, hasta donde le permite ase- 
gurar la permanente solvencia de la institución; como entidad de carácter público, es un 
formidable punto de apoyo de las finanzas nacionales, del crédito público, del servicio de 
la circulación monetaria y de la estabilidad de la moneda y del cambio internacional; у, 
en fin, en su función de servicio público, fomenta el ahorro nacional, organiza toda clase 
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de facilidades que pone a disposición del Estado y de la población en las mejores condi 
ciones de comodidad; atiende los intereses superiores de la producción, del comercio y de 
la industria, con la multiplicación y diversificación de los servicios administrativos, técni- 
cos e informativos, con el propósito principal de servir esos intereses” (104). 


Por su parte, “La Mañana” editorializaba en 1932: 


“El Banco de la República se ha creado principalmente para servir ante todo, los intereses 
del país en sus múltiples actividades industriales y comerciales; para atender las diversas 
manifestaciones del trabajo nacional coadyuvando e impulsando su desarrollo en sus varis- 
dos aspectos. Esta es la principal finalidad del Banco de la República, objetivo fundamen- 
tal de su existencia y en sus relaciones con el gobierno sólo debe ser un factor contribu- 
yente a los recursos del Estado...” (105). 


En todos estos años su capital había aumentado, lo que permitió contar con mayor 
circulación al crecer la emisión y en consonancia el crédito. Entre 1914 y 1930 el capital 
integrado del República había crecido en un 113% y la emisión en circulación en 183% Sus 
utilidades sobrepasaron los 35 millones de los cuales casi doce se cedieron al P. Ejecutivo, 
algo más de dieciséis engrosaron su capital y reserva, y más de seis se destinaron al “Em- 
préstito Uruguayo” que lo había provisto de fondos (106). 


О sea que además de ser un factor financiero, fue rentable y auxilió al Estado, (inclu- 
зо aportó recursos рага la construcción del Palacio Legislativo). 


Diversas disposiciones normativas aumentaron su capital: la ley de reforma de la Car- 
ta Orgánica promulgada el 17 de julio de 1911 lo fijó en veinte millones: la del 27 de ju- 
nio de 1913 amplió el límite del capital autorizado hasta veinticinco millones de pesos, 
(ambas estipulaban la constitución de un Fondo de Reserva de cinco y diez millones de 
pesos respectivamente, una vez que el capital autorizado fuera integrado); la ley de 15 de 
julio de 1924 determinó la formación inmediata del Fondo de Reserva utilizando el 10% 
de las utilidades líquidas con dicha finalidad; la ley de 28 de octubre de 1926 fijó el capi- 
tal del banco en treinta y cinco millones de pesos y su Fondo de Reserva en diez millones 
estipulando el mecanismo de distribución de utilidades. La ley de 17 de diciembre de 
1929 modificó el límite emisor del Banco derogando la disposición de su Carta Orgánica 
que lo restringía al triple del capital realizado, aunque debía mantener un encaje en oro 
que no bajara del 40% de los depósitos a la vista y de su referida emisión mayor en circu- 
lación. La reforma significaba para el Banco una mayor disponibilidad (107). 


En general, la política del Banco no se apartó de lo que determinaba la prudencia y a 
su dirección accedieron representantes de los sectores productivos, del alto comercio y de 
la banca privada. Tal el caso del Dr. Alejandro Gailinal, hacendado y director del “Banco 
Comercial”, quien debió renunciar a la presidencia del “República” a raíz de la ley del 15 
de octubre de 1931 que sometió los entes autónomos a los resultados electorales. Sobre 
esto, escribió el Gerente General, Octavio Morató: 

“La selección por adaptación a las conveniencias políticas del momento o de la época, lle- 
nará los cuadros de funcionarios del Banco, en el correr del tiempo. Poco a poco, y podría 
suceder que fuera rápidamente, el personal apto seleccionado por el Banco deberá ceder 
sus puestos a los nuevos agentes de integración, recogidos en los centros electorales, clu- 
bes políticos o amigos de personajes influyentes. El compadrazgo, la recomendación, la 
adulación, el servilismo, etc., serán elementos propicios de selección, adaptación y decisi- 
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vo argumento para amparar y prestigiar soluciones de ubicación en el Banco, sin excluir al 
Directorio, que es ya y lo será más todavía, la primera y “más decisiva” alianza con el 
nuevo régimen...” (108). 

Las relaciones con los productores fueron más fluidas que antes: el Banco estaba dis- 
puesto a colaborar, y así lo ratificó en carta a la “Federación” y “Asociación Rural” su 
Presidente Alejandro Gallinal (24.X11.30). Meses después la “Asociación Rural” -también 
por carta (24.V1.32)- manifestaría al nuevo Presidente su complacencia por las medidas 
dispuestas al conceder créditos para repoblar el stock pecuario del país (109). 

Las disposiciones aodptadas el 17 de diciembre de 1930 para restringir el crédito, 
mantuvo el interés del rural en un 5 1/2% bajó el industrial del 6 al 5 1/2% aumentó en 
medio punto el redescuento bancario y resolvió aumentar en uno por ciento la tasa de in- 
terés para las operaciones de préstamos en vale y descubierto en cuenta corriente a los 
“no productores”, manteniéndose la tarifa vigente para las operaciones de los producto- 
res (110). 


“Algunos pretenden convertir el Banco República en acreedor o interventor de todas las 
operaciones de crédito que se concierten en el país escribió Juan C. Vallarino en 1933-. 
Poco a poco querrán hacer que el Banco se constituya en socio habilitador y gendarme 
permanente de todos los deudores del país, puesto que los riesgos y la defensa de los pro- 
pios intereses del Banco y de los deudores, justificaria la vigilancia constante a éstos por la 
institución de crédito...” (111). 

¿Qué pasó en este período con la banca privada? 

Según el cronista oficial del Banco Comercial (“Banco nacional, dirigido por hom- 
bres nacionales o incorporados definitivamente a la vida nacional”- como rezaba Un aviso 
de prensa en 1932», su octavo Presidente don José Saavedra “ante las críticas circunsian- 
cias, acompañado de algunas de las figuras más ilustres que hayan pasado por la Institu- 
ción, Saavedra demostró su serenidad, prudencia y firmeza”. 

“El Banco Comercial -se dice en otra parte- apoyó la política del Banco de la Repú- 
blica, adhiriendo al manifiesto dirigido por dicha Institución al país, y contribuyó en di- 
versas formas a encauzar y atenuar la seria crisis planteada. 

La quiebra del régimen constitucional producida el 31 de Marzo de 1933, tuvo reper- 
cusión en la esfera de los negocios bancarios, pero no impidió el crecimiento del país ni 
trabó el progreso del Banco” (112). 

Días antes de desencadenarse el crac de Wall Street, el 23 de octubre de 1929, infor- 

maba Morató: 
“La situación de la banca privada, en especial la banca privada nacional, no aparece muy 
sólida, dados el volumen y la índole de sus colocaciones. La masa de depósitos que poseen 
puede sufrir algunos retiros importantes así que las disponibilidades de capitales se hagan 
escasas, en razón de la misma crisis. Las colocaciones no responden a la agilidad de los re- 
tiros, y no sería de extrañar que el curso del próximo año Je 1930- nos sorprenda con di- 
ficultades bancarias, que agravarán la situación con la desconfianza que es la hija predilec- 
ta de semejantes situaciones...” (113). 

Constataba Morató que entre 1925 y 1930 la relación entre el encaje y las obligacio- 
nes había descendido del 16,97% al 13,54% en los bancos uruguayos, y del 12,01% al 
10,57% en los extranjeros, y que estos cambios eran desfavorables ya que manifestaban 


314 








una disminución en el monto de las disponibilidades monetarias con relación a las obliga- 
ciones. En 1925 sólo cinco bancos tenían un porcentaje de relación por debajo del 12%: 
“Cobranzas”, “Territorial”, “Francés e Italiano”, “National City Bank”, “Royal Bank”. 
En 1930 sumaban once: “Crédito”, “Italiano”, “Caja Obrera”, “Popular”, “Territorial”, 
“Crédit Foncier”, “Francés e Italiano”, “Italo-Belga”, “Londres y América del Sur”, 
*"National City Bank”, “Royal Bank”. 


En este sentido advirtió que este hecho se repetía más en los bancos extranjeros, 
(seis en nueve). La Gerencia General del República llamaba la atención que el “National 
City Bank y el Royal Bank of Canada, los que, con los reducidos capitales de $ 522 245 
y $ 750.000 respectivamente, mantienen colocaciones de $ 7:283,804 y $ 7:405.575, de 
diez a quince veces mayores que sus capitales”. (Los nacionales de “Crédito”, “Popular” 
e “Italiano” tenían colocados una cifra que representaba casi dos veces y media su capi- 
tal). 


“Aunque no es posible precisar especialmente la pesadez o liviandad de sus coloca- 
ciones, las proporciones mencionadas acusan cierta extensión en los negocios de los ban- 
cos privados inconvenientes desde el punto de vista del depositante” (114). 


En situaciones críticas anteriores la banca privada había colaborado con el “Republ- 
ca” para solucionar los inconvenientes: en 1913 el “República” debió suspender los cré- 
ditos obligado por la conversión de billetes y retiro de depósitos y la banca privada lo au- 
xilió a restituir la confianza en el billete; en 1921 se efectuó un convenio bancario con in- 
dustriales, comerciantes y rurales para defender a los deudores imposibilitados de cumplir 
con sus obligaciones (115). 


En esta ocasión algunas de las medidas tomadas afectarían ciertos negocios y manio- 
bras especulativas encaradas por los bancos. Entre los primeros cabe mencionar el control 
en е] comercio de divisas extranjeras que se concedió al “República” en 1931, cuya inter- 
mediación estaba en manos de instituciones privadas, fundamentalmente extranjeras. En- 
tre las segundas debemos citar la prohibición a los Bancos y similares de remitir cupones 
de Deuda Externa para cobrarlos en plazas extranjeras, medida que también se adopto en 
1931. La maniobra consistía en que los cupones de la Deuda Externa -que se vendía a ип 
interés fijo- emigraban a países cuyas monedas estaban más valorizadas para cobrar desde 
su nueva radicación los intereses. 


Е! Senador Eduardo Rodríguez Larreta había denunciado en Cámara que eran “algu- 
nos bancos de Montevideo los que hacen esta remisión de cupones, perjudicando..., al Es- 
tado en una época de general desvalorización de la moneda, en centenares de miles de pe- 
sos... (116). 


Sin embargo, a iniciativa del Gerente del “República”, Octavio Morató, el 28 de ma- 
yo de 1931 se reunieron los gerentes de los bancos de Montevideo para concretar las me- 
didas que se propondrian al Poder Ejecutivo para normalizar la situación de la moneda. 
Días después, el 1 de junio, bajo la presidencia de don Luis Supervielle se reunieron en el 
“Banco Francés” para dar forma al “plan que se expondrá al gobierno tendiente a la de- 
fensa de nuestra moneda en el exterior y también de nuestro crédito en los Estados Uni- 
dos” (117). 


El 2 de junio de 1931, la delegación de gerentes de la banca privada de la capital pre- 
sentó al Consejo N. de Administración, en presencia del Ministro de Hacienda Dr. Javier 
Mendívil, una nota en la que expresaba sus puntos de vista. 
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Afirmaban que la rehabilitación monetaria, al igual que lo acontecido entre 1921 y 
1925, sobrevendría en base a las medidas aconsejadas para apoyar la producción que se 
beneficiaría de la reacción de la economía mundial. Que el pueblo seguía confiando en la 
moneda nacional cuyo valor adquisitivo dentro de fronteras “по ha disminuido en lo más 
mínimo”. Admitían que no existía especulación monetaria y que el signo uruguayo по ha- 
bía sido atacado desde la plaza bonaerense. Esa conveniente que el Estado pusiera al servi- 
cio de las necesidades nacionales una cantidad de divisas extranjeras, y que en último caso 
movilizara oro de las arcas del “Banco República”. Esa masa de maniobras se podría tam- 
bién emplear para la compra de títulos de 6% de interés cotizados en Nueva York “a un t+- 
po que nos parece inexplicable por lo bajo”. Esos títulos que estaban devengando entre 
diez y doce por ciento de interés, se caucionarían en los bancos norteamericanos dejando 
una ganancia anual de seis al siete por ciento que permitiría hacerse de una “masa de ma- 
niobras” para defender la moneda. Aconsejaban alcanzar el equilibrio presupuestal del Es- 
tado, pero si este reajuste no era posible, sugerían antes de aumentar los impuestos a los 
que consideraban “onerosos”, se recurriera a los beneficios de algunos entes autónomos 
que habían alcanzado “un grado de envidiable prosperidad”. El “Banco Comercial” efec- 
tuó por separado ciertas salvedades sobre la eficacia de la exportación de oro si no se 
adoptaban medidas de frugalidad, orden y saneamiento económico y financiero (118). 


El Presidente de la República, Dr. Gabriel Terra, dejó constancia escrita de las mani- 
festaciones verbales efectuadas а la delegación de gerentes que le entregaron una nota so- 
bre la situación económica y financiera del país. 


Terra no desaprovechó la oportunidad para recordar que la Presidencia no tenía cons- 
titucionalmente la iniciativa en materia económica y financiera, estando obligada a dicta- 
minar cuando era consultada por el Consejo N. de Administración. Concordó con los ban- 
cos que si se tomaban las medidas que la ciencia y la experiencia aconsejaban, la situación 
de Uruguay era más favorable que la de otros países, especialmente por la naturaleza de su 
producción y porque el desequilibrio era “apenas de cinco millones de pesos”. Compartía 
la opinión del “Banco Comercial” de que no convenía exportar ого, y apoyó el descuento 
de letras de Tesorería endosadas por el República, según un proyecto del senador Pablo 
Minelli. Las iniciativas a tomarse debían de tender a equilibrar el Presupuesto, disminuir 
las importaciones y fomentar la producción. Para esto último debía de crearse una Comi- 
sión con recursos no inferiores a veinte millones de pesos, que estimulase fundamental- 
mente la agricultura, y particularmente el cultivo de lino. Afirmó que la vida no se había 
encarecido excesivamente, y que se seguía conservando la confianza en el signo moneta- 
rio. Advirtió además el progreso en las industrias de consumo interno: “Y ese progreso in- 
dustrial, aunque de empresas pequeñas, que en su mayor parte son de capital modesto, de- 
muestra una gran vitalidad nacional porque se ha realizado sin mayor protección bancaria 
desde que corresponde observar que el Banco de la República por ejemplo, que es el único 
que tiene una Sección Rural e Industrial de importanca relativa, apenas dedica a ella ocho 
millones de pesos de sus colocaciones, de los cuales más de la mitad son préstamos en hi- 
potecas” (119). 

Las relaciones entre banqueros y gobernantes siguió manteniéndose en términos cor- 
diales. En agosto de 1931, la prensa informó que invitados por el Directorio del Repúbli- 
ca, los gerentes y directores de los bancos nacionales y extranjeros presenciaron el arqueo 
extraordinario de metálico que efectuó dicha institución. La medida tendía a inyectar 
confianza en la plaza. 
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Desde Londres se informaba las medidas propuestas por el Gral. Sr. Н.А. Lawrence de 
la firma “Glynn, Mills and Co.”, (prestamistas de dinero), al Dr. Roberto Mac Eachen, En- 
cargado Interino de Negocios de Uruguay en Gran Bretaña. Una atenta lectura permite 
apreciar la influencia en algunas de las medidas adoptadas para conjurar la crisis, de las 
aconsejadas por este representante de las altas finanzas británicas: 


1) Monopolio absoluto del “Banco República” en las operaciones de compra y venta de 
divisas; 2) Autorización al “Banco República” para exportar oro de su encaje para pagos 
en el exterior a la cotización del día; 3) Facultar al “República” a rechazar las operacio- 
nes que no respondieran a pagos de deudas ineludibles, compras necesarias, etc.; 4) Retiro 
de billetes de la circulación, de acuerdo a los depósitos bancarios y restricción del crédito 
en función de ello; 5) Obligación de los exportadores de liquidar sus créditos en moneda 
extranjera (120). 


Esta era la receta de uno de los tradicionales acreedores de Uruguay. 


Algunas de las medidas tomadas beneficiaron a la banca, como la aplicación de la de- 
nominada “Ley de Seguros de Cambio”. En principio se había establecido que se podrían 
aceptar en garantía dinero, títulos o valores, para las operaciones en cambio con los co- 
merciantes. Pero la reglamentación que se hizo de la misma dejó este punto librado “a sa- 
tisfacción del Banco”. El Senador Dr. Eduardo Rodríguez Larreta llegó a la conclusión 
“que el servicio que hemos prestado a los comerciantes es bastante mezquino”: 


“Es natural que al Banco le conviene recibir ese dinero y tenerlo por seis meses, a plazo fi- 
jo, lo vuelve a colocar y entonces se gana un excelente interés, de lo que no le da un cen- 
tésimo al interesado” (121). 

En enero de 1932 la prensa informó que la banca privada asistiría al Ministro de Ha- 
cienda Dr. Eduardo Acevedo Alvarez con dos millones y medio de pesos al seis por ciento 
de interés con opción de llegar a los cuatro millones (122). De efectuarse la operación, el 
Estado pasaría a ser deudor de la banca privada, pagando un interés... mayor que el que 
dichas instituciones debían pagar por la asistencia oficial con los “redescuentos”. 


Particular importancia adquiriría la reunión mantenida el 24 de octubre de 1932 en- 
tre los gerentes del “Banco República” e “Hipotecario”, y la banca privada. 


Entre los puntos que se acordó estudiar figuraba “la conveniencia del establecimiento 

de una asociación de Bancos con el fin de atender los intereses comunes dentro del terre- 

‚ no del crédito, de los informes comerciales y de los medios legislativos que convendría 

adoptar para devolver al comercio mayor eficacia en el desenvolvimiento comercial del 
país, sobre todo en sus relaciones con el crédito bancario” (123). 


De alguna manera la necesidad de constituir una asociación empresarial de banqueros, 
iniciativa gestada en, presencia de los representantes de la banca oficial, también es una 
constatación del papel creciente que el sector bancario adquiría en la vida económica del 
pais. 

La reunión-almuerzo se había efectuado a iniciativa del República, para estudiar las 
medidas a tomar frente а las restricciones a la importación de carne дие Gran Bretaña y 
sus dominios habían acordado en Ottawa. Fruto de ello será el convenio del 20 de no- 
viembre de 1932, por el que se decidió no ejecutar a los acreedores imposibilitados de 
cumplir con sus obligaciones por la situación económica, (los bancos se comprometieron 
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а intercambiar información sobre sus deudores, y se excluyó los préstamos amortizables а 
dos firmas hasta dos mil pesos) (124). 


Después del 31 de marzo. 


La quiebra institucional producida el 31 de marzo de 1933, momento en que la Presi 
dencia de la República asumió la conducción económica y financiera del país, se constitu- 
yó en un hecho que trascendió su significado político. Gestado por otra parte con el apo- 
yo o la complacencia de fuerzas económicas afectadas por la crisis mundial, pero también 
discrepantes con la política del Consejo N. de Administración. 


Lo primero que hizo el nuevo gobierno, el 1 de abril de 1933, fue solicitar un présta- 
mo de dos millones de pesos a la banca privada (125). La imposibilidad de conseguir em- 
préstitos en el extranjero obligaba a recurrir a la financiación interna. 


Pero sin duda las medidas más importantes fueron tomadas en relación al gobierno 
del “Banco República”. El 10 de abril de 1933 se modificó el artículo $ del reglamento 
del 15 de octubre de 1911; (quorum para sesionar el Directorio): legalmente se podría se- 
sionar y resolver estando presentes tres de sus miembros, (inclusive el Presidente, o el Vi- 
ce-Presidente si este se encontraba impedido de asistir). El 9 de mayo de 1933 se alteró 
nuevamente el reglamento, esta vez en lo pertinente al quorum para adoptar resoluciones: 
en los casos que se requerían cinco votos, ahora se requerirían cuatro. La ley de 24 de Ju- 
lio de 1933 amplió el alcance de la medida: en los casos en que se exigían tres votos con- 
formes, ahora se exigirían dos; en los que se exigían cuatro, se pasaba a tres; y en los que 
se exigían cinco o seis, se pasaba a cuatro (126). 

Esto permitiría al oficialismo agilizar sus iniciativas. 

En 1939, (2 de enero), se dotó al Banco República de una nueva Ley Orgánica que 
elevó su capital a sesenta millones de pesos. Reconoció la nueva estructura que la Ley de 
14 de Agosto de 1935 había implantado, al dividir al Banco en dos departamentos inde- 
pendientes: el bancario y el de emisión, “estructuración semejante а la del Banco de In- 
glaterra”. 

El “Departamento de Emisión”, en esta nueva Carta Orgánica, reiteraba la integra- 
ción a la que se había llegado mediante la incorporación de representantes de la banca pri- 
vada, comercio, industria y actividad rural. El “Departamento de Emisión” estaría com- 
puesto por el Presidente y Directorio del “República”, un representante de la banca priva- 
da nacional, otro de la extranjera, otro del comercio e industria, y otro de la producción 
rural, (estos dos últimos serían electos en acuerdo de las entidades gremiales involucra- 
das). 

La Comisión de Asuntos Financieros y Bancarios de la Cámara de Representantes re- 
conoció que el “República” era: “Banco emisor, instituto de crédito monetario y cambia- 
rio y agente motor y control de la nueva política de economía dirigida” (127). 

Se siguió insistiendo en este período en que el República tenía “terror a perder dine- 


ro”, (palabras del diputado Dardo Regules en 1937 en Cámara); que actuaba con espíritu 
de lucro: *... ha creído -decía el diputado Mario Dupont Aguiar- que un Banco del Esta- 
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do, creado para servir a la sociedad, su máxima preocupación es rendir muchas utilidades; 
cuando si rinde muchas utilidades, es precisamente porque le sirve muy mal” (128). 

(Entre 1933 y 1936 el República aportó al Estado de sus utilidades, casi nueve millo- 
nes de pesos) (129). 


Su crecimiento en el interior se detuvo. En 1942 tenía el mismo número de sucursa- 
les que en 1930: cincuenta. 


Los productores rurales se siguieron quejando de que el apoyo crediticio del Repúbli- 
ca era insuficiente, (una de las últimas medidas del gobierno legal había sido la promulga- 
ción (25 de febrero de 1933) de la dispisición que creaba en el “Departamento de Crédito 
Rural e Industrial” del “República”, una sección de “Crédito Agrícola de Habilitación” 
con un capital de cinco millones de pesos provistos por la emisión de una deuda pública 
de 6% de interés) (130). 


“El Banco de la República, hasta ahora, no ha sabido defender, debidamente, a la ga- 
nadería nacional”. Con esas lacónicas palabras, el Dr. Domingo Bordaberry votó esperan- 
zado еп 1934, al Ing. José Serrato por la Presidencia del “República” (131). 


“Sin dinero es imposible mejorar la ganadería, ni menos aún evolucionar hacia la 
granja y la agricultura, que son industrias de instalación y explotación costosas”. decía un 
informe de un grupo de senadores que proponía declarar de necesidad nacional el estudio 
de los problemas económicos y sociales que afectaban a la campaña (132). 


En 1937 el Representante por Colonia Eofelio De Dovitis constataba que, “a pesar de 
haber transcurrido ya un cuarto de siglo desde la fecha de su sanción, la casi totalidad de 
las Cajas Rurales constituidas en nuestra campaña han fracasado y desaparecido”. Fracaso 
que atribuía a la complejidad de la estructuración y funcionamiento de este tipo de orga- 
nismo, en desacuerdo con el acendrado individualismo y la falta de cultura cooperativa 
del campesino uruguayo (133). 

Para el diputado Amadeo Almada, el problema estaba en que el Gobierno “siguió po- 
niendo la mano y el cuerpo en el propio Banco de la República, que en lugar de ser espec- 
tador, readquiriendo su papel de regulador del crédito y de ente emisor, continuó siendo 
actor “еп el fenómeno mismo de la economía” (134). 


Mientras tanto, a juzgar por los informes de la Gerencia General del “República”. la 
banca privada siguió con sus criticadas prácticas. En agosto de 1938, escribió Morató: 


“El conjunto de los bancos privados, según los datos correspondientes al mes de abril de 
cada año, señala un aumento de depósitos aproximadamente de 42 millones operado des- 
de Abril de 1933 hasta 1938: han colocado cerca de 54 millones de pesos, o sean 12 mi- 
ones más que los nuevos ingresos recibidos en el transcurso de cinco años, con encajes 
monetarios más débiles todavía. 

Esa política imprudente ha adquirido más intensidad en el curso del último año, pre- 
cisamente cuando la ley de Enero ppdo., sobre régimen de la Banca Privada debía haber 
constituido un llamado a la prudencia en el manejo de los factores financieros de los ban- 
cos. 


La escasez de billetes en las cajas de los bancos privados, salvo algunas excepciones, 
proviene, en opinión del suscrito, de forzar las colocaciones más allá de lo que le pesmiten 
los recursos ... (135). 
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En general se puede dividir la política crediticia en dos períodos. Entre 1930 y 1935 
se sustituyó la de efectos inflacionistas del lustro anterior, por una tendencia restrictiva, 
que fue auxiliada por la propia situación económica general. 


Frugoni señaló, refiriéndose a los bancos: “... ni siquiera habían tenido necesidad de 
poner esas restricciones, porque, como la economía general estaba tan abatida, como el 
organismo económico del país estaba tan anémico, como eran tan pequeñas y poco im- 
portantes las transacciones comerciales, la gente necesitaba mucho menos dinero: hasta el 
hecho mismo de que hubieran bajado mucho los precios de nuestros artículos de exporta- 
ción, contribuyó a que no continuara el inflacionismo del crédito, a que los Bancos no tu- 
vieran necesidad de facilitar mucho dinero para financiar la zafra, porque las cantidades 
que se exportaban, estaban calculadas, monetariamente, en sumas relativamente insignifi- 
cantes” (136). 


Pero esta situación cambió al mejorar la economía del país. El ex-Ministro de Hacien- 
da Dr. Eduardo Acevedo Alvarez afirmó que durante 1935 y 1936 el Gobierno no necési- 
tó lanzar empréstitos para obras públicas, gracias a los recursos que dio al revalúo del oro. 
Este hecho determinó que las instituciones bancarias suscribieran un convenio para dismi- 
nuir el tipo de interés, ya que la plaza no absorbía los grandes depósitos acumulados. La 
reducción del interés bancario obligó al Gobierno 426.11.1937) a convertir las Deudas fn- 
ternas de 6 y 6 1/2 Zen valores de 5%. 


Según Acevedo Alvarez, por esta fecha, la banca privada sustituyó en parte al Repú- 
blica, “en su función de distribuir el crédito al comercio y a la industria” (137). 

Es decir que nuevamente se pasaba -utilizando el interés como estímulo- a una políti- 
ca de oferta de dinero. 

Una lectura de las cifras permite constatar que entre diciembre de 1936 y 1939 (138): 


— los DESCUENTOS Y ADELANTOS crecieron un 32,5%, pasando de $ 257:276 a 
$ 340:908, (entre abril 1929 y marzo 1933, sin incluir al “Banco Hipotecario” y de “5е- 
guros” habían aumentado un 15%). 

Mientras entre 1929-33 la banca privada nacional participó del 25% de los adelantos 
efectuados en esos años; entre 1936-39 suministrará el 37%. 


Este aumento se hizo en detrimento de la banca extranjera que decayó del 11 al 9%. 
Los Bancos del Estado pasaron del 52%en 1936 al 54h en 1939. 


El Estado seguía manteniendo una situación de preeminencia absoluta, ya que apor- 
taba más de la mitad del crédito del país. 


— los DEPOSITOS acusan un crecimiento mucho menor: el 13%. Pasaron de 3 256:769 
en 1936, a $ 290:708 en 1939. Sin embargo es un crecimiento sensible si se lo compara 
con el escaso 2 y 4 %que experimentaron entre 1929-33. 


La banca privada pasó de captar el 33%en 1936, al 37%en 1939. 


Esta vez la afectada fue la banca estatal, (ya que los extranjeros mantuvieron su parti- 
cipación en alrededor del 12%), que pasó del 55%en 1936, al 51 %en 1939. 


— los CAPITALES crecieron algo más del 41% aumentando de $ 67:572 en 1936 a 
$95:611 en 1939. 
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Si bien la banca privada expandió su capital, disminuyó su proporción en el total: del 
28 %en 1936, pasó al 22 %еп 1939. 


Lo mismo aconteció con la banca extranjera que pasó del 3 al 7%. 
En cambio la banca estatal aumentó del 64 žal 71 5 del total. 


— las RESERVAS crecieron algo más del 56 $ pasando de $ 52:133 en 1936, a $ 81:615, 
(la banca estatal concentró entre el 81 y el 84 %de las mismas). 


Volviendo al aumento del crédito entre 1936-1939, dado que las cifras de las líneas 
pueden esconder la realidad, la BANCA PRIVADA NACIONAL había pasado de tener co- 
locados: 


$ 64:4 en marzo 1933, a $ 95:7 en diciembre 1936 y a $ 126:1 en diciembre 1939. 
Es decir que había aumentado el crédito en un 96%. 
¿Qué pasó en ese lapso con los BANCOS EXTRANJEROS? 
$ 26:4 en marzo 1933, $ 27:7 en diciembre 1936, $ 30:6 en diciembre 1939. 
El aumento había sido de sólo un 16%. 
El República por su parte había mantenido sus colocaciones que eran de: 
$ 150:0 en marzo 1933, $ 116:0 en diciembre 1936, 3 159:0 en diciembre 1939. 
Es decir que el crecimiento entre las dos fechas extremas fue de sólo un 6%, cifra por 
demás baja. 
También resulta interesante comprobar lo que sucedió con los depósitos. La BANCA 
PRIVADA NACIONAL contaba еп: 
Marzo 1933: $57:0 Diciembre 1936: $ 84:1 Diciembre 1939: $ 107:7 
Es decir que la banca privada aumentó un 89 ¿la captación de depósitos. 
El República por su parte tenía depositados en: 
Marzo 1933: $ 72:6 Diciembre 1936: $ 90:5 Diciembre 1939: $ 90:145 
El crecimiento había sido mucho menor que el de la banca privada: 24%. 
Pero además la banca privada nacional había superado en este rubro al República. 


La conclusión que se llega, analizando estas cifras, es que durante el terrismo el “Re- 
pública” fue perdiendo su papel hegemónico frente a la banca privada nacional, que lo su- 
peró en la captación de depósitos y se acercaba peligrosamente como factor de crédito na- 
cional. 

Por otra parte, este incremento del papel de la banca privada nacional no fue acompa- 
ñado por un crecimiento paralelo de su capital. En 1933, capital y reservas de este sector 
bancario sumaban $ 24:1; en 1938, $ 30:8. Es decir que con una capitalización del 28% 
en seis años, los bancos habían dimensionado la captación de depósitos en un 89%, y el 
crédito en un 96%. 


Una rápida lectura de las cifras de la década del veinte permite visualizar que el capi- 
tal bancario privado se había retraído entre 1920-22, disminuyendo los depósitos entre 
1920-28, y que los adelantos se habían restringido entre 1920-25. Era esta la consecuen- 
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cha de la crisis económica de los primeros años del veinte y la repercusión en la confianza 
pública de los avatares del “Italiano”. El “República” pudo así, consolidr su hegernonía. 

Sin embargo, la reacción de la banca a la otra crisis será distinta. La confianza pública 
no será alterada ni siquiera por la liquidación del "Banco Agrícola-Ganadero”, coinciden- 
temente el mismo año del crac. 

La banca privada enlentecerá su crecimiento entre 1929-33 para después de 1935, en 
base a la disminución del rol del República, ir ganando posiciones en el quehacer econó- 
mico nacional. Como lo demuestra además el hecho de contar con un representante en el 
Departamento Emisor del “Banco República”. 


La legislación bancaria. 


La ley de 10 de enero de 1938 que estableció un régimen para el funcionamiento de 
Bancos, Casas Bancarias y Cajas Populares puso fin a la superposición de disposiciones 
parciales que a partir de la ley de Villalba de 1865 habían caracterizado la actividad. 


Decía el Poder Ejecutivo en su Mensaje a la Asamblea General, (el proyecto llevaba 
fecha 11 de setiembre de 1936, y estaba firmado por Terra y su Ministro de Hacienda Cé- 
sar Charlone): “Las medidas económico-financieras dictadas en los últimos años, han me- 
jorado las condiciones generales de la economía bancaria. Los Bancos de plaza, gracias a la 
administración sabia, prudente de que disponen, poseen una situación de liquidez más sa- 
tisfactoria que el común de las organizaciones extranjeras donde la crisis que acabamos de 
atravesar ocasionó sus más serios e irreparables estragos”. 

(Esta visión casi idílica de la banca privada no coincidía con la ya citada de Morató, 
que por su ya larga experiencia en esta materia debió de contar con elementos que le per- 
mitieron efectuar un análisis más objetivo de la realidad. Y él había juzgado de impruden- 
te la conducta bancaria en el período). 

La Comisión de Asuntos Financieros y Bancarios de la Cámara de Representantes se- 
fialó la oportunidad de esta ley: “En momentos en que se señala en la plaza una situación 
de repercusión económica general, cuando afluye el dinero a todos los Bancos y se inicia 
un período de crecimiento en todos los negocios; es cuando esta legislación, que es en res- 
lidad de previsión para la crisis, debe ser establecida” (139). 

Las instituciones bancarias eran clasificadas en tres categorías: 

а) Bancos: entidades que realizan todo tipo de operaciones bancarias, que pueden recibir 
del público todas clases de depósitos, y que hacen uso del cheque. Debían tener un capital 
mínimo de un millón de pesos y se los autorizaba a funcionar por treinta años. 

b) Casas Bancarias: firmas con autorización para efectuar operaciones bancarias pero que 
no podían recibir depósitos del público ni hacer uso del cheque. Su capital mínimo era de 
medio millón de pesos. 

c) Cajas Populares: pequeños bancos de acción limitada y regional, situados fuera de la ca- 
pital, nacidos en muchos casos de la acción cooperativa o mutual. 


Este último tipo de institución que se había gestado en el interior era reconocida ex- 
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presamente, y al contrario del siglo XIX en que las “Casas de Cambios” fueron limitadas, 
la aceptación de su status jurídico provocará en la década del cuarenta su expansión. De- 
cía la Comisión de Asuntos Financieros y Bancarios de la Cámara de Representantes al 
respecto. 

“Entiende la Comisión, con el Poder Ejecutivo, que su fomento y estímulo es de positivos 
beneficios para la economía rural y que la índole de sus operaciones así como lo limitado 
de su campo de actividades y el sistema de formación de sus capitales, les permite desarro- 
llar sus negocios con fondos reducidos sin riesgo para su clientela. 

Por ello, el requisito del capital mínimo se abate a la suma de $ 30.000, cifra real- 
mente reducida que en ningún caso podrá considerarse una traba para su funcionamiento 
y que es el mínimo con que puede abordarse un negocio de tal naturaleza. 

se ha introducido una modificación al proyecto del Poder Ejecutivo, sutorizando 
el establecimiento de sucursales en las localidades cuya capacidad económica no permita 
el establecimiento de una Caja Popular independiente. Esta modificación fue adoptada an- 
te una solicitud de la Unión Económica del Uruguay, en representación de las Cajas Popu- 
lares...” (140). 


Cuadro No. 39 
LA DIFUSION DE LAS "CAJAS POPULARES” EN EL INTERIOR HACIA 1950 


Departamento Denominación Fecha de fundación 
ARTIGAS Artigas 1941 
CANELONES Caja de Ahorro y Crédito de la Industria Lechera 1942 
Los Cerrillos 1944 
La Paz —— 
Las Piedras 1942 
Caja Popular de Crédito y Ahorro de Las Piedras 1942 
Pando 1907 
Caja Popular de Crédito, Administración y 
Ahorro de Pando 1947 
Sauce 1946 
Soca 1946 
Tala 1943 
CERRO LARGO Melo 1944 
COLONIA Conchillas 1942 
Tarariras mr 
Juan Lacaze 1943 
Nueva Helvecia ‚ 1946 
Nueva Palmira —— 
Rosario 1948 
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DURAZNO Durazno 1914 
Sarandí del Yí 1949 
FLORES Trinidad 1947 
FLORIDA Florida 1939 
Cardal ZA 
Casupá 1949 
LAVALLEJA Міла 1944 
José Р. Varela 1947 
MALDONADO Maldonado 1948 
Pan de Azúcar 1946 
San Carlos 1945 
PAYSANDU Paysandú 1938 
La Inmobiliaria Sanducera 1911 
RIO NEGRO Fray Bentos 1941 
Young 1946 
A a A PI =н. 
RIVERA Rivera 1946 
SALTO Salto 194] 
SAN JOSE San José 1909 
Industrial y Comercial 1930 
Libertad ; | 1942 
SORIANO Mercedes 1943 
Dolores 1942 
J. E. Rodó 1947 
Palmitas | о > 
TACUAREMBO Tacuarembó 1939 
Paso de los Toros 19423 
TREINTA Y i 
TRES Treinta y Tres 1944 


Fuente: Registro General de Finmas, Montevideo, Florensa y Lafon, 1950. 
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Esta lista no es exhaustiva: por esta fecha el “Banco La Caja Obrera” había absorbido 
como “sucursales” a las cajas populares de Santa Lucía y Castillos. 


El destino de estas pequeñas instituciones será dual: unas evolucionarán por amplia- 
ción de capital y giro a bancos, otras serán asimiladas por instituciones bancarias ya esta- 
blecidas. 


Sin embargo su importancia fue muy grande, ya que permitieron la ampliación del 
mercado de capitales en la intermediación de dinero en todo el país. 

No se debe soslayar que hasta ese entonces, el interior dependía financieramente ma- 
yoritariamente de la banca oficial, de los “agentes” de bancos privados montevideanos o 
de la intermediación fuera de los mercados institucionalizados, (prestamistas, escribanías, 
comerciantes, etc.). 


Por otra parte se constituyeron en aglutinadores de pequeños y grandes capitales que 
se canalizarán hacia el fomento regional y local, actuando como polos de acumulación. 


Habría que estudiar más atentamente la influencia de la legislación bancaria estadouni- 
dense de Mac Adoo de la primera década del siglo sobre la ley bancaria de 1938, ya que la 
misma deslumbró en su momento a Gabriel Terra. 


Volviendo a nuestra ley digamos que además se fijaban una serie de requisitos para el 
afincamiento de filiales de Bancos o Casas Bancarias extranjeras: a) era necesario que las 
leyes de los países de origen permitieran en reciprocidad la instalación de bancos urugua- 
yos; b) que los ciudadanos uruguayos pudieran formar parte de la Dirección, Consejo de 
Administración, o desempeñar la Gerencia o cualquier otro empleo dentro del territorio 
del Uruguay; c) que el 50% del personal, como mínimo, fuera uruguayo; d) determinar el 
capital que se fija a la institución que se radica en el país; e) declarar legalmente la respon- 
sabilidad solidaria de la Casa Matriz por las operaciones que realice la filial uruguaya; 
Г} designar con carácter permanente una delegación legal con plena autoridad para repre- 
sentar a la institución. 


Estas disposiciones debían agregarse a las generales para los Bancos o Casas Bancarias 
nacionales. 

Al “Banco República” se le encomendó la función de liquidar las instituciones banca- 
rias si ello era necesario, (idea tomada de las que regian los bancos de la “Federal Reserve 
of Board” en Estados Unidos). Por otra parte, el “Consejo Honorario del Departamento 
de Emisión” creado por la Ley de 14 de agosto de 1935 sería el encargado de vigilar y fis- 
calizar el sistema bancario nacional, y las nuevas normas y obligaciones que se establecian 
para Bancos y Cajas Populares: 1) destinar por lo menos el 10% de las utilidades a constituir 
el Fondo de reserva hasta llegar al 50% del capital integrado; 2) prohibir el recibo de depó- 
sitos por una suma superior en cinco veces su capital realizado y fondo de reserva; 3) man- 
tener un encaje en aro, billetes o títulos de Deuda Nacional, o depósitos a la vista en el 
“Banco República” que represente por lo menos el 16% de sus obligaciones exigibles a la 
vista, y el 8% de las exigibles a treinta o más días. 


De esta forma se garantizaría a los ahorristas la solvencia necesaria para canalizar ha- 
cia la banca los excedentes de capital. | 


Además se facultaba al Poder Ejecutivo para limitar el interés máximo sobre depósi- 
tos cuando así lo solicitase la mayoría absoluta de los bancos afiliados a la “Cámara Com- 
pensadora”. 
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Al discutirse el proyecto, el diputado Santos preguntó si no sería inconveniente que 
la fijación de los intereses quedase librado al albedrío de los bancos. Manini Ríos respon- 
dió que se exigía una doble garantía: el acuerdo de la mayoría de los bancos -representan- 
tes de la mayoría de los depósitos- con lo que se evitaría que una institución “sin base de 
negocios sólidos” fijara un interés mayor, compitiendo con las restantes (141). 


De todos modos este punto se dejaba en manos de la banca privada. 


(El Código Civil en 1914 había fijado las tasas máximas en 12% anual para los présta- 
mos con garantía hipotecaria, y del 14% en los demás casos; la Constitución de 1934 ha- 
bía prohibido expresamente la “usura”. 


Según el citado informe de la comisión de Representantes, el proyecto contaba “con 
el general beneplácito de la Banca de la plaza”. 


Balance de una década. 


Si se toman como fechas extremas el crac de la Bolsa de Nueva York (1929), y la Ley 
bancaria (1938), se puede concluir que el sistema bancario nacional sorteó la crisis econó- 
mica sin las rimbombantes quiebras con la secuela de banqueros suicidados que sacudie- 
ron a otros países en el mismo momento. 


Además salió fortalecido y con un andamiaje jurídico que le permitiría expandirse 
notablemente en los siguientes años. Seguridad y confianza canalizarían la multiplicación 
de capitales que caracterizara a la entrante década. 


La primera constatación es que la banca privada nacional era primordialmente -y aun- 
que parezca redundante- “nacional”, es decir que la propia integración de los capitales la 
mantenían al margen -aunque sensible- a las vicisitudes financieras de las grandes institu- 
ciones bancarias mundiales. Aunque obviamente en un mundo tan interrelacionado en lo 
económico, esta independencia no significaba prescindencia de los grandes sucesos que 
afectaban a sus pares de allende los mares. 


La segunda consideración que es menester efectuar, sobre todo después de leer los 
minuciosos análisis de O. Morató, es que la banca, beneficiada en primera instancia con la 
política de efectos inflacionistas, tuvo alta dosis de suerte, ya que en ocasiones caminó al 
filo de la navaja sin llevar una cuidada relación entre su capacidad de responsabilidad y sus 
colocaciones. La inconversión monetaria, la suspensión del patrón oro, permitió las caídas 
especulativas. En ese sentido la legislación aprobada en 1938, al conceder al Poder Ejecu- 
tivo la decisión de autorizar el funcionamiento de la actividad bancaria, y al “Banco Re- 
pública” la de fiscalizarla con el apoyo del sector bancario, (no otra cosa podía suceder 
cuando participaba del gobierno de la repartición encargada de la emisión monetaria), in- 
trodujo el elemento moderador y de control necesario para atraer capital a su seno. 

La tercera apreciación, fácilmente comprobable al revisar la nómina de los directorios 
de las instituciones bancarias, es que paulatinamente a los representantes del gran comer- 
cio, $e incorporaron ganaderos e industriales. 

Por esta época los intereses económicos se encontraban interrelacionados, pese a las 


eventuales discrepancias en torno al modelo económico que más convenía a los distintos 
sectores. “Es cos íntima satisfacción -afirmaba Morató al renunciar a la Gerencia del Re- 
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pública- que he podido constatar que las viejas ideas que acariciaba, sobre la cooperación 
y colaboración de todas las fuerzas económicas- tienden a cristalizarse en hechos, cada vez 
más armónicos, cada vez más definidos, articulados en la unión de un esfuerzo común y 
disciplinado, dirigido a la consecución de fines de mayor consideración y de mejor orien- 
tación de los grandes intereses nacionales incorporados a la vida económica de nuestro 
pueblo...” (142). 

El sistema bancario en número de instituciones privadas había aumentado entre 1929 
y 1938. El número de filiales de bancos extranjeros se mantenía incambiado en ocho. Pe- 
ro las de capital privado habían pasado de nueve a once, mediante la incorporación de los 
bancos “Uruguayo de Administración y Crédito” (1934), y “Español del Uruguay” (1936). 

La rentabilidad del negocio bancario no decreció en consonancia con la crisis mundial 


que se vivía, (y en estas cifras hemos tomado las declaraciones de las empresas reveladas 
por los balances que una disposición de 1919 obligaba a publicitar en el Diario Oficial): 


BANCO COMERCIAL: Entre 1925-29 distribuyó un dividendo del 7%; y entre 1929-30 
del 7 1/2%. El promedio de utilidad en ¿sobre su capital fue del 15 ¿entre 1936-39. 


BANCO DE CREDITO: En 1928 pagó el 8% de dividendos. Entre 1931-32 un promedio 
del 9%. Entre 1929-33 el promedio de utilidades sobre el capital fue del 12,5%. 


RANCO LA CAJA OBRERA: Pagó en 1920 9% de dividendo, y en 1930-31, 10%. El pro- 
medio de utilidad en % sobre el capital, entre 1927-31 fue del 15.12, entre 1935-39 del 
25.02, 


MERCANTIL: Entre 1930-33, el promedio de utilidad sobre el capital fue del 14.86%; 
entre 1936-39 del 23.3%. 


Por último merece citarse el papel del Banco República, cuyo rol en la actividad ban- 
caria decaerá después de 1933, y que a partir de 1935 albergará en su “Departamento de 
Emisión” a los representantes de las llamadas “fuerzas vivas”, entre los que se encontra- 
ban representantes de los banqueros. 

En su papel de gestor crediticio de la producción, benefició preponderantemente al 
sector rural, que entre 1931-1939 recibió más de setenta y un millones de pesos en crédi- 
tos, contra algo más de dieciocho que se proporcionaron a la industria (143): 

Cuadro No.38 BANCO REPUBLICA — CREDITO A LA PRODUCCION 
(en millones de pesos corrientes al 31 XII) 


Año Crédito Rural Crédito industrial Тош 2deltotal de los adelantos 


del sistema bancario 
1931 7:6 22 9:8 4% 
1932 10:5 3:1 13:6 — 
1933 9:7 22 11:9 а 
1934 8:3 1:5 9:8 3,0% 
1935 6:3 1:6 7:9 -- 
1936. 6:2 1:8 8:0 3,1% 
1937 6:1 1:3 7:4 — 
1938 7:3 2:1 9:4 — 
1939 9:3 2:5 11:8 34% 


Fuente: Anuarios Estadísticos de la R.O. del Uruguay — Año 1940, página 239. © 


Si se tiene en cuenta que tradicionalmente el “Banco República” fue el principal ges- 
tor crediticio de la actividad productiva, y que en este periodo superó en concesión de 
adelantos a la banca privada nacional, se puede tener una idea más certera de la debilidad 
del apoyo general a actividades en que se basaba el crecimiento económico, crecimiento 
que todos apoyaban enfáticamente en sus discursos. 


En la siguiente década el gran salto lo dará el interior, que multiplicará asombrosa- 
mente la red bancaria (institucional y potencialmente), mediante la diseminación de “Ca- 
jas Populares” en la mayoría de los centros urbanos; hacia donde se dirigirán los grandes 
bancos con sus filiales. 


También en el aspecto bancario se puede afirmar que el país se estaba “integrando”. 
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De ahí que convenga extraer algunas pautas de la visión de los contemporáneos, para 
después contraponer al modelo deseado, el modelo posible. 

O mejor, limitar esa ambición a tratar de ceñirse a la experiencia del propio devenir. 
Para ello debemos partir de una de las generalizaciones más en boga, enunciadas por eco- 
nomistas y sociólogos, que ven en la crisis de 1929 el origen de la industrialización de 
América Latina. 

La laxitud de esta afirmación esconde la rica gama de matices que existen en todos 
los procesos económicos, menos asibles por cierto que muchas de las intuiciones emana- 
das a veces con cierto brillo de los gabinetes científicos. Pero también, en la medida en 
que por su presunta certeza adquiere cierto tono ecuménico, se transforma en falsa al tras- 
ladarla a casos particulares. 


Porque si bien fue cierto que la estrategia de industrialización fue esgrirnida como 
una de las soluciones a la crisis económica, (en el caso uruguayo, debemos acotar que co- 
mo lo había sido en similares ocasiones), es la evolución económica de un país lo que en 
definitiva permite el desarrollo industrial. Y en este aspecto juegan una serie de factores 
cuyo conjunto reviste cierta complejidad, y en el que se incluyen desde la existencia de un 
mercado interno, de un mercado de capitales, el desarrollo de las comunicaciones y la in- 
tegración regional, al poder adquisitivo de la población pasando por los excedentes de 
mano de obra. 


Por ello haremos un corte en el tiempo, intentando tratar de definir las salidas a la 
crisis previstas por los contemporáneos, para después hacer un balance de lo existente, de 
lo que se pudo hacer, y una evaluación de ello. 





| 
| 
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La visión de algunos contemporáneos. 


Para el Ministro de Industria “de la crisis”, el batllista Edmundo Castillo, la industria- 
lización era necesaria para resolver el problema de la desocupación rural. Su testimonio 
permite aseverar algo que muchos habían enunciado anteriormente como posible funda- 
mentación del proceso industrializador del siglo XX uruguayo: 

“General es la crisis porque pasan nuestras industrias agrarias. Debido a ella, los trabajado- 
res rurales abandonan en crecido número las labores de la tierra y refluyen sobre las ciuda- 
des y los pueblos, 

Innecesario es recalcar la gravedad de esta situación que es indispensable remediar to- 
mando medidas que atraigsn al proletariado hacia el trabajo agrícola. Entre tanto debe 
procurarse que los hombres obligados a abandonarlo obtengan ocupación en los centros 
urbanos. Para ello es indispensable proteger como se procura con este proyecto, a la ma- 
nufactura nacional, de lo contrario, la crisis de la desocupación adquirirá proporciones pa- 
vorosas” (2). 

Estas palabras fueron enunciadas el 5 de setiembre de 1930 en el Consejo Nacional 
de Administración. 

Ese mismo año, apareció la primera edición de Riqueza y pobreza del Uruguay, en la 
que Julio Martínez Lamas efectuó un incisivo análisis de los “modelos” posibles, fruto de 
sus reflexiones sobre el país contemporáneo: 
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“Nuestra discrepancia consiste en entender que para desenvolver de modo apreciable y 
eficaz la riqueza pública, para construir rápida y sólidamente la grandeza nacional y hasta 
para poseer más adelante grandes industrias manufactureras, hay que comenzar la obra 
por su principio, esto es, por aumentar la población y explotar la tierra. Solamente así 
constituiremos una gran Nación, en vez de tener, como actualmente, tan sólo una gran 
ciudad” (3). 


Por su parte Francisco E. Graffigna, presidente entonces del “Banco Popular” y di- 
rector de “Cervecerías del Uruguay”, manifestó: 


“Sería un error suponer que la industria fabril y manufacturera pueden ser factores im- 
portantes para producir la reacción necesaria en momentos de depresión económica, dado 
su mayor capacidad de consumos. En períodos de crisis, la característica es precisamente 
la restricción de todos los consumos. 

Cuando la industria fabril no es exportadora, sólo es un elemento de cooperación en 
el mercado interno, y elemento de la mayor importancia, para el ahorro nacional y para el 
empleo de mano de obra. 

En nuestro medio, la industria fabril, sólo le será posible ser próspera, evitando Jos 
excesos de producción, por aumento de la población y consiguiente aumento de la rique- 
za general, y estos sólo pueden ser el resultado de la intensificación y diversificación de 
nuestra producción agraria” (4). 

Pedro Cosio, ex-Consejero Nacional y legislador, vinculado a la gremial de industria- 
les, afirmó: 


“El camino de nuestra defensa económica está en la industrialización de la mayor canti- 
dad posible de nuestros productos agrícolas. Aparte de asegurar así mayor mercado a la 
agricultura, de toda esa nueva industria es factor de población, y como tal, de zumento en 
la demanda de todos los demás artículos nacionales” (5). 

Eduardo Acevedo Alvarez, último Ministro de Hacienda constitucional, escribió: 
“Hemos sido siempre y seguimos siendo proteccionistas. Pero la acepción del proteccio- 
nismo no debe ser estrecha: no debe ceñirse al concepto clásico y unilateral de defender al 
trabajo autóctono de los avances de la industria ajena. Eso estaba bien antes, cuando no 
nos amenazaban represalias, cuando nuestra conducta de defensa no causaba escozor en 
los centros consumidores de nuestros productos. Con la nueva posición que asumen los 
grandes países tenemos que tratar con ellos de igual a igual, de potencia a potencia” (6). 

También el Consejero Martín €. Martínez dejó escritas sus reflexiones: 


“Encareciendo el producto extranjero suele proporcionarse transitoriamente -esta vez el 
adverbio va de verdad- una utilidad extraordinaria a la industris nacional. Esta fuerte ga- 
nancia debida al arancel, hará afluir capitales y trabajadores en cantidad tal que la produc- 
ción rebasará la salida que ofrezca el consumo nacional, 

Elaborado el artículo en tan artificiales condiciones, es imposible enviar al extranjero 
el exceso de tal producción de invernáculo” (7). 

Juan C. Vallarino se refirió а la industrialización como una “novelería nacionalista”: 


"Las medidas que se han aconsejado y se sigue aconsejándola aquí, no son de pronta res- 
lización y, en el mejor de los casos, darían resultado después de muchos años; tales son la 
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industrialización forzada o forzosa y la elaboración de toda clase de productos para la ex- 
коя y consumo interno, 
Es sencillamente desconcertante aconsejar así en estos momentos, en que todo se des- 
valoriza en el mundo, no alcanzándose a cubrir el costo de producción, ni en los países de 
ión industrial más arraigada y perfecta, ¿Cómo sería posible la prosperidad de 
tales INDUSTRIAS EN EL URUGUAY CON MAQUINARIAS; MATERIA PRIMA y to- 
da clase de elementos importados a los precios de cambio actuales o peores en el futuro, 
además de improvisario todo técnica y administrativamente...?” (8). 

¿También los ruralistas tenían un modelo definido, como se desprende de un aviso pa- 
trocinado por la “Asociación Rural” en ocasión del Centenario de la primera Constitu- 
ción: 

“El deber de la hora presente se define, para los rurales como para el país en el postulado 
“intensificar los rendimientos y limitar las erogaciones improductivas. 

El empleo del semental de pedigrée y la semilla seleccionada se hace tan necesario 
como el perfeccionamiento de los cultivos y de los métodos de crianza. 

Y como virtudes cardinales, el amor a las tareas agropecuarias y el renunciamiento a 
toda vana ostentación, presidiendo el retorno a la vida austera del campo. 

La ubicación de las cabañas y las granjas, trazará el rumbo de las carreteras que el 
país necesita multiplicar y será el camino abierto a todas las justas aspiraciones del traba- 
jador nacional y extranjero. 

La mejor conmemoración del Centenario de la Independencia sería el afán de alcan- 
zar la libertad económica, complemento indispensable de la libertad política” (9). 


En 1933, ante las vicisitudes experimentadas en la comercialización de carnes a raíz 
de los convenios de Ottawa, escribía en la Revista de la Asociación Rural el Ing. Antonio 
Durán Rubio: 


“Los mercados europeos, podrán también en cualquier momento, cambiar el rumbo de su 
шаппа mercante, рага ir a buscar sus carnes enfriadas al Sur de Africa, lo que representa- 
ría un golpe de muerte para nuestros Frigoríficos. 

Y si ese cambio de frente se produjera, loque no es probable, pero no imposible, da- 
do el cariz alarmante que van tomando nuestros negocios ganaderos, habría llegado el mo- 
mento entonces, no de renegar de nuestras vacas, sino de adaptarlas a una nueva modali- 
dad productora. De la industria del cuero, pasamos a la de elaboración de carnes, y de ésta 
tendremos que pasar fatalmente, a la industria lechera, y sus muchos derivados...” (10). 


Y por último, cabe citar la opinión de la diplomacia británica -ya que entre 1929-33 
un tercio de las exportaciones uruguayas se dirigieron a ese mercado: 


“La independencia comercial no es más que una frase -dijo en 1929 en Montevideo Lord 
D'Abernon-. Puede concebirse la posibilidad de su éxito en comunidades homogéneas co- 
mo lo son los Estados Unidos de Norteamérica o en una vasta asociación política como lo 
es el Imperio Británico, pero para una comunidad menor la idea es irrealizable. Más aún: 
por los elevados derechos aduaneros, por medio de los cuales se pudiera en tal caso tratar 
de reducir todas las importaciones, se elevaría el costo de la vida en vuestro país, y para 
los productos nacionales sería imposible cualquier competencia en los mercados de ultra- 


Aún más: esos mercados no encontraríanse dispuestos en aceptar vuestros productos. 


Sea un gobierno teóricamente proteccionista o librecambista la opinión pública en to- 
dos los países se muestra en favor de un tratamiento recíproco. Es un instinto hondamen- 
te arraigado en todo ser humano el otorgar a otros el mismo tratamiento que reciba de ellos y 
el de tomar represalias cuando existiera una denegación de lo que es “fair різу”... (11). 


Esta era la cruda advertencia emanada de quienes tenían posibilidades efectivas de al- 
terar el camino, un camino preñado de incertidumbres por las propias disidencias internas. 


La alternativa industrial 


Lo cierto es que la historia de la industrialización uruguaya hacía décadas que había 
comenzado. Si se toma como mojón la industria de exportación, se puede afirmar -en base 
al origen del saladero, forma elemental y primigenia de elaborar el ganado criollo- que se 
había iniciado antes que la primitiva Banda Oriental adquiriera su status de país, declara- 
do y constituido. Partiendo de la base de lo que hoy denominamos manufacturas, y te- 
niendo en cuenta que las artesanías y talleres fueron su antecedente, ellas se encuentra ya 
dentro de los muros de Montevideo en la escasa y rudimentaria fatigosa labor de esclavos 
y trabajadores libres que intentaban llenar algunas de las necesidades más inmediatas de la 
creciente población. АЈ comenzar la denominada "Guerra Grande”, la maquinaria a vapor 
se había aplicado ya en saladeros. 


Si se toma como referencia la legislación proteccionista, se puede concluir que ya sea 
para amparar la actividad fabril, o para acrecentar las rentas aduaneras que financiaron 
por décadas gran parte del peso económico del Estado, en general los primeros gobiernos 
ejercieron una acción contempladora de lo que en su época se entendía por industria, 
(concepción que la mayoría de las veces incluyó la agricultura y los fermentos renovado- 
res de la ganadería). Después de un breve interludio librecambista, de 1861 a 1875, se 
aprobó una legislación proteccionista que con discutible eficacia intentó impulsar un mo- 
delo industrial definido, jalonado por las leyes de 1875, 1886, 1888, y muchas otras dis- 
posiciones parciales. 


А su sombra, а veces lentamente, otras no tanto, pero siempre desordenadamente y 
sin planificación alguna, la evolución económica seguía su curso y poco a poco se lograba 
disminuir algunos rubros tradicionales de importación (alimentos, vestimenta, muebles, 
etc.). 


Tampoco resulta menospreciable la acción consciente de los industriales, (denomina- 
ción que en la mayoría de los casos, en los primeros años, debió ser la de artesanos y talle- 
ristas), que se organizaron como grupo de presión en 1879 y 1898, y que lucharon por sus 
ideas y por conseguir prebendas en base muchas veces a una visión traída de su Europa 
natal, 


Es decir que al comenzar el siglo XX las bases del modelo estaban sentadas, sólo ha- 
bía que impulsarlo, (lo que fue políticamente entendido por Batlle y Ordóñez аі aprobar 
en 1912 una ley general de fomento industrial). 


En tal sentido, el Censo de 1908, pese a los discutibles resultados que consignó, pue- 
de servir mejor para explicitar іо antedicho. Porque si se toma la potencia en caballos de 
fuerza de la denominada industria naciona) se estaba lejos aún del estadio fabril; pero si se 
miden sus resultados de acuerdo a la economía toda, no eran tan despreciables. 
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Si bien mayoritariamente los estabiecimientos eran pequeños, caracterizados por su 
escasa tecnología, en otros se daba ya cierta concentración de capital y mano de obra en 
los que se entreveía la moderna “fábrica”: 








Cuadro No. 40 


PRINCIPALES RAMAS DE INVERSION INDUSTRIAL SEGUN EL CENSO DE 1908 





Rama Capital en millones Número de Número de 
de pesos establecimientos Operarios 
Alimento y bebidas 8:3 282 3.571 
Textil y vestimenta 4:3 146 4.105 
Metales y anexos 3:6 165 1.012 
Industria química 29 47 959 
Madera y muebles 2:4 378 2.806 
Cueros y afines 1:3 55 558 





Fuente: Censo de 1908. 


El Censo afirmó que existían sólo 1.182 motores con una potencia de 34.510 Н.Р. 
(en 1914, Argentina, según Cortés Conde y Gallo, poseía 17.915 motores con 678.757 
H.P.) (12). En tal sentido para posibilitar mejor la comparación, digamos que en 1914 Ar- 
gentina multiplicaba por ocho la población de Uruguay, con una potencia industrial casi 
veinte veces mayor (13). 


Sin embargo en lo interno, según Benvenuto, el valor estimado de la producción 
agropecuaria en 1907 ascendió a 38 millones de pesos, y el de la industria a 35 millones 
de pesos (14). 


Es decir, que a pesar de ser un país eminentemente ganadero, su escasa industrializa- 
ción habría tenido un peso económico nada desdeñable. 


A lo que debe agregarse su rol ocupacional: los 1.356 establecimientos que el censo 
consideró “industriales” deban trabajo a 41.233 asalariados, (contra 32.794 en 1839). Es- 
tas cifras son obviamente aproximativas y sirven sólo para ejemplificar que el “modelo” 
estaba ahí, al alcance de la mano. 


La industria en los programas políticos. 


Ya por esta época (en otra parte de este trabajo nos hemos referido a ello», algunos 
industriales participaban del poder político. Su acceso al mismo jalonó una serie de eta- 
pas, en las que las aspiraciones del sector fueron, en la medida que adquirían peso social y 
económico, contempladas. Muchas veces este camino fue extremadamente modesto. Para 
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los gremialistas de la década del ochenta, que vendían su periódico proteccionista en una 
mesa instalada en uno de los rincones de la Plaza Independencia, uno de sus grandes obje- 
tivos fue integrar la “Comisión de Avalúos” que dictaminaba las tarifas aduaneras, o sea, 
la herramienta para discriminar el ingreso de las mercaderías extranjeras competitivas. 


Esta aspiración fue parcialmente satisfecha а) aprobarse la ley proteccionista de 1888. 
Para los fundadores de la “Unión Industrial Uruguaya”, un triunfo inapreciable fue que se 
los considerara “interlocutor oficial” para todos los asuntos referentes a la actividad fa- 
bril, lo que fue reconocido oficialmente por el Ministerio Serrato en los primeros años del 
siglo. 

Cuando en la manifestación por la paz que acompañó los tristes sucesos fratricidas de 
1903-04, los industriales desfilaron junto a los miembros del alto comercio y de la activi- 
dad rural, una brecha había sido abierta en la mentalidad del decaído patriciado montevi- 
deano, poco proclive a aceptar a los mentores de esta nueva actividad. Ya el país habia 
asimilado socialmente a los hijos de algunos de los modestos inmigrantes que en sus talle- 
res se habían transformado en difusores de las doctrinas de List, y de muchos otros teórl- 
соз europeos. 


Algunos de los futuros legisladores y políticos del batllismo estarían afectiva o prácti- 
camente vinculados a la gremial de industriales. 


Lo que interesa señalar es que la industrialización fue vista como una opción válida 
por los dos partidos políticos mayoritarios. 


De alguna manera al industrialismo se lo vincula en este período con el batllismo, en 
oposición a cierto ruralismo atávico de que era portavoz el nacionalismo y de que se hizo 
eco uno de los caudillos blancos de más arraigo: el Dr. Luis A. de Herrera, cofundador de 
la “Federación Rural” a fines de 1915. 


Ambos prospectos se opondrán con vehemencia, aunque en іо fundamental habrá 
sectores del nacionalismo que apoyarán programáticamente la necesidad del desenvolvi- 
miento industrial, discrepando algunas veces en el tipo de industrias consideradas básicas. 


En el caso del batllismo su programa no se puede desligar de la personalidad carismá- 
tica de Batlle y Ordóñez, que impuso casi siempre sus ideas a sus partidarios. Y Batlle fue, 
tempranamente proteccionista. En ello debió de jugar el origen de la primigenia fortuna 
personal, gestada en un molino con el que su abuelo Batlle y Carreó aprovisionó a las unida- 
des de la marina española surtas en el puerto de Montevideo. Pero además, fue contempo- 
ráneo de la difusión de jas ideas proteccionistas en Uruguay, y de su triunfo en naciones 
europeas de peso en su tiempo, como Alemania, Austria y Bélgica. Batlle fundó su diario 
ЕЈ Día en 1886, cuando la “Liga Industrial”, nacida en 1879, ya había difundido su idea- 
rio. De ahí que en múltiples ocasiones, desde las páginas de su periódico se erigiera en por- 
tavoz del proteccionismo en consonancia con otros colorados, como Andrés Lamas -vin- 
culado al “Gobierno de la Defensa”- y cuya bandera proteccionista también empuñara su 
hijo Domingo. 

En 1910 encontrándose en Europa, al aceptar su candidatura para un nuevo período 
presidencial, publicó un manifiesto político en el que se declaraba dispuesto a apoyar la 
agricultura y la ganadería, pero también “la manufactura y especialmente la que tiene su 
materia prima en el país” (15). 
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Entre 1921-22 y 1925 el batllismo elaboró finalmente ùn programa concreto, que 
como sucedió cronológicamente a los dos gobiernos de Batlle y Ordóñez, se iniciaba con 
una enumeración de Jo que se había logrado, y lo que convenía mantener como conquis- 
tas partidarias. El artículo 76, inciso C, establecía como base impositiva la importación, 
esgrimida como medio de favorecer las industrias existentes, estimular la creación de otras 
y disminuir los gastos del país en el exterior. 


Un discurso de Batlle en la Convención de 1925 aclaraba lo enunciado. atribuyendo 
al régimen pastoril las consecuencias de la emigración de brazos perceptible desde algunos 
años como fenómeno social: 

“La supresión del impuesto protector de aduana para los países de industrias incipientes y 
débiles, frente a los que ya tienen industrias formadas y poderosas, es el sacrificio de las 
industrias de aquéllas. 

Si todo derecho protector se suprimiese entre nosotros, no podría sostenerse más que 
una industria: la pastoril. Y todos los obreros nuestros que trabajaban en otras cosas y los 
que no pudiesen ocuparse en el servicio de los pastores, tendrían que ir a buscar el medio 
de vivir en los grandes centros de población de otros pueblos, que se nos han adelantado 
en el camino del progreso en razón de su existencia más larga. 

El país, así, empezaría a despoblarse poco a poco...” (16). 

También en la convención nacionalista de 1926, ante la probabilidad de que las elec- 
ciones de ese año propocionaran a los blancos la mayoría gubernamental, el director de 
El País, Eduardo Rodríguez Larreta esbozó un programa en base a dieciocho puntos, afir- 
mándose que: “Debería brindarse protección efectiva a las industrias nacionales que tuvie- 
sen posibilidades de desarrollo” (17). 


Ya en 1921, la corriente radicalista blanca que lideraba Lorenzo Carnelli postulaba la 
protección a las industrias derivadas de la explotación agropecuaria y a otras “desatendi- 
das”, como la forestal, dando cabida al capital privado y al Estado, y propugnando la ne- 
cesaria apertura de la producción industrial al mercado internacional (18). 


La concepción de Herrera será opuesta a toda forma de estatismo. Dirá en 1930 en el 
Consejo N. de Administración: 


“Мо se ha llegado al temerario extremo de proponer, de golpe y zumbido, duplicar los 
derechos de aduana para fomento de la industria nacional? 

¿No se ha improvisado hasta la de bujías eléctricas -aunque resultan más caras e infe- 
riores que las extranjeras-, para crear su fabricación aquí? También cristalerías, fábricas de 
botellas, etc. y, ¿acaso, se va a prohibir establecer nuevas, a pesar de la poca densidad del 
mercado, cuando la producción sea suficiente? Aceptarlo así, sería reconocerle al Estado 
facultades раќегпајеѕ y arbitrarias, reñido con los más elementales principios de liberalis- 
mo económico. Y si nuestras fábricas están en su período inicial, qué no decir de la pro- 
ducción agraria” (19). 


Herrera aceptaba las industrias que utilizaban insumos provenientes del agro, de ese 
agro en el que buscaba su base política, pero era contrario al proteccionismo exagerado e 
indiscriminado por razones que también interesaban al medio rural: el temor a las represa- 
has de los mercados consumidores europeos, en especial. Inglaterra. 


Ambos modelos, el rural y el industrial, quedarían delineados como antagónicos en 
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lo formal. Porque en lo práctico había un tipo de industrialización que podía solucionar 
en parte las necesidades de mercado de la producción rural en épocas de crisis. 


Esta dualidad encontró defensores y detractores dentro de las dos corrientes tradicio- 
nales, como las tuvo en el pasado, en que la indefinición partidaria al respecto había traza- 
do una nítida linea de separación en el seño de cada colectividad. 


El “modelo” barllista. 


Luis Faroppa expresó en una conferencia sobre el pensamiento económico de Batlle 
y Ordóñez: “No es posible encontrar ninguna publicación ni documento que explicite 
cuál fue realmente el proyecto económico batllista” (20). 


Esta aseveración permite colegir que el mismo fue más pragmático que teórico, razón 
por la cual el intento de globalizar el prospecto batilista sólo puede efectuarse en base a 
las líneas emergentes de su accionar gubernamental, “а posteriori”, pero siempre como re- 
sultado de la reflexión de gabinete. 


Zubillaga en un intento de reconstrucción del modelo primigenio, ha adelantado algu- 
nas de las pautas más relevantes del mismo (21): 


1) nacionalización-<statización de actividades industriales y comerciales, sustrayéndolas 
del dominio privado con la finalidad de limitar o anular el peso del capital británico y aba- 
ratar y extender algunos servicios considerados prioritarios para el desarrollo del país, 
(Banco de Seguros, Hipotecario, República; energía eléctrica; ferrocarriles y tranvías; Ins- 
titutos de Química Industrial y Geología y Perforaciones; pesca; sectores portuarios). 


2) industrialización con la finalidad de limitar la dependencia de las naciones manufactu- 
reras, mediante una política de sustitución de importaciones, diversificando el espectro 
exportador del país y aumentando la oferta de empleos. Para ello se recurrió al incremen- 
to de los impuestos aduaneros a las importaciones, proteccionismo a la importación de 
maquinarias, y otras medidas que la beneficiarían en un marco global (nuevos entes indus- 
triales, legislación laboral, etc.). 


3) tecnificación y transformación estructural del sector agropecuario, para aumentar, me- 
jorar y diversificar la producción, (fomento de la agricultura, forestación, cursos técnicos, 
crédito rural, etc.); y redistribución de la riqueza (impuesto progresivo a la tierra, al au- 
sentismo; fraccionamiento y colonización de tierras estatales; leyes de salario mínimo y 
de descanso obligatorio para el trabajador rural, etc.). 


4) mejoramiento de las condiciones de vida de la población, elevando sus condiciones ma- 
teriales, aumentando la esperanza de vida, (hospitales departamentales, casas para obreros, 
obras de saneamiento, caminos, etc.). 


3) aumento de la educación para posibilitar la comprensión y la participación de la pobla- 
ción en el desarrollo del país, y en las decisiones políticas resultantes de la nueva etapa 
mstitucional que se iniciaba a partir de 1904. Para ello la enseñanza secundaria fue exten- 
dida a todas las capitales departamentales, nuevas facultades diversificaron las opciones 
universitarias, se creó la educación física y artística, y se contempló cursos noctumos para 
trabajadores. 


345 


6) superación de la injusticia social en base al solidarismo, la concordia obrero-patronal, y 
a una pródiga legislación que contempló algunas viejas aspiraciones sindicales: jornada la- 
boral de ocho horas, indemnización por accidentes de trabajo, jubilaciones generales, pro- 
hibición del trabajo a menores, etc. 


Este fue, en síntesis, y a grandes rasgos, parte de la base del ideal batllista que influyó 
en la posterior formulación programática partidaria. 


Pero el hecho de que a partir de 1915 los enemigos políticos y sociales del batilismo 
lograran paralizar, distorsionar o frustrar gran parte de las expectativas, hizo que el “mo- 
delo” fuera mutable; en parte, porque debió asimilar la propia experiencia de sus no 
siempre felices creaciones. 


Será después de la muerte de Batile, y a inftujos de la crisis mundial, (ambos hechos 
datan de la misma fecha: octubre de 1929), que sus discípulos intentarán encontrar en el 
“modelo” el panaceas para obviar las dificultades económicas del momento, pero también 
para impulsar el viejo y controvertido ideario paralizado por sus opositores. Si a fines de 
la segunda presidencia de Batlle y Ordóñez el “alto” propugnado por Viera se erigirá co- 
mo una valla, será entre 1930-33 en que se producirá el ajuste de cuentas. De ahí el valor 
de la concepción socioeconómica del battlismo a los fines de nuestro estudio: era algo que 
el país aún tenía pendiente, y en el que su fracción política intentará sustraer lo sustancial 
para sacarlo de las contingencias que una doble crisis «interna y externa- lo había colocado. 


En esta ocasión existirán tantas recetas como formuladores, pero en general el bloque 
batllista, а] que en ocasiones se le unió el neodisidente Gabriel Terra, (presidente consti- 
tucional aún), reaccionó en consonancia con los antiguos postulados del fundador del sec- 
tor. Claro que había que asimilar los cambios, tanto los del país (en el interin el capita) 
extranjero se había adueñado de los resortes más estratégicos), como los generados a par- 
tir de la propia praxis, en que el éxito y el fracaso signaban la marcha de algunos de los 
nuevos organismos oficiales. 


De ahí que resulte conveniente hacer un corte en el tiempo para intentar reconstruir 
el balance efectuado por los protagonistas que luchaban por consolidar esta opción socio- 
económica. Para ello nada mejor que repasar las páginas de un número extraordinario de 
El Día, publicado el 30 de julio de 1928, en ocasión de inaugurarse el nuevo edificio de 
dicha empresa periodística. Allí no se encontrará una reformulación del modelo, sino una 
complementación del mismo en base a lo vivido: 


A) EN LO SOCIAL. 

Asegurar la más absoluta igualdad de los hombres entre sí, y conciliar los dos opues- 
tos de la doctrina marxista: el capital y el trabajo, (esta puntualización teórica ега песеѕа- 
ria en una época en que la revolución bolchevique en Rusia había festejado ya su décimo 
aniversario) (22). 

Salarios altos, para aumentar el poder adquisitivo de ta población, estimulando el de- 
sarrollo del comercio y la industria (23). 

Evitar la dispersión de los hogares agrícolas, el éxodo rural, ocasionado por el régi- 
men pastoril y sus transformaciones productivas. Para ello, dado el escaso desarrollo ma- 
nufacturero en el interior del país, era necesario proporcionarles tierras para trabajar (24). 
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В) EN LO ECONOMECO. 

a) Diversificar la producción. Escribía premonitoriamente Luis Batlle Berres: 

“Tener casi toda la fuerza económica y financiera del país respaldada en una sola indus- 
tria, es peligroso, por más fuerte que ella sea, ya que de esta manera, la estabilidad econó- 
mica del país depende de una sola manifestación de trabajo. Si la ganadería sufriese una 
depreciación fuerte y rápida, nosotros no tendriamos actualmente con qué defendernos 
de la gran crisis que irremediablemente se presentaria. Y esta situación, no es buena para 
nadie, ni siquiera para los mismos ganaderos” (25). 

b) Control del principal rubro exportable mediante la creación del Frigorífico Nacio- 
nal. Ello era ineludible ya que por esta época, gobierno y productores habían conscienti- 
zado que los frigoríficos extranjeros habían impuesto condiciones monopólicas a la co- 
mercialización ganadera, en contra de los intereses del país. A tal punto era así que Per- 
fecto López Campaña entendía que de aprobarse el proyecto de ley, (como efectivamente 
sucedió meses después), se habría dado "el primer paso еп el sentido de la independencia 
económica del Uruguay”. Presagiaba que después de instalarse el mismo, con el consenso 
de los pobiernos de Argentina, Brasil y Paraguay, y mediante la creación de una flota mer- 
cante, se lograría anular la especulación del capital extranjero, sin perder por ello el mer- 
cado internacional (26). 


c) Fomento a la agricultura. “El Uruguay no debe seguir siendo un país fundamental- 
mente ganadero”, escribió el futuro Ministro de Hacienda Eduardo Acevedo Alvarez. En- 
tre las medidas tendientes a diversificar la producción, se encontraba el fomento a la agri- 
cultura. “Que el latifundio se divida -proseguía-, que la estancia se transforme en granja; 
que la ganadería y la agricultura se nutran y desenvuelvan juntas y de un modo armónico; 
que el peón rural evolucione a chacarero y sea dueño de la tierra. Y así el país aumentará 
valores y se poblará -que es el problema cúspide de nuestra economía- con la ósmosis sana 
de los hombres laboriosos de otras comarcas”. 

Preveía la orientación estatal mediante los estudios e investigaciones realizados en los 
organismos oficiales, y el apoyo con obras de infraestructura básicas: caminos y ferroca- 
rriles (27), 

d) Crédito rural. Sobre el particular decía el citado Acevedo Alvarez: 

“El dinero no debe ser un privilegio. El crédito es necesario para trabajar y si sólo lo con- 
siguen los hombres de fortuna, habría que creer que únicamente tienen derecho a ser feli- 
ces las personas favorecidas desde la cuna...” (28). 

e) Financiación externa para obras de desarrollo. 

“Endeudarse para crear riqueza escribió Acevedo Alvarez refiriéndose a los caminos, es 
concepción previsora... Condenemos los empréstitos que se lanzan con el fin de enjugar 
déficits de presupuestos mal nivelados porque son ésas, operaciones onerosas que gravitan 
sobre la Nación como un peso muerto” (29). 

f) Industrialización. 


La visión sobre la marcha de la industrialización era realista: “El Uruguay по ha de- 
senvuelto mayormente hasta hoy, sus industrias fabriles” -afirmaba Acevedo Alvarez. 
Existía cierto desarrollo industrial, pero era limitado a pesar de los derechos aduaneros 
protectores y de los cuatro años de guerra mundial que restringieron las exportaciones eu- 
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ropeas. La escasa población del país frenaba el horizonte industrial. El panaceas era acen- 
tuar el proteccionismo, revisando los impuestos de importación: “La protección aduanera 
no debe tener otro límite que lo que necesite el industrial para triunfar de los avances de 
la empresa extranjera”. 

Era necesario además proteger a la actividad nacional de la extranjera: la Europa de 
posguerra se había lanzado a la reconquista de sus antiguos mercados, comercializando sus 
productos por debajo de su valor, mediante el “dumping”. Se debía aplicar una ley anti- 
dumping que elevara el impuesto en proporción al descenso del valor de la mercadería ex- 
tranjera, con lo que se protegería la producción vernácula. 


Además se esbozaban una serie de nuevas fórmulas protectoras: establecimiento de 
primas, garantias para el capital de los establecimientos que interesaban al país, tal como 
se había hecho con los ferrocarriles durante décadas. 


Se hacía hincapié en la organización del crédito industrial para contemplar los largos 
plazos requeridos por la actividad fabril, ya que la misma generalmente debía de hacer 
frente a los vencimientos bancarios mucho antes de alcanzar los beneficios. Pero además, 
había que cambiar las prácticas bancarias, dado que sólo se otorgaban préstamos por el 
diez por ciento de la responsabilidad del cliente. El crédito sería la palanca que permitiría 
el ascenso social: “Todos los hombres buenos y bien inspirados, podrán i 
económicamente -dejar de ser obreros- y lanzarse solos, como empresarios, a forjarse en 
la vida una posición independiente”. 

Acevedo Alvarez proponía créditos a la exportación, (si era necesario, con la garantía 
del Gobierno), para ganar mercados con los productos competitivos. Pero antes era nece- 
sario abatir el costo de producción, modemizando las técnicas, contratando especialistas, 
o enviando misiones de estudio al extranjero. Existía conciencia de que la escasa tecnifica- 
ción también se constituía en un freno al desarrollo industrial: “El secreto de la prosperi- 
dad de Estados Unidos reside en dos cosas: en el proteccionismo industrial y en los talle- 
res modelos...”. 

“ ¿Cómo consigue ese portentoso resultado Estados Unidos. Muy sencillamente: por- 
que en Norte América predomina la máquina; el obrero es un simple auxiliar de la misma. 
Los empresarios modernizan, siempre que la técnica descubre algo nuevo, todas sus insta- 
laciones”. 


Otro de los problemas era conquistar al consumidor nacional, poco proclive a aceptar 
el producto uruguayo, aunque su calidad fuera equivalente al importado. Parte de la pro- 
ducción, como cuatro décadas atrás, debía comercializarse por el motivo antes enunciado 
como si fuera producida en el exterior, ocultando su origen (30). 


g) Fomento del cooperativismo. 


El cooperativismo era en lo económico uno de los puntales de esa concepción solida- 
rista que caracterizó al batllismo, (aunque como tantas otras cosas no fue privilegio ni mo- 
nopolio de dicha fracción política). El éxito del cooperativismo agricola en Estados Uni- 
dos a partir de la guerra mundial, fue esgrimido como ingrediente del modelo emulable. 
También en este caso, el Estado jugaría un rol importante: adelantaría el capital necesa- 
по y colaboraría en la formación de dichas instituciones (31). 


h) Obras de infraestructura. 
La política de incrementar el gasto público se orientó en gran medida a obras de in- 


348 


М; 


fraestructura que, como puertos, carreteras y ferrocarriles, permitían la circulación de bie- 
nes y unían regiones del país, favoreciendo su integración. Dentro de la estrategia de las 
comunicaciones, los caminos jugaban un papel importante y su rol económico no fue sub- 
estimado: 


“Es en el aspecto comercial que la vialidad influye en el mejoramiento económico de los 
países y, por consecuencia, en el de sus pobladores. 

Y a esa intensificación comercial deben agregarse beneficios tales como el de la valori- 
zación de las tierras, -que llega muchas veces a duplicarse por la proximidad de buenas 
vías de comunicación, el de los mejoramientos en los métodos de producción, que pueden 
recibir sin dificultades los progresos venidos de fuera; el de la facilidad y baratura de los 

es de los productos y, en fin, el del progreso efectivo de las zonas servidas por 
aquéllas” (32). 


і) El estatismo inefectivo. 

Pese a que los defensores del estatismo no cedieron en el empeño de ampiiar el domi- 
nio económico del Estado, y a que sus ideas seguían vigentes, (Eduardo Acevedo, ex-mi- 
nistro de Batlle, profesor de Economía Política de la Universidad, propuso monopolizar 
muchas más actividades de las que efectivamente se habían logrado, incluyendo el alco- 
hol, cerveza, fósforos, tabaco, aguas corrientes, tranvías y ferrocarriles, el ahorro nacional; 
Juan С. Quinteros Delgado entendió que el Estado debía de asumir “todo aquello que los 
individuos no pueden realizar o no conviene que realicen”) (33); algunas de sus creaciones 
habían fracasado. 


Tal el caso del “Instituto de Pesca”, del que hacia 1928, segun Luis Batlle Berres, no 
quedaba “ni rastro y hoy sólo existe un barquichuelo medio destartalado”, quedando 
“una mala caricatura de lo que se quiso hacer”. 


O el del Instituto de Geología y Perforaciones, que segun el citado Batlle Berres, vi- 
vía “en el Presupuesto”, y que teniendo equipos y técnicos, (incluso extranjeros), “gober- 
nantes que vinieron más tarde, en el deseo de hacer economías en el presupuesto, le quita- 
ron el rubro de locomoción...” (34). 


1) Política de combustibles. 


La revolución tecnológica, que sustituyó la hulla por derivados del petróleo en la in- 
dustria y en la generación eléctrica, y que permitió implantar un nuevo sistema de trans- 
portes que desplazó eficazmente la tracción animal, se propagó aceleradamente durante 
la posguerra. De ahí que la política de combustibles fuera prioritaria en las metas econó- 
micas. 

La misma fue sintetizada por Angel Goslino, técnico del “Instituto de Química In- 
dustrial” y que integraría en 1931 el primer directorio de A.N.C.A.P. 


1) Estudiar el subsuelo del país para determinar en forma precisa si existen o no hidrocar- 
buros. 


Se contaba para ello con el mediatizado "Instituto de Geología y Perforaciones” que 
tenía algunas experiencias fallidas al respecto, y en el cual se cifraba gran esperanza dado 
que su cometido sería más amplio: debería efectuar el mapa geológico del Uruguay y lo- 
calizar los minerales existentes. О sea que era el encargado de determinar la viabilidad de 
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la industria pesada y del autoabastecimiento de combustibles, dos aspectos que limitaban 
[а industrialización uruguaya. 

2) Aprovechamiento de la energía hidráulica para generar fuerza motriz de carácter indus- 
trial. Sobre el particular ya existían proyectos para utilizar las caidas del Salto Grande, so- 
bre el río Uruguay, y construir una represa en el curso del Río Negro. 


3) Instituir una nueva legislación sobre el régimen fiscal de los combustibles para estimu- 
lar la instalación de refinerías de petróleo, y racionalizar el gravamen aduanero vigente pa- 
ra los combustibles líquidos. 


4) Fomentar la investigación científica sobre el aprovechamiento de algunos productos y 
materias primas, y su posible transformación en combustibles. 


5) Abocarse al empleo de los combustibles *sustitutivos”, cuya producción era factible en 
el país: el alcohol etílico, que en forma de “carburante nacional” podía desplazar el 50% 
de las importaciones de nafta; y el carbón de madera que aplicado a los gasógenos se cons- 
tituía en un carburante apropiado para la tracción pesada y la motocultura (35). 


Todas estas precisiones al “modelo”, -en la medida en que también asimilaban fraca- 
sos, limitaciones y nuevas realidades-, lo enriquecían. Por supuesto que no se trata de una 
enumeración pormenorizada, sino de los rasgos más salientes del mismo, esbozados por al- 
gunos de sus partidarios en vísperas de la crisis del 29-30. 


La legislación proteccionista hasta la crisis de 1929. 


Al igual que lo efectuado para otros aspectos de este trabajo, corresponde glosar des- 
criptivamente la legislación proteccionista, o sea, las disposiciones consideradas como es- 
pecificamente “favorecedoras” de la actividad. Y aquí conviene hacer una puntualiza- 
ción: también en consonancia con lo realizado tomamos simplemente las normas y simila- 
res referentes al sector en sí, dejando aquellas que formen parte de una política económi- 
ca global para estudiarla en su conjunto, ya que parcializarlas en función de la industria u 
otra rama económica puede llevar a su distorsión. Esta enumeración no es exhaustiva, 
pues hemos ignorado algunos dictados parciales para determinadas industrias. Como pun- 
to de partida ineludible nos referimos a la ley de 1912, que pone fin a una etapa protec- 
cionista y contempla a la generalidad existente, y cuya renovación se sucede a lo largo del 
período. 


El 13 de enero de 1911 se sancionó la ley que estableció el derecho de “drawback” y 
admisión temporaria. Se posibilitó así a los industriales del país importar -libre de dere- 
chos-, materias primas y materiales necesarios para la producción, a condición de que fue- 
sen reexportados en plazos convenidos. Esta medida beneficiaría a las industrias exporta- 
doras, ya que la carga de los gastos internos no recaía sobre los compradores externos. 
Fue aprovechada casi exchusivamente por la industria frigorifica que importó a su amparo 
materiales para la fabricación de envases (hojalata, arpillera, madera para cajones, papel 
para etiquetas, etc.). 

El 23 de marzo de 1912 el Poder Ejecutivo envió al Parlamento un proyecto de ley 
firmado por Batlle y Ordóñez y su Ministro Eduardo Acevedo. Lo inspiraba la necesidad 
de “refundir y ampliar” en una ley de carácter general una serie de disposiciones vigentes, 
con la finalidad de “promover el desenvolvimiento industrial en toda la República”. 
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Entendían que había que estimular el espíritu de empresa, sin esperar a que el indus- 
trial entable su pedido: “De una ley general -decia el Mensaje que acompañaba el proyec- 
to- se ampara todo el mundo sin esfuerzo ni sacrificio de ninguna especie, mientras que de 
una gestión ante los Poderes Públicos, sólo algunos resuelven encargarse”. 


Una ley general se adecuaba mejor a las vicisitudes económicas, ya que las disposicio- 
nes parciales “si en un momento favorece el planteamiento de una fábrica, puede en otro 
crearle dificultades”. Y finalmente, porque convenía uniformar el criterio oficial en mate- 
ria de franquicias, ya que no resultaba equitativo “que mientras algunas industrias gozan 
de las mayores liberalidades, tengan otras que soportar cargas más o menos pesadas...” (36). 

Se puede apreciar, por el informe de la Comisión de Hacienda de Diputados, que la 
ley reafirmaba los principios proteccionistas del Gobierno batllista: el objetivo fundamen- 
tal era aumentar la ocupación fomentando la actividad industrial con la desgravación de 
aranceles a las materias primas que se importaban para elaborar en el país. 


“Hay quienes consideran que sólo deben ampararse industrias que tengan materia pri- 
ma en el país, renunciando a vincular a nuestro ambiente productor todo aquello que re- 
quiera materia prima extranjera. Esto constituye un error. La importancia de una indus- 
inia para el país, se mide por la suma de trabajo que radica con el número proporcional de 
pobladores y por la suma de riqueza...” (37). 


La ley consagraba exoneraciones de derechos de Aduana a algunos artículos que eran 
introducidos para aplicaciones industriales: ácido sulfúrico, corteza de alcornoque, hierro 
viejo para fundición, madera en bruto, etc. (art. 1). 


El derecho máximo a pagar se fijaba en el 31 Zad valorem (cascos vacíos). 


Una escala descendente preveía: 25% para el carbón animal, formol, glicerina, sal de 
antimonio, papel de filtro en hoja y en pasta; 20% para el yute e hilos en general; 15% para 
la hojalata sin trabajar, hierro y acero en planchas, goma del país; 10% para el acetato de 
plomo, aceites lubricantes, amoníaco líquido, cacao en grano, resina, sulfuro de sodio, 
alumbre, etc.; y 5 # para el yute en rama, aceite de hulla, ácido nítrico, anilinas, oro en ho- 
jas, sulfatos y sales, etc., (art. 2). 


El Estado dejaba estipulado que las libreraciones y reducciones de derechos regirían 
mientras no se le solicitase protección “para establecimientos destinados a producir esas 
materias en condiciones regulares” (art. 3). 


Se autorizaba al Poder Ejecutivo a crear la sección especial de la Tarifa de Aduanas 
bajo el título de “Materias Primas”, “a semejanza de la que contiene la tarifa argentina”, 
сото decía el informe de la Comisión de Hacienda de Diputados. 


El artículo 7 autorizaba al Poder Ejecutivo a conceder durante el plazo de 10 años, а 
contar desde la promulgación de la ley, las siguientes franquicias a las nuevas fábricas que 
se instalaran en el país: exención de derechos de Aduana a favor de las máquinas, apara- 
tos, piezas de repuestos, accesorios y materiales de primera instalación; y exención de 
Contribución Inmobiliaria y Patentes de Giro, siempre que se tratara de ramas industriales 
no explotadas todavía o explotadas por fábricas que ya gocen de esas franquicias. 


El diputado Pedro Созо (firmante junto con Gregorio С. Rodríguez, Conrado 
Rücker, Federico Paullier y Florencio Aragón y Etchart del informe de la Comisión de Ha- 
cienda de Diputados), propuso que la exención de derechos de Aduana a las maquinarias, 
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repuestos y otros materiales también se extendiera а las fábricas existentes en el país que 
quieran dentro de ese plazo renovar su maquinaria, lo que fue aprobado (38). 


Este proyecto fue sancionado por ambas cámaras, promulgado por el Ejecutivo el 12 
de octubre de 1912, y reglamentado por un decreto de fecha 16 de febrero de 1913. 


Ese mismo año, -15 de julio de 1913-, se promulgó una ley por la que se concedió por 
15 años liberación de Contribución Inmobiliaria y Patente de Giro a las fábricas de ce- 
mento portland, así como la exoneración de impuestos aduaneros a la introducción de 
maquinarias y materiales para su fabricación (39), 


En 1920, (13 de julio), el Consejo Nacional de Administración envió a la Cámara de 
Representantes un proyecto para prorrogar la ley de 1912. Lo firmaron Feliciano Viera y 
Luis С. Caviglia, cuando aún faltaban dos años para vencer el plazo de protección. Enten- 
dían que la ley de octubre de 1912 “no ha podido dar todos los frutos que de ella se es- 
peraban, debido, primero a la crisis financiera de 1913, que produjo la más intensa restric- 
ción de capitales, y luego, por la situación de guerra en que vivió el mundo desde 1914...” 


Reafirmaron la necesidad de “ensanchar el campo de la industria que tiene para noso- 
tros el doble aspecto interesante de la nueva riqueza a crear y de los nuevos horizontes de 
trabajo para nuestra población, que afluye con incremento alarmante hacia las profesiones 
liberales, preparando un proletariado intelectual que constituirá un grave problema social 
en fecha no muy remota...” 


El informe de la Comisión de Hacienda de Diputados, (firmado por Ricardo Cosio, 
Enrique Buero, Arturo Lussich y Pablo Blanco Acevedo), reconoció que durante la guerra 
“tuvieron su auge determinadas explotaciones que especulaban al amparo del consumo 
anormal producido por la misma”, pero la generalidad de las industrias “no pudieron im- 
plantarse en el país por razones de su deficiente producción de materia prima, que hace 
depender la explotación industrial de las distintas producciones de países extranjeros, de 
los cuales somos tributarios”. 


Reconoció que la ley había sido elaborada con “falta de base”, ya que se consultó a 
los industriales, y estos efectuaron una encuesta “tan prolijamente como se pudo” (40). 


Recién el 5 de octubre de 1922, la Cámara aprobó prorrogar por diez años las fran- 
quicias a la industria y decidió crear una comisión compuesta por representantes de la 
Aduana y de la “Unión Industrial Uruguaya” para enmendar algunos errores cometidos 
anteriormente (41 ). 


El Ministerio de Industrias solicitó presentar, a iniciativa de su titular Dr. Arias, un 
proyecto completo de franquicias industriales. Obtuvo que el Consejo Nacional de Admi- 
nistración elevara un vasto y completo proyecto. El mismo incluía disposiciones sobre 
“draw-back”, y la implantación de un control anti-dumping. Pero la Comisión de Hacien- 
da de la Cámara de Senadores, (integrada por el Ing. Alberto Canessa y los doctores Mar- 
tín C. Martínez y Esteban Toscano), entendió que “ternas tan interesantes” debían ser 
objeto de un “estudio reposado y minucioso”. 

Por fin, el 4 de diciembre de 1924, se promulgó -luego de la correspondiente sanción 
legislativa-, la prórroga por otros diez años de la exención de impuestos aduaneros a la ma- 
quinaria y materiales necesarios para implantar, ampliar o renovar establecimientos indus: 
triales, siempre que los mismos “no sean normalmente fabricados en el país” (art. 1). 
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Cuando se tratara de la instalación de industrias nuevas, o fábricas de productos aún по 
explotados en el país, se los libraba del pago de Patente de Giro y Contribución Inmobi- 
liaria, (art, 2). Ambas medidas regirían también para las fábricas erigidas entre el 12 de oc- 
tubre de 1922 y la promulgación de la ley, (art. 3) (42). 


En este período y en estos años, se brindará protección a la industria textil, cervece- 
ra, armado de automóviles y la del acero. 


Con fecha 14 de enero de 1919 se promulgó una ley de privilegios industriales que in- 
tentó suplir algunas carencias de su similar de 1885. En este caso trataba de contemplar a 
quienes utilizaban materia prima nacional, о sus formas de aprovechamiento industrial, en 
las condiciones y plazos estipulados por las disposiciones de 1885. 


El proyecto había sido enviado con la firma de Viera, Jiménez de Aréchaga y Rodol- 
fo Mezzera. El Mensaje que lo acompañaba alertaba sobre numerosas industrias que no ha- 
bían llegado a implantarse, pese a la variedad de estudios previos. 


“Lo reducido del mercado, decía el Mensaje, aleja la posibilidad de la obtención de 
beneficios razonables para quien plantea la industria o descubre la fórmula industrial, sin 
contar con garantía alguna contra la concurrencia en el período inicial...” (43). 


Una nueva ley que derogó expresamente la de 1919, se aprobó el 2 de diciembre de 
1921. Era mucho más amplia ya que reformulaba la primigenia de 1885, autorizando al 
Consejo Nacional de Administración a conceder el “derecho de explotación industrial ex- 
clusiva”, a los que sin ser descubridores ni inventores implanten o reinicien cualquier in- 
dustria que emplee materia prima nacional o importada, (art. 1). Pero además, con anuen- 
cia del Cuerpo Legislativo, se podía expropiar la industria por razones de “utilidad gene- 
ral”, a pedido de otros industriales interesados y cuando existiera conveniencia de aumen- 
tar la producción de acuerdo con las necesidades del país, (art. 5). La posibilidad de solici- 
tar este privilegio se limitaba, ya que no se podía acceder a él si se fabricaban artículos pa- 
ra la alimentación humana o animal (ganados), y sí industrias que no constituían en sí 
una verdadera explotación de procedimientos sencillos o complejos que determinaran 
transformación industrial de materias primas, (art. 9). El plazo de privilegio se fijaba en 
nueve años, que se extendía a doce si la planta fabril procesaba productos provenientes 
del agro que habían sido declarados previamente plaga nacional. 


El Poder Ejecutivo fijó severas normas para reglamentar la aplicación del privilegio: 
caducaba el beneficio si dentro de los dos años no se hubiera implantado la industria, o 
si pudiendo trabajar todo el año producía solo durante el plazo de seis meses (art. 11). 
También fijaría el capital a invertirse, y la cantidad anual mínima de materiales a elaborar- 
se después de jos tres primeros años de concesión, (art. 12). 


El Senado no aceptó la posibilidad que las plantas fabriles establecidas con anteriori- 
dad a esta ley pudieran gozar de monopolios de fabricación, ya que entendió que se de- 
bían fomentar nuevas industrias, (razón por la cual derogó la de 1919) (44). 

En 1928 se presentó un proyecto para prorrogar los alcances de esta ley, ocasión en 


que la Comisión de Industrias de la Cámara de Representantes informó que a su amparo 
“se instalaron en el país numerosas industrias”. 


Luis Batlle Berres propuso que se aprobara otra ley, de carácter permanente, para evi- 
tar el lento y engorroso aspecto de considerar cíclicamente su prórroga. Asimismo se plan- 
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(еб obligar a los industriales a poner etiqueta nacional a sus productos, porque -decia Bat- 
lle Berres- “una forma de enriquecer nuestras industrias, no es sólo realizarlas, sino que se 
sepa que son nuestras y que se tenga el valor de decir que son nuestras” (45). 


Finalmente fue aprobada la ley el 23 de octubre de 1930. estableciéndose expresa- 
mente que las materias primas importadas no podían superar el 50% del valor del produc- 
to elaborado. (Esta ley recién fue promulgada en diciembre de 193 2) (46). 


La legislación proteccionista bajo el terrismo (1933-38). 


Una evaluación sumaria permite constatar que la década del veinte no se caracterizó 
por un acendrado proteccionismo industrial, que muchas iniciativas parlamentarias al 
efecto nunca trascendieron de las carpetas de archivo de las respectivas comisiones parla- 
mentarias, -pese a su indiscutible importancia-, y que otras vieron su trámite enlentecido 
aunque se trataba de prórrogas de leyes ya vigentes. 


Esto a pesar de que en el período se manifestó una gran presión de los países indus- 

trializados, que no titubearon en recurrir a todas las formas de competencia: la leal y la 
desleal. En tal sentido cabe recordar que se desistió de aprobar una ley anti-dumping que 
se constituiria en una medida de indiscutible tono nacionalista, aunque habría enfrentado 
al país con sus tradicionales clientes del comercio internacional. En este sentido tendría- 
mos que profundizar el estudio de la notoria incapacidad de tomar decisiones autónomas 
cuando las condiciones externas no mostraban fisuras críticas, (también merecería men- 
cionarse los métodos utilizados por los países industrializados en el comercio internacio- 
nal). Cabe aqui transcribir las apreciaciones de un proteccionista “ideológico” como Juan 
Carlos Quinteros Delgado, (en rigor no fue un ideólogo sino un difusor de las ideas protec- 
cionistas), quien en la segunda edición de su libro “La Industria y el Estado” (1926) se re- 
firió a las prácticas estadounidenses: 
“a Norte América ha empezado a poner en práctica un medio eficacísimo de dar incre- 
mento a sus ventas al exterior en perjuicio del comercio de importación sudamericano, 
cual es el de aumentar en un 100 y hasta en un 200 por ciento el importe del flete de las 
mercaderías que son destinadas de aquel mercado, en relación con las que tiene asignados 
para la conducción de sus productos a Sud América...” (47). 


Cuando se desencadenó en 1929 la crisis mundial, la industria requería más protec- - 
ción, dado que muchas de las leyes aprobadas habían sido ineficaces. 

Así lo reconocía el Ministerio de Industrias ante la Asamblea General, enmarzode 1930: 
“La industria manufacturera que en el período de la conflagración europea, adquirió un 
potente desarrollo, ha retrocedido últimamente ante la competencia cada vez mayor de la 
producción europea. 

Es indiscutible, que dada la carencia actual de determinados elementos, especialmen- 
te de combustibles y minerales propios y la falta de personal idóneo, que sólo puede ha- 
cerse con la práctica constante, la industria manufacturera nacional, no podrá desarrollar- 
se con la generalidad y el vigor de las de otros países, pero no hay duda, en cambio, de 
que su capacidad para abastecer las necesidades del país, en infinidad de renglones, que 
hoy pedimos al extranjero. 
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El régimen de protección aduanera, a cuyo amparo debía surgir y afirmarse nuestra 
producción manufacturera, data de más de 40 años y ha sido apenas retocado. 

Es absolutamente necesario ajustarlo a las necesidades de la hora actual, pues de lo 
contrario no sólo será imposible obtener la instalación de nuevas industrias, sino que vere- 
mos reducirse y hasta desaparecer, como está ocurriendo, muchas de las que antes alcan- 
zaron a desarrollarse con bastante prosperidad. 

La importancia de esta cuestión es obvia. El país no podrá economizar, ni su pobla- 
ción mejorar las condiciones de vida, ni el Estado continuar su obra civilizadora de exten- 
sión de la enseñanza y la asistencia pública, si junto con la intensificación de la produc- 
ción agropecuaria, no se procura la de la industria manufacturera”. 


Las medidas propuestas eran: aumento de la protección aduanera, concesión de cré- 
ditos industriales, y el otorgamiento de primas a la producción (48). 


Quedaría en este periodo delineado el “modelo”, un modelo industrial carente de 
combustibles y de los minerales necesarios para erigir una industria pesada; un prospecto 
que forzosamente tendría que orientarse a la sustitución de algunos insumos provenientes 
del exterior. Y si bien fueron ciertas las trabas y admoniciones de los paises industrializa- 
dos -baste recordar las palabras amenazadoras de Lord D"Abernon-, estas características 
estructurales del modelo lo llevarían а una industrialización dependiente. Pero será nece- 
sario que el capitalismo evolucione para comprender que el suministro de combustibles, 
maquinarias y tecnología puede sustituir en la balanza comercial el peso de algunos pro- 
ductos industrializados que sus propios crecientes mercados internos, y las aventuras neo- 
imperiales y bélicas, absorberían. 


Una mirada a ras del suelo permite vistumbrar que en este período -pese a algunos lo- 
gros tangibles de la industrialización-, se estaba aún lejos de un estadio “industrial”. Por 
el contrario, algunas de las medidas publicitadas en estos años permiten una mejor apre- 
ciación del panorama fabril. Para muestra, tres ejemplos: en abril de 1931 se obligó a to- 
das las oficinas dependientes del Consejo Nacional de Administración a que “consumie- 
ran” y utilizaran artículos de producción nacional, (coetáneamente, un decreto de la Pre- 
sidencia de la República establecía lo mismo para el Ministerio del Interior y Jefaturas de 
Policía del Interior). 


Una comisión de damas, presidida por la matrona doña Matilde Regalía de Roosen, 
inició una intensa propaganda a favor de las industrias nacionales. 


Se bregaba para que se promulgara la ley que obligaría a los industriales a utilizar la 
etiqueta nacional en los productos producidos en el país. 


Esto de alguna manera permite apreciar el carácter doméstico y provinciano de todo 
el proceso, lo que hacía que se saludara eufóricamente cada nueva industria implantada. 

Oficialmente se constataba el crecimiento industrial como consecuencia de la políti- 
ca global de reducir las importaciones, imponiendo trabas а la introducción de artículos 
extranjeros: “Еп el transcurso de estos dos últimos años y más aún en 1932, -comunicaba 
el Ministerio de Industrias a la Asamblea General en el Mensaje del Consejo М. de Admi- 
nistración de fecha 15 de marzo de 1933-, han surgido nuevas e importantes industrias y 
se han instalado numerosas fábricas y talleres, que llenan el vacío dejado en diversos rem- 
glones por la reducción del comercio de importación” (49). 


Después del 31 de marzo, cuando Terra pudo orientar la política económica, debió 
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continuarla en base a una nueva coyuntura internacional: los países industrializados ha- 
bían adoptado mayoritariamente también ellos una política proteccionista, y Uruguay 
sufrió las consecuencias del comercio exterior, sobre todo la restricción del ingreso de sus | 
carnes al mercado inglés. Medida tomada no como represalia por su industrialización, sino | 
como paliativo a la crisis que también afectó a Gran Bretaña y sus dominios. Por lo tanto 

hubiera sido una gran torpeza no insistir en el camino recorrido, independientemente de 

que se debiera contemplar a los ganaderos, -uno de los motores del golpe-, buscar nuevos 

mercados para la producción agropecuaria, y conciliar las dificultades por las que atrave- 

saba el capital extranjero. 





Es decir que la política seguida no se adaptó a la simplificación de quienes pretenden 
reducirla al manigueísmo de los dos modelos, el agroexportador y el industrial, midiendo 
con calibres las distintas disposiciones para ver de qué lado se inclinó el fiel de la balanza. 
De alguna manera, pese a que la historia no la explican las grandes personalidades, induda- 
blemente el ingrediente individual le asigna un sello propio. Y el caso de Gabriel Terra 
también sirve para ejemplificar esta aseveración, dado que familiarmente y personalmente 
estaba vinculado a los dos sectores, el rural y el industrial. 


Según José Luciano Martínez, su más apologético biógrafo, tenía origen de “hacenda- 
do”, (su abuelo paterno era propietario de campos en el departamento de Florida) (50). 


La familia de su esposa, los Illaraz, estaban unidos а la actividad agropecuaria. 


Abogado de profesión, Terra se vinculó tempranamente a la gremial de industriales, 
de la que fue presidente, (en 1912, año en que se aprobó la ley proteccionista era miem- 
bro de la “Unión Industrial Uruguaya”. 


Además de gremialista fue empresario: en 1923 poseía el 24% del capital de “Cerecet- 
to у Cía.”, (aprovechamiento científico de maderas del país); еп 1924, el 25% del capital 
de “Fielitz y Cía.” (productos de laboratorio); en 1929 fue presidente del directorio de 
“La Cooperativa Uruguaya para la producción de Oxigeno”, (antes “Vecino, lllaraz y 
Cía.”); en 1930 fue presidente del directorio de “Fernando Parrabere S.A.”, (fundada en 
1895, elaboradora de bebidas con la marca “Oyama”) (51). 


Del mismo modo, pese a que los dos “modelos” estaban ideológicamente definidos 
como antagónicos, sus propulsores no estaban unánimemente enfrentados. 


Baste recordar la fundamentación de Domingo Bordaberry, (secretario de Reyles al 
fundarse la “Federación Rural”) al votar al industrial José Serrato para la presidencia del 
“Banco República”: su confianza en que bajo su mandato la institución defendería a la 
ganadería. Y Gervasio A. de Posadas Belgrano, quien expuso en nombre de los industriales 
la posición del sector al conmemorarse el Día de la Industria en 1945 (52), fue en 1931 y 
1933 secretario de la “Federación Rural”. 


Por otra parte, algunos de los más ardientes defensores y difusores del ruralismo e in- 
dustrialismo no tenian mayores intereses económicos en dichas actividades: tal el caso de 
Julio Martínez Lamas o Juan С. Quinteros Delgado. Es decir gue ambos prospectos conta- 
ban con “intelectuales” vocacionales. 


La complejidad de este panorama viene al caso para entender los vaivenes de una po- 
lítica que si fue pendular, lo fue en esencia porque intentó contemplar simultánea o cicli- 
camente el desarrollo de ambos sectores. Y ello fue fruto de un realismo que debió acep- 
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tar que las divisas necesarias para las importaciones que requería la industrialización по 
las aportaba la manufactura, sino la agropecuaria. 


Una disposición del 26 de setiembre de 1933 estableció que las industrias privilegia- 
das que no se hubiesen implantado dentro del plazo establecido en el decreto de conce- 
sión, por fuerza mayor o por caso fortuito justificado, gozarían de un año más, sin que se 
les compute el tiempo corrido bajo el dominio de esas circunstancias (53). La medida re- 
conocia las condiciones anormales que el imperio de la crisis había impuesto. 


En 1934 se estableció que, a partir del 1 de enero de 1936, todos los productos natu- 
rales del país destinados al consumo interno debían estar acompañados con una etiqueta 
con la leyenda “Producción uruguaya” (54). 


Еп marzo de 1935, el Ministerio de Industrias informaba a la Asamblea General del 

incremento de asuntos tramitados ante la Inspección de Industrias, que de 3.839 en 1930 
habían pasado en 1934 a 5.344. También estaba a estudio del Parlamento una ley para 
combatir el “dumping”, y otra para prevenir los efectos de la saturación industrial, limi- 
tando el número de industrias de los ramos que abastecían plenamente al mercado inter- 
no: 
“Las industrias paralelas cuando alcanzan el grado de SATURACION y aún mucho antes 
de llegar a la ruina de la actividad fabril de que se trate, afectan la economía de la colecti- 
vidad. Hay, por ejemplo, en tales casos, inutilidad y perjuicio que el empobrecimiento na- 
cional en que se traduce el gasto repetido en la adquisición de maquinaria extranjera, des- 
ventajas evidentes en el fraccionamiento excesivo y en la desconexión de los capitales y de 
las iniciativas aparte de las dificultades y perjuicios que en el momento actual plantean es- 
tos hechos en el mercado de divisas. Luego, el desorden de la producción, -consecuencia 
inevitable de la saturación-, acarrea graves desacuerdos entre ésta y el consumo y cierra las 
puertas a toda prosperidad industrial... 

La fijación de un interés máximo а los capitales empleados, asi como la intervención 
del P, Ejecutivo en la determinación del porcentaje que podrá invertirse en fondo de reser- 
va y amortización y las medidas de contralor que se establecen en el articulado de la ley 
aseguran que la limitación de una industria no ha de prestarse a especulaciones inconve- 
nientes contrarias al interés público” (55). 


En marzo de 1935 se aprobó dividir en dos el Ministerio de Industrias, creándose el 
Ministerio de Ganadería y Agricultura. 


En mayo de 1935, la Cámara de Industrias solicitó a la de Diputados la pronta san- 
ción del proyecto sobre franquicias industriales (56). 


El 4 de diciembre de 1934 caducó la ley de franquicias industriales de 1924, (que ha- 
bía sido prórroga de la de octubre de 1912). El 24 de diciembre de 1934, pocos días des- 
pués de su vencimiento, un proyecto de ley firmado por Charlone y Bado, propuso apro- 
bar una ley de protección industrial “reclamada por el creciente desarrollo de tales activi- 
dades en el país y por considerar que existe verdadera necesidad en que continúen en vi- 
gor los beneficios que acuerda la referida ley, como medio de ОРНА ШШЕ 
ción de nuevas industrias y a la vez a contribuir al desarrollo de las ya existentes... El 
der Ejecutivo le dio carácter de “urgente”. 


El 24 de abril de 1935, en nota dirigida al Presidente de la Asamblea General, decía 
Gabriel Terra y Z. Saldías: “Los mismos motivos que tuvo el legislador para dictar la ley 
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de 1924 persisten y aún se hacen más apremiantes en mérito a las dificultades económicas 
de la hora”. 


La ley fue aprobada por ambas Cámaras y promulgada por el Poder Ejecutivo el 14 
de agosto de 1935. Establecía que todas las fábricas que se instalaran en el país, “o en ca- 
so de reforma o ampliación de las ya instaladas”, gozarían de la exención de derechos 
aduaneros en la importación de maquinarias, accesorios y repuestos, (art. 1). Este benefi- 
cio se extendía a las empresas constructoras, sienpre que no reexportaran la maquinaria 
antes de un plazo de cinco años, (art. 3). El artículo 4 aclaraba que los beneficios regirían 
siempre que se tratara de maquinarias que no se fabricaran en el país. 


Por otro artículo se acordaba a las industrias extractivas la exención en el pago de 
adicionales a la importación de materiales para la construcción y reparación de sus ense- 
res, 


А las nuevas industrias, o las que fabricaban artículos no producidos en el país, esta 
franquicia se ampliaba con la exoneración por diez años del pago de Contribución Inmo- 
biliaria y Patente de Giro, (art. 5). 


Además se derogaban las leyes de protección a la fabricación de portland (1913), y a 
la extracción de piedra y arena (1914). 


No se fijaba plazo de caducidad para la ley. Simplemente se afirmaba que en caso de 
ser derogada, su vigencia se extendería por dos años a partir de la fecha en que se adopta- 
ra la medida (57). 

En junio de 1937 los diputados Abelardo Carnelli y Mario Sadí Barbé presentaron un 
proyecto por el que se renovaba por 25 años la ley de 27 de mayo de 1909 que concedia 
franquicias a los astilleros y varaderos establecidos en el país. En mayo, el Poder Ejecuti- 
уо, que en 1934 había prorrogado la ley por otros tres años, presentó un proyecto sustitu- 
tivo, El mismo ampliaba а la industria naval en general las disposiciones de la ley de 1909, 
y fue aprobada por Representantes sin plazo de caducidad, el 2 de junio de 1937, y por 
Senadores el 5 de julio de 1937 (58). 


Pero obviamente, estas disposiciones poco dicen si no se las refiere al marco de poli- 
tica económica general, que es en definitiva el barómetro en la consideración de este pro- 
blema. 


La industrialización. 


La industria siguió desarrollándose como actividad productiva diverisificadora, sin 
que por ello cediera la persistencia del modelo ganadero, y sin que sus defensores se priva- 
ran de señalar las ventajas del mismo y su papel en la economía nacional. Resulta útil 
compilar una serie de opiniones vertidas a lo largo de los años de crecimiento fabril. Ellas 
enmarcaron el otro “modelo”, fueron un llamado de atención de las limitaciones que sig- 
narían al proceso de industrialización, y constataron que la manufactura no podría des- 
plazar en esta etapa el papel de la ganadería. 


En 1920, José Serrato en carta a Juan C. Quinteros Delgado -y que éste incluyó como 
prólogo de su libro La Industria y el Estado en el Uruguay, afirmaba: 


'Conservemos y cuidemos, con especial y predilecta atención, la industria ganadera, que 
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es la gran productora de nuestra riqueza actual, pero tratemos de ensanchar nuestros hori- 
zontes económicos, de producir más, de crear un mayor bienestar a la clase trabajadora, 
de utilizar y transformar nuestras propias riquezas, de hacer nacer nuevas actividades in- 
dustriales, dentro de nuestras aptitudes, las cuales serán otros centros de trabajo y de 
prosperidad nacional...” (59). 


En 1930, en Riqueza y pobreza del Uruguay, Decía Julio Martínez Lamas: 


“Las materias primas constitutivas de la producción nacional, proceden, todas, de éstos; 
hasta el último peso de los tres mil millones en que la fortuna unuguaya está avaluada, has- 
ta el último centésimo del valor de las compras que el país realiza en el exterior, provie- 
nen, originariamente, de aquellos frutos naturales, del manto de humus sobre el que nacen 
los rebaños y son recogidas las cosechas. 

Los palacios y las fábricas de la ciudad han sido pagadas con carnes, lanas y cueros” (60). 

Los comentarios de la “Federación Rural” al efectuarse la “Exposición de Indus- 
trias” en el Mercado de Frutos en 1933, no eran auspiciosos: 


“El país no debe engañarse pensando que existe la posibilidad de que en él se produzca la 
misma evolución, de la era pastoril hacia la era industrial, que se advierte en otras macio- 
nes... (61). 


Y en 1935, al considerarse en la Cámara de Senadores el tratado suscrito por Cosio y 
Runciman para cuotificar el ingreso de las carnes uruvayas en el mercado inglés, decía el 
Dr. Juan A. Buero: 


“Es ya sabido, que no obstante todos nuestros progresos técnicos e industriales, el 907 
de nuestra exportación, verdaderamente valiosa deriva de la ganadería y sus productos. 

Sigue siendo, por consiguiente, esta industria el alfa y omega de nuestra economía; 
nada puede hacerse sin ella y contra ella; toda buena política nacional, internacional, ex- 
terna o interna debe contemplar sus fundamentos, sus capitales y sus nacionales intere- 
ses...” (62). 


Estas precisiones también fijaban los límites de la industrialización posible. De ahí 
que las meditadas ideas de Serrato se erigían en una valla al frenesí desmedido, al industria- 
lismo a “outrance”: las de Martínez Lamas calaban hondo en la financiación de esa indus- 
trialización dependiente; las de la “Federación Rural” constataban una verdad innegable; 
y las de Buero eran el necesario llamado de atención. 


Claro que también habría que considerar la opinión de la gremial de los industriales, 
opinión que como todos los planteos sectoriales formulados para obtener concesiones y 
prebendas intentó “presionar para conseguir”. De ahí que la interpretación literal de los 
textos, esté teñida de parcializaciones y distorsiones varias. No debemos olvidar que çuan- 
do el batllismo apoyó el planteamiento de los industriales, éstos muchas veces orientaron 
ese apoyo de acuerdo a sus necesidades, (el ejemplo de la aprobación de la jornada laboral 
después de una ley de protección general es harto elocuente). Además, en la medida en 
que el Estado era utilizado para ayudar a andar al capitalismo nacional, y que esos pasos 
daban sus frutos, los industriales actuaron con suficiente autonomía de decisión como pa- 
ra alejarse lenta pero prudentemente de una consustanciación plena con el modelo batllis- 
ta. Alcanza con transcribir el juicio de Quinteros Delgado sobre la gremial de industriales, 
entidad que según él era subvencionada por el Estado con una pequeña asignación men- 
sual: “La “Cámara de Industrias” -decía-, que se denomina también “Unión Industrial 
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Uruguaya”, es una entidad completamente autónoma, y se halla dirigida por grandes ca- 
pitalistas, cuyas opiniones, pueden llegar a temer, en muchos casos, cierto crácter unils- 
teral en el sentido de tender al mantenimiento y prosperidad de las grandes industrias 
arraigadas con detrimento de las pequeñas existentes y de otras que pudieran ser iniciadas 
con el auxilio de la protección” (63). 

Es decir, que cuando los “pequeños” llegaban a “grandes”, se comportaban como 
cualquier “grande”. 

La “Cámara de Industrias” se opuso, entrada la década del veinte, a los avances de la 
legislación social y al estatismo, (en 1931 no apoyó la extensión de la semana inglesa de 
44 horas a su actividad). Tampoco fue partidaria en 1929 de la creación de una refinería 
estatal de petróleo, pese a que en teoría la misma independizaría al mercado nacional de 
los precios y dictados de los trusts extranjeros (64). La gestión del Estado “empresario”, 
en la medida que competía con la actividad privada, también mereció reparos: 


“También ha expresado reiteradamente esta Corporación que deben contemplarse los in- 
tereses de los particulares que teniendo en cuenta las leyes vigentes en el país, se estable- 
cieron, contribuyendo al progreso del mismo con su capacidad, sus energías, sus capitales, 
en la creencia de que se les dispensaría constantemente la protección que los animó a ins- 
talarse, sin haber pensado ni remotamente que el mismo Estado podría ser el que se pre- 
sentaría para anular sus esfuerzos y trabajos, derogando de hecho las leyes protectoras y 
convirtiéndose en el más temible competidor de la industria, cuando siempre se ha dicho 
que él sólo intervendría como industrial en aquellas ramas en que la industria privada no 
se hubiera atrevido a explotar y eso, para beneficio de la propis industria y movido por 
altos fines de inierés público...” (65). 


Para aquilatar el impacto de la legislación proteccionista sobre el crecimiento indus- 
trial, y evaluar ej resultado del pensamiento y acción de los contemporáneos sobre la in- 
dustrialización, el camino se presenta erizado de dificultades. 


Una vía sencilla es hacer un análisis comparativo de los distintos censos. Pero habria 
que partir de censos con resultados confiables, científicamente elaborados y en base a 
conceptos o parámetros uniformes. Y ello es,.para este período, casi imposible. 


Quinteros Delgado advirtió, refiriéndose al censo industrial de 1913, que de su exacti- 
tud “nadie se atreve a responsabilizarse seriamente”, y que las causas eran la escasez de 
personal de la “Oficina de Trabajo”, la poca importancia que los industriales concedían a 
este tipo de encuesta, y la falta de disposiciones legislativas que obligaran a los patrones a 
suministrar a la referida oficina toda la información de interés. Además, para la confec- 
ción de un panorama general, conspiraban las dificultades de encuestar las manufacturas 
del interior, ya que era menester recorrer el país íntegramente. En otra de sus obras se re- 
firió a que la “Oficina Nacional de Trabajo” no había podido fijar con precisión el límite 
existente entre la industria y el comercio, citando como detalle anecdótico que exime de 
cualquier otro comentario, una iniciativa del ex-Ministro de Industrias Dr. Jiménez de 
Aréchaga, quien envió a la gremial de industriales para que distribuyera entre sus asocia- 
dos un cuestionario que de por sí implicaba todo un programa de protección fabril. La 
respuesta: muy pocos se dignaron a evacuar este tipo de formulario (66). De ahí que no 
esté demás volver a insistir en la precariedad de las cifras manejadas y la importancia que 
debe asignarse a la Ley 9.144 promulgada el 25 de noviembre de 1933 que asignó al Poder 
Ejecutivo la realización de un “Censo General de Industrias”, estipulando multas para 
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quienes falsearan o negaran información (67). Es decir que el censo de 1936 estaría dota- 
do de un mayor margen de credibilidad, por las condiciones de que fue rodeado, que є 
bien no siempre son totalmente efectivas, por lo menos reducen el margen de error. 


En 1930 se había efectuado otro. Pero el mismo adolecía de algunas imprecisiones e 
imperfecciones que dificultan su análisis y comparación con los restantes. Por ejemplo, 
no aparecen delimitadas nítidamente las industrias de los establecimientos mercantiles. 
Así, entre 1930 y 1936, los establecimientos habrían aumentado en el 50% pero el perso- 
nal ocupado disminuyó. Y lo más probable es que esta disminución no se deba a una tec- 
nificación acelerada, sino a distintos criterios para medir el número de asalariados. 


En tal sentido, son más confiables las cifras elaboradas por Millot; Silva y Silva que 
asignan especificamente а la industria manufacturera 54.158 asalariados en 1930; 63.700 
en 1936 y 75.776 en 1938 (68). 

Y aunque se pasó de 7.403 establecimientos en 1930 a 11.493 еп 1936, (crecimiento 
55%), en rigor la tendencia del crecimiento empresarial fue continua a partir de 1919: 





Cuadro No. 41 


ANTIGUEDAD DE LOS ESTABLECIMIENTOS INDUSTRIALES 
EXISTENTES EN 1930 


Período Porcentaje en 7 sobre el total 


Antes de 1875 4% 
1876-1900 7 
1901-1914 174 
1915-1919 137 
1919-1929 597 
Fuente: BROU. 





De la comparación de los censos de 1926 y 1930, surge que en ese lapso se habrian 
instalado el 18% de los establecimientos existentes (69). 

Es decir que de acuerdo al incremento de las empresas consideradas por los evaluado- 
res censales como industriales, el período de la primera guerra, a pesar de que había brin- 
dado protección adicional al interrumpir muchos de los suministros industriales europeos, 
no estimuló un desarrollo industrial exagerado. En rigor, el crecimiento empresarial más 
importante se dio en la década del veinte. 

En 1920 advertía el Ministerio de Industrias a la Asamblea General, refiriéndose al 
sector fabril: 

“Ha sabido aprovechar, aun cuando sólo en parte, este período de transición, para suplir 
con su trabajo el producto que se recibía del exterior...” (70). 
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Рог su parte Quinteros Delgado, constataba que las circunstancias extraordinarias 
ereadas con motivo de la guerra habían sido “mejor aprovechadas por nuestros veci- 
mos” (71). 

Si bien las declaraciones de capital son de dudosa exactitud, ellas permiten fijar a 
grandes rasgos el tipo de empresa que caracterizó la industrialización hasta 1930, pues ca- 
be suponer que la oficina estatal bajo cuya jurisdicción se encontraban las sociedades anô- 
nimas vigiló la inclusión de éstas, o proporcionó las cifras respectivas. 


En 1921 advertía el Ministerio de Industrias a la Asamblea General: 
ч... las pequeñas empresas industriales, constituidas por obreros transformados en patro- 
nos, son MUY Numerosas y tienden cada vez más a aumentar, favorecidas por el espíritu de 
independencia que anima a nuestros trabajadores” (72). 

A juzgar рог el censo de 1930, la mayoría de las empresas relevadas eran “talleres”: 
el 70% de los mismos sólo ocupaban tres obreros. 


ЕЈ 0,32% del total de establecimientos tenía un capital mayor de un millón de pesos; 
el 2,06% tenía un capital entre cien mil y un millón de pesos, mientras que el resto (977) 
declaraba un capital inferior a $ 100.000. 


La “fábrica” concentraba la mayoría del capital: 178 establecimientos que consti- 
tuían el 2,5% del total representaban el 60,8% del capital invertido en el sector fabril. 


(Las industrias de mayor importancia eran las de exportación; los frigoríficos genera- 
ban más del 20% del producto industrial manufacturero). 


Es decir que hasta 1930, el desarrollo industrial fue más en extensión que en profun- 
didad. De ahí las palabras de Octavio Morató: “La producción industrial manufacturera y 
de elaboración, están aún en sus principios. Ocupa un lugar muy modesto en el caudal de 
muestra riqueza...” (73). 

Esta consideración no debe llevar a subestimar el papel económico de la industria; pe- 
se а su escasa tecnología y baja productividad: según Millot, Silva y Silva, el producto in- 
dustrial manufacturero еп 1930 representaba el 127 del producto bruto interno, cifra su- 
perada en América Latina sólo por Argentina y México (74). 


Además, y siguiendo a los citados autores, durante el periodo de la crisis no se inte- 
rrumpió la rentabilidad de la industria, cuya tasa de ganancia pasó del 21.47 en 1930, a 
24.3% en 1936. En 1937, cuando el sector agropecuario todavía no se había recuperado 
totalmente, la producción material ya había superado los niveles de 1930 en un 8%, “y 
ello como consecuencia del crecimiento de la industria manufacturera” (75). 


Después de 1936 las tasas de crecimiento serán dei 7 y 8%, según cifras del Instituto 
de Economía para la industria manufacturera (76). 


Es decir que la industria se desarrolló porque estaban las condiciones externas e in- 
ternas en óptima conjunción para permitirlo; porque el mercado interno podía absorber la 
manufactura; porque existían capitales y mano de obra; porque la rentabilidad no había 
cesado y porque las condiciones exógenas brindaban un marco de protección adicional. 


En rigor nos manejamos con una terminología imprecisa, ya que es frecuente que en 
Uruguay se hable de crecimiento industrial cuando se visualiza crecimiento empresarial. 
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Es decir que la multiplicación de plantas fabriles puede ser consecuencia del aumento 
de la demanda que determina el crecimiento poblacional, y por lo tanto la producción esté 
en relación con la expansión del mercado, sin que ello necesariamente deba interpretarse 
como un crecimiento “рег se”. 


De ahí que el rol de la industria deba evaluarse con otros parámetros, (véase cita 
No. 13). 


Lo que sí es comprobable, es el desarrollo industrial en base al incremento empresa- 
rial, desarrollo que hunde sus raíces en la historia, y que no nace en el siglo XX. 


Este desarrollo fue continuo a partir del último cuarto del siglo XIX, en la medida 
en que las condiciones externas e internas se alternaban -o se acentuaban con signo posi- 
tivo- a favor de la industria nacional. Es decir, que la industriatización fue en sí un асаесег 
histórico, una sucesión variable en intensidad pero ininterrumpida, a pesar muchas veces 
de algunas condiciones negativas, e independientemente de que su desarrollo no significó 
siempre el acompañamiento del crecimiento de la demanda. 


Por otra parte, recién va a ser en la entrante década que se constatará un periodo de 
mayor crecimiento industrial, dado que persistirán tas condiciones favorables que la ha- 
bían impulsado en el pasado. 


A partir de 1930 existirá a favor de la industria nacional una diferencia cualitativa: 
si antes se desarrolló lo hizo en función del crecimiento demográfico del país; a partir de 
1930 la industria crecerá sin ser acompañada por el ritmo poblacional, que se enlentecerá 
sensiblemente. 


Los características de la industrialización. 


Constatado el proceso en sí, es menester referirlo a sus características esenciales, tipi- 
ficarlo para permitir su comparación con otros similares que se darán coetáneamente en 
Latinoamérica, o simplemente precisarlo estructuralmente en sus aciertos y falencias. 


¿Era la industria nacional sinónimo de liberación económica? 
Hacia 1920 escribía el Ing. José Serrato: 


“Fuera de aquella política impositiva de resuelta protección industrial, no hay más que 
dependencia económica, simple factoría de los países mejor organizados. 

No hemos realizado todavía un esfuerzo serio para conquistar esa independencia. 
Fuerzas e intereses externos e internos, representados por el comercio y por los que perte- 
necen a la escuela económica liberal, se oponen a la política resueltamente protectora del 
trabajo nacional” (77). 


Es decir que también en este aspecto jugaba las posibilidades del país de asumir deci- 
siones autónomas, у por supuesto, de hacerlo en un marco de viabilidad que le aseguraran 
permanencia. Y el nudo gordiano en cuestión eran las condiciones del cómercio externo, 
la siempre latente posibilidad de que los países abastecedores de productos industrializa- 
dos tomaran represalias y no adquirieran los productos exportables uruguayos, trastocan- 
do la vida económica. 
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En tal sentido, la guerra primero, la crisis mundial де 1929 después, ztenuarán los fé- 
rreos lazos y trabazones, aunque siempre flotó en el horizonte la posibilidad de que una 
reacción externa tirara, como si fuera un castillo de naipes, lo realizado: 


“Si no defendernos nuestras industrias manufactureras -decía en la posguerra José Serra- 
to-, corremos el riesgo de que sean destruidas por la producción europea y americana, una 
vez reorganizadas sus industrias y su vida económica” (73). 


Pero además del temor de que una guerra económica afectara el futuro manufacture- 
ro del país, había otros fantasmas, fomentados por las posibilidades de manipulación y 
presión que devienen de la política económica que podían adoptar los países consumido- 
res de la producción autóctona. 


Refiriéndose al ultraproteccionismo decía en 1932 el Dr. Carlos Vaz Ferreira, en la 
Universidad de Montevideo. 


“Es sabido que а países como el nuestro, bastaría el hiper proteccionismo de cinco о seís 
países del mundo para aniquilarnos. Y casi el de uno sólo para suprimirle la mitad de su 
industria” (79). 


La primera constatación pues es que la industrialización uruguaya estaba condiciona- 
da por los factores externos, a la economía mundial, y a la política económica y comer- 
cial de terceros países. Pero si bien esto era comprensible por la intensificación de la inser- 
ción del país еп el mercado mundial (incrementada desde la aparición de Los frigoríficos 
extranjeros), también existían razones internas, propias de las características del modelo 
aplicado, Porque un país carente de minerales y combustibles forzosamente devenía en 
dependiente. Y además, en última instancia, se era tributario de la tecnología que ya mo- 
nopolizaban los países en que la revolución industrial había eclosionado en el siglo ante- 
rior. Incluso la tecnología que utilizó la industria que absorbió primero las materias pri- 
mas nacionales: la máquina a vapor empleada en saladeros y molinos. Sin ir más lejos, pa- 
га montar la primera fábrica de tejidos modema, la de los hermanos Salvo, se debió intro- 
ducir maquinaria manejada por “técnicos especialistas traídos de las principales fábricas 
europeas y americanas”. Del mismo modo que las tareas de clasificación de lanas en los la- 
vaderos, estaba a “cargo de capataces y obreros extranjeros” (80). 


Pero además existían razones internas. El desarrollo de las fuerzas productivas requi- 
rió la utilización del aparato estatal: “No todas las industrias del país -escribió Quinteros 
Delgado- pueden desarrollarse por sus solas fuerzas. El Estado debe intervenir en muchos 
casos para asegurarles su estabilidad en el mercado interno o para facilitarles colocación 
en el exteñor” (81). 


Y este intervencionismo, esta muleta estatal, no sólo sería el mejor argumento que se 
les proporcionaria a los partidarios del liberalismo económico. También fue fuente de mu- 
chas de las distorsiones que caracterizó a las industrias que no se justificaron en razones 
de viabilidad económica para ser implantadas. 


Decía el Mensaje del P.E. a la Asamblea General en 1930, (15 de marzo): 


“La experiencia ha demostrado que no es posible abandonar la iniciativa privada a su sólo 
esfuerzo, y que es indispensable tender el fuerte brazo de la colectividad al trabajador mo- 
desto, primeramente para que pueda producir, y luego para que el producido de su trabajo 
sea lo suficientemente remunerador para que se persista en el esfuerzo y el ensayo se 
transforme en hábito definitivo”. 
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La actitud del empresariado frente al estatismo fue dual: cuando una actividad pro- 
ducía lucros, debía ser encarada por el capital privado; cuando se cosechaban pérdidas, 
debía mirarse en dirección al Estado. En síntesis: se debían “privatizar” los lucros y “so 
cializar” los perjuicios. 

Claro que este aspecto debe considerarse en unión con otro más general, y es que pa- 
та el elenco batllista la industria cumplía además un rol de estabilizador social frente al 
desenvolvimiento de la ganadería: absorbía mano de obra liberada por el campo, evitando 
la emigración a otros países. 


La utilización del apoyo estatal demandó un juego político de acuerdo a la maniobra- 
bilidad que permitieron las condicionantes externas, ya que como hemos visto en la déca- 
da del veinte, cuando las economías industrializadas se lanzaron a reconquistar sus viejos 
mercados, el proteccionismo llegaba al límite de la prudencia. En 1936 expresaba en la 
Cámara de Diputados Adolfo Pérez Sánchez: 


“Y la única forma de prepararlo (al país), nos la enseñan las dos crisis: la crisis que se pro- 
dujo en las importaciones por la Guerra Mundial, no porque nuestro signo monetario se 
hubiera derrumbado, puesto que llegó a cotizarse, con referencia al dólar a 150, con 507 
de premio sobre el dólar sino porque había la imposibilidad material en los países produc- 
tores de enviarnos lo que necesitábamos, y en esos cuatro años de lucha el país compren- 
dió, bajo el apremio de las circunstancias angustiosas que le era imprescindible defenderse 
а sí mismos: que no podía encontrar ya en los mercados de producción lo que él necesita- 
ba para consumir y para subsistir. 

Bueno. Eso, ese progreso que nosotros le debemos a la Guerra Europea, se intensificó 
y se patentizó en forma elocuente en momentos en que se produce la crisis del año 1931 
agravada en el año 1932. Es la industria nacional, todas las actividades nacionales, todo es- 
fuerzo del capital propio, del capital nacional, tendiente a crear una nueva actividad, una 
nueva orientación en materia económica, que debe merecer el más decidido, el más franco 
apoyo del Estado...” (82). 


Por otra parte, los sectores interesados clamaban por un mayor proteccionismo dado 
que el existente era considerado insuficiente y perfectible. Quinteros Delgado se refirió a 
la tarifa aduanera vigente antes de la década del veinte como “la más anticuada y deficien- 
te de todas las tarifas del mundo”. i 


En otras de sus obras consideró que la industria textil no estaba favorecida conve- 
nientemente contra la competencia extranjera; que la azucarera se hallaba fiscalmente de- 
samparada; que la de alcoholes estaba afectada por el impuesto interno; que la del port- 
land no tenía un régimen arancelario protector con relación al producto similar extranje- 
ro (83). Para determinar la licitud de estas quejas habría que estudiar el proteccionismo 
en relación a las ramas industriales específicas, aunque el tenor de las mismas permite su- 
poner que no toda medida proteccionista era eficaz en sí si no se las acompañaba de un 
conjunto armónico de disposiciones aplicable a las condiciones específicas de cada activi- 
dad. (En el caso del portland, por ejemplo, se favoreció con exenciones impositivas al es- 
tablecimiento de fábricas, en el de los alcoholes la tributación interna se aplicó en vistas a 
la inminencia de la implantación del estanco oficial que no se aprobó; еіс.). 


Además el proteccionismo conllevaba riesgos: 
>... es necesario mantener una vigilancia constante -escribía Quinteros Delgado- sobre la 
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actividad de las empresas que, merced a las concesiones y ventajas otorgadas por el Esta- 

do, quedan triunfantes en el mercado interno contra la referida concurrencia (la externa). 

Esta situación de privilegio, puede dar lugar a abusos de diverso género: la suba desmedi- 
da de los precios para el consumo por medio de confabulaciones entre empresarios o рог 
tácito acuerdo de los acaparadores; la monopolización de las ventas por uno solo, que lle- 
gue a imponer condiciones arbitrarias de adquisición; el estancamiento injustificado de las 
industrias por la falta de renovación de métodos de trabajo y de maquinarias industriales; 
la protección indebida de industrias realmente parasitarias, que trae como consecuencia el 
encarecimiento estéril de determinados productos...” (84). 


Y efectivamente el proteccionismo devino en defectuoso al promover la constitución 
de trusts y monopolios que impusieron una férrea ley al mercado, amparados por privile- 
gios con plazo fijo que iban acompañados tácita o expresamente de la prohibición de ins- 
talar plantas competitivas a la actividad beneficiada. Con ese sencillo expediente se impo- 
nía al consumo precios que algunas veces superaban los internacionales. En el Mensaje del 
Consejo N. de Administración a la Asamblea Genera! correspondiente al ejercicio 1932, 
expresaba el Ministro de Industrias: “La protección que fortifica nuestras industrias, ha 
permitido en algunos casos, instituir trusts o monopolios que encarecen excesivamente los 
artículos que necesita la población” (35). 


Don Martín C. Martínez advertía que “nunca, o sólo por breves momentos, hemos te- 
nido más de una destilería de alcohol, fábricas de hilados o tejidos, de cerveza, de port- 
land y de papel o refinería de arroz o azúcar” (86). 


En 1935 afirmaba el diputado Aquiles Espalter que el monopolio industrial era “el 
más brutal de todos los privilegios” (87). 


Tampoco se puede soslayar el hecho de que el intervencionismo estatal se produjo 
dentro del régimen de libre empresa. De allí que el APA sustituyó a toda plani- 
ficación, a todo plan meditado. 


“En el Uruguay existe, afirmó Quinteros Delgado para fundamentar la necesidad de 
un censo industrial, es cierto, como ha podido verse leyes protectoras de muchas indus- 
trias que han contribuído poderosamente a su amplificación y progreso. Pero falta toda- 
vía la implantación de un plan metódico y armónico y al mismo tiempo práctico y cien- 
tífico de fomento industrial que contemple de todo punto de vista las verdaderas necesi- 
dades del incremento fabril del país” (88). 


El diputado Adolfo Pérez Sánchez advirtió en 1935 de la necesidad de implantar un 
“Código Industrial” que fijara “el número máximo” de industrias que podrían dedicarse a 
cada rama de la respectiva actividad : 


“Todos se creen con derecho a intervenir en la vida industrial y, naturalmente, si una in- 
dustria puede ser beneficiosa para la economia cuando produce un artículo en condicio- 
nes de competencia con el artículo extranjero, y esa misma industria le puede otorgar a 
sus obreros un salario razonable y mínimo, esa industria puede contribuir a la tonificación 
económica del país; pero si esa industria por exceso de competencia se ve perturbada en 
su acción, se perjudica a la economía social, porque el obrero verá reducidas sus entradas 
a medida que la industria se vaya depreciando” (39). 

¿Podía la industria nacional competir en el extranjero, o con las mercancías importa- 
das? 
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Esta pregunta plantea otra interrogante: ¿Cuál industria? Porque existían ramas que 
tradicionalmente se volcaban en el mercado externo y por las que ciclicamente existía de- 
manda. Tal el caso de las carnes tasajo, enfriada y congelada; o de las harinas. Pero la in- 
dustria en cuestión era la manufacturesra que sustituía insumos importados, y ahí había un 
problema de calidad y costos. 


Porque en un mundo en que la tecnología avanzaba a pasos acelerados, obviamente la 
calidad dependía de la posibilidad de aplicarla o acceder a ella. En tal sentido, nada más 
elocuente para apreciar las condiciones de producción del Uruguay “industrial”, que una 
descripción efectuada por Luis Batile Berres: 


“,.. Muestras industrias realizan su acción bastante rudimentariamente, no tienen todavía 
trabazón entre sí la parte económica y la parte científica, Para los industriales tener un la- 
boratorio con hombres de ciencia a su frente, es gastar plata tontamente. Y el que lo tie- 
ne, como rara excepción, exige un invento diario para explicar su permanencia en el pre- 
supuesto de la fábrica. Y para muchos es mejor, da más provecho un buen capataz que se 
haya formado en el trabajo; que tenga práctica; que un hombre de estudio. 

Por lo general entre nosotros los que dirigen las fábricas son los hijos de los dueños, 
que piensan que, como sus padres, ellos pueden hacer triunfar la industria, de las cuales 
más tarde van a ser sus propietarios. Para esto desde muy chicos se les ha iniciado en los 
misterios del oficio, han mostrado dedicación o inteligencia y cuando han sido capaces de 
hacer alguna pequeña corrección en el método de trabajo, se han sentido con fuerza y tí- 
tulos suficientes, para ser directores técnicos de la empresa. 

Hemos visitado muchas fábricas en nuestro país, muchas de ellas de extraordinaria 
importancia, pudiendo ser sus industrias de gran riqueza y de inmenso porvenir entre no- 
sotros, pero no hemos encontrado jamás en ninguna, un laboratorio anexo a la fabrica- 
ción, en donde se discutiera los problemas que irremediablemente se presentan a toda in- 
dustria por simple o complicada que sea...” (90). 


El otro aspecto, el de los costos, es más complicado de evaluar en su conplejidad in- 
trínseca, dado el elevado número de componentes. En líneas generales, la baja tecnología, 
la estrecha dimensión del mercado, y la presunción de que el empresariado nacional debió 
buscar en los márgenes elevados la compensación que en otros países proporcionó el gran 
consumo, permite suponer que la industria nacional no era económicamente competitiva. 
(En 1937 afirmaba en Representantes Zacarías García Corbo: “hasta, sería saludable que 
se pudiera saber porqué la Fábrica Nacional de Papel vende el papel para uso de las im- 
prentas más caro que el que viene de Evopa...” (91). 


Testimonios sobran de que muchos de los productos que la industria volcaba al mer- 
cado interno eran más caros que los similares importados. 


Para el sector empresarial y algunos “ideólogos”, la falta de competitividad radicaba 
en los salarios y el costo de la legislación social. 


Afirmó Quinteros Delgado: “Algunas leyes implantadas en el Uruguay en estos últi- 
mos tiempos, que implican otras tantas conquistas de orden social y humanitario, repre- 
sentan una desventaja apreciable para nuestro mercado de producción con respecto a la 
de otros países que no poseen estatutos legales semejantes, Tales son, por ejemplo, la jor- 
nada máxima de ocho horas, el seguro obrero, etc., debiendo agregarse a esto el mayor 
precio relativo de nuestros salarios” (92). 
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En 1927 Octavio Morató publicó un memorándum sobre la industria manufacturera 
uruguaya, concluyendo que el salario ега más alto que en Italia y Alemania (frente a un 
costo de vida que se estimaba superior al europeo). Además, el horario de trabajo era “in- 
flexible”: 48 horas semanales. Los costos en edificios y maquinarias eran un 40% mayor, у 
el crédito era escaso. Pero además las características de nuestras industrias no la hacían 
competitiva: sólo el 1,45% de los establecimientos eran sociedades anónimas, (organiza- 
ción que requiere gran capital); mientras que el 667 eran de propiedad individual, (absor- 
bian el 297 de los obreros) (93). 


(Según el Censo Industrial de 1930 los salarios insumían el 27% de los gastos de ex- 
plotación de los establecimientos encuestados, entre jubilaciones y seguros de los obreros 
no se alcanzaba el 2%, etc.). 


Pero obviamente, estas quejas pueden llevar a suponer que en este período la legisla- 
ción social impidió que se cometieran excesos y que los altos salarios eran la norma. Lo 
que contrasta con la realidad, ya que existió oferta de mano de obra. En tal sentido algu- 
nas cifras permiten apreciar la otra cara de la industrialización: Terra denunció en el Con- 
sejo М. de Administración que el 22 4 del personal de las fábricas del país estaba compues- 
to de mujeres y niños. Por su parte Luis A. Bouza en 1928 afirmó que según datos pro- 
porcionados por el Director de la Oficina Nacional del Trabajo, 13.923 niños entre 8 y 18 
años encontraban ocupación en los “talleres” (94). 


Es decir que la industria nacional había encontrado el expediente para sortear en par- 
te los salarios “elevados”. 


En otro orden de cosas aún no se había logrado resolver el ya cincuentenario proble- 
ma de lograr imponer a la población nacional la producción uruguaya. Para ello aún era 
menester utilizar rótulos extranjeros, para satisfacer los requerimientos de un mercado 
que aún no se había resignado a prescindir de la calidad importada. (Quinteros Delgado 
hablaba del “SNOBISMO criollo que entra en la depreciación y escasa difusión del artícu- 
lo nacional”). Y pese a que en 1932 se había promulgado la ley de etiqueta obligatoria, 
en 1936, en el recinto parlamentario se consideraba que la misma en la práctica fue inapli- 
cable. El Diputado Dr. Ramón Guerrero Flores afirmó que aún era corriente que se co- 
mercializaran productos nacionales como extranjeros: “... articulos de fabricación indus- 
trial compleja, que representarísn un orgullo para nosotros al expresar que se trata de in- 
dustria naciona] y, sin embargo, se venden al público como de origen francés о de origen 
inglés o de origen argentino” (95). 

En general las actas parlamentarias registran bastante quejas de la aplicación discrimi- 
natoria que se hizo del proteccionismo, que muchas veces contempló más el interés de los 
industriales que los del país. Tal el caso de las chapas de zinc, que utilizaba materias pri- 
mas importadas del extranjero, que era considerada imprescindible para la construcción, y 
que según el barraquero Juan Susena aumentaba un 38,82 cada mil kilos (96). 


Martínez Lamas en “¡A dónde vamos?”, había calculado que para un producto im- 
portado que la población abonaba $ 1,73, el similar producido en el país salía $ 2,33, 
concluyendo que para dar trabajo “artificialmente” a algunos miles de obreros se gastaba 
trece millones de pesos anuales, “cuando con esa suma -130 millones en sólo diez años- se 
podría transformar la economía nacional dando trabajo en el campo а centenares de miles 
de obreros más” (97). 
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Claro que su programa rural esbozado en “Riqueza y pobreza del Uruguay” se basaba 
en el aumento de la producción mediante la eliminación de los impuestos que pesaban en 
ella, y el desarrollo de la inmigración agraria (98). Por lo que en definitiva también el pro- 
blema de la distorsión de la industrialización debía referirse a la estructura rural del país. 


2 - LA FINANCIACION DE LA INDUSTRIA. 
Los límites del capitalismo nacional. 


Cualquier observador que haya estudiado el comportamiento del capitalismo autócto- 
no constata su vulnerabilidad frente al empuje del capital extranjero. Ello se aprecia en el 
último tercio del siglo XIX, en que las principales empresas acometidas por el capital na- 
cional requirieron del auxilio o fueron a parar a manos extranjeras. Tal el caso del primer 
ferrocarril, que pasó a ser británico en 1876; la compañía encargada de abastecer de agua 
potable a Montevideo, que en 1879 siguió idéntico camino; la empresa telefónica monte- 
videana, que en 1888 fue absorbida por una firma extranjera. Los ejemplos sobran, y 
siempre es bueno recordar que para fundar el “Banco República” en 1896, que debía in- 
dependizar a las fuerzas productivas de un rígido esquema crediticio que las aplastaba, se 
debió recurrir a un empréstito británico. 


Lo mismo acontecerá con el primer frigorífico, efímeramente nacional entre 1903 y 
1911. En este caso, además su venta se constituyó en un óptimo negocio. Dicen al respec- 
to Barrán y Nahum: “Se puede estimar que el beneficio “mínimo” obtenido por los ac- 
cionistas uruguayos fue de un 230% sobre el capital empleado” (99). (Los accionistas uru- 
guayos que estaban cobrando buenos dividendos desde 1908, -según los citados autores-, 
y pese a que habían creado un importante fondo de reserva para modemizar el estableci- 
miento, sucumbieron a la tentación de una cuantiosa ganancia, provocando la puja entre 
la compañía norteamericana “Swift” y la anglo-argentina “Sansinena”). 


Es decir que para encarar las grandes empresas que hubiera requerido un modelo de 
desarrollo autónomo, el dilema se planteaba entre la aparente debilidad del capitalismo 
nacional y su carácter especulativo. No se puede soslayar en este ejemplo las dificultades 
que jalonaron la implantación de esta industria diversificadora de la preparación de car- 
nes, ya esbozada en 1885 por Lucas Herrera y Obes, quien escribió que: “El planteamien- 
to de empresas frigoríficas en tales condiciones exige capitales que más que ilusión sería 
locura pensar en reunirlos en el país” (100). Pero veinte años después la idea se transfor- 
mó en realidad para sucumbir después de un breve lapso ante la tentación extranjera. Es 
decir que si el capital nacional trabajando en condiciones monopólicas en el mercado, -co- 
mo lo hizo el primer frigorífico hasta 1911-, desistía de una empresa, era porque a la posi- 
bilidad de grandes y rápidas ganancias se le aunaba otra: la de contar con opciones de im 
versiones menos riesgosas. 


Sin embargo su debilidad intrínseca estaba ahí, flotando. 


Porque los grandes capitales, -que eran “grandes” en la escala uruguaya-, debían en- 
frentarse al poder de los capitales de las naciones industrializadas que estaban en un esta- 
dio de desarrollo más avanzado. Y si el frigorífico insertaría al país en el mercado mundial 
de carnes, este avance “nacional” se hacía en un medio dominado por “trusts” que busca- 
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ban afanosamente el dominio ecuménico mediante la multinacionalidad de sus ramifica- 
ciones. 

En 1914 decía cáusticamente el diputado Gabriel Terra: “porque en este país no hay 
grandes fortunas” (101). Y si las había, que las había, ellas no eran “grandes” a nivel in- 
ternacional. 


Este desfasaje entre lo externo y lo interno obligaría al batllismo a instrumentar el 
crecimiento nacional mediante la utilización del aparato estatal. 


Рага ello se contaría con un hecho de indudable importancia como lo fue el aumento 
y valorización de las exportaciones uruguayas durante el período de la “gran guerra”, en- 
tre 1914-18, a lo que se sumó las dificultades del comercio internacional para abastecer 
fluídamente de productos industrializados a los países dependientes. Como expresaba la 
Memoria del Ministerio de Hacienda del año 1918, la riqueza nacional creció “ей forma 
hasta ahora desconocida”. 


Es décir que la guerra impuso un ahorro forzoso al disminuir las importaciones que 
según el valor “real” calculado por el “Banco República” pasó en cifras redondas de $ 50: 
en 1913, a $ 43: en 1914, $ 40: en 1915, para aumentar a $ 52: en 1916 y $ 66: en 
1917, Mientras las exportaciones pasaron de $ 62: en 1913, а $ 58: en 1914, $ 73: en 
1915, $73: en 1916 y $ 103: en 1917. Es decir que la balanza comercial habría sido muy 
favorable hasta la crisis de la posguerra, la que se reflejó ya en el saldo deficitario de 1920. 
(Entre 1913 y 1919 arrojó un saldo positivo de más de 173 millones de pesos; entre 1920 
y 1923 el déficit fue de algo más de 81 millones de pesos. Es decir que la ganancia del 
pais por sus transacciones comerciales entre 1913-23 había llegado a 92 millones de pe- 
sos, según las estimaciones de la institución bancaria oficial) (102). 


Si bien únicamente hemos considerado la balanza comercial, digamos que esta tonifi- 
cación debió contemporizar con el aumento de las inversiones extranjeras y la deuda ex- 
terna que también volcaron capital en el panorama nacional, dinamizando por diversas 
vías la actividad económica, (ya sea por la radicación de empresas productivas, o por el 
aumento del gasto estatal). 


De ahi que surgiera la necesidad de acompasar legislativamente la realidad heredada 
соп él “salto” producido por las circunstancias externas. 


No debemos olvidar que recién en 1907 Uruguay había accedido a un billete nacional 
para todo su territorio, al caducar la última concesión vigente en poder un banco privado 
emisor. 

А juzgar por algunos testimonios se avanzaba a paso cansino: 


“Pero un país que empieza, un país nuevo, -decía en 1915 Gabriel Terra-, que no hace uso 
ni de Cámaras de Compensación, ni de cheques, ni de intercambio de letras, exige mayor 
circulación monetaria que los países que están en esas condiciones... 

Nosotros no tenemos las Cámaras de Compensación, que han llegado en aquel país 
(EE.UU.) a la perfección, al grado máximo de la perfección. 

Todo lo hacen como lo hacían los países antiguos, después del régimen de permutas, 
a base de moneda, y hasta hace poco a base de moneda metálica...” (103). 


Es decir que recién se estaba conociendo -inconversión mediante- las ventajas de la 
utilización amplia del billete bancario. Sin embargo las circunstancias obligaron a ponerse 
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al día, adoptando el cheque como vivificador de las transacciones comerciales. Para ello 
fue necesario la aprobación de una Ley de Cheques, y la puesta en funcionamiento de la 
“Cámara Compensadora” interbancaria, al estilo de las *“Clearing House”. En 1919 se ha- 
bían compensado 43.620 cheques por un importe de $ 413:583, (siendo el valor medio 
de cada cheque de $ 9.482). Al año siguiente el número de cheques compensados se du- 
plicó, siendo de 99.717 por un total de $ 830:300, (valor medio de cada cheque $ 8.327). 


Diez años después, en 1929, el número de cheques anuales compensados superó el cuarto 
millón (256.994) por un total de $ 822.374, (valor promedio: $ 3.200). A partir de 1931 
y hasta 1935, descendió el número de cheques compensados y el valor total de los mis- 
mos (104). 


Las formas empresariales complejas no estaban casi desarrolladas y recién en este perío- 
do se tomarán medidas fiscalizadoras más estrictas para bancos y sociedades anónimas. La 
instalación de estas últimas era vista como beneficiosa. Dice José L. Martinez al hacer la 
biografía de Terra: 


“En cuanto a la suba de los impuestos sobre Sociedades Anónimas, no era partidario el 
Dr. Terra, no tan sólo por considerarlos muy fuertes, sino también porque había que es- 
timular la institución de dichas sociedades en el país, muy poco desenvueltas por cier- 
to” (105). 


En el Mensaje del P. Ejecutivo a la Asamblea General de 15 de marzo de 1933 se ex- 
presaba: 


“Puede afirmarse que no hay materia en nuestro derecho positivo que haya sido tratada 
de modo más deficiente e incompleto y puede aseverarse igualmente, que en la práctica 
las sociedades anónimas funcionan en el país no al margen de la ley, pero si dentro de un 
régimen jurídico fundado en la doctrina y en el derecho escrito de otras naciones... 

La incorporación de ese régimen a nuestro derecho positivo ha de ser de positiva uti- 
lidad para el desarrollo de la industria nacional, pues estirmulará la asociación de capitales 
que han de dar impulso a actividades que se desarrollan hoy con lentitud por los inconve- 
nientes que ofrecen con otras formas de sociedades mercantiles” (106). 


En 1939 existían -según estimaciones oficiales- 337 sociedades anónimas, de las cua- 
les 100 habían aprobado sus estatutos entre 1921-30, y 143 entre 1931-39. O sea que el 
72% de las sociedades anónimas existentes en 1939 se habían formado en la década del 
veinte y del treinta. En un 60 Zestaban constituidas por capital nacional y el 40% restante 
por capital extranjero. Del total: 39% eran comerciales, 24% industriales, 12% de servicios, 
82 bancos, etc. 


De acuerdo al porcentaje de sus capitales, las industriales se discriminaban: 12.3% fri- 
goríficos, 17.7% cervecerías y gaseosas, 15.3% textiles (107). Esta nómina puede testimo- 
niar en qué rubros la “fábrica” estaba triunfando sobre los “talleres”, aunque no ignora- 
mos que en el caso uruguayo habría que confeccionar un modelo más afinado de ambas 
que no sólo tomara su capital y forma empresarial. 


Las sociedades anónimas eran organizaciones empresariales más complejas, que reque- 
rían mayor capital, que se regían por normas especificas y que se identificaban en cual- 
quier actividad con “poderio”. La propia forma de acceder al capital, mediante la venta 
pública de acciones, da la pauta de que requerían е] funcionamiento de un mercado de ca- 
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pitales, (la dimensión del mismo es otro problema). La propia evolución histórica que зи- 
frieron en el país indica el crecimiento del capitalismo nacional: recién será en el período 
1901-10 que el capital vernáculo supere al extranjero, (de 25 existentes, 527 eran nacio- 
nales). 


También es interesante como se difunden en Paysandú, donde posibilitaron el empuje 
industrial que se apreciará a partir de la década del cuarenta. Dice al respecto Aníbal Ba- 
гпоѕ Pintos en Paysandú en escorzo histórico: 


“Según lo señala el contador Tomás N. Sánchez, en 1938, comenzó la evolución del Pay- 
sandú modemo y la causa fue el éxito de las sociedades anónimas fundadas ese año y las 
que se constituyen con posterioridad. 

En aquella época existían en Paysandú sólo cinco sociedades anónimas, fundadas ha- 
cía muchos años y ninguna de ellas era de carácter industrial. Los capitales integrados im- 
portaban $ 813.000. Una década después, en 1948, existían 26, cuyos capitales autoriza- 
dos importaban $ 35:930.000 y sus capitales integrados o suscriptos alcanzaban la canti- 
dad de $ 17:520.000. 

Además, como lo subrayara ese mismo año el contador Sánchez, la mayoría de los ac- 
cionistas no había encarado la suscripción de acciones como una especulación, sino con 
un fin social y el hecho quedaba demostrado por la gran cantidad de accionistas que inte- 
graban esas sociedades y el carácter popular que tenían las mismas” (108). 

Claro que el desarrollo sanducero coincidirá con otros aspectos que caracterizarán a 
la década del cuarenta: inserción del interior al sistema bancario privado mediante la dise- 
minación de cajas populares, mejora de la red de transportes y de las posibilidades energé- 
ticas. 

Y si ello fue factible a nivel nacional, lo fue porque en el transcurso de la década an- 
terior se fueron estructurando las condiciones que lo posibilitarían: crecimiento de los ca- 
pitales, del ahorro interno, del sistema bancario nacional, etc. 

Es decir, que independientemente del papel que jugó la crisis, existió una evolución 
de la economía perceptible en el tiempo. 


Ello no supone subestimar la depresión.en algunas actividades que se produjo como 
consecuencia de la situación económica adversa. 


De alguna manera, el funcionamiento de la “Cámara Compensadora” de cheques, 
puede dar la pauta de la situación del mercado interno, de la evolución de las transaccio- 
nes mercantiles que utilizaban dicho medio de pago. (Cuadro No. 42). 


Las cifras muestran un período de depresión entre 1931-34 y la posterior recupera- 
ción a partir de 1935, (recuperación que es continuación del constante crecimiento en la 
utilización de cheques constatado entre 1919 y 1929). 


Otros indicadores como las operaciones bursátiles, permiten comprobar que para los 
treinta existió “elocuente captación del sector estatal, fundamentalmente en los años ini- 
ciales de la década, con alta propensión a invertir en Deudas Nacionales volúmenes antes 
canalizados hacia Títulos Hipotecarios”. 

Mientras que en los cuarenta: 

“Dentro de un TOTAL OPERADO que refleja una elocuente tendencia incremental 
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en lo vertido a la Bolsa en la época, se destaca notoriamente lo captado por Sociedades 
Anónimas, fundamentalmente hacia el año 1946. 

Lo ocurrido confirma lo aseverado en la hipótesis: a partir del año 1943 se incremen- 
ta la capitalización de las Empresas a través de la Bolsa, lo que se reflejaría en el Producto 
a partir del año 1945, consecuentemente con la ponencia teórica de que la Bolsa se consti- 
tuye en eficiente indicador de eventuales desarrollos industriales, explicitándolos con an- 
telación” (109). 





Cuadro No, 42 


CAMARA COMPENSADORA DE CHEQUES 


Año Número de cheques Importe en miles de $ Valor medio c/cheque 
corrientes 
1930 257.886 853:285 3.309 
1931 253.867 785.482 3.094 
1932 208.733 550:302 2.636 
1933 222.044 661:735 3:170 
1934 235.888 700:599 2.970 
1935 272.211 887:192 - 3.259 
1936 338.422 1.020:291 3.015 
1937 402.340 1.205 :660 2.996 
1938 461.136 1.336.329 2.898 
1939 513.458 1.392:303 2.712 





Fuente: La Mañana, 29 de setiembre de 1932. 
Amuarios Estadísticos de la R.O. del Uruguay. 








Tales las conclusiones de un estudio estadístico elaborado por la “Bolsa de Valores” 
en ocasión de su cincuentenario. 


Es decir, que este sector del mercado de capitales se orientaría al servicio de la activi- 
dad fabril por medio de las transacciones en acciones de las sociedades anónimas recién en 
la década del cuarenta. Lo que por otra parte resulta claro si se considera que en 1939 las 
operaciones en efectivo de la Bolsa de Comercio aún no habían alcanzado el nivel del año 
1931. Las mismas, en un desglose porcentual, permite comprobar que en ese período fus- 
ron 1932 y 1933 los años que captaron un total mayor en acciones particulares: proxi- 
madamente el 40% de las operaciones (110). Pero es importante subrayar que también la 
crisis afectó las operaciones bursátiles en efectivo. 


Para aquellos que no podían acceder a las sociedades anónimas, $e propició une nueva 
forma mercantil, intermedia, que se inscribía dentro de las medidas tendientes a instru" 
mentar económicamente a la denominada “clase media”: las Sociedades de Responsabili- 
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dad Limitada (S.R.L.). De su necesidad “social” habla a las claras la profusión de proyec- 
tos al respecto, (L. Enrique Andreoli, Dr. Luis C. Caviglia, Dr. Blás Vidal). 


Juan Carlos Vallarino escribió en 1928: 


“... la clase media, sino la más numerosa, sia duda alguna la más laboriosa, la más ca- 
pacitada y la menos amparada en nuestro país, sería la más directamente beneficiada con 
una nueva forma de cooperación a su trabajo y a su rendimiento, que bien puediera tener 
un principio de ejecución en una ley sobre sociedades de responsabilidad limitada...” 
(111). 

En la Exposición de Motivos que acompañaba al proyecto presentado en 1931 por el 

senador L. Enrique Andreoli se decía: “En nuestro país la medida se impone como una 
necesidad. La fundación de estas sociedades seguirá un progreso rápido y ascendente, si se 
tiene en cuenta lo beneficioso de la experiencia extranjera”. (Las mismas podrían estar in- 
tegradas por hasta 25 personas, con igual aporte, prohibiéndose la suscripción pública, y 
con un capital mínimo de cinco mil pesos) (112). 
El 26 de abril de 1933, un decreto creó las sociedades de responsabilidad lirmitada de 
acuerdo al proyecto de 1928 del Dr. Blás Vidal. El mismo exceptuaba como promitentes 
beneficiarios de la nueva organización a las operaciones bancarias y el ahorro en cualquier 
forma. El número de socios no podía exceder de veinte, el capital social no podía ser me- 
nor de cinco mil pesos, ni mayor de un millón (113). 


De esta forma se abría cauce a las inquietudes económicas de vastos sectores que se 
encontraban limitados por la legistación comercial vigente, a la vez que se propendía al 
acrecentamiento capitalista ya que muchas de ellas se transformarán en el futuro por capi- 
talización de sus ganancias en sociedades anónimas. 


Los empréstitos externos fueron otra de las vías por la que se injertó capital al país, 
en este caso, capital en préstamo. 


Decía en 1934 el diputado Dardo Regules: 


“Hemos tenido desde el año 20, hasta el año 33, no sólo un conjunto de empréstitos 
que nos ha permitido ir teniendo la ilusión de que éramos ricos, sino que hemos tenido 
también los aportes producidos por los pagos que Inglaterra y Francia hicieran de los prés- 
tamos realizados durante la guerra” (114). 

Entre 1917 y 1927 la Deuda Pública del Uruguay habría aumentado de $ 158:8 a 
$ 219:6, (el 66% del total de 1927 correspondía a Deuda Externa). En 1937 había pasa- 
do a $ 328:4. Pero se habría producido un cambio cualitativo importante: sólo el 43 $ ега 
computado como deuda externa (115). Quiere decir que se debe haber recurrido a fuentes 
de financiación nacionales. 


Uno de los indicadores que tradicionalmente se consideraba como significativo de la 
riqueza de un país, su stock de oro, siguió la siguiente evolución (de acuerdo a las existen- 
cias del “Banco República”): en 1909 era de 28,8 toneladas; еп 1920 de 86,5;en 1929 de 
108; y en 1940 de 80 (116). 


Para que el “modelo” industrial se asentara sobre una base fuerte era necesario que el 
propio desarrollo capitalista del país evolucionara, por lo que debía sortear los inconve- 
nientes de sus propias limitaciones y las que agregó la crisis mundial. 

¿Qué posibilidades ofrecía la economía existente? 
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Las tendencias del capital según los contemporáneos. 


Los caminos que sigue el capital, sus pautas inversionistas, la canalización de los exce- 
dentes, dependen de muchos factores: la política económica, la situación política y social, 
la rentabilidad de las diversas opciones. 


А juzgar por algunos testimonios, existía dificultad en canalizar hacia la manufactura 
el enriquecimiento que estaba produciendo la guerra mundial. En ello debió influir la ren- 
tabilidad momentánea que ofrecía la ganadería, sobre todo la de tipo especulativo, la de 
invernada. 


Pero también para el conjunto de las tareas productivas estaba en juego el destino que 
el batllismo pensaba dar al país. Y esta incógnita era válida para cualquier propietario si se 
piensa en los cambios económicos que se habían intentado o impulsado, a partir de la se- 
gunda presidencia de Batlle y Ordóñez (1911-1915). No se puede soslayar la reacción a 
los mismos que eclosionó en la fundación de la “Federación Rural” por un grupo de rura- 
listas a fines de 1915, y en el llamado “alto” de Viera del año siguiente. 


En lo interno el principal escollo lo constituía el “modelo” batllista, y contra él reac- 
cionaron muchos de los miembros del coloradismo. Diría Terra en la Cámara de Represen- 
tantes: 


“Creo que gran parte del malestar actual, de la falta de confianza que existe, que hace ba- 
jar, que hace no tener precio, el valor de la propiedad inmueble en el país, que hace deca- 
er en gran parte el espíritu de empresa, se debe a las dudas, —a mi juicio, no razonadas, 
pero dudas, en fin, que se hacen sobre la amplitud de ese programa. 


El Partido Colorado, como partido de poder, no puede aceptar, de ninguna manera, 
que se crea, que se sospeche siquiera que en estas mejoras la situación de los obreros уз a 
ir más lejos que lo razonable y lo sensato, es decir, que podrá tener, en un momento dado, 
mi colectividad política aspiraciones revolucionarias en el sentido de afectar la propiedad 
que es la base de nuestra organización actual...” (117). 

Por otra parte, el impulso del “modelo” llevaba en su seno una gran contradicción: el 
Estado intentó captar mediante la Deuda Pública un sector del ahorro nacional para cum- 
plir el cúmulo de nuevas funciones que se le asignó. 

Expresaba en 1918 la Memoria del Ministerio de Hacienda: 

<. hay una superabundancia de dinero disponible que se ha venido alejando de las 
colocaciones industriales por la misma inestabilidad que a todas las empresas importaba la 
prolongación indefinida de la guerra, —por lo que se recurre a la inversión bien producti- 
va y segura en títulos de deuds uruguaya que has llegado a tener un prestigio indiscuti- 
ble...” (118). 

Además jugaron las características intrínsecas del capitalismo nacional, —que las tu- 
vo—. Decía Quinteros Delgado en un opúsculo del айо 1918: 

“Pero, aunque sea ingrato el hacerlo, menester es que presentemos tambien, al раг 
que aquellos factores eficientes de nuestro adelanto manufacturero, otros de valor negati- 
чо y que constituyen, por tanto, una verdadera rémora para la obtención de aquel deside- 
габшв. 

Nos referimos a las condiciones de pequeñez у restricción еп que actúa el capitalismo 
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entre nosotros, con respecto a todo lo que implique un aportamiento de energías al desa- 
rrollo de nuestra intensidad fabril o a la realización de iniciativas tendientes a la implanta- 
ción de nuevas industrias manufactureras. Es realmente lamentable que, en los momentos 
actuales, en que el oro abunda hasta lo inverosímil, nuestros hombres de capital sustraigan 
su dinero a un empleo renovador y fecundo como sería el acometer grandes empresas in- 
dustriales para destinarlo, en cambio a las fáciles colocaciones que todos nos sabemos de 
memoria” (119). 

Resulta claro que era mucho menos arriesgado invertir en esas colocaciones que cierta- 
mente todos conocían “де memoria”, y que proporcionaban un interés constante, que en 
la manufactura nacional que se desarrollaba en desorden, sin planificación alguna, y sin 
asegurar en algunos casos no el plazo, sino el mismo rescate del capital aportado. Por otra 
parte, la propia improvisación oficial al respecto conspiraba contra la industria, El “pro- 
teccionismo” industrial seguía siendo fundamentalmente el aduanero, faltaban créditos y 
todo otro tipo de medida que asegurara el desarrollo armónico del sector fabril. Tampoco 
existía una precisa legislación mercantil que facilitara la canalización de capital hacia las 
sociedades anónimas, cuya fiscalización estatal debió atemorizar a los inversionistas. Re- 
cién en la década del treinta se tomará conciencia de la importancia de las formas comer- 
ciales -ya sea sociedades anónimas o sociedades de responsabilidad limitada- en el fomento 
de las actividades económicas. Para ello fue necesario constatar que la existencia de capi- 
tal no era por sí misma generadora de industrias. 


Tampoco se pudo prescindir de la costumbre. Y la actividad industrial no era siempre 
bien vista socialmente, sobre todo en un país donde las familias tradicionales habían esta- 
do vinculadas a la tierra о al comercio de importación. 


Decía al respecto Quinteros Delgado en la citada obra de 1918: 


“No se nos escapa que el conservatismo medroso, en materia de economía privada, es una 
especie de mal étnico de nuestra raza; pero creemos, al propio tiempo, que no puede re- 
sultar un hecho del todo imposible la rectificación de estas costumbres atávicas, al través 
de las múltiples transformaciones operadas en nuestros hábitos de economía y de trabajo, 
máxime cuando, como decimos, la disponibilidad de efectivo en nuestro medio alcanza a 
proporciones que, en relación con los antecedentes económicos del país, puedan conside- 
rarse poco menos que fabulosas” (120). 

La falta de confianza, corolario natural de todo lo expuesto, limitaba las posibilida- 
des inversionistas de la industria. En 1928 Eduardo Acevedo Alvarez reconocía que capi- 
tales no faltaban, si se tenía en cuenta que los depósitos del “Banco República” sumaban 
setenta y nueve millones de pesos, y los de las restantes instituciones a sesenta y tres mi- 
lones, a los que se debían sumar los títulos de deuda. “Pero si los capitales abundan -de- 
cía-, hay que reconocer que no tienen el don de estimular las actividades manufactureras. 
Falta la confianza en el éxito que es la suprema palanca de la acción” (121). 


Lo expuesto era contradictorio con lo que señalaría Martínez Lamas, al analizar las 
posibilidades de la agricultura y sus rendimientos rítmicos: 


а. al revés de lo que ocurre con las industrias manufactureras, cuyos rendimientos son, 
sin excepción alguna, ininterrumpidos y continuados durante todo el año y permiten por 
tanto el rápido giro de los capitales empleados” (122). 


Es decir, que desde una óptica rural, era preferible esa mayor seguridad que propor- 
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cionaría la industria. Pero ello era cierto para aquellos que se manejaran con criterio еш- 
presarial, no costumbrista. En 1937 diría el diputado Adolfo Pérez Sánchez: 

“... huestro país tiene, dentro del capitalismo, dos defectos: uno es de aquel capitalista 
que, por las perspectivas que le ofrecen los títulos del Estado, coloca su dinero en títulos 
y cómodamente cobra sus cupones, sin entregar ninguna parte en beneficio de la econo- 
mía del país, y otro es el de aquellos ganaderos -tal vez el 80% de los actuales ganaderos 
del país-, que se mantienen al margen de todo progreso y que, si han ido a la mestización 
de sus razas, es debido a la necesidad imperiosa de mejorar el precio de sus ganados, pero 
que siguen explotando su industria tal vez en la misma forma rudimentaria que hace cin- 
cuenta años, sin hacer cultivos intensivos o extensivos de sus tierras, para que ese mismo 
ganado pueda engordar más rápidamente y obtener mejores precios...” (123). 


Pero también el ganadero se había encontrado con nuevos compañeros de ruta. Por- 
que en la medida que su actividad fue rentable, canalizó inversiones de otros sectores. Y 
digámoslo una vez más, aunque resulte redundante, que muchas cosas se explican por la 
escala de valores de una sociedad. La tierra era una posesión que aseguraba prestigio, tran- 
quilidad, y que era mirada por la sociedad uruguaya como fuente de poder. De ahí que al- 
gunos industriales después de saborear el éxito empresarial, coronaban su gestión adqui- 
riendo fracciones de tierra. Tal es el caso, entre otros, de Mailhos, Caviglia, y los hermanos 
Salvo. 


“Ya ha ido desapareciendo comprobaba en 1934 el diputado Ing. Cesareo Alonso Mon- 
taño- aquel poseedor de la tierra que la tiene y que la quiere. El capitalista urbano, con 
una voracidad digna de mejor causa se largó años atrás a especular sobre tierras” (124). 


Para quienes buscaban una mversión que les asegurara una renta, la tierra era un bien 
muy variable. Basta recorrer las cifras de los precios promedios por hectáreas de arrenda- 
mientos рага todo el país, (variaban de departamento a departamento): de 1924-25 a 
1930-31 fue creciente pasando de $ 3,84 a $ 4,36. En 1931-32 descendió y recién en 
1938-39 se superó el valor de 1930-31, ($ 4,39 la hectárea). Estas fluctuaciones permiten 
comprender la tentación que ofrecían los títulos, con un interés que no dependía de las 
vicisitudes de la producción, sin tantos riesgos, y con el aval estatal. 


De ahí que no sorprende los términos de la “Exposición de Motivos” con que en 
1936 los senadores Luis A. de Herrera, Segundo F. Santos, Valentín Olivera Ortuz, Artu- 
то Quesada, Carlos Butler y Bernardo Rospide acompañaron su proyecto para declarar de 
“necesidad nacional” el estudio de los problemas económios y sociales que afectaban a la 
campaña: “No hay en ella (la campaña) capitales: aquellos 1:800 millones (1.300 de ex- 
da y 500 de consumo de Montevideo) se han esfumado en los 15 años”. 


.. Es que los capitales de origen rural, o sea el producto del trabajo de la campaña, están 
en Montevideo. Se les ha desplazado de los centros agropecuarios, para convertirios de re- 
productivos que primitivamente eran, en capitales urbanos, económicamente improduct- 

vos, porque sólo sirven para dar renta a sus dueños. La riqueza rural se ha transformado 
en ladrillos y en papeles del Estado; las vacas y los vellones están convertidos en palacios y 
avenidas, en asfaltados y rascacielos”. 

(Denunciaron que entre 1920 y 1930 los capitales de renta metropolitanos acrecieron 
en 500 millones de pesos: 342:190.000 pesos en valores inmobiliarios, y 159:443.000 pe- 
sos en Deuda Interna del Estado, Municipal y Títulos Hipotecarios). 
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Después, “desde 1930 hasta hoy, es decir, durante los años en que la crisis universal 
hizo más estragos; a pesar del abatimiento de todos los valores mundiales, y no obstante 
haberse debatido la campaña durante ellos, en medio de una situación terriblemente an- 
gustiosa, Montevideo siguió acreciendo sus capitales de renta...”. 


Calcularon que entre 1931-35 los capitales de renta metropolitanos se habían incre- 
mentado en $ 164:062.000, ($ 46:136.000 en nuevos edificios; $ 117:926.000 en títulos 
de deudas nacionales, municipales e hipotecarias). 


Es decir, que en quince años se habría acumulado en Montevideo 665 millones de ca- 
pital de renta, (cifra que hubiera permitido industrializar el país, encarar las grandes obras 
energéticas, construir carreteras y modernizar el agro) (125). 


Obviamente el tema merecería por sí una investigación más a fondo, para decantar ci- 
fras y dilucidar la responsabilidad estatal en el fomento de este tipo de inversiones que de- 
terminó -entre tantos otros factores- el fracaso del modelo encarado, y por supuesto la 
contradicción con lo que se había postulado con floridas palabras. No olvidemos que en 
1916 el diputado Gabriel Terra había expresado: 


“He dicho que para mí el industrial es una figura tan simpática como la del obrero, por- 
que prefiero mil veces la situación del hombre que pretende provocar nuevas riquezas en 
el medio que vive y dar trabajo a sus compatriotas, que la situación del hombre que em- 
plea su capital en cupones de deuda pública, cuyo único trabajo es ir a recoger el importe 
a las oficinas del Estado, o que coloca su capital en papeles o en títulos de hipoteca con 
todas las cláusulas usurarias que acompañan todos esos contratos y que repugnan 3 la con- 
ciencia de todo hombre honesto” (126). 


También sería útil estudiar la relación entre el incremento de los denominados “sec- 
tores medios”, siempre temerosos del futuro y amantes de la seguridad del presente, con 
el grupo de los “rentistas”, cuya importancia económica era innegable y que fue también 
él un producto social. 


Martínez Lamas había señalado que a partir de 1920 el valor de los ganados había 
descendido, mientras no sucedió lo mismo con los arrendamientos que se elevaron. Ello 
se debía a que los propietarios territoriales trataban de mantener su rentabilidad, la que 
habían disfrutado en épocas de prosperidad. 

Sin embargo, advertía: “La colocación en papeles del Estado, con preferencia a la 
otra, se explica, además por el mayor interés que éstas reditúan con relación a las tasas 
де los arrendamientos, que por lo común no exceden del 4%, y que llegan cuendo mucho, 
15” (127, 

Es decir que por diversas circunstancias, también parte del capital excedente rural se 
habría canalizado hacia los títulos. 

Claro que el mismo fue tan sólo una de las vertientes que absorbió el emisionismo en 
danza, (Martínez Lamas había calculado para 1926, que la campaña abonaba a Montevi- 
deo por arrendamientos catorce millones de pesos) (128). 


Por otra parte, esa tendencia del capital rural fue constatada por los contemporáneos. 
Así en 1925 informó Octavio Morató: 


“La primera firmeza de la Bolsa fue producida por los grandes flujos de capital hechos du- 
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rante la guerra europea y durante los dos años que siguieron a su terminación. Los capita- 
les sobrantes producidos por este hecho y por las realizaciones que hicieron muchos pro- 
pietarios y hacendados, liquidando a precios óptimos sus explotaciones, así como el pro- 
ducto de ganancias y ahorro, concurrieron de preferencia a la Bolsa, buscando su coloca- 
ción en deuda pública y títulos hipotecarios... 

Ese movimiento hacia las colocaciones tranquilas en deuda pública tiene más impor- 
tancia de lo que parece a primera vista y tiende a la desvalorización del capital tierra y a la 
detención o merma del capital industrial, sobre los cuales actualmente se hacen descansar 
las nuevas cargas impositivas del país, desde que el capital mobiliario, que no baja de 250 
millones de pesos, queda exento de toda contribución...” (129). 

La política impositiva Vigente fue vista por los propios protagonistas como una de las 
causas ciertas que impulsaba la traslación de capitales hacia la adquisición de títulos de 
deuda. | 

Escribió en 1930 el Dr, Miguel A. Páez Formoso: 


“Es sabido que muchos hombres de dinero, generalmente los que más se quejan de la cri- 
sis, prefieren los títulos públicos рага colocar sus fortunas, porque los títulos públicos no 
pagan impuesto, son fácilmente realizables y reditúan intereses trimestrales: son árboles 
que dan frutos en las custro estaciones, 

Es así como el país se encuentra empapelado evidenciando las cotizaciones a la par o 
sobre la par que se carece de empresas... 

No hay que pensar en esos capitalistas como animadores del esfuerzo industrial; ellos 
están a la retaguardia, fuera de todo peligro...” (130). 

En 1931 Juan С. Vallarino escribió: 

“No cabe duda que el impuesto a la propiedad raíz es de gran predilección para nuestros 
gobernantes, que demuestran marcada y constante inclinación a perseguir al poseedor de 
inmuebles, Los que tienen una propiedad raíz o varias, parecen ser, para nuestros justicie- 
ros legisladores, los únicos capitalistas, los atesoradores, los conservadores y espurios. 

En cambio, los tenedores de deudas públicas, los accionistas, los hipotecadores, los 
ocultadores, los usureros, los profesionales explotadores, etc., son dignos de todas las 
exenciones impositivas...” (131). 

Al inaugurar la “XXXII Exposición Nacional y Regional de Ganadería y XVII Inter- 

nacional” organizada por la “Asociación Agropecuaria e Hípica de Salto”, en setiembre 
de 1931, dijo el Dr. Guillermo Burmester: 
“que se corrija la irritante desigualdad frente a la tributación, entre el capital ganadero y 
el invertido pura y exclusivamente para renta, desde que al primero se le reclama toda cla- 
se de sacrificios, sin ninguna garantía y es precisamente el que emplea brazos frente al 
otro capital, que sólo produce rentas sin pagar impuestos y con las mayores garantías del 
Estado” (132). 

Al hecho de que esta inversión que no corría los riesgos de otras ofrecía una rentabili- 


dad constante exenta de impuestos, se le sumó el decaimiento de la rentabilidad ganadera. 
lo que de por sí obligó a buscar nuevos canales de inversión. 


En 1925 decía en el seno de la “Federación Rural” el ganadero José Elorza (h): 
“Yo по puedo conformarme у по es posible suponerio -con un 7% de rendimiento de la 


379 


explotación рапайета, Siempre he aspirado а algo más que eso, como todo el mundo, y 
muchos años he obtenido el 12% y el 15% y más, como le ha ocusrido a todos...” (133). 

En 1933 Manuel Monteverde calculó la renta de la tierra en un 5%, y la renta de titu- 
los en un 7% (134). Otras fuentes asignan a esta última el margen de un 6%. Pero resulta 
lógico que en la medida en que ambos guarismos tendían a acercarse, (renta de la tierra 
y de títulos), la opción para los capitalistas se reducía a una. 


Й 

Pedro Cosio constató que el valor де la tierra rural pasó de $ 1.090:195.550 en 1929, 

a $ 1.017:090.000 en 1938. Es decir que en diez años, en vez de aumentar había dismi- 

nuido en setenta y tres millones de pesos, “y todavía expresado el valor en un signo mo- 

netario que no significa en oro más que alrededor de un tercio de aquellos pesos que valie- 

ron más que el dólar americano y que fueron timbre de honor para el crédito nacio- 
nal” (135). 


Aparentemente el sector ganadero no habría ofrecido los estímulos necesarios para 
captar inversiones productivas. 


Cuando la tierra baja de precio se dan las condiciones que favorecen la concentración 
de la propiedad; la radicación de capitales urbanos; las inversiones especulativas; о su ena- 
jenación a capitalistas extranjeros. 

Una rápida lectura de las cifras correspondientes a la división de la propiedad rural 
por área insertas en el Boletín del Ministerio de Hacienda permite constatar que entre 
1932 y 1940 el número de predios menores a 100 hectáreas había aumentado un 15%; el 
de 101 a 500 hectáreas había experimentado un leve ascenso (3%); mientras que los ma- 
yores de 501 hectáreas habían descendido. 


Obviamente esta subdivisión no significó en sí un cambio significativo en la estructu- 
ra de la propiedad en Uruguay, ya que sus poseedores no necesariamente se desprendieron 
de ellas. Es más, posiblemente se trate de fracciones mayoritariamente arrendadas para la 
agricultura, o vendidas para granjas. 


Sin embargo estaría marcando una tendencia al aumento de los minifundios y al re- 
forzamiento de los sectores medios rurales, (proceso que además venía de antes). 


Pensamos que el capital ganadero miró significativamente las oportunidades que ofre- 
ció el medio urbano, particularmente Montevideo. Pero también las de la franja costera 
uruguaya que comenzó a delinear mejor su fisonomía a partir de la inauguración -en plena 
crisis- del “Argentino Hotel” de Piriápolis, aunque es dable señalar que su auge se produci- 
ría lustros después. 

En los años de la crisis la política bancaria ofrecería otra opción: 


“La restricción del crédito bancario en plaza -afirmaba un Boletín del Banco Hipotecario 
de enero de 1933- originada por la crisis, ha traído como consecuencia inmedista el incre- 
mento de las operaciones entre particulares. 

El tenedor de títulos, sabiendo como sabe que el particular necesitado de capital no 
trepida en pagar un alto interés con tal de conseguirlo, trata a toda costa de vender sus cé- 
dulas para estar en condiciones de aprovechar la más ventajosa colocación que aquel ofre- 
ce...” (136). 


El Estado también absorbió títulos de deuda. Tal es lo que informa Morató, quien se- 
ñaló que en 1929 de los veinte millones de pesos de títulos emitidos por el Estado y Mu- 
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nicipio, once los compraron organismos oficiales para la constitución de tesoro y reservas 
legales, (Caja de Jubilaciones, Banco de Seguros, Administración de Puertos, etc.) (137). 


Importa señalar que la deuda pública, dado la gran captación de capital que logró pa- 
ra los fines más diversos, pudo haber sido el gran instrumento financiador del desarrollo 
nacional, de haberse orientado coherentemente a implementar económicamente un mode- 
lo determinado. Los nuevos entes que surgieron en el periodo también requirieron de este 
expediente financiador, y lo que el país pudo haber ganado con ellos empalidece si se 
compara su capital inicial con el emisionismo en danza: cinco millones fue el capital que 
la ley de 1928 otorgó al Frigorífico Nacional, seis millones se concedió a Ancap en 1931. 


Pero gran parte de la deuda interna y externa se invirtió en obras de infraestructura, 
(carreteras, puentes, puertos), y de urbanización, (pavimentos, saneamiento, edificios). 


La construcción también canalizó parte dei excedente de capital, contando como aci- 
cate con el mejoramiento de las condiciones urbanas ya señaladas. Martínez Lamas, al de- 
nunciar que Montevideo concentraba un tercio de la población del país y era considerada 
por el número de habitantes como la tercera ciudad de America del Sur, afirmó: 


“El oro de la campaña la ha transformado, la ha hecho casi de nuevo, convirtiéndola en 
uno de los más preciados florones de América Latina; los rebaños trocados por mármoles 
y granitos, ha hecho posible el milagro de levantar esa urbe que alberga seiscientos mil se- 
res casi dichosos, al borde de un territorio que cuenta con un escaso millón de habitantes. 

Hasta hace poco más de veinte años, era ella, según la frase consagrada, una “gran al- 
dea”, pobre, de modesta vida, casi rural en la mayoría de sus manifestaciones, salvo la de 
un núcleo intelectual y social...” (138). 


En 1935 diría Gabriel Terra en uno de sus discursos: 


“La ciudad de Montevideo ofrecía el aspecto inquieto y constructivo de una metrópolis 
norteamericana, transformándose rápidamente su fisonomía y mejorándose incesantemen- 
te sus servicios...” (139). 


Según cifras del Consejo de Administración Departamental de Montevideo, entre 
1913 y 1931, o sea en diecinueve años, se edificó en la capial por $ 155 millones 737: 
$ 29:080 entre 1913-19;$ 61:915 entre 1920-26; y $ 64:742 entre 1927-31 (140). 


Como los valores fueron tomados de las declaraciones efectuadas al solicitarse los per- 
misos municipales, presumiblemente al finalizarse la construcción los mismos fueron supe- 
riores, (según algunos hasta en un 60%), ya que el costo de la construcción aumentó entre 
1900 у 1931 en un 208% (141). 


La construcción de viviendas епсагабаѕ como inversión para obtener rentas fue una 
constante, como lo demuestran algunos testimonios: en 1929 el Banco Comercial inaugu- 
ró su sección propiedades, en 1932 еі Banco Territorial del Uruguay ofrecía propiedades 
para arrendar: “cuatro piezas aproximadamente cincuenta y cinco pesos” (142). Es decir 
que el fenómeno debió tener una magnitud cierta desde el momento que la banca privada 
asumió la administración de este tipo de negocios. 


En 1930 diría Luis A. de Herrera en el Consejo Nacional de Administración: 


“Es evidente que hay que estimular y ayudar a la gente pobre a procurarse techo propio, 
por modesto que sea. A la vista está el espectáculo de la clase media, que insensiblemente, 
se va haciendo propietaria, acentuando la evolución de la ciudad y de las costumbres. 
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Aunque algo cueste, es imperioso abordar el problema de la casa de los humildes, sus- 
tituyendo el conventillo por la pequeña casa independiente, Hay que desarrollar el amor a 
la casa, lo que actualmente es imposible, desde que no puede llamar y despertar interés la 
pieza estrecha en que apretadamente suele vivir una familia”. 


También Baltasar Brum se referiría al tema: 


“Todos tenemos interés en conjurar los males señalados (vivienda) y ese interés debe te- 
nerio también el capitalismo para el cual es necesario particularmente, -aparte de los bene- 
ficios de todos en general-, que las generaciones futuras sean más fuertes que las actua- 
les” (143). 


Ambos testimonios son ricos en cuanto dan la pauta del acceso a la vivienda de los 
llamados sectores medios, y del interés en lograr que también los bajos solucionaran ese 
problema. 


En 1930 escribió Octavio Morató: 


“Los préstamos a dos firmas, a plazos que giran alrededor de 30 meses, destinados a con- 
sumos improductivos, a gastos o inmovilizaciones han tomado gran desarrollo, Otro tanto 
puede decirse de los préstamos de construcción a plazos de 10 y más años. Las ventas de 
terrenos a plazo han dado lugar a la formación de obligaciones, en Montevideo, por más 
de 200 millones de pesos, según los cálculos más aproximados, sin mayores garantías en 
favor del comprador. El cumplimiento de la obligación de escriturar es un hecho tan re- 
moto y tan inseguro, que puede decirse que el comprador del terreno o sus sucesores no 
sabrán si al finalizar el pago de sus cuotas, a los 30, 50 o 70 años, habrá alguien que le da- 
rá el título definitivo de la propiedad adquirida a tan largo plazo” (144). 


El Estado mediante la emisión de títulos hipotecarios y la concesión de créditos para 
la construcción apuntaló la política de facilitar la adquisición de techo propio a vastos 
sectores sociales. Pero la crisis repercutió en la colocación de los mismos, y afectó la con- 
cesión de créditos. 





Cuadro No. 43 


BANCO HIPOTECARIO DEL URUGUAY — PRESTAMOS PARA CONSTRUCCION 





Año Total Valor en pesos corrientes 
1930-31 360 3:105.525 
1931-32 229 2:160.525 
1932-33 294 950.225 
1933-34 121 439.100 


Fuente: Anuario Estadístico de la В.О. del Uruguay 1930-33, р. 127 








En 1935 diría el Ministro de Hacienda Dr. César Charlone: “Se explica, que nadie se 
lance a construir utilizando ese medio de crédito cuando tiene que soportar la deprecia- 
ción de las cédulas en un 20%...” (145). 
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Рага la canalización directa de los excedentes de capital en bienes inmobiliarios, tam- 
bién la crisis empañaría las condiciones anteriores. El Estado intervino en la fijación de los 
alquileres afectando el interés de los rentistas: la ley No. 8.789 de 21 de octubre de 1931 
rebajó los alquileres en un diez por ciento; Іа de 4 de diciembre de 1933 promulgó la me- 
dida por un año más (146). Es decir que, salvo que los propietarios adquirieran para acu- 
mular o mejorar sus posesiones, como inversión ya no ofrecía tantos atractivos, lo que 
provocó entre otras razones la crisis de la construcción -una de las actividades más dinárni- 
cas del período anterior. 


De lo expuesto resulta que el capital se orientó preferentemente a inversiones “ocio- 
sas” y no productivas. Sería necesario la difusión y extensión de las sociedades anónimas 
y la utilización de la Bolsa para la colocación de acciones para que se vivifique a la indus- 
tria nacional. 

Sin embargo, no hay que exagerar las posibilidades de esta vía: en 1932 las empresas 
industriales que cotizaban sus valores no llegaban a diez; treinta años después, en 1962, 
sólo eran veinte. 


Lo que obliga a señalar que uno de los rasgos más destacados de todo el proceso de 
industrialización uruguayo, que se mantiene hasta la fecha, es la gran proporción de pe- 
queñas y medianas empresas, de tipo “familiar” o “patriarcal”; rasgo que subsistió aún 
cuando los talleres evolucionaron hacia fábricas. 


Es que el capitalismo triunfante no logró desterrar la sobrevivencia de lo arcaico, he- 
cho al que aún no se le ha dado la importancia debida. 


La crisis y la rentabilidad empresarial. 


Precisar la rentabilidad empresarial para un periodo histórico determinado es una ta- 
rea harto difícil si no se accede al total de los elementos que testimonian el funcionamien- 
to de la actividad económica que se pretende evaluar. Hemos utilizado para tener por lo 
menos una aproximación, la declaración de ganancias efectuadas por las empresas en sus 
balances y balancetes que la Ley de 27 de febrero de 1919 obligó a publicar trimestral- 
mente en el Diario Oficial, previa visación de la “Inspección de Bancos y Sociedades Anó- 
nimas”. (El artículo 3 de la citada norma establecía: “A fin de cada año los Directores o 
Administradores presentarán a la Inspección General de Bancos un balance detallado, y la 
propuesta del reparto de las utilidades я las hubiere...”) (147). 


Esta fuente puede ser cierta para los primeros años de la aplicación de la ley, en que 
ya sea por ingenuidad -si es que cabe esta calificación para grupos empresariales-, о por 
falta de experiencia de los encargados de efectuar las contabilidades, los elevados guaris- 
mos declarados permiten suponer que eran reales o por lo menos muy cercanos a la reali- 
dad. 


Así la “Compañía Uruguaya de Cemento Portland” declaró para el ejercicio 1919-20 
una ganancia del 11,75% sobre su capital; la “S.A. Cooperativa de Bebidas Sin Alcohol” 
(Concesión BILZ} para el mismo periodo de 35,93%; la “Cervecería Montevideana” del 
31,23%; la “Fábrica Nacional de Papel” del 20,89%. Es decir, que algunas industrias na- 
cionales habrían recuperado el capital realizado en tres o cinco años de trabajo. 
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Pero la compulsa de estos balances permite apreciar que соп el paso del tiempo las 
declaraciones de ganancias menguaron, o en el caso de algunas empresas extranjeras, bri- 
llaban por su ausencia. Á ello no debió ser ajeno el temor a publicitar la realidad, frente a 
un Estado que no tranquilizaba ni prometía contemplación fiscal. En tal sentido no se 
puede soslayar que en los primeros años de la década del veinte, desde tiendas nacionalis- 
tas se discutían las ideas de Martín C. Martínez sobre impuesto progresivo a las rentas, 
(entradas superiores a $ 500 pagarían el 2 % de impuesto, entre los $ 100.000 y 5 150.000 
el 4%, etc.), que fueron finalmente incorporadas al programa del Partido Nacional de 
1924, y marginadas poco después (143). 

De todos modos si bien los balances empresariales no constituyen una fuente históri- 
ca exacta, permiten por lo pronto hacerse una idea en base a un minimo. 

La publicitación en el Boletín de Hacienda de las ganancias de algunas empresás britá- 
nicas posibilitan una comparación de ese mínimo nacional con las de uno de los países 
más industrializados del mundo en esos momentos. 





Cuadro No. 44 


RENTABILIDAD DE LA INDUSTRIA BRITANICA 


Porcentaje de utilidad en % respecto al capital 
1931-32 1932.33 1933-34 1934-35 
а) industrias de bienes de producción 
CARBON, HIERRO Y ACERO 2.2 23 3,9 5.5 


b) industrias de bienes de consumo 


LANA 5.4 7.3 7.0 5.5 
CERVYECERIA Y DESTILERIAS 12.4 10.8 13.4 14.0 


ACEITES Y PETROLEOS аЛ 5.7 6.2 9.0 


Fuente: “The Times” -1935- Boletin del Ministerio de Hacienda. 








En el caso uruguayo conviene recordar que todas las cifras se refieren a sociedades 
anónimas, quedando al margen las empresas de menor porte. (cuadro No. 45) 


Dentro del sector comercial, “Barreiro y Ramos S.A.” (librería, papelería, imprenta) 
obtuvo entre 1925 y 1930 un promedio de utilidades sobre el capital del 8.6%, y entre 
1931 y 1935 del 6.1%. (Cuadro No. 46) 


Si bien en la mayoría de los casos hemos elaborado los promedios para períodos más 
largos que los utilizados para la comparación con la rentabilidad industrial británica, (ello 
no fue antajadizo ya que no siempre encontramos los datos para confeccionar una serie 
estadística ininterrumpida), en el contraste interno surge que estas industrias ofrecieron 
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mejores perspectivas que las de las restantes actividades nacionales a excepción de gran 
parte de las instituciones bancarias. 








Cuadro No. 45 


URUGUAY — ESTANCIAS: Situación según balances presentados 





Promedio de utilidades 


Empresas Periodo Crecimiento capital en ¿sobre capital 
Diego Mac Culloch 

S.A. 1928-37 - 6.0 

Olaso S.A. 1929-38 40% 4.7 

Cía. Estancias y Co- 

lonias Urug. S.A. 1929-38 - 4.8 


Fuente: Elaborado sobre balances declarados - Diario Oficial. 











Cuadro No. 46 


URUGUAY — INDUSTRIAS: Situación según balances presentados 





Crecimiento Crecimiento Promedios en ¿de 


Empresa Período capital reservas utilidad sobre capital 

Fábrica U. de 

Alpargatas 1922-29 76% 28% 18.25 
1930-33 13% - 6.25 
1937-39 31% - 10.33 

Campomar у 

Soulas(textil) 1931-37 - - 11.9 

Fábrica М. de 

Cerveza 1932-37 63% - 8.6 

Cía. Salus (Be- 

bebidas sin al- 

cohol) 1921-29 96% 63% 5.1 
1931-37 100% 66% 1.8 

Cía. Industrial 

de Tabacos 1932-38 - . 5.07 


Cristalerías 
del Uruguay 1927-37 99% - 140 


Fuente: Elaborado sobre declaración de balances - Diario Oficial. 


Si se piensa en los inversionistas se debe tener en cuenta que quienes compran accio- 
nes reciben no siempre los dividendos en función de los beneficios del ejercicio, ya que 
parte de las ganancias se pueden volcar hacia otros fines, (razón por la que incluimos ade- 
más el crecimiento del capital y reservas). 


Aún así, el saldo es favorable para la inversión en algunas ramas industriales en com- 
paración con los títulos de deuda pública, por ejemplo, que promedialmente abonaban el 
6% de interés anual. Es decir que se estaban dando las condiciones para que el mercado de 
capitales mirara en dirección a la industria. 


La industria y las líneas tendenciales del gran capital. 


Hasta ahora hemos intentado reconstruir el panorama -con las correspondientes op- 
ciones- para los inversionistas de las décadas del veinte y del treinta. 


Toca ahora referirnos al caso concreto de la industria. Porque independientemente de 
los caminos por los que transitaron mayoritariamente los excedentes, existió un incre- 
mento industrial y empresarial que insumió capital. Y como se parte de la constatación de 
un hecho real, cabe preguntarse quiénes y cómo se financió este empuje fabril que encon- 
trará su maximización una década después. 


De alguna manera hay que reconocer que esta interrogante ha acuciado más a los eco- 
nomistas que a los historiadores. No glosarermos las distintas hipótesis que se han maneja- 
do. Basta con admitir que el tema no es novedoso y que la contribución de la historia se 
debe cefíir a`la comprobación de lo que otros -con mayor o menor grado de lucidez- han 
enunciado tentativamente. La labor presenta ingentes dificultades metodológicas. Lo ideal 
sería poder estudiar las industrias que surgen en este período una por una y confeccionar 
una nómina de los porcentajes de capital que integran los distintos sectores económicos. 
Elio nos fue imposible. Por lo tanto debimos conformarnos con trazar las líneas tenden- 
ciales del gran capital en la industria. Para ello recurrimos a la inscripción de los estatutos 
de las empresas en el Diario Oficial durante un período de treinta años (1915-1945). 
Uniendo los nombres de los personajes que integran los directorios con otros aparecidos 
en la prensa diaria, revistas empresariales, el Quién es quién publicado en Montevideo en 
1942, y otras publicaciones, hemos intentado dilucidar el punto en base a las vinculacio- 
nes económicas personales. Es decir nos hemos basado en algo que denominaríamos bio- 
grafías económicas, confeccionadas con la información а nuestro alcance. Este método 
permite tener una aproximación, siempre que se la maneje con la suficiente aprehensión 
de que constituye un intento de precisar este aspecto de la historia industrial del período. 
Porque no escapa a ningún conocedor de la realidad económica que este tipo de informa- 
ción no siempre es representativa. 


Muchas veces para avalar la seriedad de una empresa se incluye en su directorio 
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nombres conocidos del quehacer económico, político, social, cuya participación en dinero 
no está en consonancia con los cargos que se les otorgan. 


Además, el directorio de una empresa, salvo que estatutariamente -como muchas че- 
ces sucede- se incluya una cláusula estipulando el mínimo de acciones necesarias para tc- 
ceder al mismo, no siempre refleja el capital mayoritario. Existen por otra parte los vul- 
garmente denominados “hombres de paja”, (nombres sin mayor relevancia, o profesiona- 
les universitarios delegados), que representan intereses económicos que no existe interés 
en publicitar. 

Sin embargo estos inconvenientes pudieron sortearse en algunos casos en que se mo- 
dificaron los estatutos, (ya sea para ampliar el capital, cambiar de denominación, etc.), ya 
que se incluyó junto al acta respectiva, los nombres de los asistentes y el capital que repre- 
sentaban. Si ello fue válido para las sociedades anónimas, adquirió certeza para las deno- 
minadas Sociedades de Responsabilidad Limitada en que la inscripción en el respectivo 
Juzgado Letrado de Comercio se acompañó del detalle del capital aporiado por cada so- 
cio. 


Pese a estas consideraciones, nuestra metodología a la ventaja nada despreciable de 
su factibilidad, aunaba el valor social de la misma, es decir mostrar las pautas por las que 
se rige una sociedad en determinado momento histórico. A ello debe agregarse la rica ga- 
ma de datos que aportan las biografías, si se aplican a los estudios de historia económica, 
y la nueva proyección que adquiere el estudio genealógico en función de dicho quehacer, 
ya que muchas cosas se explican por vínculos y relaciones familiares. 


Por último debemos aclarar que en la transcripción de algunas de las líneas tenden- 
ciales nos hemos valido de los casos más notorios sin citar expresamente la fuente, ya que 
ello demandaría un volumen accesorio para citas. 


(El material recogido justifica que se lo transcriba y elabore en otro trabajo, lo que 
pensamos hacer próximamente). 


Los grupos económicos. 


En diversas oportunidades hemos señalado, al igual que otros investigadores, que en 
la medida en que los potenciales económicos se incrementaban, el capital buscaba diverai- 
ficar sus fuentes de inversión. Había industriales que tenían intereses en el medio rural y 
en el sistema bancario; banqueros que invertían en los restantes sectores, y ganaderos que 
buscaban nuevas formas de canalizar sus excedentes. Lo mismo sucedió con los comer: 
ciantes. Este hecho fue determinando que los intereses económicos de los distintos secto- 
res. al vincularse, se diluyeran. Es decir que quienes ya ocupaban desde hacía años un si- 
tial de importancia en una actividad y se habían orientado en otras direcciones, habían 
perdido homogeneidad. Ello surge nítidamente a fines de la década del veinte en que se 
puede apreciar la interrelación entre la mayoría de los sectores económicos. 


Esta es una nueva situación, distinta por lo pronto de la existente cincuenta años 
antes, en que ganaderos, comerciantes, banqueros € industriales aparecían nítidamente di- 
ferenciados como grupos, confluyendo en ocasiones en Sus intereses o discrepando pro- 
fondamente en ellos. De esos grupos emergería la adhesión a los modelos de desarrollos 
presentados como antagónicos. 


У? 


Antes de que los respectivos intereses se limaran fue necesaria que se diera cierta ii- 
tegración social, en la medida que el viejo patriciado iba siendo desplazado por los nuevos 
estratos. Por ello es importante la “Manifestación por la Paz” en los primeros años del si- 
glo XX, en que juntos «ante la amenaza que significaba para los intereses económicos una 
nueva guerra civil-, desfilaron por las calles montevideanas miembros de las principales en- 
tidades empresariales. 


Esta identidad que se va a ir configurando entre quienes detentaban el poder eco- 
nómico, no excluyó la adhesión apasionada a los dos modelos de desarrollo (o tres, si se 
admite la existencia de otro de tipo mixto) que se presentaban como las opciones váli- 
das. Es decir que por encima de la integración subterránea o real, existió un andamiaje 
ideológico que fue ardorosamente defendido como el idea] de política económica. Tam- 
poco se puede soslayar que existieron matices de integración, у que mientras los restantes 
sectores buscaron invertir en el medio rural, los ganaderos excepcionalmente lo hicieron 
en la industria, prefiriendo actividades fabriles que consumían materias agrarias o produ- 
cían insumos necesarios рага la agropecuaria, canalizándose preferentemente hacia el sis- 
tema bancario. Pero la realidad es que ya sea en los directorios de los bancos, o en otras 
actividades, los sillones ejecutivos no fueron excluyentes de ninguno de los cuatro secto- 
res económicos que estaban tan distanciados entre si medio siglo atrás. 


Y si en 1880 la formación económica uruguaya podía ser representada por la base 
de una figura geométrica, en 1930 la misma adquiriría la configuración de una especie de 
pirámide con un vértice en el que confluían varias líneas económicas. 


Á poco que se estudie las ramificaciones económicas de algunos núcleos familiares 
«el caso de los Pesquera, Quincke, Supervielle y Salvo-, se puede vislumbrar la existencia 
de verdaderos grupos económicos, cuyo indiscutible poderío se asentaba en la diversifica- 
ción de las inversiones, independientemente de sus preferencias por alguna determinada. 


Dado que su origen no fue idéntico, los reseñaremos en función de las respectivas 
actividades. (Véase Apéndice). 


Los industriales y la industria. 


Uno de los aspectos que sienpre ha acuciado a los investigadores es el de desentra- 
йаг el origen económico de la actividad fabril. Es decir que sectores económicos aporta- 
ban el capital necesario para el desarrollo de las manufacturas. Ello lleva a desglosar el 
problerna en dos vertientes: el de la inversión directa en empresas industriales y la redis- 
tribución indirecta de excedentes por medio de otros mecanismos. 


El segundo punto merece citarse, ya que el Estado puede oficiar como reordenador 
u orientador de excedentes económicos mediante el trazado de políticas económicas; ade- 
más del aporte indirecto que el proteccionismo estipula al consumo nacional mediante el 
establecimiento de impuestos aduaneros. 


De ambos, nos interesa el primero. 

En el caso uruguayo la industria sustitutiva de importaciones (terminología que 
merecería una precisión más feliz), no se puede sustraer del esfuerzo de modestos inmi- 
grantes, artesanos. algunos, que luego de montar con ingentes esfuerzos sus talleres, o pe- 
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queñas plantas, fueron reinvirtiendo sus utilidades en el engrandecimiento de sus estable- 
cimientos hasta que la adopción de tecnología más avanzada les permitió dar el salto y 
transformarlos en fábrica. Ejemplos sobran como para poder afirmar que mayoritariamen- 
te ese fue el camino recorrido, (Anselmi, Caviglia, Mailhos, Podestá, etc.) (149). 


Muchos de ellos encontraron en la actividad mercantil su primer modus vivendi, y fue 
ella la que permitió el ahorro del capital necesario para luego emprender la empresa indus- 
trial: Julio Mailhos fundó en 1880 “La Republicana” luego de trabajar en la “Armería del 
Cazador” que su padre -cerrajero de profesión- abriera en 1862; los hermanos Salvo fun- 
daron su fábrica textil en 1897, después de tres décadas al frente de una tienda en el Paso 
Molino. 

Es decir que en base a algunos ejemplos, el capital necesario habría sido acumulado 
en el país, y no provendría del extranjero como podría pensarse del carácter de inmigran- 
tes o de descendientes de extranjeros, que tuvieron estos primeros “industriales”. 

Distinto parecería haber sido el camino seguido por la industria de exportación, si se 
piensa en las experiencias de nuevas formas de preparación de carnes desarrolladas por el 
brasileño Mauá, el financista austríaco Buschental en unión con Herrera y Obes, los Drab- 
ble, o la británica empresa “Liebig”. 

Lo que importa señalar es la tendencia histórica de la industria a reinvertir sus vtilida- 
des, (o parte de ellas), en el propio sector. Ello también es constatable en este período, 
pese a que existen ya industriales ganaderos y banqueros. 

Es decir que la actividad en sí no será ya inteligible si no se la refiere a su relación con 
los restantes sectores económicos. 


En todos los casos reseñados hemos tomado apellidos representativos del quehacer in- 
dustrial del país (véase APENDICE), y por supuesto la lista no se agota con ellos. 


Unicamente hemos explicitado la diversificación extrasectorial, (y no en la propia ac- 
tividad, la fabril). Por otra parte resulta claro que la propia inversión del sector en su desa- 
rrollo resulta insuficiente para explicitar la industrialización del período. En parte porque 
muchos de los ejemplos muestran que algunos industriales del siglo XIX agotaron sus op- 
ciones orientándose a otras actividades, (Anselmi, Caviglia, etc.). 

Del éxito obtenido y la consustanciación con las mismas, hablan a las claras el caso de 
Caviglia y Mailhos (h), integrantes en la década del treinta de la “Federación Rural”. Un 
ejemplo para quienes aún dudan de los mecanismos de ascenso que ofreció la sociedad 
uruguaya. 


Los comerciantes y la industria. 


Hay que pensar pues que la industria canalizó capital proveniente de otras activida- 
des. 

Mourat al estudiar la crisis del comercio de tránsito, (“de intermediación indepen- 
diente” por Montevideo), -comercio que utilizaba al puerto capitalino como centro de 
distribución de mercaderías al hinterland platense, (sur del Brasil, litoral norte argentino, 
Paraguay, sur de Bolivia), señalaba la desarticulación del circuito mercantil del cual se 
había beneficiado el alto comercio montevideano durante un buen trecho del siglo XIX y 
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primera década del veinte. La pérdida de mercados en la cuenca platense, perceptible ya 
hacia 1914, se dio por el desarrollo de las industrias nacionales, por la distribución de los 
productos de importación y de exportación que ahora se hacía desde Buenos Aires. Pero 
también era consecuencia de los procesos de consolidación nacionales que se gestaron en 
las últimas décadas de la centuria anterior y que habían caracterizado al Uruguay, y a los 
paises limítrofes; a la adopción por Argentina de un patrón monetario unificado que sus- 
tituyó el metalismo de las provincias por el papel moneda de curso forzoso; a que Buenos 
Aires se anticipó a Montevideo en instalaciones portuarias inaugurando la primera sección 
de su moderno puerto en 1889; etc. 


Refinéndose a este proceso, señala Mourat: 


*Se nos ofrece con grandes atractivos la posibilidad del desarrollo interno, que se había 
gestado como consecuencia del proceso de modernización. Proceso que finalmente des- 
plaza el comercio del papel rector que ocupaba dentro de la sociedad” (150). 

Asimismo mostró como algunas de las medidas estatizantes del batllismo, en concre- 
to las que afectaban а 105 servicios portuarios, fueron tomadas en relación a las necesida- 
des del alto comercio. 


Lógico es suponer pues que este comercio desplazado de su mercado tradicional, re- 
quirió otro sustitutivo que si no existía, había que crearlo, y si existía y era insuficiente, 
había que reforzarlo. 


Todavía en la década del veinte se hablaba de medidas tendientes a reflotar el comer- 
cio de tránsito, mediante la creación de dos zonas francas: una en Colonia para atender el 
tráfico por el Río Paraná; y otra en Santa Rosa del Cuareim, en el noroeste, para servir el 
comercio del Alto Uruguay (151). 


Pero ya el proceso era irreversible y la guerra mundial también afectó a quienes ha- 
bían sido tradicionales proveedores de mercancías. 


Como testimonio del obligado cambio de relación entre comerciantes y distribuido- 
res del interior, queda una jugosa semblanza publicada en 1928 por Miguel Jaureguiberry 
que describe la evolución sufrida por los viajantes de comercio frente a los representantes 
del “Mercado Interno”: 


“Hace años, los comerciantes de campaña bajaban a Montevideo a efectuar sus compras, 
y se dirigían directamente a las casas mayoristas, en general escalonadas en la calle 18 de 
Julio, y allí, en las tardes, en amplios sillones, el mayorista y el comerciante platicaban, 
tomando mate a la vista de todo el mundo. Cada negocio tenía su propia clientela y nadie 
osaba hacerse la competencia, lo que se habría considerado desleal; era la época en que los 
comerciantes recibían de sus clientes provisionalmente dineros en custodia y en la forma 
que se entregaban se devolvían, sin contar у sin recibo! 

Pero, surge la competencia comercial; entonces el mayorista esperaba en la estación 
ferrocarrilera al comerciante por intermedio de un empleado que se consagraba a acompa- 
ñar a ese cliente durante su estada en Montevideo; juntos comían, paseaban y también se 
divertían por la noche; en la mercadería se cargaban seguramente los gastos efectuados. 
La vida moderna modificó el procedimiento, azuzando el entendimiento. Ahora el em- 
pleado va a campaña con sendos muestrarios que acreditan las mercaderías, motivo del 
negocio, sorprendiendo en el propio comercio rural al negociante de campaña” (152). 


Si bien debió existir un período en que comerciantes e industriales coincidieron en 
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su necesidad de contar con consumidores, hubo una separación en cuanto a que las gran- 
des firmas mayoristas importadoras eran representantes o distribuidoras de mercaderías 
manufacturadas en el extranjero. No se puede soslayar que el alto comercio, por benefi- 
ciario de las teorías librecambistas que había sostenido el imperio británico, apoyó esas 
ideas cada vez que se esbozó el modelo agroexportador que encontraba en las mismas sus 
más caros fundamentos. De ahí que comerciantes y ganaderos se consustanciaran en lo 
que entendían era la suerte del país. Pero las ocasionales divergencias que pudieron 
existir quedaron empañadas con la crisis, ya que el pais adoptó una política restrictiva a la 
introducción de productos manufacturados del exterior, utilizando para ello la tarifa 
aduanera. А lo que se sumó en 1931 еі control cambiario estatal y la consiguiente cuotifi- 
cación en el suministro de las divisas necesarias para el comercio importador. De tal suer- 
te, el Estado “dirigista””, al sustituir el libre comercio por el comercio cuotificado, coad- 
yuvaría en esa pérdida del papel rector que el capital mercantil venía sufriendo a raíz de 
la crisis del comercio regional. 


El capital desplazado del comercio necesitaría de nuevos canales de inversión. En tal 
sentido la industria pudo ser una atractiva opción, sobre todo si se considera que el co- 
mercio mayorista tenía ya montados los circuitos de distribución que requería la manu- 
factura nacional para sustituir a los productos importados. 


Los ejemplos reseñados (véase APENDICE) muestran a tenderos importadores invir- 
tiendo en textiles, a importadores ferreteros fundando una fábrica de esmaltados, a alma- 
ceneros participando de la industria azucarera. 


Algunos aparecen como directores o accionistas “industriales” en la década del vein- 
te, otros más tarde, Tal el caso de Pesquera que diversifica sus inversiones en otros rubros 
(construcción) en los años veinte, para participar en la siguiente década en empresas in- 
dustriales. 


Los ganaderos y la industria. 


Una de las interpretaciones más tentadoras para explicar la financiación industrial, es 
la que la refiere a la canalización de inversiones provenientes del sector rural. 


La historia muestra que los productos de la ganadería son competitivos internacional- 
mente, y cuando el agro importa menos de lo que exporta queda un excedente de capital 
Ebre para ser reinvertido o buscar otros canales de reproducción. 


En un país que era mayoritariamente agropecuario, se constituye en la vía más senci- 
[а de acceder rápidamente a una solución del enigma, en particular si se considera la per- 
sistente depresión que a partir de la década de] veinte aquejó a la ganadería. Sin embargo 
ésta, como todas las respuestas simples, también está revestida de cierta complejidad. En 
nuestro período habría que distinguir la existencia de capital especulativo que buscó en 
la facilidad otorgada por los precios del período bélico la oportunidad de buenas ganan- 
cias, y que las encontró en la invernada o cría de ganado para engorde. 


El capital de los tradicionales propietarios y cabañeros era difícil de desafectar, dado 
que comprendia animales y también tierras, viviendas e instalaciones, Y si bien se consta- 
ta ya una tendencia inversionista “urbana”, la misma era compensada en parte por la “ru- 
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ralización” de algunos capitales metropolitanos, (tal el caso de Salvo, que vendió su parte 
de la textil que tenía en sociedad con Campomar, al adquirir la estancia “Nueva Melhem” 
en 1929) (153). 


Los ejemplos reseñados, (véase APENDICE), muestran que ganaderos, propietarios y 
dirigentes rurales, invirtieron en la banca, en la industria de exportación cárnica y en acti- 
vidades industriales vinculadas a la transformación de productos proporcionados por el 
agro, (en las agroindustrias como tabaco, arroz, productos lácteos, etc.). 


También hubieron quienes se canalizaron en nuevas ramas industriales, aunque en ese 
caso debemos subrayar sus vinculaciones “urbanas”, ya sea por las actividades mercantiles 
(Braga), o por las carreras universitarias (Carriquiri, Inciarte, Irureta Goyena). 


Los banqueros y allegados y la industria. 


Las vinculaciones de la banca con la industria, (de los banqueros y sus más cercanos 
colaboradores), es difícil de determinar a través de su relación personal con las empresas 
fabriles. En parte, porque el sector en sí históricamente no se presenta con características 
acentuadamente propias como para abstraerlo especificamente de su imbricación con el 
capital mercantil y rural. Es decir, que en el caso uruguayo, si bien se pudo hablar de co- 
merciantes, ganaderos e industriales “puros”, -singularizados por varios rasgos como tales-, 
no aconteció lo mismo con los primeros banqueros, detrás de los cuales -salvo excepciones 
aisladas- $e puede encontrar un pasado forjado en el comercio de importación, la ganade- 
ría o la intermediación de productos rurales. Ello no implica que tentativamente se haga 
un corte en el tiempo para visualizar el comportamiento inversionista de quienes vivían de 
esa actividad, (vivisección efectuada en un período que las restantes actividades económi- 
cas estaban ya representadas en la élite dirigente del sisterna bancario nacional). 


А] rastrear las inversiones de las instituciones bancarias en la industria, de acuerdo а 
la nómina de asistentes a las asambleas de las sociedades anónimas, sólo hallamos que la 
frma “Aldave y Martínez”, fundada еп 1923 como casa cambiaria, era accionista de 
“CIPA S.A.”, (Asamblea del 11 de diciembre de 1944). En este caso, dado que nos tuvi- 
mos que restringir a las actas publicadas por el Diario Oficial, no contamos con la fuente 
principal que lo constituye los Libros de Actas de las empresas, los que pueden arrojar 
mayor luz sobre el particular. 


Los profesionales universitarios y la industria. 


Los profesionales universitarios no constituyen en sí una categoría económica. 


Sin embargo, no se puede subestimar el papel del ejercicio de algunas profesiones en 
la acumulación de capital, y el peso económico en la sociedad uruguaya de renombrados 
abogados, escribanos, médicos, arquitectos e ingenieros. 

En este sentido cabe recordar que en sus orígenes la enseñanza universitaria se vincu- 
ló al patriciado y que los apellidos más ilustres del Montevideo decimonónico se asocian al 
ejercicio de las profesiones liberales. Pero con el transcurso del tiempo, en la medida que 
езе sector social iba perdiendo fuerzas frente al empuje de nuevos estratos de filiación in- 
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migratorial, se fue democratizahdo el acceso a la enseñanza universitaria. Ahí en muchos 
casos el título universitario ofició de ascensor social, eleyación que se asentó en lo econó- 
mico. Baste recordar el caso del Ingeniero Serrato, hijo de un emigrante italiano vinculado 
a la función pública y uno de los paradigmas de “empresario” en la década del treinta. 


A los efectos no interesa tanto quienes ya familiarmente estaban vinculados a una ac- 
tividad económica y optaron por una profesión universitaria, como aquellos que a raíz de 
una profesión universitaria se transforman en empresarios. Pero no siempre se encuentran 
los elementos clarificadores como para hacer esta distinción, y pese a que hemos citado 
ya a algunos de ellos -Gallinal, Ferrés, Inciarte, Carriquiry, Terra-, muchos de los apellidos 
que se leerán en el APENDICE pueden reflejar la dualidad señalada. 


Por otra parte habría que distinguir en los abogados a los vinculados al capital extran- 
jero, que forjaron fortunas inscribiendo los estatutos de empresas internacionales, cuyos 
intereses representaron y defendieron, y que encontrarán en la actividad fabril campo fér- 
til para sus excedentes de capital. En todos estos casos, cabe la posibilidad de que algunas 
empresas extranjeras hayan utilizado los servicios de sus asesores jurídicos para canalizar 
sus inversiones. Pero esto, de ser real, es de difícil demostración, (a pesar de algunos casos 
que pudieron ser la excepción y no la norma). 


De todos modos resulta clarificador como muchos hombres vinculados al aparato es- 
tatal fueron quienes allanaron el camino para que las transnacionales y todo tipo de em- 
presas extranjeras se establecieran en el país, pese al pregonado nacionalismo de que hicie- 
ron gala las ideas políticas que abrazaron. 


En 1934 el senador Santos se refirió al libro sobre América Latina que escribió el Pro- 
fesor Andrés Sigfried, leyendo un fragmento de sus consideraciones sobre Uruguay: 


“Los grandes negocios, en fín, como se sabe ya, pertenecen a los ingleses, a los franceses, a 
los belgas, a los alemanes, a los italianos, a los suizos, pero, sobre todo, cada vez más, a los 
americanos del Norte. Sobre este terreno de la alta dirección económica y financiera, los 
nacionales no tienen sino excepcionalmente, el primer lugar; sin duda son admitidos en 
los consejos de administración y suministran la masa del personal, pero la dirección efecti- 
va les escapa, porque no son ellos quienes han aportado los capitales. 

Notamos, sin embargo, que los hombres distinguidos, los más exactamente influyen- 
tes del país son contratados como consejeros jurídicos o políticos en las grandes empre- 
sas, lo que les trae una posición estratégica de intermediarios indispensables, entre el capi- 
tal extranjero y las autoridades políticas nacionales. Tal consejero jurídico no dará más 
que muy pocos consejos jurídicos pero será llamado a dar muchos informes o consejos po- 
líticos; es 6 quien intervendrá de manera a veces decisiva cuando se trate de defender un 
negocio que representa, contra tal medida aduanera o fiscal, susceptible de perjudicarlo, 
y aún eventualmente de arruinarlo. A medida que las viejas fortunas se evaporan, llega а 
ser más y más necesario para los miembros de la antigua aristocracia encontrar empleos de 
esta categoría en las grandes empresas comerciales...” (154). 

Decía en 1923 la Guía de Comercio, refiriéndose al Dr. Guillermo Wilson: 


, en veinte años acá ha obtenido tan número de personerías jurídicas para sociedades 
anónimas extranjeras, que el enumerarlas sería dar cuenta de casi todas ellas... ы” (155). 


Y aunque esto era una exageración, porque existieron otros con idéntico curriculum 
al del Dr. Wilson, testimonia una realidad. 
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Hubieron profesionales universitarios que tempranamente adhirieron al proteccio- 
nismo industrial, apoyando en la década del ochenta los esfuerzos gremiales de la “Liga 
Industrial”, (Carlos María de Pena, Carlos María Ramirez, Juan Zorrilla de San Martín, 
abogados todos eilos). Pero esto fue más una opción filosófica que una participación eco- 
nómica. En tal sentido la cátedra de Economía Política de la Universidad contó con algu- 
nos profesores que formaron a generaciones de universitarios en la adhesión a los princi- 
pios proteccionistas que propugnaban el desarrollo de la industria nacional. Pero lo que se 
constata medio siglo después, es la participación económica de profesionales universitarios 
en la industrialización del país: los titulares del primer directorio de la compañía “Orange 
Crush”, en 1927, eran tres comerciantes, un abogado, un escribano, un ingeniero, un elec- 
trotécnico; en 1930, en el primer directorio de “Talleres Metalúrgicos El Acero”, figura- 
ban dos abogados, un ingeniero y un arquitecto; en 1943, entre quienes constituyeron en 
Paysandú “Azucarlito S.A.”, se encontraban un escribano, un médico, dos ingenieros; en 
1945 el Presidente y Vice de la textil “La Victoria” eran abogados de empresas extranje- 
ras, etc. 


La lista elaborada, (véase APENDICE), no es exhaustiva. 


Hemos prescindido de algunos profesionales cuya actividad fue reseñada anteriormen- 
te (Inciarte, Irureta Goyena, Regusci, etc.), y únicamente hemos citado las vinculaciones 
industriales de algunos universitarios, dejando de lado en la mayoría de los casos la fun- 
ción de Sínsico (en la que había una clara conveniencia de optar por los titulados). 


Sin embargo, pese a estas imperfecciones, creemos que la nómina es bastante repre- 
sentativa y elocuente. Aunque no se debe olvidar que algunos de estos profesionales, cu- 
yas familias ya estaban vinculadas a las diversas actividades económicas, no hicieron más 
que continuar la obra de sus mayores diversificando en último caso las inversiones de capi- 
tal. 


La financiación de la industria: hacia una hipótesis ecléctica. 


Los casos reseñados permiten vislumbrar que en las dos décadas que transcurren entre 
1920 y 1940 se produce la confluencia de diversos factores históricos, que en medio de 
un panorama singular y acunados por una verdadera encrucijada económica dotaron de 
viabilidad al proyecto de dotar al país de una industria sustitutiva de importaciones. 


Justamente la disyuntiva económica sería fundamental en este proceso, ya que el 
prospecto no era novedoso. El batllismo lo había intentado llevar adelante, y sin embargo, 
pese а su enfervorizada adhesión al proteccionismo industrial, el mismo no fué exagerada- 
mente pródigo entre 1915 y 1930. Es decir que el ideal proclamado se había distanciado 
de la realidad. En parte porque las fuerzas sociales para llevarlo adelante o vacilaron, o 
fueron insuficientes para conseguir el necesario apoyo político. Pero también por las pro- 
pías contradicciones del modelo, que permitió el asentamiento del capital extranjero en 
resortes básicos para una estrategia desarrollista: combustibles, frigoríficos, portland, ete. 
Si a eso se le suma que este período fue de renovación tecnológica, y que la misma afectó 
a la maquinaria industrial y a la de generación eléctrica que adoptaron derivados del pe- 
tróleo, se puede colegir que las pautas industrialistas estuvieron signadas por una política 
energética dependiente de los suministros externos. El triunfo del frigorífico como siste- 
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ma industrializador cárnico entregaría al capital foráneo el control de buena parte de las 
divisas proporcionadas por el comercio externo. 


Pero además se encontró dificultades en expandir el sector exportador, aquejado por 
una crisis que a pesar de algunos años de recuperación, fue constante desde la posguerra, 
se acentuó a partir de 1929, y encontró en la cuotificación de Ottawa (1932) un marco 
internacional restrictivo en el que hasta ese entonces era uno de sus mercados tradiciona- 
les. 

También jugó el propio proceso económico interno de acumulación de capital que 
era en definitiva, -si no se optaba por los empréstitos externos-, el financiador de la in- 
dustrialización. 


Este verdadero crisol socioeconómico en que se vivió hasta 1929 fue generando las 
condiciones para el incremento del sector fabril, aunque los frutos recién se apreciarían 
mucho después, cuando el viraje terrista contempló al capital extranjero, logrando neutra- 
lizar los cometidos del “Frigorífico Nacional” y “Ancap”. Una vez aquietada las aguas, y 
con la economía mundial en vías de recuperación podría emerger lo que se venía forjando 
desde tiempo atrás. 

En la financiación de esta industrialización dependiente y mediatizada intervino el 
propio sector, que se perfilará como núcleo de acumulación interna, y que encontrará en 
la protección estatal y en las condicionantes externas la seguridad de una rentabilidad sa- 
tisfactoria. 


Pero también jugó un papel decisivo el capital mercantil, alicaído después de la pér- 
dida de sus mercados del “hinterland” platense, y cuyo rol protagónico será herido de 
muerte por las disposiciones restrictivas adoptadas por el Estado para conjurar los efectos 
de la crisis de 1929, En este sentido los comerciantes importadores, que debieron esperar 
en los años siguientes y por muchos años los “permisos” y divisas estatales para cumplir 
соп sus cuotificadas adquisiciones en el exterior, encontraron en el ““dirigismo” oficial 
un freno para la libre empresa. 


El capital rural prefirió como opción la banca, y sólo excepcionalmente la industria 
siempre según las relaciones empresariales de sus representantes. Cuando los ganaderos 
invirtieron en la industria lo hicieron en aquella que empleaba materias primas de origen 
agropecuario, o tenía incidencia en la producción rural. 


La banca aparentemente se mantuvo en este periodo alejada del desarrollo fabril. Es- 
to era coherente con el período de crecimiento por el que estaba pasando, al que no era 
ajeno el resto del mercado de capitales, orientado mayoritariamente hacia las rentas 
“ociosas”. Habrá que esperar la articulación de la banca privada con el interior del país, es 
decir la verdadera “integración nacional”, para vishumbrar la posibilidad de otra actitud 
(independientemente si históricamente se dio un cambio de orientación de la banca en tal 
sentido). 

Pero además la industria canalizó otras inversiones, propias de la redimensión de su 
rol social y de la escala de valores de viejos y nuevos sectores que habían encontrado en 
los títulos universitarios el resorte para el ascenso social, o la creación de riqueza. 


Esta vivisección sectorial no debe ocultar al verdadero artífice de esta conjunción: el 
Estado intervencionista y dirigista y sus hombres. Ya que fueron las diversas políticas eco- 
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nómicas y estrategias de desarrollo las que captaron excedentes y los redistribuyeron, о 
crearon las condiciones para orientarlos en función de sus pautas. 


La creciente absorción de capitales por la industria obliga a no olvidar las caracterís- 
ticas estructurales de la misma. 


En tal sentido, el Censo de 1930 mostró que la “fábrica” (en su acepción de capitalis- 
mo moderno que adopta tecnología), no había triunfado en todos los ramos fabriles, ya 
que la dimensión де los capitales empleados así lo demuestra: del 94% de los estableci- 
mientos censados, sólo el 2,38 ¿representaban un capital mayor de $ 100.000. O si se pre- 
fiere la elocuencia del total en bruto: de 6.986 establecimientos, 133 tenían un capital en- 
tre $ 100.000 y 500.000, 15 entre $ 500.000 y un millón, y sólo 24 más de un millón. 


De ahí la importancia que asignamos а la difusión de las sociedades anónimas y las 
posibilidades que ofrecerían las de responsabilidad limitadas, (éstas como generadoras de 
capitales que reinvertidos evolucionarán hacia las S.A.). 


Dado que la Bolsa no había sido utilizada en su potencialidad сото mercado de ca- 
pitales, muchas de las sociedades anónimas mostrarán concentración de capital. Por ejem- 
plo, en la asamblea de accionistas de la Compañía “Salus” de fecha 26 de julio de 1934, 
15 accionistas representaron el 70% del capital integrado; y en la de “Industrias Laneras 
del Uruguay S.A.” del 15 de abril de 1936, 22 socios totalizaban aproximadamente el 
75 % де] capital. 


Existieron diversos ramos, (tabacos, jabones, papeleras, cerveza), en que varias empre- 
sas se fusionaron para dar paso a una nueva razón social: de la unión de “Cervecerias del 
Uruguay S.A.” y “Cervecería Oriental S.A.” nació en 1932 “Fábricas Nacionales de Cer- 
veza S.A.”; еп 1923 se fusionaron las jabonerías “La Unidad” y “La Balear” -con los 
aportes de “Jaume Hnos.”, “Deambrosis Hnos.”, “Rodolfo Penino y Hnos.” y “José P. 
Barbé”., los que en 1928 se agrupan en “Deambrosis Hinos.”; en 1937 la “Industria Pape- 
lera Uruguaya S.A. (IPUSA)” se compone de las ex-firmas “Ferro Romani y Cía.” (fábri- 
ca de sobres), “Cuesta y Cía.” (papelería), “Canabal Hnos. y Carluccio” (talleres), “Juan 
Cocolo” (fábrica de papel en Buenos Aires); y en 1927 la “Cooperativa Tabacalera Uru- 
guaya S.A.” será formada por diecisiete firmas manufacturadoras de tabacos. 


Estas fusiones no sólo muestran debilidad de capital, también ratifican que la desapa- 
rición de competencia marcó una tendencia monopólica en diversos sectores de la indus- 
tria nacional, (además del monopolio liso y llano que significó la concesión de “privile- 
gios” por un número determinado de años, de acuerdo a la ley respectiva). 


Los multinacionales y transnacionales en Uruguay. 


A medida que la consolidación del capitalismo en el país avanzaba jalonado por limi- 
taciones, dificultades y distorsiones varias, y mientras el proceso económico uruguayo gê- 
neraba diversas formas empresariales, desde el exterior comenzaban a afluir filiales, sucur- 
sales y representantes de lo que modernamente se denomina como “multinacionales” y 
“transnacionales”. La diversidad e imprecisión terminológica no debe asustar, puesto que 
el periodismo se ha encargado de vulgarizar el adjetivo “multinacional”, que cientifica- 
mente se reserva para empresas constituidas por varios estados y con participación del sec- 
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tor público. La denominación de “transnacional” quedaría restringida para empreses га- 
mificadas en varios países, pertenecientes al sector privado. Faltaría además la considera- 
ción de las denominadas empresas “internacionales”. A fines de la década del veinte un es- 
tudioso que intentó definirlas, Phelps, halló una generalización más feliz: habló de compa- 
ñías “migratorias”. En rigor, las dificultades que plantea filiarlas para encasillarias en una 
de las tres definiciones, (multinacional, transnacional, internacional), propician una sim- 
plificación de su clasificación. En general el gran público las asocia con el vocablo “multi- 
nacional”, entendiendo por tales a grandes empresas industriales que “desarrollan sus acti- 
vidades en varios continentes, y su financiación tienden a procurarla capitales que ргоме- 
nen de múltiples fuentes nacionales” -como afirma un pequeño manual español titulado 
“Las sociedades multinacionales” (156). 


Su historia en líneas generales se remonta al último cuarto del siglo XIX, y primeros 
años del XX, en que las principales empresas de los países industrializados se fusionaron 
entre sí -o соп la banca-, creando los trusts, cartels, konzerns, holdings, y otras formas 
económicas de concentración de capital que conquistaron el mercado interno de sus res- 
pectivas naciones, y luego se esparcieron por el mundo en búsqueda de nuevas oportunida- 
des. Esta fue la primera etapa de su proceso de multinacionalización. 


Uruguay conoció la instalación de empresas binacionales y regionales en la última dé- 
cada del siglo XIX: “Fábrica Uruguaya de Alpargatas” (1890), “Compañía General de 
Fósforos” (1893), “Fábrica Nacional de Tejidos” de los hermanos Salvo y el argentino 
Campomar (1899); etc. Antes, los ingleses habían invertido en algunos sectores producti- 
vos, (minería y carnes en conserva), o en transportes y servicios (ferrocarriles, tranvías, 
agua, gas). 

Pero en rigor, lo que hoy definimos como “multinacionales” y “transnacionales” apa- 
recen en bloque a partir de 1911, (segunda presidencia de Batlle y Ordóñez). 


Ese año arribarán sucesivamente una de las “big four” cárnicas de Chicago, una de las 
“siete hermanas” de la familia del petróleo, y otra del negocio de cereales (157). 


En agosto de 1911 el Poder Ejecutivo autorizó el funcionamiento del “Frigorífico 
Montevideo”, el que comenzó sus actividades al año siguiente. Fue en su momento el se- 
gundo frigorífico con que contó el país. En 1916 cambió su denominación por “Compa- 
йїа Swift de Montevideo”, siendo subsidiaria del grupo norteamericano SWIFT, que ya es- 
taba instalado en Argentina (1907). 


En octubre de 1911 se aprobó la instalación de la “West India Oil Co.”, firma que 
estaba construyendo una refinería de combustible en las cercanías de Buenos Aires. Era 
filial de la STANDARD OIL OF NEW JERSEY (ESSO), fundada en 1382 por John D. 
Rockefeller, y que en su momento controló en Estados Unidos el 90% de los oleoductos, 
el 75% de la refinación y el 15% de los pozos. Llegó a Uruguay en el mismo año en que el 
tribunal supremo de los Estados Unidos obligó a repartir el activo de la “Standard” entre 
sus 36 filiales, las que se independizaron jurídicamente. En 1945 la “West India” adoptará 
la denominación de “Standard Oil Co. S.A. (Uruguay)”. 


También en octubre de 1911 se aceptó la instalación de la “S.A. Molinos Harineros 
del Uruguay”, firma creada en Bruselas entre otros por Jorge Born y Mauricio Bunge con 
la finalidad de adquirir en Montevideo el “Molino Levrero”. Estaba vinculada al grupo 
BUNGE Y BORN, ligado con las altas finanzas belga y británica, у que funcionaba ya en 
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Argentina desde 1884. A partir de 1928 la empresa comenzó a ramificarse. Ese año adqui- 
rió un molino en San José, y en 1930 otro en Paysandú. En 1936 diversificó su actividad, 
fundando la “Fábrica Uruguaya de Aceites Comestibles” y la “Sociedad de Oleaginosos 
Ltda.”. En 1941 promovió la construcción de una fábrica de fertilizantes (QUIMUR S.A.). 


La inauguración en 1915 de la primera sucursal de un banco norteamericano, el 
NATIONAL CITY BANK, marcó la nueva tendencia de las finanzas mundiales. 


En 1916 la GENERAL ELECTRIC abriría una sucursal en Montevideo. La firma la 
había fundado Edison, el inventor de la lámpara eléctrica (1878), en 1892, con el apoyo 
del banquero Morgan. Tenía su sede en Nueva York. Recién en 1943 se crearía la filial 
uruguaya que construirá una moderna planta fabril. 


La OTIS ELEVATOR CO, también se establecería en 1916. 


Al año siguiente, en 1917, se formó la “S.A. Armour del Uruguay”, que encaró la 
compra del “Frigorífico Artigas”, nacido a iniciativa de un grupo de estancieros naciona- 
les. Era filial de la firma ARMOUR de Chicago, otra de las “big four”, propietaria de fri- 
goríficos en Argentina y Brasil. 

En 1919, a impulsos de la difusión del automóvil -los primeros habían alternado соп 
carruajes y tranvías en 1904-, la UNITED STATES RUBBER CO. instaló una sucursal en 
Montevideo. 


Por esa fecha funcionaba ya la “Anglo Mexican Petroleum Co.”, que dependía del 
grupo ROYAL DUTCH-SHELL, (llevaba el nombre de una subsidiaria mejicana, adop- 
tando en 1929 la denominación de “Shell Мех Uruguay Ltd.”). La “Royal Dutch”, con 
sede en La Haya, había sido fundada en 1890 por Augusto Kessler para explotar el petró- 
leo de Sumatra, En 1907 Henry Deterding, -sucesor de Kessler-, se alió con la compañía 
británica “Shell Transport and Trading” y la Banca Rothschild que explotaba el petróleo 
ruso. La finalidad era resistir la expansión mundial de la “Standard Oil” americana. 

La LONE STAR INDUSTRIES de Estados Unidos, con filiales en varios países ameri- 
canos, fundó en 1919 la “Compañía Uruguaya de Cemento Portland”. 

La década del veinte contemplará el arribo de las “transnacionales” del automóvil: en 
1920 la FORD, y en 1926 la GENERAL MOTORS. 

La primera de ellas fue creada en 1903, con doce accionistas. En 1906 Henry Ford 
(que había construido su primer automóvil en 1896, en Detroit) adquirió el 58,5% de las 
acciones. En 1909 comenzó la producción en masa de su famoso modelo T, y en 1925 
festejó la producción del millonésimo automóvil. 

La “General Motors” adquirió en 1918 la factoría “Chevrolet” que convirtió en la 
marca más vendida del mundo. En 1925 absorbió al grupo británico “Vauxhall”, y en 
1929 al alemán “Opel”. Producía además camiones y autobuses. 

En 1930 también la FIAT se había instalado en Uruguay. Fundada en julio de 1899 
por un grupo de personalidades turinesas al frente de las cuales se hallaba Giovanni Agnel- 
li, fabricó automóviles y a partir de 1907, motores marinos y aviones. 

En 1924, la británica VESTEY adquirió el “Frigorífico Liebig” en Fray Bentos, al 
que denominó “Anglo”, consumando la extranjerización de la industria frigorífica. 


En 1927 la LT.T. compró los intereses de la "Montevideo Telephone Co.”, en manos 
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de pequeños accionistas británicos. La “International Telephone and Telegraph” la cres- 
ron en 1920 Sosthenes y Behn para comunicar mediante un cable los Estados Unidos y 
Cuba, donde explotaban una pequeña compañía telefónica. En 1925 adquirieron las doce 
fitiales de la “International Western Electric”, creando en 1927 en París el laboratorio del 
grupo. 

En 1927 la “Philips South American Export” compite ya con la “General Electric”, 
(en 1937 se crearía la “Philips del Uruguay $.A.”). Dependía de la PHILIPS de Holanda, 
que había sido fundada en 1891. Ese año el joven ingeniero Gerard Philips creó con un di- 
nero prestado por su padre, una empresa para la fabricación de 500 lamparillas eléctricas 
diarias, siguiendo el invento de Thomas Edison. 


Hacia 1930 funcionaban filiales de la CASE y de la INTERNATIONAL HARVES- 
TER que comercializaban maquinaria agrícola fabricada en Estados Unidos; y de la 
FIRESTONE que vendía neumáticos. La casa central de esta última se encontraba en 
Akron, (EE.UU.), (la empresa producía caucho natural en plantaciones que tenía en di- 
versas partes del mundo). 

También una representación de la SIEMENS, creada en Berlín para explotar comer- 
cialmente el telégrafo de disco móvil, inventado en 1847 por Siemens y Halske, solicitó 
la concesión de personería jurídica la que fue otorgada en 1931. 

En 1930 el pais se aprestaba a festejar el centenario de la Jura de la primera Consti- 
tución. 

Meses antes de finalizar 1929, en octubre, el colapso de la bolsa de Nueva York de- 
sembocaría en una de las más graves crisis económicas mundiales. 

Una mirada retrospectiva permite vislumbrar el control de la industria frigorífica, 
fundamentalmente por dos de los “big four” mundiales que exportaban el grueso de las 
carnes industrializadas, (más del 50% de las reses faenadas por el sector). 

La masiva importación de automóviles -30.500 entre 1915 y 1927-, aumentó el con- 
sumo de combustibles, neumáticos, etc. 

Los “años locos” difundieron el uso de artefactos eléctricos, electrodomésticos y 
otros artículos que requerían de una sofisticada tecnología, a la que sólo los países muy 
industrializados podían acceder. 

El progreso de las comunicaciones -teléfono, telégrafo internacional, avión-, ргорог- 
cionaría ingentes oportunidades para quienes lideraban esas ramas industriales. 

La revolución de los transportes incrementó la red vial, incentivó la pavimentación. 
Montevideo creció, y el gasto público se orientó en gran medida a las obras públicas. Para 
abastecer de portland estas necesidades, había sólo una fábrica en el país. 

De alguna manera se puede concluir que las “transnacionales” controlaban sectores 
claves de la economía: la principal industria de exportación, el combustible con el que se 
generaba la energía eléctrica y se abastecía el transporte automotriz. el portland que se 
requería para la construcción. 


Uruguay: 1930-1945. 
La década del treinta fue de enlentecimiento en las inversiones extranjeras. 
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Un informe oficial publicitado en 1932, señalaba que el capital extranjero invertido 
en sociedades anónimas radicadas en el Uruguay era de ciento noventa millones de pesos 
uruguayos, (en aquel entences, a la paridad legal casi idéntica suma de dólares). Obvia- 
mente no todas las empresas señaladas podían considerarse “multinacionales” y “transna- 
cionales”, ya que se incluían estancias, bancos internacionales, sociedades binacionales, 
etc. 


Sin embargo permite señalar que las inversiones británicas alcanzaban el 78 % del total 
y las norteamericanas el 14% Y que el 97 del total de las norteamericanas correspondían 
а empresas tipificables como “transnacionales” (158). 

Siguiendo el orden cronológico, en 1931, se autorizó la instalación de la TEXACO. 
Era filial de la “Texas Company” fundada en 1902 en Estados Unidos. La sociedad descu- 
brió ricos yacimientos en Texas, Luisiana, y Oklahoma; construyó una refinería en Tejas; 
se proveyó de una flota y a partir de 1905 logró introducirse en el mercado europeo. 

Cada década conoce el despliegue de determinadas actividades: la del treinta y prime- 
ros años del cuarenta estará signada por la difusión de las transnacionales de la química. 


En 1931 surge “Productos Roche S.A. Química Industrial”, en 1935 “Industrias Qui- 
micas Uruguayas Duperial”, en 1945 “Ciba Uruguaya”. 


La primera es filial de HOFFMANN—LA ROCHE, fundada en 1894 por Fritz Hoff- 
mann en Basilea, (Suiza). La empresa producía medicamentos a escala industrial, transfor- 
mándose en sociedad anónima en 1919. 


La segunda dependió dei grupo WI del Reino Unido. 


Y la tercera, de CIBA, de Suiza. Fundada en 1869 para la fabricación de fucsips, 
transformada en sociedad anónima en 1884, CIBA presentó sus primeros productos far- 
macéuticos en 1889, en la Exposición Universal de París. Después de la primera guerra 
mundial amplió y diversificó sus actividades. 

En 1943 comenzó la producción de COCA—COLA, bebida inventada por el farma- 
céutico John Pemberton en Estado Unidos. En sus filiales estadounidenses “Coca-Cola” 
no fabrica más que un extracto vegetal de fórmula secreta, que revende a concesionarios 
ligados por convenios. La bebida, cuyo auge mundial coincide con el fin de la segunda 
guerra mundial (1939-1945), se transformará en uno de los símbolos del “american way 
of life”. 

También en 1943, la “Compañía Watson de Máquinas Comerciales” (1938), cambió 
su denominación por la de “International Business Machines Co. of Uruguay”, (desde 
1954, 1.B.M. del Uruguay S.A.). La misma estaba unida a la IBM de Estados Unidos, que 
se había originado en 1911 por la fusión de las tres sociedades que controlaban el merca- 
do de las máquinas tabuladoras, y de calcular, (recién en 1924 adoptó la denominación 
de IBM). 


Por último en 1945 se fundó SUDAMTEX, textil subsidiaria de la “United Merchants 
and Manufacturers Inc.” de Nueva York, con filiales en Brasil (1921), Argentina (1934) y 
Venezuela (1946). 


Inversiones extranjeras e industria. 


Decía Simón G. Hanson refiriéndose al informe de la Inspección General de Bancos y 
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Sociedades Anónimas publicitado en 1932: “Cerca de un tercio de las inversiones ameri- 
canas y francesas y dos tercios de las británicas descansaban en la industria” (159). 


El alcance de esta apreciación, que a primera vista aparece como exagerada, sólo se 
puede dilucidar si se cuenta con el concepto de “industria” que manejó el autor. Un cote- 
jo con la lista detallada de capitales invertidos en sociedades anónimas muestra que el 48% 
de las inversiones norteamericanas la constituían los frigorificos “Armour” y “Swift”, 
que el 18% de las mismas lo absorbía la única fábrica de portland existente en el país, y 
que tanto el capital francés como británico tenía intereses en la industria de la construc- 
ción. Es decir que habría que hacer un deglose primario y elemental de los diversos secto- 
res de esa actividad tan amplia que es la industria: de exportación, manufacturera, cons- 
trucción, etc. 


Quizás se tenga una aproximación más certera si nos referimos al total de las socieda- 
des anónimas existentes en Uruguay en 1939. 


Las industrias (excepto la minería), constituían el 24% del total de esa forma empre- 
sarial, (la de mayor complejidad a la que hasta ese entonces había accedido el proceso de 
formación económica nacional). De ese 24%, el 17 %era de capital extranjero. 


Por lo tanto, el peso del capital extranjero no estaba dado por su participación en el 
total del capital, sino por su primacía en sectores claves, como lo eran la industria de ex- 
portación cárnica y la de cemento. 


Pero si bien prácticamente el grueso de la industria manufacturera era nacional, no se 
puede ignorar que existieron firmas extranjeras que suscribieron una parte de su capital 
accionario: al ya citado de IPUSA, (surgida con el apoyo de una papelera argentina), me- 
rece citarse el de la textil “S.A. Fabril Uruguaya”, dado que la modificación de sus esta- 
tutos aparecida el 18 de febrero de 1939 en el Diario Oficial muestra a la “Manufactura 
Algodonera Argentina” como propietaria de mil acciones. 


Lamentablemente aún no existe un estudio de la tecnología que debió adoptar la in- 
dustria nacional, ni de sus posibilidades de acceso a los grandes centros hegemónicos, y de 
la evasión de divisas por el pago de “royalties”. Se sabe sí que la “Fábrica Uruguaya de 
Neumáticos S.A. (FUNSA)”, surgida en la década del treinta, usufructuó hasta 1945 un 
contrato suscrito con “The B.F. Goodrich Co.” (USA), siendo responsable esta última de 
la producción de la empresa uruguaya, (posteriormente se hizo cargo de la supervisión la 
“United States Rubber Co.””) (160). Un aviso de la fábrica de pinturas “Pajarito S.A.”, 
aparecido el 12 de mayo de 1951 en Diario Rural, la muestra asociada а la “Goodiass, 
Wall y Co. Ltd.” de Liverpool. Ambos ejemplos muestran, que, además de la participación 
de los capitales extranjeros existían formas más sutiles de dependencia. Y eran en tecnolo- 
gía. 


La evolución nacional de las тий y transnacionales. 


Algunas empresas extranjeras se radicaron en el país siguiendo un patrón determina- 
do que se correspondió con su evolución mundial. 


Primero sus productos fueron importados por una firma comercial, o por un repre- 
sentante designado previamente. Luego se radicaron sucursales que introdujeron y comer- 
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cializaron los productos. Y posteriormente montaron plantas de ensamblaje y/o de pro- 
ducción. 

Tal el caso por ejemplo de la “General Electric”, cuya sucursal se instaló en Montevi- 
deo en 1916, constituyéndose en 1943 la firma “General Electric S.A.” que construyó su 
propia planta industrial; о el de la “Philips”, que en 1927 giró bajo la razón social “Phi- 
lips South American Export” con un capital de $ 3.000, y que en 1937 pasó a denomi- 
narse “Philips del Uruguay $.A.” con un capital de $ 100.000. 


En esta evolución internacional, jugó el costo del transporte y las barreras arancela- 
rias que hicieron que fuera más lucrativo instalar plantas fabriles en los países con algún 
mercado interno ya establecido, que exportar los productos industriales. Era como dice 
Ana Celia Castro, una prolongación del sistema industrial capitalista mundial (161). 


En el caso del Uruguay, algunas como la “Ford” sirvieron en sus orígenes (1920) el 
mercado de Río Grande del Sur, (el representante montevideano de la “Dodge” Eugenio 
Danrée, lo era también para Porto Alegre). Este hecho puede cuestionar las cifras atribui- 
das al total de vehículos importados para Uruguay. 


El capital extranjero y sus personeros. 


Ya Sigfried y Luis Batlle Berres se refirieron a cómo estas empresas se introducian en 
el país, contando con el asesoramiento y la complacencia de abogados notorios, vincula- 
dos a las esferas oficiales o a los medios sociales y gremiales empresariales uruguayos, (in- 
dependientemente de las posiciones de sus colectividades políticas sobre el particular). 
(Véase APENDICE). 


A manera de final. 


Siendo esta investigación parte de una más amplia, que aún no ha finalizado, muchas 
de las conclusiones sobre el periodo están ausentes. 

Por otra parte debemos confesar que hemos sido prudentes en no construir audaces 
elucubraciones asentadas en discutibles datos estadisticos. A lo que agregamos que somos 
conscientes que en la medida que cada nueva generación ve un mismo problema con una 
óptica distinta, propia de su época, las obras históricas son mercadería perecedera, modes- 
tos mojones que, -en el asentimiento o la discrepancia-, permiten que la ciencia avance. 


Lo cual obviamente no nos exime, (y tampoco es nuestra intención), de intentar po- 
ner en claro algunas ideas. 


Ya es habitual -y lo que en Historia se hace habitual termina siendo tradicional- afir- 
mar que este territorio estaba vacío, que el país se fue construyendo a medida que se iba 
poblando. 


Sin embargo no encontramos la misma fruicción en reconocer que la economía nació 
espontáneamente, por obra del hombre. Y si al comienzo se importaba trigo, un buen día 
a alguien se le ocurrió plantario, у así nació la agricultura; y si otro, se importaban mue- 
bles, a algún artesano o habilidoso se le metió en la cabeza hacerlo..., y así los ejemplo: 
pueden multiplicarse hasta el infinito. 
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Pensamos que la no visualización de este fenómeno, y por lo tanto el no abundar en 
ls génesis de las distintas actividades económicas, han limitado y limitan la aplicación y 
elaboración teórica. 

Claro que el camino más sencillo es explicar la industrialización uruguaya a partir de 
la ley proteccionista de 1875, o el sistema bancario por la autorización oficial al funciona- 
miento де las dos primeras instituciones en 1857, Sin embargo, la legislación no siempre 
crea. Muchas veces, como en los casos señalados, reconoce realidades que impulsa y/o ca- 
naliza. 

De ahí que a lo largo de estas páginas hemos intentado hacer un contrapunto entre lo 
nuevo y lo viejo, para enriquecer un esquema ya repetido. 

Porque existió un proceso económico nacional, propio, perceptible en el tiempo, en 
el largo tiempo. Y el mismo no sólo se caracteriza por su carácter dependiente, sino tam- 
bién por la sobrevivencia de lo arcaico que convive con lo nuevo, a pesar de que lo nuevo 
muchas veces fue injertado desde afuera. 


Creemos que en esta etapa, de espontaneísmo económico, se encuentra el nudo de 
nuestra formación; y que al influir sobre ella factores externos e internos, (capitalismos 
más desarrollados, crisis cíclicas, políticas económicas, intervencionismo estatal), genera- 
ron múltiples distorsiones que impidieron un capitalismo pleno. 

Y ello se constata incluso en algunas de іаѕ empresas extranjeras que se instalaron en 
el país: y así la “Liebig” utilizó ganado criollo, el “Swift” elaboró tasajo, y las estancias 
británicas no sólo emplearon trabajo asalariado. 


Ahondar en el problema de las formas económicas, su génesis, y la asimilación de los 
factores internos y exógenos, puede ser un buen comienzo para superar esa pobreza teóri- 
са e imprecisión terminológica que nos está ahogando. 

Hemos considerado la crisis iniciada en 1929, cuyos efectos se sienten en Uruguay 
tiempo después, como un factor externo a la realidad, pero que repercute en el proceso 
económico nacional. 

En tal sentido nos hemos limitado a desterrar clisés clásicos: la industria aquí no sur- 
gió por la crisis, ni el capitalismo nacional estaba tan adelantado. 


El país ya tenía cierto grado de desarrollo industrial, lo cual no debe extrafiar 4i se 
piensa que la industria de exportación se gestó en la época colonial, con formas propias 
de dicho período histórico. Por otra parte, la denominada “industria sustitutiva de im- 
portaciones”” es anterior al ciclo exportador de las carnes enfriadas y refrigeradas y coe- 
tánea al del tasajo. 

El “modelo industrial” se planteó ideológicamente en el siglo XIX. El Batllismo lo 
retomó, aunque debió adaptarlo a nuevas realidades, tan cambiantes y complicadas como 
el Uruguay que estaba naciendo. 

Sin embargo по debe pensarse que el capitalizmo estaba tan desarrollado entre noso- 
tros: el país recién conocía una moneda única, no se usaban los cheques, grandes regiones 
permanecían aún aisladas, Y paralelamente el frigorífico insertaba a Uruguay en el merca- 
do mundial de las carnes enfriadas y congeladas, las transnacionales arribaban al amparo 
de la multinacionalidad de sus ramificaciones y del poder económico de un nuevo orden 
mundial que se estaba gestando. 
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Estatismo e industria fueron utilizados como válvula de escape para la población que 
el campo seguía liberando, y en consecuencia invitando a que se fueran del país o pusie- 
ran proa a la ciudad. 

Pero obviamente estas soluciones, si bien ampliaban el mercado de trabajo urbano, 
también reforzaban la estructura rural vigente, apuntalando a los sectores más conservado- 
res. 


Pero este no fue el único problema. El capital mercantil había sido desplazado de su 
“hinterland” platense, como ya lo señaló Mourat. Y si la política monetaria adoptada pa- 
ra gran parte de la década del veinte favoreció las importaciones suntuarias, y con ello 
principalmente a Estados Unidos que fue entre la posguerra y la crisis nuestro principal 
proveedor, permitió también importar materias primas y equipamiento industrial que hi- 
cieron que el alto comercio -que vivía un período de ““reacomodamiento”- encontrara en 
la actividad fabril la posibilidad de canalizar sus excedentes de capital. 

Y si ideológicamente se vivió el frenesí “nacionalista” Ја sangría de capitales impe- 
dían o atrasaban su acumulación-, las posibilidades de plantear un modelo industrial autó- 
nomo se fueron esfumando a medida que las transnacionales se reservaron resortes claves 
para el trazado de una política afin: combustibles, carnes, portland. 


Estas empresas se instalaron sin trabas en el país, y cuando el batllismo y los sectores 
productivos afectados reaccionaron, ya era tarde: el mercado mundial estaba cuotificado 
por mecanismos que se demoró mucho en desentrañar y comprender en su real dimen- 
sión. 

El entorno externo dominaba la escena, y podía en última instancia acorralar al país, 
cosa que el terrismo entendió. 


La política adoptada a partir de 1933 en muchos aspectos tendió a desacelerar este 
segundo impulso del modelo estatista-industrialista que se dio a partir de 1930, (la funda- 
ción del “Frigorífico Nacional” en 1928 puede computarse como una derrota de las 
ideas batllistas al respecto). 


Sin embargo la situación sobre la que incidió la crisis de 1929, fue generando las con- 
diciones que posibilitaron el salto industrial en la década del cuarenta, a lo que no fue aje- 
na la concepción terrista que en primera instancia -y sobre este tema debemos profundizar 
para tener la ratificación de nuestras ideas- representó una suerte de “batilismo empresa- 
rial”, divorciado de la vertiente popular anterior, con una peculiar concepción del papel 
del Estado como auxiliador del capital privado, (en rigor verdadero “andador” del capita- 
lismo nacional), en el que ideológicamente se entrelazaron el solidarismo cooperativo y las 
empresas de capital mixto. 

Cíclicamente, cuando no simultáneamente, se contempló a ganaderos e industriales, 
se favoreció la concentración de ingresos y la acumulación de capital, se suspendió la hoë- 
tilidad al capital foráneo, se permitió al sector bancario -vinculado desde su cuna al capital 
mercantil- emerger. En tal sentido, el Poder Ejecutivo no sólo rescató la conducción eco- 
nómica del país -en manos del Consejo N. de Administración desde 1919-, también el con- 
troi de la moneda. 


En el aspecto bancario, en el energético, y en las comunicaciones, el país recién se 
integraría en la década del cuarenta, sentando las bases que permitirían el desarrollo de 
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una industria nacional, aunque el grueso de los establecimientos siguieron radicados en 
Montevideo y fueron empresas de mediano y pequeño porte. 


Lo que obliga a pensar una vez más que la realidad siempre es más rica en matices que 
los esquemas. 


Es que en lo económico el “país viejo” era difícil de desterrar. 


APENDICE 
Los industriales y la industria. 


t) AMEGLIO, FRANCISCO: Presidente del directorio de “Cervecería Montevideana” 
(1921); director de “Cervecerías del Uruguay” (1923); director de “S.A. Cristalerías del 
Uruguay” (1925); 25% del capital de “José María Goyret y Cía.” (pavimentos de hormi- 
gón); presidente de “S.A. Frigorífico Modelo” (1930), director de “Maltería Nacional” 
(1932); director de “Fábricas Nacionales de Cerveza” (1932); establecimiento de campo 
en Las Piedras (Canelones) (1932); vocal de “Cristalerías De Benedetti-Vidplan S.A.”: 
(1937); director de “S.A, Cabo Santa María” (hotel) (1942); director de “Urreta S.A.” 
(Salto) (1942); director de “Serratosa y Castells” (1944): Tesorero de “La Metalúrgica 
Uruguaya” (1944). 

Diversificación: construcción, comercio, hotelería, agro. 


2) ANSELMI, CARLOS: Fábrica de galletitas fundada en 1377; director del “Banco Ita- 
liano del Uruguay”. 
Diversificación: banca. 


3) CAMPOMAR, MIGUEL: (apellido vinculado desde 1899 a la industria textil por su 
asociación con los Salvo) 42% del capital de “Campormar Hnos.” (fabricación mecánica 
de ladrillos) (1923); 63% capital “Сатротаг y Armanino” (droguería y perfumería) 
(1923); 100% del capital de “Alberto Pajean y Cía.” (molino harinero) (1926); 50% del 
capital de “Campomar y Cía.” (fábrica de medias) (1927); suplente del “Instituto 
Científico Uruguay S.A.” (1929) (perfumería, farmacia); suplente de “S.A. Lanera Uru- 
guaya” (continúa negocios de “J. Soulas et Fils”) (1929); director de “Сатротаг y 
Soulas S.A.” (Textil) (1930); suplente de “S.A. Fabril Uruguaya” (textil) (1931) ;director 
de “Molinos y Fiderías del Este S.A.” (firma que adquirió los activos y pasivos de “Moli- 
no y Fidería Сатротаг S.A.” y “Fidería y Panadería Fray Marcos” de Suc. León Jude) 
(1935); vocal de “Lavadero Oriental de Lanas S.A.” (1944). 
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Diversificación : m 
4) CAVIGLIA, BUENAVENTURA: (fundador en 1872 de una muebleria y fábrica де 
muebles). “Estancia Santa Blanca” (Soriano) - 3.900 hectáreas, (1.200 dedicadas a la 
agricultura) - (Еп 1924 figuró como socio vitalicio de la Federación Rural). 

Vice Presidente del “Banco Italiano del Uruguay” (1918-20). 

Diversificación: agro, banca. 


5) DEAMBROSIS, A. LUIS: 25% del capital de “Deambrosis Hnos.” , firma que en 1923 
controlaba el 25% de la jabonería “La Unidad” Y el 30% de “La Balear”; 33% del capital 
de “Costemalle Hnos.” (fabricación de silicatos) (1926); director de “S.A. Empresa Cons- 
-tructora Costemalle” (1928). 

Diversificación: construcción. 

6) DEAMBROSIS, ALFREDO R.: (al igual que el anterior vinculado desde 1879 a la fa- 
bricación de jabones). Vice Presidente de ““I.M.F.A. S.A.”, (equipos y complementos para 
la construcción (1944); Vice Presidente de “Horacio Torrendell S.A.” (1944); director de 
“Compañía Uruguaya de Silicatos Ltda.”; Presidente de “Compañía Agropecuaria e In- 
dustrial El Mirador S.A.” (1945); director de “Compañía Bao S.A.” (jabonería) (1945); 
235 acciones de “Territorial Argos S.A.” que en 1945 cambió su denominación a “Strauch 
y Cía. S.A.”, (estaba vinculado a los Strauch por casamiento). 

Diversificación: agro, comercio, etc. 


7) LANZA, JUAN DOMINGO: (apellido vinculado desde 1870 a la industria del curtido 
de cuero). $0% del capital de “Gabriel Alonso y Cía.” (explotación ganadera) (1921); su- 
plente “Casa A. Barreiro y Ramos” (librería, editorial), (1924); director “*Aeroposta Uru- 
guaya” (1928); Presidente de la “Sociedad Uruguaya de Combustibles S.A.” (1929); Pre- 
sidente de “Fábrica Uruguaya de Calzados S.A.” (1932). 


Diversificación: agropecuaria, comercio, transportes y combustibles. 


8) MAILHOS, HORACIO y JULIO (hijo): (La existencia de datos permite en este caso re- 
construir la evolución de la trayectoria económica de la familia). 
1855 - Nace en Tarbes (Francia), Julio Mailhos. 
1862 - Luis Mailhos, padre de Julio, cerrajero de profesión, funda la “Armería del Caza- 
dor”. 
1880 - Julio adquiere la “Cigarrería de El Globo” y la fábrica de tabacos “La Imperial” a 
la que rebautiza como “а Republicana”. 
1895 - Es el primero en explotar los nuevos métodos para la fabricación de cigarrillos de 
la “Comas Cigarette Machine Co.” de Estados Unidos. 
1897 - Importa para las restantes firmas tabacos de La Habana y Bahía y organiza la venta 
de tabacos en Argentina. 
1898 - Adquiere una estancia en los límites de Paysandú y Río Negro. 
1900 - Adquiere una estancia en Conchillas (Colonia). 
1904-06 - Adquiere grandes extensiones de tierra en Argentina y Rio Grande del Sur. 
1915 - Fallece. | 
1925 - Julio (hijo) Presidente de “Estancias Julio Mailhos”. 
1927 - Julio (hijo) Presidente “Cooperativa Tabacalera Uruguaya S.A.”. 
1928 - Julio (hijo) Director de “S.A. Empresa Constructora Costemalle” y “Aeroposta 
Uruguaya”. 
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1931 - Julio (hijo) Vocal de la Federación Rural. 
1932 - Horacio Director de “Fábrica М. de Cerveza S.A.”. 
1941 - “Julio Mailhos S.C.” asiste а la asamblea de accionistas del “Banco Comercial” 
(21Х.). 
Horacio - Director de la “Сїа. Uruguaya de Navegación Ltda.”. 
1943 - “Julio Mailhos S.C.” - 53 acciones de “Industrias Laneras del Uruguay S.A. (IL- 
ро)”. 
1944 - En la Asamblea de la ‘Cía. Industrial de Productos Agricolas S.A. (CIPA)” (Arroz) 
Julio Mailhos figura con 1.001 acciones y “Julio Mailhos S.C.” con 325 acciones. 
Constituyen "La Reserva S.A.” (arrendamientos, compra, venta). 
Diveraificación: agropecuaria, transportes, construcción, banca. 
9) MARTINEZ REINA, JOSE: (industria textil). 
Presidente de “Industrias Laneras del Uruguay S.A. ILDU” (1936); Suplente del “Banco 
Español del Uruguay:: (1936); Vice Presidente de “Fábrica Uruguaya de Apósitos Medi- 
cinales S.A.” (1943); 31 de octubre бе 1944 participa corno accionista en la Asamblea del 
“Banco Territorial del Uruguay”. 
Diversificación: banca. 


10) PODESTA MILANS, FRANCISCO: (apellido vinculado a la industria molinera desde 
el siglo XIX). 

Director Gerente de “Molinos Podestá” (1924); director de “Cía. Industrial de Productos 
Agrícolas CIPA 5.A.” (1944: 138 acciones), 25 acciones de “S.A. The River Plato 

Со. Ltd.” (1936); suplente de “S.A. Mercado de Cereales a Término del Uruguay” (193 
suplente de “LM.F.A. S.A.” (equipo y complementos para la construcción) (1944); Secre- 

tario de “Horacio Torrendell S.A.” (importación y venta) (1944); director de “Compañía 
BAO S.A.” (jabonería) (1945). 

Diversificación: comercio. 

11) SALVO, LORENZO: (apellido vinculado a la que se considera primera textil urugua- 
ya (1897), después de iniciarse en el ramo de tienda en el Paso Molino (1867)). En 1899 
se asocian con el argentino Campomar. 

1911: Cabaña Salvo - 70 hectáreas en Paso de la Arena (Montevideo). 

En 1924 “Salvo, Campomar y Cía.” integran el 50% del capital de “Juan Púrpura y Cía.”, 
(fábrica de tejidos). 

En 1929 Lorenzo Salvo participa del 66% del capital de “Enrique Abal y Cía.” (importz- 
ción y venta de vehículos Studebaker), 50% del capital de “J. F. Castillo y Cía.” (fabrica- 
ción de perfumes); y 13.5% del capital de “Manuel Narancio y Cía.” (mármoles). 

Era miembro del directorio local de “La Frigorífica Uruguaya” (Sansinena y Cía.), y de la 
“Compañía Uruguaya de Bebidas S.A.”. 

Fue copropietario del “Palacio Salvo” (1928), “Radio Montecarlo” y "Estancia y Cabaña 
Nueva Melhem” (30.000 hectáreas) (1929), A lo que se deben sumar las estancias “Santa 
Angela” y “Maria Elvira”. 

Fue Presidente del primer directorio de *“Ferrosmalt S.A.” (electrodomésticos) (1933). 
(En 1929 “Salvo Campomar” vendió sus establecimientos a “Campomar y Soulas”). 
Diversificación: comercio, agropecuaria. 

12) STRAUCH, GUILLERMO F.: (Guillermo Strauch (Padre) fundó una jabonería en 
1889, que fabricó además productos químicos, especialmente para el agro). 
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Director en 1935 de “Territorial Argos S.A..”, firma que en 1936 integra “Conatel Ltda.” 
(artículos eléctricos). 

Director en 1941 de “Papelera Mercedes S.A.”. En 1944 fue vocal de “Fibratex SA.” y 
Presidente de “Conatel S.A.”. 

En 1945 integró la “Compañía BAO S.A.” (jabonería), fue suplente del Presidente de іа 
“Cía. Agropecuaria e Industrial El Mirador S.A.”, y la “Territorial Argos S.A.” cambió su 
denominación por “Strauch y Cía. 5.A.”. 

Su hermano Arturo fue en 1930 vocal del “Banco Popular del Uruguay”. 

Diversificación: banca, agropecuaria. 


13) VOULMINOT, ALBERTO: (en 1901 fundó con Emmanuel Regusci un estableci- 
miento metalúrgico). 

En 1925 poseía el 65 5 де] capital de “Regusci y Voulminot”, en 1929 era director de “La 
Cooperativa Uruguaya para la producción de oxigeno” (antes, “Vecino, Ilaraz y Cía.”). 
Alberto Voulminot (Hijo) será en 1939 suplente de la “Cía. Industrial de Productos de 
Hormigón $.4.”, en 1941 director де la “S.A. Cooperativa Industrias Nacionales de Oxi- 
geno y Caños de Acero” (CINOCA). 

“Regusci y Youlminot” participará en 1943 del 20% del capital de “Cía. Uruguaya de 
Fundición y Laminados Acero 5.А.”, (CUEYLA) y en 1944 integrará parte del paquete 
accionario de “Serratosa y Castells S.A.” (importación, comercio). 

Armando Regusci además fue vocal de “Tejeduría Uruguaya S.A. Maroñas” (TUSAM) en 
1943, y en 1944 del “Lavadero Oriental de Lanas S.A.”. 


Diversificación : comercio. 
Los comerciantes y la industria. 


1) BARTH, EUGENIO: (caza importadora, agente de la SIEMENS SCHUCKERT WERKE 
de Alemania, tenía sucursal en Hamburgo) (1897). 

En 1936 integró *Conatel Ltda.”, firma que se dedicará a la fabricación de accesorios 
eléctricos. 


2) BRUNET: (mayoristas importadores de productos de almacén) (1909). 

En 1922 Mateo Brunet era Presidente de la “S.A. Cooperativa de Bebidas sin Alcohol”. 

Su hijo José, que desempeñó la presidencia de la “Cámara Nacional de Comercio” fue en 
1925 suplente en el directorio de “S.A. Cristalerías del Uruguay”; en 1928 -año en que 
controlaba el 51% del capital de “Mateo Brunet y Cía.”- fue director de la empresa cons- 
tructora “Costemalle”; en 1929 controlaba el 53% del capital de “Lostorto y Cía.” (im- 
portación de combustibles); en 1930 fue vocal de la "Fábrica Nacional de Calzados 5.A.”; 
еп 1932 aportó el 82% del capital de “Alvariza, Real de Azúa y Cía.” (elaboración y venta 
de colas); en 1933 aportó el 17% del capital de “Tosi, Espiñeira y Cía. Soc. Ltd.” (Fabri- 
cación de chapas lisas y acanaladas); en 1939 figuró como accionista de la textil “S.A. Fa- 
bril Uruguaya”; apareció como propietaria de 1.076 acciones de la “Cía. Industrial de 
Productos Agrícolas CIPA S.A.” (asamblea del 11 de diciembre de 1944) figuró como vo- 
cal de la “Cía. Uruguaya de Navegación y Transportes Aéreos” y en 1945 fue síndico de 
“Usinas Colagel S.A.” (colas, gelatinas). 


3) FERRES: (núcleo familiar vinculado a la firma “Pedro Ferrés” (1864), importadores 
de productos de almacén, agentes maritimos, exportadores). 
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Carlos y Pablo Ferrés eran copropietarios de la firma “Pedro Ferrés y Cía.”, del “Saladero 
Ferrés y Cía.” (Punta de Yeguas), y directores de “Industrias Unidas Casa Blanca SA.” 
(Saladero Paysandú) y “S.A. La Proveedora” (1929). 

“Pedro Ferrés y Cía.” tenía inversiones directas en “Alvarez Cortés, Pérez y Cía.”, (ejecu- 
ción de obras públicas) (1929); “Banco Italiano del Uruguay” (1937) y “Casa Domingo 
Basso S.R.L. (importación 30% del capital en 1942). 

Carlos Ferrés fue abogado de la “Cía. Atlantis” de Londres (1934), vocal de la “Federa 
ción Rural” (1928), del “Banco de Crédito” (1929), y suplente de “La Metalúrgica Uru- 


guaya S.A.”. 
Pablo Ferrés fue Secretario en 1927 de la “Sociedad Cooperativa Telefónica Nacional”, 


suplente del “Banco La Caja Obrera” (1932), Presidente de “Industrias Laneras del Uru- 
guay ILDU S.A.” (1933), Presidente de “La Metalúrgica Uruguaya S.A.” (1937), director 
de “Industrializadora de Lanas Uruguaya S-A.” (LANASUR) (1945). Fue además entre 
1922-31 vocal de la “Federación Rural”. 

Diversificación: industria, construcción, comunicaciones, banca. 

‚ 4) GIL PEREIRA, EUSTAQUIO: (director de “Pereira y Cía. S.A.”, firma propietaria de 
la cadena de tiendas “París-Londres” en el litoral, importadores). 

En 1931 integró el directorio de la “Fábrica Uruguaya de Tejidos S.A. Coop.” en repro- 
sentación de “Pereira y Cía.”, en 1933 fue Vice Presidente de “Industrias Laneras del 
Uruguay (ILDU $5.A.)”, en 1941 fue suplente de “Papelera Mercedes $.A.”, еп 1942 inte- 
gró “Colombino Hnos. Ltda. S.R.L.” (imprenta), y en 1944 aportó el 45% del capital de 
“Chapasfalt S.R.L.”. 

Fue segundo Vice Presidente del “Comité N. de Vigilancia Económica” (1931), Presiden- 
te de la “Asociación Comercial del Uruguay” (1932), y Contador de la “Federación Ru- 
ral” (1932-33). 

Diversificación: industria. 


5) LINN, RODRIGO: (fundó en 1913 junto con David Robertson Bankier “Lina y Cía.”, 
importadores de automóviles, camiones, lubricantes, neumáticos). 

En 1935 fue director de “Fábrica Uruguaya de Neumáticos S.A.”, en 1937 suplente de 
“S.A, Estancia Queguay-Soto”, еп 1938 vocal de “Industrializadora del Calzado S.A.”. 
Era además director de “Chadwick, Weir y Cía. Ltd.”, (agentes de navegación). 
Diversificación: industria, agro, transportes. 

6) ORTIZ DE TARANCO, FELIX: (director de “Taranco y Cía.”, almacén por mayor, 
importación, exportación, barraca, fundado en 1872). 

Presidente del “Banco Comercial” en 1934-35, de “Taranco y Cía. S.A.” en 1941, de la 
“Compañía Azucarera Artigas S.A.” en 1942. 

Luis Ortiz de Taranco, vinculado al comercio y a la industria azucarera fue en 1931 Vice 
Presidente de “The Texas Co. (Uruguay) S.A. (Texaco)”. 

Diversificación: industria, banca. 

7) PESQUERA, NUMA: (director de “Pesquera y Cía.”, almacén por mayor, importado- 
res, consignatarios de frutos del país) (1870). 

En 1921 aportó el 70% del capital de “Goyeneche у Cía.” (tienda); en 1923 poseía el 33% 
del capital de “Estefanell, Cassaretto y Cía.” (depósitos de forraje y venta de maquinaria) 
y fue Presidente de “Cervecería Oriental”. 
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En 1924 ега propietario del 90% del capital de “Juan Carlos Beramendi y Cía.” (sastre- 
ría 


En 1925 figuraba con el 69% del capital de “Cams Hnos. y Cía.” (compra-venta-crís-inver- 
nada). 

En 1926 aportó el 60,5% del capital de “Collazo, Toro y Cía.” (importación de sedas), y 
el 50,5% de “Arges y Cía.” (bodega). 

En 1928 dominaba el 49% del capital de “Calafat y Cía.” (transportes), y fue director de 
k “S.A. Empresa Constructora Costemalle”. 

En 1930 fue Presidente de la “Compañía Nacional de Hoteles” (1930) y Suplente de la 
“Fábrica N. de Calzados $.А.”. 

En 1931 fue Vice Presidente de la “Sociedad Uruguaya de Esmaltados”. 

Ea 1932 fue director de “Maltería Nacional S.A.” y “Fábricas Nacionales de Cerveza 
S,A.”. 

En 1933 figuró como accionista de “Cristalerías del Uruguay $.A.” (23 Feb.). 

En 1936 fue director de “Aceiteras del Uruguay S.A.” (en la asamblea del 30 de abril de 
1943 el “grupo Pesquera” controlaba el 60% del capital integrado), poseía el 11 %del capi- 
tal de “Sociedad Uruguaya de Esmaltados S.A.” y 251 acciones de “Ferrosmalt S.A.”. 

En 1942 fue Presidente de “Sudamericana S.A. de Ahorro, Edificación y Crédito” y di- 
rector de “S.A. Cabo Santa María” (hotel). 

En la asamblea de accionistas de la “Compañía Industrial de Productos Agrícolas S.A.” 
del 11 de diciembre el “grupo Pesquera” figuró con 979 acciones. 

(Abel Pesquera apareció como accionista del “Banco Popular del Uruguay”) director de la 
“River Plate Trading Corporation S.A.F.C, e 1.”. 

En 1945 figuró como accionista de la ex-"Vitivinicola del Uruguay S.A.” y director de 
“Turplat S.A.” (industrializadora de plata). 

Diversificación: industrias, construcción, transportes, banca, negocios inmobiliarios y Éi- 
nancieros. 

8) QUINCKE: (núcleo familiar vinculado a la firma “Ernesto Quincke”, (importadores, 
fundada en 1852). 

Erich Quincke fue en 1923 director de “Cervecerías del Uruguay”, en 1925 de “S.A. Cris- 
talerías del Uruguay”, en 1930 director de “S.A. Frigorífico Modelo” , en 1931 suplente 
de “Fábrica Nacional de Vidrios”, en 1932 de “Fábricas N. de Cerveza S.A. ”, en 1934 su- 
plente de “S.A. Canteras de Cufré”. 

Werner Quincke, además de director de “Cervecerías del Uruguay” y “Fábricas N. de Cer- 
veza” fue en 1925 director del “Banco Popular del Uruguay”, aportó en 1927 en nombre 
de “Ernesto Quincke” el 90% del capital de “Quincke, Serralta y Cía.” (materiales eléctri- 
cos, fabricación de hielo) y fue en 1929 vocal de la “Sociedad Uruguaya de Combustibles 
SA.”. 

Waldemar Quincke, además de estar vinculado a la “Sociedad Uruguaya de Combustibles 
S.A.” y a las “S.A. Canteras del Cufré”, fue Vice Presidente de “Arrozal 33 S.A.”. 
Diversificación: industria, banca. 

9) SANGUINETTI, CARLOS: (principal de la firma “Carios Sanguinetti y Cía.”, importa- 
dores de tejidos y ropas, dirigente de la Liga de Defensa Comercial y Cámara N. de Co- 
mercio), 

En 1930 fue Secretario de “Importadora de Automóviles y Camiones S.A.” (Citroen), en 
1931 Director de “Fábrica Uruguaya de Tejidos S.A.”, en 1932 director suplente de 
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“Banco La Caja Obrera”, еп 1933 director de “Fábrica Nacional de Papel”, en 1941 di- 
rector de “Papelera Mercedes S.A.” y “Bakirgian y Cía. (Uruguay S.A.)”, en 1944 Presi- 
dente de “Territorial La Constancia S.A.”, en 1945 director de “Чита S.A.” (bienes, titu- 
los de deuda). 

Diversificación: industria, banca, negocios inmobiliarios y financieros. 

10) TRABUCATI, HECTOR: (de la firma “Тгабисай у Cía.”, fundada en 1340, importa- 
dores de ferretería, bazar, barraca, etc.). 

En 1923 fue propietario del 65% del capital de “Trabucati y Cía.” y en 1925 fue Secreta- 
rio del “Banco Italiano del Uruguay”. 

La firma apareció participando en 1937 del capital de “Cristalerías De Benedetti-Vidplan 
S.A.”, en 1939 de “Ferrosmalt S.A.” (110 acciones) y del 2,5% del capital de la “Socie- 
dad Uruguaya de Esmaltados S.A.”. 

Diversificación: Industria, banca. 


11) VARELA RADIO, RAMON: (de la firma “Varela Radío y Cía.” (1882), importado- 
res de artículos de ferretería, bazar, etc.). 

Cofundador de la “Sociedad Uruguaya de Esmaltados” (10% del capital en 1939) Secreta- 
rio de la “Cámara de Industrias” (1931), Vice Presidente del “Banco Español del Uru- 
guay” (1936) accionista de “Ferrosmalt S.A.” (1939), 


Diversificación: industria, banca. 


Los ganaderos y la industria. 


1) AMESPIL, GUILLERMO: (Estancia “Concepción” (Durazno). En 1917-18: 5.500 hec- 
táreas, 1.000 vacunos, 11.500 lanares). 

Fue en 1916 accionista del “Frigorífico Artigas”. 

Diversificación: industria de exportación. 

2) ARAMENDIA, PEDRO: (Vocal “Federación Rural” (1916-18). 

invirtió en 1921 en “A. Gallinal, Larraechea y Cía.” (Cultivos de plantas industriales, es- 
pecialmente tabaco), fue en 1925 vocal del “Banco Comercial”. 

Diversificación: agroindustria, banca. 

3) ARROSA, FEDERICO P.: (Estancias “El Duraznito” y “La Delicia” (Soriano), barraca 
de frutos del país (1903). 

En 1929 figuró como Suplente de la “Sociedad Uruguaya de Combustibles” que se pro- 
puso erigir una refinería de petróleo que la creación de Ancap frustró. 

Fue accionista del “Banco de Cobranzas, Locaciones y Anticipos” (237 acciones en 
1931), y del “Banco Comercial” (asamblea del 21 de octubre de 1941). 

Diversificación: banca. 

4) ARTAGAVEYTIA, ADOLFO: (Haras “Las Acacias”, miembro de la “Asociación Ru- 
ral a partir de 1887). 

Fue Presidente del Directorio del “Banco Popular”. 

Diversificación: banca. 
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5) ARTAGAVEYTIA, MANUEL S.: (Haras “Santa Lucía” (1887), Haras y Cabaña “Las 
Piedras” (1896), “Estancia Santa María del Yi” (1901): 5.000 hectáreas, 2.500 vacunos, 
500 ovinos). 

Vocal de la “S.A. Cía. Senatore” (Carnes). 

Diversificación: preparación de carnes. 


6) BORDABERRY, SANTIAGO E. (Н): (Estancia “El Retiro” (Durazno): 4.300 hectá- 
reas). Tesorero de la “Federación Rural” en 1928, miembro del “Comité N. de Vigilancia 
Económica”. 

Director Suplente del “Frigorífico Artigas” en 1916, de la “S.A. Las Palmas” (lechería), 
Director de la “Sociedad Editora Uruguaya S.A.” (1932), Supiente de “Hoteles Económi- 
cos de Turismo S.A.” (1936). 

Diversificación: industria de exportación, láctea, prensa, hotelería. 

7) BRAGA, ANTONIO F.: (Su cabaña en Tacuarembó figuró en 1936 en tercer lugar en 
número de Hereford: 1.774 cabezas. En 1917-18 la Estancia “El Pedernal” de Braga 
Hnos. contabilizaba 8.855 hectáreas, 4.200 vacunos Hereford, 12.000 lanas Merinos y 
Lincoln. Fue tesorero de la “Federación Rural” en 1925 , Vocal de la “Asociación Rural” 
en 1931 y administrador de “Viuda de Antonio F. Braga” (importación de carbón britá- 
nico). 

Director del “Banco Comercial” en 1923.44, Tesorero en 1925 del “Banco de Cobranzas, 
Locaciones, Anticipos” (440 acciones en 1931), Presidente en 1930 de la “Sociedad Uru- 
guaya de Carbón y Sal” y Suplente de “Talleres Metalúrgicos El Acero”. Era además 
miembro del directorio local de “La Frigorífica Uruguaya S.A.” (Sansinena y Cía.) y ac- 
cionista de la “Cía. Nacional de Lanchajes y Remolques $.A.”. 

Diversificación: Este caso muestra imbricación de capital mercantil y rural, con ramifica- 
ciones en la banca, transportes e industria). 


8) BRUM, LAURO: (Estancias en Artigas y Paysandú, Contador de la “Asociación Ru- 
ral” en 1931). 

En 1925 figuró con el 16.5% del capital de “Ing. E. Chiancone y Cía.”, (construcción de 
obras), era accionista de “Cristalerías del Uruguay S.A.” (Asamblea del 23 de febrero 
бе 1933). | 

Diversificación: industria, construcción. 

9) CARRIQUIRY, MIGUEL: (dirigente de la “Federación Rural”, delegado al “Comité 
N. de Vigilancia Económica” por la “Nueva Sociedad de Ganaderos de Tacuarembó” 
(1929). Ingeniero de profesión). 

Socio en 1921 de “A. Gallinal, Larraechea y Cía.” (cultivos agroindustriales), Vocal en 
1930 “Lechería Central Cooperativa Colonia S.A.”. Presidente en 1931 de la “Comisión 
Metalúrgica Branda $.A.”, Secretario en 1934 de “Lecherias y Cafés Sudamericanos $.A.”. 


Diversificación: industria, derivados lácteos, agroindustrias. 
10) ELORZA, JOSE (H): (En 1912 pasó a dirigir la estancia paterna “El Cardo” (Río Ne- 
gro) fundada en 1870 la que en 1936 figuró en tercer lugar por el número de Hereford: 


759. Presidente entre 1930-33 de la “Federación Rural”). 
Vocal de “Industrias Unidas Casa Blanca S.A.” (Saladero Paysandú). 


Diversificación: industria de exportación. 
11) GALLINAL, ALEJANDRO: (Estancias en Florida, Flores, Cerro Largo). 
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Director del “Banco Comercial” (1908-27 y 1934-43), socio de “A. Gallinal y Larraechea 
y Cía.” (1921: cultivos agroindustriales), director en 1942 de “S.A. Balnearios de La Flo- 
resta”. 

Diversificación: banca, agroindustria, negocios inmobiliarios. 

12) GUTIERREZ, CESAR G: (Vocal de la “Federación Rural” (1923-25), Presidente de 
la “Asociación Rural” (1928-32). 

Suplente en 1932 de la “S.A. Las Palmas” (lechería). 

Diversificación: industria láctea. 

13) GUTIERREZ, JUAN M.: (Estancia “El Corral de Piedra” (Salto), dirigente de la “Fe- 
deración Rural” y “Asociación Rural”). 

En 1929 fue Presidente de “La Saladeril Salteña” (“La Caballada”). 

Diversificación: industria de exportación. 

14) INCIARTE, NICOLAS: (Establecimientos ganaderos en Cerro Largo, Treinta y Tres, 
Durazno, Río Negro; barraquero y consignatario de frutos del país; Presidente de la “Cé 
mara Mercantil de Productos del País”; Tesorero de la “Federación Rural” (1916-13). 
Miembro en 1916 dei directorio del “Frigorífico Artigas”. 

Diversificación: industria de exportación. 

15) INCIARTE, ALFREDO O.: (Secretario de la “Federación Rural” (1928-29), Vice 
Presidente de la “Asociación Rural” (1931), vinculado a la “Asociación de Consignatarios 
de Ganado” y a la “Liga de Defensa Comercial”; abogado). 

Accionista del “Frigorífico Artigas”, Vocal del banco “Popular del Uruguay”, Vice Presi- 
dente de “A. Sanguinetti e Hijos S.A.” (Argentina), “Compañía de Seguros La Urugua- 
ya”, Secretario de la “Compañía Nacional de Hoteles S.A.” (1930). 

Vice Presidente de “S.A. Autobuses Montevideo” (1944). 

Su vinculación con la industria se hizo a través de las siguientes empresas: “Sociedad Uru- 
guaya de Combustibles S.A.” Sup. (1929), “Fábrica Nacional de Calzados (Suplente, 
1930), “Productora Uruguaya de Medias S.A.” (director, 1930), “Fábricas Nacionales de 
Cerveza S.A.” (Suplente, 1932), “S.A. Alimentación Nacional de Ganado. Sales Gropper”, 
“Elaboración General de Aluminio y Metales S.A.” (EGAM) (Secretario, 1935), “Papele- 
ra Mercedes-PAMER S.A.” (Suplente 1941), “Fábrica Uruguaya de Cristales y Anexos 
S.A.” (Presidente, 1944), “S.A. Fábrica Artículos de Electricidad (SAFADE) (Presidente, 
1945). 

Diversificación: industria de exportación, banca, seguros, hotelería, transportes, industria. 
16) IRURETA GOYENA, JOSE: (Director de "Estancias Martinicorena S.A.” (1944), 
Presidente de la “Asociación Rural” (1909), Presidente Honorario de la “Federación Ru- 
ral” (1909), abogado de empresas extranjeras (“T.T.T.”, “TEXACO”, “Estancias y Colo- 
nias Uruguayas 5.А.”). 

Fue Presidente del “Banco Comercial” (1936-47), socio de “Lechería Central Uruguaya” 
y de la “Fábrica de Productos Lácteos Kasdorf”, accionista de “Arrozal 33 S.A.”, Suplen- 
te de “Lecherías y Cafés Sudamericanos”, director de la “Cía. General de Fósforos Mon- 
tevideana S.A.” (1935) y de “Соса Cola S.A. - Fábrica Uruguaya de Bebidas Carbonata- 
das” (1942). 

Diversificación: banca, agroindustria, productos lácteos, industria (con vinculaciones con 
capitales extranjeros). 
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17) MORATO, OVIDIO: (de “Barreto y Morató”, Estancia Bueno Retiro (Paysandú): 


27.000 hectáreas en 1916-17, (11.000 arrendadas), 13.000 vacunos, 13.000 ovinos). 
Vocal de “Industrias Unidas Casa Blanca S.A.” (Saladero Paysandú). 

Diversificación: industria de exportación. 

18) OROZCO, OSCAR: (Establecimientos ganaderos en Florida, Maldonado, Rivera, Ce- 
rro Largo, Treinta y Tres, (en 1925 declaró la existencia de 20.000 vacunos y 20.000 la- 
nares). Presidente de la “Asociación Rural” (1919-20), vocal de la “Federación Rural” 
(1929-30). 

Presidente еп 1924 de "Establecimiento Veterinario y Fábrica Nacional de Específicos”, 
integró en 1928 la “Aeroposta Uruguaya”. 

Diversificación: industria química, transporte. 


19) SANTAYANA, JOSE PARDO: (Estancia “La Castilla” (К. Negro)). 

Director del “Banco Comercial” (1914-43), participó de “А. Gallinal, Larraechea y Cía.” 
(cultivos industriales). 

Diversificación: banca, cultivos industriales. 

20) SANTOS, SEGUNDO FELICIANO: (dirigente de la"*Federación Rural” (Secretario, 
1930) y del “Comité N. de Vigilancia Económica” (Secretario Mesa, 1929); director 
“S.A. Estancia Los Teros” (1936); abogado). 

Vocal en 1935 de “El Hogar Uruguayo - Soc. Coop. Ltda. de Crédito Real”, accionista en 
1942 de la “Cía. Exhibidora Nacional S.A.” (Censa). 

Diversificación: negocios financieros, exhibición cinematográfica. 

21) STIRLING, JULIO: (Estancia “Rincón de Francia” (В. Negro)). 

Vocal de “Industrias Unidas Casa Blanca S.A.” (Saladero Paysandú). 

Diversificación: industria de exportación. 


Los banqueros y allegados y la industria. 


1) ARANA, MAXIMO: (En la Asambiea del 12 de junio de 1940 del “Banco Territorial” 
figuró con 5.110 acciones). 

Al constituirse en 1927 la “Orange Crush” (bebidas sin alcohol), Arana integró su Direc- 
torio como suplente declarando la profesión de “banquero”. 

Diversificación: Industria. 

2) COSIO, PEDRO: (gerente del “Banco Popular del Uruguay” (1924-1927). 

Fue Vocal de “S.A. Metalgráfica” (1938) y Presidente de “Molinos Aliados 5.A.” (1941). 
3) GORLERO, JUAN M: (en 1893 se incorporó al “Banco Supervielle” en Buenos Aires 
accediendo en 1907 a la gerencia de la dependencia montevideana de dicha institución). 
Fue Vicepresidente en 1923 de “La Internacional Empresa Telefónica 5.A.”, Presidente 
en 1930 de la “Compañía Uruguaya de Obras Públicas” y vocal en 1937 de la “S.A. Com- 
pañía Nacional de Cementos”. 

Diversificación: comunicaciones, construcción, industria. 
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4) SUPERVIELLE, LUIS J.: (director del “Banco Francés” fundado en 1887 por Luis В. 
Supervielle, (Argentina y Uruguay). 

Cabaña “La Franco Platense” (Canelones). 

Establecimientos ganaderos: “San Antonio” (Salto), “El Ombú” (16.000 hectáreas en 
Río Negro), en 1938 fue Presidente de la “S.A. Rural Argentino Uruguayo”). 

Bancos e instituciones crediticias: En 1937 el “Banco Francés” asistió como accionista 
3 la Asamblea del “Banco Italiano” (29 julio), fue Presidente en 1939 de la “S.A. Crédito 
Inmobiliario”. El “Banco Francés” estaba además vinculado económicamente al “Banco 
Pelotense del Estado de Río Grande” (Brasil) y “Crédito Territorial de Río Grande” (Bra- 
sil), y al “Crédito Foncier de Buenos Aires”. 

Transportes y comunicaciones: “Аегороѕќа Uruguaya” (1928), Presidente de la “Compa 
їЧа Nacional de Lanchajes y Remolques” (1932), Presidente de “C.A.U.S.A.” (aviación 
1942), “La Internacional Empresa Telefónica” (Artigas-Rivera, Presidente: 1923). 
Industria: “Compañía Salus” (Presidente: 1907), *“Vidrería y Cristalería Nacional”. 
“S.A. Compañía Nacional de Cementos” (Presidente, 1937). 

Diversificación: ganadería, transportes y comunicaciones, industria. 


Los profesionales universitarios y la industria. 


1) ACEVEDO, EDUARDO: (Abogado, Ministro -dé Industrias de Batlle (1911), Presiden- 
te de Ancap (1931), etc.). 

En 1925 inscribió los estatutos de la “Compañía Platense de Electricidad SIEMENS- 
SCHUCKERT”. En 1937 integró la “S.A. Sociédad Industrial de Alimentación Científi- 
ca”, en 1938 fue Vice Presidente del “Frigorífico del Plata”. 


2) ACEVEDO ALVAREZ, EDUARDO: (Abogado, diputado, Ministro de Industrias 
(1927), Ministro de Hacienda, (1931), etc.). 

Fue propietario del 25% del capital de “Productos Franz Fietitz y Cía.”, (vacunas, etc.): 
tenía intereses en 1934 en “Elaboradora de Metales S.A.” y en 1944 en “Textil Industrial 
S.A.”. 


3) ALVAREZ LISTA, RAMON: (Abogado, Consejero de la Caja de Amortización ( 1933) 
director de la Caja de Jubilaciones (1934), Presidente de la Cámara de Industrias en repre- 
sentación de “Campomar y Soulas”), 

En 1939 figuró con el 8 % del capital de la “Sociedad Uruguaya de Esmaltados S.A.”. 


‚ 4) AZNARES, JULIO GREGORIO: (ingeniero). 

En 1929 poseía el 2,5% del capital de “Gregorio Aznárez e Hijos” (importación exporta- 
ción), fue еп 1931 Secretario de “CIPA 5.A.”, en 1935 Vice Presidente de la “S.A. Cía. 
Agropecuaria, Comercial e Industrial Aznárez S.A.”, 1937 director de “Remolacheras y 
Azucareras del Uruguay S.A.”. 

5) BERRO, PEDRO P.: (Abogado). 

Asesor Letrado de: “Banco de Seguros”, “El Hogar Uruguayo”, “Cooperativa Bancaria de 
Consumos”, “Onda”, “Pesquera y Сіа.”, “Асейега del Uruguay”, “Farma Oriental Ltd.”. 
Director de la “Cooperativa Nacional de Productores de Leche”, de “Naviera Olimar S.A.” 
(Presidente: 1942), de “Mercado Olivarero del Uruguay S.A.” (Vice Presidente: 1944). 
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6) CALCAGNO, SANTIAGO: (Ingeniero). 
Director de “Fábrica Nacional de Papel $.А.” (Presidente: 1921, 1930, 8,5% del capital 
de la “S.A. Arenera del Plata” (1930). 


Т) CARCAYVALLO, CAYETANO: (Ingeniero). 

Director de “S.A. Agropecuaria Las Maravillas (Rocha)”, de “LM.F.A.S.A.” (equipo y 
materiales para la construcción: 1944), “Frigorífico del Plata”, “Serratosa y Castells” 
(1944). 


8) CERDEIRAS ALONSO, JULIO: (Abogado, Subsecretario de los Ministerios de Guerra 
y Marina (1932), del Interior (1934), de Relaciones Exteriores (1935), etc.). 

Director de la “S.A. Fabril Uruguaya” (Suplente: 1931), de la “Sociedad Uruguaya de Es- 
maltados”, de “Remolacheras y Azucareras del Uruguay S.A.” (1937), de “Cristalerías 
De Benedetti-Vidplan S.A.” (Presidente: 1937); etc. 

9) DELGADO, ASDRUBAL: (Abogado, vocal del “Banco República”, Vice Presidente 
del “Banco Hipotecario”, еїс.). 

Asesor Letrado de las empresas extranjeras: “Anglo Mexican Petroleum Co.”, “Shell Mex 
Uruguay Ltd.”, “Anglo Scottish Construction Co. Ltd.”, Ferrocarriles “Central”, “Nor- 
te”, “Noroeste” y “Midland”. 

Director de las empresas industriales: “Sociedad Uruguaya de Combustibles” (Suplente: 
1929), “S.A. Molinos y Graneros del Uruguay” (Síndico: 1929), “S.A. Cristalerías del 
Uruguay” (Suplente: 1925), textil “La Victoria” (1945). 


10) DIAZ AZNARES, ALEJANDRO: (Ingeniero). 

Director de “Fábrica Uruguaya de Neumáticos S.A.” (1935), “Remolacheras y Ázucare- 
ras del Uruguay S.A.” (1937), “Industrializadora de Calzado S.A.” y “Algodonera Uru- 
guaya S.A.” (1938), accionista de “CIPA S.A.” y Suplente de “LM.F.A.S.A.” (1944), 


11) DOMINGUEZ CAMPORA, ALBERTO: (Abogado, Secretario de la Presidencia de la 
República (1932), Parlamentario). 

Director de “Talleres Metalúrgicos El Acero” (Vocal: 1930). 

12) GERONA, HECTOR ALBERTO: (Abogado, dirigente de la “Asociación Patriótica 
del Uruguay” y de la “Asociación de Escribanos del Uruguay”). 

Director Suplente de “Fábrica Nacional de Vidrios S.A.” (1931). 


13) GIANNATASIO, LUIS: (Ingeniero). 

Principal de “Giannatasio y Berta” (Construcciones), empresa que aportó el 12% del capi- 
tal de “Mecánica Industrial Nevada S.R.L.” (contadores de agua). 

Director de “Curtiembre Americana de Pieles S.A.” (Suplente: 1944), “"lzeta-López” (Su- 
plente: 1944), 


14) GROMPONE, ANTONIO M.: (Abogado). 

Director de “Lechería Central Cooperativa Uruguaya y Productos Lácteos Kasdorf” 
(1930: Secretario), “Lechería Central Cooperativa Colonia S.A.” (1930: Vice Presidente), 
“Lechería Central Cooperativa San José S.A.” (1934: Presidente) y, “Lechería y Cafés 
Sudamericanos S.A.” (1934: Vice Presidente), “Central Metalúrgica S.A.” (ех-“Сіа. Me- 
talúrgica Branda S.A.” (1935: Director). 


15) GUYER, MAX: (Abogado). | 
Abogado de las empresas extranjeras: “Productos Roche”, “Banco Alemán Transatiánti- 
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co”, “Gruen y Bilfinger” (construcciones), “Cía. Gral. de Hierros y Aceros Ferro Staal”, 
“Anilinas Alemanas”, Compañía de Seguros “L'Union”, “The River Plate Land and 
Farming Co. Ltd.”, Apoderado de “Pepsi Cola Cal.”, etc. 

Director de: “Firestone del Uruguay”, Síndico de “Talleres de Carpintería Metálica Mo- 
derna S.A.” (1929), de “Compañía Orange Crush” (Abogado), de “Industrias de Alimen- 
tación Racional de Ganados S.A.” (Gropper) (1937: Suplente) “Ind. Lechera Uruguaya y 
Productos Lácteos Kasdorf S.A.” (1938: Suplente), “Fábrica Uruguaya de Apósitos Me- 
dicinales S.A,” (1943: Suplente). 


16) HUGHES, CONRADO H.: (Abogado). 

Asesor Letrado de las empresas extranjeras: “Metro Goldwyn Mayer”, “Houlder Brothers”, 
“Pan American Airways”, “Shell Mex”, etc. 

Director de textil “La Victoria” (1945: Presidente). 


17) HUGHES, LEOPOLDO A. (hijo): Abogado, hijo del Inspector de Bancos y Socieda- 
des Anónimas). 

Director de “Alvarez Fernández S.A.” (cartonería) (1942), “Eduardo Márquez Castro 
S.A.” (Química) (1945: Secretario). 


13) JIMENEZ DE ARECHAGA, JUSTINO: (Abogado). 

Asesor Letrado de “Liebig's Extract of Meat Co.”. 

Director de “S.A. La Conserva Trinidad” (Elaboración de carnes) (1925: Vice Presiden- 
te), “Minas Uruguayas S.A.” (sociedad formada para adquirir las minas de oro en Cuñapi- 
rú) (1927). 

19) JUDE, RAUL: (Abogado; Ministro de Instrucción Pública (1924), integrante de la 
Junta de Gobierno (1933), Presidente de la Administración de Puertos (1933), Senador, 
etc.). 

Abogado de las empresas extranjeras: “Bunge y Born”, “Banco do Brasil”, “International 
Harvester Co.”. 

Director de “Remolacheras y Azucareras del Uruguay S.A.”, “Molino y Fidería del Este 
S.A,” (1935: Presidente), “Industrias de Alimentación Racional de Ganados (Gropper) 
(1937: Vocal), “Frigorífico Uruguayo S.A.” (1945). 


20) MEZZERA, RODOLFO: (Abogado, Ministro de Instrucción Pública (1915), diputa- 
do, Vice Presidente del Banco Hipotecario del Uruguay, etc.). 

Abogado de las empresas extranjeras: “All America Cables”, “Agencia Marítima Dode- 
ro”, Cía. Gral. de Obras Públicas (Geope)”, “Siemens”, etc. 

Director de: “Conatel Ltd.” (1936), “Cía. Uruguaya de Minerales S.A.” (1943), "Ciba 
Uruguaya S.A.” (1945: Presidente). 


21) MINELLI, PABLO: (Abogado, Ministro de Hacienda (1927), Senador, etc.). 
Asesor Letrado del “Banco Italo-Belga”. 
Presidente en 1930 de “Talleres Metalúrgicos El Acero S.A.”. 


22) POSADAS, GERVASIO A.: (Abogado). 
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53 12 "1935 Рі "1938" 
62 6 “emiosionismo? “emisionismo?” 
n 2 "Һоштагїап', *ahorrarían'* 
73 1 *“artificialmnte'” artificialmente” 
74 3 “gperacions'” “operaciones” 
77 38 “$250.00” “250.000” 
91 17 “"Parimaneto”' “Parlamento” 
109 29 "situal” “sitial” 
121 16 “en otros ámbitos” иа potros ámbitos” 
125 11 “taniestatistas” Mantiestacióras”” 
131 3 “fabricación” “comercialización” 
135 21 "25.000 restantes” "125.000 restantes” 
136 27 “Standar” “Standard” 
139 24 "go volvia” “se volvia" 
140 Г] “*Coalino” *Goalino” 
141 16 “Regis Coperative'” “Regie Cooperative” 
149 39 “бп inmediado” ufin inmediato” 
150 32 “esta isngularidad”” “esta singularidad” 
176 4 “*metización” “mestización” 
184 32 “de la misma” “del mismo'*' 
191 29 "rurlaes” “rurales”! 
192 14 “$15. 0009” "e 15- +1 
201 17 "апа па”, “enigma” 
202 39 “paticular” “particular” 
225 34 “Constitución del” “Constitución y del” 
226 24 “estaba vinulado” “estaba vinculado'* 
245 22 “м constinuó” "ye continuó” 
246 14 “14 y 30 пот. 1934” 14 y 30 nov. 1933” 
255 (Cuadro No, 31 - Cólumns “Crecimiento extensión”) 
“1 7%” “22 а" 
255 19 “el invel”' “el nivel” 
755 31 "де tifo” “Де trigo” 
270 34 “serie оопьртепдїа” “serie comprendia” 
273 34 “maguinara” ` “maquinaria” 
278 21 Corresponde а cita No. 138 que se omitió. 
293 29 “era” “eran” 
295 26 “este crecimieno”” “este crecimiento” 
298 14 "una importane?* "una importante” 
301 3 “tan usuaria” “tan usuraria” 
2308 8 “ыз cuntas’ + "las cuentas” 
319 9 “de la dispisición” “де la disposición” 
320 15 al revalúo'* “el revalúo” 
377 33 “problemas económios” “problemas económicos” 
394 20 “de Sínsico” ude Sindico” 
410 1 “sastreria” “frutos del pais” 
412 15 “lanas” "| апагез'' 
413 3% “Fed. Rural (1909)” “Fed, Rural” 
41 "United Show'* “United Shor” 
17 “nuestras partes” “muestras puertas” 
44 "ов Lobitos ОШ” "la Lobitos Oil” 


